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EXF^LICACIÓIV 

DE LAB 

ABREVIATURAS QUE SE HAN EMPLEADO EN ESTE REPERTORIO 



S Sentencia, 

<j. de M Gaceta de Madrid, 

R. de C Recurso de casación. 

R. de c. en a. de U. Recurso de casación en asunto de 
Ultramar. 

CR \ Colección de Sentencias publica' 

ó. C. S. R \ das por la Revista General de Le- 

ó. C. R. L. y J. . . ) gislación y Jurisprudencia. 

C J. C Sección de Jurisprudencia Civil. 

C L Colección Legislativa, 

R. O Real Orden. 

R. D. S Real Decreto Sentencia. 

t tomo. 

p página. 
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ADVERTENCIA 



Este libro comprende la jurisprudencia en asuntos mercan- 
tiles, sentada por el Tribunal Supremo y demás altos cuerpos y 
centros Directivos de la Nación, desde 1892 á 1902, y alguna» 
anteriores, con las que se completa el Repertorio de la Juris- 
prudencia Mercantil Española que publiqué en 1894 y que 
coniprende los años de 1838 á 1892, del que es el presente con- 
tinuación y complemento. 
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Abanderamiento de buques. Ei ánícuio 129 

de la» Ordenanzas de Aduanas vigenics desde i.* de Enero 
de i885, no tiene efecto retroactivo ni puede alterar el estado 
legal creado por la Real orden de 14 de Junio de 1879 para 
los compradores de buques in*portados del extranjero para el 
servicio de las líneas de vapores correos. — S. de 6 Julio de 
1889. G. de M. de 12 de Septiembre. 

Abandono voluntarlo de mercancías pa* 

ra salvamento de la nave- Diferencia etre J a echa- 
zón y el abandono voluntario de mercancías para el salva- 
mento de la nave, pues hay echazón que no puede tener, 
conforme á los artículos 81 1 y 8i5 del Código, el alcance de 
abandono total^ y que no desposee, por lo tanto, de los de- 
rechos sobre las mercancías arrojadas al mar, á los dueños de 
las mismas. — Sentencia del Tribunal Supremo de 1 1 de No- 
viembre de 1902. 

Abastecimiento de aguas á los ferroca* 

rrOeS- sí bien la Ley de aguas de 3 de Agosto de 1866 en 
su artículo 207 para el aprovechamiento de las pi!iblicas, eos 
loca en primer lugar el abastecimiento de las poblaciones, e- 
sólo para abastecer y no para la absorción completa de las 
corrientes cuando no sea necesario. Resultando de los afo* 
ros practicados por los ingenieros que el caudal de aguas qiue 
discurría por un arroyo en el espacio de 24 horas, excedía 
en muchos metros cúbicos á las necesidades de la población 
en términos que aún concediendo á una empresa de ferro- 
carril el agua que había solicitado, quedaba una gran canti- 
dad de metros cúbicos sobrante después de cubiertas ambas 
atenciones y colocado en el caso 2* del artículo 207 el abas- 
tecimiento de los ferrocarriles, no puede perjudicar á este 
derecho, el pensamiento de una municipalidad de construir 
un lavadíero público con las aguas sobrantes de dicho arroyo 
pues esta industria solo es atendida en quinto lugar en el 



Digitized by VjOOQIC 



REPERTORIO ¿E LA JURISPRUDENCIA MERCANTIL 



orden de preferencia del citado articulo. Esta, ajustada á la 
disposición del artículo 195 de la Ley de aguas la concesión 
hecha á la empresa de un ferrocarril sin perjuicio de tercero 
y salvo el derecho de propiedad, y debe igualmente entender- 
se según las disposiciones de la misma, sin perjuicio de las 
eventualidades á que pueda da^ lugar el aumento de pobla- 
ción.— S. del T. S. 5 Abril 1871. 

Abordaje* Que bajo tal concepto la sentencia condena- 
toria en un pleito en que se ejercita la acción civil para obte- 
ner la indemnización de daños y perjuicios nacidos de la 
negligencia ó imprudencia del Capitán de un buque que 
a'bordó á otro, no infrinje los artículos 17 título 6.% 118, 119 
y^ 120 título 7.' de las Ordenanzas de Marina de 1793; los ar- 
tículos 21 5 y siguientes título 6.** de la Instrucción de 4 de 
Junio de 1873 para el cumplimiento del Decreto de 3o de 
Noviembre de 1872 y la jurisprudencia sentada por el Tri- 
bunal Supremo en sentencia de 19 Noviembre de 1862. 

— Que siendo un hecho no negado por las partes interesa- 
das^ el mencionado abordaje de cuyo acontecimiento tuvo 
noticia la autoridad de Marina que instruyó diligencias en, el 
propio día y se consiguió protesta ante trotarlo público al 
siguiente y dentro de las veinte y cuatro horas ante el Consejo 
de Estado no infringe dicha sentencia el artículo 835 del 
Código de Comercio toda vez que la razón fundamental de 
éste no es otra que la de evitar abordajes simulados é indem- 
nizaciones indebidas, pero nunca dejar ilusorio el derecho que 
tiene el perjudicado por un hecho patente. 

—Que alegando la sala como otro de los fundamentos de 
su fallo la reciprocidad otorgada por el tratado de Comercio 
con Inglaterra, nacionalidad del buque abordado, vigente en 
i886,*estimándola aplicable al caso como consignado en el tex- 
to del Convenio la afirmación del incumplimiento de éste por 
aquella nación es una aseveración cuya prueba corresponde 
á quien la hace y estimándolo así la Sala sentenciadora no 
infrinje el principio d'e que la prueba incumbe al que afirma. 
— R. C. 1 3 de Octubre de 1890 G. de. M. 3o del mismo ines. 

Acciones* No se registran las inscfipciones de la Deu- 
da piüblica ni las acciones de Bancos y Compañías mercan- 
tiles aunque sean nominativas y no son inscribibles en actos 
y contratos relativos alas, acciones en que esté dividido el 
capital de las Compañías mercantiles cualquiera que sea su 
especie y denominaciones. — R. O. de 17 Abril de 1876. 

Acreedor refaccionarlo. V. Refaccionario. 

Acciones Compañías ferrocarril. No puede 

verificarse la cesión cuando las Acciones de la Empresa que 
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había de emitirlas fueran legalmente anuladas y el presunto 
cedente no llegó á poseer lo que se obligó á ceder, para el 
caso de que se la entregaran. — Sentencia i6 Noviembre 1893. 
G. 17 y 21 Diciembre. 

Acción de BmiCO» Los sobreprecios ó primas de 
las acciones de Banco aportadas al matrimonio y los be- 
neficios por ellas obtenidos son productos y ganancias rea- 
lizadas por la Sociedad conyugal que á la misma correspon* 
den, no pudiendo ser considerados como incremento ó acce- 
sión de las acciones antiguas, sino que. pertenecen á la clase 
de gananciales según terminantemente se halla declarado 
por el Tribunal Supremo. R. de C. de 8 de Noviembre de 
1893. G, de M. de 6 y ro de Enero de 1894. 

Acción de Sociedad, interesándose por el de- 
mandado en pleito sobre liquidación de cuencas y pago de 
cantidad, la liquidación de una Compañía de que él mismo 
formó parte con el actor y otro, la división del haber social y 
el pago del saldo líquido, debe el primero para conseguir ta- 
les ñnes, ejercitar la acción correspondiente contra los dos 
que fueron sus consocios.— R. de C. de 17 de Mayo de 1889. 
G. de M. de 1 5 de Agosto. 
• Acción pro socio. V. Juez competente y socio. 

Acciones que asisten á los liquidadores 

de Compañías* Tienen derecho para desahuciar á los 
socios de las fíncas pertenecientes á la Sociedad ó que esta 
llevaba en arrendamiento. — Sentencia del Tribunal Supremo 
de Justicia de 21 de Junio de 1902. 

Accionista. Que la obligación del accionista de una 
Sociedad bancada de satisfacer el importe no pagado de las 
acciones de que fué poseedor, nace concretamente del hecho 
de haberlas traspasado á un tercero, siendo mayor de edad 
á tenor del artículo 283 del Código de Comercio, que pres- 
cribe que los cedentes de acciones inscritas en las Compaííias 
anónimas que no hayan completado la entrega total del im* 
porte de cada acción, quedan garantes del pago que deberán 
nacer los cesionarios, y por lo tanto, no son aplicables ni 
han podido ser infringidas en aquel caso las Leyes, princi- 
pios de derecho y jurisprudencia referentes á la nulidad de 
las obligaciones contraidas por los menores en perjuicio de 
sus intereses aun en el supuesto de que el recurrente hubiera 
adquirido las acciones en minoridad y durante ella le hubiere 
Sido perjudicial tal adquisición.— R. C. de 5 de Julio de 1887. 
G. de 21 de Septiembre. 

Acreedores por cuenta corriente. En tra- 
tándose de un acreedor por saldo de cuenta corriente, que 
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funda su título y causa de pedir en el resultado de la liqui- 
dación de la misma cuenta )a relación existente entre 
acfuél y el deudor, no puede equipararse al contrato de depó-» 
sito, del cual es requisito indispensable que el depositario 
tenga siemp^re la obligación de conservar la cosa depositada 
según la reciba para devolverla cuando se la pida» á punto de 
que si esta obligación cesa con el consentimiento del deposi- 
tante desaparecen los derechos y obligaciones inherentes á 
dicho contrato, para dar lugar á otros derechos y diligencias 
distintas, según lo dispuesto en el artículo Sog del Código 
de Comercio; y estimándolo así la Sala sentenciadora ni in- 
fringe dicho articulo, ni los 908, 912 y 9 13 del propio Código 
y 1924 caso 3.* del Código Civil.— -Sentencia de 28 de No- 
viembre de 1896, p. 662, tomo 80 Jurisprundencia Civil. 

^Obligación contraída por un Banco al admitir en cuenta 
corriente el dinero que se le reclama que se concreta á devol- 
ver la cantidad tan luego le fuera pedida en debida forma. — 
Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de Febrero de 1889, 
p. 5o3 Alcubilla Anuario de 1889. 

Acreedores de dominio* En sentencia de 19 de 
Enero de 1874 se dispone que sólo en los depósitos de cus- 
todia pueden considerarse los depositantes acreedores de do> 
minio respecto á las cosas objeto del depósito; véanse ade- 
más las Sentencias del Tribunal Supremo de Justicia de 28 
Enero de iSSq, 3 y 3o de Diciembre de 1864, i5 de Enero, 
26 de Mayo, 8 de Junio y 17 de Septiembre de i86ó. 

Acreedores de dominio en una quiebra» 

El artículo 908 del Código de Comercio prevé y resuelve el 
caso de que en la masa de una quiebra existan bienes que 
por ser del dominio de terceras personas no lorma parte del 
caudal del quebrado, ni por tanto del activo con que han de 
pagarse á sus acreedores, y al disponer como solución justa 
y adecuada que una vez reconocido el derecho de Jos dueños 
se pongan á su disposición los bienes que le pertenezcan, es 
á todas luces manifiesto que no establece la Ley en favor de 
los mismos otra, ni más preferencia que la de recuperar sus 
bienes sin necesidad de someterse á los demás trámites de la 
quiebra, insiguiéndose de ello, como consecuencia lógica y 
necesaria, que no están comprendidos dentro de este precepto 
legal si no antes bien sometidos como deben estarlo por su 
propia índole á las reglas establecidas por el mismo Código 
para el reconocimiento, graduación y pago de créditos, las 
reparaciones exigibles al quebrado por la desaparición de 
aquellos bienes que hubiese recibido con la obligación de 
restituirlos á su dueño, cual tt^mpoco lo están las demás res» 
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ponsabilidades pecuniarias que el mismo quebrado hubiese 
contraído por sus actos en favor He los propietarios; que lo 
dispuesto en el citado artículo 908 como regla general para 
los bienes de agena pertenencia existentes en la masa de una: 

auiebra es aplicable conforme á su texto y á lo especialmente' 
éter minado por el articulo 909 caso 3 .* á los bien es que el que» 
bfado tuviese en depósito, cuyo precepto aplicado rectamente 

Í según su tenor literal, excluye el caso de que lo depositada 
ubiese desaparecido, porque además de ser la existencia de 
la cosa restituible, condición necesaria para que la restituciói> 
á su dueño pueda efectuarse, el texto legal vigente, á diferen- 
cia de que para el caso análogo estaba contenido en el artí* 
culo II 14 del Antiguo Código de Comercio, terminante- 
mente requiere la tenencia de los bieóes por parte del que- 
brado al tiempo de ocurrir la quiebra que es el suceso á que 
sin ningún género de duda se refiere y puede referirse el 
verbo tuviese por ser la quiebra de un comerciante el hecha 
que sirve de base y fundamento á las previsiones del legisla- 
dor.— Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de Noviembre 
de 1896, G. de M. de 7 de Enero de 1897 y tomo 80 C. R. 

-Acreedor escriturario. Se^ún tiene repetida- 
mente declarado el Tribunal Supremo de Justicia, es preferi- 
ble entre varios acreedores escriturarios el primero en tiempo^ 
— Recurso de Casación de 3o de Abril de 1891 G. de M. de 
19 de Junio. 

—El artículo 913, número 3.* del Código de Comercio, al 
eatablecer la prelación de los acreedores de la primera sec- 
ción en que los divide el artículo 912 del mismo Código,, 
coloca en quinto lugar á los que lo sean comunes por opera- 
dones mercantiles, y concede preferencia sobre éstos, inclu- 
yéndolos en cuarto lugar de orden, á los acreedores escritu- 
rarios conjuntamente con los que lo fuesen por títulos ó 
contratos mercantiles en que hubiese intervenido agente ó 
corredor. 

Esta intervención, que se halla determinada tn los artícu- 
los 95 y 106 del mismo Código, está limitada, tratándose de 
contratos privados, á asegurarse de la rdentidad y capacidad 
legal de los contratantes, y en su caso de la legitimidad de 
sus firmas, respondiendo legalmente de la autenticidad de la 
del último cedente en la negociación de letras de cambio ú 
otros valores endosables. 

Apareciendo de la certificación del Corredor de Comercio 
que autoriza los pagarés en que el acreedor funda su derecho 

?^ prelación en la quiebra del deudor, que tales títulos na 
iieron intervenidos por dicho corredor á su creación, ni en 
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los sucesivos endosos v únicamente en el momento de ser 
cedidos á un tercero, limitándose la iotervención á dar fé de 
la legitimidad del último cedente, es evidente que la solem- 
nidad de la imervención del Corredor en los contratos mer- 
cantiles, á que la Ley concede igual importancia y trascen- 
dencia que al instrumento público, no recayó sobre dichos 
títulos, alna solamente sobre el contrato de cesión, y no cabe 
ni es lícito extender sus efectos para la prelación en la quie> 
bra á otros contratos anteriores privados de que fueron obje- 
to aquellos valores endosables, ni á otras personas que á los 
contratantes en el acto intervenido; y que recojidos los paga- 
rés por el cedente, no habiendo adquirido por virtud de aquel 
acto el cesionario derecho alguno de prelación con relación 
al quebrado, á quien sólo le unían los vínculos contractuales 
<iue se derivan del documento mercantil privado^ no tiene 
aplicación alguna en favor del cedente el derecho de subro- 
gación, ni le corresponde otro lugar en la graduación de 
créditos que el quinto del citado artículo 91 3 del Código. de 
Comercio y señalándole el cuarto se infringen los artículos 
91 3 y 919 de dicho Código.— C, número 117; 7 Diciembre 
1898; G. 27 m. m. y a.; C. L., t. 3, y R. t. 85, p. 483. 

Acreedor hipotecario- Conforme á lo dispuesto 
en el artículo 1118 del CóJigo de Comercio, los acreedores 
con prenda entrarán en la clase de hipotecarios en el lugar 

3ue les coresponda según la fecha de su contrato, devolvien* 
o á la masa las prendas que tuvieren en su poder; y con 
arreglo al artículo 1129 del mismo Código, el repartimiento 
de todos los fondos disponibles de la quiebra, entre los que 
se cuenta, por consiguiente, el valoren venta de dichas pren- 
das, debe hacerse por el orden de clases y prelación que re- 
sulte de los estados de graduación. — C. de U*, número 145; 
1 8 Noviembre 1890; G. 10 Diciembre m. a.; t. 68, p. 5o8. 

Acreedor pignoraticio. Vidc Transporte. 

Acreedor privilegiado- V. Juicio de quiebra. 

Acto mercantil. Las Leyes aplicables á un acto de 
comercio, son exclusivamente el Código Mercantil, y como 
supletorio, el Civil.— C, número 36; 28 de Abril de 1899; 
G. 25 de Mavo m. a.; C. L. t, 5, R., t. 87, p. i58. 

Actos constitutivos de subrogación de 

un socio por otro* E1 contrato por virtud del cual 
un SOCIO reserva á favor de un tercero, sin consentimiento de 
de los demás, el interés que tiene en la Sociedad, exceptuando 
la remuneración del trabajo que presta según la escritura 
social, constituye una subrogación nula por virtud de lo dis- 
puesto en el artículo 143 del Código de Comercio.— Senten- 
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cía del Tribunal Supremo de lo de Junio de 1902. Gaceta 
de Madrid de 3o de Septiembre y 10 de Octubre de 1902. 

\ActosdeJuri8diccióii voluntaria en ne- 
gocios de comercio* Es inaplicable el precepto del 
articulo 18 17 de la Ley de Enjuiciamiento Civil en los actos 
de jurisdicción voluntaria^ en que la intervención judicial 
tiene carácter coercitivo y concluyente, y en tal supuesto, la 
oposición al ejercicio por los socios del derecho que les con- 
cede el artículo 2166 para el extimen de los libros y docu- 
mentos de la sociedad, no impone la aplicación de acjuel pre» 
cepto, que en este punto y de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1824, es incompatible con la penentoriedad con 
que regula dicho derecho el mencionado artículo 2166 (Sen* 
tencia de 10 Abril 1902 Gaceta de Madrid del 26 de Ju- 
nio, p. 370. 

Actos mercantiles* Para calificar de mercantil un 
acto, un contrato, una operación, debe atenderse al origen» 
á la procedencia del acto originario y á la naturaleza y carác*^ 
ter mercantil deéste mismo acto. En este sentido se declaró 
en sentencia del Tribunal Supremo de Justicia de 23 de Ju- 
nio de 1870 que la competencia de los Tribunales de comer* 
cío no la determinan la circunstancia de ser comerciantes el 
demandante y el demandado, y que un pagaré á la ofden es- 
té girado de comerciante á comerciante, sino la de que los de- 
rechos y obligaciones por ellos contraidas emanen de actos 
mercantiles, (p. 344. t. 22 Jurisp. Civil). 

Acumulación á un expediente de sus- 

pensiÓIi de pagos- Los pleitos pendientes ó que pue- 
dan promoverse contra comerciantes constituidos en estado 
de sjispensión de pagos, no son acumulables á los procedí-^ 
mientos seguidos sobre dicho estado, porque además de que 
esa acumulación no está permitida por ninguno de los casos 
determinados en el artículo 161 de la Ley de Enjiiiciamiento 
Civil, es evidente que no existe razón alguna legal para pri- 
var á los acreedores, de su propio fuero y someterlos al del 
quebrado durante el curso de unas diligencias cuyos efectos 
interinos se reducen á obligar á ios acreedores á respetar su 
estado, y cuyo término definitivo es incierto, como depen- 
diente de que haya ó no convenio entre las partes interesa- 
das. (Sentencia de 16 Noviembre, p. 722 tomo 82 Juris- 
prudencia Civil. 

— Solo son procedentes las acumulaciones de autos en los 
casos determinados en la Ley de Enjuiciamiento Civil y en 
ninguno de ellos se encuentra la acumulación á las actuacio- 
nes de suspensión de pagos del deudor del juicio ejecutiva 
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promovido contra éste en distintos Juzgados por el acreedor, 
pues el artículo i6i de dicha Ley, en su número 3.*^, se re- 
fiere á ios concursos ó quiebras cuyos juicios no pueden con* 
fundirse con la suspensión de pagos, autorizada por el 870 
del Código de comercio que es un estado especial que eo 
nada coarta los derechos de los respectivos acreedores para 
el ejerció de sus acciones ante el juez competente, mientraa 
no exista convenio obligatorio para ellos, y porqué el articuló 
1 1 35 de la Ley procesal no priva á los acreedores de instar 
los juicios ejecutivos correspondientes, sin perjuicio de lo 
acordado en el mismo cuando lleguen á la vía de apremio. 
^(Sentencia de^de Diciembre 1897 p. 856, tomo 82 Jnris- 
prudencia Civil). 

Acumulación de autos, si bien con arreglo al 
artículo 160 núm. 3." déla Ley de Enjuiciamiento Civil 
puede decretarse á instancia de parte legítima la acumulación 
de autos, cuando haya un juicio de concurso ó de quiebra, al 
que se halle sujeto el caudal contra el que se haya toritiulado 
ó formule cualquier demanda, esta disposición no es exten- 
siva, según el artículo 166 de la propia Ley, al caso de que 
sólo se persigan en juicio ejecutivo los bienes hipotecados, 
salvo la escepción del art. i33 de la Ley hipotecaria. Acum. 
num. 94: 8 Marzo 1889: G. 3 Abril m. a; t. 65 p, 366. 

— Ei fallo denegatorio de la acumulación de unos autos eje* 
cativos sentenciados de remate á otros sobre cumplimiento 
de lo convenido, por el ejecutado con sus acreedores en dili- 
gencias sobre suspensión de pagos del primero, no infringe 
la Ley 5.*, lit. i5. Partida 5.* que es de carácter adjetivo y 
se limita á expresar los efectos que por regla general produ- 
ce el desamparamiento ó cesión de bienes, y está moditícada 
por la de Enjuiciamiento Civil, á cuyas prescripciones- hay 
que atenerse para resolver la cuestión mencionada. 

-^Circunscrita ésta á los términos expresados, y no ha- 
biendo sido citado en forma legal el ejecutante en el expe- 
diente de convenio, son inaplicables los artículos 870, 873 y 
876 del Código de comercio vigente, y la doctrina de que el 
expediente de^suspensión de pagos de un comerciante crea un 
estado preliminar, y mientras el convenio no sea desechado 
ó no se reúna número bastante de votos para su aprobación, 
no tienen los acreedores libertad para ejercitar sus respecti- 
vos derechos del modo aludido en dichos artículos 873 y 676, 
toda vez que esta doctrina y aquellos preceptos legales se re- 
fieren al caso en que puede pedirse y acordarse la suspensión 
de pagos de un comerciante, á la libertad en que los intere- 
sados quedan para hacer uso de su derecho cuando se des- 
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echa la proposición de coavenio ó no se reúne número sufi- 
ciente de votantes para su aprobación, á las circunstancias 
que deben concurrir para que la quiebra se declare á instan*^ 
cia de los acreedores y á la improcedencia de esta declaración 
mientras no se haya resuelto acerca de la proposición de 
con^nio presentada por el de&dor, casos todos semejantes 
del referido. 

Si bien conforme al art. 904 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, el convenio es obligatorio para todos los acreedores de 
época anterior á la declaración de quiebra que no hubiesen sido 
citados én forma legal, ó cuando habiéndoseles notificado la 
aprobación del convenio, nq hubiesen reclamado contra él en 
los términos prevenidos en la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
carece de aplicación aquel precepto en cuanto al acreedor, á 
quien, apesar de ser conocido su domicilio, no sé citó perso- 
nalmente para la junta, dejando también el deudor de solici» 
tar dentro del plazo señalado en el art* 114!) de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, que se le hiciese saber el acuerdo fa- 
vorable de aquélla y no pudiendo el interesado ejercitar el 
derecho que le reconocen los artículos siguientes; por lo 
cual es indudable que no le perjudicaría la notificación del 
auto de aprobación que se le hubiere hecho extemporánea- 
mente y cuando 3^a se hubieran promovido las diligencias 
{preparatorias del juicio ejecutivo, ni tendría eficacia con re- 
ación al mismo ej convenio celebrado, según disponen los 
arts. ii52 y ii53. C, num. 44.; 27 Septiembre 1889: G. i5 
Octubre m. a: t, 66, p. 188. 

— Si conociendo con perfecto derecho el Juzgado, de un juicio 
universal de acreedores, y otro del Universal también de testa- 
mentaria, pretenden ambos que una demanda interpuesta por 
€i administrador judicial de la testamentaria contra los sín- 
dicos del concurso, se una al juicio de que cada uno entiende 
por estimar la incidente del mismo, esta contienda tiene en 
realidad el carácter y condiciones propias de una cuestión 
de acumulación de autos. 

— En la Sección 2." del tit. 4.° de la Ley de Enjuiciamien- 
to Civil se fija y determina la tramitación que debe obser- 
varse siempre que se tra|e de esas cuestiones de acumulación, 
tramitación especial y distinta de la establecida en materia de 
competencias en los artículos 72 y siguientes de la misma Ley 

citada. — Comp. número 201; 27 de Junio de 1891; G. 25 de 
Julio m. a.: t. 69, p. 898. 

— Procede la acumulación de autos, según lo. dispuesto en 

el artículo 161, conforme en este punto con lo que precep- 
túan los artículos 1 1 77 y i oo3 de la Ley Enjuiciamiento Civil, 
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cuando haya un juicio de concurso ó de quiebra, al que se 
halle sujeto el caudal contra el que se haya formulado ó for* 
mulé alguna demanda, con las solas excepciones establecidas 
en los artículos i65 y i66 de la misma Ley. 

Aun en el supuesto de c^u^ las reclamaciones pendientes 
contra el concursado merecieran el concepto de verdaderos 
juicios verbales, sin embargo de no haber en ellos contención 
ni sentencia, procedería su acumulación al juicio universal de 
concurso, al que estuvieran sugetos los bienes del deudor dé 
que los promovedores de dichos juicios pfetendieren cobrar 
sus créditos, por hallarse comprendidos en los mencionados 
terminantes preceptos de la Ley, y porque no es lícito á nin- 
gún acreedor por acción personal sustraerse á las disposicio- 
nes que en el concurso regulan la graduación y pago de los 
créditos en perjuicio de otros acreedores de igual ó preferente 
derecho.— Comp. número 184; 10 de Diciembre de 1896; 
G. 29 m. m. y a,: t. 80, p. 777. 

— Los pleitos pendientes ó que puedan promoverse contra 
comerciantes, constituidos en estado de suspensión de pagos 
no son 4icumulables á los procedimientos seguidos sobre di- 
cho estado porque además de que esa acumulación no está 
permitida por ninguno de los casos determinados en el artí- 
culo 161 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, es evidente que 
no existe razón alguna legal para privar á los acreedores de 
su propio fuero y someterlos al del quebrado durante el 
curso de unas diligencias cuyos efectos interinos se reducen 
á obligar á los acreedores á respetar ese estado, y cuyo tér- 
mino definitivo es incierto, como dependiente de que haya ó 
no convenio entre las partes interesadas. — Comp. número 
139; 16 Noviembre de 1897; G. 28 m. m. y a.; t: 82 p. ^22. 

— Sólo son procedentes las acumulaciones de autos en los 
casos determinados en la Ley de Enjuiciamiento Civil^ y en 
ninguno de ellos se encuentra la acumulación á las actuacio- 
nes de suspensión de pagos del deudor del juicio ejecutivo, 
promovido contra éste en distinto Juzgado por el acreedor, 
pues el artículo 161 de dicha Ley en su número 3.** se refieie 
á los concursos ó quiebras, cuyos juicios no pueden contun- 
dirse con la suspensión de pagos, autorizada por el 870 del 
Código de Comercio, que es un estado especial que en nada 
coarta los derechos de los respectivos acreedores para el ejer- 
cicio de sus acciones ante el Juez competente, mientras no 
exista convenio obligatorio para ellos, y porque el artículo 
1 1 35 de la Ley procesal no priva á los acreedores de instar 
los juicios ejecutivos correspondientes, sin perjuicio de lo 
acordado en el mismo cuando lleguen á la vía de apremio. --« 
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Coro. DÚm. i8i; 4 Diciembre 1897; G. 22 m. m. ya; t. 82 
p. 855. 

— Según el terminante y absoluto precepto del art. 161 de 
U Ley de Enjuiciamiento Civil, en su núm. S.*", babiendoun 
juicio de concurso ó quiebra, á él hay que acumular todos 
los autos que no sean de los exceptuados en el 166, que se 
sigan ó incoen contra el quebrado cuyo caudal se halle su- 
jeto á aquel juicio. 

Conforme á lo dispuesto en los ans. 176 y 382 de aquella 
Ley, una vez acordado acceder á la acumulación, es impro* 
cedente el recurso de reposición.— Comp., núm. 74: 1 1 Oc- 
tubre 1901; G. n Diciembre m. a.: C. L., t. 10 y R. t. 92, 

p. 25 I. 

V. Recurso de casación (Sentencia definitiva) y Suspensión 
de pagos. 

Administración mercantil. El poder oiorgado 

para administrar» dirigir y gobernar un establecimiento mer» 
cantil, y en su virtud para aceptar, girar, cobrar y protestar 
letras, no autoriza al mandatario para recibir personalmente 
cantidades á préstamo y librar e) importe de las mismas con* 
tra el mandante. V. Sentencia Tribunal Supremo de 5 No- 
viembre 1 90 1, Gaceta de 27 de Febrero de 1902, 

Ag^enteS 4^ Aduanas* Los agentes de Aduanas 
no pueden en tal concepto recibir géneros consignados á su 
nombre y reexpedirlos á distintas personas, porque esto cons- 
tituye la industria reservada á las casas de comisión. 

Sentencia del Tribunal Contencioso Administrativo de 
* 27 y 28 de Mayo de 1895. Gaceta de 1 1 Octubre 1895, pá- 
gina 195 y Sentencia 28 de Febrero del propio año. 

Ag^ente de Bolsa, sí bien el agente de Bolsa es un 
oficial público y su separación procede en los casos que la 
Ley general ó especial del ramo imponen la inhabilitación ó 
privación del oficio, esta garantía de estabilidad sólo puede 
obtenerse después que. el nombrado esté en posesión del car- 
go y cuando por ello se halle reconocido cómo tal funcio- 
nario. 

Antes de eso es discrecional eii el Gobierno nombrar pa- 
ra el desempeño de los cargos de que se trata, á los interesa- 
dos que reúnan las condiciones que la Ley exige, de tal suer- 
te, que no por tenerlas y haberlas justificado puede alegarse 
derecho perfecto al nombramiento. 

Esto supuesto, cuando el nombrado agente de Bolsa no 
ha llegado á posesionarse de su destino y no goza, por con- 
siguiente, de las condiciones de estabilidad con que la Ley 
rodea este cargo, es indudable que puede el Gobierno dejar 

2 
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sin efecto su nombramiento, toda vez que la Ley nada dice 
en contrario y es siempre lícito al Gobierno apreciar con ma- 
yor detenimiento las circunstancias del aspirante, revisando 
ó ampliando su expediente personal; y si de este examen re- 
sultase á su juicio que no reúne las condiciones necesarias, 
disponer que no se confirme ni perfeccione el nombramiento. 

La facultad del Gobierno en tal estado de cosas para obrar 
así no es discutible, pues la autorizan los deberes tutelares y 
protectores que le son propios^ sin poder ser contrariados 
por derecho alguno particular, puesto que los ag:entes de 
Bolsa simplemente electos no tienen ninguno perfecto que 
oponer. 

Además, no es posible resolver en vía contenciosa sobre la 
apreciación hecha por el Gobierno, mayormente cuando se 
ha declarado la ineficacia del nombramiento previas las for- 
mas é instrucción de un expediente que es y debe estimarse 
<:omo ampliación y suplemento del que se inició, en confor- 
midad á las prescripciones legales, y por el que vienen á re* 
traerse las cosas al estado que tenían al hacerse la elección. 

La potestad del Gobierno para adoptar las medidas opor- 
tunas con los agentes que incurran en faltas graves ó en exce- 
sos que sin tener pena legal señalada puedan perjudicar al 
decoro de la corporación, la reconoce el Reglamento de Bol- 
sa en su art. 32, aun respecto de los que están ya en el ejer- 
cicio de sus funciones. R. D. S. 20 de Octubre 1877: G. 28 
de Febrero de 1878. 

— No se infrigen los arts. 98 y 946 del Código de comer- 
cio, sino que se atempera á sus disposiciones al declarar que 
la fianza prestada por el agente de Bolsa, está afecta directa y 
especialmente al pago'de las responsabilidades que por el ex- 
presado concepto había contraído, toda vez que semejantes 
disposiciones legales establecen que la fianza de los agentes 
de Bolsa estará especialmente afecta á las resultas de las ope- 
raciones de su oficio y que la acción real contra dicha fianza, 
además de la personal provinente del contrato, subsiste hasta 
los seis meses, á contar desde la fecha del recibo de los efec- 
tos públicos, valores de comercio ó fondos que se le hubie- 
sen entregado para las negociaciones. Sentencia i5 Diciem- 
bre 1897, p. 942, tomo 82 Jurisprudencia Civil. 

— No infringe, por ser inaplicables al caso, los arts, 78 y 
io3 del Código de Comercio, la sentencia condenatoria á la 
<levolución de la cantidad recibida por un agente de Bolsa 
para la compra de valores públicos que aquel no realizó. 

— Tampoco infringe dicha sentencia, por aplicación inde- 
bida, los artículos 98 y 946 del Código, sino que antes biea 
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se atempera á sus terminantes disposiciones, al declarar que 
la fianza prestada por el agente de Bolsa demandado, está 
afecta directa y especialmente al pago de las responsabilida- 
des que por el expresado concepto había contraído, toda vez 
que semejantes disposiciones legales establecen que la fianza 
de los agentes de Bolsa estará especialmente afecta á las resul- 
tas de las operaciones de su oficio. 

— La acción real contra dicha fianza subsiste hasta los seis 
meses á contar desde la techa del recibo de los efectos públi- 
cos, valores de comercio ó de los fondos que se hubiesen 
entregado al agente para la negociación. — C, núm. 201; i3 
Diciembre 1897; G. 11 Enero 1898; t. 82, p. 942. 

Ag^ente de CftinbiO* La fianza d^l agente de cant-» 
i>io atccta especialmente a Jas resultas de las operaciones de 
su oficio. — C, núm. 60; 6 Marzo 1900; G. 3 Agosto m. a.; 
C. L. t. 7, y R , t. 89. p. 329. 

— Junta Sindical del Colegio de agentes de Cambio y Bolsa 
^e Madrid, Arancel de los derechos que corresponden á di- 
cha Junta Sindical. — Real Orden de 21. Junio 1902, Gaceta 
^e Madrid del 4 de Julio. 

Agentes de compañías aseguradoras. Por 

R. O. de 4 de Abril de 1894, ^^ ^^ dispuesto que las compa- 
ñías que no tengan en España gerencias ó representación ge* 
neral y sí agentes ó varios representantes, están obligados á 
cumplir lo que previene la Instrucción de 11 Agosto 1893, 
-Gaceta de 10 Abril 1894. 

Agente de negocios* Que no infringe las Leyes 
20 y 25, art. 12, partiaa 5/, la sentencia denegatoria del pa» 
go de honorarios reclamados por un agente de negocios, 
cuando no establece que el mandato sea gratuito siempre 
que no pueda pactarse remuneración, ni que los agentes de 
negocios no deban ser retribuidos, sino que fundándose en 
las circunstancias especiales del caso, niega el abono de lo 
que aquel reclama en el indicado concepto. 

R. C. de 10 de Febrero de 1889: G. de 3 de Junio. 

Alzamiento de bienes* La circunstancia más esen- 
cial que caracteriza este delito, es la ocultación ó desapari- 
ción de los bienes del culpable con el malicioso fin de perju- 
dicar a sus acreedores, sin que la circunstancia de haberse 
descubierto después el paradero de parte de los objetos ocul- 
tados afecte á la índole del delito, ya que según jurispruden- 
-cia constante del Tribunal Supremo de Justicia, en casos 
análogos el elemento del perjuicio que el Código requiere 
^ara la constitución de cienos delitos se ha de apreciar en el 
«Qomento de la ejecución del acto criminal, prescindiendo de 
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SUS consecuencias posteriores. (Sentencia del Tribunal Su- 
premo de 17 de Junio 1901, Gaceta de Madrid de 27 de 
Abril 1902). 

Amigables COmponedorefif. Que el auto orde- 
nando el requerimiento m gerente de una Sociedad para el 
nombramiento de un amigable componedor que en unión del 
designado porun accionista promovedor de las diligencias- 
con tal objeto incoadas, proceda al examen y revisión del ba- 
lance social, no tiene el carácter de sentencia definitiva en 
ninguno de los conceptos que determinan los arts. 1688 y 
1690 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, porque no ponetér- 
inino á pleito alguno, ni hace por lo tanto imposible el ejer- 
cicio del derecho <|ue á las partes interesadas convenga ejer- 
citar, razón por la cual no puede constituir materia de casa- 
ción conforme al art. 1729 en su núm. 3.*, R. C. de i.** de^ 
Octubre de 1888; G. 17 de Noviembre. 

— Que no cometen extralimitación alguna, aun que, por el 
contrario, se ajustan á lo acordado en la escritura de com- 
promiso, atemperándose al mandato que se les diera^ losami*^ 
gjables componedores que estando facultados para resolver 
sobre varios puntos sometidos á su decisión, según su leak 
saber, acuerdan lo que creyeron justo al hacerse cargo de 
cada uno de los puntos indicados en particular, fijando los 
límites de su resolución y decidiendo acerca de los extremos 
ien que las partes estaban discordes.— R. C. 12 de Junio de 
1893, G. de 10 de Noviembre. 

— Estableciendo el reglamanto de una sociedad que todas 
las dudas ó cuestiones que se susciten entre los socios debe- 
rán ser dirimidas amigablemente por medio de otros dos so- 
cios y un tercero en discordia, á cuyo fín se determina el 
procedimiento que se ha de observar para obtener la reso- 
lución definitiva y la pena en que incurre el que no la cum- 
pla, infringe dicho precepto. Ley en la materia, la Sentencia 
que estima la demanda de daños y perjuicios y sobre rehabi- 
litación en la sociedad, entablada por un socio. — C, núme- 
ro 29; 6 Febrero 1890; G. 6 Mayo m. a.; t. 67, p. i32. 

Si en la escritura de compromiso y nombramiento de^ 
amigables componedores no se consigiió la limitación de 
que aquéllos habían de atenerse al^ dictamen de peritos^ 
acerca del valor de la cosa litigiosa, sino cjue, por el con— 
trario, se dijo terminantemente que los amigables compone- 
dores quedaban facultados para ordenar la práctica de toda s^ 
las pruebas que interesan á los efectos del compromiso en la 
forma y modo que para Jos juicios admite la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil, se demuestra que, con arreglo al compromi- 
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SO, el dictamen de peritos no tenía otro alcance que ^1 medio 
de prueba que establece la Ley de Enjuiciamiento Civil, de- 
finido en su art. 632, disposición que no obliga á los Jueces 
y Tribunales á sugetarse á dicho dictamen. — C, núm. ío; 
6 Julio 1891; G. 18 Septiembre m. a.; t. 70, p. 60. 

Las escepciones que la Ley otorga como dilatorias dentro 
de los seis días, alegadas ai contestar, producen todo S|u 
afecto como perentorias, por cuya razón, aún supuesto qué 
la excepción de que las partes, con arregló á convenio que 
liubieren celebrado, deben someterse á amigables compone- 
dores, tenga el carácter de la incompetencia de jurisdicción, 
la sentencia que la estima como perentoria, habiéndolo ale* 
^ado él demandado después de pedir prórroga para contestar 
la demanda, lio infringe ios arts. 56, !>8, núm. 2.®, 60 y 
:535 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

El pacto de someter las diferencias entre los accionistas al 
juicio de amigables componedores, nombrados uno por cada 
parte y un tercero en caso de discordia, con arreglo á la Ley 
de Enjuiciamiento civil, no es nulo, por no reunir las cir- 
cunstancias señaladas en el art. 828 de la mencionada Ley, 
porque estos son requisitos de la escritura de compromiso, 
pero no del pacto de otorgarla, el cual, á falta de convenio 
de las partes^ tiene prescrito su desarrollo en los arts. 21 j^ y 
siguientes de la Ley citada, ni tampoco por haber asegurado 
^u cumplimiento con pena de multa, lo cual es del todo con- 
forme con la naturaleza legal del tal pacto. 

Estimándolo así la Sala sentenciadora, no infringe los 
arts. 791, 828, 834 y 836 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
el 323 del antiguo Código de Comercio y el 10 de la Ley 
de 12 de Octubre de 1869. 

El art. 323 comprende en el concepto general de «arbitros», 
á que somete las diferencias entre los socios, el de amigables 
-componedores. 

El art. 10 de la Ley de 19 de Octubre de 1869, al estable- 
cer que la. jurisdicción ordinaria sea la única para las so- 
ciedades á que se refiere^ excluye á la administración y á las 
jurisdicciones especiales, pero no la eficacia de los pactos 
que los fundadores establezcan, ni la intervención en virtud 
<ie ellos de amigables componedores, que no constituyen 
propiamente jurisdicción ni tienen más facultades que las que 
íes atribuyen las partes al amparo de los Tribunales. 

Propuesta, juntamente con otras cuestiones, la de incom- 
{>etencia del Juez, es esta primordial por su naturaleza, y se- 
ría contradictoria la Sentencia que declarando la falta de 
I urisdicción, entrase á resolver las demás cuestiones, por lo 
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que reservando en el caso mencionado á los amigables com- 
ponedores el fondo del pleito, según en el caso análogo dis- 
pone el art. 528 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, lejos de 
iafringir los arts. 544, SSg y 36i, se ajusta á sus preceptos. 
— C, núm. 154; 18 Mayo 1892; G. 16 Agosto m. a.:, t. 71^ 
p. 621. 

— No se infringe el art. i.** del Código de Comercio de 
1829, derivando la cualidad de comerciante de una parte solo 
de la manifestación de ésta, sino del resultado que ofrece el 
conjunto de las pruebas, por aparecer de ellas que el intere* 
sado teñía abierto un establecimiento mercantil, fundaba en 
la cualidad de comerciante su posición social y procede el' 
pleito de una serie de operaciones mercantiles, hecho este^ 
último que por sí solo sujetaría las controversias, que sobre 
dichas operaciones ocurrieran á las leyes y jurisdicción del 
comercio, con arreglo al art. 2.® del mismo Código. 

En tales circunstancias no tiene aplicación el art. 821 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, porque tratándose de comer- 
ciantes, ó cuando menos de operaciones mercantiles veriñ-> 
cadas el año 1864, es aplicable el Código de Comercio de 
1829; y si bien en su art. 1219 remite la sustanciacipn de los 
asuntos de comercio á lo que en su día se establezca en la 
Ley de procedimientos mercantiles, esta disposición legal no 
llegó á publicarse, rigiendo mientras tanto la Ley provisio- 
nal de 24 de Julio de i83o, que estuvo en Tigor basta la de 
uníñcación de fueros de 6 de Diciembre de 1868, toda vez. 
que la de Enjuiciamiento Civil de i855 no contenía disposi- 
ción alguna relativa á la tramitación de esta clase de asuntos^ 

El art. 256 de la Ley provisional de i83o autoriza á los 
comerciantes para nombrar en documento privado amigables 
componedores que resuelvan las cuestiones que entre ellos 
sé susciten. — C, núm. 174; 25 Abril 1896: G. 11 Mayo m. a; 
^- 79» P- 77^' 

A pertura de crédito en cuenta corriente^ 

Que <s pareciendo que unos pagarés entregados por una So- 
ciedad mercantil á un establecimiento de crédito, lo fueran^ 
no en mera guarda, sino con sTu fírma al dorso en garantía 
de crédito abierto por el segundo y en su consecuencia con 
cargo á la cuenta corriente, el hecho de sobreponerse á di- 
cha (irma un endoso á favor del mismo establecimiento para 
realizarlos á su vencimiento por no haber sido recogidos, no 
-es indicante de intención encaminada á causar perjuicio á 
nadie, sino el ejercicio de un derecho que por la naturaleza 
de la convención y ios usos de la plaza entendió tener el es-- 
tablecimiento, cualquiera que^ por otra parte, fueran el va- 
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lor y la eficacia jurídica de los actos de la sociedad y de aquél 
en la esfera de las obligaciones que la ligaran, con responsa- 
bilidades civiles independientes de la penal. (Recurso de ca- 
sación en asunto de Ultramar de i6 de Mavo de 189 r. Sa- 
la I.*, G. de 2 de Septiembre del mismo año). 

Apelación. La resolución judicial denegatoria del 
recurso de reforma de la providencia desestimando la pre- 
tensión del acreedor sobre declaración de quiebra del deudor, 
pomo haber presentado dentro del término legal la propo- 
sición de convenio, ni por su índole, ni por su trascenden- 
cia, tiene el carácter de mera providencia, sino de verdadero 
auto, por cuya razón tramitándose la apelación interpuesta 
por el acreedor, no han podido infringirse los arts. 376 y 
38i de la Lev de Enjuiciamiento Civil.— C, núm. 142; ro 
Diciembre; G. 9 Enero 1893: t. 72, p. 53o. 

ApoderaaO- Otorgándose por un comerciante poder 
á favor de otro para que le represente en toda clase de asun- 
tos ocurridos en determinado punto, recaen sobre el prime- 
ro las obligaciones contraidas por el segundo como apode- 
rado de su comitente; y al estimarlo así la Sala sentenciado- 
ra, aplica debidamente los arts. 28T» 285 ,y 286 del Código 
de Comercio, y no infringe los 286, 292 y 293 del mismo 
cuerpo legal. 

— La confesión no constituye prueba más que en lo que 
se afirma. 

— No tienen aplicación los arts. 261, 284, 285 y 296 del 
Código de Comercio, tratándose de cartas firmadas por un 
hijo ó un hermano del apoderado, limitándose á acusar reci* 
be de otras dirigidas al lühimo por un tercero que con él 
contrató como tal apoderado, sin acreditar que aquellos hi- 
ciesen por sí operación alguna, y habiendo sido los actos de 
los mismos implícitamente aprobados y aceptados por dicho 
apoderado, que es lo que exige el art. 296. 

— Si bien los arts. 279 y 291 del Código de Comercio au- 
torizan al comitente á revocar el poder dado al comisionista, 
poniéndolo en sa noticia, pero quedando aquel siempre .obli- 
gado á las resultas de las gestiones practicadas antes de he- 
cha saber la revocación^ para que esta surta efectos legales 
ha de cumplirse con lo preceptuado en los arts. 21, núme- 
ro 6.*, 29 y 290 del repetido Código. 

— No es de estimar la infracción de los arts. 288 del Códi- 
go de Comercio y 1 717 del Civil, cuando no se acredita ex- 
tralimitación alguna por parte del apoderado, ni el pleito ha 
versado sobre operaciones que este hubiere hecho por su 
cuenta. 
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— Si el acreedor particular del apoderado solo con aquel 
concepto se presentó en los autos de suspensión de pagos det 
segundo, y si bien este había englobado el crédito de dicho 
acreedor^ con el que, á favor del mismo, era de cuenta del 
poderdante, aquel, apercibido de tal contusión, se negó á fir- 
mar el acta, que fué autorizada con su anuencia y consenti- 
miento, la sentencia que no estima la subrogación del deudor, 
no infringe la Ley i5, tit. 14, Partida 5/, ni los arts. i2o3 
del Código Ciril y 287 del de Comercio, porque la nova- 
ción del deudor no es eficaz en derecho sin el consentimien- 
to del acreedor, lo mismo con arreglo á la legislación de 
Partida que al Código Civil, y porque en el caso referido no 
implica dicho consentimiento la aprobación del convenio de 
acreedores del apoderado. — C, núm. 47; 12 Febrero iSgS; 
G. i5 Junio m. a; t. yy, p. 177. 

— El apoderado para enagenar ó vender todos ó cuales- 
quiera de los bienes muebles ó inmuebles, y demás que per- 
tenezcan al poderdante, puede ceder un crédito hipotecario 
del mismo, porque la cesión de la hipoteca, es un acto de ena* 
genación de esta, según ha declarado la Dirección general en 
Resolución de 19 de Junio de 1888, ó un modo de verificarse 
dicha enagenacion, según se expresa en el art. 39 de la Ley 
Hipotecaria, ó de realizarse la transferencia, según indican 
los arts. 347 y 348 del Código de Comercio, y porque, en 
general, toda cesión es, para los efectos de aquella Ley, una 
verdadera enagenacion, según la doctrina consignada en la 
Resolución de 26 de Julio de 1870.— Resolución Hipotecaria; 
núm. 149; 18 Julio 1899; G* ^ Agosto m. a: C. L., t. 5, y 
R.,t. 87, p. 765. 

Apreciación de prueba. No es de estimar la 
infracción de la Ley del Digesio 1/, De Confessis, libro 42-, 
tít. !.• ni la de los arts. i232 del Código Civil, y 48, regla 
I.' del de Comercio, cuando de los documentos invocados 
por el recurrente no se deriva el error evidente del Juzgado 

?' la Sala sentenciadora no desconoce el valor probatorio de 
a confesión y de los libros de un comerciante, sino que 
aprecia aquéllos y éstos en conjunto con la demás resultancia 
de autos.— C, núm. 181; 3o Abril 1896. G. 19 Mayo m. a.; 
t. 79» P- 817. 

Arbitros. Que no iiifringe la Ley social, en el sentido 
que se invoca, porque además de que las acciones que el re- 
currido posee y depositó antes de formtilar dichas reclama- 
ciones y protestas, deben entenderse trasmitidas con todos 
los derechos inherentes á las mismas, es indudable que com- 
pete también á dichos arbitros 6 amigables componedores 
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resolver la diferencia suscitada por la Dirección de la Com- 
pañía recurrente en el particular relativo á si conñere ó no á 
aquel el de reclamar contra los acuerdos de la junta.— R. C. 
lo de Junio de iSgS: G. de 19 de Octubí-e. 

Arrendamiento- Que no infringe ios arts. 174, 175, 
176, 188, 189 y 192 del Código de Comercio de 3o de Mayo 
-de 1829, la Sentencia que sanciona la eñcacia de un contrato 
<ie tirrendamlento de muebles, sino sólo estima probado que 
al otorgarlo el arrendador obró en nombre del dueño, su 
padre ausente, sino también que éste lo aprobó al regresar, 
circunstancia que subsana la falta de poder del primero. — 
R. C. 18 Enero 1892; G. del 3 de Mayo. 

Arrendamiento de obras y servicios, si 

bien es cierto que el arrendatario está obligado á responder 
de los daños y menoscabos que por su culpa se causaren en 
la cosa arrendada, también lo es que esta responsabilidad no 
tiene ni puede tener lugar en el arrendamiento de servicios, 
por ser evidente que en tal caso falta el hecho que la da ori- 
gen, ó sea el de haberse dado por su dueño en arrendamien-* 
to una cosa para su disfrute por el arrendatario, con la obli«^ 
gaciÓD de conservarla hasta su devolución al término del 
•contrato* 

— El hecho de hab^r sufrido daño en su persona por efec- 
to de un descarrilamientoel empleado de una compañía de 
ferrocarriles, no daría origen á otra ni más acción que á la 
proviniente del daño mismo, en cuanto fuera imputable por 
acción ú omisión á la compañía. 

Arresto de los quebrados. Las resoluciones 

que en un juicio de quiebra se dicten sobre el arresto del 
quebrado con arreglo al art. 1.044 del Código de Comercio 
•de 1829 subsistente por su carácter procesal en virtud del 
art. 1.3 19 de la Ley de Enjuiciamiento Civil no son deñiiiti- 
vas á tenor del 1690^ puesto que ni ponen término al juicio 
ni impiden su continuación ni recaen en incidente de los 
taxativamente determinados en dicho articulo. Auto de 1» 
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 28 de Febrero 
1896, p. 393 i. 79, Jurisp. Civil. 

Véase la Jurisprudencia y la doctrina contenida en nuestra 
obra Tratado de las suspensiones de fagos y de las qui^bras^ 
P£dro Estasén* Mñáríá^ 1899. 

Arribadas. Según el art. 65 1 del Código de Comer- 
cio, en las arribadas á que el mismo se refiere basta- con que 
se dé conocimiento de ellas á la autoridad de Marina. 

Dichas arribadas no producen necesidad de proceder á la. 
<iescarga del buque, en cuyo caso se haceti necesarias la auto* 
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rizftción y protesta que determinan los arts. 974 y 976 del 
referido Código.— S. de T. S. 10 de Mayo de 1872. 

Aval. Que la Sentencia recurrida al absolver al fiador 
del pago de los intereses que le reclama el recurrente, no in- 
fringe la Ley 6.*, título 12, Partida 5.' que habla de la mane- 
ra en que puede ser hecha la fiadura, ni el art. 468 del Có- 
digo de Comercio, que determina los efectos del aval, porque 
por Sentencia consentida por dicho recurrente fué absuelta 
la sindicatura del pago de los intereses y por tanto el fiador 
no puede ser obligado á más de lo que hubiera estado el 
deudor principal.— R. C. 16 de Marzo de 1886. G. de 28 de 
Junio. 

— La doctrina y jurisprudencia acerca el aval se exponen 
extensamente en nuestro opiísculo El aval. Ensayo jurídico 
por Pedro Estasén. Barcelona 1902, 44 páginas. 

Averías de niEr* Siendo necesario para las opera- 
ciones de carga y descarga de un buque la aproximación á 
los costados del mismo de lanchas ó barcas, y esto en todos 
tiempos y condiciones de mar^ atendido el objeto con que 
fué fletado, el daño que sufriere por las embestidas de las 
lanchas ó barcas empleadas en dicha operación, impelidas 
por la fuerza de las olas, debe estimarse como accidente de 
mar y por ello de cargo del dueño del mismo buque el coste 
de la reparación. 

—Habiendo ordenado la administración de diferente mo-^ 
do al estipulado las operaciones de carga y descarga de un 
buque, mandando que para ejecutarlas se acercase á tierra 
para descargar, produciendo esto la varadla y desnivel de la 
máquina, estas averías, aunque debidas en absoluto á acci- 
dentes de mar, reconocen como causa la orden de la admi-^ 
nistración y le son por tanto imputables porque exigiendo 
un servicio no estipulado dio ocasión á ellas. 

— Teniendo la administración constantemente ocupado un> 
buque y siempre encendidas sus calderas, haciéndose así im- 
posible la reparación en tiempo oportuno de las averías su- 
fridas por el mismo, debe responder de los aumentos que tu- 
vieran dichas averías y de las que fueran consecuencia pre* 
cisa é inmediata de ellas, puesto que dá ocasión á sus mayo- 
res proporciones y se aprovechó del servicio sin ventaja del 
dueño, que según el contrato podía seguir cobrando el flete 
durante el tiempo de las reparaciones que eran de cuenta del 
Gobierno.^R. D. S. 5 de Febrero de i865; G. de 28 AbriL 

— A falta de pacto expreso acerca de quien ha de sufrir los 
daños por razón de averías de mar, deben aplicarse las reglas 
generales del derecho. 
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£n este concepto la pérdida como efeao de un accidente 
imprevisto de mar según resulta de la sumaria instruida con- 
tra el capitán y tripulantes, constituyen un verdadero caso 
fortuito, cuyas consecuencias debe arrostrar el propietario 
de la nave. 

Si bien se alega por el demandante en contraposición á 
esta doctrina que el servicio que el buque prestó lo fué en 
virtud de orden expresa de un jefe militar que exigió su cum- 
plimiento y directo por el buque mismo, si no hay términos 
hábiles para estimar el siniestro ocurrido como consecuencia 
inevitable de aquella orden ni de las condiciones que la 
acompañaron; pues aun cuando aparezca d^l expediente que 
se principió su ejecución en hora avanzada de la tarde y bajo 
la acción de una mar fuerte, ni el capitán hizo protesta alguna 
acerca de ella ni dirigió la menor observación acerca de la 
posibilidad de obedecerla^ resultando, antes bien, que em- 
prendió la entrada en la dársena sin creer necesario el auxi- 
lio práctico y teniendo en cuenta la claridad de la noche, to- 
do demuestra que dicho capitán estimó el expresado servicia 
como normal y exento de riesgos extraordinarios. 

Tampoco puede alegarse como fundamento de la indem- 
nización el hecho de haber decidido la Marina suspender la 
operación de poner á flote un vapor naufragado, después de 
prestarle cuantos ausilios fueran posibles al ocurrir el sinies- 
tro, en razón á su gran dificultad y coste excesivo y á lo 
ocasionado que era aquella á obstruir la boca de la dársena, 
pues no teniendo la admininistración deber legal que la for- 
jase á efectuar el salvamento del barco, no existe motivo pa- 
ra basar en la referida determinación reclamación alguna.-— 
R. D. S. 19 de Enero de 1878; G. 24 de Mayo. 

— Si la avería sufrida por un vapor fué causada por la lan- 
cha algibe en el acto de ir ésta á proveer de agua á dicho bu- 
que, á fin de que los caballos que transportaba no pereciesen 
de sed y si el choque que la produjo no pudo evitarse porque 
aunque fuera de preveer era necesario prescindir de sus con- 
secuencias para que los caballos embarcados llegasen á las 
costas de Joló y se utilizaran en el servicio déla guerra á 
que se destinaron, atendidas estas causas que ocasionaron la 
avería y el contexto de las condiciones administrativas del 
contrato de flete, es. preciso estimar que el daño causado al 
vapor fué por accidente propio de la guerra y que los perjui- 
cios por tal motivo originados deben indemnizarse por la 
Hacienda. 

Obligada la administración á indemnizar dichos perjuicios 
deben incluirse en ellos los que se le hubiesen seguido al 
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dueño del buque por no haber podido disponer de él duran- 
te los días invertidos en la reparación del siniestro. — R. D. S. 
4 Mayo 1880; G. 20 Julio. 

— Reduciéndose la cuestión del pleito á determinar si el 
deterioro del tabaco que conducía un buque debe ser de la 
responsabilidad del contratista, ó por el contrario es imputa» 
ble al Estado, es indudable que si el daño se produjo en el 
momento de ocasionarse la avería, debe responder de él el . 
contratista, porque calificadas de simples por el Juzgado, son 
de cargo de aquel con arreglo á las condiciones de contrata 

aue deben cumplirse puntualmente según el art. 966 del Có- 
igo de Comercio. 

Resultando comprobado en el expediente gubernativo que 
el contratista, desde que las averías se produjeron hasta que 
resultaron reparadas, no hizo otra gestión para reembarcar 
el tabaco que reclamar á los cincuenta y dos días de ocurri- 
do el siniestro, que le fuera devuelto, reclamación que for» 
mulo por un individuo que se decía representante y que ca- 
recía de personalidad legal para recibirlo, sólo al contratista 
es imputable el deterioro sufrido por no haberse reembarca* 
do la mercancía antes de que aquél apareciera. — R. D. S. 6 
de Agosto; G. 20 Octubre. 

— Que la infracción del artículo 937 del Código de Comer- 
cio descansa en el supuesto contradicho por la sentencia de 
la existencia de la avería, siendo así que la Sala aprecianda 
las pruebas, como e^ de su atribución, establece que no la 
hubo.— R. C. de i5 de Junio de 1887; G. de i3 Septiembre^ - 

AvCriftS- Si se convino que dos peritos decidieran y eni 
caso de desacuerdo se les dio poder para que nombraran un 
tercer perito liquidador, claro es que éste estaba facultado 
para hacer la calificación, liquidación y reparto de averías. — 
p. 1027, tomo 89 Jurisprudencia (^MU Sentencia 29 Diciem* 
bre 1897. 

— Carecen del concepto de definitivas las sentencias dicta- 
das en un expediente de jurisdicción obligatoria sobre asun- 
to mercantil cual lo es el de calificación y liquidación de 
averías. — Sentencia 7 Octubre 1895, p. 198, tomo 78 Juris- 
prudencia Civil. 
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Balance- No haciéndose un balance con intervención 
de los que se suponen responsables del alcance que en él 
resulta, los cuales no reconocen el cafgo ni la data del mis* 
mo, no puede deducirse contra los mismos culpabilidad. — 
e. de 19 Noviembre de 1873. Gaceta de 7 de Febrero. Tomo 
IX, p. 369. Jurisprudencia criminal. 

Admitiéndose e,n la sentencia como hechos probados 
que los libros del establecimiento que tenían á su cargo los 
supuestos responsables del alcance, están sin sellos y sin au- 
torización alguna, con enmiendas, borraduras, claros, dupli- 
cación de partidas, guarismos retocados y otros defectos, no 
puede inferirse cargo alguno cierto contra ellos como res- 
ponsabilidad de lo que aparece quebranto en los balances. — 
(ídem). 

Consignándose también en dichos hechos que se encar- 
garon del almacén sin hacerse recuento formal de las exis- 
tencias que en él había, no puede apreciarse como cargo 
cierto contra ellos el resultado del balance. — (ídem). 

Banco de España* Antes de reseñar la Jurispru- 
dencia relativa al Banco de España recordaremos que por 
Real Decreto de 3i de Diciembre de 1901 se autoriza al 
ministro de Hacienda para celebrar con el Banco un nuevo 
convenio relativo al servicio de Tesorería. (Gaceta de Ma- 
drid de I." de Enero de 1902). Por Ley de 1 3 de Marzo de 
1902 se regulariza la circulación fíduciaria y se indican los 
conciertos^del Gobierno con el Banco de España {Gaceta iS 
Mayo de 1902). Por Real Orden de 17 de Julio de 1902 sé 
celebra un convenio entre el Gobierno y el Banco sobre di- 
versos puntos objeto del artículo 6.® de la Ley de r3 de Mayo 
de 1902 [Gaceta 18 Julio). Como quiera que muchas senten- 
cias que se citan en este Repertobio hacen referencia al 
Reglamento del Banco de España, conviene saber que el 
vigente está aprobado por Real Decreto dé 5 de Enero de 
1901 y aparece en la Gaceta de Madrid del día 10 de Enero* 
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— Los billetes del Banco de España tienen curso legal, por- 
que el R. D. de 17 de Marzo de 1874 le dio fuerza de Ley la 
de 17 de Julio de 1876, y además está relacionado con la de 
128 de Enero de i8í)6 en cuanto por ésta se concede al expre- 
sado Banco la facultad de emitir billetes, facultad que rati- 
ficó el R. D. con privilegio exclusivo. — S. de 10 de Junio de 
1886; G. de i5 de Septiembre; S. de i5 de Junio de 1886; 
<j. de 23 de Agosto; Jurisprudencia Criminal. 

— Que circunscribiéndose la cuestión del pleito á determi- 
nar si el Banco de España al devolver un depósito consti- 
tuido en sus cajas cumplió todas las formalidades marcadas 
en el Reglamento que es la Ley especial del caso y si por 
consecuencia está ó no exento de la responsabilidad que se le 
exige por el demandante, no han podido infringirse la Ley 
5/, título 3.<>, partida 5.', y las doctrinas que establecen el 
derecho del deponente y sus herederos para reclamar la cosa 
depositada, y la correlativa obligación de entregarla con sus 
frutos, rentas y mejoras, que tienen el depositario y su& su- 
•cesores, si la sentencia no desconoce ni el Banco niega este 
precepto general. 

Que siendo legítimo el resguardo presentado para la de- 
volución de un depósito y la firma estampada al respaldo 
quedan cumplidas las. formalidades esenciales de dicho Re- 
glamento, ora se aplique al artículo 242, por tratarse de res- 
guardo trasmisible, ora al 243, por no contener éste endoso 
alguno. 

Que el hecho de que la palabra «recibí» se halle escrita 
en abreviatura por distinta mano del deponente, no aiecta 
á la validez y eficacia de la devolución que principalmente se 
verifica, como se ha manifestado, en virtud de la entrega del 
resguardo original con la firma del deponente puesta en el 
reverso. 

Que en comparación de estos importantes nada significa 
que no se expresen las señas de la habitación del deposi- 
tante, cuya simple anotación no constituye en rigor garantía 
alguna. 

Que cumpliéndose los mencionados requisitos en la de- 
volución de depósitos, el Banco de España no solo no incu- 
rre en descuido ó negligencia, con arreglo á la Ley 3. «, título 
3.°, partida 5.*, sino que, conforme á lo dispuesto en la 
siguiente, no viene obligado á responder de Ip que se ha con- 
dado á su guarda y sale de ella sin culpa suya, por resultado 
<ie un hecho que reviste carácter de delito. — R. C. 20 de 
Marzo de 1890; G. de 28 de Julio. 

— La irresponsabilidad del Banco por los perjuicios que 
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pueden resultar de la pérdida ó sustración de los talones al 
portador establecida en el Reglamento, no se refiere al caso 
de pérdida ó sustracción de unos documentos en blanco, sino 
al de ocurrir después de haberse expedido legítimamente con 
la ñrma del acreedor, según lo evidencia su texto y su objeto, 
porque en este último caso es cuando el Banco paga válida- 
mente aunque el pago se haga á un tenedor ilegítimo del 
crédito, á menos que el librador avise con anticipación la 
pérdida ó sustracción del talón para que se reténgala cantidad 
librada hasta que por quien corresponda se declare cual sea la 
persona que deba percibirla. — Sentencia 28 de Ftbrero de 
1896, p. 394 t. 79 Jurisprudencia Civil. 

— Conforme al artículo 2 5 de los Estatutos por que se rige 
el banco de España y a) 180 y 181 de su Reglamento, es tvU 
<lente la facultad que compete al Gobernador de aquel esta* 
blecimiento de crédito para separar á los empleados en sus 
oficinas por alguna de las causas que se enumeran en el citado 
artículo 180, entre las cuales se halla la de que por su con- 
ducta no inspirasen una completa conñanza ó pudieran me- 
noscabar la que al pilblico ptieda inspirarse en todas las 
operaciones del Banco, y siendo como es la contianza^ un 
sentimiento de orden moral, puramente subjetivo, que no 
admite imposición ni puede infundirse á impulso de ajenas 
voluntades, no cabe poner en duda que sólo á la suprema 
autoridad del Binco corresponde apreciar esta falta sin limi- 
tación alguna. 

Esta facultad es tan absoluta, que aun sometidas las fal- 
tas de los emoleados de aquel establecimiento ai Tribunal 
competente, el fallo absolutorio de éste no obliga al Banco á 
recibir nuevamente á los empleados que hubiesen sido sepa- 
rados de su servicio, según terminantemente, en corrobora- 
ción de esta doctrina, se preceptúa en la última parte del cita- 
do artículo 180 del Reglamento. — C, núm. 59; 12 Febrero 
1897; G. 1 3 Marzo m. a.; t. 81, p. 25o. 

— Él Reglamento para la Caja de pensiones de los empleados 
del Banco de España determina las personas llamadas á dis- 
frutarlas, así como también el orden v modo en que han de 
percibirse, otorgando en el párrafo 2.° del articulo 10, dere- 
cho á ellas en favor de las viudas de los empleados, sin dis- 
tinguir á los que estén casados en primeras ó segundas 
nupcias, ni atender para fijar el derecho á la circunstancia 
<lel activo ó jubilado que el empleado tenga al contraer ma- 
trimonio, sin otra limitación que* la establecida en el artículo 
€2 para seguridad y garantía de los hijos huérfanos, yante 
precepto tan esplícito de la disposición que rige en la materia. 
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no es admisible, en buenos principios de derecho, distincio- 
nes ni interpretaciones que no consienten su letra y espíritu. 
— C, núm. i36; ^3 de Noviembre de 1897; G. de 2 de Di- 
ciembre m. a.; t. 82, p. 688.— V. Contribuciones, depósito u 
pago indebido. 

—Sometidos los empleados del Banco de España á las 
condiciones que para su nombramiento, permanencia, sepa- 
ración y reposición, tiene fijadas dicho establecimiento en ei 
Reglamento de 4 de Diciembre de 1875, aprobado por Real 
Orden de i.** de Mayo de 1876, ésta es la única Ley del Con- 
trato á cuyas prescripciones hay que atender para la resolu- 
ción de aquellas cuestiones. 

La facultad de separación de los empleados legalmente 
ejercitada, con la reserva de la opción del empleado á ser de 
nuevo admitido, no implica el derecho absoluto del mismo, 
según los térrninos literales del artículo 181 del citado Regla- 
mento, á ser inmediatamente repuesto, sino únicamente el 
reconocimiento de su aptitud, según las circunstancias, para 
ser nombrado de nuevo, cuando el Consejo del Banco así lo 
aprecie, en virtud de sus facultades discrecionales, que evi- 
dentemente se ha reservado en estos casos. — C, núm. 148; 
5 Julio 1898; G. 26 Agosto. — V. Depósito. 

— No se incurre en la infracción del art. 1766 del Código 
Civil declarando la irresponsabilidad del Banco de España 
por la devolución de un depósito á la persona que lo hizo y 
con el carácter que ostentara al constituirlo, no teniendo no- 
ticia en contrario y habiéndose ajustado además á las pres- 
cripciones de su Reglamento, Lev del contrato," la observan- 
cia entre las partes. — Sentencia i3 Noviembre de 1901. Gace- 
ta del 27 Febrero de 1902. 

Banco Hipotecario* Ya se considere la amortiza- 
ción de cédulas del Banco Hipotecario de España como gas- 
to de explotación y entretenimiento del negocio que consti- 
tuye el principal y casi exclusivo objeto de sus operaciones, 
ya se estime á aquel establecimiento como comprendido en 
él beneficio otorgado por ei párrafo 2.® del art. 2y del Re- 
glamento de II Abril último para la administración déla 
contribución industrial y de comercio, el gasto de amortiza-^ 
ción de sus obligaciones es deducible al efecto de determinar 
las utilidades líquidas sujetas por dicho concepto á tribu* 
tación. 

Real Orden de 22 Noviembre de 1893. Boletin Oficial 
de Hacienda. 

— Siendo de carácter civil la posesión dada al Banco Hipo- 
tecario con arreglo á la Ley de 2 de Diciembre de 1872, en las 
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fincas que garantizan sus préstamos y se embargan á su ins- 
tancia por taita de pago de éstos, es claro que el nombra* 
miento de mero administrador de aquéllas, obtenido por el 
demandante en autos de tercería de dominio, promovidos 
con relación á las que se encuentran en aquel caso, no mo- 
difica la mencionada situación legal del Banco, sólo vulne- 
rable por medio de la sentencia que puede recaer en el 
pleito de terceria. 

En su consecuencia, el fallo que declara no cumplido, por 
el solo hecho del nombramiento de tal administrador, el pla- 
zo señalado en los contratos de arrendamiento celebrados 
por el Banco, y no estima interrumpida la posesión de éste 
en virtud del mismo hecho, no infringe los arts. 432, 445 y 
1.28 1 del Código Civil niel 1 181 de la Ley Procesal. C, nú* 
mero 223; 3o Diciembre 1897; G. 26 Enero 1898; i. 82, 
p. 1.035. 

—Los arts. 23 y 33 de la Lev constitutiva del Banco Hipo- 
tecario de 2 de Diciembre de 1872 y el 73 de sus estatutos, no 
limitan la acción del Banco á los bienes hipotecados, sino 
que, por el contrario , regulando y asegurando la efectividad 
de la hipoteca, objeto especial de dichas Leyes, en nada al* 
teran el carácter accesorio propio de este contrato, y por 
consiguiente, mantiene el derecho del Banco á dirigirse, có- 
mo todo acreedor hipotecario, contra la responsabilidad ge- 
neral del aeudor para hacer efectivo su crédito en cuanto no 
le cubran las hipotecas constituidas. 

El art. 1,924 núm. 3.* del Código Civil, lejos de decir 
que los créditos escriturarios asegurados con hipoteca de al-* 
¿unos bienes carecen de preferencia sobre otros del deudor» 
se la define bajo la letra ^, al establecer que sobre los bienes 
del deudor, que no estuvieren afectos á hipoteca ú otra obli* 

f;ación inherente, y después de los créditos que enumera en 
os párrafos i.* y 2/, gozarán de preferencia los que consten 
en escritura pública. 

Por esta razón no es aplicable el art. 1.925 cuando la sen* 
tencia recurrida reconoce que un crédito del Banco Hipote- 
cario es preferente, como escriturario, al de un particular 
que no tiene este carácter.— C, núm. 161; 11 de Julio de 
1898; G. 3 de Septiembre m. a.: C. L., t. 2, y R., t. 84, 
p.721. 

•—Expresándose en el correspondiente poder que se auto- 
riza al mandatario ^ara reclamar, percibir y cobrar todo la 
que el mandante debe haber por capital é intereses, así de 
particulares como de Bancos y Sociedades de toda clase, ha 
de entenderse que en la frase «debe» «haber;» se define todo lo 
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que sea activo en la contabilidad del segundo crédito á su 
favor en la de los panicuiares ó sociedades. 

El art. 3 1 del Reglamento del Banco Hipotecario, estable- 
ce que los depósitos, así transmisibles como intransmisibles, 
pueden retirarse por medio de apoderado, presefntando po- 
der legal. 

Por lo expuesto, procede considerar facultado en el orden 
puramente legal al apoderado que lo sea -en las expresadas 
condiciones para retirar el depósito de ciédulas hipotecarias 
que tuviera el poderdante en el mencionado establecimiento. 

En el propio caso la sentencia que condena al Banco á de- 
volver á los herederos del poderdante las referidas cédulas 
malversadas por el apoderado, ó su importe, infringe ios ar- 
tículos 1. 162 y 1.729 del Código Civil, que establecen que es 
válido el pago hecho á persona autorizada para exigirla obli- 
gación en nombre del acreedor, y que el mandante debe 
cumplir todas las obligaciones que el mandatario haya con- 
traído dentro de los límites del mandato, en lo que lógica y 
legalmente se comprende el deber de aceptar la liberación ó 
solución que dentro de iguales términos haya otorgado y el 
art. 3 1 del citado Reglamento, ya que en él se determina ex- 
presamente que los depósitos podrán ser retirados por los 
apoderados que ostenten poder legal. 

El hecho de no haber entregado los empleados del Banco 
las cédulas en el acto de exhibirles el mandatario el poder 
del mandante y de haberle exigido el recibo de éste en los 
resj^uardos, no anularía la virtud del mandato. 

El ser falsa la ñrma que acredita el pago, no invalida este 
cuando realmente se ha efectuado, bien al mismo acreedor, 
bien á su representante legal, en el acto que dicha ñrma 
debía justificar. 

De conformidad con esta doctrina deñne el art. i. 717 del 
<Iódigo Civil, que cuando se trata de cosa propia del man- 
dante, el mandatario le oblig^a, aunque no ostente el carácter 
de tal mandatario 3r aparezca obrando en nombre propio. - 

Conteniendo la referida sentencia la condena al abono de 
interés, infringe por indebida aplicación los arts. i.ioi y 
I. io3, referentes á la obligación de indemnizar por negli- 
gencia y por contravención de las obligaciones, si es un he« 
cho reconocido que fué el apoderado quien pidió y recogió. las 
cédulas. — C, núm. iio; i.* Mayo 1900; G. i3 Agosto m. a.: 
<:. L. t. 7 y R. t. 87, p. 583. 

-r-Con arreglo á lo dispuesto en los arts. 47 y 54 de los 
Estatutos del Banco Hipotecario de España, el Consejo de 
Administración de esta Sociedad tiene la facultad de cance- 
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lar las hipotecas constituidas á favor del Banco, y puede de* 
legar esta facultad en el Gobernador del mismo. 

Esta autorización se refiere á la entidad jurídica que se de- 
signa con el nombre de Gobernador de la mencionada so* 
ciedad y comprende por lo tanto, á todos los que sucesivamente 
ejercen dicho cargo, y debe reputarse vigente mientras no se 
justifique lo contrario, toda vez que no nay Ley ni precepto 
alguno que obligue á los representantes de las sociedades 
anónimas, y á los poderdantes en su caso, á justificar la vi- 
gencia de l^s autorizaciones que les confieren sus represen* 
tados y en cuya virtud otorgan los correspondientes con* 
itratos. 

Manifestando el Gobernador del Banco en el acto del otor- 
gamiento de la escritura de cancelación de la respectiva hi^ 
poteca, que aquél se halla reintegrado del préstamo que fué 
objeto de la misma, no es necesario acreditar este extremo 
con certificación del cajero de dicho establecimiento, puesto 
que tal manifestación, hecha por el Gobernador en nombre 
<lel Banco, equivale á la confesión de éste y hace prueba con- 
tra el mismo, conforme á lo dispuesto en el art. 1.232 del 
Código Civil. R. H. núm. i53; 29 Noviembre 1900; G. 24 
^Diciembre m. a.; C. L. t. 8. y R. t. 90, p. 737. 

, Bancos de crédito territorial- ei vigente có- 
digo dei Comercio, al regular los Bancos de crédito territorial 
plantea estas instituciones con arreglo al sistema según el 
cual dichos Bancos son meros intermediarios entre propieta- 
tíos y capitalistas, demostrándolo así las disposiciones de la 
Sección II, titulo I."* libro ^.^ del mismo, y especialmente 
las de los arts. 204, 206 y 208; según la^ cuales, las cédulas 
-que emiten los expresados Bancos representan los préstamos 
oue realizan, hasta el punto de que los adqulrentes de aqué- 
llas son los que en realidad verifican éstos. 

El art. 209 del mismo Código corrobora el mencionado 
•carácter de intermediarios que tienen los Bancos de crédito 
territorial, pues al autorizará éstos para hacer préstamos hi- 
potecarios reembolsables á corto plazo, no les faculta para 
•emitir cédulas hipotecarias, debiendo hacerlo con los capita- 
les procedentes de la realización del fondo social y de sus 
beneficios, con lo que establece la distinción entre préstamos 
hechos por cuenta y con capitales propios del Banco, y prés- 
tamos representados por cédulas hipotecarias, los tenedores 
•de las cuales son los verdaderos prestamistas, quienes según 
-expresa la exposición de motivos del Código, «podrán hacer 
•efectivo el importe de las cédulas y obligaciones, el de sus 
dntefeses ó cupones, y ei de las primas en su caso, sobre Ips 
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créditos y préstamos que motivaron la emisión de los res- 
pectivos títulos hipotecarios y en cuya representación fueron 
creados»; de suerte que el tenedor de cada grupo de cédulas 
y obligaciones será satisfecho con el importe de los créditos 
ó préstamos á favor del Banco que respectivamente repre- 
sentan, con exclusión délos tenedores de otras cédulas y 
obligaciones, aun cuando fueren de fecha anterior. 

Del art. 210 del mencionado Código, al autorizar á los 
Bancos de crédito territorial para hacer anticipos de capitales^ 
por un plazo que no exceda de noventa días con la garantía 
de sus obligaciones y cédulas hipotecarias, esto es, de las^ 
emitidas por los mismos en representación de los préstamos- 
hipotecarios á largo plazo, se deduce también que no son 
dueños de las hipotecas representadas por dichas cédulas^ 
como lo son de las constituidas en garantía de los préstamos 
á que se refiere el art. 209^ las cuales por esta consideración 
no pueden servir de garantía en las operaciones de crédito á^ 
que alude el art. 2 10. 

No siendo los créditos representados por las cédulas hipo- 
tecarias propiedad del Banco que las emite, es evidente que 
no pueden ser aquellos subhipotecados por éste, quien al 
constituir la subhipoteca á favor de los tenedores de las cé- 
dulas, verihca un acto nulo, no solamente por la considera- 
ción expuesta, sino también porque constituye una garantía- 
consistente en lo que es propiedad de las personas á cuyo 
favor la otorga.— Resolución Hipotecaria núm. 18, 15 Ene- 
ro 1898; G. 25. m. m. y a.: C. L. t. i, y R. t. 83, p. 68> 

Bienes adquiridos con el trabado- El hijo de 

familia constituiao bajo la patria potestad puede contratar y 
aun con anterioridad á la Ley del matrimonio civil, tiene és- 
te el pleno dominio y administración de los bienes que cons- 
tituyeron su percibo castrense y cuasi castrense, la propiedad 
de los que forman su peculio adventicio, ó sea de los que- 
adquiriera, por cualquier título lucrativo ó por su trabajo é^ 
industria. Sentencia 22 Octubre 1870; p. 5, tomo 23 Juris- 
prudencia Civil. 

Bienes embargables. El jomal que el obrero de- 
be percibir en pago de su trabajo, es un derecho á su favor^ 
nacido del contrato de locación del servicio, realizable en el 
momento que por el mismo contrato y en su defecto por la 
costumbre del lugar esté establecido, derecho, por lo tanto^ 
comprendido en el núm. 10 del art. 1.447 ^^ 1^ ^^7 ^^ En- 
juiciamiento Civil, en la lista de orden de los bienes embar- 
gables. (C. núm. 192, 9 Junio 1890. G. 6 Octubre m. a.:: 
t. 67; p. 768.) 
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Bienes muebles* Considerando que con arreglo á 
lo establecido en los arts. 2, 4, 106 y 108 de la Ley Hipote- 
caria, solo pueden hipotecarse los bienes inmuebles 7 dere- 
<:hos reales, y de ninguna manera las cosas muebles, concep* 
to legal que tienen los oficios enagenados de la Corona, las 
inscripciones de la deuda pública y las acciones de Bancos y 
compañías mercantiles, aunque sean nominativas. Sentencia 
■de 13 Diciembre i8q3. G. de 20 Enero 1894, p. 58. 

Billetes de Banco* Pago con papeles que afectan 
la apariencia de billetes de Banco, pero que se confecciona- 
ron, no para confundirlos con éstos, sino para que sirvieran 
-de anuncio. El pago de mercancías realizado con la entrega 
de tales papeles no está comprendido en el art. 547 del Có- 
digo penal, puesto que no arguye defraudación de la subs-» 
tancia, cantidad ó calidad de las cosas entregadas, porque en 
realidad el comprador no entregó cantidad alguna ni cosa 
'específica á que estuviera obligado, ni la calidad de la mate» 
ria de los supuestos billetes de Banco es elemento que les 
-atribuya mayor ó menor valor; pero el hecho cae bajo la 
sanción del art. 554, porque por medio del engaño de supo* 
ner verdaderos los billetes supuestos defraudó el procesado á 
<]uien los entregó al recibir la cantidad que obtuvo. (Senten- 
cia de 12 de Julio de 1900. G. de 9 de Mayo 1901, p. 87.) 

Bolsa.* Son inaplicables los arts. 46 y 49 de la Ley de 
Bolsa de 8 de Febrero de 1854, cuando el agente dice al com* 
prador de unos efectos públicos que un sujeto desconocido 
para él y que se hallaba presente era á quien tenía que en- 
tregar el importe de dichos efectos, pues esto significa que 
á éste y no al agente era á quien el comprador hacía la 
•compra. 

Que no siendo el agente de Bolsa el vendedor de dichos 
afectos, si resultase que éstos no eran de dicho vendedor, 
aino de un tercero, son inaplicables los arts. 118 y 38o del 
Código de Comercio y la Ley 32 título 5.* partida 5.', y aun 
-suponiendo que mediara en la operación como mandatario ó 
comisionista del vendedor, éste y no el agente sería el obli* 
^ado á devolver el importe que recibió por los mismos: que 
-si bien por regla general el que comete una culpa debe res- 
ponder del daño que por ello se haga á otro, esta doctrina no 
puede tener aplicación á este caso, por la omisión en publi- 
car en la Bolsa la operación de venta, cuando si de esta omi* 
sión resultara alguna responsabilidad alcanzaría también al 
comprador que la consintió y no exigió dicho requisito, ape- 
:sar de constarle que no se había practicado, que no puede 
calificarse de contrato la simple nota puesta por un agente 
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de Bolsa de la cantidad que tiene que entre^r el cofioprador 
de unos efectos públicos en el acto de recibirlos, porque en 
dicba uota nada se estípula. Sentencia de 3 Diciembre 1870. 
p. 148 t. a3 Jurisprudencia Civil. 

«-Que las Leyes de Bolsa de 8 de Febrero de 1854 han te-^ 
nido por objeto facilitar y garantir las operaciones que se 
bagan en la Bplsa, pero de ninguna manera se oponen á que 
los tenedores de efectos públicos puedan hiera de aqttel es^ 
tablecimiento contratar sobre los mismos en la forma que 
tengan por conveniente. Sentencia de 24 de Febrero de 1872. 
p. 234, tomo 25 Jurisprudencia Civil. 

Por operaciones de Bolsa. Juez competente para cono- 
cer de sus reclamaciones. Sentencia 28 Diciembre 1897, pá- 
gina 1.006, tomo 82, Boletín de la Revista. 
^ — Que la publicación de operaciones de Bolsa no es requi- 
sito esencial que afecte á la validez de las mismas, sino que 
solo alcanzan sus efectos á la extensión del acta de cotización 

[>or la Junta sindical^ cual se deja ver por el contenido de 
os arts. 78 al 80 del Código Mercantil, naciendo de tales, 
operaciones las acciones y obligaciones consiguientes, según 
lo prescrito en los artículos yS y siguientes del mismo y que 
aun en el caso de que fuere aplicable el Código Civil, no* 
existirían las infracciones alegadas, toda vez que en la sen- 
tencia recurrida se declaran probados los hecbos que apa-- 
yan la demanda y con tal declaración se rechaza el supuesto 
luego de azar, sin que contra esta apreciación de prueba se 
baya alegado error alguno de hecho ni de derecho. Sentencia 
19 Febrero 1896, p. 332 tomo 79 Jurisprudencia Civil. 

— Las operaciones á plazo sobre valores de toda clase he«^ 
chas en Bolsa con la condición expresa ó sobreentendida de 
saldarlas por las diferencias que resultan entre el precio de 
los efectos en el día del contrato y el que tengan en el día 
convenido para $u ejecución, son lícitas y producen accione» 
y obligaciones exigibles ante los Tribunales, puesto que, 
aegün el art. 75 del Código de Comercio, dichas operaciones 
pueden concertarse al contado ó á plazo, en firme ó á volun- 
tad, con prima ó sin ella, puesto que el Reglamento interior 
provisional de la Bolsa de Madrid, aprobado por Real De-^ 
creto de 18 de Junio de 1866, partiendo de su indiscutible li«^ 
citud, determina en su art. 53 los requisitos que deben coate- 
ner las liquidaciones por operaciones á diferencia, y en el 65, 
despuiís de definirlas, expresando que son aquellas en que na 
se estipula la obligación de entregar los valores, ordena que 
la liquidación se practicará por la Junta sindical en caso de 
reclamación, buscando la diferencia entre el cambio conte% 
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nido y el ripo medio de cotización del último día del mes. 
C, Dúm. 69. 16 Febrero 1897; G* ^^ Marzo m. a.: t. 81, 

p. 2l3. 

— La eficacia atribuida por los arts. 58 y 93 del Código de 
Comercio á los asientos de los libros que deben llevar los 
agentes y corredores para probar las operaciones y salvar las 
dudas que puedan originarse cuando aparecen divergencias 
entre los ejemplares del contrato en que han intervenido, no 
es posible entenderla de modo tan absoluto que excluya toda 
otra prueba, especialmente cuando el corredor ó agente in» 
terviene contratando en nombre propio, según para ello le 
autoriza el art. 245 de dicho Código, porque esto equival* 
dría á dejar por completo á su arbitrio los derechos y obliga- 
ciones de sus comitentes. 

Por lo tanto, relacionando y concordando la Sala senten-^ 
dadora los asientos de un libro de un corredor, con otras 
pruebas, y muy especialmente con la correspondencia del 
mismo, para formar juicio acabado de la naturaleza y alcan- 
ce de una operación de Bolsa, no infringe los mencionados- 
artículos del Código de Cotoiercio, ni los 12 16, 1218, i258 y 
1727 d^l Código Civil. C, núm. 75; 20 Febrero 1897; 
G. 21 Marzo m. a.: t. 81, p. 33o. V. Agente y valores públicos. 

—No son aplicables á los contratos mercantiles, y por lo 
tanto, á las órdenes de compra y venta de efectos públicos^ 
el art. 1214 del Código Civil en relación con el 1279 y 1280, 
porque el 5i del de Comercio no requiere para los contratos 
de este orden, ninguna formalidad especial, sin potier otra 
limitación á la amplia libertad de las partes que la consi-^ 
guíente á no estimar bastante la prueba testifical por sí sola 
para acreditar la existencia de los que excedan de i.5oo pe- 
setas; aparte de que es doctrina consagrada por la Jurispru- 
dencia, que la omisión de documentos en los casos en que 
el Código Civil lo exige, no afecta á la eficacia de los contra-^ 
tos cuando concurren en ellos las condiciones eseocialea 
para su validez. 

Las operaciones de Bolsa á plazo, aunque solo tengan 
por objeto la diferencia de cambio, son válidas y producen 
acciones y obllgacionos exigibles ante los Tribunales, según 
el art. 75 del Código de Comercio y la Jurisprudencia del 
Tribunal Supremo, y la falta de cumplimiento á lo dispuesto 
en los arts. 73 y 79 ael propio Código y en los Reglamentos 
de Bolsa soore la publicación de esas operaciones y entregáis 
á la Junta sindical deja nota correspondiente á cada uno, no 
pone estorbo á su validez, según lo tiene declarado el mis^ 
mo Tribunal en la sentencia de 19 de Febrero de 1896. 
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No se infringe la doctrina legal, en cuya virtud las ope- 
raciones de Bolsa no se practican en la forma taxativamente 
f>revenida en el Código de Comercio y reglamento, son nu- 
as como ilícitas, ni los arts. 5 1 y 259 del mismo Código, por 
estimar la Sala sentenciadora, apreciando el conjunto de las 

{>ruebas, y no exclusivamente la testifical, ó los asientos de 
os libros del agente, que éste realizó de orden y por cuenta 
de otros varías compras y ventas de valores públicos, á plazo 
y en firme, y aun cuando no se anunciaron al público ni se 
dio conocimiento de ellas á la Junta sindical, deben surtir, 
entre comitente y comisionista, sus efectos legales. — C, nú- 
mero 181; 29 Diciembre 1900; G. 16 Febrero 1901; C. L. 
t. 8 y R. t. 90, p. 872. —V. Títulos. 

— Irrevocabilidad de la venta de títulos de la Deuda 
Española efectuada solemnemente en una Bolsa extran- 
jera. 

— Deniega el Tribunal Supremo el recurso de casación 
interpuesto contra la Sentencia que rechazó la acción reivin- 
dicatoría ejercitada por una asociación española, respecto á 
los títulos vendidos, y establece: 

i.^ Que la retención de los mismos acordada por la auto- 
ridad judicial á instancia de la asociación y consentida por el 
comprador, no significa sentencia firme en que se reconozca 
la procedencia de la acción reivindicatoría, ni produce, en 
cuanto á ésta^ la cosa juzgada. 

2.^ Que la venta de los títulos fué válida y eficaz con 
arreglo ¿I Código de Comercio y á las leyes, belgas, que 
impiden desposeer al adquirente sin que se le reembolse el 
precio 

3.* Que carece de aplicación al caso la Ley de 2 de Sep- 
tiembre de 1896, por haber sido vendidos los valores con 
anterioridad á ella. 

— (26 Octubre 1 901). La Sacramental ó Archicofradía de 
San Justo era dueña de 3 10,000 pesetas nominales en títulos 
de la deuda exterior, que tenía depositados en el Banco de 
España, de los cuales dispuso el Tesorero de la corporación 
en su personal provedbo. Conocido el desfalco, acordó el 
Juzgado de la Audiencia de Madrid, á instancia de la archi- 
cofradía, que los títulos así retirados quedasen retenidos y á 
su disposición; y averiguado que habían sido enagenados el 
I.* de Agosto de 1895 al Banco de Bruselas en la Bolsa de 
la capital, ese Banco acudió al Juzgado de Madrid en súplica 
de que se alzara la retención acordada; pretensión que se le 
denegó por providencia firme. 

En su consecuencia el propio establecimiento, entabló de* 
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manda en solicitud de que se reconociese y declarase que le 
pertenecían los títulos que había adquirido en Bruselas, con 
las solemnidades de derecho y eran, por lo tanto, irreivindi- 
cables, con arreglo á la ley de 3o de Marzo de 1861 y que se 
alzase la retención de los mismos y de sus cupones. 

Opúsose la Sacramental, continuó la sustanciactón del 
pleito .y recayó sentencia que en apelación fué confirmada 
por la Sala primera de la Audiencia de Madrid, declarando 
los títulos de la pertenencia del Banco y que eran irreivindi- 
cables, incluso para la Archicofradía. 

La cual interpuso recurso de, casación por infracción de 
la cosa juzgada, y de las leyes que proclaman su eficacia, y 
por infracción también de las leyes de 3o Marzo 186 1 y 29 
Agosto 1873 y de los arts. 545 y 56o del Código de Co- 
mercio. 

El Tribunal Supremo, siendo ponente D. Joaquín Gonzá- 
lez de la Peña, declara no haber lugar al recurso. 

Considerando que ha de haberse resuelto ejecutoriamente 
por sentencia definitiva dictada en un pleito anterior la mis- 
ma cuestión que fuere obfeto de nuevo pleito para que este 
haya de resolverse en vir/ud de la presunción que lleva con- 
sigo la cosa juzgada; y que, esto supuesto, es á todas luces im- 
procedente el motivo primero del recurso, porque versando 
este pleito sobre la propiedad de los dos títulos de la deuda 
pública antes mencionados, funda el recurrente la excepción 
de cosa juzgada en una providencia que, sobre no tener la 
calidad de sentencia definitiva, se limitó á denegar el alz^* 
miento de la retención de esos mismos títulos de la Deuda, 
decretada anteriormente á instancia de la Archicofradía, lo 
cual es un punto accidental y subordinado al resultado de las 
acciones sobre pertenencia que las partes pudieran ejercitar; 

Consideranao que el fallo recurrido estima la demanda 
deducida por el Banco de Bruselas y rechaza las excepciones 
opuestas á.ella por la Archicofradía, no tan solamente por 
entender que contra la adquisición de títulos al portador de 
la Deuda pública española efectuada en Bolsa, no se dá la 
acción reivindicatoría, ni en caso alguno la de nulidad esta- 
blecida por el art. 570 del Código de Comercio, sino tam- 
bién por otro fundamento que en el presente recurso no se 
impugna, ó sea por entender que habiendo adquirido el 
Banco los dos títulos de la deuda en un mercado público, 
como lo es la Bolsa de Bruselas, no puede ser desposeído se* 
gún las leyes belgas, conformes sustancialmente en este pun- ' 
to con las españolas, sin que la Archicofradía le reembolse el 
precio de su adquisición, á lo cual no se ha prestado; 
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Considerando que reconocida como está la buena fe» coa 
que el Banco de Bruselas compra en U Bolsa de esta ciudad 
los dos títulos de la deuda, carecen por más de un concepto 
de eficacia los tres motivos últimos del recurso para proda* 
cir la capación de la sentencia recurrida: primero, porque 
aunque á ese obfeto se niegue la eficacia bastante para que los 
títulos asi adquiridos no estén sujetos á reivindit:ación, ni de 
ello se sigue que esta debiera prosperar, ni menos que la 
venta por haberse efectuado en un mercado público defarade 
producir l¿s efectos que por tal razón le atribuye la senten- 
cia: y segundo, porque además de que el art. 54S del Código 
de Comercio, establece como regla general la validez y ple- 
na eficacia de las ventas de efectos al portador hechas en BoI«% 
sa, es lo cierto que el art. 56a, donde en realidad se esta» 
blece una excepción á la misma regla para el caso de ^ue los 
valores negociados fueran robados, hurtados ó extraviados y 
se hubiera previamente prohibido negociarloa, es de todo 
punto inaplicable al caso presente, por tratarse de una venta 
de títulos al pordador de la Deuda pública efectuada con an- 
terioridad á la ley de 2 Septiembre de 1896, que sea cual fue- 
re el alcance que deba dársele, no regía al tiempo de la venta, 
y que por cuanto regida á I9 sazón la negociación de esoa 
valores por las leyes especiales de 186 1 y 73 no estaba sufeta 
á los procedimientos de que forma parte dicho art. 56o, por 
virtud de lo dispuesto en el 566, según categóricamente se 
declaró por el Tribunal Supremo en 2i de Junio de 189a 
(i^ y virtualmente en 3o de Mayo de! 95 (a) sin que tal doc- 
trina esté contradicha por la sentencia de 7 de Julio del 96» 
(3) dictada en congruencia con el recurso que estaba llamado 
á resolver para reconocer la eficacia de una venta de valores 
^públicos al portador, hecha de buena fe en Bolsa con las for- 
malidades legales.» (Sent. 26 Octubre igoi. -^Gaceta 24 Fe-» 
brero 1902, p. 65). 

— Se concede á la Sociedad S. Cabal y C* la autorización 
para fundar en la ciudad de Gijón una Bolsa de Comercio 
cuyas cotizaciones tendrán carácter oficial, entendiéndose 
que la autorización mencionada no entraña la concesión de 
un privilegio exclusivo. La fianza de la Agencia de cambio 
de la referida Bolsa será de 5o.ooo pesetas, no pudiendo co- 
menzar á funcionar la expresada Bolsa hasta tanto que se 
constituya la Junta Sindical del Colegio respectivo y se 



(1) Apéndice de 189S, Alcubilla, p. 103 de lal.<' edición y 172 de la 2.* 

(2) Ap. de 1895, p. 742. -ídem. 
(8| Ap. de 1896, p. 763.— ídem. 
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apruebe el Reglamento Interior que se forme para el régimen 
de dicbó centro de contratación. Será aplicable á la nueva 
Bolsa el reglamento interino de Bolsas del Reino de 3i de 
Diciembre de i885, especialmente lo dispuesto en el art. 3i 
(Real decreto de 20 Junio de 1902. Gaceta de 21 idero) Alcub. 
Ap. 1902 p. 329. 

— Por Real orden de 2 1 de Junio de 1 902 se aprobó el pro- 
yecto de Arancel para la fijación y percibo de los derechos 
3ue corresponden á la Junta Sindical del Colegio de Agentes 
e cambio y Bolsa de Madrid [Gaceta de Madrid del dia 4 
' Julio 1902). 

— Importa conocer los considerandos de la sentencia de 29 
de Marzo de 1902. Dice asi: 

f Considerando que la cuestión fundamental debatida en el 
recurso consiste en determinar las circunstancias que deben 
concurrir en la negociación de los efectos públicos para que 
estos sean irreivindicables con arreglo á las disposiciones del 
Código de Comercio, y especialmente el número 3.* del artí- 
culo 545. 

^^Considerando que para interpretar el citado artículo y 
fijar su recto sentido, es forzoso tener en cuenta: primero^ 
que al tratar el Código de la forma y efectos de las operacio- 
nes realizadas en las Bolsas de Comercio se refiere á estas, 
según las define el artículo 64, esto es, á las legalmente auto- 
rizadas en que de ordinario se reúnen los comerciantes y los 
agentes intermedios colegiados; segundo, que toda Bolsa de 
Comercio establecida ó autorizada por el Gobierno, confor- 
me al primer párrafo del artículo 65 supone, con arreglo al 
artículo 73, la existencia de agentes de cambio colegiado, á 
quien corresponde por el articulo 100 y 36 del reglamento 
aprobado por R. D. de 3i de Diciembre de i885, intervetjir 
privativamente en las negociaciones ó transferencias de toda 
especie de efectos ó valores públicos cotizables, definidos en 
el artículo 68 de aquél cuerpo legal, y tercero^ que si bien 
las sociedades, á que se refiere el 2.* párrafo del artículo 65, 
pueden establecer Bolsas, la cotización de las operaciones en 
ellas realizadas, sólo tienen carácter oficial cuando las haya 
autorizado el Gobierno, caso en el que suponen también 
dichas Bolsas la existencia de agente y, la intervención priva- 
tiva de este en la negociación de los referidos efectos; de 
todo lo cual se sigue que la intervención del Notario y del 
Corredor de comercio ha de ser donde no haya Bolsa, con 
el carácter inherente á la índole de sus peculiares funciones 
y con las formalidades propias del cargo respectivo, según 
declaró este Tribunal en sentencia de 3o de Mayo de 1895 
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(i), sin que ni por razón de tales cargo y funciones hayan de 
concurrir á las Bolsas de Comercio para autorizar la trans- 
misión de los efectos al portador á que se reñiré el articula 
545, ya que, según acaba de expresarse, es privativo para ello 
la intervención de los agentes de cambio; y en las Bolsas no 
autorizadas por el Gobierno, y que pueden establecerse por 
iniciativa de los particulares ó de las sociedades, si se realizan 
sin agente intermedio operaciones sobre efectos públicos los 
cuales son transmisibles por la simple tradición, no tienen 
otro alcance que el que se deriva 'del artículo 74. 

}^Considerando por lo expuesto, que en el número tercero 
del artículo 545 del Código de Comercio, que declara irrei- 
vindicables los efectos al portador cuando fueren negociados 
en Bolsa con intervención de agente colegiado, y donde no 
lo hubiere, con intervención de Notario público ó Corredor 
de Comercio, debe entenderse en el sentido de que la irreU 
vindicación lo mismo alcanza á los efectos públicos cuando 
hubiescín sido negociados en Bolsa con intervención del refe- 
rido Agente que á los negociados fuera de ella con intervención 
de Notario ó Corredor con las formalidades debidas, porque la 
fra^e «donde no lo hubiere», aunque se refiere al agente cole- 
giado por el pronombre lo que se relaciona con el sustantivo 
más inmediato para concordar con él verbo hubiere^ no 
puede menos de referirse también en el concepto al lugar ea 
que no hubiere Bolsa por suponer esta la existencia de agen- 
te, única que allí puede funcionar páralos fínes expresadds^ 
é implicar e) último la existencia de la Bolsa; y por qu^ 
inspirado el Código spbre tal particular en la Ley de 29 de 
Agosto de 1873, según el preámbulo del proyecto que expli- 
ca el alcance, trascendencia y fundamento del artículo repe- 
tido, y atiende á evitar la clandestinidad de las operaciones 
y fundar la reivindicación en la autenticidad donde no hubie- 
re Bolsa, no hay precedente ni razón alguna para creer que 
con la sola sustitución del pronombre la por io, intentara 
modificar esencialmente tales propósitos. 

^Considerando que al así entenderlo la Sala sentenciadora, 
y declarar irreivindicables los efectos de que se trata, por 
haber sido adquiridos con intervención de Corredor de Co- 
mercio en lugar donde no existe Bolsa, ha interpretado rec» 
tamente el número 3/ del artículo 545 del Código de Co- 
mercio y los demás que cita el recurrente relacionados coa 
aquél, sin cometer, por tanto, las infracciones que se invocaa 
en los motivos del recurso, los cuales carecen de toda efica- 



(1) Véase el ap. de 1895, p. 743 de la primera edición y 268 de la segunda. 
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cia, porque se basa en el supuesto de no alcanzar la irreivin- 
dicación á los efectos públicos, si no han sido necesariamente 
negociados en Bolsa y con intervención de agente colegiado. 
Notario público ó corredor de comercio, según los casos, y 
en la también supuesta clandestinidad de la venta (i) por* 
que negociados aquéllos fuera de Bolsa, donde no la hay, no 
lo fueron en venta pública, conforme á las disposiciones que 
cita el Código Civil, inaplicables al caso actual». — Senten- 
tencia 29 de Marzo de 1902; G. 24 de Junio, página 35 1. 

Bonos del Tesoro- Respecto de los valores al por- 
tador, á cuya clase pertenecen los Bonos del Tesoro, la po- 
sesión en cuanto al cobro, produce efecto de titulo, y son por 
tanto de inexcusable pago al que se presente como poseedor 
de ellos, conforme á lo dispuesto en el art. 2.^ de la Ley de 
3o de Marzo de 1861 y á lo prescrito por el Gobierno de la 
República en orden de 26 de Mayo de 1873. 

En su virtud no cabe que tales documentos en caso de sus- 
tracción ó extravío sean sustituidos por otros, como cjuiera 
que la emisión en su lugar de nuevos valores equivaldría fre- 
cuentemente á duplicar la obligación del Estado respecto! 
su pago, no habiendo precaución alguna capaz de impedir de 
un modo absoluto la concurrencia ai cobro de unos ^ otros. 

Con arreglo á esta doctrina y salvo una sola excepción ex- 
presamente limitada á los títulos de la Deuda remitidos por 
el correo con ciertas formalidades y quemados por los fac- 
ciosos en el tiempo que duró la anterior guerra civil, no se 
ha permitido por la legislación del ramo la emisión de tales 
duplicados, según lo demuestra entre otras RR. 00. las 
de I.® de Abril de 1837, 24 de Junio de 1846 y i5 de Abril 
de 1849, y flú" ^^s especialmente la de 7 de Octubre de 1862 
que declara que nunca fué aplicable tal beneficio al caso de 
robo ó sustracción, y sí únicamente al caso y época que van 
referidos; y la de 9 de Septiembre de 1860 que después de 
establecer igual doctrina, expresa que á consecuencia de las 
precitadas RR. 00. de 24 de Junio y i5 de Abril, habían 
sido negadas cuantas solicitudes se habían hecho para obte- 
ner duplicados de títulos de 3 por 100 que hubiesen sufrida 
extravio. 

Las disposiciones que en sentido contrario pueden alegarse 



(1) En este sttpuesto alegó la recun'ente la infracción de los artículos 444 y 464 
del Código Civil, á cuyo tenor los poseedores de los títulos no lo eran de buena fé; y 
aun en el caao de que lo fueran, cno adquirieron la cosa en venta pública, que hu- 
biera sido la realizada en Bolsa y no en el domicilio de ua Corredor, ya que enton- 
ces ei^arcelona, donde no hay Bolsa oficial, podrán venderse todos ios efectos 
públicos que se pierdan, Koben ó estafen, porque no habiendo Bolsa no se pueden 
publicar los edictos, y vendiéndose fuera de ella resulta que son irreivindicables». 
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y en particular las de 27 de Septiembre de 1827 y 18 de Ju- 
nio de i83o, tienen por objeto un caso totalmente diverso, i 
saber: el de ser endosables ó nominalmeote transmisibles los 
documentos extraviados, caso respecto al cual ha podido re- 
gir, y en efecto ha regido diferente sistema, concediéndose la 
emisión de duplicados, ptevios determinados requisitos entre 
ios que figuran la declaración judicial acerca del extravío y 
la prestación de ñanza á responder de las reclamaciones de 
tercero de mejor derecho. 

La orden de 20 de Febr,ero de 1874 "^ ^'^^ ^^ pudo hacer 
eficazmente alteración alguna süntancial en el sistema te^ál 
preestablecido que antes bien confirmó, lo cual se desmentía: 
1/ por el origen y principal objeto de dicha orden, 2.*' por el 
texto de la primera de sus disposicioneS| puesto en armonía 
con sus dos primeros considerandos que son precisamente la 
anticipada, auténtica é inequívoca explicación de la disposi- 
ción susodicha, y 3.^, por la responsabilidad de que eviden- 
temente venía exento por virtud de la Ley. 

En cuanto á lo primero, la orden de que se traía debió su 
origen ó una declaración encaminada áque se aboliese ó re- 
dujese á solo tres meses la fianza requerida por término de 
un año en las RR. 00. de 18 de Julio de i83o y 17 de 
Diciembre de 1 858 para responder á las reclamaciones de 
mejor derecho en el caso de expedirse duplicados de docu- 
mentos que hubiesen sufrido extravío; caso, según queda di- 
cho, que por lo dispuesto ^n esas mismas RR. 00. no se 
daba sino respecto á documentos nominalmente negociables 
ó transmisibles por endoso. 

En cuanto á lo segundo, el primero de los razonamientos 
de que dicha orden va precedida, se refiere literal y exclusi* 
vamente á los documentos nejgociables ó transmisibles por 
endoso, reconociendo la insuficiencia de los procedimientos 
basta entonces seguidos para salvar de responsabilidades á la 
Hacienda al expedir ün duplicado á favor de persona deter- 
minada en caso de extravío; el segundo de dichos razona- 
mientos ó sean considerandos consecuencia del anterior, ae 
concreta á recomendar y reponer el nuevo sistema^ que como 
más ventajoso para la Hacienda iba á introducirse; la dispp- 
sición primera no es sino el desenvolvimiento y sanción de 
ese mismo sistema, y por tanto, las palabras en ella conteni- 
das de documentos negociables en cualquier forma legal, n'b 
pueden aludir, sino á los documentos personales ó nomina* 
tivos, únicos á que evidentemente podía referirse tal cam- 
bio de sistema. 

Aun cuando fuese otro el sentido de la disposición de que 
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se trata y se extendiera^ por tanto á los documentos al porta- 
dor el derecho de obtener duplicados en casos de robos ó 
extravíos, quedaría expuesto el Estado á la eventual respon- 
sabilidad de un duplicado pago, y derogadas por una simple 
orden las disposiciones legales y señaladamente la Ley de 
3o de Marzo de 1861 por la que estaba exento de dicha res- 
ponsabilidad. — R. D. S. de 16 de Noviembre de 1876; G. de 
4 3 de Abril de 1879. 

Estando reducida la cuestión única que se ventila en un 
pleito á si el impuesto de un 10 por 100 que sobre los inte- 
reses de los Bonos del Tesoro de la !•' y 2.* serie en circu- 
lación fijó la Ley de 21 de Julio de 1876, comprende ó no á 
los délos Bonos que el Banco de Castilla, como subrogado 
<en los derechos y obligaciones del de París, adquirió én vlr« 
tud del f:ontrato, por más que se alegue por la sociedad in- 
"teresada como argumento principal, el que tales valores no se 
hallen en circulación, requisito indispensable para que pueda 
•^er objeto del impuesto, es innegable que todo valor ñducia- 
rio se halle en circulación desde el momento que ha sido 
•emitido. 

Por tanto los expresados Bonos, por más que el capital que 
representan se halle afecto á la responsabilidad del de los bi- 
lletes hipotecarios que el expresado establecimiento haya 
emitido por su cuenta y provecho, deben ser reputados en 
circulación, aunque ésta se halle limitada por aquella respon- 
sabilidad, y porque lo están, producen intereses que el Esta- 
do paga, y sobre los cuales se ha podido imponer y ha im- 
puesto el legislador el tributo que ha estimado conveniente. 

La exactitud de esta apreciación se encuentra comprobada 
^or uno de los artículos del contrato celebrado entre el Go- 
bierno y el Banco de París, que facultó á dicho estableci- 
miento de crédito para la enagenación de los Bonos que ad- 
quirió sin necesidad de guardar á la recaudación de los pa- 
.garés de bienes nacionales depositados en el Banco de Espa- 
ña para la solvencia de aquellos. \ 

La orden del Poder Ejecutivo de 19 de Marzo de 1874, y 
Reales órdenes de 14 de Junio de 1875 y 12 de Abril de 1876 
fundadas en la ley de presupuestos de 28 de Diciembre de 
^873, si bien consignaron que los bonos de que- se trata no 
estaban en circulación, no lo hicieron de un modo abso- 
luto, ni menos en forma preceptiva, sino parcialmente bajo 
-el concepto de estar pignorados y con el único ñn de deter- 
minar cómo había de amortizarse su capital, atendiendo á 
que por hallarse afectos á una responsabilidad temporal no 
podían obtener la cancelación indirecta que lograban los que 
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por no estarlo se entregaban en ^ago de bienes nació- 
nales. 

Concebido en términos generales el precepto del artículo 
8.* de la ley de Presupuestos de 21 de Junio de 1876 y no 
consignando excepción alguna, no hay fundamento para su- 
poner que quiso favorecer los intereses del Banco de Casti- 
lla, pues no lo es la comparación que hace entre el proyecta 
de presupuestos y la Ley aprobada para deducir con seguri- 
dad que precisamente fué la voluntad del legislador otor- 
garle la excepción. 

No se explica en qué pudiera fundarse esa nueva gracia 6 
privilegio especialísimoy de que carecen otros valores taTn- 
bién pignorados y para el que no hay motivo alguno, ade» 
más de ser contrario al recto sentido de la Ley de 1876 en 
su expresado art. 8.®, R. D. S., 4 de Julio de 1879; G. de 
a 5 de Septiembre. 

—No habiendo pacto en contrario, con la entrega de una 
partida de bonos del Tesoro a petición de quien los recibe 
^ á su libre disposición, se transfiere al mismo el dominio 
mtegro de aquéllos, constituyendo una especie de venta.*^ 
C, núm. 28; 26 Enero 1889; G. 2 Julio m. a.: t. 65, p. 122. 
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Caducidad de la instancia. No puede estimar- 
se abandonada la instancia^ al tenor de lo dispuesto en el ar- 
ticulo 41 1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, cuando por ha- 
berse llegado en el juicio de quiebra á un convenio entre 
deudor y acreedores, aprobado judicialmente, no hay térmi- 
nos hábiles para instar su curso, mientras exista pendiente de 
cumplimiento dicho convenio.— C. núm. 174, 6 de Junio de 
1895; G. de II de Septiembre. 

Cajas de previsión- El abono de cantidades repar- 
tibles como beneficios que anualmente se haga en la cuenta 
particular de cada partícipe por la caja de previsión estable* 
cida por una em^presa industrial en favor de sus empleados, 
no constituye por sí solo una donación perfecta, y menos 
aún, una donación hecha por la Compañía á cada empleado 
individualmente, cuando según el Reglamento de. la Caja, 
los donativos de la Compañía fundadora se hacen en favor 
de la caja misma ó sea para la colectividad de los empleados 
y no para cada uno en particular, y cuando si bien la caja 
abona en las cuentas individuales los beneficios repartibles, 
ese abono tan solo produce efectos transitorios y dependien- 
tes de las circunstancias requeridas por el Reglamento para 
que el partícipe adquiera derecho á percibir las cantidades 
abonadas en su cuenta. Entendiéndolo así no infringe la Sa- 
la sentenciadora los artículos del Código Civil. (Sentencia 
3o de Abril 1898. Gaceta de 12 Julio ) 

Calificación de quiebra. Que calificada una 
quiebra regida por el nuevo Código de Comercio, de segun- 
da clase ó de insolvencia culpable sin mandarse instruir el 
procedimiento criminal, el auto que ante lo prescrito en el 
art. 896 de dicho Código deniega aquel procedimiento, se 
ajusta á la mencionada calificación, y según lo dispuesto en 
el núm. 3.^ del art. 1729 en relación con el 1695 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, es inadmisible el recurso de casa* 
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ción que contra el mismo se interponga. Sentencia de i,® de 
Febrero 1894, p 186 tomo y 5 Jurisprudencia Civil. 

CAIICBlaciÓQ- La cuestión de la capacidad del Go- 
bernador del Banco Hipotecario para cancelar una obliga- 
ción á favor de este establecimiento, solo puede ser resuelta 
teniendo á la vista los Estatutos del mismo y además los 
principios de Derecho. 

Atentamente estudiados estos Estatutos, la verdad es que 
no se halla un solo artículo que decida categórica y expresa- 
mente á quién corresponde la facultad de cancelar en aquel 
caso; y esto es así, porque en el art. Sy lo único que se dice 
es que el Gobernador firma ios contratos hechos en nombre - 
del mismo y llevar la firma no equivale á tener la iniciativa 
en el contrato ó poder deliberar ó fallar acerca de él ni mu* 
cho menos consentir en la cancelación de una garantía per* 
teneciente á la Sociedad; y en lo que respecta al art. 47, tan 
sólo contiene la explícita declaración de que el Consejo de 
Administración delibera y falla sobre el levantamiento de hi- 
poteca sin previo pago; mas para fundar en tal precepto, que 
no al Consejo, sino al Gobernador incumbe la cancelacióa 
cuando precede el pago de la deuda, es notorio que hay que 
proceder por vía de deducción y no invocando un texto ter* 
minante en los Estatutos. 

Desde el momento en que se acude á las reglas de la in- 
terpretación lógica para decidir una controversia, se recono- 
ce que el texto literalmente entendido, no la resuelve, y en 
tal caso lo pertinente es indagar cual es el espíritu ó tenden- 
cia de la Ley en el asunto concreto de que se tri^ta. 

Puesto en parangón el art. 37 de los Estatutos que fija las 
atribuciones del Gobernador, con los ans. 46 y 47, que de- 
finen la competencia del Consejo de Administración, éste 
aparece como la autoridad principal en el seno de la Socie* 
éad, y aquél es un nuevo agenre ejecutivo ó auxiliar, siendo 
de ello prueba (limitando la acción al caso referido) el que 
mientras el Consejo delibera y falla sobre los contratos y 
acerca de toda clase de acciones judiciales, el Gobernador 
concreta su gestión á hrmar aquéllos y ejercitar éstas, ó lo 
•que es igual, á cumplir los acuerdos del Consejo. 

En esta propia tendencia de estimar como autoridad prin- 
cipal el Consejo se inspiran las palabras con que comienza el 
artículo 47, según las que el Consejo delibera y falla sobre 
todos los asuntos no reservados al Gobernador, lo cual 
quiere decir que éste es quien tiene una autoridad restringidii 
y que el criterio que debe seguirse cuando se trata de una 
facultad no cometida ex presamente al Gobernador, es atri- 
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buida por virtud de aquélla regla general ai Consejo de Ad- 
tninistración. 

Tal acontece con la de cancelar hipotecas previo pago no 
■reservado expresamente al Gobernador por los Estatutos^ sin 
•que valga argüir con el artículo 47, puesto .que él atribuir 
al Gobernador una facultad de que no hablan los Estatutos» 
pugna con la regla general de dicho artículo, y aparte esto» 
no puede negarse que es más lógico conceder la capacidad 
para cancelar en el caso ordinario, á quien la tiene en el ex- 
traordinario, que no conferirla ai Gobernador, que según la 
letra de los Estatutos, no la posee en caso alguno. 

El principio general de derecho que reputa que la cancela- 
-ción es un acto.de enajenación, conduce al mismo resultado^ 
pues dado ese concepto, no encaja tal facultad en las atribu- 
ciones del Gobernador, autoridad meramente ejecutiva j 
4iuxiliar que carece de iniciativa y ni delibera ni falla y por 
-ende no puede consentir por sí solo; y en cambio cuadra en 
un todo al Consejo d« Administración, cuyos poderes soa 
tan amplios que así contrata y transige como cede los crédi- 
tos y derechos del Banco y así vende y cambia los bienes 
muebles é inmuebles como abandona todos los derechos 
reales ó personales (Art. 47).'-Resoiución de la Dirección 
<jeneral de los Registros de 14 de Octubre de 1891; Gaceta 
-de Madrid de 9 de Enero de 1892. 

C^pttán- Que enajenado parte del cargamento de un 
buque por adeudos de Aduana, la declaración del Capitán 
demandado, de no estar en aquella la mercancía destinada á 
un determinado consignatario y de la cual dispuso indebida- 
mente otro demandado, tiene eii lo que afecta á este el valor 
de la de un testigo calificado por las obligaciones que el Có« 
digo de Comercio impone al Capitán respecto de la carga de 
«u buque.-— R. C. en á de U. i5 de Noviembre de 1890^ 
<j. de 10 de Diciembre. 

—Reclamándose además del sueldo de Capitán de un bu- 
que, cantidades suplidas por este para conservarla nave y 
mantener su dotación, es obligación del naviero abollarlas en 
el lugar donde se invirtieron, ó en uno de los puntos donde 
se prestaron, como consecuencia lógica de la relación jurídica 
-existente entre el naviero y el Capitán. — Sentencia 9 de 
Septiembre de 1897; Gaceta 27 de Octubre, tomo 82, Juris- 
prudencia Civil. 

Carena de buques en puertos extranje- 
ros* Calificados por los peritos de indispensables las ca- 
renas y mudanza de forro de un bergantín español á' su Ue- 
;gada á un puerto extrajero y habiónclose subordinado al ca* 
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pitan á la autorización que le fué concedida por el cónsul de 
España en aquel puerto para la ejecución dé dichas obras, 
«egún aparece de la relación y cuenta de las mismas, no pue- 
de hacérsele responsable ni tampoco alarmador de que na 
hubiesen precedido á la concesión de aquella autorización 
todas las formalidades y precauciones oportunas, si es que 
dejó de llenarse alguna. R. O. S. de 5 de Febrero de i863r 
G. 6 de Mayo. 

No haciendo suponer la legitimidad de la carena de un> 
buque en puerto extranjero ni la certificación del cónsul ett 
éste^ ni la autorización para hacer las obras, porque esta* 
apreciación debe hacerse en vista de los motivos que dieron 
lugar á ello y no resultando tampoco que el .capitán de di- 
cho buque al emprender el viaje cumpliera con lo precep- 
tuado en el art. 648 del Código de Comercio, no tiene dere- 
cho á que se admita como fundamento que las averias sufridas^ 
deben ser consideradas como efecto de los accidentes del 
viaje y no del estado en que se hallaba el buque al empren- 
derlo, por no hallarse el caso comprendido en ninguno de 
los de escepción señalados por el art. 5.^ de la Ley de 28 de 
Octubre de 1837, debiendo en su consecuencia aplicarse lo- 
dispuesto en la R. O. de 3o de Marzo de 1848; R. D. S. d& 
6 de Julio de i865; G. de i3 de Septiembre. 

Según las prescripciones de la Ley de 28 de Octubre de 
i837f para que los buques españoles puedan carenarse en los 
puertos extranjeros, es necesario, ño solo que las obras de 
reparación que en ellos ha^an de hacerse sean indispensables,, 
sino también que las avenas que las hayan hecho precisas se 
hubiesen causado por temporales ó abordaje sufrido en et 
mar, y que además el estado del buque sea tal que no per*- 
mita su arribo á los puertos de España. 

R. D. S. 26 de Octubre 1866; G. de 3o de Noviembre. 

Casas de Banca y de comercio* Sueldos, die» 

tas, asignaciones y retribuciones ordinarias ó extraordinarias 
que tengan señaladas á sus empleados sujetos al impuesto de- 
uiilidades. (Reglamento para la administración y tobranza- 
de las contribuciones sobre las utilidades, aprobado por Real 
Decreto de 29 Abril de 1902. Art. 11, punto 3.®).* 

Cesión de bienes* Que la cesión hecha por aquel á- 
una sociedad comanditaria, como accionista gerente de Ift 
misma, de la mitad proindivisa que le pertenecía en el iO'- 
mueble objeto de interdicto, no le priva del derecho de re- 
damarlas para entregarla á la expresacla Sociedad ó par» 
seguir poseyénd<ft)e en su propio nombre. R, C. 20 de Junio- 
de [891. G. de 16 de Agosto. 
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CesiÓll de créditos. Es un principio de derecho 
que la cesión de créditos puede hacerse válidamente sin co* 
nocimiento previo del deudor, y aun contra su voluntad, sin 
que la notificación del mismo tenga más alcance y trascen-^ 
ciencia que el obligarle con el nuevo acreedor, no reputando 
4>ago legítimo desde aquel acto el que hai^a en favor del ce» 
dente.— C. de U núm. 58; 27 Febrero 189 1. Gaceta i3 de 
Marzo. / 

Cesión de crédito mercantil. Tratándose de la 
transmisión de un crédito mercantil, no pueden invocarse 
disposiciones del Derecho Romano y sí sólo las del Código 
de Comercio y de la Legislación Civil común, que es la su- 
pletoria para los contratos de esta clase. (C. núm. 43 de 5 de 
Octubre 1894. Gaceta i3 Diciembre,) 

Cesión de DereChOS' No existe precepto legal al- 
:guno que en general obligue á la previa liquidación de los 
bienes pertenecientes á una Sociedad, para que disuelta ésta 
tengan los que fueren socios capacidad legal para ceder sus 
respectivos derechos en la misma y mucho menos se tendrá 
por indispensable el tránsito de los bienes de la razón social 
•al domiaio de cada socio en el caso de consentir unánime- 
mente en la cesión. (R. de la D. de 24 Abril de 1890. Gaee^ 
ta de 16 de Julio.) 

Cesionario. Cuando el cesionario de un acreedor en 
vez de exigir del deudor el pago de la cantidad, celebra con él 
ciuevos pactos, queda extinguida la primera deuda por vir- 
tud de la novación entre el subrogado y el deudor. Senten- 
<:ia de 29 Noviembre 1870 p. i37 tomo 23 Jurisp. Civil. 

Circulación fiduciaria única- E3tabiecida por 

«1 Decreto de 19 Marzo de 1874 la circulación fiduciaria úni» 
-ca, y fundado al efecto el Banco nacional, quedaron disueltos 
necesariamente los Bancos de emisión y descuentos que exis- 
tían en las provincias é islas adyacentes. 

A fin de condliar el interés público con el de los accio- 
alistas de los Bancos que funcionaban en las provincias,%se 
-concedió á éstas por el referido Decreto de 19 de Marzo, ua 
plazo, que tuvo varias prórrogas, para que se anunciasen al 
Sanco nacional. 

JSl. Banco de Barcelona, por no haber aceptado la fusión 
con el nacional, quedó desde luego en liquidación con arre-» 
i;lo al art. 4.* del Decreto de 19 de Marzo y á las aclaracio- 
nes hechas en el de 20 de Octubre de dicho año, y si bien 
podí^ renacer en los Jímites de una Sociedad de crédito sin 
necesidad de que estuviesen realizados sus valores, desapa* 
recio con el carácter que tenía de emisión y descuento» 
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R. D. 9, 20 de Julio de 1876; G. 19 de Noviembre. 

Cobro indebido de cantidad por media 
de un talón de cuenta corriente. Eá compa. 

tibie ia responsabilidad civil del cobro indebido, con la penal^ 
«I percibir una cantidad importe de un talón de cuenta co- 
rriente y negar haberla recibido y apropiándosela. — Senten- 
cia dictada por la Sala de lo Criminal de\ Tribunal Supremo 
de Justicia en 24 de Octubre de 1901; Gaceta de Madrid de 
3 de Junio de 1902, p. 106.. 

Código de Comercio. Los artículos del Código 
de Comercio no pueden servir de fundamento á un recurso 
de casación en materia criminal. — C. 27 de Mayo de 1876; 
G. de 1 5 de AgostOj tomo XIV, pág. 708, Jurisprudencia Gri- 
fninaL 

Que los artículos 1 1, 22 y 291 del Códif^o de Comercio no 
pueden servir de fundamento al recurso, porque aun en el 
supuesto de que Jos compradores que como comerciantes- 
estaban matriculados en el pueblo donde residían no se hu- 
biesen ínscrjio como á tales en los Registros correspondien»^ 
tes de Ja píovincia donde radicaba la finca, es indudable que 
tenían capacidad legal para adquirir el dominio de los bienes, 
que les fueron vendidos. — R. C. en a. de U. 23 de Noviembre 
<le 1 883; G, 24 de Enero de 1884. 

— Que si el fallo no infringe la doctrina legal invocada en 
el segundo motivo^ en el artículo 358 del Código de Comer- 
riOj que se cita en el 4/*, puesto que en todo caso por haberse 
allanado el demandado, al contestar la demanda, á rendir las> 
cuentas que en ¿sta se pedían, y por la expresada confprmi- 
dad del actor en el escrito de réplica con aquel allanamiento,. 
la cuestión litigiosa quedó reducida á la del pago de la canti-^ 
dad reclamada que es lo que resuelve la sentencia. — R. S. de 
ig de Enero de [S84; G. de 12 de Agosto. 

— Que condenado el recurrente en concepto de heredero de 
su padre á cumplir una obligación que éste contrajo en unión 
de eu consocio y que transmitió á su sucesor hereditario, evi- 
dente es que aceptada como lo ha sido la herencia, es propor* 
cionslmente responsable del crédito, como lo ordena la sen- 
lencia; v que ésta no infringe el artículo 352 del Código de 
Comercio.— R. C. de 25 de Junio de 1884; G. de 23 de Sep- 
tiembre de 1884. 

— Que la infracción de los artículos 209 y 221 del Código* 
de Comercio supone que justificados el v^lor de la mercancía 
en la plaza de su destino y los perjuicios irrogados por su 
extravío al remitente, haya la sentencia neeado uno ybtra 
coacepto de indemnización.^ — R. C. 24 de Febrero de i885; 
<f , de 20 de Septiembre. 
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— Que no es cierto que el Código de Comercio sea inapli- 
cable á los que m> son comerciantes, porque según el artícuio 
2.® del mismo, los actos de comercio se regirán por sus dis^ 
posiciones sean ó no comeretanies los que los ejecutan. 

— Qué declarando la Sala sentenciadora en uso de sus ex* 
elusivas facultades que un pagaré es auténtico y e6caz y de 
carácter mercantil, son impertinentes tanto la afirmación 
contraria á la expresada doctrina, como la cita de los articu* 
los 53 1, 532, 533. 526 57 y 3ii del Código de Comercio y la 
de la Ley 1 19, título 18, partida 3/ en el concepto de aplicar 
esta y aquella indebidamente la Sala sentenciadora. 

—Que las leyes de Partida no forman parte del derecho 
catalán en ningún sentido ni del mercantil, sino subsidiaria- 
mente. 

Que la excepción non numerata pecunia establecida en la 
Ley 9.*, tíiulo 1.*, partida 5.*, no puede tener eñcaz aplica* 
ción a los pagarés en que se consigna la cláusula de valor 
recibido^ por ser opuesta al espíritu de la legislación mercan- 
til y á la buena fé, base principal de esta clase de negociacio- 
nes. — R. C. 12 de Diciembre de 1889; G. de 22 de £nero 
de 1890. 

Código de Comercio antiguo- Está vigente 

como derecho procesal y como tal no ha sido derogado por 
el Código de Comercio vigente. Sentencia 28 Octubre 1896^ 
p. 416, tomo 80, Jurisprudencia Civil. 

Que no infringe la disposición general de la última parte 
del art. i23 del Código de Comercio la Sentencia que no 
desconoce que además de las especies de compañías que di- 
cho artículo determina, pueden haber otras según sean sus 
pactos, sin que en el caso concreto.de autos, por lo que las 
parte estipularon y pcMr sus hechos posteriores, estima que 
no hubo convento social, sino arrendamiento de servicios. 

Que son inaplicables al propio caso los arts. 191, 282, 283^ 
284 y 288 del mismo Código. 

Que el art. 288 del Código de Comercio establece como 
primera regla de la distribución de las ganancias de que debe 
participar el Factor, el pacto entre él y su principal; el 1 17 
determina que no obstante la obligación de inscribir en el 
Registro mercantil las escrituras de compañía, los convenios 
de esta clase que reúnan los requisitos esenciales de derecho, 
serán válidos y eficaces entre los que lo celebren, cualquiera 
que sea su forma, y los arts. 282, 283 y 284 se refieren á la 
representación del Factor con relación á las personas ajenas 
á su establecimiento, pero no á las relaciones del mismo coíi 
el que lo sustituyó.— R, C. 10 de Noviembre de 1870. G. de 
i^ de Enero de 1871. 
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—Que los arts. 362, 369 y 974 del Código de Comercio, 
se refieren al depósito ó venta judicial de la^mercancfa cuan* 
do corre riesgo de perderse, no se encuentra en su domicilio 
al consignatario, rehusa recibirla ó se niega al pago de los 
portes, y no son aplicables cuando la cuestión litigiosa plan» 
teada en la demanda y resuelta en la Sentencia, esta circuns- 
crita al abono del mayor ó menor valor de la mercancía tras- 
portada.— R. C. 24 de Febro 1891: G. de 7 de Abril. 

^ — Que no es desestimar la infracción del art. 401 del Có- 
digo de Comercio, si no resultan devengados intereses de 
intereses— R. C. de 24 de Febrero de 189 1: G. de 21 Marzo. 

—Que los arts. 284 y 285 del Código de Comercio de 
4829 no son aplicables cuando el demandante no ejercita de- 
rechos que emanen de una constitución social. 

Que no es de estimar la infracción de los arts. 382 y 385 
del antiguo Código de Comercio, si la Sentencia reconoce el 
hecho de haberse notificado la cesión del deudor y no apa* 
rece que éste haya manifestado propósito de tantearla. — 
R. C. i.*^ de Marzo 1892. G. de 17 de Abril. 

—Que según requiere el art. 5i del Código de Comercio, 
ios contratos mecantiles han de acreditarse por alguno de los 
medios reconocidos en derecho.— R. C. de 21 de ünero de 
1893; G. de 17 de Febrero. 

Colonias industriales- Acerca las Colonias in^ 
dustriales, V. P. Estasén. Derecho industrial de España^ 
1901, páginas 829 y 866. Téngase además en cuenta la doc- 
trina siguiente: Según repetidamente tiene declarado el Tri- 
bunal de lo Contencioso Administrativo, la Ley de 3 de Ju- 
nio de 1868 se propuso completar en una sola las Leyes de 
184!), i855 y 1866 sobre Colonias agrícolas, protegiendo el 
desarrollo de la Agricultura, y por eso, si bien en el art. 17 
concede las exenciones y ventajas de la misma á los que ha* 
gan edificaciones en el campo con destino á la Agricultura ó 
á otra industria, añade que gozarán la exención las tierras 
afectas á dichas industrias; que las casas estarán habitadas, y 
<^ue si el propietario llevase de su cuenta el cultivo de las 
tierras, conservará las ventajas concedidas por la Ley: de to* 
do lo cual se' deduce lógicamente que las otras industrias & 
que la Ley se refiere, son las auxiliares de la Agricultura. Las 
fábricas de hilados no pueden por ningán concepto estimar- 
se como establecimiento dedicado á una industria auxiliar de 
la Agricultura, ni por consiguiente estarán comprendidas en 
las prescripciones de la Ley de 3 de Junio de 1868 y ai por 
providencia de un gobernador se otorgan á una fábrica de 
esa clase los beneficios de dicha Ley^ las autoridades de Ha* 
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cienda usan con acierto y con perfecta competencia de Ja au- 
torización otorgada en el art. !.• de la Ley de i8 de Junio 
de i885 declarándola caducidad de la concesión. Sentencia 
de 20 de Junio de iSgS. G. de i6 Octubre, p. 233. 

—La misma doctrina sienta en otro caso exactamente igual. 
"Sentencia de 1 3 de Julio de 1895; Gacetas de 22 y 23 de 
Octubre, p. Í96. 

ComerciantB* Que no puede dejarse de declarar co* 
merciante al que está practicando en una plaza lejana ope* 
raciones mercantiles por encargo de una casa de comercio y 
recibe de la misma la comisión de verificar una cobranza, no 
infringiendo los arts. 434 y 120Z del Código de Comercióla 
sentencia que declara comerciante al que tales circunstancias 
reúne.— Sentencia de 7 de Julio de 1871, p. 325; t. 24 Juris» 
prudencia Civil. 

— Según el artículo i.®d«l Código de Comercio son co- 
merciantes los que teniendo capacidad legal para ejercer el 
comercio se dedican á él habitualmente; que en esta defini- 
ción está comprendida la persona aue se dedica constante- 
mente á la adquisición de frutos del país y á su embarque y 
venta en los mercados extranjeros y (|ue además hace fre- 
-cuentes giros, actos. que merecen la calificación de mercanti- 
les á tenor de lo dispuesto en el párrafo nJ* del artículo 2/ del 
Código y estimándolo así la Sala sentenciadora no infringe 
los artículos mencionados, y en su consecuencia, ni el artículo 
^74 del propio Cuerpo legal ni el 1 156 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil; que tampoco en el propio caso se infringe el 
artículo 3.^ del Código de Comercio toda vez que este prin- 
cipio se limita á establecer una presunción del ejercicio habi- 
tual de comercio sobre el hecho de anunciar al público la 
apertura de un establecimiento que tenga por objeto alguna 
operación mercantil, lo cual no se opone á que t)or otros me- 
dios probatorios pueda justificarse la ejecución constante de 
actos comerciales mediante la cual se adquiere, con arreglo 
á la Ley, la condición de comerciante. — Sentencia 19 de 
Junio de 1896, página I265, tomo 79, Jurisprudencia Civil y 
Gaceta de Madrid de i.® de Octubre. 

—Que lo prescrito en el articulo 10 del Código de Comer- 
cio debe regularse con sujeción al mismo mientras otra cosa 
no se diga; y que es contrario á las reglas de derecho aue el 
falso comerciante haga mejor su condición por medio de 
fraude, como lo haría si quedase sometido á las leyes comu- 
nes menos favorables á los que con aquel hayan contratado. 
R. C. 3o de Noviembre de i883; G. de 26 de Enero de 1884. 

— Que se invocan con inoportunidad los artículos 116 y 
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387 del antiguo Código de Comercio, toda vez que la Semen* 
cia no declara que el Ayuntamiento sea comerciante ni que 
€Í préstamo fuese mercantil, sin que tuviese tal carácter la 
comisión conferida, la cual aun en el supuesto contrario^ 
podría revocarse. — R. C. 5 de Octubre de 1887; G. de 22. 

— No existe infracción delar^ículo i.^ del Código de Co^ 
mercio sí apreciando el Tribunal sentenciador el conjunto de 
las pruebas ó sea el número de operaciones mercantiles reali» 
zadas por una persona 7 su Bnalidad, forma el concepto de 
que se dedica habitualmente al comercio 7 debe ser reputada 
como comerciante. — C. núm. 117; 10 de Ma70 de 1900 Ga^ 
ceta de 16 de Agosto. 

— Para los efectos de la contribución industrial se conside» 
ran comerciantes los que además de recibir, comprar 7 ven- 
der fl por mayor cualquiera clase de mercancías, las remiten 
por su cuenta 7 los vendedores por mayor, almacenistas,, 
tratantes ó especuladores que bien por su propia cuenta ó en 
comisión exporten aquellas al extranjero. — V. artículo 26 del 
Reglamento de la contribución industrial, aprobado por Real' 
Decf etp de 21 de Septiembre de 1901; Gaceta de Madrid de 
3o Ídem v tarifa 2/ de las anexas a dicho Reglamento. 

Comisión. Que ejercitándose por el demandante una 
acción personal derivada del Contrato de Comisión mercan- 
til que le encomendó el demandado para la compra^de efectos 
públicos, es evidente que deben cumplirse las obligaciones- 
recíprocas en el lugar donde el primero efectuó la compra, 
eomo corredor que era en aquella plaza, donde ejercía su 
profesión y debían responder de sus actos ante su comitente^ 
por ser además el lugar donde el comisionista prestó sus^ 
servicios y donde debía cobrar los saldos que resultasen de 
la operación. — C. 4 de Noviembre de 1892; G. de 17 de Di- 
ciembre. 

—Que en el caso de reclamarse el reintegro de los gastos, 
ocasionados con motivo de una comisión mercantil, á la cual 
por su analogía con el mandato son aplicables los principias 
que rigen acerca del mismo 7 habiéndose declarado con re-^ 
petición por el Tribunal Supremo que los servicios persona- 
les deben ser retribuidos en el lugar en que se prestan, es 
evidente la competencia del Juzgado en que se llevó á efecta 
dicha condición para conocer de la reclamación en el citada 
caso, sin que obste á ello el hecho de que en otras ocasiones 

Eara cobrar lo adeudado por igual concepto, el comisionista 
ubiese librado letras de cambio.— Sentencia de 3 de No-» 
viembre de 1893, p. 287, tomo 74, Jurisprudencia Civil. 

Comisión mercantil* y. Endoso 7 Juez compe- 
tente. 
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ComislOIlistE- Hl comisionista debe sujetarse á las 
iasirucciones que reciba de su comitente; y que haciéndolo 

así queda exento de toda responsabilidad en accidentes y 
resultados que sobrevengan en la operación conforme al ar- 
tículo 137 del Código de Comercio; que cuando el pleito se 
reduce á saber si un com]slon¡$ta ha cumplido ó no las órde- 
nes de «u comitente, no tiene aplicación el artículo 374 del 
Código de Comercio, ni la Ley 7,*^ título 3/, partida 3.** — 
Sentencia de 3 de Junio de 1870; p* 249, t. 22, Jurispruden- 
cia CiviL 

—Constituye et delito de estafa el hecho de apropiarse un 
comisiouista de parte de las cantidades recibidas del comi* 
lente para la compra de cajas de limones no verificando sia 
embargo, la totalidad de dicha compra á pesar de haber reci* 
bido fondos con exctso, bajo pretextos Inciertos^ puesto que 
dicho comisionista remitió de su cuenta al extranjero^ gran 
número de cajas de aquel fruto, con lo cual dejñ de cumplir 
la comisión y se apropió de las sumáis á tat propósito recibi- 
das del comitente. ^ — R. C. de 6 de Abril de 1893; G. de j3 de 
Octubre. 

— Si bien es inconcuso que el comisionista está obligado á 
rendir cuentas del mandato y á enirepar al comitente loque 
resulte deberle^ también lo es que tiene derecho al reintegro 
de loa desembolsos que hubiese becho en el desempeño de 
la comisión y á que se cumpla lo pactado sobre el modo 
da veriñcarse el reintegro. Conformada la S»la sentenciadora 
con ta precedente doctrina, no infringe los artículos ¡720 del 
Código Civil y 263 del Código de Comercio, 

£1 articulo 276 del Código de Comercio no limítala líber* 
tad de contratación sobre el modo de retribuirse el mandato 
mercantil^ sino que garantiza con Jas mercancías el pago de 
la retribución j de los desembolsos hechos en el desempeño 
de la comisión, declarando como consecuencia de ella el 
preferente derecho del mandatario, en concurrencia con otro» 
acreedores del comitente para ser pagado con el precio de las 
mercancías* — Sentencia dfe i3 de Octubre de }S^E. Gaceta 
3i mismo mes y año* 

Comodato de valores públicos. Que si bien 

en el Contrato de Comodato conserva el comodante el domi* 
DÍo de ta cosa prestada y cumplido el término ó realizado el 
uso para que se prestó, es obligación ineludible del cómoda* 
tario devolver la cosa misma á su dueño ó abonarle los per- 
juicios, si por culpa del comodatario se hubiese perdido ó 
deteriorado aquella, es evidente que tratándose de valorea 
públlcoSj al deferir la Sala sentenciadora á la pretensión del 
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comodante de que la cantidad prestada le sea devuelta por 
el comodatario en títulos de igual clase que los que consti- 
tuyeron el contrato, aplica debidamente la Ley 9.", título 
2.% partida 5.', Sentencia de 21 de Marzo de 1895 p. 338 
c. 'j'j Jurisprudencia Civil. 

Compañíll. No se infringen las Leyes 5.*, 6.« y 7.*, tf* 
tulo 14. partida 5.*, ni la del contrato estimando que una 
compañía mercantil es la misma que intervino en un conve- 
nio de cuyo cumplimiento se trata, si en documento poste- 
rior se hace notorio que aquella continuaba los negocios con 
su fundador, sin otra alteración que separarse de la misma, 
uno de los socios voluntariamente y previos los avisos con* 
venidos para el caso en las escrituras anteriores. — C. de 
U., núm. 82; 18 de Marzo de 1890; G. 26 de Julio m. a.; to- 
mo 67, p. 328. 

— No infringe la disposición general de la última parte det 
artículo 123 del Código de Comercio, la sentencia que no 
desconoce que además de las especies de Compañías que 
dicho artículo determina, puede haber otras según sean sus 
pactos, sino que en el caso concreto de autos, por lo que las 
partes estipularon y por sus hechos posteriores, estima que 
no hubo convenio social, sino arrendamiento de servicios. 

Son inaplicables al propio caso los artículos 119, 282, 
284 y 288 del mismo Código. 

—El artículo 288 del Código de Comercio, establece, como 
primera regla de la distribución de las ganancias de que deba 
participar el factor, el pactoentreél y su principal;el 117 de- 
termina que, no obstante la obligación de inscribir en el Re-» 
gistro mercantil las escrituras de Compañía, los convenios de 
esta clase que reúnan los requisitos esenciales de derecho 
serán válidos y eficaces entre los que la celebren, cualquiei'a 
que sea &u forma, y los artículos 282, 283 y 284, se refieren 
á la representación del factor con relación á las personas 
ajenas á su establecimiento, pero no á las relaciones del mis- 
mo con el que lo instituyó. — C. núm. 127; 10 de Noviembre 
de 1890; G. 14 de Enero de 1891; t. 68, p. 438. 

— Si individuos de una familia, además de unirse para 
vivir juntos, bajo cuyo aspecto crearon relaciones puramente 
familiares, también se unieron en intereses con un objeto de 
lucro, haciéndolo genéricamente y sin pactar expresamente 
la comunicación de sus privativos bienes, constituyen estas 
condiciones la esencia del <:ontrato de Comoañía universal de 
ganancias, con arreglo á las leyes i.*^ y 7.*, título 10, parti- 
da 5.« 

Su validez no está subordinada al cumplimiento de loa 
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requisitos exigidos por el antiguo Código de Comercio para 
la constitución de las Sociedades mercantiles, por no ser de 
este especie la constituida. 

Tampoco depende de que las partes describan por entero 
sus aportaciones ó dejen de hacerlo, ni de que estas sean 6 
no iguales, ni de que la actitud de los socios sea semejante 6 
diversa ni, en fin, de que se fijen ó no basds de liquidación 
para lo futuro, circunstancias todas ellas que son accidenta- 
les, dado que el contrato se perfecciona por el mutuo con» 
sentimiento* que recaiga sobre el propósito de unirse con 
objeto lucrativo. 

El contrato de Compañía es de suyo disoluble. 

No afectan al mencionado contrato calificativos, propósitos 
y obligaciones ajenas al pacto constitutivo del mismo y solo 
referentes al orden de relaciones familiares establecidas por 
los interesados al propio tiempo de celebrar dicho con» 
trato. 

Disuelta la Compañía por muerte de uno de los socios, no 
pudo llegar el caso de que posteriormente se disolviera por 
voluntad de otro, y por tanto, la Sentencia que declara no 
haber lugar á la liquidación de la Sociedad, no infringe la 
Ley 11, pero si la i3 del tftulo y partida citados, en cuanto 
la disolución trae como consecuencia precisa la liquidación 
y partición déla Compañía. C, núm. iS/; 14 de Noviembre 
de 1890; G. de 3 de Enero de 1891; t. 68, p. 470. 

—La Sentencia que no resuelve la terminación de. una So* 
dedad por las causas del artículo 329 del Código de Comer- 
cio, sino que parte de su terminación y liquidación como de 
un hecho probado y reconocido por todos antes del pleito, no 
infringe dicho artículo, ni los 338 y 349 del mismo Código» 
— C, número 26; 27 de Enero 1891; G. 18 de Febrero 
m. a.; t. 69, p. ii5. 

—Al tenor de lo dispuesto en el artículo 264 del Código de 
Comercio de 1829, el contrato de Compañía es aquel por el 
cual dos ó más personas se unen, poniendo en común sus 
bienes é industria, ó alguna de estas cosas, con el objeto de 
obtener algún lucro; puede celebrarse bajo cualquiera de las 
tres formas que se describen en el artículo 265, y cuando se 
hacen en forma colectiva, ha de girar bajo el nombre de 
iodos ó algunos de los socios, sin que en su razón ó firma 
comercial pueda incluirse el nombre de persona que no per- 
tenezca de presente á la Sociedad, .según lo previene el artí- 
culo 266. 

Si una Sociedad anunció en circulares á sus corresponsales 
<|ue ccíntinuaba bajo la misma razón social, con la cual y de 
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común acuerdo se estableció otra casa en distinta población» 
siendo la razón social la procbmación de la existencia de la 
Sociedad ó Compañía de que es símbolo, y no pudiendo 
existir ninguna, compuesta de un solo individuo, ni siendo le 
galmente dable incluir en la tírma social, elnombre de per- 
sona que no pertenezca á ella; es consecuencia necesaria 
que al noticiar ios firmantes de las circulares, el estableci- 
miento de común acuerdo de la nueva casa, bajo la expresa- 
da razón social, ante la Ley y ante las personas á quienes se 
dirigieran, formaban parte de dicha razón y Compañía, que 
sólo á ellas y no á otras personas podían referirse, viniendo á 
ser la casa anunciada un nuevo establecimiento de aquella. 

No se destruye esta consecuencia porque los firmantes de 
Jas circulares suscribieran anteriormente á estas un docu- 
mento privado manifestando que dichas casas eran distintas, 
si aquel no se hizo público hasta que la mencionada razón 
social fué demandada para el pago de cantidad, cuando de 
él debiera haberse dado noticia con la circular referida, y 
quedando, por lo mismo, reducido á la condición de un 
pacto especial y reservado, terminantemente prohibido por 
el artículo 827 del Código de Comercio de 1829. 

Contratando un socio á nombré de la Sociedad, estando sa 
nombre incluido en la razón social, esta no puede menos de 
soportar las resultas de sus actos, según dispone el artículo 
268 del antiguo Código de Comercio. 

La falta de escritura y de su registro, dada la existencia de 
la Sociedad, deducida de los actos ejecutados por los socios 
incluidos en la razón social, no se opone á que se hagan 
efectivas las obligaciones contraídas para con los que han 
negociado con aquella, al tenor de lo preceptuado en el 
artículo 28 del Código citado y de la |urisprudencia del 
Tribunal Supremo. 

En el caso expuesto, el hecho de expresarse en el preám* 
bulo de una escritura de convenio otorgada por la Sociedad, 
que un determinado individuo era el único interesado en la 
nueva cosa, no introduciría novación alguna en las obliga- 
ciones contraídas, ni en su alcance, si la obligada en dicho 
instrumento era la misma razón social, para contratar con 
ella dieron sus poderes los acreedores ausentes, y en las 
cláusulas de aquél se habla siempre á nombre de la expresa* 
da razón social, que no podía estar constituida por un solo 
individuo. C, núm. 177; 1 3 Junio 1891; G. 14 Agosto 
m. a.: t. 69 p. 783. 

— La sentencia que rechaza la eficacia de un convenio en» 
tre los gerentes de una Sociedad en comandita y uno délos 
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socios, en cuanto modi6ca esencialmente la obligación por 
^ste contraida como socio fundador en la escritura social» 
respecto de su aportación^ aplica rectamente los arts. 287 y 
288 del Código de Comercio de 1829, porque los pactos so- 
lemnes que constituyen la Compañia de Comercio, y entre 
ellos los referentes á la cuantía y efectividad de las aporta- 
ciones, no puede alterarse por convenios particulares que no 
alcancen asentimiento expreso de todos los interesados y que 
no obtengan la misma publicidad, con que la Ley asegura á 
los que comercian con las entidades colectivas mercantiles. 

Por la expresada razón y porque todo lo relativo á la cuan* 
tía y forma de las aportaciones es, según el art. 286 del cita- 
do Código, propio de la constitución social y no de la admi* 
nistración, la sentencia no infringe dicho art. 286, ni el 3o, 
que sanciona que la administración pueda circunscribirse á 
algunos socios, y que los que bayan renunciado á ella no 
pueden contradecir ni entorpecer la acción de los gerentes. 

Es consecuencia de lo expuesto, que el referido convenio 
en cuanto modifica la aportación de dicho socio, no es un 
contrato válido. C. de Ü. nCtm. 120; 20 Abril 1891; G. 16 
Junio m. a. t. 69. p. 534. 

— Si bien por el an. 358 del Código de Comercio de 1829 
se preceptúa que la liquidación de las Compañías accidenta- 
les ó de cuentas en participacióu, se hará por el mismo socio 
que hubiese dirigido lá negociación, quien tan luego como 
éitta se halle terminada, debe rendir las cuentas de sus resul- 
tados, manifestando á los interesados los documentos de su 
comprobación, á la naturaleza esen:ial de esta clase de So- 
ciedades no se oponeel pacto perfectamente lícito, como lo 
es toda libre y consciente renuncia ó limitación del propio 
<Íerecho, por el que el socio ó socios gestores se obliguen á 
que la dación de cuentas y entrega de los beneficios á los 
partícipes, se verifiquen anualmente, siendo, por otra parte, 
muy natural y frecuente que así se estipule cuando de nego- 
ciaciones de larga ó indeterminada duración se trata. 

Estimándolo así la Sala sentenciadora, no infringe dicho 
artículo, ni el 234 del mismo Código. 

Con arreglo al art. 335 del referido cuerpo legal, las So- 
ciedades de la indicada clase no están sujetas en su forma- 
ción á ninguna solemnidad, pueden contraerse, no solo por 
simple escrito privado, sino hasta de palabra, y puede, final* 
mente, justificarsd su existencia con cualquier género de 
pruebas de las que están reconocidas en derecho para acre- 
<iitar los contratos; por lo que la sentencia que reconoce la 
legitimidad y validez de una cédula de participación á favor 
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de un socio, no iníringe el art. 35o, en relación con los ar- 
tículos 285, 286 y 289 del citado Código.— C. núm. 6 de 3 
Julio de 1891; Gaceta de 2 de Agosto del m. a. 

—No habiendo tenido lugar enajenación alguna de la par- 
ticipación en una Sociedad comanditaria, sino tan sólo una 
simple adjudicación de la comandita á persona que en ella, 
tenia defecho, no está sujeto' el acto á la formalidad de la es- 
critura y estimándolo así la Sala sentenciadora, no infringe^ 
los articules 17, 21 y 26 del Código de Comercio vigente. — 
C. núm. 55; 12 Octubre 1891. G. de 29 id, id.' 

— No infringe la Ley de 19 de Octubre de 1869 la Senten- 
cia que no es contradictoria de los acuerdos de las Juntas^ 
fenerales de una Sociedad mercantil. C. n^m. 119 de 2 der 
diciembre de 1.891. Gaceta 14 Enero 1892. 

— No infringe el art. i56 del . nuevo Código de Comercio, 
la sentencia absolutoria de la demanda con tratos Adminis- 
tradores de una Compañía anónima, si el autor no ha inten-; 
tado justificar que obra cou aquellos con culpa ó negligen-^ 
cia que pudiera autorizar responsabilidades por perjuicios- 
tampoco justificados. — Sentencia de 7 Diciembre 1892, Ga- 
ceta 9 Enero 1893. 

—La jurisprudencia sentada en la sentencia de 12 Octubre 
de 1 870, se refiere al caso en que exista escritura previa de 
sociedad mercantil. — Sentencia de 3 Enero 1893. Gaceta la 
Marzo. 

— Es indispensable que la enajenación de una línea férrea,, 
cuya concesión y explotación eran el objeto exclusivo de una- 
compañía anónima, lleva consigo la disolución de ista y la> 
anulación é ineficacia de las cédulas, láminas ó títulos de los> 
accionistas, aunque la responsabilidad de éstos como partí- 
cipes de una sociedad anónima no se haya extinguido y sub-> 
sista, por lo que toca á las deudas y obligaciones contraidas^ 
hasta donde alcance el capital social. 

^ Por lo expuesto, los acreedores de una Compañía de la 
citada clase, en la indicada situación, pueden exigir de ella el 
pago, sin que sea obstáculo para hacerle, el estado de liqui- 
dación de aquella, como demuestran los artículos 281, 3oOy 
337 y otros del antiguo Código de Comercio, que por lo 
mismo no infringe la sentencia absolutoria de la demanda 
interpuesta para el pago de cantidad por^ uno de dicboa 
acreedores de la Compañía cédeme contra la cesionaria. No 
es de estimar la infracción de las Leyes i.*, título i.®, libró- 
lo de la Novísima Recopilación y 2.*, título 33, partida 
7.*, cuando su fundamento está en pugna con cláusulas 
explícitas y terniinantes del contrato en cuestión. — Sentencia 
6 de Febrero dé 1893, G. 26 de Marzo. 
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—El artículo 127 del Código de Comercio se limita á 
declarar la responsabilidad personal y solidaria que alcanza 
á los socios colectivos, sean ó no gestores, en las operaciones 
hechas á nombre y por cuenta de la Sociedad, bajo la fírma 
por ésta adoptada, y por persona autorizada para usarla, 
pero ni directa .ni indirectamente despoja del valor probato» 
río que en si tengan los actos y manifestaciones así verbales 
como escritos, hechos por los socios gestores, en cuanto con» 
duzcan á esclarecer lai relaciones jurídicas existentes entre la 
Compañía que dirijan y administren y un tercero. — C, nú- 
mero 106; 27 Marzo de 1893; G. 12 Septiembre m. a.; t. j3y 
p. 468. 

Ni la Ley 7.*, título 10, partida 5.*, que habla de la mane'^ 
ra que deben ser partidas las ganancias ó los menoscabos áQ 
una Compañía, sobre cosa señalada, ni la doctrina referente 
á que, las ganancias y pérdidas de una Sociedad, sólo pueden 
resultar de la liquidación general y deñnitiva del negocio, se 
oponen á que las utilidades obtenidas basta cierta época se 
distribuyan proporcionalmente entre los socios, sin que~por 
eso se extingan los derechos y obligaciones que les corres-^ 
ponden.N 

No es de estimar la infracción de las leyes 16, título 10, y 
«20, título 12, partida ^.*, cuando no se trata de despensas 6^ 
debdas que se facieren por pro de la Compañía, ni se causa- 
ron en cumplimiento del mandato y en provecho del man- 
dante, sino que proceden de reclamaciones judiciales de un 
socio contra otro. — C. número no; 4 de Abril de 1893; 
G. 12 de Septiembre m, a.; t. 73, página 479. 

— Estimando la Sala, disuelta una Sociedad y mandando 
proceder á la liquidació general de la misma, dichos térmi- 
nos no dejan la menor duda de que la liquidación ha de 
comprender todas las operaciones sociales, practicándose por 
los socios, y no señalándose trámite ni regla alguna contraria 
á lo convenido por los mismos, á lo dispuesto por la Ley^ 
no puede estimarse infringidos los artículos del Código de 
Comercio citados por el recurrente. 

No se halla prohibido á los socios de una Compañía apo- 
derar en forma á otras personas, para que les representen en 
la lic|uidación de la misma. 

Disuelta una Sociedad^ la entrega ó pago de cualquiera 
suma por alguno de los ex-socios á otro, nada prejuzga, toda 
vez que dicho acto se halla subordinado ó depende de la 
liquidación general que debe realizarse. — C. número 2; 3 de 
Julio de 1893; G. 14 de Noviembre m. a.; t. 74, p. 9. 

— En el contrato de Sociedad, cada uno de los socios es 
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deudor á este de lo que prometió aportar, y en el caso de oo 
satisfacerse su importe en el tiempo y forma establecidos en 
el contrato, es ezigible dicha obligación. — C. número Sj; 20 
de Octubre de 1893; G. 12 de Diciembre m. a.; tomo 74, 
p. 234. 

Tratándose de una escritura de venta de, bienes de una 
Compañía, si lo que se hizo en otra anterior fué modificar la 
razón social, apartando de la representación á uno de los 
socios y dictar reglas para la distribución de las ganancias, si 
las hubiere, pero dejando subsistente la primitiva Sociedad, 
hay que acudir á los Estatutos de esta para decidir cual es el 
carácter legal de cada uno de los focios, y si es ó no perti- 
nente aplicar al caso el precepto del artículo 222, núpiero 
1/ del Código de Comercio. 

Aun cuando la razón social adoptada en la referida prime- 
ra escritura pudiera inclinar á creer que se trataba de una 
Sociedad colectiva, dados ios artículos 126 y 146 del Código 
mercantil, el ser expresa declaración de los otorgantes de 
aquella, que no era su propósito constituir una nueva Socie- 
dad, obliga á suspender todo juicio acerca de la índole de 
«sta, mientras no se presente y sea calificada la escritura de 
constitución de Sociedad. «-R. de la D. de 11 de Diciembre 
de 1893;; G. 26 de Octubre m. a.; R., t. 96, p. 297. 

V. Cesión de derechos. Gerente, Sentencia condenatoria^ 
Sociedad y Testamentaria en quiebra. 

-^Reclamándose de una Sociedad industrial el importe de 
honorarios de una cuenta jurada por servicios forenses que 
el actor prestó como Letrado á un particular, gerente de 
aquélla, por encargo directo del último^ y no derivándose de 
los documentos presentados por el demandante la existencia 
de una relación jurídica entre éste y la Sociedad demandada, 
ni la responsabilidad de la misma en el contrato de servicios 
<)ue aquél celebró con su cliente, conforme á los terminantea 
preceptos de los arts. 283 y 286 del Código de Comercio, in«> 
cumbe al actor la prueba de que aquél obró con autorización 
de la razón social demandada, y no verificándolo, á juicio de 
la Sala sentenciadora, no infringe ésta por su fallo absoluto- 
rio, los arts. 24, 29, 283 y 286 del Código de Comercio y 
1.544, i-7íí>> ^-7^7 7 1.727 del Código civil. — C. núm. 38; 
26 Octubre 1898; G. i5 Noviembre m. a.: C. L. t. 3 y R. t. 
«85 p. i56. 

—La entidad social constituye una personalidad absoluta* 
tnente distinta de la que particularmente pueden ostentar ca* 
•da uno de los socios, y no es dable confundir los bienes pro- 
4>ios de aquélla con los de éstos, por lo que el art. 174 del 
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Código de Comercio preceptúa, que ni aun en caso de qule* 
bra podrán los acreedores de un socio ejercitar otro derecho 
respecto á la Compañía, que el de embargar y percibir lo que 
por beneficio ó liquidación pudiera corresponder al socio 
•deudor. — C. núm. 89; 25 Noviembre 1898; G. 17 Diciembre 
m. a. C. L. t. 3 y R. t. 85, p. 388. 

—Las leyes 7.* y 8.* tit. 2.*, libro 17 del Digesto, ProsociOf 
^e refieren á la sociedad universal civil, y no tienen aplica* 
^ión alguna á la sociedad mercantil creada para un determi* 
•nado objeto. 

El art. 235 del Código de Comercio no puede ser aplica* 
«ble tratándose del cumplimiento de una obligación anterior 
•al mismo Código.— C. núm. 1 12; 22 Marzo 1899, ^* '7 ^^'^ 
yo m. a.: C. L. t. 4 y R. t. 86, p. 5 12. 

— Si los arts. 329 y 33 1 del antiguo Código de Comercio 
^aban por cumplido el plazo de duración de las Compañías, 
en la fecha fijada por la escritura social, esto no obsta á que 
por virtud de lo dispuesto en los siguientes artículos, con es- 
«pecialidad en los 33;r )r 343, se hiciera liquidación, proce» 
hiendo después á dividir el remanente. C. núm. 37; 23 Oc- 
tubre 1899; G. 14 Mayo 1900; C. L. t. 6, y R. t. 88 p. 156. 

— Los liquidadores de las Compañías mercantiles no pue» 
•<len celebrar contratos de seguros, ni renovar los hechos 
-con anterioridad al estado de liquidación, á menos que los 
socios les faculten para realizar esas ú otras convenciones» á 
tenor de lo dispuesto en el art. 38 1 del Código de Comercio, 
porque según el texto claro y terminante del 228, las facuU 
tades ó atribuciones de los liquidadores se limitan á percibir 
ios créditos de las Compañías, á extinguir las obligaciones 
contraidas de antemano y á realizar las operaciones pendien* 
tes* — C. núm. 59; 10 Noviembre 1899; G. 23 Mayo 1900; 
<;. L., t, 6 y R. t. 88, p. 268. 

^Con arreglo ala doctrina del art. 228 del Código de Co- 
mercio, las sociedades de su referencia en liquidación, conti- 
núan subsistentes hasta Que termine dicha operación y se 
proceda á la división y adjudicación del haber social, des- 
pués de cubiertas las obligaciones de las mismas. R. H. nú* 
mero 62; 6 Marzo 1900; G. 18 m. m. y a.: C. L., t. 7 y R. t. 
«9, p. 341. 

V. Ferrocarriles, Prescripción y Sociedad. 

Compañía anónima. En las Sociedades anónimas 

. los individuos de la Junta directiva, han de ser considerados 

-como mandatarios de la Compañía, y en este concepto, y 

mientras obran dentro de las condiciones del mandato, no 

'tstán sujetos á responsabilidad alguna^ teniéndola solo si» 
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por actos contrarios á la Ley ó al pacto social, irróganseperi 
juicios.— C. núm. 57; 20 Octubre iSgS; G. 12 Diciembre 
m. a. t. 74, p. 234. 

— El ari. 158 del Código de Comercio vigente, se refiere 
expre -amenté á los soctbs y accionistas de las Compañías^ 
anónimas, y es inaplicable á quien no tiene tal carácter.— 
C, núm. 91; 3o Marzo 1894; G. i3 Septiembre m. a. t. jS 
p.444. 

— i-a expresión en la escritura social del tiempo que ha de- 
durar la Sociedad anónima, en cumplimiento á lo dispuesta 
en el art. 1 5 1 del Código de Comercio, no obsta á que los 
interesados acuerden su disolución antes de la espiración del 
plazo convenido, puesto que según el 168, en los estatutos- 
debe determinarse el número de socios y participación de. 
capital que deben concurrir á las juntas en que se trate, en- 
tre otras cosas, de la moditicación ó disolución de la Socie— 
dad, sin que en ningún caso pueda ser menor de las dos ter* 
ceras partes de los socios y de los dos tercios del capital no- 
minal; de donde se sigue que cuando en los estatutos no se 
hace mención de ello, con olvido de lo dispuesto en el cita- 
do art. 168, su silencio debe suplirse con las reglas estable- 
cidas en la ley, queVequ^eren, para llegar á la modificación 
ó á la disolución, el concurso, cuando menos, délas dos ma^ 
jorías de socios y de capital antes indicadas. 

La precedente doctrina es aplicable al caso de una Sociedad 
por acciones, aun cuando no se haya constituido por escritura 
pública, cual se previene en el aitículo 119 del Código^ por^ 
que el contrato de Compañía mercantil es válido y obligato- 
rio entre los que lo celebren, sea cualquiera su forma, con tat 
de que concurran los requisitos esenciales del derecho, según- 
se establece en el artículo 117. 

La cláusula de una escritura social por la que se prohibe 
á los socios recurrir á )a autoridad judicial para que resuelva 
sus diferencias, no estableciéndose un medio eficaz para que 
decida las cuestiones que pueden surgir durante la vida de la 
Compañía, contiene un pacto contrario á la Ley y al orden 
público. — C. número 27; 24 de Enero de 1900; G. 17 Julio- 
m. a.; C. L. t. 7, y R., t. 89, p. 1 12. 

— La Sentencia que condena á -varios socios colectivos^, 
juntos y cada uno solidariamente, al pago de cantidad^ no 
infringe los artículos 127 y 237 del Código de Comercio^ 
cuando el mencionado fallo no implica desconocimiento de- 
le preceptuado en el segundo de dichos artículos, sina que- 
la subordinación de la responsabilidad de los socios ha de 
ser objeto del procedimiento de apremio. — C. número 69;. 
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i5 de Noviembre i8q8: G. 7 Diciembre m. a.; C. L., t. 3, y 
R., t. 85,p. 3o6, 

Compañías por acciones. Las Compañías por 
-acciones, cualquiera que sea el objeto de su formación, dis- 
frutan del importante privilegio de limitar su responsabilidad^ 
^ su capital social, y por lo tanto es indispensable que se 
cometan á un orden administrativo riguroso, preciso y con- 
veniente, no sólo para los que con ellas contraten sino tam- 
bién para los mismos accionistas, cuvo orden no puede ase* 
■gurarse sino ejerciendo sobre ellos el Gobierno una constante 
inspección. 

Con este propósito, y á fin de evitar los abusos que se 
venían cometiendo por las Sociedades creadas á la sombra de 
tas amplias disposiciones del Código de Comercio, se dicta* 
ron la Ley de 28 de Enero de 1848 y Reglamento para suy 
ejecuciones de 17 de Febrero del mismo año. 

Por estas disposiciones legales se concede al Gobierno ea 
sus artículos 17 y 3o, no sólo la facultad de vigilar é inspec- 
cionar la administración de dichas Compañías, sino que se 
le impone el deber de suspender ó anular la autorización 
para formarlas, cuando por los balances anuales que deben 
f-endir de su estado y por las comunicaciones de sus delegados, 
«e convenza, previo el parecer del Consejo de Estado, de 
que en sus operaciones ó en el orden de su administración 
heLti faltado al cumplimiento de las Leyes de sus Esta*^ 

4UtOS. 

. Disuelta una Sociedad creada para practicar un servicia 
público por haberse faltado á dichas disposiciones, no puede 
menos de declararse la caducidad déla concesión, puesto que 
desaparece el concesionario. 

La Ley de 3 de Junio de i855 que tiene por objeto la 
construcción, explotación y servicio de los caminos de hierro, 
lejos de limitar esta facultad de inspección y el deber^ de 
proteger los capitales de los que contratan con las Compañías 
construaoras, los amplía á casos determinados que tienen 
relación con el referido servicio, y las sujeta por el articulo 
46 á las prescripciones de la Ley y Reglamento antes 
citado. 

Por el artículo 3o de dicho Reglamento no se hace más 
'que desenvolver el precepto del 17 de la Ley de 28 de Enero, 
puesto que sería ineficaz la vigilancia del Gobierno, si no 
contara con medios para reprimir los abusos que pudieran 
cometerse por las Compañías y por lo tanto los Tribunales 
pueden- aplicarlos sin faltar á la Ley fundamental del Es- 
tado. 
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Si bien es cierto que hs disposiciones del Gobierno refe» 
rentes á la tutela que ejerce sobre determinadas corporacio- 
nes, no son susceptibles de reforma por el procedimiento 
Contencioso, esto es y se entiende cuando son de carácter 
general, pero no cuando se dictan en expedientes particulares- 
que puedan lastimar algún derecho preexistente. S. T. S. de 
8 de Marzo de i S70. 

— Que si las infracciones del art. 406 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil que d spone que contra las semencias en que 
•e declare no haber lu^ar á la casación, no sfe dá recurso al- 
guno; de las Leyes 1 3 y 19, título 23, partida 3.% que declaran 
cuando no vale el segundo juicio, que tué dado contra el prime- 
ro, y que fuerza ha el juicio; de la escritura de arbitraje, que 
es la Ley del contrato, de la doctrina legal que toda Semen*' 

, cia dictada para el cumplimiento de una ejecutoiia que la 
modifique ó contrarié, es nula de derecho; son sustancial y 
literalmente las mismas que se invocaron por el cédeme del 
recurrente, en el anteriormente sostenido en los mismos au- 
tos y que fueron desestimados; por esta razón, y no habién<^ 
dose hecho innovación alguna por el auto recurrido al decla- 
rar cumplido el laudo arbitral, es cosa juzgada qae no se han 
cometido dichas infracciones, puesto que lejos de descono<^ 
cerse la eficacia de los declarados en favor de aquél en la Sen<^ 
tencia que resolvió ese recurso, los respeta, limitándose á 
declarar que debe cobrar y ha cobrado en la forma del con- 
venio celebrado entre la Compañía demandada y sus acreedo» 
re5, en conformidad á la Ley de la de Noviembre de 1869^ 
cuyas disposiciones obligan á todos los acreedores de las com- 
pañías de ferrocarriles, cualquiera que sea la naturaleza y 
origen de sus créditos. — R. C, 29 de Mayo 1884; G. de 17 
Septiembre. 

Compañía en comandita. La Sociedad conoandi- 
taria es una persona jurídica distinta de la de los socios que 
la forman, conforme ai art. 35 núm. 2.^ del Código Civil,, 
bajo cuyo supuesto y hallándose inscrita á su nombre una 
determinada finca, existe un obstáculo legal, según el Regis- 

' tro, que impide inscribir á nombre del socio que lo aportó, 
una carga ó afección hipotecaría sobre dicho inmueble, en e> 
caso de que fuese procedente, con arreglo á la doctiina con- 
signada en los arts. 29 de la Ley Hipotecaria y de su Regla- 
mento, declarada repetidamente en diferentes resoluciones de 
la Dirección general. — R. H. núm. 62; 6 Marzo 1900; G. i^ 
m. m. y a.: C. L., t. 7, y R. t. 89, p. 341. 

Compañía de cuentas en participación. 

Con arreglo al art. 239 del Código de Comercio, en la com* 
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pañía de cuentas en participación, los interesados se hacen 
partícipes en la proporción determinada para cada uno délos 
resultados prósperos ó adversos de las operaciones. (Senten- 
cia de II Abril 1896. Gaceta de Madrid de 4 Mayo m^ a.) 

Compañías de ferrocarriles. Aun cuando sea 

verdad que según el art. 33/ del Códigb de Comercio la per- 
sonalidad de los socios administradores de una Sociedad, cesa 
para el objeto de contratar desde el momento que está disuel- 
ta de derecho, pudiendo ser removidos á petición de otros 
socios en conformidad al 338 cuando la cuestión del pleito es 
la procedencia ó improcedencia del acto administrativo que 
declaró la disolución de la Sociedad, es consiguiente su per- 
^aonalidad para reclamar contra una resolución que cree las» 
tima sus derechos. 

En apoyo de esta doctrina está el art. 24 de la Ley general 
de caminos de hierro de 3 de Junio de i855, que autoriza al 
concesionario para acudir por la vía contenciosa contra las 
resoluciones de caducidad, pues tratándose de sociedades 
anónimas, ó por acciones, el concesionario no puede ser otro 
que el Consejo de administración de las mismas. 

También son personas hábiles para comparecer en el juicio 
los acreedores hipotecarios y escriturarios de dicha Sociedad, 
pues concediéndose por el art. 58 de la Ley de 17 de Agosto 
de 1860, si creen que en el R. D. se les infiere el perjuicio de 
privarles déla persona del deudor, legalmente pueden venir 
á los autos para pedir la revocación de dicho R. D. de diso* 
lución de la Sociedad. — S. de T. S. 8 de Marzo de 1870, en 
asunto contencioso administrativo. 

Compañía mercantil. Que no se infringen las le- 
yes 5 •, 6.* y 7.*, título 14 Partida 5.*, ni la del contrato es- 
timando que una Compañía mercantil es la misma que inter- 
vino en un convenio de cuyo cumplimiento se trata, si en 
documentos posteriores se hace notorio que aquélla continua» 
ba los negocios con su fundador, sin otraalteración que sepa- 
rarse de Ja misma uno de los socios, voluntariamente y pre- 
vios los avisos convenidos para el caso en las escrituras an- 
teriores. R. C. en a. de U, 18 de Marzo de 1870; Gaceta de 
26 de Julio. 

—Tiene personalidad la Compañía mercantil con cuyo 
gerente contrató el demandado, para ejercitar en juicio la ac- 
ción derivada del contrato, y el Procurador Apoderado de 
aquélla para representarla en el propio juicio, y estimándolo 
asi la Sala sentenciadora no comete el quebrantamiento de for* 
ma á que alude el núm. 3 del art. 1.693 de la Ley de Enjui- 
ciamien|o Civil. Sentencia de i.^ de Mayo 1896, p. 83 1, to- 
mo 79 Jurisprudencia Civil. 



Digitized by VjOOQIC 



72 



REPERTORIO DE LA JURISPRUDENCIA MERCANTIL 



/ 



Compañías y Sociedades mercantiles. 

Recargos de la contribución industrial para atenciones mu- 
nicipales y gastos de cobranza, autorizados por la Ley de 
i8 de Junio de i885 y por el R, D. de 23 de Febrero 1886, 
solo pueden exigirse sobre la cuarta pane de la cuota de la 
tarifa y con sujeción al tipo señalado en dicha Ley, que na 
ha sido ni podido ser derogado por el R. D. Esta doctrina 
aparece contenida en sentencia publicada en las Gacetas de 
6, 7 y 8 de Octubre 1895, pág. 164 proclamada por el Tribu- 
nal Contencioso Administrativo, resolviendo un caso exacta- 
mente igual al que motivó la de 27 de Mayo de 1891. Senten- 
cia del Tribunal Contencioso Administrativo, 4 Mayo 1895. 
Compañía minera- Véase Repertorio anterior que 
comprenue la Jurisprudencia de i838 á 1892, páginas 94 y 
siguientes. Vtde advertencia al principio de este libro. 

Compañía universal de ganancias, v. Re- 
pertorio anterior, pág. 96. 

Compensación. No tratándose de una obligación de 
cantidad liberada por compensación con otra deuda de la mis- 
ma clase ó por el transcurso del tiempo, sino de prestación 
de servicios, de común acuerdo recompensados por otros y 
por regalos en especie, no tienen aplicación las leyes y doc* 
trina sobre compensación, ni los relativos á la prescripción. 
Sentencia 29 Enero 1889; Gaceta 2 Junio idem. 

— Por no caber compensación sino entre deudas ciertas y 
líquidas, solo es compensable la cantidad que estima la Sen- 
tencia y de ningán modo las demás, que en concepto de da- 
ños y perjuicios no apreciados por peritos y de costas judi- 
ciales no reguladas debidamente, reclame una parte. (Senten- 
oia 6 Abril 1889. Gaceta de 2 de Julio idem.) 

r-La compensación solo puede tener lugar entre cantida- 
des líquidas. (Sentencia de 6 de Febrero 1895.* G. 17 Abril.) 
- — Es líquida la cantidad que resulta de los intereses, cuan» 
do están fijados el tanto ó tipo y el tiempo por el que deben 
abonarse. Sentencia 21 Marzo 1898. Gaceta 12 Abril. 

Compensación de crédito. La compensación de 
créditos o valores, cuando no existen disposiciones adminis- 
trativas que lo ordenen^ no puede verificarse si no de canti- 
dades en metálico líquidas é igualmente'admisibles. 

Con arreglo al Decreto del Gobierno provisional de 1 5 de 
Diciembre de 1868, elevado á Ley por la de 20 de Junio del 
año siguiente, los imponentes en la caja de depósitos, sólo 
podrían convertir su crédito en bonos del Tesoro, mas no 
recojer ó aplicar á otros efectos el importe de aquel, por lo 
cual no eran ya exigibles en metálico.— Sentencia del Tribu- 



Digitized by VjOOQIC 



REPEPTORIO DE LA JURISPRUDENCIA MERCANTIL 73 



nal Supremo de 23 de Diciembre de 1870 y 14 de Febrero 
de 1871 y R. D. S. de 14 de Febrero de 1877. 

Competencia de Jurisdicción. En la compra 

venta de géneros de comercio, es el del lugar donde la casa 
vendedora tiene sus almacenes, donde se tomaron los géne- 
ros, aun cuando la venta se hubiese concertado por medio 
de viajante ó correspondencia, siempre que la entrega se veri- 
fícase en dicho lugar, por mas que se remitiesen luego los gé- 
neros al en que reside el comprador. V, Sentencias 1 1 de 
Enero y 29 de Diciembre de 1894, 16 de Marzo de 1893, 18 
de Agosto de 1892 y 12 de Mayo de 1894. 

Es coiñpetente el del lugar en donde debe cumplirse la 
obligación, y seguir la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
cuando no se ha determinado dicho lugar se entiende que lo 
es en la compra venta de géneros de comercio aquel en que 
se entrega la mercancía. — Sentencia del Tribunal Supremo 
de 24 de Enero de 1888. V. además 26 de Abril de 1887; 3i 
de Enero, 2 de Abril, 3i de Nlayo, 8 y 25 de Octubre de 1888; 
Octubre de 1889; 27 Octubre 1890 y 7 de Noviembre 1890; 
12 de Enero y 20 de Agosto de 1891; 23 de Mayo y 18 de 
Agosto de 1892; 16 de Marzo de 1893, y i r de Enero y 29 
<ie Diciembre de 1894. El lugar del cumplimiento de la obli- 
gación en la compra venta de géneros de comercio es por 
la naturaleza de este contrato el lugar donde el vendedor 
entrega el género y el comprador satisface el precio según 
sentencia de 6 de Abril de 1892. Tratándose de un contrato 
<le compra venta de géneros de comercio debe pagarse el 
precio en el punto donde el vendedor cumplió como tal en- 
tregando al comprador el género que recibid á su satisfacción 
según Sentencia de 16 de Marzo de 1893; la entrega del 
género se entiende hecha en el lugar del domicilio del ven- 
cedor mediante el recibo de los géneros por el comprador, 
poF su cuenta y riesgo en la estación del ferrocarril del domi- 
<:ilio del vendedor según Sentencia de 3 1 de Enero de 1888. 

Se entiende el domicilio del vendedor con mayor motivo 
<:üando los géneros han sido remitidos por cuenta y á costa 
y riesgo del comprador, por que se supone en este caso que 
ía entrega tiene lugar en el punto donde reside el deudor, el 
cual es por tanto el lugar del cumplimiento de la obligación. 
Véase Sentencias de 27 de Octubre de 1877 y 7 de Junio de 
1881. 

— Tratándose de una obligación personal procedente de 
una compra venta, es competente el Juez del lugar donde se 
hizo la entrega de la cosa vendida y donde, atendida la índole 
del mismo, debe entregarse su precio por entenderse ambos 
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actos simultáneos. Sentencia de 5 de Febrero de 1884. Qace* 
ta del día 10. En las ventas de géneros, si no se fijó lugar para 
la entrega del precio, se entiende aue ha de ser el mismo en 
que se vendieron. — Sentencia 22 de Febrero de 1884. 

— Habiéndose convenido en un conocimiento de embar-^ 
que, que el contrato de fletamento se ptorgaba con ¡ascondi-^ 
dones del dorso entre las cuales se lee la de que los cargadores 
y receptores se someten expresamente á la jurisdicción de loa 
Jueces y Tribunales de Sevilla, en todos los litigios á que 
diese lugar y sus incidencias, no obstante cualquiera disposi* 
ción contraria del Código de Comercio ó de las Leyes de 
Enjuiciamiento^ en materia de competencia, es manifiesto 
que hubo por parte de los contratantes sumisión expresa á 
dichos Jueces y Tribunales, por cuanto en la referida condi-^ 
ción se consigna con toda claridad el Juez á quien se some- 
ten, circunstancia que, unida á la de citarse las Leyes que 
determinan las cuestiones de competencia para que no obs- 
ten á la sumisión, revela de modo ostensible la intención de 
los interesados, é implica necesariamente, con no menos cla- 
ridad, la renuncia del fuero propio— Sentencia de i3 de No- 
viembre de 190 1 Gaceta de 29 de Enero* 

— Embargos preventivos; personalidad para proponer la 
inhibitoria; Juez competente para conocer de un embargo- 
preventivo solicitado antes de proponer la demanda principal 
y sobre si habiendo sido citados los socios de la Entidad 
demandada pueden proponer la inhibitoria los liquidadores 
de la misma. Semencia de 4 de Marzo de 1902; Gaceta de 24 
Ídem. 

—Ejercitada en juicio de menor cuantía, acción personal 
para reclamar cierta cantidad por el importe de mercaderías 
vendidas, lo que niega el demandado, debe entenderse para 
decidir la competencia, no existiendo sumisión y no cons- 
tando en los autos principio alguno de prueba del cual se de- 
rive el lugar en que la obligación hubiere de cumplirse, á la 
dispuesto en la regla i.'delart. 62 de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil, según la cual, es juez competente en los juicioa 
en que se ejerciten acciones personales, fuera délos casos de 
sumisión expresa ó tácita y á falta del lugar en que deba cum* 

[>lirse la obligación, el del domicilio del demandado ó el de) 
ugar del contrato, si hallándose en él aunque accidentalmente 
pudiera hacerse el emplazamiento. (Sentencia de 12 Agosta 
1902, Gaceta 8 de Septiembre.) 

— En Sentencia de 12 de Junio de 1902 se establécela mis* 
ma doctrina que en la anterior. 
—12 Junio 1902. — Se establece la misma doctrina que en 
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U anterior declarando que defendiendo el demandado su pro- 
pio fuero bajo el concepto de que, aun alendo cierta la obli» 
f;ación cuyo pago se le exige, no tiene la misma, designado el 
ugar de su cumplimiento, ba de respetarse dicbo fuero á fal- 
ta de documentos relativos al contrato en que se funda la 
demanda y que no puede llenarse ese vacio por medio de una 
, prueba inadmisible en la sustanciación de las cuestiones de 
competencia, como lo es la testifical. (Sentencia 12 Junio de 
1902. Gaceta 24 idem, p. 349.) 

— 26 Septiembre 1902. — Cual repetidamente ba declarada 
este T. S., no basta la afirmación hecba por parte del actor 
de su demanda, respecto á la existencia de un contrato y al 
lugar de su cumplimiento, para privar al demandado de su 
propio y natural fuero, sino que, por el contrario, es precisa 
que se funde en algún principio de prueba por donde pueda 
racionalmente presumirse la veracidad de lo afirmado; si- 
guiéndose de ello que aflrmada por la demandante, sin acom- 
pañar á su demanda justificante alguno, la existencia del eré-- 
dito que reclama, y negándose por el demandado la deuda,, 
aunque reconociendo otra distinta contenida en docunñento 
privado, que pudo presentar y no ha presentado la deman- 
dante, debe resolverse la competencia en favor del Juez del 
lugar donde el demandado tiene su domicilio, porque la ac- 
ción ejercitada es de carácter personal; á cuyo juzgado co» 
rresponderia en todo caso, el conocimiento del asunto, por 
referirse la demanda á una obligación que no tiene por la 
Ley designado lugar para su cumplimiento. Sentencia 26 de 
Septiembre 1902. G. 10 Octubre, p. 197. 

—La misma doctrina en Sentencias 17 Octubre 1902, Ga^ 
ceta 29 idem p. 217 y 27 Octubre id. G. i3 Noviem- 
bre, p. 233. 

— 22 Julio y 25 Noviembre 1902. — Proclámase de nuevo 
la declaración formulada en las Sentencias precedentes, con- 
signando «que si bien el precio de la cosa vendida debe pa- 
garse en el tiempo y lugar en que se hiciese la entrega de la 
misma, si no estuvieran fijados en el contrato, conforme al 
art. i.5oo del Código Civil, ha declarado repetidamente este 
T. S. que para fijar la competencia no bastan las afirmacio- 
nes del actor relativas á la existencia del contrato y sus cir- 
cunstancias, si aquellas no se fundan en algún documeii^to (^ 
principio de prueba», y que en este caso se encuentra el con- 
trato que por el actor se dice: «Porque habiendo sido negado 
por el demandado, no se ha presentado respecto á él sino la 
afirmación de un testigo, consignada en acta notarial, inefi- 
caz por sí solo para poder fijar, á los efectos de la competen-^ 
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cia, que la cosa vendida, si el contrato se celebró, fué entre- 
gada en determinado punto.» Sentencia 25 Noviembre 1902*. 
G. 1 3 Diciembre pág. 282; como son igualmente ineficaces 
las afirmaciones del actor respecto á la existencia del contra- 
to y sus accidentes, sino que son necesarios algún funda- 
mento ó indicio racional que lo demuestren, porq^ue de otra 
suerte quedaría al arbitrio del demandante el privar al de- 
mandado de su propio fuero. Sentencia 2,2 Julio 1902. Ga- ' 
ceta 9 ARosto, p. 75. 

— (Acciones personales: Compra venta), — Doctrina sobre 
competencia por razón del lugar de la entrega de la cosa, 
por razón del fuero del demandado para conocer de las recla- 
maciones del precio y de las demás cuestiones á que dé ori- 
gen el contrato, cuando íío se ha determinado el lugar en que 
deba efectuarse el pago ó cumplirse la obligación. Cuando 
es aplicable el art, 1.171 y cuándo el i.Soo del Código Civil. 

I. Cuando se concierta la venta de géneros en el lugar 
del domicilio del comprador y el concierto se verifica por 
mediación de agente de la casa vendedora, obligándose ésta 
á remitir la mercancía á dicho lug'ar, el Juez de éste es com* 
pétente para conocer de las cuestiones á que dé origen el 
contrato, á tenor de los arts. 62, regla i.* de la Ley de Enjui- . 
ciamiento y 1.171 del Código Civil, ya por ser el fuero del 
demandado, ya porque á dicho lugar había de remitir el ven- 
dedor la mercancía y también porque no se estipuló expre* 
sámente el lugar del pago, no siendo suficiente para entender 
que se pactara la entrega en la estación del lugar del vende- 
dor, la circunstancia de -que los portes corrieran á cargo de 
la casa compradora. (Sentencia 8 Febrero 1902. Gaceta de 
17 Ídem, p. 48 ) 

II. Es decir, que para determinar el lugar del cumplí* 
miento del contrato hay que estar al principio general esta- 
blecido en el art. 1.171 del Código, cuando no hay un prin- 
cipio de prueba que acredite la designación. En cuyo su- 
puesto ejercitada una acción personal sobre pago de cierta 
cantidad procedente del resto de precio de una partida de al* 
cohol que el actor vendió al demandado y de los gastos de 
giro y protesto de una letra de cambio, ocasionados para ha- 
cer efectivo dicho precio, la cuestión corresponde al Juez del 
domicilio del demandado, conforme á la regla i.* del art. 62 
de la Ley de Enjuiciamiento, por no haberse presentado con 
la demanda, documento alguno para justificar el lugar en 
que la mercancía vendida, y por consiguiente el precio, de- 
bieran entregarse. Sentencia 21 Noviembre 1902. Gaceta 
10 Diciembre p. 258. 
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III. Que el comprador está obligado d pagar el precio 
de ¡a cosa vendida en el lugar en que se haga entrega de ésta^ 
cuando no se ha ñjado otro en el contrato, y que no habién- 
dose justificado que fuese facturafia en deteiminado punto 
por cuenta y riesgo del comprador, en aquel en que fué reci- 
bida ha de estimarse que fué entregada para el efecto del pa- 
go del precio, segtln dispone el art. i.Soo del Código Civil,, 
siendo por lo tanto de la competencia del Juzgado de dicho 
lugar el conocimiento de la demanda, por ejercitarse una ac> 
ción personal á tenor de lo prescrito en el art. 62, núm. i.^ de 
la Ley procesal. Sentencia 19 Junio 1902. G. 29 idem p. 398. 

IV. Que siendo indiscutible que la demanda deducida 
▼ersa sobre el pago de cantidad procedente de géneros de 
comercio vendidos en determinada población, compete su 
conocimiento al Juez municipal de esta, no obstando para 
ello la circunstancia de formularse la reclamación sin com* 
probantes dt sus fundamentos, porque la demandada se limita 
á manifestar que nada debe, sin que contradiga expresamente 
el supuesto de haberse recibido los géneros en dicha ciudad^ 
acto del cual hace emanarse la obligación, y en su virtud,, 
para los efectos de la competencia, nó puede negarse que 
existe el contrato de cuyo cumplimiento se trata.— Sentencia 
24 de Junio de 1902; G. de 3 1 de Julio, página 4. 

V. Que la obligación de abonar el precio de géneros debe 
cumplirse según el artículo i5oo del Código Civil, allí donde 
los puso el vendedor á disposición del comprador, por cuenta 
y riesgo del cual se hizo la remesa al lugar de su domicilio» 
según resulta del duplicado de la factura que el vendedor re- 
mitió con la mercancía, sin que conste mediara pacto en 
contrario; y, por lo tanto, visto lo dispuesto en la regla 
i.^ del artículo 62 de la Ley de Enjuiciamiento, es evidente 
que la cuestión sobre dicho pago debe decidirse por el Juez, 
municipal del lugar donde la mercancía se vendió. — Senten* 
cia 1 1 de Julio de 1902; G. 3 1 idem p. 9. 

Igual doctrina, en Sentencia de 23 de Abril de 1902; G. 23^ 
de Mayo p. 195. 

VI. Asimismo es competente el Jue2 del lugar á que co- 
rrespoiide la estación donde había de entregarse la cosa ven- 
dida para conocer de la demanda promovida contra el vende- 
dor y encaminada á obtener la remisión de la mercancía que 
dice comprada é indemnizar de daños y perjuicios, por no 
haberlo puesto á disposición del actor oportunamente, con- 
forme al artículo 02, número i.®. Ley procesal y articulo 
i5oo del Código. — Sentencia 3o de Enero de 1902; G. i5 de 
Febrero, p. 41. ^ 



Digitized by VjOOQIC 




78 



RBPERTOBIO Í>B LA JURISPBUDENClA MERCANTIL 



VII. Y aun cuando un contrato de compraventa se ini- 
ciara en un punto, formulando el pedido de género por medio 
del representante del i^endedor, no al juez de ese lugar, sino 
al de aquel en que fué expedida la iñercancía de cuenta y 
riesgo del comprador y donde según las facturas y el pedido 
ürmado había de pagarse, corresponde conocer de la recla- 
mación del precio.— Sentencia de 1 5 de Julio 1902; G. del 3i 
Ídem, p. II. 

Reitérase sustancialmente igual declaración, aplicando, 
ademáis de los artículos 62, número i.® Ley procesal y iSoo 
•del Código Civil, el 87 del de Comercio en Sentencia de la 
misma fecha, inserta en la propia Gaceta, p. 9. 

VIH. Reclamación del precio de remesa no efectuada é 
petición del demandado, pero aceptada por este. Cuando 
«e reclama cantidad como saldo resultante de varias ventas de 
\géneros remitidos á su destino por cuanta del comprador» 
con obligación de hacer éste el pago del precio en el lugar 
en que fueron vendidos, es evidente que si se limita la cues-» 
tión á la cantidad precio de una de dichas ventas, aun en el 
caso de que esta no fuese debida á petición del demandada 
y sí á remesa espontánea del vendedor de la cosa ó productos 
de que se trata, no cabe dudar que aceptados por el compra- 
dor sin más observación que la de su calidad, el contrato este 
de compraventa hay que estimar, para los efectos 4e la com- 
petencia, que lo fué con las mismas condiciones que los de- 
más celebrados entre dichas partes, y por tanto, al Juez del 
lugar en donde fueron vendidos los géneros y debían pagarse, 
corresponde el conocimiento de la demanda.— Sentencia de 
24 de Diciembre de 1901; G. 29 de Enero de 1902, p. 3* 

IX. Que conforme al párrafo 2.^ del artículo i5oo del 
Código Civil y repetida Jurisprudencia de este T. S. en el 
contrato de compraventa de géneros de comercio, al ñaio, 
allí donde se recibe la mercancía esto es, donde se hace en- 
trega del género objeto del contrato, es el lugar en que ha de 
verificarse el pago, salvo pacto en contrario, de manera que 
el Juez del mismo es el competente para conocer de Jos 
juicios que se promuevan con motivo del cumplimiento de 
dicho contrato (Sentencias de 11 de Marzo y 11 de Noviembre 
de 1903; G. 24 de Marzo, p. 118 y 9 de Diciembre, p. 247), 
entendiéndose que la entrega tiene lugar en el domicilio del 
vendedor cuando no se ha estipulado lo contrario, sin que 
obste á ello ni deba considerarse como caso de sumisión 
expresa, ni tácita, el hecho de haber anunciado el vendedor 
el giro de una letra á cargo del demandado, toda vez que 
^stos medios que tienden á facilitar los pagos en las opera- 
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clones mercanüles, en nada alteran el derecho del vendedor 
deque se le pague donde eilsie la cosa vendida, á tenor de 
lo que ordena ei párrafo segundo del artículo i5oo del Códi* 
go Civih^ — Sentencia citada de 1 1 de Marzo de 1902. 

Tampoco obsta á la competencia por razón del lugar 
de la entrega de la cosap que parte del precio se haya 
pagado por medio de un cheque á pet¡ci<S[i ó propuesta del 
vendedor; y en so virtud conforme éste y el comprador en 
que el género se facturó en determinada estación consignado 
al segundo, y en que no se ñjó el lugar del pago^ es visto que 
compete conocer de la cuestión relativa á ese abono, al Juez 
del lugar á que corresponde la estación en que se realizó U 
eotrega, — Sentencia de ij de Marzo de 1902^ G* de 24 idem, 

Conipr&Veilt&< Qne según tiene declarado el Tribu- 
nal Supremo en I05 contratos de compraventa de géneros de 
comercio^ el lugar del cumplimiento de la obligación es el 
del contrato, pues se entienden actos simultáneos la entrega 
4e la cosa y su precio, á menos que se hubiese estipulado 
expresamente otra cosa, — C. de 6 de Mayo de 1SS6; Gaceta 
de 27, 

— Que la carta de giro firmada por el comprador compren- 
^iva de la compra de géneros y del precio, y en la cual aparece 
el recibí de su importe por el vendedor, es un documento 
auténtico que acredita el contrato de compraventa, por con^* 
currir consentimiento, cosa y precio, cuyo valor legal es 
superior á la impugnación que se le haga^ negándole eficacia 
como libranzas de comercio, y no estimando la Sala sen- 
tenciadora la tercería de dominio deducida por el comprador 
acerca de dichos géneros, fundándola en aquel documento, 
resuelve en contra lo pactado por personas capaces para 
obligarse. 

Que en el mencionado caso, no desvirti^an lo expuesto la 
falta de poder del firmante de aquel documento á nombre del 
comprador, la no concurrencia de éste y el haber quedado 
los géneros, marcados con las iniciales del comprador en 
casa del vendedor; puesto que la Ley permite contratar pre- 
sentes ó ausentes las personas y con intervención de un ter* 
cero sin que eihiba poder^ una vez que exista aceptación 
inmediata ó no, por no ser precisa, sea simultánea de las 
partes interesadas y las marcas son signos demostrativos de 
.lo convenido que determinan la tradición de la cosa por el 
vendedor, cuyo precio recibió pc^r medio de la cana indicada. 
— R. Cena, de M. 14 de Enero de 1S88; G. de 2S de 
AbriL 
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—El contrato cuya esencia consiste después de liquidar las 
cuentas pendientes entre los contratantes y de determinar el 
saldo resultante á favor de uno de ellos, en trasmitir á éste 
en pago del mismo una finca del deudor, quien se obligó á 
otorgar escritura formal de venta cqando lo exigiera el 
«creedor, que entró desde lue^o á percibir los productos de 
la tinca y satisfacer una contribución, constituye una venta 
no sólo perfecta sino consumada, por haber consentimiento» 
explícito en la cosa y el precio y mutua entrega de una y 
otro, 

Al no reconocerlo así la Sala sentenciadora y desestimar 
la tercería de dominio interpuesta por el comprador, enten-^ 
diendo que en el contrato referido sólo hubo declaración de 
deuda y promesa de venta, infringe lo convenido por las 
partes, ia Ley 6/, título 5.', partida 5 ' y la Jurisprudencia 
de su tenor. — C. de U., número 179; i5 de Junio de 1891: 
G. de 14 de Agosto m. a., t, 69, pi 793. 

— Los artículos 284 y 285 del Código de Comercio de 1829 
no 6on aplicables cuando el demandante no ejercita derechos 
que emanen de una constitución social. — C., número 64; 
I.® de Marzo dfe 1892; G. de 17 de Abril m. a,, t. 71, p. 275. 

— No puede invalidarse un contrato de sociedad mercantil 
por alegar uno de los socios que era menor al firmarlo^ sino 
lo manifestó, y además contaba veinte años y carecía de Cu- 
rador, circunstancias que producen validez, sin perjuicio del 
beneficio de restitución. / 

Según efartículo 2.* de la Ley de 19 de Octubre de 18694 
para que el contrato de sociedad tenga carácter de mercantil, 
es necesario que se consigne en escritura pública en una de 
las formas que prescribe el libro 3.®, títuto 2.**, sección 
1.* del Código de Comercio á la sazón vigente, debiendo 
además presentarse, conforme á lo dispuesto en el artículo 
3.' de dicha Ley, en el Registro público de Comercio, el tes- 
timonio que prescribe el artículo 25 del citado Código, con 
las circunstancias enumeradas en el artículo 290 del mismo.^ 
— R. de la ü. de 3o de Agosto de 1892; G. de 27 de Septiem- 
bre m. a.; B., t. 92^ p. 822. 

— Según jurisprudencia del Tribunal Supremo, en los con- 
tratos de compraventa de cosas muebles se entienden entre- 
gados los objetos comprados en el punto donde está el esta- 
blecimiento que los expende tan luego los deja facturados ep 
la estación, siendo obligación de pagar su precio en el mismo,, 
sin que á esto afecte el giro de letras á otras plazas mercan- 
tiles para pago de precio, como meros accidentes que no 
alteran la obiigación indicada. 
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Ni el documento que suscribe u'na persona haciendo xrons* 
tar en él que ha recibido de otra un número determinado de 
efectos públicos, con expresión de su clase, numeración y 
valor noftiinal y efectivo acredita la existencia de un con- 
trato de compraventa de aquellos efectos, ni los resguardos 
que entrega una Caja ó Banco á los que en él depositan valo* 
fes de cualquiera clase, son títulos traslativos de dominio, ni 
pueden estimarse como documentos fehacientes para basar 
exclusivamente en ellos la propiedad de valores depositados. 
— C. número iSq; 24 de Abril 1893; G. de 20 de Septiembre 
m. a.; t. 73, p. 587. 

—La sentencia condenatoria al reintegro del precio abo- 
nado, en virtud de un contrato de compraventa de géneros 
de comercio, no infringe el articulo 57 del Código mercan- 
til, ai de la escritura de venta. y de los actos posteriores no 
resulta, con la evidencia q¿ie la Ley requiere, que se hiciere 
entrega al comprador de la cosa vendida, y antes aparece 
haber quedado esta en suspenso; en el caso referido, no 
infringe la sentencia la regla 17, titulo 34 de la partida 7.*. 

En el propio caso, aun cuando la demanda se dirigiere al 
reintegro de la cantidad abonada por el comprador, como 
precio de la cosa no entregada, si aquel fué satisfecho en pa> 
garés, la sentencia que condena al vendedor á devolverlos ó 
satisfacer su importe en metálico, no hace ondosamente una 
declaración de derecho, sino que aplica la concurrencia na- 
tural y lógica del principio de que los vínculos jurídicos 
deben disolverse de la misma manera que se unieran, y en- 
tendiéndolo así la Sala sentenciadora, no infringe la Ley 16, 
título 22, partida 3.* ni los artículos 359, ^24,540 y 548 de 
la de Enjuiciamiento civil. — C, número 20; 19 de Enero de 
1898; Gaceta de 4 de Febrero m. a.; C. L., t. i, y R., t. 83, 
p. 78. 

— Los contratos de compraventa de géneros de comercio 
se rigen por los preceptos de la legislación especial mer- 
cantil. 

— Ajustándose la sentencia condenatoria al pago del precio 
de una venta de aquella clase, á lo dispuesto en el artículo 
339 del Código de Comercio, no puede infringir el artículo 
1236 del Código Civil, que se limita á co'nsignar una regia 
de carácter general, si no fuera aplicable al caso.— C, núme-^ 
ro 38; 3o de Abril de 1898; G.de 12 de Julio m. a.;C. L. t. 2,^ 
y R., t. 84, p. 168. 

— El pago del precio de la cosa vendida debe efectuarlo ei 
comprador, según dispone el artículo iSoo del Código Civil,, 
en el lugar dpnde se entregó la misma cosa. 
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No £s obstáculo para la observancia de esta regla el que 
en ocasiones semejantes, se hubiese efectuado el pago por 
medio de giro de letras á car^o del comprador, porque este 
medio expeditivo de negociación de valores no coarta el dere* 
cho del vendedor para que se le pague donde existe la cosa 
vendida, según tiene declarado la sentencia de 23 de Mayo 
de 1892. — Comp., número 57; i3 Febrero 1899; G. i.® de 
Marzo m, a.; C. L., t. 4, y R., t. 86, p. 245. 

Compraventa mercantil. Que la obligación de 

pagar el precio de la cosa comprada, tenga ó no el contrato el 
carácter de mercantil, deberá cumplirse salvo pacto en con» 
trario, en el tiempo y lugar en que se haga la entrega de ello, 
según preceptúan el articulo i5oo del Código Civil y el 87 
del de Comercio. 

Que el importe de las mercancías debe satisfacerse en el 
lugar en que se compraron sin que. obste el hecho de que se 
hubiesen firmado letras para su cobranza al lu^ar del domi- 
cilio del comprador, porque esta circunstancia puramente 
condicional y dirigida á facilitar la ejecución del contrato, 
no afecta á su naturaleza ni á su cumplimiento extricto, según 
tiene repetidamente declarado el Tribunal Supremo.— -Sen* 
tencia de 27 de Noviembre de 1897, ?• ^^^> ^- *^ Jurispru- 
dencia Civil. 

—Se entiende como lugar en que ha de cumplirse el con- 
trato de compraventa de géneros de comercio, cuando otra 
cosa no aparezca pactada, aquel en que se da por entregada 
la mercancía al comprador, poniéndola el vendedor en el 
punto convenido en el contrato y desde el cual ha de ser 
conducida á su destino.— Sentencia de i.^^de Diciembre de 
1897, p. 8¿|.3, t. 82 Jurisprudencia Civil. 
. —Tratándose del pago de una mercancía, es Juez compe- 
tente el del lugar donde fué aquella entregada y se abonó 
parte del precio, demostrándose con esto el convenio de 
cumplir el contrato en dicho punto, por lo que no puede te« 
nerse en cuenta la circunstancia de ser otro el lugar del con- 
trato y el del domicilio del demandado. — Sentencia 12 de Ju- 
lio de 1894, p. 7I1 1. y6 Jurisprudencia Civil. 

— ^Según la deñnición de la compraventa mercantil que 
contiene el articuló 325 del Código de Comercio, en relación 
con la excepción del número 4.* del articulo siguiente, lo que 
caracteriza dicho contrato es el ánimo ó intención con que se 
realiza; de suerte que si esta ha sido la de lucrarse con la 
reventa, aun cuando el comprador haya aplicado á usos 
propios ó para su consumo una parte mayor ó menor de las 
cosa muebles aquiridas, no por esto deja de tener en su inte-^ 
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gridad carácter mercantil el contrato^ así como, por el contra» 
rio, si el comprador no tuvo' tal propósito, la reventa de un 
resto, con ganancia ó sin ella, tampoco le priva de la cual!» 
dad de común. — Sentencia 3 de Junio de 1898. Gaceta 27 de 
Julio. 

— No se infringen los artículos 3o6, 33 1, 333, 339 y 341 
del Código de Comercio por la sentencia que condena al 
comprador á pagar el precio convenido, ai de los intereses 
legales y gastos de resaca de una letra cuando el incumplí-^ 
miento del contrato dependió exclusivamente de la voluntad 
del primero y el vendedor puso á su disposición las merca- 
derías vendidas. — ^^Sentencia de 22 de Octubre de 1901; G. 2a 
y 24 de Febrero de 1902. 

Compraventa de efectos de comercio* 

Al que confiesa haber comprado unos efectos de comercio y 
afirma haber satisfecho al contado su precio, le incumbe la 
})rueba de este extremo para que no le perjudique la confe- 
sión de la deuda. — Sentencia de 7 de Marzo de 1872^ p. 282 
Jurisprudencia Civil. 

— Que tratándose de la acción personal ejercitada por el 
cesionario del vendedor en reclamación del pago de géneros 
de comercio comprados en el almacén del segundo, en este 
lugar deben ser aquéllos pagados, si no medió pacto expreso 
^n contrario. — C. 6 de Abril de 1892; G. de 26, 

Tratándose de reclamar el precio de géneros vendidos en 
el establecimiento mercantil, en este debe pagarse dicho pre» 
cío y cumplirse la obligación del comprador, á no existir 
pacto expreso en contrario, no bastando á determinar la exis*, 
tencia de éste, el hecho de haber librado el vendedor al com« 
prador una letra de cambio, porque tal operación se dirige 
«únicamente á facilitar el pago y recibir el primero el precio 
de la venta. — Sentencia de 4 de Noviembre de 1893. 
~ — Que según la regla 1/ del artículo 62 de la Ley de En- 
juiciamiento Civil, en los juicios en que se ejercitan acciones 
personales, es competente en primer término á falta de sumi- 
sión expresa ó tácita á determinado Juez, el del lugar en que 
se deba cumplir la obligación, siendo constante la Juris-^ 
4)rudencia del Tribunal Supremo, cuando no se ha determi- 
nado dicho lugar, que en la compraventa de géneros de co- 
mercio se enriende que lo es aquel en. que se entrega la 
mercancía. — C. 25 de Agosto de 1892; G. de 26 de Sep- 
•siembre. 

— ^Si el documento que suscribe una persona haciendo 
constar en él que ha recibido de otra un número determina- 
ndo de efectos públicos con expresión de su clase, numeración 
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y valor nominal y efectivo, acredita la existencia de un con* 
trato de compraventa de algunos efectos, ni los resguardos 
que entrega una Caja ó Banco á los qiíe en él depositan va-- 
lores de cualquiera. clase son títulos traslativos de dominio, 
ni pueden estimarse como documentos fehacientes para basar 
exclusivamente en ellos la propiedad de los valores deposita* 
dos. — Sentencia 24 de Abril de 1893. 

— Que si aun cuando se ejercite una acción personal al 
entablar una demanda sobre pago de géneros de comercio^ 
no aparece claro de los términos de la demanda y contesta» 
don y de los documentos presentados que la obligación cuyo 
cumplimiento se reclama, proceda de un contrato de comprad- 
venta^ ni que exista sumisión á determinado Juez por pane 
del demandado, el domicilio de éste determina en tal caso la 
competencia, según lo prescrito en la regla i.^del articula 
6a de la Ley de Enjuiciamiento Civil.— -C. de 23 de Agosto^ 
de 1892; G. de 26 de Septiembre. 

Compraventa de efectos públicos. Los do- 
cumentos privados demostrativos de lu6 contratos de venta 
de papel del Estado, con expresión del tipo, plazo para la 
entrega y á voluntad, y con cupón ó sin él, no producen 
fuerza civil de obligar cuando ninguno de los contratante» 
prueba que en las techas de aquellos tenia en casa á su dis- 
posición el papel vendido, ni el metálico correspondiente, nt> 
que había requerido al comprador para que recibiera la 
cosa, ni utilizado el medio legal de la consignación, caso de^ 
resistencia ó de ausencia del adquirente. 
. Si con tales datos y los no menos importantes de haberse 
celebrado los contratos en el local de la Bolsa, sin interven* 
ción de la Junta sindical, ni agente, sin publicarse en aquel^ 
ni mediar póliza expresiva de números y serie de los títulos, 
y plazo de un mes, y por el resultado de las declaraciones de 
testigos, condiciones de estos y razón de ciencia, la Sala cali-^ 
fica ios mencionados actos como operaciones bursátiles de 
abono de diferencias, prohibidas por la Ley, toda vez'^ue se 
realizaron sin guardar los requisitos mandados por aquella;. 
en tal concepto y en el de no haberse demostrado, como 
requiere el número 7.* del artículo 1692 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil, que dicha apreciación sea errónea, no in- 
fringe el fallo, la Ley i.*, título i *, libro 10 de la Novísima 
Recopilación; las Leyes i.*; 6/ y 58. título 5.% partida 
5.*; I." y 2.% título 14, partida 3.*; 3.% título i5, partida 
7.*, ni los artículos i .® y 65 del Código de Comerció de 1829,. 
sólo aplicables á los contratos lícitos y no los que son repro-^ 
hados por la moral y por el Real Decreto de 12 de Marzo de- 
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1875.— C, número jS; 22 de Febrero de 1889; G. 6 de Junio 
m. a.; t. 6?, p. 276. 

Concesión* Que una Real orden concediendo al recu- 
Trente la construcción de un muro de sostenimiento para 
una fábrica de fundición no es Ley^ ni doctrina legal. — Sen- 
"tencía de 24 de Abril de 1879; G. de 3o de Junio. 

Condición suspensiva. La circunstancia de ha- 
'ber de abonar d impone de un pagaré para poder disponer 
-ó tener el señorío de ciertos valores, no constituye una con- 
dición resolutoria, sino suspensiva, que impidiendo la trans- 
misión del dominio, hace improcedente la tercería propuesta 
^n el equivocado concepto contrario. — C. de U., número 35; 
3o de Enero de 1889; G. de 2 de Junio m. a., tomo 65 pági* 
na 147. 

Conocimiento* Acerca las condiciones puestas al 
<iorso de un conocimiento de embarque, se ha declarado que 
<lebe atenerse á su contexto. (Vide Sentencia de i3deNo- 
iriembre de 1901, Gaceta del 29 de Enero de 1902, y Alcu* 
billa. Apéndice de 1902, página 810, columna i.*). Este es 
el criterio de la Sala i.* de la Audiencia de Barcelona. Pleita 
Trullas contra Serra y Font. Ponente D. JoséVictorio Mora, 
la que declaró que las condiciones impresas puestas al dorsa 
<le los mismos conocimientos, forman parte de ellos. 

Consentimiento* El consentimiento prestado por 
los interesados en una liquidación de cuentas^ cuando exista 
perfecta conformidad en el concepto y cuantía de las partidas 
<le cargo y data, implica necesariamente su asentimiento al . 
saldo resultante del total importe de unas y otras, y de la 
diferencia que entre ellas exista, sin que pueda viciar el con- 
trato el simple error de suma ni el que como consecuencia 
resultase en el saldo, porque semejante error de cuenta sólo 
•da lugar á su corrección, conforme á lo dispuesto en el pá- 
rrafo final del artículo 1266 del Código Civil vij^enie. — 
C, número 42; 7 de Febrero de 1895; G. de 18 de Abril 
m. a.; t. yj, p. 145. 

Consignatarios de buques. Consignatarios son 
aquellos á cuvo nombre viene dirigido un buque ó su carga- 
mento. Yidt Sentencia del Tribunal de lo contencioso admi- 
nistrativo dé 23 de Diciembre de 1901; G. de 12 de Octubre 
de 1902 p. 463. Vide también Ordenanzas generales de la 
r^nta de Aduanas y Tarifas anexas al reglamento de la con- 
tribución industrial. 

Contrabando* Sesún lo prescrito en el número 4 del 
•del artículo 18 del Real Decreto de 20 de Junio de i852, se 
comete delito de contrabando por el transporte de efecto» 
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estancados sin guías expedidas por las oficinas de Hacienda, 
aun cuandose haga la conducción por cuenta ajena^ cualquiera 
^ue sea el medio de transporte que se emplee. — C. 1 3 Junio 
1 87 i; G. 3 Agosto; t. III, pág. i3 Jurisprudencia Criminal^ 

— No puede invocarse la infracción del artículo 24 número 
5 ®, párrafo segundo del mismo Real Decreto, en que se esta- 
blece que no pueden ser decomisadas las caballerías, carrua- 
jes y buques donde se trasporten y hallasen géneros de con-^ 
trabando, siempre que resulten pertenecer á un tercero que 
na haya tenido complicidad en el delito ni conocimiento del 
uso criminal que de ellos se hizo, cuando aparece de los 
hechos consignados en la Sentencia, que la Junta administra» 
tiva con asistencia del conductor de un tren se limitó á decla- 
rar el comiso de la caja aprehendida sin extenderla á los 
carruajes de la empresa, ni de este particular se hace mérito 
alguno en los fundamentos de derecho ni en la parte disposi- 
tiva de la Sentencia contra que se recurre. 

No obstante lo dispuesto en el artículo 18 número 4 del 
Real Decrí'to de 20 de Junio de i852, en el Sog de las Orde- 
nanzas de Hacienda se prescribe que se considera como he- 
chas en reo las aprehensiones que se verifiquen en carruajes 
destinados al trasporte de mercaderías y pasajeros; y que >ai 
estos se hicieren en fardos, cajones y demás bultos que vayaa 
comprendidos en las bajas, deberán responder las empresas 
representadas por los conductores, lo cual no supone que esta 
responsabilidad baya de ser la criminal; y por consiguiente, 
cuando se impone á la de un ferrocarril en la persona de su* 
Director, siendo así que ni moral ni materialmente resulta 
de los hechos consignados en la Sentencia, que tuviera parti- 
cipación en el delito de contrabando que se persigue, bajo 
ninguno de los tres conceptos expresados en los artículos 1 1,. 
12, i3 y 14 del Código de i85o, ni en el 11, i3 i5, y 16 del 
reformado, se infringe dicho artículo 509 de las Ordenanzas 
en su párrafo tercero. 

No es obligatorio para las empresas, el registró de todos los 
bultos que hayan de trasportarse en los trenes de pasajeros y 
én los de mercancías, siendo en ellas potestativo, según el ar- 
tículo 112 del Reglamento de 8 de Julio de iSSg expedido 
para la ejecución de la Ley de 14 de Noviembre de i855, el 
practicarlo cuando abriguen sospechas de falsedad sobre Ia> 
declararión del contenido del bulto; y conforme al 114 del 
mismo Reglamento no puede la empresa retrasar el plaza 
señalado para la revisión de los efectos al punto á ciue vayab' 
consignaoos, según convenio con los remitentes, ni aun adu- 
ciendo el pretexto de registrarlos j:>or sospechas á fraude úe 
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Otro motivo cualquiera, toda vez que puede practicarse en el 
punto de su entrega, imponiéndole la responsabilidad de su- 
fragar los gastos que se ocasionen para cerrar de nuevo los 
bultos y dejarlos como se encontraban antes de abrirlos, en 
caso de no resultar falsa la declaración del remitente. 

Aun cuando se concede el delito de contrabando según el 
número 4 del artículo 18 del Real Decreto de 20 de Junio 
de ) 853 por el trasporte de efectos estancados sin guías expe- 
didas por las oficinas de Hacienda, no obstante que se haga 
la conducción por cuenta ajena y cualquiera que sea el me- 
dio de trasporte que se cumpla, se entiende tan sólo cuando 
se hace la conducción á sabiendas de los efectos estancado;^, 
y no en la creencia con buena fe de ser equipajes ú otros gé- 
neros de lícito comercio cuya aplicación y le<?al inteligencia 
se comprueba por la excepción del número 5.* del artículo 24 
del mismo decreto citado, de no comprenderse en comiso 
las caballerías, carruajes ó buques donde se trasporten y ha- 
llasen géneros de contrabando, siempre que resulten perte- 
necer a tercero que no haya tenido complicidad en el delito, 
ni conocimiento del uso criminal que de ello se hiciese. — 
Sentencia de 20 de Diciembre de 1871; no publicada en la 
Gaceta ó Jurisprudencia Criminal. 

A pesar de que las empresas de los ferrocarriles están fa- 
cultadas para el registro de los bultos que se conducen en 
los trenes de viajeros ó mercancías según el artículo 1 14 del 
Reglamento de iSSg, para la ejecución de la Ley de 14 de 
Noviembre de 1 855, es sólo en los casos de sospecha de 
fraude, sin demorar el trasporte, según convenio con los 
remitentes en conformidad «1 artículo 114 de dicho Regla- 
mento.— Sentencia de 20 de Diciembre de 1871 no publicada 
en la Gaceta^ ó Jurisprudencia Criminal. 

— Con arreglo al número 2.' del artículo 16 del Real Decreto 
de 20 de Junio de i852 se incurre en el delito de contraban- 
ido por todo acto de negociación ó tráfico de los efectos es- 
tancados incluso el de revenderlos, aun cuando procedan de 
compra hecha á la Hacienda pública.— C, 24 de Febrero de 
1882; G. de 3o de Mayo; t. XXVI, p. iSg, Jurisprudencia 
Criminal. 

— Por negociación ó tráfico se entiende el comercio ó tt'ato 
que consiste en comprar y vender ó cambiar géneros ó mer- 
caderías ó dinero; y por revender, volver á vender por me- 
nudo cosa ó géneros que se compraron en junto. — ídem. 

ContrAtO* Qtie la Sentencia que condena al demandado 
al pago de una mercancía recibida después del plazo conve- 
nido para sil entrega, infringe la Ley del contrato y los artí* 
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culos 235, 247, 248, 249 y 363 del Código de Comercio, si ya 
se atiende al tenor literal del contrato ya á la urgencia que 
motivó su celebración, debe entenderse pactado que la mer» 
cancía había de llegar en una época fija, según lo reconoció 
el actor miismo en su escrito de demanda al exponer como 
cierto que se había consignado la eíecución del embarque y 
de la entrega por meses consecutivos en virtud de una mala 
redacción hecha por el Corredor, el cual sin embargo se atuvo 
en su declaración á lo queestaba escrito; no siendo además lícito 
al demandante vendedor, que sin reclamación autorizó con 
su firma la convención, escudarse en ese error no rectificado 
oportunamente, que afecta á la causa del contrato, para con- 
trariar la fuerza de un documento v oponerse á la protesta de 
rescisión que en la plenitud de ^u derecho le presentó el com- 
prador, pasada ya la fecha de la entrega de la mercancía. — 
R. C. de I.® de Mayo de 1884; G. de 9 dé Septiembre. 

—Los artículos 5o, 5i v Sy del Código de Comercio y 
.I278yi28r del Código Civil dan fuerza obligatoria á los 
contratos siempre que concurran, en ellos las condiciones 
esenciales para su validez. — Sentencia de i.® de Octubre de 
1879. p. 344, t. 82 Jurisprudencia Civil. 

— Que los contratos de comercio se han de ejercitar y 
cumplir de buena fe según los términos en que fueron >hechos 
y redactados, sin tergiversar con interpretaciones arbitrarias 
el sentido propio y genuino de las palabras empleadas en 
ellos. — R, C. 28 de Junio de 1886; G. de 18 de Agosto. 

Contrato mercantil. Es requisito esencial de todo 
contrato mercantil ó puramente civil, que recaiga sobre objeto 
lícito no contrario á las leyes, á la moral ni al orden ptlblico» 
y no pueden estimarse como tales los pactos que tiendan á 
alterar el precio de las cosas coartando la libertad de la con- 
tratación y del trabajo y regulando sus condiciones, bajo 
cuyas bases no es lícito establecer vínculo alguno eficaz de 
derecho. — Sentencia de 15 de Enero de 1894, p. 8y, t. 75 Ju- 
risprudencia Civil. 

— Que al declarar la Sentencia recurrida la nulidad de una 
escritura y que una Sociedad mercantil carece de derecho 
para reclamar del demandado el cumplimiento de una cláu- 
sula, no infringe las disposiciones que se citan en los motivos 
de recurso referentes ai valor, eficacia é interpretación de los 
contratos, porque es requisito esencial de todo contrato, ya 
sea mercantil ó puramente civil, que recaiga sobre objeto 
licito no contrario á las leyes, á la moral ni al orden público, 
y no' pueden estimarse como tales los contenidos en un re* 
¿lamento que revela el verdadero objeto de una titulada Sp- 
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cledad anónima y los medios que había de emplear para 
realizarlos, con tendencia uno y otro á alterar el precio de 
las cosas, coartando la libertad de la contratación y del trt* 
bajo y regulando sus condiciones, bajo cuyas bases no es 
lícito establecer vínculo aUuno eficaz de derecho. — Sentencia 
de 1 5 de Enero de 1894; G. de 7 de Febrero. 

—Según requiere el artículo 5i del Código de Comercio* 
los contratos mercantiles han de acreditarse por alguno de 
los medios reconocidos en derecho.—C., número 20; 21 de 
Enero de 1893; Gaceta de 17 de Febrero m. a.; tomo 73, 
p. 101. 

—Los artículos 5o, 5iv57 del Código de Comercio, y 
1278 y 1 28 1 del Código Civil, dan fuerza obligatoria á los 
contratos, siempre que concurran en ellos las condiciones 
esenciales para su validez. — C. número 63; i.*de Octubre de 
1897; G. 29 m. m. y a.; t. 82, p. 344. 

— begún el articulo 5i del Código de Comercio, son váli* 
<los y producen obligación y acción los contratos mercan- 
tiles, sea cual fuere la forma y el idioma en que se celebren, 
la clase á que correspondan y la cantidad que tengan por 
objeto, con tal que conste su existencia por alguno de los 
medios de prueba que el Derecho Civil establece, á menos 
que su cuantía exceda de i5oo pesetas, en cuyo caso la de- 
claración de testigos no es por sí sola bastante, á no concu« 
rrir con alguiia otra prueba; y según el 52, se exceptúa» de 
«se principio ó regla general los contratos celebrados en país 
extranjero y los aue, con arreglo al mismo Código ó á las 
leyes especiales, deban reducirse á escritura ó requieran for- 
mas ó solemnidades necesarias para su eficacia. 

Ni el referido Código de Comercio, ni Ley alguna espe- 
cial, requieren, para la validez de las transferencias de crédi- 
tos no endosables, forma ó solemnidad determinada, limi- 
tándose á establecer el primero, en su artículo 347, que los 
créditos mercantiles de esa clase pueden transferirse sin ne- 
•cesidad del consentimiento del deudor, bastando que se 
notifique al mismo; por lo que á tales contratos es aplicable 
la regla general establecida en el 5i. — C, número 88; 16 de 
Octubre de 1896; G. de 28 de Noviembre m. a.; tomo 80, 
,p. 336. 

—Según lo preceptuado en el artículo 2.^ del Cócligode Co- 
mercio, los actos mercantiles se regirán por las disposiciones 
contenidas en él, y en su defecto por los usos de comercio. — 
C. número 1 14; 29 de Octubre de 1896; G. 19 de Noviembre 
tú, a., t. 80 p. 416. 

— Las reglas de derecho común no son aplicables á los actos 
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7 contratos mercantiles, sino en defecto ó para suplir defi- 
ciencias de la legislación especial.— C. número 69; 16 de 
Febrero de 1897; Gaceta de 1 5 de Marzo m. a.; tomo 81» 
p. 2l3. 

— Según el artículo 5j del Código de Comercio, los con- 
tratos mercantiles deben cumplirse y ejecutarse de buena fe. 
— C. número 74; i5 de Febrero de 1898; G. 6 de Abril 
m. a.; C. L., tomo i y R., t. 83, p. 373. 

— No cabe dar efecto retroactivo al artículo 57 del Código* 
de Comercio. — C, número 112; 22 de Marzo de 1899; G. de 
17 de Mayo m. a.; C. L., t. 4., y R., t. 86, p. 5i2. 

— Es improcedente la cita de los artículos 1254, i255 y 
1278 del Código Civil, cuando no se litiga sobre la nulidad 
ó validez de un contrato común y ordinario, de aquellos 
á que se refiere el mencionado Código, sino de uno especia) 
que se rige por la legislación mercantil y requiere la extricta 
observancia de las formalidades en ella establecidas. — C, nú- 
mero 1 18; 28 Marzo de 1899; G. i3 Abril m. a. C. L., tomO' 
4 y R., tomo 86, p. 552, 

— No es de estimar la infracción de los artículos 5i y 56 
del Código de Comercio, cuando la Sala sentenciadora no 
desconoce la existencia y validez del contrato celebrado por 
las partes, sino que entiende no cumplidas por una de aque- 
llas las obligaciones del mismo. — C, número 93; 12 de Oc- 
tubre de 1900; G. 3i m. m. y a.; C. L., t. 8 y R., t. 90^ 
p. 432, 

Contratos marítimos. Si un buque está á las órde- 
nes de la Marina de una manera más ó menos voluntaria de 
parte del propietario prestando un servicio, mediante un conve- 
nio entre este y el referido ramo, aunque dicho convenio no 
llegue á escriturarse, si es precedido del consentimiento ver* 
bal de su propietario y previo arreglo expreso del flete que 
se fija y del suministro de las materias subroficantes á que la 
Administración se obliga y fué seguido del pago de dicho 
flete, este convenio que por su naturaleza y condiciones de 
ejecución no puede nienos de clasiticarse entre los que tienen 
por objeto un servicio público, queda perfeccionado como 
consensual por el consentimiento de las partes y prodnce 
desde este* momento todos sus efecos legales. — R. D. S. 19 
de Enero de 1878; G. 24 de Mayo. 

Contrato de comisión mercantil. El encar- 
go dado por el Gobierno á una casa comercial para la compra 
de granos y harinas en el extranjero, constituye un con- 
trato de comisión mercantil sujeto en su apreciación y en 
sus efectos á las disposiciones que rigen en los de su 
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clase en todo lo que la voluntad de las partes no hubiera al- 
terado. 

No habiéndose hecho alteración 'alguna ni al conferirse la 
la comisión ni al aceptarse, e&tableciendo disposiciones espe- 
ciales que modificaran ó variaran la creencia del contrato ni 
las leyes que lo regulan, al examinar el desempeño de dicha 
comisión, no es posible prescindir de los principios y reglas 
consignadas en las leyes mercantiles y en defecto de ellas en 
las generales ó sea el derecho común. Si en cumplimiento de 
una R. O. se dirigieron desde su fecha á los Gobernadores 
de algunas provincias, que dicha disposición expresaba, todos 
los cargamentos de granos expedidos por la misma casa, 
acompañados de los conocimientos correspondientes dando 
igualmente al Gobierno avisos diarios y expresivos de todas 
las operaciones por efecto de la misma repetida disposición» 
dichas autoridades fueron sin duda alguna consignatarias de 
los cargamentos, pues según el espíritu y aun la letra de los 
aitículos 8o3 y 8i i del Código de Comercio, corresponde ese 
carácter al portador del conocimiento. 

El conocimiento librado por el capitán de un buque por- 
tador de un cargamento^ es la confesión de su recibo y la 
obligación indeclinable ae su entrega al consignatario, así 
como la devolución por el último al capitán, envuelve el reco- 
nocimiento de que la entrega fué bien hecha, según el con- 
texto del artículo 8i i del Código de Comercio. 

La entrega del cargamento realizada por dicho capitán en 
cumplimiento de una R. O. á la autoridad designada por el 
Gobierno comitente encargada de llenar todas las funciones 
de un consignatario, no puede menos de considerarse hecha 
por el comisionista, cargador y remitente. 

Dirigidas las pólizas del fletamento y seguro á los Gober- 
tiadores, sólo ellos podían ejercitar los actps y'reclamaciones 
consiguientes al carácter de consignatarios, y á los mismos 
incumbía el cumplimiento del artículo 877 del Código de 
Comercio, evitando así el transcurso de los plazos fijados y 
los perjuicios que la falta de cumplimiento de los artículos 
998 y 1,000 del mismo Códieo hubiera podido irrogar al Es- 
tado. 

Las omisiones en que aquellas autoridades hubieran incu- 
rrido no pueden imputarse á la casa comisionista, porque no 
era posible suponer divididos ó separados los deberes del 
consignatario, ni que aquella gestionara estando las pólizas 
en poder de los Gobernadores. 

Libre la casa recurrente de la obligación de tener consig- 
natario en los puntos en que el Gobierno designó para este 
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dargo ásus delegados ó representantes^ y cumplido el deber 
de la entrega de los granos por medio de los capitanes con- 
ductores, es opuesto á la- naturaleza del contrato y á las dis- 
posiciones del Código de Comercio imponer á la casa comi- 
sionista la responsabilidad de las omisiones de los consigna- 
tarios oficiales. 

No puede hacerse un cargo á la casa comisionista por la 
falta de los resguardos ó documentos justifícativos de las en- 
tregas de granoa que debieron darle los Gobernadores, porque 
si apesar de haberles mandado terminantemente el Gobierno 
que los dieran, no lo hicieron, menos hubiera podido obte- 
nerlos el comisionista, á mas de que las entregas puedan 
siempre justificarse por las certificaciones de las Aduanas 
y por otros documentos no menos eficaces y fehacien- 
tes. 

No acreditándose ni atribuyéndose á la' casa comisionista 
que en ninguno de los contratos de compra, ñetamento y 
seguro de granos que ejecutó en desempeño de la comisión^ 
hubiera faltado á las instrucciones recibidas ó á las reglas 
adoptadas por el uso general del comercio, ni que por conse- 
cuencia de ellos sufriera el Estado perjuicio alguno, queda 
exenta de toda responsabilidad en los accidentes y resultados 
de toda especie que sobrevinieran en la operación, según se 
declara en los artículos 127 y 128 del Código de Comercio. 

Con arreglo á lo dispuesto en el artículo 147 del mismo, 
el comisionista no es responsable del deterioro ó merma que 
por efecto de su naturaleza sufran los objetos que obren en 
su poder y según el número i/del artículo 935, los daños 
que sobrevienen en los cargamentos desde su embarque hasta 
su descarga por vicio propio de las cosas ó por accidentes de 
mar, pertenecen á la clase de averías simples ó particulares y 
su importe ó sea el de los gastos y daños que ocasiona, deben 
soportarse por el propietario de la cosa que recibió el daño, 
según lo dispuesto en el artículo gS^^. 

Ofrecido de R. O. á la casa comisionista el tanto por cien* 
to de comisión sobre el importe total de las compras que 
hiciera, deben comprenderse para el abono de aquella retri- 
bución lo mismo los granos inmilizados que los que llegaran 
en buen estado, poraue unos y otros formaban el total de las 
compras, y todas exigieron las miasmas gestiones y diligen- 
cias.— R. D. S. de 19 de Marzo de 1868; Gaceta de 21 de 
Abril, 

Contratos por correspondencia. Que no es 

de estimar la infracción del artículo 243 del antiguo Código 
de Comercio, por desconocer de la perfección de los contra* 
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tds celebrados por correspondencia, desde que el que recibió 
la respuesta en tal foritis, expida la contestación, aceptán- 
dola pura y simplemente, si en las cuentas de que se trata no 
sé concertó negocio alguno, ni se trató en ellas de ultimar 
ninguna diferencia entre sus autores, sino simplemente de 
comunicarse partidas para su asiento en la contabilidad 
respectiva.— R, C. 27 de £nero de 1891; Gaceta de 18 de 
Febrero. 

Contrato de fletamento- Según ei texto de ios 

artículos 776 y yjy del Código de Comercio, sólo debe re- 
ducirse el flete en caso de arribada forzosa á lo correspon- 
diente á la distancia recorrida, cuando siendo posible la repa» 
ración y descargada U correspondencia excediese dicha repa- 
ración de treinta días, ó cuando quedando inservible la nave, 
no se hubiera encontrado otro buque que la portease á su 
destino. 

> Si abstracción hecha del retraso nacido de caso fortuito 
no imputable á una Empresa, está completo el servicio por 
el cual estaba pactada la subvención, porteando su buque 
fletado á su costa la correspondencia del otro barco objeto 
de la arribada, tiene derecho al pago de dicha subvención.—* 
R. D. S. 22 de Febrero de i865; G. 5 de Junio. 

— No habiéndose celebrado contrato de fletamento para el 
trasporte de un cargamento, debe resolverse con arreglo á 
las disposiciones legales cuáles son los derechos y obligacio- 
nes del naviero y fletador en orden á la carga. 

Procediendo de un accidente de mar el deterioro de un 
cargamento, debe sufrirlo su dueño, por ser averia simple,^ 
con arreglo á los artículos 934 y gSS del Código de Comer- 
cio. — R. D. S. 29 de Diciembre, de 1866; G. de 6 de Marzo 
de 1867; 

^Fletado un buque á disposición del Gobierno español 
para vcriñcar el trasporte de tropas y material de guerra sin 
cláusula de exclusión respecto á determinados etectos, es 
indudable el derecho de la administración de embarcar toda 
clase de pertrechos, aun los de naturaleza más inflama- 
ble. 

No habiéndose expresamente pactado por el contrato de 
fletamento la prestación del daño causado por caso fortuito^ 
no puede pedirse indemnización ni aun por las reglas de 
derecho común, según las cuales, así en el contrato de fleta- 
mento como en el de locación, no se presenta la culpa levísi- 
ma, no habiendo por tanto fundamento para que por parte 
de los aseguradores de un buque se pida indemnización por 
un caso fortuito, que el fletante no estipuló ni podía estipular,. 
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teniendo asegurado el valor del buque de todo riesgo sin ex- 
clusión de los incendios y guerra y que le fué abonado sin 
oposición por parte de los aseguradores. 

Estimado como averia simple, con arreglo al artículo 935 
del Código de Comercio, el siniestro ocurrido en un vapor, 
el artículo 934, lejos de imponer al fletador la obligación de 
indemnizar al fletante ó al que sus derechos represente el 
valor del buque fletado, previene que los daños que sobre- 
vengan al buque; por efecto de fuerza insuperable se sopor- 
tarán por el propietario que recibió el daño como el due&o 
del cargamento soporta la pérdida de este. 

A la administración no corresponde satisfacer obligaciones 
que con ocasión de un siniestro puedan pesar sobre, otros 
particulares, porque ni representa ni le están encomendados 
los derechos de éstos, ni puede intervenir en reclamaciones 
de intereses puramente privados. — R. D. S. 4 de Marzo de 
1868; G. de 20 dp Abril. 

— En caso de flete total de un buque, según el Código de 
Comercio, no puede exentarse del pago íntegro el fletador, 
aunque solo ocupe una parte con sus mercancías. — R. b. S. de 
3o de Junifo de 1668; G. 17 de Agosto. 

— Cuando en lin contrato de fletamento celebrado entre U 
administración y: un particular se pacta que para todos los 
afectos referente^ á la inteligencia y cumplimiento, sean obli- 
gatorias para la administración y el armador^ además de las 
cláusulas expresadas en él, cuantas contiene el Código de 
Comercio relativas al comercio marítimo, con arreglo á está 
legislación especial á que se sometieron terminantemente 
ambas partes contratantes, deben resolverse las dudas y cues- 
tiones á que dé motivo. 

El libro 3.*' del Código dé Comercio, relativo al comercio 
marítimo, no contiene artículo alguno que declare responsa- 
ble de interés al fletador que retarde el pago del flete, ni tam- 
poco en el mismo Código existe disposición general explíci- 
ta que los determine. 

Si bien el artículo 261 del Código de Comercio previene 
los efectos de la morosidad en las obligaciones de comercio» 
«sta disposición general, faltando la anteriormente indicada, 
tan solo puede ser aplicable á los muchos casos concretos en 
que se ordene el pago de interés, en atención á las especiales 
circunstancias que en ellos concurran. — S. T. S, i.° de Marza 
de 1870. 

Contrato privado extrajudicial entre el 
eomerciante y sus acreedores- Véase Revista 

de Legislación y Jurisprudencia tomo 92, p. 540 y siguientes; 
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artículos ii3oá ii55 Ley de Enjuiciamiento Civil; Ley lo 
de Junio de 1897; otra vez Revista citada. Yéase además sen- 
tencias de 27 de Diciembre de 1873 y 3 de Julio de 1876; 
artículos 5o, 5i y 899 del Código de Comercio vigente; Ley 
10 de Junio de 1879; Tratado de suspensión de pagos y quie- 
bras por Pedro Estasén, párrafo 174; artículos ii3i y si- 
guientes, Ley de Enjuiciamiento Civil y artículos 904 y 87 a 
Código de Comercio y sentencia delTiibunal Supremo de 
5 de Diciembre de 1891; Revista general Legislación y Juris- 
prudencia, tomo 14 pagina 54$; Derecho mercantil de Supi- 
no edic. esp. p. 600 y siguientes, artículos 898 y 899 y punto 
2.0 articulo 1 3; sentencia del Supremo de 10 de Mayo de 
'1892; sentencias de 8 de Julio de 1868 y 2 de Diciembre de 
1893 y 25 de Mayo de 1882. 

Contrato de trabajo* Condiciones en los cpntra- 
tos administrativos, Real DJcreto de 20 de Junio de 1902 y 
Real Orden de 8 de Julio idem; Real Decreto de 12 de Julio 
Ídem; Circular 21 de Junio idem; Circular 26 de Julio idem 
y Real Orden de 9 de Noviembre mandando proceder á la 
reforma del Código Civil regulando el contrato de trabajo. 
^Se da el recurso de apelación para ante las audiencias, en ios 
pleitos á que se retiere el artículo 14 de la Ley de accidentes 
del trabajo? Requisito para que proceda el de casación. Doc- 
trina estableciendo la afirmativa en cuanto á la primera 
cuestión y declarando respecto de la segunda, que es impro- 
cedente el recurso de casación cuando la cuantía de la in- 
demnización no alcanza á 3ooo pesetas. — V. sentencia de 6 
de Octubre de 1902 y los autos de 19 de Abril y 6 de Mayo 
de 1902. 

Contrato nulo- Aun cuando el artículo i3o2 del 
Código Civil concede la acción de nulidad de los contratos á 
los obligados principal ó subsidiariamente en virtud de eilos^ 
este principio, que tiene su desenvolvimiento en los artículos 
siguientes, se halla modificado en los casos de(jue la nulidad 
provenga de causa torpe ó ilícita por los artículos i3o5 y 
i3o6, que niegan toda acción entre sí á los contratantes 
culpables, sea ó no el hecho constitutivo de delito 6 
falta. 

Aun equiparando la venta de un inmueble con pacto de 
retro á una hipoteca convencional, el artículo io39del Código 
<le Comercio de 1829, que declara fraudulentos é ineficaces 
estos contratos, y los demás actos y contratos que en el mis- 
mo artículo se mencionan, celebrados por el comerciante en 
los treinta días anteriores á su quiebra, ha establecido este 
principio en beneficio de los acreedores y corresponde la 
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acción de nulidad al quebrado.— Sentencia de x i de Noviem- 
bre de 1895; G. 3 de Diciembre. 

Convenio de acreedores. Habiéndose pedido 
por ei actor que se declare obligados á ios demandados á 
ratificar y cumplir un convenio, la sentencia absolutoria de- 
clara virtualmente la nulidad de dicho convenio^ reconocida 
en varios fundamentos del fallo, 7 no infringe el artículo 
1208 de la Ley de Enfuiciamiento Civil.— C, número 16; 
i^ de Enero de 1892; G. 3 de Marzo m. a.; t. 71, p. 60. 

Según el artículo 191 7 del Código Civil, el convenio que 
el deudor celebrare judicialmente con sus acreedores sobre 
quita ó espera, es obligatorio para todos los concurrentes y 
para los que, citados y notificados en forma, no hubiesen ^ 
protestado en tiempo, exceptuándose en los acreedores que 
teniendo derecho de abstenerse, lo hubiesen ejercitado dtbida-^ 
mente; cuyo precepto á todas luces se refiere lo mismo 
al convenio celebrado antes, que al celebrado después de 
haberse concursado el deudor, porque la Ley no distingue 
uno de otro caso, y porque eiiste igual razón para otorgar 
en ambos el derecho de abstención. 

Los acreedores privilegiados son los únicos que, precisa- 
mente por serlo, tienen ei derecho de abstenerse de concu* 
rrir al convenio, sobre lo cual no cabe duda posible, porque 
el mismo precepto legal antes citado, declara ese derecho en 
favor de los comprendidos en !os artículos 1922, 23 y 24 del 
propio Código, sin establecer diferencia alguna entre ellos, 

?r sin que, por tanto, ni la calidad de privilegiados ni tampoco 
a mayor ó menor extensión del privilegio de cada uno, afecte 
al derecho de abstención que á todos alcanza por igual. 

El auto que declara no ser obligatorio el convenio de 
quita y espera á un acreedor personal que habiendo obtenido 
anteriormente sentencia de remate, se abstiene de asistir á 
la Junta, no infrfnge, ni puede infringir el artículo 1924 del 
Código Civil, sino sirve de fundamento á dicho auto ni el 
1918, por referirse á la eficacia de la quita y espera con- 
venida con acreedores de una misma clase, que es caso dis- 
tinto del mencionado, ni el 1921, que se refiere al orden 
con que deben clasificarse los créditos para su gradua- 
ción y pago, si este punto no se hubiese discutido en el 
pleito. C., número 66; 18 de Octubre de 1892; G. 21 de Di* 
ciembre m. a,; t. 72 p. 237. 

£1 artículo 1 26 1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil exije 
de una ^lanera precisa, para que los acreedores puedan im- 
pugnar utilmente el acuerdo de la junta- dentro del plazo 
que señala, que no concurran á ella ó que hayan disentido y 
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además protestado en el acto contra el voto de la mavoría. — 
C, número 90; 17 de Octubre de 1896; G. de 28 de Noviem- 
bre m. a.; t. 80, p. 340. 

— No puede infringir la causa 2.* del artículo 903 del Có- 
digo de Comercio la sentencia que estima la oposición á la 
aprobación de un convenio de acreedores» si su fallo se funda 
concreta y determinadamente en la causa 5.* de dicho arti- 
culo. 

Tampoco infringe ésta el mencionado fallo, si la Sala 
sentenciadora apreciando en uso de sus facultades peculiares 
las pruebas practicadas, consideró como inexactitud frauda* 
lenta, encaminada á facilitar la admisión de las proposiciones 
del deudor, la sustitución de unos acreedores por otros. 

En el propio caso no seria eficaz la subrogación de un 
tercero en los derechos del primitivo acreedor por medio del 
endoso en favor del primero, de un pagaré del seguinio contra 
el deudor, si el endosatario no satisfizo ai endosante el total 
importe del pagaré, ni llegó á adquirir éste civil ni mercan- 
tilmente; y estimándolo así la Sala sentenciadora no infrin^^ 
los artículos 1209 y 12 10, números i.® y 3.** del Código Ci- 
vil, y 461. 466 y 532 del Código de Comercio. — C, número 
37; 9 de Julio de 1897; G. de 5 de Septiembre m. a., t. 82^ 
p. 227. 

— La sentencia absolutoria ^e una demanda sobre opo- 
sición á un convenio de acreedores no infringe los artí- 
culos 1018, io35, io36, ii5i y 1157 caso 1 ** del Código de 
Comerció de 1829 y por aplicación indebida los artículos 
io38, io3o, 1040, 1041 y 1042 del propio Código, cuanda 
taita la base para estimar que ha existido defecto en las for* 
mas prescritas para la convocación, celebración y delibera- 
ción de la junta en que se aprobó el convenio. — C., número 
i5; i3 de Abril de 1898; G. de 3 de Julio m. a.; C. L., t. 2 y 
R., t. 84, p. 64. 

Si bien se desprende de los artículos 902 del Código de 
Comercio y 1144 y ^ ^^i de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
que el acuerdo de la junta de acreedores favorable al conve» 
nio propuesto por el deudor no puede alterarse de oficio,, 
sino á instancia de parte legítima y previa la tramitación 
establecida en el articulo i i 3o de la Ley procesal, esto debe 
entenderse en el supuesto de que hubiere existido verdadero 
acuerdo, y no puede estimarse que le hay, cuando la mayoría 
no se forma por las dos terceras partes de los asistentes, ó 
cuando sus créditos no importen los tres quintos del pasivo^ 
porque entonces la proposición de convenio se tiene por 
desechada, según el artículo 1142 de la citada Ley de Enjui- 
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ciamiento, y por que á tenor de lo dispuesto en el 1 143 de 
la misma Ley y en el 873 del Código de Comercio, no ha- 
biendo número de acreedores suficiente para tomar acuerdo, 
cjueda terminado el incidente sin ulterior recurso, compl» 
tiendo á la autoridad judicial, en vista del resultado de la 
votación, hacer la declaración correspondiente. — C, número 
12; n Octubre de 1899; G. de 3 Noviembre m. a.; C L.,to* 
mo 6, y R., tomo 88, p. 45. V. Concurso y suspensión de 
pagos. 

Convenio de acreedores con el deudor. 

Concedido, según el convenio de unos acreedores, a la comi- 
sión que nombraron la facultad, entre otras, de reconocer, 
graduar y liquidar los créditos del concurso si bien reser- 
vando á los interesados que se creyesen lastimados en sus 
respectivos derechos por los acuerdos de la comisión el uso 
del que creyeran convenirles para ante los Tribunales de 
Justicia, el acreedor que hace uso de este derecho no puede 
decirse que falta á las condiciones establecidas en el citado 
convenio y colocando dicha comisión entre los acreedores 
comunes, uno de ellos, después de haber clasificado anterior- 
mente su crédito de dominio fundándose en que la cantidad 
entregada al concursado lo había sido en títulos de la Deuda 
pública y éstos habían desaparecido, incurre en una aprecia- 
ción ilegal, supuesto que tal desaparición es solamente impu- 
table al deudor y las bises esenciales de los contratos no 
pueden cambiarse ni modificarse á voluntad de una de las 
partes én perjuicio de la otra, y al efecto de apreciar el valor 
real de dichos títulos con ob|eto de reintegrad al que los 
prestó debe estarse á la cotización del día en que se reclama- 
ron, conforme á lo prevenido en la Ley 8.*, título i.** partida 
5.* en atención á que con la reclamación nació la obligación 
de devolverlos, ó de indemnizar cumplidamente en otro 
caso. — Sentencia de 24 de Febrero de 1872; pég. 233, tomo 
25 Jurisprudencia Civil. 

Convenio de acreedores y amigable 

<^OnipOSÍCÍÓn- Cuando se hubiese estipulado bometer 
á la decisión de amigables componedores cualquier asunto 
mercantil, como lo es á no dudarlo el convenio que para 
liquidar sus negocios celebra una casa de comercio con sus 
acreedores, pueden los interesados requerir la intervención 
judicial para que lleve á efecto el nombramiento aun contra 
la voluntad del que á ello se opusiere. — Sentencia de 25 de 
Abril de 1896; p. 802, t. 79 Jurisprudencia Civil. 

Convenio en junta de socios. Vide sentencia 

•de 29 de Octubre de 1895; p. 288, t. 78 Jurisprudencia Ci- 
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vil, la que declara que aprobado un contrato en una junta 
general de accionistas no puede tener influencia en el pleito 
•el que en una'junta anterior preparatoria hubiera ó no una- 
nimidad. 

Que la sentencia recurrida no infringe los artículos del 
Código de Comercio y de los estatutos sociales invocados 
•«n el motivo segundo, en el concepto de no ser obligatorio 
«I mencionado contrato para los socios ausentes y disidentes» 

[►or haberse prescindido del nombramiento y función de los 
iquidadores que los artículos citados exigen para el caso de 
disolución, porque los contratos de venta, cesión ó traspaso 
de los derechos de las Compañías mercantiles dedicadas á 
obras públicas, ó su fusión con otras de la misma índole, no 
^pueden confundirse con aquélla, ni originan necesariamente 
una liquidación en el sentido que la dehney regula el Código 
de Comercio, la cual podrá ó no sobrevepir á consecuencia 
•áe dichos contratos, por \irtud de circunstancias ó pactos 
especiales ique en este pleito no se han mencionado. 

Convenio de acreedores en una suspen* 

^iÓn de pa{f08« Vlde sentencia de 9 de Julio de 1807; 
f. 227, t. 82, Colección Sentencias Jurisprudencia Civil j 
4irtículo Convenio de acreedores. 

Corredores (Libros de). Que la eficacia atribuida por 
los artículos 58 y 93 del Código de Comercio á los asientos 
•de los libros que deben llevar los agentes y corredores para 
probar las operaciones y salvar las dudas que puedan origi- 
narse cuando aparecen divergencias entre los ejemplares del 
•contrato en que han intervenido, no es posible entenderla de 
modo tan absoluto que excluya toda otra prueba, especial- 
mente cuando el corredor ó agente interviene contratando en 
nombre propio, segt!in para ello le autoriza el artículo 245 
de dicho Código, porque esto equivaldría á dejar por com- 
pleto á su arbitrio los derechos y obligaciones de sus comi- 
tentes; que por lo tanto relacionando y concordando la Sala 
sentenciadora los asientos de un libro de un corredor con 
-otras pruebas y muy especialmente con la correspondencia 
del mismo para formar juicio acabado de la validez y alcan- 
ces de una operación de Bolsa, no infringe los mencionados 
artículos del Código de Comercio ni el 1216, 1218, i258y 
1727 del Código Civil.— Sentencia de 20 de Febrero de 1897 
p. 33o, t. 81, Jurisprudencia Civil. 

Coplas de escritos^ oposición y suspen- 
sión de pag^OS* El artículo 5 18 de la Ley de En)uicia- 
miento Civil, preceptúa que la omisión de las copias que 
<ieben acompañarse á los escritos que se formulen en los 
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juicios, no es motivo para dejar de admitirlos, siempre que 
se presenten en tiempo oportuno, y si bien por el párrafo 
segundo se exceptúan de la aaterior disposición los escritos 
de demanda, los cuales no serán admitidos si no se acompa- 
ñan las copias del escrito y los documentos, no puede menos 
de entenderse que dicho párrafo, por ser una excepción de la- 
regla general contenida en el primero, es aplicable única- 
mente á los escritos propiamente calificados de demanda, 6- 
sea á aquellos en que se promueve un pleito y se abre un 
juicio ejercitando acciones preexistentes. 

£1 escrito por el cual, y con arreglo al artículo 902, rela- 
cionado con el 872 del Código de Comercio, los acreedores 
del comerciante constituido en estado de suspensión de pagos^ 
que disientan de la proposición de convenio, ó que no hubie* 
ran concurrido á la junta, manifiestan su oposición á que se 
apruebe aquél, no puede estimarse como pedimento judicial 
de un pleito, puesto que recae en un juicio mercantil espe- 
cial, existente y determinado ya por la declaración de sus- 
pensión de pagos promovida por el comerciante y decretada 
por la autoridad judicial y por una proposición de convenia 
presentada por aquél y discutida y votada por lá mayoría de 
los acreedores, ni tampoco constituye el ejercicio de acción 
alguna preexistente, sino un recurso meramente pVocesal,. 
perfectamente caracterizado, tanto porque el derecho á utili- 
zarlo nace de un procedimiento judicial establecido é iniciado 
para poder llegar al convenio, como porque contra este acto 
no proceden las acciones civiles que nacen de los contratos,, 
sino tan sólo el recurso de impugnación, á falta del cual se 
considera como firme y consentido; confirmando y robuste- 
ciendo más, si cabe, este concepo el artículo 1394 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, que establece la^ tramitación que 
debe darse á la oposición mencionada, de cuyo concepto, ni 
expresa ni tácitamente se infiere que haya de hacerse aquélla 
por medio de formal demanda. 

Por lo tanto, sin una interpretación extensiva, que en ma<^ 
teria de excepción rechazan de consuno la Ley y los buenos 
princÍK>io$, no cabe equiparar el escrito de impugnación del 
convenio, á una demanda, en la rigurosa acepción de esta 
palabra^ y mucho menos para efectos tan trascendentales^ 
como son los que se seguirían de tener por no utilizado el 
recurso de oposición por falta de una formalidad que, por 
regla general, se considera subsanable y que, al no utilizarla 
así, la Sala sentenciadora ha infringido el artículo 902 del 
Código de Comercio, y además el párrafo íjí.*^ del 5 18 déla 
Ley de Enjuiciamiento Civil, por aplicación indebida, y el 
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párrafo i." del mismo, por no haberlo aplicado.— C. námeroí 
233; 21 de Junio 1893; G. 3 de Noviembre m. a.; t. yij 
p. 944. 

Cot6jO« Aun en el supuesto de que la infracción de los 
artículos 608 y'^09 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, pu- 
diese ser objeto de un recurso de casación en el fondo, no 
cabe impugnar en este trámite el resultado de una diligencia 
de cotejo practicada para la devolución de un depósito cons- 
tituido en el Banco de España, si por no existir ya los libros 
de que habla el Reglamento de éste, se hizo el cotejo de la 
firma del resguardo, con la que no puede menos de estimarse 
indubitada, que contenía la tactura de constitución del depó- 
sito, practicándose la comprobación por« los peritos que 
nombraron las partes, con citación del recurrente, que no 
formuló reclamación ni protesta, — C. número 83; 20 de 
-Marzo de 1890; G. 28 de Julio m. a.: t. 6j, p. 337. 

Créditos contra el Estado. Aun en el caso que 
'pudiera sostenerse que unas libranzas expedidas en i823 
Conservan hoy el carácter de tales y les son aplicables las 
Leyes mercantiles, lo cual sólo puede explicarse hipotética- 
mente, resultaría siempre demostrado que el tenedor de una 
ietra ó libranza de comercio, en tanto puede exigir su pago del 
librador y endosante en cuanto acredite por medio del opor- 
•tuno protesto no haber sido aceptada ó pagada por la persona 
ácuyo cargo fuese expedida, siendo esta una práctica del 
comercio consignada expresamente en las Ordenanzas de 
fiilbao y reproducida después en el Código de Comer- 
cio. 

En realidad perdieron las mencionadas libi:anzas el caracr 
ter de documentos mercantiles y sólo pueden estimarse como 
créditos antigaos llamados á liquidación y conversión por la 
Jkgislación vigente de la Deuda pública y en este supuesto 
^s innegable que sólo por razones de equidad se pudo dictar 
^n 1 838 una R. O. exigiendo la presentación de los tres 
ejemplares de cada una de las libranzas en defecto de su pro- 
testo, siendo evidente que una vez dictada no podía prescin- 
^irse de este requisito que constituía la única garantía del 
astado para no satisfacer dos ó más de aquellos créditos. 

Publicada la Ley de 19 de Julio de 1869 y estando recla- 
madas de los causahabientes del poseedor de las libranzas 
por apuerdo de la Junta de la Deuda, los protestos ó los ejen^- 
-piares que de las mismas faltaban al decretarse que se diese 
de baja en la cuenta respectiva el importe de las mismas, no 
«e hizo sino cumplir con lo preceptuado en el artículo 3/ de 
la Ley citada, por haber transcurrido con notable exceso el 
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plazo en el mismo señalado.— R* D. S. 19 de Abril de i885; 
G. de 24 de Julio. 

Créditos endosables* Los documentos llamados á 
la orden son trasmisibles por endoso, y la trasmisión de los 
créditos endosables no requiere la intervención activa ni pa- 
siva del deudor, aunque los títulos endosables tengan garantía* 
de hipoteca.— Resolución D. G. de los Registros de 23 de 
Junio de 1888, p. 410 t. 83; Boletín de la Revista. 

Créditos escriturarios • Tratando de dichos crédi- 
tos encontraremos que en igualdad de condiciones legales tiene 
preferencia el más antiguo, y no estimándolo así la Sala sen- 
tenciadora infringe la Ley 11, título 14, partida 3. * — Sen* 
tencia de i.** de. Mayo de 1896, p. 833, tomo 79 Jurispru-^ 
dencia Civil. 

Crédito Mercantil. Tratándose de la transmisión 
de un crédito mercantil no pueden invocarse disposiciones 
del Derecho Romano y sí solo las del Código de Comercio y 
de la Legislación Civil común que es la supletoria para los 
contratos de esta clase. — Sentencia de 5 Octubre de 1894;: 
p. 140. tbmo 76, Jurisp. Civil. 

Crédito no endOSable. No infringe el artículo 
347 del Código de Comercio la sentencia que no desconoce 
su eficacia, sino que considera que no resultan justificadas 
las transferencias de créditos hechos en algunos de los docu-- 
mentos presentados por los acreedores, por no reunir lar 
condiciones necesarias para demostrar su legitimidad, sin que 
respecto de esta apreciación se haya alegado motivo alguno 
de infracción. — Sentencia de 28 de Marzo de i&gg; Gaceta' 
de 1 3 de Abril, m. a. 

Créditos procedentes de presas inglesas- 

Ora se consulten las Ordenanzas de Bilbao, ufgentcs cuando 
tuvieron los apresamientos de unos buques por ios ingleses^ 
ora el Código de Comercio, los consignatarios no son inás 
que unos comisionistas ó mandatarios que tienen que ajus- 
tarse á las instrucciones que se les comunican; y como tales^ 
no hacen suyos los efectos que se les remitan, sino después 
de recibido?, y cuando así se estipule, no siendo endosables 
los conocimientos de los efectos sino cuando se ponen sim» 
plemente á la orden, según lo dispone el capítulo 12, núme- 
ro 9.® de dichas Ordenanzas y el art. 802 del Código de Co- 
mercio. 

Si los efectos apresados no llegaron al punto de su desti- 
no, y por consecuencia no entraron en poder del consigna- 
tario, y además los conocimientos entregados á los capitanes 
de los buques no venían á la orden, sino que los efectos á 
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que se referían reconocían dueños qiue á su cuenta y riesgo 
ios embarcaron para determinadas personas que designaron 
nominalmente, no hubo transmisión en el consignatario, y 
faltando ésia no había por consecuencia derecho para endo- 
sarlos cuarenta años después, como lo hicieron. 

Esto supuesto y atendiendo á que el mandato es un c^rgo 
personal y de confianza que termina por la muerte del man- 
datario^ no hubo derecho alguno en los herederos de éste ni 
en los cesionarios para los endosos que se hicieron y mucho 
menos tienen los que han venido á suceder á aquéllos, per- 
sonalidad ni acción para reclamar después de medio siglo 
unos crécHtos que no se transfirieron á sus causantes por los 
verdaderos dueños ni sus herederos, que son los que real- 
mente tenían el derecho de pedirlos. 

La caducidad del crédito reclamado por razones del apre- 
samiento, es evidente, puQsto que la llevan consigo todos los 
créditos que no se han reclamado en tiempo hábil, según el 
art. 7 de la Lev de 6 de Agosto de i85i, y lo declara expre- 
samente con relación á las presas inglesas el artículo 2,^ del 
R, D. de 28 de Noviembre de i852, y el 8/ de la Ley de ca- 
ducidad de 19 de Julio de 1869, y los de que se trata no re- 
clamados en los plazos fatales que desigual on las RR. 00. 
de 24 de Agosto y 22 de Octubre de 1824, ni posteriormente 
hasta 1848. S. delT. S.,7 de Diciembre de 1871 y i." de Oc- 
tubre He 1872. 

Crédito refaccionario. Así la novela 27, capí- 
tulo 3." como las disposiciones del Derecho Romano y 
las Leyes 26 y 28, título i3, partida 5.", conceden pre- 
ferencia sobre otros más antiguos, á los créditos que 
hayan servido para comprar, fabricar ó reparar nave 6 
edificar casa ó comprar tierra ú otras cosas semejantes. 
Infringe estos preceptos, el artículo 914 del Código de 
Comercio, relacionado con el 9i3 y la doctrina legal de 
que los créditos refaccionarios tienen el derecho de hipoteca 
tácita y el de relación sobre la finca refaccionada, la senten- 
cia que limita estas disposiciones á los casos de rehacer ó 
conservar los edificios urbanos ó las naves, y niega el carác- 
ter de refaccionario al vendedor de una tubería que utilizó el 
comprador uniéndola á un inmueble de su propiedad. — Sen- 
tencia de II Octubre de 1894, G. del 19 Diciembre, m. a. 
^ Cuentas. Todo el que administra un caudal tiene obliga- 
ción de rendir cuentas. — Sentencia de 3o de Mayo de 1870; 
p. 233, Jurisp. Civil. 

— Que ha de estar á la apreciación que la Sala senten- 
ciadora baga de las pruebas aducidas sobre si en una liqui» 
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dación y finiquito de cuentas intervino engaño cuando con 
tra dicha apreciación no se alega que al hacerlo se haya 
infringido Ley ó doctrina legal. — ídem. 

No infringe las Leyes 20 y 22, título 5.® de la partida 5.*, 
ni la 29 título 5.* de la tercera, la sentencia que no descono- 
ce la obligación que tiene un administrador de presentar las 
cuentas justifícadas de su administración, y que el cargo de 
una cuenta no necesita de justificación por parte del que la 
rinde, sino por el contrario, es obligación del que la impug- 
na, si puede acreditar que los cargos son diminutos, porque 
esto envuelve una verdadera afirmación que debe probar, co- 
mo todo litigante que se ampara de alguna excepción. — Sen- 
tencia de 3o Junio de 1871; p. 281, t. 24 Jurisprudencia Civil. 

— Que la doctrina legal deque en la dación de cuentas 
de un negocio determinado, no son de abono partidas que no 
se presenten con legítimos comprobantes, no se desatiende 
cuando habiéndose dado pruebas por una y otra parte acerca 
de las partidas en cuestión, el Tribunal sentenciador ha lija- 
do el derecho por el resultado de aquellas, en uso de sus 
atribuciones. — Sentencia de 23 de Febrero de 1871; p. 384, 
t. 24 Jurisp. Civil. 

— Las omisiones del haber y del debe que se hayan come^ 
tido en unas cuentas, aunque puedan muy bien ser objeto de 
agravios controvertibles ^n un juicio civil, solo tendrán el 
carácter de dolosas criminalmente, cuando aparezcan de una 
manera indubitable, bien el elemento material de apropiarse 
las cantidades omitidas, bien el moral de la intención y áni- 
mo de retenerlas indebidamente ó bien la denegación de su- 
mas que hubiese recibido el cuentante. — C.de 18 de Oloviem* 
bre de 1871; G. de 10 de Enero de 1872; t. IV, pág. 92 Ju- 
risprudencia Criminal. 

— Si se interpretase la disposición del art. 554 del Código 
reformado contra su letra y sentido jurídico, todas las diferen- 
cias que se suscitaren sobre rendición de cuentas serían objeto 
de acción criminal^ porque en ellas se controvierte especial- 
mente la inclusión, exclusión, falta de documentos justifícati- 
vos, validez ó invalidez de éstos, referentes á partidas que se 
admiten ó desechan durante el juicio, en todo lo que ó exis- 
ten ó pueden existir presunciones más ó menos fundadas de 
dolo. — ídem. 

— La aplicación de las Leyes 19, título 22, partida 3/ y 3o, 
título II, partida 5.*, requiere precisamente la demostración 
del error material ó de cuenta á que dichas Leyes se refieren, 
lo cual no puede hacerse por medio de alegaciones vagas, 
sino determinando concretamente cuales la cifra equivocada 
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Ó cual es el engaño que se ha padecido.— Sentencia de .8 de 
Febrero de 1890. Gaceta de 9 de Junio. ídem. 
^ — Dictada sentencia firme condenando á las partes á prac- 
ticar una liquidación general de cuentas, con arreglo al re- 
sultado de las pruebas, no infringe dicha ejecutoria la sen- 
tencia dictada en ejecución de la misma, aprobando la cuenta 
presentada por el demandante, con arreglo á los hechos esta- 
blecidos por el mismo, si el demandado no probó los consig- 
nados en oposición á ellos por vía de reconvención^ ni im« 
pugnó el contenido de dicha cuenta. — Sentencia de i.** de 
Julio de 1893. Gaceta de 14 Noviembre, m. a. 

— El consentimiento prestado por los interesados en una 
liquidación de cuentas, cuando existe perfecta conformidad 
en el concepto y cuantía de las partidas de cargo y data, im- 
plica necesariamente su asentimiento al saldo resultante del 
total importe de unas y otras, y de la diferencia que de ellas 
exista, sin que pueda viciar el contrato el simple error de 
«urna, ni el que como consecuencia resultare en el saldo, 
porque semejante error de cuenta sólo da lugar á su correc- 
ción, conforme á lo dispuesto en el párrafo final del artículo 
1266 del Código Civil vigente. — C, número 42; 7 de Febrero 
de iSoS; G. de 18 de Abril m. a.; t. yj, p. 145. 

—No infringe las Leyes 20^ título 12, partida 5.»; i.*, título 
^.®, partida 3.*, y el artículo 604, párrafo 2.' de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, la sentencia que no desconoce el ca- 
rácter de la cuestión debatida ni rechaza de una cuenta más 
que algunas partidas que no, considera justificadas. Deben 
deducirse del cargo de una cuenta las partidas de la data 
aceptadas por el Tribunal sentenciador y no haciéndolo así^ 
infringe este, la regla 17. título 34 de la partida 7/. — Senten- 
cia de 3o de Marzo de 1897; G. de 16 de Abril m. a. 

— Aprobada y finiquitada por el deudor y el acreedor la 
<:uenta pendiente entre ambos con renuncia de las acciones 
que pudieran competirles y teniendo este punto fuerza de 
Ley entre las partes interesadas, según la Ley 23^ título 17» 
libro 5o del Digesto y el capítulo i.% título 35, libro i.* de 
las Decretales de Gregorio IX, no puede otorgarse la rectifi- 
<:ación de dicha cuenta, definitivamente liquidada, sin que 
tintes se declare la nulidad ó rescisión del mencionado pacto. 

La Ley 3o, título 1 1, partida 5.* se refiere al caso en que 
para la liquidación y aprobación de la cuenta hubiese media- 
rlo engaño.— Sentencia de 7 de Febrero de 1898; G. de 6 de 
Marzo, - 

Cuenta corriente. Que no pueden calificarse dedo* 
cumento fehaciente y demostrativo de un contrato, papeles 
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simples sio firma, autortzacióa ni formalidad alguna legal y 
mucho menos para constituir una verdadera liquidación de 
cuentas corrientes entre dos interesados, cuando además de 
aquellos sustanciales defectos se limita á indicar irregular y^ 
de confusamente algunas partidas parciales que no abrazan ni 
expresan el resultado definitivo de aquellas y que adoiecieodo 
de tales vicios esenciales los papeles presentados por el de-^ 
mandante al prescindir de ellos la Sala sentenciadora, no 
infringe la Ley del contrato.— Sentencia de 5 de Junio de 
1871; p. 193, t. 24 Jurisprudencia Civil. 

— Las cuentas corrientes son documentos privados. — Sen*» 
tencia de 8 de Febrero de 1896; p. i32i, t. 79 Jurispruden- 
cia Civil. 

— Que la adición después de la contestación á la demanda, 
de unas partidas de data en la cuenta corriente abierta por 
una casa de comercio demandada al demandante, consti» 
tuye una informalidad, con infracción del artículo 41 del 
antiguo Código Mercantil y no comete error de derecho la 
sentencia que la castiga con la imposición de una multa y no 
estima aquellas partidas impugnables por el demandante. 

Que siendo objeto de la demanda el pago de un crédito 
derivado de una cuenta corriente, que se entiende siempre 
liquidada por depender su liquidación de una simple opera- 
ción aritmética, dicho crédito pudo cederse válidamente sin 
conocimiento y aun contra la voluntad del deudor subrogan* 
dose el cesionario en todos los derechos y accidentes del 
cedente. R. C. 2 de Diciembre de 1887; G. de 3o. 

Obligación contraída por lin Banco al admitir en cuen- 
ta corriente el dinero que se le reclama que se concreta 
á devolver la cantidad tan luego le fuese pedida en debida 
forma. — Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de Febrero 
de 1889. 

Por lo Que respecta á la apertura de crédito en cuenta 
corriente, V. sentencia de 16 de Mayo de 1891; Jurispruden- 
dencia Criminal, tomo 46, página 678; Colección de senten- 
■ cias de la Revista de Legislación y Jurisprudencia. 

— El acreedor por saldo de cuenta corriente funda su título 
y causa de pedir en el resultado de liquidación de la misma 
cuenta; de suerte que sea cual fuere el origen de las partidas 
de cargo y descargo en ellas contenidi^s, aunque figuren can- 
tidades entregadas en depósito, es lo cierto que la relación 
existente entre acreedor y deudor, no puede equipararse al 
contrato de depósito, del cual es requisito indispensanble 
que el depositario tenga siempre la obligación de conservar 
la cosa depositada, según la reciba, para devolverla cuando se 
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le pida á punto de que si esta obligación cesa con el asenti- 
miento del depositante, desaparecen los derechos y obliga- 
ciones inherentes á dicho contrato para dar lugar á otros 
derechos y obligaciones distintas/según lo dispuesto en el 
articulo 3o9 del Código de Comercio; siguiéndose de ello 

;\ue al desestimar la demanda deducida por D. J. N. no in* 
ringe la Sala sentenciadora^ el caso 3.® del artículo 909 del 
mismo Código, que se refiere al depósito de bienes y efectos, 
ni los demás preceptos legales que en relación con dicho 
artículo se invocan en apoyo de este recurso. — Sentencia del 
Tribunal Supremo de Justicia de 28 de Noviembre de 1896. 

— Retención ó apropiación de cantidad recibida con exceso ^ 
y por equivocación al hacer efectivo un talón de cuenta 
corriente negando después haberla percibido. La responsabi- 
lidas del cobro indebido sujeta á los artículos i8^5 y siguien- 
tes del Código Civil y además á la responsabilidad penal 
porque los hechos están taxativamente previstos y penados 
como delito en el Código Penal. — Sentencia de 24 de Octu* 
l>re de 1901; G. 3. de Junio de 1902. 

Cuentas en participación. Que aun suponien- 
do que á la sociedad accidental le fuesen aplicables las dispo- 
siciones referentes á las mercantiles, la simple reclamación 
de cuentas al administrador de una nave no podía estimarse 
como diferencia entre socios que requiere la intervención de 
fueces arbitros.— Sentencia de 23 de Mayo de 1870; p. 209, 
t. 22, Jurisprudencia Civil. 

— Que las operaciones qne se derivan de la sociedad deno-. 
minada de cuentas en participación han de regularse necesa- | 
riamente por las prescripciones establecidas en la sección 4.* 
del libro 2. • del Código de Comercio; Que llegado el caso 
de la liquidación de una sociedad de esta clase, como la rea- 
lización del haber social ha de ser incierta y eventual, aten- 
dido el mayor ó menor precio en venta de las cosas y efectos 
que constituían la masa, ésta debe distribuirse en la misma 
proporción que en el contrato se hubiera fijado para la per* 
cepción . de las pérdidas ó ganancias, pues de no ser así se . 
bonificaría uno de los partícipes con detrimento y menoscabo 
de sus consocios. — Sentencia de i.* de Julio de 1870; p. 366^ 
t, 22 Jurisprudencia Civil. 

—Con arreglo al artículo 239 del Código de Comercio, 
en la compañía de cuentas en participación, los interesados 
se hacen participes en la proporción indeterminada para 
cada uno, de los resultados prósperos ó adversos de las ope- 
racicnes. — Sentencia den de Abril de 1896; p. 658, t. 79 
Jurisprudencia Civil. 
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— Que no puede calificarse de cuentas de participación el 
contrato en cuya virtud se estipula la creación de un estable- 
cimiento de venta de géneros de comercio, contribuyendo 
con el capital uno solo de los contratantes, sin gestor que 
haga y dirija en su nombre y bajo su responsabilidad indivi- 
dual las negociaciones, limitándose el otro á encargarse de 
la venta como dependiente del primero, con la retribución de 
un tanto por ciento de las utilidades, sin quedar sujeto á las 
pérdidas. 

Que por lo expuesto son inaplicables á dicho contrato los 
artículos 289, 243 del Código de Comercio. — R. C. de 11 de 
Julio de 1888; G. de 22 de Octubre. 

Cuestiones prejudiciales (O- Las cuestiones pre- 
judiciales pueden proponerse en todo tiempo y si se plantean 
durante el sumario, corresponde al Juez instructor el re- 
solver acerca de su admisión ó no admisión. — Auto de 24 
de Enero de 1895; p. 176, t. i.® número 2, Julio de I895, 
Revista Jurídica de Cataluña. 

— La existencia de cuestiones prejudiciales de influencia 
en la determinación délos hechos procesales y de la situación 
jurídica de las partes, no es materia de casación. — Sentencia 
de la Sala 2.' del T. S. de 14 de Mayo de 1895; p. 396, Re- 
vista Jurídica de Cataluña, t. i.' número 5 de las cuestiones 
prejudiciales, artículos de D. José Cucurella, tomo i.* página 
425, número 6 de la Revista citada, p. 5oo número 6 tomo 
!.• Revista Jurídica de Cataluña. 

— Que los Jueces vienen obligados á suspender cuando se 
establece una cuestión prejudicial etc., páginas 5oo y 5o i. 

Doctrina. Véase el artículo de D. José Cucurella, p. 425 
número 6 tomo i.** y p. 5 16 número 7 tomo i.* Revista Jurí- 
dica de Cataluña y Sentencia de 6 de Febrero de 1897; p. 297 
tomo 3.^ Revista Jurídica de Cataluña, y 23 de Junio de 
1899. • 

— El artículo 3.* de la Ley de Enjuiciamiento criminal se 
limita á atribuir, por regla general, á los Tribunales de orden 
penal, para el solo efecto de la represión, la resolución de las 
cuestiones prejudiciales inseparables del hecho punible. -Sen- 
tencia 1 3 Noviembre de 1900. Gaceta i3 de Enero de 1901. 

— Autos de competencia impugnados ante el Tribunal Su- 
premo, no porque el ad quem fuera incompetente para cono- 
cer del delito, sino por no haberse cometido. La resolución 



(1) Aunque las cuestiones prejudiciales parece tienen carácter exclnsiyamente 

{>enal, conviene tener presente la doctrina y jurisprudencia sobre las mismas en 
os asuntos industriales, especialmente sobre usurpación de patentes. 
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recaída sobre cuestiones prejudiciales no es susceptible de 
casación.^^Sentencia de iS de Diciembre de 1901. Gaceta de 
25 de Agosto de 1902; p. 19* 

Cupones de las obligaciones de ferroca^ 

TFlleS' No puede haber cuestión sobre nada^ que se refiera 
á la circulación de títulos ó valores, llámense estos obliga- 
ciones, acciones, etc., puesto que el nago del impuesto se 
habrá de verificar siempre en Espaaa, donde la Sociedad 
eatá domiciliada. ^-Sentencia de 1 5 de Junio 1901. Gaceta de 
Madrid de 7 de Julio de 1902; p. 248. 



^^^ 



Digitized by VjOOQIC 



• / 

ItO REPERTORIO DB LA JtmiSFRITDENCU MBRCANTIL 



CH 



Cheques* Los cheques ó mandatos de pago que adqui- 
rieron existencia legal en el Código mercantil de i885 y que 
anteriormente eran conocidos en el comercio con aquella de- 
nominación, constituyen cuándo son expedidos á la orden y 
librados de plaza á plaza^ verdaderos documentos de giro y 
sujetos con tal carácter al timbre proporcional, no solo por 
la Ley de i5 de Septiembre de 1892, que terminantemente los 
menciona^ sino por la de 3i de Diciembre de 1 881, como 
comprendidos entre los documentos de giro innominados, á 
que se refiere el núm. 4.* del art. 106, puesto que represen- 
tan en forma de giro la entrega ó abono de cantidad en cuen- 
ta; siendo de tal modo necesario el empleo del timbre del 
Estado, que su omisión produce la nulidad del documento, 
«i cual queda sin valor ni efecto alguno, según declara el ar- 
tículo lio de dicha Ley del 81, perdiendo consiguientemente 
«u carácter mercantil y su eficacia ejecutiva, sin que esto obs- 
te paia que como obligación puramente civil pueda utilizarse 
la forma de enjuiciar, que para el cumplimiento de las de 
este último orden reconoce el derecho común. 

Los artículos 5o2, 509, 537 J ^4^ ^^^ Código de Comercio, 
son inaplicables, cuando, con arreglo á la precedente doctri- 
na, no cabe dar á los cheques otro valor y eflcacia que el de 
documentos privados, acreditativos de obligaciones puramen- 
te civiles que deben regularse y hacerse efectivos por el dere- 
cho común. 

£1 Código Mercantil no establece el plazo en que los che- 
ques deben ser presentados para su pago, cuando son libra- 
dos en España para el extranjero, y por consiguiente, no se 
perjudican por la falta de presentación en tiempo, al librado. 

En el contrato, en cuya virtud una persona recib¿ de otra 
determinada cantidad para reembolsar por medio de cheques, 
aún si estos no tuvieren eficacia legal, con arreglo á la doc- 
trina antes mencionada, concurrirían cuantos requisitos exige 
-el Código Civil para la validez del contrato^ es decir, con* 
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seniimíento expreso de los contratantes, objeto cierto y causa 
de la obligación, consistente ésta por parte del receptor de la 
cantidad, en asegurar el pago ó restituirla si no fuese pagada; 
y no pudiendo hacerse efectiva la sentencia que le condena á 
devolverla no infringe los artículos 1278, 1179, i3o6, rBoj, 
i3o8 y i3i4 del Código CiviL 

De estos preceptos, el primero consagra la eficacia de la 
obligación del deudor en el precitado caso; el segundo con- 
signa una facultad y no una obligación á favor de ambos con- 
tratantes, sin que la circunstancia de no haber hecho uso de 
ella, enerve la acción del acreedor; el tercero se reíierc á Ja 
nulidad del contrato por causa torpe, y los restantes son ina* 
plicables cuando no se trata de la devolución de cosa deter- 
minada á que estuviese obligado el acreedor por causa de nu- 
lidad. — Sentencia de 3 de Mayo de 1897. Gaceta de 18; 
CQ. m. y a. 



V 
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Daños y perjuicios. Es un principio legal incon*^ 
cuso, reconocido a^í por el Derecho Romano como por 
nuestra Legislación patria, (Ley 3.', título 1 5, partida 7.*). 
que el que por su culpa ó negligencia causa ó da lugar á que 
se produzca daño en la propiedad ajena, viene obligado á la 
reparación ó indemnización del mismo. 

Estimándolo así, no infringe la Sala sentenciadora dicha Ley,^ 
ni la primera del mismo título y la 22, título 34, partida 7/ 

— La circunstancia.de haber si^o colocadas por la primiti- 
va compañía explotadora de una línea férrea, las escombreras^ 
que con su derrumbamiento causaron daño, no es bastante 
á eximir á la nueva empresa, que desde tiempo antes de este 
suceso.era en absoluto dueña del camino y de todas sus per- 
tenencias, de las obligaciones que en tai concepto á ella sol» 
y no á la primera incumbían de afirmar aquellas obras para 
evitar cualquier daño, tanto en las cosas, como en las perso- 
nas, y no habiéndolo hecho así, debe responder, cuando me- 
nos civilmente, del causado en la propiedad ajena por su no- 
toria é inexcusable negligencia. 

Estimándolo así, no se infringen las Leyes i.*, 2.* y 4.*, 
título i3, partida 3.*, y las reglas 14 y 18^ título 34, partida. 
7/— Sentencia de 12 de Mayo de 1891. Gaceta, de 25 de Ju- 
nio; m. a. 

— Fundándose la sentencia absolutoria de una demanda 
sobre indemnización de daños por siniestro de ferrocarril» en 
la apreciación de todas las pruebas, de las que deduce q[ue 
fué aquel fortuito y puramente casual, sin que tal conclusión 
se impugne en la forma pf evenida, no es de estimar la infrac-^ 
ción de los artículo 14 de la Ley de policía de los ferrocarril 
les de 23 de Noviembre de 1887 y 1902 y 1903 del Código 
Civil. 

En el primer caso, y por no merecer la caliñcación jurí- 
dica de mandato, el contrato que las compañías de ferioca- 
rriles celebran con sus empleados para el servicio y explota* 
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ción dé las líneas, tampoco serían estimables si se alegasen 
como fundamento del recurso interpuesto por la representa- 
ción de uno de aquellos, víctima del mencionado siniestro^ 
las infracciones de los artículos 1709 ai 17 12 y 1729 del Có- 
digo Civil, y 281, 292 y 298 del Código de comercio.— Sen- 
tencia de 2 de Marzo de 1897; Gaceta de 23 del mis^mo mes 
y año. 

- — No se comete la infracción de los artículos 14^ de la Ley 
de policía de ferrocarriles de 23 de Noviembre de 1877, 1902 
y 1903 del Código Civil, por la sentencia absolutoria.de una 
demanda de indemnización de daños y perjuicios, por sinies- 
tro de ferrocarril, cuando aquella, atendiendo á las pruebas 
practicadas en el pleito, declara puramente fortuito el becbo 
de que se trata y que en él no medió culpa ni negligencia 
alguna por parte de la compañía demandada, como sería in- 
dispensable para que ésta hubiera incurrido en responsabili- 
dad, con arreglo á las mencionadas disposiciones. En él 
propio caso y siendo el siniestrado empleado de la compañía^ 
no serían aplicables los artículos 1709, 1710, 1711, 17127 
1729 del Código Civil, y 281, 292 y 298 del Código de Co- 
mercio, porque los contratos celebrados por las compañías 
de ferrocarriles y sus empleados» no tienen el concepto át 
mandato^ 5Íno de arrendamiento de servicios.— Sentencia de 
10 de Marzo de 1897. Gaceta de 5 de Abril, m. a. 

— Ei art. i563 del Código Civil, que impone al arrendata-^ 
rio la obligación de probar- que el daño se causó sin culpa 
suya, QO es aplicable al contrato de arrendamiento de servi- 
cios. 

El daño es fuente de obligaciones civiles, cuando interviene 
culpa ó negligencia, lo mbmo por la Ley 1/, título i3, par- 
tida 7.', que por el artículo 1902 del Código Civil. 

No infringe estos preceptos y tampoco la Lev i.' del tí* 
tulo y partida citados, la sentencia absolutoria de una de- 
manda sobre, indemnización de un daño caucado al depen- 
diente de una compañía de ferrocarriles en acto de servicio 
propio de su empleo si aquél no probó que la lesión sufrida 
fué caucada por culpa ó negligencia de la compañía ó de al- 
guno de sus empleados. — Sentencia de 18 de Marzo de 1898. 
Gaceta de Madrid del 12 de Abril, m. a. 

— No declarándose probado hecho alguno del cual pueda 
derivarse la obligacicn de indemnizar daños y perjuicios, el 
fallo que la deniega no infringe el artículo 63 del Código de 
Comercio y las Leyes 11, título 10, partida 5.* y 17, título 34, 
partida 7.* — Sentencia de 3o de Diciembre de 1898. Gaceta: 
de 19 de Enero de 189*9. 
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Defensa por pobre. Los artículos 466 y 55« del 
Código de ComcÉ-cio ue 1829 tratan de endosos de las Utas 
de cambio y de las obligaciones y efectos legales que proda^ 
cen las libranzas, vales y pagarés á la orden entre córner* 
ciantes y son inaplicables cuando se trata de si, dadas las 
condiciones personales del endosatario, debe ó no gozar del 
beneñcio de pobreza para hacer efectivo el derecho de que 
se cree asistido. — Sentencia de i5 deOetubrede 1891; Gaceta 
de 26 de Noviembre del m. a. 

— Que la sindicatura de la quiebra de una sociedad no ha 
acreditado dentro del término del emplazamiento haber sido 
declarado pobre, puesto que el haberse venido defendiendo 
como tal en el pleito no es la declaración terminante que 
exige la Ley ni tampoco ha hecho el depósito que prescribe 
el artículo citado, por lo que el recurso es inadmisible. — 
R. C. de 20 de Octubre de 1886; G. de 3i. 

— Que según el número 4 del artículo i5 déla Ley de 
Enjuiciamiento Civil podrán ser declarados pobres los que 
viven sólo del ejercicio de una industria ó de los productos 
de cualquier comercio, por los cuales paguen la contribución 
inferior á 3o pesetas en las cabezas de partido judicial de 
término y demás poblaciones que excediendo de 10,000 ha* 
hitantes no pasen de 20,000 y de 35 pesetas en las cabezas de 
partido judicial de ascenso y entrada y demás poblaciones 
que excediendo de 5,000 habitantes no pasen de io,óoo.— 
R. C. de 20 de Octubre de 1886; G. de i8 de Noviembre. 

—Que la Sentencia que deniega el beneficio de pobreza ai 
demandado en concepto de cesionario de una sociedad que 
no está declarada pobre, se ajusta al artículo 20 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, porque aquel beneficio únicamente lo 
concede la ley para defender derechos propios. 

Que al ser también demandada dicha sociedad no produce 
alteración en. la relación jurídica entre la misma y el ce- 
sionario. — R. G. del día 2 de Junio de 1892; G. de 20 de 
Agosto. 

— Que no infringe los artículos 875 del Código de Comer- 
cio, y 1 5, 17 y 18 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la sen- 
tencia denegatoria del beneficio de pobreza solicitado por un 
litigante declarado en estado de quiebra ú aquella se funda 
en que el demaildante se halla en posesión y disfrute de las 
¿ncas que le pertenecen, sin que haya junificado que está 
privado de ellas, pues atendidos tales hechos, que no permi- 
ten tener en cuenta en dicho caso el precepto general consij?- 
-nado en el artículo 878 del Código de Comercio, respecto 
<ie los efectos de las declaraciones de quiebra, ni se desvirtúan 
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por resultar que el interesado no aparece inscrito en los re- 
partos y matriculas del año corriente, es evidente que sólo 
podría obtener el mencionado beneficio si hubiese probado 
^ue estaba- comprendido en el número 3 ^ del citado artículo 
i5.— R. C. de 8 de Noviembre de 1892; G, de 7 de Enero 
<lc i8q3. 

. —No se infringen los artículos i3, i5 y 20 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil y el 116 del Código de Comercio 
<uando la sentencia recurrida no deniega á una Sociedad 
anónima su carácter de persona jurídica y por el contrario 
le reconoce \ admite su personalidad en el pleito y úni- 
camente le niega el derecho para defenderse como po- 
*re. • 

En ningún caso puede alcanzar á las sociedades de tal cía* 
^e el beneficio de pobreza, porque no tienen existencia legal 
sin un capital representado por las acciones emitidas y las 
que pueden tener en cartera para su emisión con la facultad 
además de poder repartir á los socios, dividendos pasivos 
para cubrir con su importe las obligaciones contraidas-— 
Sentencia de 7 de Octubre de 1896; Gaceta de 24 Noviembre 
•del mismo año. 

Defraudación- El que recibe de una casa de comer* 
do géneros de lencería en comisión para venderlos, con obli- 
gación de devolverlos si no lo conseguía ó entregar su valor 
-en metálico luego de realizada la venta y empeña después los 
dichos géneros, se los apropia y los distrae, quedando por 
tanto sujeto á la pena que queda expresada. — C, 10 de 
Julio de 1871; G. 23 de Agosto, tomo 3.® página 137 Juris- 
prudencia Criminal. 

— Si se aprobasen los hechos de que un particular acusa á 
una compañía de comercio de haber repartido beneficios ima- 
ginarios á los accionistas en perjuicio de los acreedores, 
simulando operaciones^ se habría cometido un delito de estafa 
penado en el Código y por consiguiente al sobreseer la Sala 
sentenciadora sin ulterior progreso la querella bajo el con- 
cepto de que para proceder criminalmente contra un comer- 
ciante por defraudaciones cometidas en gestión mercantil es 
necesario que recaiga previamente la calificación de quiebra 
culpable, se comete error de derecho, porque si el quebrado 
por insolvencia fraudulenta ó culpable es castigado, lo puede 
^er también el comerciante que haya cometido cualquiera 
•otra defraudación aunque no se produjera la quiebra, ni sea 
4]j*eciso declararla antes de proceder, — C. i3 de Mayo de 
4873; G. de 25 de Septiembre, t. 8.** página 563 Jurispru- 
•dencia criminal. 
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— La falta de inscripción en la matrícula de comercio no 
es causa bastante para eximir en juicio al que habitualmeme 
se dedica al comercio de las prescripciones del Código espe- 
cial, según se preceptúa en el artículo i.® reformado de la le^ 
de 3o de Julio de 1878, lo que obliga lógica y racionalmente 
á tener que aplicar también en su caso las prescripciones del 
Código Penal, relativas á los comerciantes, contenidas en la 
sección i ^ del capítulo que trata de las defraudaciones. — 
S, áe 10 de Junio de i883; G. de 20 de Diciembre Jurispru» 
dencia Criminal. 

— Véanse las resoluciones y sentencias sobre defraudación 
en Repertorio de las semencias y autos dictados por el Tri^ 
bunal de lo contencioso administrativo^ en eP Diccionario 
General de Jurisprudencia contencioso-administrativo de don 
José Gómez Acebo y Ricardo Díaz Merry, Madrid, 1889, y 
la obra de D. R. Foyé, Contrabando y Defraudación, Barce- 
lona 1896. 

Defriiudación de la coBtribución isdus- 

trial- Segi^n determina la Real Instrucción de 23 de Di- 
ciembre de i865, en su artículo 12, número 3.^, son defrau- 
dadores de la contribución industrial y de comercio con 
arreglo alo dispuesto por el R. D. de 20 de Octubiede i852: 
los que hallándose matriculados en una clase, sin comunicar 
el correspondiente aviso á la administración, se dedican á 
hacer operaciones comprendidas en otra clase diferente 6^ 
dan mayor ensanche al tranco de sus establecimientos, yW 
sean industriales, ya fabriles ó de comercio. 

Los actos de comercio de los mercaderes que no son fabri- 
cantes de los géneros extranjeros y del país que venden y 
exportan á distintos puntos:, no pueden ni deben seguir las 
disposiciones que rigen en la materia, equipararse á las ventas 
que hacen los industriales de aquellos géneros que fabrican 
*y enajenan dentro y fuera de su residencia. — S. del T. 8. de 
17 de Marzo de 187 1. 

— Son defraudadores de contribución industrial y de co- 
mercio conforme al artículo 120, caso 1/ del Reglamento de 
20 de Marzo de 1870, los que ejercen cualquiera profesión, 
industria, comercio, arte ú oñcio de los sujetos á la mismá,^ 
sin haber presentado previamente la declaración duplicacfa 
que previenen los artículos 11, 12, i3 y 21. 

£1 artículo i33 castiga esa omisión con el pago de las- 
cuotas que hubiesen debido satisfacerse en los dos años an- 
teriores al descubrimiento del ejercicio fraudulento de la* 
industria, si se ejerció ese tiempo, ó por el menor que á? 
prorrata corresponda, según el que conste haber durado, y 



Digitized by VjOOQIC 



REPEPTORIO 1)K LA JURISPRUDENCIA MERCANTIL 117 



un recargo equivalente al total importe de la cuota de tarifa 
por un año. — S. del T. S. de 9 de Febrero de 1874. 

Defraudación de los derechos de adua* 

naS* Si la Sala sentenciadora al apreciar y calificar los he- 
chos que dieron lugar á la formación de la causa á que se 
reñere el recurso, se ajustó al mérito legal que aprecian los 
que declaran probados en los resultandos aceptados por dicha 
¿ala; como según la constante Jurisprudencia del T. S. es 
ile la exclusiva competencia de aquélla la apreciación de la 
4)rueba contra la que no se dá el recurso de casación por 
infracción de Ley, es claro que al fundar en ella la absolu- 
ción de los procesados por estimar que no estaba just.fícada 
su delincuencia ni la existencia del delito, no cometió las 
infracciones del artículo 19 del R. D. de 20 de Junio de i852, 
ni incurrió en el error de derecho que se atribuye, por cuya 
Tazón el recurso es improcedente — Sentencia de 16 de Junio 
^e 1 883; G. de 25 de Septiembre. Jurisprudencia CriminaL 

— El hecho estimado como probado por la Sala sentencia- 
dora de penetrar 3o metros en territorio español por un ca- 
m'ino impracticable y con el propósito según se declara de 
verificar un cobro en una casa separada por esta distancia de 
frontera y volver después á repasarla para entrar por la 
aduana pagando los derechos correspondientes, aunque pu- 
diera consthuir falta administrativa, no constituye el delito 
de defraudación, porque no resulta ánimo ni intención de 
introducir géneros ó electos sin satisfacer á la Hacienda las 
cantidades que por tal importación fije el arancel; y en este 
concepto, la Sala sentenciadora al absolver al procesado no 
tía infringido el artículo 19 del R. D. de 20 de Junio de i852 
ni incurrido, por tanto, en motivo de casación. — Sentencia 
de 18 de Mayo de 1884; G. de 26 de Agosto. Jurisprudencia 
Criminal. 

. — El delito de defraudación que se comete con arreglo al 
•número 90 del artículo 69 del R. D. de 20 de Junio de i852, 
"se refiere de una manera concreta á los casos y formas taxa- 
tivamente enumerados en el mismo, casos que suponen et 
'exclusivo objeto de los interesados respectivos de eludir el 

Í^ago de los correspondientes derechos, y que no comprenden 
os delitos comunes que terceras personas cometen, abstrae* 
>ción hecha ya de aquel objeto ó tendencia, con el fin de obte- 
ner un lucro ilícito sin consideración á persona ó entidad 
defraudada.— Sentencia de 4 de Junio de 1884; G. de 21 de 
Octubre. Jurisprudencia Criminal. 

— El recurso de casación interpuesto por el Ministerio 
fiscal y autorizado por los artículos 86 y 96 del R. D. de 2a 
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de Junio de i852, es procedente para el efecto de la Juris- 
prudencia, por más que ya no pueda favorecer al procesado, 
que se conformó con la pena j dejó transcurrir el término 
para utilizar el derecho que le correspondía. — Sentencia de S^ 
de Julio de 1884; G. de 7 de Noviembre. Jurisprudencia Cri- 
minah 

— Los artículos 26 y 27 del expresado R. D. que establecen- 
corno penas aplicables á todos los delitos de contrabando y 
defraudación el comiso del género aprehendido y el reinte» 
gro á la Hacienda del derecho defraudado, han sido deroga* 
dos y sustituidos en este punto por los artículos 201, 2o3» 
241, 244, 243 y 246 délas ordenanzas generales de aduanas 
que prescriben respectivamente lo relativo á la imposición 
administrativa de una multa igual ai valor oficial de dichos 
géneros y de sus derechos de arancel.— S. de 8 de Julio de 
1884; G. de 7 de Noviembre. Jurisprudencia Criminal. 

— Aún cuando los billetes de lotería no sean propiamente 
efectos estancados, atendida su naturaleza,* representación y 
objeto, es lo cierto que para. el efecto de la prohibición de su 
reventa vienen equiparándose en realidad á ellos por disposl^ 
clones varias del Ministerio de Hacienda, á contar desde la 
Instrucción de 19 de Junio de i852; y esto supuesto los^ 
actos ejecutados por el procesado, consistentes en la reventa 
de décimos, con el premio de 5 céntimos por fracción de 2 
reales, son indudablemente de reventa con un fin conocida- 
mente lucrativo, y en su virtud la Sala, al calificar y penar 
como delito de contrabando los anunciados hechos, esti- 
mándolos comprendidos en el número 2.* del artículo iS 
del R. D. de 20 de Junio de i852, no incurre en error de 
derecho ni infringe dicho artículo 18 número 2.% niel i.**" 
del Código Penal.— S. de 14 de Julio de 1884; G. de i3 de 
Noviembre. Jurisprudencia Criminal. 

— Aunque el hecho de haberse encontrado en una casa par- 
ticular géneros de tejidos extranjeros sin tener algunos el 
sello ó marchamo comprobante del pago de los derechos de 
entrada dentro de la zona, en que no pueden circular libre- 
mente sin ir acompañados de aquel requisito, constituye en 
su caso el delito previsto en el número 3.^ del artículo 19 dek 
R D. de 20 de Junio de i852; estando declarado por la Sala 
sentenciadora que no aparece justificada la detención por e\ 
procesado de los géneros de que se trata; la cuestión jurfdicifc 
que ha podido plantearse en el recurso, es si al hacer el TTri- 
bunal á quo aquella apreciación ha incurrido en el error de 
derecho señalado en el niimero 4.^ del artículo 849 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, al no designar participación al 
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Eroc^fado en el caso de autos; mas como esta cita no se ha 
ecbor ai en su lagar la del número 2.^ de dicho artículo, 
Íue lio tiene apropiada aplicación al caso, porque dada aque- 
a declaración, la absolución del procesado es consisuiente, 
constituya ó no cielito el hecho persona!, no es posible esti- 
mar #n casación el fundamento legal que puede existir para 
tal recurso por la esencial carencia de aquella cita que la Ley 
de Efi)uciamieoto exige en su artículo 874 que es la base en 
efe punto déla constante jurisprudencia del T. S. — S. de ii 
de ffnero de 1887; G. de 24 de Mayo. 

Defraudiaeión déla propiedad industrial* 

Según ^1 art(culo 532 del Código vigente, incurrirán en las 
peñas señaladas en el artículo 55o, los que cometieren alguna 
defraudación de la propiedad literaria ó industrial. Defrauda 
la propiedad industria)^ el que^artitíciosamente procura y lo-> 
gra expender manufacturas de un mismo género, contenidas 
en envases similares á los usados por una fábrica acreditada, 
porque induce á error sobre su procedencia, bondad y elabo- 
ración, y establece un medio ilegitimo de concurrencia enga* 
¿ando á los adauiremes del producto y perjudicando nece- 
sariamente los intereses del producfor.— Sentencia de 12 de 
Diciembre de 1890. Gaceta de Madrid de 21 de Abril 1891. 

Defraudación de la propiedad intelec- 

tuaL Se comete defraudación de la propiedad intelectual, 
conforme dispone el art. 7 de la Ley de xo de Enero de 1899, 
cuando se reproducen obras ajenas sin permiso de su autor, 
incurriendo, por ello, en la sanción penal que señala el artí- 
culo 552, con' relación al 55o del Código, siempre que en 
conformidad al art. 45 de aquella Ley, no aparezca probada 
la inculpabilidad del procesado.— Habiéndose consignado 
en la senien(cia de cuya casación se trata, que el procesado 
recibió de otra persona lo láminas correspondientes á una 
obra ilustrada, con encargo de que como litógrafo las repro-» 
dujera en tamaño más pequeño, sin que constase que esa per- 
sona pusiera en su conocimiento el origen y la procedencia 
de dichas láminas, por lo que debió creer fundadamente que 
habían para el objeto, venido á poder de ella de una manera 
legítima en tal concepto, al obrar aquél como obró, haciendo 
por vía de muestra 10,000 ejemplares, vendiéndolos para 
reintegrarse de su trabajo y gastos, cuando no* se los quiso 
recibir el que se los encargó, no delinquió, porque no delin- 
que el que justifica que sin conciencia y voluntariedad ha 
cometido un hecho de otro modo penado. En su virtud, la 
Sala sentenciadora al dictar su fallo condenatorio, incurre en- 
el error de derecho señalado en el número i .* del art. 849 de^ 
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la Comp., infringiendo los artículos cita^dos. — S. de i5 de 
Febrero de i883. G. de 14 de Agosto. Jurisprudencia Cri-*- 
mina]. 

-^Según el artículo 552, en relación con el 55o del Códi- • 
go, serán castigados con fa pena de arresto mayor ea sus 
grados, mínimo y medio, y una multa del tanto al triple, del 
importe del perjuicio que hubieran irrogada los que ¿omste- 
tieren alguna defraudación en la propiedad literaria ó indus- 
triaK ^•' ;. 

Si los antecedentes consignados como probados en la sen-» 
tencia recurrida, demuestran sin género alguno de duda qui^ 
el procesado sabía que el recurrente era verdadero autor y 
propietario de la obra titulada Gramática musical, ó: sea Tea* 
ria general de ¡a música, que ilegalmenie reimpresa en el 
extranjero/ había importado yétenla á. la venta en su comer- 
cio de libros, de suerte que cooperó por modo necesario é 
indispensable á realizar su publicación, y con ella en bene- 
ficio suyo, la defraudación-de la propiedad intelectual á que 
se refiere sin distinción en esta parte, él art. 45 de la Ley de 
10 de Enero de 1879, ^^ ^^^^ responsable á la pena antes 
señalada, con mis á la pérdida de los ejemplares que tenía 
en su poder y que se entregaron al perjudicado, según así lo 
exige el art, 46 de dicha Ley. Por esta razón la Sala senten- 
ciadora, separándose de este criterio legal y absolviendo al 
procesado en la sentencia reclamada, por creer que no cons- 
tituye delito alguno el hecho origen del proceso, ha incurri* 
do en el error de derecho que señala en su número 2 ** el ar- 
tículo 849 de la Comp. reformada de Enjuiciamiento criminal» 
infringiendo los artículos del Código penal y los de la Ley 
antes citada y que más principalmente apovan el recurso. — 
Sentencia de 3 1 de Marzo de i885. G. de 18 de Noviembre» 
Jurisprudencia criminal. Véase, además, la Septencia de 4 de 
Jiílio 1887. 

— No es propio de este lugar reseñar la jurisprudencia vi- 
gente en materia de propiedad intelectual, cuyos preceptos 
solo tienen relación con lajs cuestiones industriales, por lo 
que respecta ¿ los modelos y dibujos de fábrica, etc. 

Dependiente de Comercio- si de ios hechos re- 
sulta que el procesado, dependiente de un comercio, babien- 
do obtenido un préstamo de una señora, consistente en i5o 
pesetas, los abonó á ésta en cuenta que fué á pagar de su prin- 
cipal; de este hecho no puede deducirse la existencia del de- 
lito de estafa, pues ni consta que dicha cantidad haya dejado 
de ingresar á favor del dueño, y menos ti que se hubiese de- 
fraudado; y por consiguiente faltando los elementos esencia- 
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les que constituyen la estafa, es indudable que ai calificarlo 
de tal se incurre en el error de derecho señalado en el ahí* 
culo 862, núm. I.* de la Compilación. — C, 20 de Mayo de 
i88o. G.de 11 de Septiembre; t. XXII, p. 388 Jurisp. Criminal. 
I Si además, dicho procesado cobró otras dos partidas 
después de despedido de la tienda y tomando el nombre de 
su principal, en ese caso se cometió el delito de estafa, toda 
vez que estas dos cantidades las recibió usando de una auto* 
rización que no tenía y apropiándoselas; por lo cual, aunque 
las entregase después al formarle la causa, no cabe duda aU 
guna que ejecutó voluntariamente todos los actos que consti- 
tuyen el delito de estafa; y en su virtud al calificarlo y penar- 
lo en este sentido, el Tribunal sentenciador se ajusta á lo 
dispuesto en los artículos i/, 547, caso i.® y 5.° del 548 del 
Código penal. — Semencia citada. 

Depósito* Que sea el que quiera el derecho que tuviera 
el recuirente en su principio sóbrelos billetes hipotecarios 
<le que se trata, e$ lo cierto que asegura que los ^ntregó á un 
agente para que los utilizara á las resultas de una subasta en 
•iiue iba á tomar parte el agente, sin que haya demostrado le 
ia;ipjLisiera la obligación de devolvérselos y menos que limitara 
jdich^ entrega á la responsabilidad que los sujetó y que entre- 
<gados por el recurrido en pago de lo que le adeuHaba, los 
depositó este después á su nombre en la caja del Banco de 
Castilla, actos en ({ue no intervino el demandante, y que 
crearon relaciones, jurídicas únicamente entre e\ agente y el 
recurrido, independientes de las que pueda tener el recurren- 
te con el primero.— R. C. de la de Junio de 1886. G. de 20 
de Agosto. 

— Que no puede realizarse el depósito á que se refiere el 
art. 365 del Código de Cotñercio, cuando la cosa qu^ ha de 
entregarse por el vendedor al comprador, existe en poder de 
un tercero.— R. C. de 4 de Junio de 1889; G* de 12 de Sep- 
tiembre. 

— Que la obligación del depositario que recibe las cosas 
<iue se pueden contar, es de devolver las mismas ú otras tan- 
tas j tales, y si esto no fuere posible, su precio, según valiese 
al tiempo en que debió devolverlas, á tenor de las leves 2.*, 
título 3.% 2.* y 8.% tit. i.\ partida 3.* 

— Que se ajusta á dichas leyes la sentencia absolutoria de 
una demanda contra el Banco español de la Habana, sobre 
devolución en oro de un depósito constituido en aquel esta- 
blecimiento en billetes del mismo, declarando áicha senten- 
cia que el Banco solo está obligado á devolver los billetes que 
recibió por su valor nominal. 
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Que no infringe el propio fallo los artículos 408 y 392 del 
Código de Comercio de 1829 y 3o9 y 3i2d€l vigente, en 
cuanto tienen aplicación al caso si de conformidad con ello» 
reconoce el depositario las obligaciones del mutuatario ó sea 
de devolver otros tantos billetes como los recibidos, y por el 
valor que tengan en el momento de la devolución. 

Que no siendo la obligación contraída por el Banco« por 
el hecho del depósito la de devolver dinero metálico; sino la 
cantidad de billetes recibidos, no se infringen en el caso 
mencionado Ja doctrina autorizada por decisiones del Tri- 
bunal Supremo, por el art. 910 del Código de Comercio vi- 
gente y por el decreto del Gobierno general de la Isla de 
Cuba, inserto en la Gaceta de )a Habana de 5 de Marzo de 
1875, en cuya virtud es menester pacto expreso para que sin 
beneficio del acreedor, puedan solventarse las obligaciones 
en billetes del Banco. 

Que no hay enriquecimiento torticero en les actos que 
tienen lugar y desarrollo á tenor de las leyes, y que en el 
caso citado no había sufrido el deponente más perjuicios por 
raaón de su contrato, del que hubiese tenido si los billetes 
hbbiesen estado materialmente tn í^u mano como estuveron 
á su orden durante todo el tiempo en que llegaron al deroé-- 
rito que tuviesen á la fecha de la sentencia. — R. C. en a. c|e 
U. de 9 de Julio de 1889. G. de 3o de Agosto. 

— Que la sentencia que condena al dueño de un almacén 
á satisfacer el importe de una mercancía, cuyo depósito en 
aquel consta por documento privado que con la antefirma 
de cEl encargado», suscribió el que lo era de dicho dueño,, 
no infringe la Ley 119. tit. 18, partida 3.', ni el axioma jurí- 
dico. Pacta sunt servanda. — R. C. 11 de Julio de J891. 
Gaceta de Madrid de 23 de Septiembre, m. a. . 

— Que el resguardo del depósito de las expresadas accio- 
nes de ferrocarriles, dado por la caja general, no puede me^ 
nos de tener el carácter de documento piibltco, comprendido- 
en el núm. 3 del art. 596 de la Ley de Enjuiciamiento Civil,, 
y constando en este documento que el demandante era el 
poseedor de aquellos valores, sin que nada contrario se haya^ 
pactado en el pleito, es evidente que la sentencia que estima 
la demanda no infringe las leyes 3.", tit. 3.® y 114, tit. 18,. 

E. 3.«, el art. 1772 del Código Civil, y los 596, 597 y 598 de 
I Ley de Enjuiciamiento Civil. 

— Que pedida en la demanda la entrega de las obligaciones,. 
si aún existiesen en poder del demandado, y en su defecto la 
de su importe, con más el interés del seis por ciento desde 
una determinada fecha, no es incongruente la sentencia que 
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li^ . , . 

<Hspone la entrega del valor de las obligaciones en el caso de 
ao existir en poder del demandado, si bien teniendo en cuen* 
ta que la alteración de los valores por virtud de una conver- 
sión legalmente decretada, debe afectar al dueño de los mis- 
mos. — R. C. de I? de Enero de 1893. G. de 24 de Marzo. 

-—No es posible dar el carácter jurídico de deuda por traba» 
io personal, sino que es de depósito, al contrato escriturario 
en cuya virtud uno de los contratantes se declara deudor del 
otro p^or el importe de los salarios que el segundo devengó y 
depositó en poder de éste con interés fijado á voluntad del 
deudor. — Sentencia de 7 de Febrero de 1891. Gaceta de Ma* 
drid de 27 de Marzo. 

— Quieii recibe mercaderías por cuenta de otro, admite un 
depósito irregular que le trasmite el señorío de ellas, al tenor 
de lo prescrito en la Ley 2.*, título 3% panida 5.*, quedando 
en cambio obligado segiün lo pactado en la correspondiente 
escritura á devolver al depositante las mercaderías recibidas 
ó el valor señalado en el contrato á cada una de las que hu- 
bieran desaparecido del depósito, ya por haberse vendido 
mediante autorización del primitivo dueño, ya por otras cau> 
sas imprevistas, sin exceptuar ninguna de tales causas y á 
indemnizarle del menor valor que tuvieran las que devolvie^ 
se con roturas ó quebrantos, previa regulación de esta dife- 
rencia por peritos, en defecto de acuerdo de los interesados. 

El pago de las deudas procedentes de esta clase de depó- 
sitos, es preferente al de cualquier otra deuda que no sea de 
las enumeradas por vía de excepción á está regla, en la Ley 
9/ del propio título y partida.— Sentencia de 3o de Abril de 
1891. Gaceta de Madrid de 19 de Junio. 

—Si bien las disposiciones del título 1®, libro 4,' del Có- 
digo civil, por referirse á todas las obligaciones sin distin- 
ción de sus fuentes ó causas generadoras, son aplicables per 
regla general á los demás títulos y capítulos del mismo libro 
que trata especial y separadamente de cada una, y por ello 
el art. 1 164 puede serlo al contrato de depósito, no sería de 
estimar la infracción de este punto por íalta de aplicación si 
el individuo á quien se devolvieran los valores depositados 
no estaba en posesión del crédito ó de la cantidad del deposi- 
tante, por virtud de la cual pretendía el pago como aeree* 
dor aparente, que es la posesión que exige la Ley, sino que 
mero detentador del documento obtuvo la devolución de los 
valores, bajo el falso concepto de comisionado ó mandatario 
del acreedor verdadero. 

Dando al citado artículo la interpretación de que el pago 
hecho de buena íé al tenedor de un documento de crédito, 
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libera siempre al deudor, se borraría la principal diferen- 
xia que separa los documentos al portador de los nominatu 
vos, desapareciendo con ello la más efica\ garantía que el 
.^derecho positivo establece en favor de los otros, — Sentencia 
de 6 de Diciembre de \^g$. Gaceta de ^3 de los mismos 
jn. y a. 

— La observancia de los trámites establecidos para la devo- 
lución de los depósitos en los artículos del Reglamento del 
Banco de España, no exime al mismo Banco de la responsa- 
bilidad en que incurre todo depositario que sin justa causa 
entrega las cosas depositadas á una tercera persona distinta 
del depositante, porque esa observación por sí sola no implica 
de un modo necesario el hecho de que los empleados á cuyo 
cargo corre el servicio de devoluciones obrasen con la debida 
diligencia en defensa del depósito, al llenar cada uno de los 
trámites y señaladamente al reconocer en el tercero perso- 
nalidad bastante para obtener la devolución en perjuicio del 
depositante, máxime cuando en el cumplimiento de las obli- 
gaciones que consisten en la entrega de cosa determinada 
^e presume que la pérdida de lo debido sobreviene por negli- 
gencia del deudor, salvo prueba en contrario. Según la Ley 
4.* tíiuio 3.^ partida 5 % no basta que las cosas depositadas 
se pierdan por ocasión en poder del depositario para que éste 
quede exento de responsabilidad, sino que además exige la 
misma Ley, en consonancia con la tercera del mismo título^ 
que la pérdida haya ocurrido sin mediar culpa ó engaño de 
su parte, siguiéndose de ello que si aún en los casos de robo 7 
hurto mencionados por la ley entre otros ejemplos de pérdida 
por ocasión, han de concurrir estas circunstancias exculpan- 
tes, con mayor razón ha de exigirse su concurrencia cuando 
los valores perdidos se sustrajeron al depositarlo mediante 
un delito de estafa, por cuanto de aquéllos delitos no aparece 
su intervención directa en la pérdida, mientras que en la 
estafa interviene ostensiblemente ejecutando el acto aue de- 
termina la misma pérdida ó sea la entrega de la cosa deposi- 
tada,. acto que le es imputable salvo su justificación. — Semen- 
cia de 27 de Febrero de 1897. Gaceta de 23 Marzo, m. a. 

— A.1 conceder la ley 5.* título 3.* partida 5.*, acción al 
heredero del deponente para reclamar la devolución del 
depósito atemperándose á las reglas generales de que el 
heredero sucede al difunto en todos sus derechos y de que 
quien contrata lo hace para sí y sus herederos, no priva al 
deponente de la facultad de disponer de sus bienes, derechos 
y acciones, ni excluye por tanto la posibilidad de que la ac* 
ción directa del depósito, se dé con preferencia al heredero 
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en favor de un tercero que traiga causa del dueño, y refirién^ 
dose al párrafo 2."* del artículo 244 del Reglamento del Banco 
de España de 1875 al caso general previsto en dicha Ley 
para el solo efecto de determinar los documentos justifica* 
tivos de sú derecho, que los herederos del deponente han de 
pref entar al retirar los depósitos constituidos en ese estable» 
cimiento, es evidente que no introduae modificación alguna 
en las condiciones naturales del contrato de depósito ni 
menos puede con ello reputarse celebrado un pacto tan con^* 
trario á los indiscutibles del dueño de las cosas depositadasy 
como lo sería el de que por muerte de aquél no pudiera de- 
Yolverse el depósito más que á sus herederos. 

Para devolver por medio de apoderado los depósitos cons- 
tituidos en el mismo Banco, no exige el párrafo i .® del men* 
Clonado artículo 244 de su refi^lamento un poder especial- 
mente concretado ai depósito que haya de retirarse, sino tan 
solo la presentación del poder que autoriza al mandatario 
para retirarlo, pudiehdo por ello ser general ó especial^' siem^ 
pre que contenga las facultades necesarias para legitimar la 
devolución, y teniendo los albaceas el carácter de mandatados 
del testador en el desempeño de su cometido, es evidente que 
cuando á los albaceas se les confiere poder amplio y facultad 
para apoderarse de los bienes hereditarios á iin de darles el 
destino ordenado en el ttscamento, ha de reputárseles autori- 
zados para exigir y obtener la devolución de los depósitos que 
dejare constituidos el testador, por ser el medio adecuado 
para incautarse de los bienes depositados. 

Si bien conforme al artículo 287 del citado reglamento, 
debe el Banco asegurarse de que para la devolución del de- 
pósito no hay inconveniente alguno derivado del hecho de 
estar retenido ó de cualquier otro motivo, no procede el cargo- 
de negligencia contra dicho establecimiento si no constase en 
sus oficinas la circunstancia obstativa de la devolución del 
depósito.— Sentencia de 28 de Noviembre de 1898. G. de 18 
de Diciembre m. a. 

— No existe Ley ni disposición alguna que autorice al 
mandatario para aplicar á usos propios los valores que en 
comisión, depósito ó auministración hubiere recibido del 
mandante, ni tal facultad se infiere ni puede en modo alguno 
inferirse del articulo 1724 del Código Civil que establece la 
obligación de pagar intereses de las cantidades que haya 
aplicado á usos propios y de las que deba después de finido 
el mandato. 

Siendo el mandatario comerciante cuando se depositaron 
en su poder los valores distraídos, no puede negarse al depó- 
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dto el carácter de mercaatil, coniorme al artículo 3o3 det 
Código de Comercio, y habiendo procedido de aquella manera 
ai calificar au quiebra defraudulenta no infringe la Salt 
Sentenciadora el artículo 890 número 7 del propio Código 
y el mencionado 1724 del Civil. 

Según los artículos 1767 y 1768 del Código Civil y el 309 
del Código de Comercio, cesan los derechos y obligacionea 
del depositante y depositario, solamente cuando éste hubiese 
«ido autorizado para servirse de lia cosa depositada, en cuyo 
caso se convierte el depósito en préstamo ó comodato.— -Sen- 
tencia de 27 de Marzo de 1901. Gaceta de 20 de Abril. 

— No se incurre en la iniraccíón del artículo 1766 del 
Código Civil declarando la irresponsabilidad del Banco de 
España, por la devolución de un depósito á la persona que lo 
hizo y con el carácter aue ostentara al constituirlo no tenien- 
do noticia en contrario y habiéndose ajustado además á Las 
prescripciones de su Reglamento, ley del contrato de obser- 
vancia entre las partes.— Sentencia de i3 de Noviembre de 
1 90 1. Gaceta de 27 de Febrero de 1902. 

Depósitos de las Aduanas. Calificada de robo 
por sentencia ejecutoria de una Audiencia la sustracción de 
unas cajas de mercaderías, depositadas por una casa comer- 
cial en una Aduana, tai calificación demuestra, que para per- 
petrarse el delito hubo fuerza en las cosas, que se causó usan- 
do llaves falsas y ganzúas ú otros instrumentos análogos para 
poder penetrar en el lugar del robo, franqueando por tal me- 
dio la cerradura y candado que para mayor seguridad se había 
puesto en el lugar del depósito; y aun en el supuesto de que 
la Hacienda estuviera en el caso del depositario que recibe 
premio por el depósito, todavía estaría exenta de la respon- 
sabilidad que lleva consigo esta clase de contratos, por resul> 
tar probado que para la custodia de los efectos depositados, 
no sólo prestó el cuidado que todos los hombres en general 
ponen para guardar sus efectos, sino que fué. aun más allá 
en su diligencia y previsión, asegurando la puerta de entrada 
al establecimiento con doble cerradura y depositando sus 
llaves en distintas personas. 

Además, el depósito verificado por dicha casa comercial, 
cedía en beneficio del deponente y no de la administración, 
toda vez que aquél esperaba á que hubiera demandas en plaza 
para obtener lucro en el género que depositaba, mientras que 
ia Hacienda dejaba de percibir los derechos arancelarios que, á < 
no verificarse el depósito, la hubieran luego correspondido. 

El I por 100 á la entrada de los géneros ó depósito mer- 
<:antil, y otro i á su salida por exportación, no puede repu- 



Digitized by VjOOQIC 



REPERTORIO DE LÁ JURISPRUDENCIA MBRCAKTIL 127 

tarse como precio de depósito, al que se refiere la Ley 3.% 
tit. 3, partida 5.*, porque soio representa una retribución de 
los gastos que lleva consigo el almacenaje, acarreo y demás 
operaciones indispensables para que aquel j>ueda tener lugar. 
— S. de T. S., 4 Abril de 1871. 

Depósito de mercancías. Que en cuanto ai de- 
pósito del cargamento de un buque, solicitado por el capitán 
para la conservación y seguridad de las mercancías, dada la 
•negativa del consignatario á recibirlas en un puerto, según 
se deduce del art. 2 119 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
^1 Juez del lugar en que se hallen las mercancías, tiene com- 
,petencia como es de necesidad en tales casos, para acordar 
diciio depósito; por lo cual y,porque este ya está ejecutado, y 
pQrque habiéndolo acordado dicho Juez con la calidad de por 
.uhora ó preventivamente no obsta para que dicho Juez á 
quien corresponde conocer del apunto principal en que haya 
de producir sus efectos dicho depósito, resuelva sobre su 
continuación ó alzamiento lo que estime conforme á dere- 
cho, es improcedente é innecesaria la cuestión de competen* 
xia sobre este punto. 

Que respecto de las demás pretensiones deducidas por et 
-capitán, si bien el art, 798 del Código de comercio y re- 
gla XI del 2161 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, cuya 
aplicación que invoca aquel, por analogía conceden al fle- 
tante en el caso á que se reñeren el derecho de exigir que se 
venda judicialmente la parte de carga que sea necesaria para 
cubrir los fletes, es en el supuesto de que el consignatario la 
haya recibido ó se haya hecho Ja entrega en un puerto desig- 
nado para cumplir esta obligación y por consiguiente ante 
el mismo Juez, por lo cual y por ser personal la acción en 
que se fundan tales reclamaciones contra el consignatario^ 
debe conocer de ellas el Juez del lugar en que la obligación 
haya de cumplirse, conforme á lo prevenido en la regla i.* 
del art. 62 de la citada Ley de Enjuiciamiento Civil, fuera 
de los casos de sumisión expresa o tácita de las partes á otro 
Juzgado que no existe en el presente. 

Que conforme al contrato de fletamento en los conocimien* 
tos que tírmó el mismo capitán de acuerdo con el cargador, se 
designe para la descarga el puerto donde también habían de 
pagarse los fletes; y siendo este un hecho reconocido por 
ambas pa^-tes y que resulta de los documentos por aquel pre- 
sentados, cualquiera que sea el valor y eñcacia de sus protes- 
tas posteriores y de las razones que tuviera para hacer la des- 
carga del buque en un puerto, no habiendo aceptado esta no- 
-vedad el cargador ni el consignatario, las cuestiones que con 
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tal motivo se susciten deben ventilarse en el jugar designado 
en el contrato para el cumplimiento de la obligación. R. C. 
28 de Septiembre de i885; G. 3o de Octubre. 

Depósito de valores* Que si el documento qué 
suscribe una persona haciendo constar en él qup ha recibido 
de otra un número determinado de efectos públicos, con ex- 
presión de su clase, numeración, valor nominal y efectivo», 
acredita la existencia de un contrato de compraventa de 
aquellos efectos, ni los resguardos que entrega una caja ó 
Banco á los que en él depositen valores de cualquiera clase, 
son títulos traslativos de dominio, ni pueden estimarse como 
documentos fehacientes para basar exclusivamente en ellos 
la propiedad de los valores depositados. — B. C. 24 de Abril 
de 1893; G de 20 de Septiembre. 

Depósitos en el Banco de España, vide 

Sentencia de 27 Febrero de 1897, (P* 394i t. 81 Jurispruden- 
cia Civil), yá extractada la doctrina que sienta en el artículo 
Depósito de este Repertorio; V. Depósito. 

Depósito en cuenta corriente* v. en Cuentct 

corriente^ )a sentencia de 28 Noviembre de 1896. 

Derecho mercantil. Tan radicalmente distinguía^ 
la antigua Jurisprudencia entre el derecho común y el d^re* 
cho mercantil, considerándolo como un derecho especial» 
que en sentencia del Tribunal Supremo de Justicia, de 24 dé 
Junio de 187 1 [p. 261, t. 24, Jurisprudencia Civil,] se resol- 
vió que principiado y seguido un pleito en un Juzgado ordi- 
nario, y habiéndose ejercitado una acción civil que se ha 
determinado con arreglo al derecho común, son inaplicables^ 
y se suponen infringidas con evidente inoportunidad Us dis- 
posiciones del Código de comercio relativas al modo con que 
deben llevar los libros los comerciantes* 

En el mismo sentido está dictada la de la misma fecha, 
p. 265, t. 24, Jurisp. Civil, que declara que no siendo mer- 
cantil la materia de un pleito, no puede citarse útilmente el- 
art. 10 1 6 del Código de Comercio para impugnar la aplica- 
ción del 1042 del mismo Código aunque sus disposiciones 
se supongan improcedentes. 

El derecho supletorio en materia mercantil, es el de- 
recho común, no el foral. Véase la sentencia de 26 de^ 
Mayo de 1866; página 27, tomo 14, Jurisprudencia Ci- 
vil. ' 

Derecho Romano* E1 derecho* Romano vigente en 
Cataluña, no constituye el derecho común supletorio del 
mercantil.— V. sentencia 27 de Diciembre de 1888; Oacetct 
de Madrid del 29 Abril de 1889. 
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Deuda. Es vencida la deuda desde el momento en que 
el deudor hace suspensión de pagos y cede sus bienes por no 
poder satisfacer los créditos á su tiempo, y con tal proceder 
obliga á sus acreedores á cobrar, y estimándolo asi la Sala 
sentenciadora no infríngelos arts. ii25 v 1127 del Código 
Civil.— Sentencia de 8 de Enero de 1892; Gaceta 2 Febrero. 

—Si se^ún el texto de la escritura de obligación no reali- 
zándose para una determinada fecha la entrega de la cantidad 
adeudada ó de cierto número de acciones, pudo el acreedar 

Serseguir ejecutivamente el pago de la cantidad, la deuda, 
egado aquel caso, fué desde dicho día una obligación pura 
?^ simple, y estimándolo así la Sala sentenciadora, no infringe 
as Leyes 23 y 24, tit. 1 1, partida 5.' 

— La oposición que el deudor hubiese manifestado para 
exhibir la numeración de las acciones y avisar al consejo de 
una Sociedad, no equivale á la entrega material, ni si- 
quiera á la cesión efectiva, en cuya virtud pudiera estimar- 
se, s! se hubiese hecho oportunamente, que la obligación 
estaba cumplida. — Sentencia de 18 de Enero de 1892. Gaceta 
de 3 Marzo m. a. 

—La mera circunstancia de que el acreedor no reclame el 
cumplimiento de la obligación inmediatamente que ésta 
vence y la de que retrase más ó menos el ejercicio de su ac- 
ción, no signitíca ni revela la intención de conceder al deudor 
prórroga alguna. 

— Entendiéndolo así la Sala sentenciadora y condenando 
al fiador al pago de la deuda, no infringe el art. i85i del 
Código civil, ya que, según el 1847, ^^ obligación del fiador 
se extingue al mismo tiempo que la del deudor y por las 
mismas causas que las demás obligaciones. — Sentencia de 22 
de Marzo de 1901; Gaceta 8 de Abril, m. a. 

Deuda consolidada. Aunque el art. 16 del Regla- 
mento de 17 dé Octubre de i85i, comprenda entre los valores 
convertibles en deuda amortizable las láminas de la deuda 
corriente del 5 por 100 no negociable, estas láminas no están 
convertidas en deuda perpetua por el art. 5.^ de la Ley del 
arreglo de la deuda de i.*^ de Agosto de i85i, sino que para 
llegar á ser deuda consolidada, tenían que ser convertidas 
primero en amortizables, por lo cual es evidente que láminas 
de aquella naturaleza tienen el carácter de crédito antiguo 
pendiente de conversión, y se hallan en tal concepto com- 
prendidas en las disposiciones del artículo 7.* de la Ley de 
21 de Julio de 1876.— R. D. S. 20 de Mayo; 1882; G. 11 de 
Julio. 

Según la prescripción clara y terminante de la Ley de 18 

9 
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<le Abril de i568 y de la R. O- de 29 de Septiembre de 1876, 
que explica y aclara la Ley de 1 1 de Juliode 1867, los títulos 
de la deuda consplidada que se entreguen en equivalencia de. 
los valores amortizables han de llevar el cupón del semestre 
en que se efectúe la con\cer8Íón. — R. D. S. de 19 de Septiem- 
bre de 188 i; G. de 1 3 de Enero de 1882 y 4 de Diciembre de 
1884; G. de i5 de Febrero de 1885. 

Al teaor de lo dispuesto en las Leyes den de Julio de 
1867 y 18 de Abril de 1868 y R. O. de 29 de Septiembre de 
1876, si bien los títulos de deuda consolidada en que se con- 
vertían los amortizables, deben llevar el cupón corriente del 
semestre en que se solicitó la conversión, este precepto es 
90I0 aplicable á las deudas amortizables que al publicarse las 
Leyes referidas estaban en circulación» pero no debe invocarse 
en el caso en que se trate de convertir láminas del cinco por 
ciento no negociables sino amortizables. 

Atendido á lo que previenen las referidas Leyes de 1867 7 
f 86^ sobre abonos de intereses á los acreedores que desde 
aquellas fechas poseían ya deudas amortizables y al silencio 
que las mismas guardan acerca de intereses respecto de los 
otros que á la sazón no las poseían por no tener aún sus 
créditos liquidados y convertidos, es evidente que la opcióa 
á tales intereses solo nace ejercitando el derecho á tener títu- 
4os de la Deuda consolidada á cambio de amortizables; y asi 
interpreta la R. O. de 29 de Septiembre de 1876 declarada 
regla general, el sentido de la Ley disponiendo que los títu- 
los emitidos sólo deben llevar el cupón del semestre en que 
se acuerde la conversión.-^R. D. S. 9 de Enero de 1882; 
G. de 25 de Marzo y de 27 de Junio de 1884; G. de 8 y 18 de 
Octubre y 14 de Diciembre de i885; G. de 5 y 24 de Marzo 
de 1886; 21 de Marzo de 1887, J G* ^^ H ^^ Agosto. 

Deudor. Convenio con sus acreedores. 

Que no puede en manera alguna ser considerada como defr- 
niciva la sentencia denegatoria de la admisión de un incidente 
promovido por el acreedor detina Sociedad de ferrocarriles, 
sobre nulidad de las actuaciones practicadas con relación á la 
declaración de aquella en estado de suspensión de pagos y 
convocatoria de los acreedores para adherirse á la proposi- 
ción de convenio presentada por la. misma, alegando el actor 
la falta de formalidad del procurador y del gerente de la So- 
ciedad, la inexactitud del balance y defectos en la forma de 
practicarse las adhesiones al convenio, porque debiendo 
ajustarse, según lo terminantemente dispuesto en el articulo 
i32odela Ley arriba citada, el procedimiento que hade 
aeguirse en la materia referente á quiebras de las Compañías 
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<le ferrocarriles, á los procedimientos especiales ordenados 
por la Ley de 12 de Noviembre de 1869, es ól^vio ¿jue las 
ipr«tensianes formuladas por el recurrente y sobre que versa- 
ba el incidente por el mismo provocado, fueron aducidas 
prematuramente antes de que llegara el periodo y trámite 
del juicio oportuno para ello, según claramente se desprende 
de lo que establecen los artículos 1 1 y 1 2 de la repetida Ley 
4e 12 de Noviembre de 1869. 

Que ea el caso mencionado tiene el actor expedito su dere- 
<ho para hacer cuantas reclamaciones estime conveniente 
oponiéndose al convenio de la Sociedad, en el trámite y mo* 
mentó en que proceda y corra el periodo correspondiente 
para ello, pudiendo, en su caso, interponer el recurso de 
casación que la citada Ley establece ya entonces contra el 
auto en que el convenio fuese aprobado.— Semencia de 10 de 
Diciembre de 1888; tomo 64, Jurisprudencia Civil, página 

777- 

Documentos de giro. Aunque el número 5 del 
articulo 48 del R. D. de 12 de Septiembre de i86i,porel 
cual se reputan documentos de giro las obligaciones que 
€tmitan las sociedades de crédito, comercio, minas y demás 
análogos, no se mencionan expresamente las de las compa- 
¿ia$ de los ferrocarriles, es indudable que están comprendi- 
ólas en dicho precepto, ya por la frase genérica con que ter- 
mina, ya por no haber razón alguna para exceptuarlas como 
venía á reconocer el Decreto de 14 de Febrero de 1874. — 
R. D. S. 25 de Febrero de 188 1 G. 10 de Junio. 

Documentos mercantiles. La letra de cambio 
es un documento mercantil y por ello á diferencia de lo que 
ocurre en la falsiñcación de documentos privados, no es 
requisito esencial á dicho delito el propósito de lucro en el 
xulpsble. — R. C. 4 de Diciembre de 1893; G. de 17 de Sep- 
tiembre de 1894. 

Si de los hechos resulta que el procesado de acuerdo con 
el socio de un comercio que hacía asientos falsos en los 
iibros, dando por vendidas partidas de géneros, los sacaba 
del establecimiento para entregarlos á vender y partir des» 
pues entre ambos, estos hechos constituyen el delito de falsi- 
"ficación de documentos mercantiles y el de estafa por canti- 
-dad mayor de 100 pesetas y menor de 2.5oo el primero, 
medio necesario para realizar el segundo, previstos y casti- 
gados respectivamente en los artículos 3i5, 548 y número 
2:** del 547 del Código penal. — C. 3i de Marzo de 1880; 
•G. de 17 de Julio; tomo XXII, p. 238, Jurisprudencia Cri- 
minal. 
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Si el recurrente obró en todo de acuerdo con el socio del 
comercio p^ra realizar el fraude, y se aprovechó por mitad 
de su importe, es justamente calificado de autor de los delitos 
cometidos y no de cómplice de los mismos; y por lo tamo 
no existe infracción de los artículos i5 y68 del Código 
Ídem. 

Concertados los procesados para cometer el delito de 
estafa, falsiñcando los libros Diario y Mayor del estableció- 
miento, la fatsiñcacióh fué el medio necesario para cometer el 
fraude, y por tanto al apreciar la existencia del doble delito, 
DO se ififringe el artículo 90 del Código.— Sentencia citada. 

DoCUmeiltO privado. Un borrador de recibo pro* 
ducido por una parte como escrito por la otra no es docu- 
mento privado de los que definen las Leyes 1 14 y 119, título* 
18, partida 3.* sino un hecho que corrobora los demás ele^ 
mentos de prueba que la Sala aprecia en conjunto. -^-Senten- 
cia 16 de Mayo de 1889, G. de 26 de Agostó. 

Los extractos de cuentas corrientes, cuando no son legal- 
mente reconocidos, no tienen la eficacia probatoria que con- 
cede el artículo 1225 del Código Civil á los documentos 
privados. — Sentencia de 12 de Noviembre de 1898; G. de 10 
de Diciembre del m. a. 

Documento público- Los libros de comercio, do- 
cumentos privados y aun la confesión de una parte, si solo 
suministran datos ó hechos que sirven de base á presuncio- 
nes ó conjeturas acerca del hecho de su referencia, no pueden^ 
fionerse enfrente de una escritura pública otorgada con todas 
as solemnidades y condiciones de la Ley, cuya falsedad ó 
nulidad no sea justificada, y en la que se consigna aquel 
mismo hecho. 

Entendiéndolo así la Sala sentenciadora, no infringe los 
artículos 578, 58o y 604 de la Ley procesal, 48 del Código 
de Comercio y i225 y 1232 del Código Civil. — C. número 
So, II Noviembre de 1895; G. de 3 de Diciembre m. a.; to- 
mo 78, p. 356. 

Domicilio* El domicilio legal de un comerciante, fíja-^ 
do con arreglo al artículo 65 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, no es extensivo á sus comisionistas ó mandatarios en 
cuanto estos sean demandados por él en virtud de sus res» 
ponsabilidades peculiares.— Sentencia de 28 de Marzo de 
i8g5 p. 328, t. yj Jurisprudencia Civil. 

Domicilio de los comerciantes. Cuando por 

Ja índole del objeto de la demanda no existe, y por lo tanto,, 
no hay que tomar en consideración el lugar del contrato ni 
el punto donde la obligación debe cumplirse, como ocurre 
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tratándose de la declaración de nulidad de una patente de in- 
vención, queda solo para resolver el conflicto jurisdiccional 
determinar cual es el domicilio del demandado. 

La circunstancia de aue el demandado tenga un estableci- 
miento fabril en lu^ar distinto de su domicilio y de pagar en 
aquel la contribución correspondiente, no demuestra que el 
primero de dichos pumos sea el centro de sus operaciones 
mercantiles y tampocoque, de tener varios establecimientos, 
^ea el mencionado el principal de todos, por lo que no es 
aplicable al caso el articulo 65 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. — Comp. número 12; i% de Abril de 1898; G. 22 mis- 
mo mes y año; C. L., t. 2, y k., t. 84, p. 54. 

El domicilio legal de un comerciante fijado con arreglo al 
^artículo 65 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, no es extensi- 
vo á sus comisionistas ó mandatarios, en cuanto estos sean 
demandados por él en virtud de sus responsabilidades pecu- 
liares. — Comp., número 76; 28 de Marzo de 1895; G. de 14 
^e Abril m. a.; t. jj^ p. 328. 

' Donaciones de bienes de los comercian- 
tes* Se ha resuelto que la cesión de una cantidad ó bienes 
determinados en pagos de una deuda anterior, no es un» 
verdadera donación, sino el cumplimiento irrevocable * por 
«u naturaleza de una obligación preexistente.— Sentencia de 
4 de Marzo de 1872, p. 268, tomo 25; Jurisprudencia CiviL 
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Efectos al portador- Que la naturaleza d« efecto» 
MÍ portador que tienen los títalos de la Deuda pública y las 
condiciones especiales que ban de concurrir en su negocia- 
ción para que no sean reivindicables, son conceptea dis-^ 
tintos, compatibles, y se hallan perfectaniente marcados 
j diferenciados en nuestras Leyes, pues si por. ser los tí- 
tulos de la Deuda pública, documentos al portador^ pue« 
den transmitirse por la mera tradición j la simple pose-^ 
sión de título implica la propiedad^ esto absolutamente eo 
nada obsta á que, para prevenir la eventualidad de una reí*^ 
vindicación y para mayor garantía y aseguramiento del cré« 
dito público, se haga constar su adquisición de la manera 
especial prevenida en las Leyes de 3o de Marzo de i86i y ^ 
de Agosto de 1873, y en el aru 545, núm. 3.* del Código de- 
Comercio, sin perjuicio de los efectos generales y comunes^ 
á esta clase de documentos al portador y del riesgo consi* 
guíente que corre quien no se ajuste en su negociación á las 
condiciones de garantía que el Agente de Bolsa, ó en su de- 
fecto el Corredor de Comercio ó Notario, prestan con su in- 
tervención. 

Que estimándolo así la Sala sentenciadora, no infringe el 
«rt. 566 del Código de Comercio. 

Que las prescripciones de los arts. 548, 56o y 56 1 del Có- 
digo de Comercio, en nada absolutamente Modifican ni po- 
drán modificar, según el texto del 566, las condiciones con 
que han de ser negociados los efectos al portador expedidos 

Eor el Estado, para no estar sujetos á reivindicación, y solo 
ubieran podido invocarse pertinentemente para discutir la 
cuestión, si después de hecha en forma la denuncia del ex- 
travío ó robo se hubiesen negociado los títulos con inter^ 
vención de Agente: pero no habiendo ocurrido este hecho e» 
indudable que la invocación de dichos artículos es de im- 
pertinencia notoria. 

Que según tiene declarado el T. S. en Sentencia de 22 de 
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Noviembre de 1881, conforme alo prevenido en el ari. 32 
de la Ley de 8 de Febrero de 1854» son operaciones de Bolsa 
los préstamos con garantía de efectos públicos que se hagan 
con la intervención de los Agentes de csmbio, y que los efec- 
tos al portador ik> son reiviíadicables siempre que, con las 
formalidades debidas y legales sean negociados en Bolsa, 
donde la hubiere^ y donde no, interviniendo en la operación 
un Notario público ó un corredor de Comercio. 

Que la intervención de agente de Bolsa como la de co- 
rredor de Comercio y la del Notario en la negociación de 
los efeccos públicos de la Deuda, no puede hacerse de cusl*- 
quier modo, sino en la forma prevenida ya en la Ley de Bol- 
sa, ya en el Código de Comercio, ya en la Ley del Notariado, 
según el carácter del funcionario que intervenga, pues dicha 
forma constituye á su vez la garantía de la intervención y es^ 
)a base de todas las responsabilidades, como de todos los 
efectos que deban producirse. 

Que no basta, por lo tanto, para poder estimar realizada 
una negociación sobre valores del Estado con intervención 
de algunos de dichos funcionarios, la circunstancia de que 
kaya mediado un agente ó corredor con carácter particular 
sin autorizar nada ni extender documento alguno, aun cuan* 
do se supiera que era tal corredor, pues no es así como po'r 
dría contraer las responsabilidades inherentes á su cargo. 

Que estimándolo así la Sala sentenciadora no infringe 
los arts. fo6, 107, 108, 32o, 3ai, 3a4 y ^45 del Código de 
Comercio.— Sentencia de 3o de Mayo de 1895. G. de Madrid 
de 10 de Septiembre del mismo año. Jurisp. Civil, tomo 77^ 
p. 710 y siguientes. 

JSfeetOS pÚbllOOS» Los arts. i5y 18 de la Ley de 
8 de Febrero de 1854 sobre contratación. de efectos públicos, 
no se oponen á que dichos valores puedan ser objeto del 
contrato civil privado de depósito.— C. núm. 63, techa 28 Oc» 
tubre de í6g3. Gaceta i3 de Diciembre, m. a.; t. 74, p. 270» 

Loa valores y efectos públicos negociados con la interven- 
ción de agente de Bolsa pasan al dominio del comprador y 
no están sujetos á reivindicación por parte de su primitivo 
due&o, á no ser (jue al tiempo de la venta estuTiese impedida 
au libre negociación en debida forma, aegún lo terminante- 
mente dispuesto en el art. 545 en relación con el 67 del Oó- 
digo de Comercio, siguiéndose de ello que el adquireñte 
conio legitimo dueño está asistido de scción eficaz para c«tal* 
quier acto ó pretensión que estorbe ó de cualquier modo me- 
noscabe su libre dominio, aunque provengan de parte del 
primitivo. 
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Si bien según el art. 348 del Código Civil, compete por 
regla general al propietario la acción reivindicatoría contra 
el tenedor de la cosa, cuya posesión hubiera perdido, tal pre- 
cepto carece de aplicación á los casos que, como el mencio- 
nado, se rigen por disposiciones especiales que deniegan la 
procedencia v la eficacia de dicha acción. — C. núm. 14; 7 de 
Julio de 1896. G. de 12 de Oaubre, m. a.; t. 80, p. 67. 

Según lo preceptuado en el art. 74 del Código de Comer- 
cío, todos, sean ó no comerciantes, pueden contratar sin ia« 
tervención de afrente de cambio colegiado, las operaciones 
sobre efectos públicos ó sobre valores industriales, ó mer- 
cantiles, teniendo estos contratos el valor que naciese de su 
forma y les otorga la Ley común, por lo que no pueden esti- 
marse ilícitas y fraudulentas tales operaciones, por la sola 
razón de que en ellas no haya intervenido agente de Bolsa, ni 
se haya realizado con las condiciones epeciales para las que 
se hacen en Bolsa. 

No estimándolo así la Sala sentenciadora, infringe los 
arts. 66, 67 y 75 del Código de Comercio vigente. 

—En el propio caso y con arreglo á la Ley común, no son 
nulos los contratos por no haber prueba de que en la fecha 
á que se reñeren, tuviesen los contratantes el papel vendido 
ó el metálico correspondiente, ni por el simjSle hecho deapa^ 
recer en una liquidación el resultado de las diferencias de las 
operaciones; por lo que infringe el citado tallo los artículos 
1709, 17 10, 171 1, 1728 y 173 1 del Cófligo Civil. — C. núme-i 
ro i32;6 Noviembre de 1896. G. 8 de Diciembre, m. a«; 
t.8o, p. 493. 

Los arts. 3o3 y 3o5 del Código penal, castigan, el primero 
á los que falsificaren billetes de Banco ú otros títulos al por- 
tador & sus cupones, cuya emisión hubiese sido autorizada 
por una Ley del Reino, ó los que los introdujeran, y el se* 
gundo á los que falsificaran en España los mismos documen- 
tos, cuya emisión. esté autorizada por una Ley de un pais ex- 
tranjero ó por una disposición que tenga en el mismo fuerza 
de Ley, y si la Sala sentenciadora no ha declarado compren- 
dido en ninguno de estos casos al procesado, que ni falsiñcó 
billetes de Banco del Reino, ni tampoco aparece que él fa- 
bricara los de Francia que se le aprehendieron, no tienen 
apUcacióp al caso.— C. 10 de Jálio de 1877; G. 8 de Octubre 
t. XXII i>. 53^ Jurisprudencia criminal. . 

— Castigándose en el art. 3o6 á los que habiendo adquiri- 
do de buena fé los referidos billetes de Banco ú otros títulos 
al portador ó sus cupones, los expendieren sabiendo su false* 
dad, la Sala sentenciadora no la infringe al penar al procesa* 
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do que según su declaración adquirió de buena fé los billetes 
y< trató de expenderlos sabiendo posteriormente su falsedad, 
—ídem. 

Si de los hechos que se declaran probados en la sentencia, 
no resulta que el procesado llegara á expender definitivamen* 
te en España ninguno de los billetes para calificarle de autor 
de delito consumado, sino que dio principio á su ejecución 
Y no pudo llevarla adelante por la denuncia que se hizo y su 
inmediata aprehensión, al penarle como autor del delito con* 
sumado, se infringe el expresado art. 3.^, párrafo 8.^ y el 67 
del Código Penal. — ídem. 

— Que los arts. i5 y 18 de la Ley de 8 de Febrero de 1854 
sobre contratación de efectos públicos no se oponen á que 
dichos valores puedan ser objeto del Contrato civil privado 
de depósito.^-Sentencia de 28 de Octubre de 1893, p. 270, 
tomo 74 Jurisprudencia Civil. 

—Acerca la retroactividad de los efectos públicos. Vide la 
Ley de 2 de Septiembre de 1896 v Real orden 24 Abril 1898. 

—Efectos públicos. Enjuiciamiento Civil. Pérdida por in» 
cendio de títulos de la Deuda. ^Real orden 17 Diciembre de 
1895, p. 187. Alcubilla, anuario de 1896.) 
- — El Tribunal Supremo en Sentencia de 26 de Octubre de 
1901, Gaceta de 24 de Febrero de 1902, denegó el recurso 
de casación interpuesto contra la Sentencia q[ue rechazó la 
acción reivindicatoría ejercitada por una Asociación españo- 
la respecto á los título^ vendidos, y estableció: i.^ Que la re* 
tención de los mismos, acordada por la autoridad judicial á 
instancia de la Asociación y consentida por el comprador, no 
significa sentencia firme en que se reconozca la procedencia 
de la acción reivindicatoría, ni produce en cuanto á ésta la 
cosa juzgada. 2.^ Que la venta de los títulos fué válida y efi- 
caz con arreglo al Código de Comercio y á las Leyes Belgas 
que impiden desposeer al adquirente sin qde se le reembolse 
«1 precio. 3/ Que carece de aplicación al caso la Ley de 2 de 
Septiembre de 1896, por haber sido vendidos los valores con 
anterioridad á ella.— Sentencia 26 de Octubre de 1901; Ga- 
ceta de 24 de Febrero de 1902, p. 65. 
' En Sentencia de 29 de Marzo de 1902, fija el Tribunal Su* 
premo la inteligencia y sentido del art. 545 del Código de 
Comercio en su relación con los 64, 65 y jS del mismo y el 
alcance de las operaciones sobre valores públicos realizados 
sin agenté intermedio en las Bolsas no autorizadas, y estable* 
ce que son irreivindicabl^s .los negociados formalmente coii 
intervención de Notario público ó corredor de comercio 
6iera de Bolsa, en la plaza donde no la hubiere y que el fallo 
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cp»e se ajusta á esta doctrina intepreta rectamente el mencio- 
nado aFtículo 545 y no infringe los arts. 64, 67, 68» 74 y 7* 
del propio Código, 10, 36, 37, 68 y 70 del Reglamento de 
3i de Diciembre de i885, 35 y 37 del de 18 de Junio 1886 y 
348, 349, 444 y 464 del Código Civil.— Sentencia de 29 d& 
Marzo de 1902. Gaceta de Madrid de 24 de Junio del m. a- 

Ejecución de Sentencia, i-os arts. 923, 926^ 

931, 932, 933, 934, 937, 942, 945 y 946 déla Ley de En- 
iuiciamiento CiviJ, no son aplicables cuaii4o se trata deik 
pago de cantidad líquida y de ningún modo de la obligación 
de no hacerlo. 

No cabe sostener que el condenado á que presente uaa 
liquidación cumpla con el precepto legal, aunque no la pre-- 
senté, si manifiesta en una relación ó escrito que no la puede 
formar.— Sentencia de 4 de Diciembre de iSgo; Gaceta áe 
19 de Enero de 1891. 

— Tratándose de la ejecución de una sentencia por la quase- 
condena al demandado á que consienta la liquidación, con arre- 
glo á las bases que aquella establece de una compañía cona- 
tituida por el mismo con un coliügante y cuyo haber social 
retiene el primero, no puede ser otro el procedimiento que- 
d determinado en el art. 932 y siguientes de la Ley de^En-^ 
juiciamiento Civil.— Semencia de 27 de Diciembre dé 1894.: 
Gaceta de 10 de Marzo de 1895. 

— Constitujcndo la formación previa del opoi tuno balaace 
una condición de la condena de pago de cantidad» consisten^ 
te en un tanto por ciento de las utilidades de) obligado, ai 
se demostrase la imposibilidad de formar el balance pof laa- 
deficiencias de los libros de contabilidad llevados por el 
acreedor al servicio del deudor, no infringe ni contraría di^ 
cha ejecutoria el auto aue la declara cumplida, sin dar lugar 
al procedimiento establecido para loa casos en que hay coo^ 
denaal pagode cantidad liquida y tampoco la infringe ni 
contraría al ordenar que se entregue al acreedoí* por vía de 
utilidades el convenido tanto por ciento délas reconocida» 
por el deudor.— Sentencia de 26 de Mayo de 1897. Gac&títéi^ 
5 de Julio. 

Embargo. EI jornal que debe percibir el obrera en 
pago de su trabajo es un derecho á su favor nacido del con- 
trato de locación de servicios que está comprendido bajo al 
núm. 10 del art. 1447 ^^ ^^ lleude Enjuiciamiento Cítll, 
entre los bienes embargables.— Sentencia de 4 de Enefo de 
1892. Gaceta de 2 Febrero del m. a* 

EJmpresil- Que tampoco infringe el contrato al decl^ 
rar la nulidad del acuerdo de la Junta en lo relativo á laa 
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éw ptazas correspondientes al demaadande en el Consejo de 
Ad;minÍ8tración, y mandar que se le concedan ínterin sub« 
siste dicho contrato» si resulta (fue, ya se atienda al contexto 
ée aquely ya al del art. (9 de los estatutos sociales, aparece 
sin genero de duda que tal representación se otorgó á la 
Empresa constructora, independientemente délos derechos 
que le correspondían en su calidad de accionista; porque 
además aquel contrato de construcción, lo fué á la vez de 
arriendo de la explotación de la linea y la concesión de los 
dos Totos en el Consejo con la cualidad de permanente ó sea 
durante la construcción y explotación^ j porque en fin, en 
posesión pacífica el demandante de este derecho y del ejer- 
cicio de este derecho dentro de este último período no podía 
d^pojarle de él la junta, como lo hizo por medio de su 
acuerdo. v 

Que aquél contrato de arriendo á favor del demandante 
lo era por diez años, «sin derecho alguno en la empresa con* 
cesionarla para mezclarse en sus operaciones de explotación 
y administración», y por ello ai declarar la Sentencia recu- 
rrida la nulidad del acuerdo de la junta disponiendo que el 
Consejo de Administración practicara los medios opoi;tunos 
para regularizar la explotación ó incautarse de ella en su caso, 
y mandar que se restituyan al demandante en el uso y goces 
de arrendatario explotador, lejos de infringir el contrato, se 
ajusta perfectamente á lo pactado en la misma, sin infringir 
tampoco la Ley 5/, tít. 8.^ de la partida 5.% porc|ué esta Ley 
no faculta al dueño en ningún caso para despojar de propia 
autoridad de la cosa arrendada, que es lo que hizo aquí la 
jttuta con su acuerdo y lo que anula y repara la Sentencia. 
— R. C. 8 de Abril de 1879; G- '9 ^^ Junio. 

Enagenaeión en fraude de acreedores* 

Los arts. 878 y 89? del Código de Comercio en relación cóu 
el 1297 del Código Civil, son inaplicables cuando con anterio*^ 
riáad á la venta de los bienes dd deudor había sido revocado 
al auto en que aquél fué declarado en quiebra, hallándose 
entonces este, por lo tanto, con la capacidad necesaria para 
contratar y oblsgarse^^-Senteneia 14 de Enero de 1896; p« 49, 
t* Jurisp. Civil. 

Aun equiparando la venta de un inmueble con pacto de 
retro á una hipoteca convencional, el art. 1039 del Código 
de Comercio de 1829 que cita como infringido y que declare 
fraudalentos é ineficaces de derecho ese contrato y los demás 
actos y contratos que en el mismo artículo se mencionan, 
celebrados por el comerciante en los 3o díss anteriores á su 
quiebrs, ba establecido ese principio en beneficio de los 
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acreedores y para que sus derechos no sean burlados, corres» 
pondiendo, por lo tanto, la acción de nulidad de los mismos 
á ellos y no al quebrado ó á sus causa-habientes. — Sentencia 
de II de Noviembre de ligS; p. 357, tomo 78, Jurispruden- 
cia Civil. 

—Cuestión sobre si una venta se ha otorgado por un ma-» 
rido para; defraudar á su mujer. 

No puede ser resuelta en sentido afirmativo, bajo el su* 
puesto de que el enagenante estaba declarado en quiebra, si 
resulta revocada esta declaración con anterioridad á la venta» 
y la mujer no ejercitó ninguna acción contra su marido.— 
S. de 17 de Enero de 1896. G. de 7 y 8 Febrero. 

£naOSO- siendo delito de falsedad tanto el endoso de 
ktras de cambio ú otro documento mercantil, suponiendo 
en él la intervención de personas que no lo han tenido, como 
la falsificación de pasaporte, ni uno ni otro delito han sido 
inedios necesarios para cometer los de estafa, la SeAa al apli- 
car el ait. 70 del Código penal é imponer la pena con arre*^ 
glo á sus prescripciones no le infringe. — C. ^7 de Noviembre 
de 1875. G. 28 de Diciembre; t. XIII, p. 370 Jurisp. Cri- 
minal. 

Que no se infringen en dicho faHo absolutorio los artícu- 
los 249 y 25o del Código Mercantil, ni tampoco los 236 7 
237, porque la práctica ó uso de la firma en blanco no es 
contra la Ley en el sentido que se supone, porque en los do- 
cumentos no negociados ó entregados nada hay que se opon- 
ga á formalizar por completo el endoso y porque, al contra» 
rio, de esa manera no puede decirse que las partes han incu-' 
rrido en la prohibición de hacerlo de palabra cuando el 
interés excede de 10,000 reales. 

. Que si biei\ el art. 469 del Código de Comercio declara 
nulo el endoso cuando no ^e^ designa la persona cierta 4 
quien se cede la letra, el art. 4^1 establece el efecto de esa 
nulidad, esto es^ el de que el firmante en blanco no tiene 
acción para reclamar el valor. R. C. de 20<de Mayo de 1876. 
G. de 8 de Agosto. 

Que los arts. 467 y 468 dtl Código de Comercio, y la 
doctrina consignada en las sentencias del Tribunal Supremo 
acorde con ellos se refieren á los endosos de las letras de 
cambio, y no son por consiguiente, aplicables á los que se 
estampan en otra clase de documentos de crédito.— S. de 10 
de Julio de 1878. G. de 11 de Agosto. 
. Consistiendo el hecho criminal que motiva la causa, en lar 
falsedad con que á nombre de un sujeto, por endoso de la 
propietaria, se supuso el extravio de unos resguardos de de« 
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pósito y se llevaron todos los requisitos de instrucción hasta 
producir los libramientos, en cuya virtud se pagó indeblda- 
meqte la suma depositada, era consiguiente que á este delito 
de falsedad se contrajere la participación atribuida al recu- 
rrente, como cajero, determinando los actos que practicara 
para poder legalmente reputarle coautor del mencionado 
delito; y si la Sala, por el contrario, en vez de reterir á este 
delito de falsedad la participación que al procesado atribuye, 
la refiere al delito de estafa definido en el núm. i.^ del aní- 
culb 548, ^egún el cual delinque el que defrauda á otro 
usando de nombre fingido atribuyéndose poder, influencia 
ó cualidades supuestas, aparentando bienes, crédito, comi- 
sión, empresa ó negociaciones imaginarias, ó valiéndose de 
cual()uier otro engaño semejante, sin que al propio tiempo, 
como era necesario, consignase en hechos probados el em^ 
pleo por parte del mismo de' alguno de estos medios de en- 
gaño por otro lado inconcebibles en quien con su carácter de 
cajero limitó su gestión al solo pago de la cantidad que los 
libramientos, en la apariencia legítimos le acreditaban, bajo 
la responsabilidad del funcionario que los expidiera; es, por 
tanto errónea y destituida de fundamento la calificación de 
delito de estafa á que, con inconseciiencia, refiere la Sala 
la participación del procesado, y autorizan el recurso los ca»' 
sos i.^y 4.* del repetido art. 849 de la compilación, por 
infracción de los arts. i3 y 548 del Código penal. — C, 1 1 de 
Marzo de 1881. G. 7 de Junio; t. XXIV, p. 214 Jurisp. Civil. 
— Que al disponer en su última parte el art. i53 de la Ley 
hipotecaria, que cuando la hipoteca se ha constituido para 
garantizar obligaciones transferibles por endoso ó títulos al 

{cortador, el derecho hipotecario se entenderá transferido con 
a obligación ó con el título sin necesidad de dar de ello co- 
nocimiento al deudor ni de hacerse constar la transferencia 
en el Registro, no dice que valga para tales efectos la trans- 
misión de aquellas obligaciones sin llenarse la formalidad 
del endoso, que es esencial y característico requisito de la 
snisma.^R. C. 3 de Febrero de i883. G. i3 de Agosto. 

— Que la Sentencia denegatoria del beneficio de pobreza 
no infringe el art. ao de la Ley de Enjuiciamiento Civil, si 
el documento de deber de que deriva el actor la acción que 
pretende ejercitar, lo adquirió por endoso de un tercero; y 
aun en la hipótesis de que estuviera comprendido en alguno 
de los casos que para ser declarado pobre determina el arti- 
culo 1 5 de la citada Ley, no podría gozar de este beneficio^ 
si éste no correspondiese al tercero cuyos derechos adqui- 
rió. 
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Que los arts. 466 y 358 del Código de Comercio de 1829, 
tratan de endosos de las letras de cambio y de las obligacio- 
nes y efectos legales que producen las libranzas, valores y pa- 
garés á la orden y entre comerciantes y son inapUcabies cuan- 
do esto se trata, de si, dadas las condiciones personales del en« 
dosatario, debe 6 no gozar del beneficio de pobreza para 
hacer efectivo el derecho de que se cree asistido. — R. C. « 5 
de Octubre de 1891. G. de 26 de Noviembre. 

Si bien el endoso es una manera de transferir la propie- 
dad de los títulos de la deuda perpetua, es cuando concurren 
las condiciones esenciales á los contratos, cuales son el con- 
sentimiento y la causa de la obligación. — S. de 7 de Febrero 
de 1893, p. 196,4. 73 Jurisp. Criminal. 

El endoso M un conocimiento de una mercancía es una 
operación esencialmente mercantil que, como todas las de su 
clase, debe regirse por el Código de Comercio, siendo impro- 
cedente el recurso que se funda en infracciones de leyes del 
orden civil, inaplicables al caso; según elart. 708 del Código 
de Comercio, la persona á quien se transfiera un documento 
de aquella clase adquiere sobre las mercancías expresadas eo 
^1 todos los derechos y acciones del cedente ó del endosante. 
— S. de 14 de Abril de 1893; p. 537, t. 73 Jurispruden<áa 
Criminal. 

EDjuieiamiento mercantil. El art. 94 de la Ley 

de Eniuiciamiento mercantU se refiere á un mero acto exter- 
no^ que en nada modifica ni altera Ui esencia y naturaleza del 
negocio. 

Y no pueden invocarse con oportunidad como funda- 
mento de un recurso de casación en un pleito sentenciado 
con arreglo á las prescripciones del fuero común la in« 
fracción de disposiciones del Código de Comercio.— Sen- 
tencia de 25 de Noviembre de i865; p. 374, t. 12 Jurispru- 
dencia Civil, 

EJscala fija. Por escala fija debe entenderse la de todos 
aquellos buques que tienen anunciada al público una llegada 
y salida regular y periódica en cada puerto con dfa ó fecha 
determinada. 

Real Orden de 9 de Enero de 1897; p. 8, Alcubilla, Apén- 
dice de 1897. 

Establecimientos mercantiles. Que ios co- 
merciantes que tengan establecimientos mercantiles á su car- 
go en diferentes partidos judiciales, pueden ser demandados 
por acción personal en aquél que tengan el principal estable- 
cimiento ó en el que se hubiesen obligado, á elección del 
actor, según lo dispuesto en el párrafo 2.^ del art. 3ii dé ia 
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Ley de on^anizacióndel poder judicial. C. — de 20 de Diciem- 
bre de i875: G. de 17 de Enero de 1876. 

£8tilf<&« El hecho de haber contravenido el tenedor de 
iibros de una casa de comercio, el precepto del Juzgado» 
cobrando cantidades de lo intervenido, 7 haciendo giros, no 
«upone engaño para defraudar ó perjudicar á otro, y por lo 
«tanto, el delito previsto y penado en el art. 554 ^^^ Código 
reformado. — C. de 3o de Diciembre de 1871; Gaceta de 6 de 
Febrero de 1872; t. IV y pág. 3 10 Jurisprudencia Criminal. 

— Los contratos de compraventa, no de una co?a determi- 
nada, sino genérica y licita, celebrados entre comerciantes, 
no Requieren conforme á las prescripciones del Código mer» 
cantil, la circunstancia de que ios efectos objeto de los mis- 
mos se hallen en poder de los contratantes. C. de 19 de Abril 
de 1873. G. de i3 de Junio; t. VIII, pág. 460 Jurisprudencia . 
Criminal. 

— Autorizados los comerciantes por el Código de Comer- 
cio para no interrumpir sus operaciones mercantiles hasta 
tres días antes de cesar en el pago corriente de sus obligacio- 
iies^ como previene el art. 1 1 17 de dicho Código, que obliga 
á todo comerciante en estado de quiebra á ponerlo en cono- 
^inyiento del Tribunal ó Juez de su domicilio dentro de los 
tres días siguientes al en que esto ocurriere, no pueden per- 
seguirse criminalmente por el resultado de sus reteridas ope- 
raciones mercantiles, hasta que por consecuencia del juicio 
pri>movido por dicha suspensión de pagos se declare en él si 
ha habido dolo, engaño ó fraude por parte de los comer- 
ciantes.— ídem. 

Por consiguiente no puede decirse que comete estafa la 
^asa de comercio que habiendo contratado con otra la venta 
de un determinado número de fanegas de trigo, sólo entrega 
parte de ellas, no obstante tener recibido con exceso el im- 
porte total de todas las contratadas, las que no llega á remitir 
4 la casa compradora por hacer suspensión de pagos. — ídem. 

•«Consignándose en la Sentencia como hecho probado que 
^l ausentarse de PuertorRico para España el depositario de 
la factoría San Vicente, si bien añade que aunque no envasa- 
do en barriles^ existía en la hacienda^ al ocuparse ésta, en 
virtud de la declaración de concurso, azúcar equivalente á 
los 1,000 barriles dados en prendas á la caja de ahorros que 
recibió el depositario; habiendo resultado inexacta esta aser- 
ción del procesado, puesto que en la sentencia recurrida se 
demuestra que al ocuparse ios bienes de aquel por conse- 
cuencia de la declaración de concurso, no se encontraron los 
expresados 1,000 barriles de azúcar envasados, ni en la ha- 
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cienda San Vicente ni en otro punto, aunque sí diversas par- 
tidas de azúcar á bordo de varios buques y en la misma 
hacienda; es evidente que no habiendo cumplido el procesado 
con la obligación que se impuso ai recibir en depositólos 
i,ooo barriles de azúcar para custodiarlos y conservarlos, 
ni otros en iguales condiciones que sabía servían de garantía 
para responder de préstamo que con esta explícita condición 
le hizo la caja- de ahorros, y habiéndolos por el contrario 
enagenado ó distraído á pesar de saber que ne podía ni debía 
hacerlo sin incurrir en responsabilidad, al calificar y penar 
estos hechos como delit9 de estafa, la Sala sentenciadora se 

.ajusta á las prescripciones del Código penal. — S. de 12 de 
Enero de i883. G. de 6 de Agosto, Jurisp. Criminal. 

Dicha Sala comete, sin embargo, las infracciones de los 
arts. 558, núm. 3/, 559, nám. 5.**, y 56i de dicho Código, 
é incurre en el error de derecho que señala el núm. 5.* de la 
regla 56 de la Ley provisional para la aplicación de dicho 
Código al aplicar el art. 56 1 del mismo, que se reñere á los 
inmuebles, y que por tanto np es aplicable tratándose , de bie- 
nes muebles, sino el 558, núm. 3.^ y 559 núm. 5.*, siendo 

. la pena que corresponde imponer la de presidio correccional 
en sus grados mínimo y medio. 

— Resuelto en tal Sentido el recurso, es innecesario hacer 
declaración repecto del formulado por los querellantes^ que 
esencialmente solicitan lo mismo y virtualmente está dene- 
gado el interpuesto á nombre del procesado.— ídem. ^ 

— Al calificar la sentencia recurrida al recurrente de autor 
del delito de imprudencia temeraria, ejecutado en perjuicio 
de una Sociedad, fundándose en que recogió unas letras con 
el endoso en blanco y encargó á un corredor le cediera á 
dicha Sociedad el i Vs por 100; en que en los resguardos que 
fueron expedidos por el corredor que intervino en la nego- 
ciación de las letras existe la firma del recurrente, expresan- 
do que lo hacía por encargo de la persona de quien recogió 
las letras y firmaba como administrador de la sociedad que 
también recurre; y que por esta razón la perjudicada tomó y 
descontó las letras, y que el incentivo de lucro que fué el 
que le condujo á ejecutar tales actos de estafa sin que media- 
ra malicia, pero que son constitutivos de imprudencia teme- 
raria comprendida en el art. 58 1 del Código, consignándose 
como se consigna en la Sentencia recurrida y resulta proba- 
do, que al encargar el recurrente al dependiente del corredor 
que no prestándose la Sociedad garante á dar á otra casa la 
garantía que esta exigía para negociar las letras con el des* 
cuento del i por ciento las cediera á la sociedad perjudicada 
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con el descuento del i y VsPor lOO, con la advertencia de que 
la de que él era administrador no ponía su firma; es evidente 
que no garantizaba la operación y que por lo tanto no coo- 
peró á la ejecución del delito, sino que po^ et contrario eje- 
cutó un acto que para ella era licito, aunque por encargo del 
endosante, que no cae bajo la sanción penal de ninguno de 
. los artículos del Código, siendo por lo tanto imputable á la 
Sociedad perjudicada el daño ó perjuicio que ha sufrido por 
haber aceptado la negociación de las letras sin garantía,— 
S. de 22 de Enero de i883. G. de ii de Agostó. Jurisp. Cri- 
minal. 

No puede encerrar el anterior razonamiento, cualquiera 
que sea la calificación que en el orden moral merezca, la 
circunstancia de que la Sociedad perjudicada haya ó no fal- 
tado á la práctica comercial de la plaza, y que el tenedor de 
las letras lograra sorprenderla artificiosamente, porque estos 
hechos ú omisiones no constituyen delito, y mucho menos 
Do habiéndose comprometido con arreglo al Código de Co- 
mercio y por un titulo obligatorio la Sociedad garante ni su 
administrador, á responder de la negociación délas letras, 
apareciendo, por el contrario, que consiguió clara y termi- 
nantemente el administrador, que no ponía su firma, razón 
por la que la casa primera no quiso aceptar la negociación 
de las referidas letras, cuya garantía ó precaución ni adoptó 
la de la Sociedad perjudicada para evitar el perjuicio que se 
la ha irrogado — Ídem. 

— Siendo un hecho probado que el recurrente solo estaba 
autorizado por una casa tíe Jerez para que presentara en el 
mercado muestras de sus vinos proponiendo su venta á los 
precios contenidos en el catálogo de la casa, y que esto no 
obstante, atribuyéndose una representación y facultades mu- 
cho más extensas de que carecía, primero convino en nombre 
de la expresada oasa con la de otro sujeto en esta corte en 
que habían de cambiar sus respectivos vinos de Jerez y de 
Burdeos en «leterminadas condiciones, y después pretextando 
que tenía encargo de colocar el vino, pidió por adelantado á 
la última de las referidas casas, lOO botellas de dicho vino de 
Burdeos, ofreciendo que al día siguiente entregaría su equi- 
valente en vino de Jerez; pero que muy lejos de hacerlo así 
se apresuró á vender abajo precio las loo botellas del de 
Burdeos, sin entregar á la casa que se las habia facilitado, ni 
su importe ni las botellas de Jerez prometidas; es indudable 
que desde luego se propuso defraudar como defraudó ala 
mencionada casa, aparentando para ello una comisión que 
en realidad no tenía, y que cometió el delito de est'afa defi- 

10 
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nido en el núm. i.^ del art. 548, en relación con el núm. %^ 
del an. 547 dei Código penal.— S. de i5 de Febrero de 1884; 
G. de 20 de Agosto. Jurisp. Criminal. 

Si de los hecttós que la Sala sentenciadora declara probados, 
resulta que no fué imaginario ni fíngldo el negocio, comer- 
<:io ó tranco que el recurrente y otro sujeto proyectaron, sipo 

aue realmente convinieron en exportar vinos para Francia, 
ándose en efecto comienzo á las operaciones en Agosto de 
i8$o, siquiera no estableciesen Sociedad ni casa de comercio 
cenias condiciones que el Código de Comercio requiere; 
esto supuesto, no puede decirse que haya habido engaño en 
la compra de vinos que se hizo con tal objeto por cuenta de 
la casa que principalmente representaba, á cuya personalidad 
anuncia el recurrente, pues el mayor ó menor crédito que 
pudiese tener, y la mayor ó menor informalidad con que se 
constituyera la empresa, no afecta en el fondo á la verdad de 
su existencia; y sin este primer elemento esencial del delito 
de estafa definido en el antedicho núm. i.^ del art. 548 del 
Código penal, no se puede comprender en él el hecho de 
4Utos tal cual ha sido apreciado por la Sala sentenciadora» 
aun cuando los vendedores del vino se hayan visto defrau- 
dados en sus intereses por causas que no constan de la sen- 
tencisj sean ó no imputables bajo otro aspecto aTotro sujeto 
ausente.— S. de i3 de Mayo de 1884; G. i3 dd Octubre, Ju* 
risp. Criminal. 

— Al no apreciar como delito un hecho y comprenderle 
bajo el sobreseimiento pronunciado, no se infringe el artícu- 
lo 547, pág. 3.* del Código^ no se incurre en error de dere- 
cho, porque si es cieno que el procesado como concesiona* 
rio de unos tranvías, al ceder ^u derecho y formarse U 
Sociedad anónima de la cual era Gerente, aportó á la misma 
el material móvil y fijo que le fué reconocido, y se determinó 
la manera como sería indemnizado, esto no se opone á que 
dentro de sus atribuciones como tal Gerente ó fuera de ellas, 
y por consiguiente saliéndose de las condiciones de lo esti- 
pulado, mandara pagar los cuatro carruajes procedentes de 
Malines (Bélgica) con tondos de la Compañía, deduciéndose 
en justo y como con acierto ha apreciado el Tribunal senten- 
ciador, que entre denunciante y denunciado en la represen- 
tación que cada uno ostenta hay diferencia sobre la interpre- 
tación de las cláusulas y hasta respecto á créditos que cada 
uno estimó de su derecho, cuestiones todas civiles y que han 
de ventilarse ante otra autoridad en otra clase de juicio.— 
S. 7 de Julio de 1884; G. 3 de Noviembre, Jurisprudencia 
Criminal. 
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—Al pedir el recurrente á otro sujeto las acciones que este 
había comprado por orden de aquél, y que por cuenta pro* 
pia se hallaban pignoradas por no haber satisfecho el recu- 
rrente su importe, ocultándole la situación angustiosa en que 
se encontraba, y el objeto que se proponía al recogerlas, sé 
evidencia el engaño de que se valió para cubrir una respon- 
sabilidad á costa del perjudicado que debió creer naturalmen- 
te que si sacaba las acciones era para pagárselas inmediata^ 
mente, como á ello estaba obligado y prometió.— S. lode 
Diciembre de 1884; G. 19 de Agosto de i885. 

Al declarar autor de estafa ya se entiende que el perjuicio 
irrogado recayó sobre los títulos pignorados ó sobre la can- 
tidad que el perjudicado necesitó anticipar para librarles det 
empeño en que estaban, á solicitud de aquel y por oferta 
expresada de su pago que debía ser inmediata segtln costum*^ 
bre de la plaza, el Tribunal sentenciador no há incurrido en 
error de derecho, porque en ambos supuestos es evidente la 
responsabilidad criminal del procesado y no se ha castigado 
como delito un hecho que no lo sea. — ídem. 

— Si el procesado con encargo de que llevara á la caja y 
consignara en cuentas corrientes en cuya sección se ocupaba 
como empleado en el Banco de Reus, recibió de una casa 
comercial 5, 000 pesetas que según contiesa se apropió y dis- 
puso de ellas, este hecho determina una estafa consumada» 
sin que degenere ni excuse la responsabilidad del que la eje- 
cutó, el que después de cierto tiempo se haya indemnizado á 
dicha casa, porque ni esta ni el Banco, una vez cometido el 
delito, pudieron disponer de dicha cantidad, siendo visibles 
los perjuicios principalmente del segundo, que se encontró 
sin ella para realizar proporcionalmente sus hnes mercantiles 
y en este sentido la Audiencia al suponer que no había perjui- 
cio de tercero, y por consiguiente que no se había cometido 
^1 citado delito y absolver al procesado, ha infringido el nú- 
mero yáti art. 543. del Código, incurriendo en error de de- 
Techo.— ídem. 

— Los documentos mercantiles, cuya falsificación castiga 
el art. 3i i del Código, son los que con arreglo á la legisla- 
ción especial de la materia tienen por objeto hacer constar 
derechos concretos ú obligaciones definidas de tal clase ó 
sirven por mérito jurídico para demostrar unos y otros, ca* 
racter cuya naturaleza y trascendencia, por equipararse en 
la esfera penal por razón del general interés á los documen- 
tos públicos y oficiales, no consiente ampliación á escritos 
diferentes de aquellos, aunque pasen por costumbre ó mu- 
tuas conveniencias entre comerciantes. — Sentencia de 9 de 
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Abril de i885. G. de 24 de Noviembre, Jurisprudencia Cri- 
minal. 

— Una circular con que el recurrente hizo saber al perjudi- 
cado y acaso á otras personas su asociación con su hermano^ 
induciéndoles al error de creer por ella más amplia de lo que 
€0 realidad lo fuera la responsabilidad colectiva y la inter- 
yención del último en la. Compañía^ no es por tanto y para^ 
los efectos penales un verdadero documento mercantil, sino 
el medio engañoso intencionalmente empleado de aparentar 
el primero, crédito de que carecía, para lograr, como consi-^ 
guió, defraudar al perjudicado con los pagarés que no reco* 
gió y que éste aceptó en la creencia de hallarse garantidos 
por la responsabilidad personal del hermano del recurrente,, 
y por lo tanto la Sala sentenciadora ha calificado errónea* 
mente de delito de falsedad en documento mercantil como 
medio de cometer estafa, los hechos procesales, que no cons- 
tituyen más que este último.— ídem. 

— Si entre los hechps declarados probados en la sentencia 
reclamada, aparece consignado principalmente por una parte, 
que para la constitución y aprovechamiento de una noria 
de la invención del procesado, se estableció una Sotiedad 
colectiva entre el mencionado procesado, como socio indus- 
trial, y otra persona como socio capitalista con obligación 
este últinlo de atender á todos los gastos de Ta construcción^ 
7 por otra parte que el procesado existiendo todavía la refe- 
rida Sociedad, que ne consta en los autos que no haya sido 
disuelta con arreglo á derecho, se apropió 35o cangilones de 
los que trabajados en su propia casa por el encargo del artis- 
ta, constructor del artefacto, habían quedado en la misma 
para utilizarlos en el tiempo y forma (Correspondientes, ó- 
entregarlos á la terminación de dicho artefacto en cumpli- 
miento del convenio particular celebrado entre el expresado 
constructor y el socio capitalista, el relacionado hecho de 
apropiarle los precitados congilones, perseguido como de- 
lito de estafa por el socio capitalista, y castigado en tal con- 
cepto por la Sala sentenciadora en el fallo recurrido, no 
reviste el carácter de estafa que erróneamente se le ha atri- 
buido, puesto que ni este, que ni en depósito ni en comisión 
ni en administración, ni en ningún modo entregó á su socia 
industrial los repetidos efectos, tenía ni tiene en ese sentido 
relación alguna jurídica con el procesado, ni podía respon- 
derle nadie de lo perteneciente al artefacto más que el cons- 
tructor que se había obligado á entregarlo construido, al^ 
cual constructor en su caso, si así le convenía, hubiera com* 
petido únicamente hacer al procesado la reclamación qu> 
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Srocediera por la falta de los cangilones que había dejado en 
a casa del último, y que debía entregar al socio capitalista 
al dar por terminado su contrato. — S. 23 de Febrero de 1886; 
<j. 3o de Mayo, Jurisp. Criminal. 

—El hecho de comprar una partida de trigo suponiendo 
falsamente tener fondos propios en una casa comercial, dañ- 
ado en pago una letra de cambio que fué protestada, por la 
inexistencia de tales fondos, integra los caracteres del delito 
de estafa, previsto en el núm. i.^ del art. 548 del Código pe- 
nal, cuyo delito se determina por el perjuicio y la defrauda- 
ción á tercero, elementos cuya existencia se revelan en la 
suposición de bienes imaginarios fingida por el procesado» 
7 en el perjuicio causado al vendedor de la partida de granos. 
— R. C. de 27 de Diciembre de 1893; G. 22 de Septiembre 
de 18^4. 

— El empleado de una empresa ferroviaria que recibe meo* 
sualmente determinada cantidad con destino al pago de cier- 
tos gastos y se apropia el sobrante de la misma después de 
cubiertos, comete el delito de hurto y no de estaba.— Senten- 
cia de 24 de Abril de 1901; Qaceta 11 Febrero de 1902. 

— El dependiente de comercio que vende géneros y no en- 
trega el precio percibido á su principal, comete el delito de 
estafa.— Sentencia 23 de Octubre de 1901; G. 3 de Junio de 
1902; p. 106 y S. 27 de Noviembre de 1901, G. 10 de Junio 
^e 1902. 

— Viaje por tren sin proveerse de billete. La responsabili- 
<iad del doble precio del mismo establecida en el Reglamento 
de policía de ferrocarriles no obsta al carácter criminal del 
iiecho que constituye el delito de estafa. — S. i3 de Julio de 
1901; G. I.* de Junio de 1902. 

— También lo es el hecho de entrar en un establecimiento, 
<;onsumir géneros que en el se expenden V-marcharse sin pa- 
gar. — Sentencias 16 de Noviembre y 16 Diciembre de 1901; 
"Gaceta de 5 de Junio de 1902 y 28 de Enero de 1902; O. 27 
de Septiembre. 

— Letras de cambio expedidas por librador imaginario 
4:ontra pagador que tampoco existía, negociadas y cobrada^ 
por el autor de la ficción: constituye este hecho el delito de 
«stafa.— S. i3 de Julio de 1901; G. 3i de Mayo de 1902, p» 
número 76. 

— Acto de negociar un pagaré, canjeándolo, por otros y por 
«na obligación privada, apesar de haberse entregado al cul- 
pable con el solo objeto de que consultara á un abogado so- 
lare la eficacia del documento, es estafa. — S. de 29 de Enero 
«de 1902; G. de 27 de Septiembre, p. 64. 
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Error. La rectificación posible y aun conveniente de los 
primitivos planos de una línea férrea prevista en el contrata 
de compraventa de ésta no implica su falsedad y sustancia- 
lidad en el error, edgaño ó daño á que se refieren las Leyes 
28, tit. 11; 57 y 62, tit. 5.®, partida 5/ y 3.®, tit. i5, partida 
7/ — S. de 25 de Noviembre de 1892; G. de 8 de Febrero- 
de 1893. . 

f}st8itutOS« Que los Estatutos por los que se rige el 
Banco Español de la Habana son Leyes especiales para el 
mismo y para los que con él contratan, sin que por ello seaD 
superiores ni contrarios á las Leyes generales, y sí medio d& 
cumplirlas y de que sea efectivo lo pactado. — R. C. en a de^ 
u. 27 de Noviembre de 1888; G, 7 de Marzo de 1889. 

— Los derechos y obligaciones que nacen de una escritura 
social y la reforma de los respectivos Estatutos sólo pueden 
afectar á los socios, pero no á un dependiente asalariado cu- 
yos derechos y obligaciones no tienen otro origen que el con- 
trato particular que con i\ se verificó, el cual no puede alte- 
rarse sino por la voluntad de los mismos que lo celebraron, 
— S. de 3 1 di Diciembre de 1889; G. 5 de Mayo de 1890. 

Extravío de títulos, de la Deuda. Reduelen • 

dose la cuestión del pleito á si los títulos de la Deuda este» 
rior que, según se asegura, han sufrido extravío, deben ser 
ó no sustituidos por otros en equivalencia, previas las garanr 
tías que en caso igual se exigirían á un subdito español en 
Inglaterra, por serlo el demandante de este país, por tratarse 
de títulos al portador, mientras los Tribunales de Justicia no 
declaren por sentencia ejecutoria cuales sean los legítimos 
dueños de los títulos que se suponen extraviados, carece la 
Dirección de la Deuda de facultades para reconocer comO' 
tales dueños á personas que no sean tenedores de los referi- 
dos títulos; y no habiendo recaído dicha declaración judicial 
á favur de la parte demandante las oficinas de la Deuda no- 
pueden dejar de cumplir las obligaciones á favor del portador 
si se presentasen, sin infringir lo dispuesto en la R. O. de 2. 
de Abril de 1867, como tampoco acceder á la pretensión de 
que se entreguen al actor nuevos títulos en equivalencia de 
los perdidos, por no estar autorizados por ninguna prescrip*^ 
ción legal estas dobles emisiones. 

La R. O. de 2 de Abril de 1867, es la única disposición 
que rige respecto á la Deuda en general, tanto interior como- 
exterior, no siendo aplicable la legislación que se observa en 
Inglaterra porque sobre este punto ni existe convenio esd- 
pulado, ni disposición alguna que así lo determine. — R. D. 
S. 1 5 de Mayo de 1887; G. 11 de Septiembre. 
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Factor* Que una vez convenida por el dueño de una 
casa de comercio y el factor gerente ]a terminación del giro 
de aquélla, formándose en su consecuencia por el segundo 
el correspondiente balance, con inclusión de saldo resultante 
á su favor y con designación de la cantidad que le tocaba 
percibir por razón de utilidades, si el primero prestó á ello 
su conformidad sin reserva alguna y quedaron liquidadas 
las cuentas de ambos y fijado de común acuerdo el haber de) 
factor por los conceptos en que resultó acreedor, este cónve* 
nio tiene de por si fuerza obligatoria para los dos interesa- 
dos, y la sentencia que estima la demanda del factor para el 
pago de dicho haber, no infringe las Leves 1 14 y 119, tit. 19^ 
partida 3.* y Le^ 3.*, tit. 1 1, partida 5/, y el art. 36 del Có- 
digo de Comercio de 1829. 

Que en el propio caso, aun sin estar firmado el balance 
en el libro de inventario, por el dueño del establecimiento» 
requisitos por otra parte innecesarios, según el citado artícu- 
lo 36, encontrándose aquel ausente del domicilio de la casa 
comercial, pudo válidamente prestarle su conformidad al pie 
de una copia del mismo balance. 

Que aun cuando contra el precepto del art. 269 del mismo 
Código, se repute el factor como consocio de su principal, 
por ser partícipe en las utilidades de la casa, pudieran dar 

Í>or terminados sus compromisos y liquidar sus cuentas en 
a forma expresada, como únicos interesados en el asunto. 

Que condenando al pago del saldo de una cuenta no se 
infringe la Ley 3o, tit. 11, partida 5.*, si habiéndose opuesto 
por el deudor la excepción genérica de falta de acción en el 
demandante, no impugna concretamente las cuentas de éste» 
en aquello en que pudieron contener engaño ó error sustan- 
cial, que es el derecho amparado por dicha Ley. — R. C. en a» 
de u. 23 de Diciembre de 1890; G. de 5 de Febrero de 1891. 
Las participaciones que suelen dar los comerciantes á 
sus factores ó dependientes en los productos de sus empresas 
mercantiles, ó de alguna determinada, no constituyen dona^ 
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dónenla acepción lega) déla palabra, porque no tiene su 
causa en una liberalidad, sino que antes bien obedecen á un 
móvil interesado, cual es el de recabar por el estimulo de la 
ganancia una cooperación más activa é inteligente que la que 
Dumanamente puede esperarse de la retribución hja no acom- 
pañada de futuras aunque aleatorias ventajas. 

Estimándolo así la Sala setitenciadora, no infrinsre las Le- 
yes I o, tit. 12, libro 3.* del Fuero Real, 4/ y 6.*, tit. 4.*, 
partida 5.* y los arts. 618, 623, 620, 632, 635, i,583 y 1,711 
del Código Civil. — C. núm. 65; 10 Febrero 1899; G. 14 de 
Marzo, m. a.; C. L., t. 4, y R., t. 86, p. 298. 

Con sujeción á los arts. 174, al 181 del antiguo Código de 
Comercio, en relación con los 29, 3o y 234, y al 188, 189 y 
191 del mismo, ninguno de los dependientes á que se refieren 
pueden contratar por sus principales sin poder especial y ex- 
preso que éstos les confieran, sea ó no escrito, sin que baste 
para sobreentenderle en todos los casos la mera circunstan- 
cia de que por órdenes ó comisiones verbales hayan interve- 
nido en operaciones análogas anteriores, pues la falta de po- 
der escrito, ó siquiera la notificación pública de la existencia 
de un mandato general, requiere para garantía de las casas 
comerciales y en cumplimiento extricto de los preceptos 
legales, que para cad^ operación realizada fuera dpi estable- 
cimiento mercantil, se acredite de alguna manera fehaciente 
la existencia de la orden del mandato. 

La intervención de un intermediario en el comercio, no 
excluye la necesidad de poder ó autorizacióa ¿n favor de éste 
para la eficacia de su gestión. *-C. núm. i56; 26 de Diciem- 
bre de 1901; G. 4 de Abril de 19)2; C. L., t, 10, y R., t. 92, 
p, 6qo. 

Falsedad* Según el art. 3i5 del Código penal, el que 
cometiere en letras de cambio ú otra clase de documentos 
mercantiles alguna de las falsedades designadas en el artículo 
anterior, será castigado con la pena de presidio mayor y mul- 
ta de 5oo á 5,ooo pesetas; y conforme á los mismos 2.* y 4.* 
del art. 314, se cuentan entre estas falsedades la de suponer 
en un ^cto la intervención de personas que no la han tenido, 
y la de faltar á la verdad en la narración de los hechos. — Sen- 
tencia de 24 de Enero de i883; G. de 1 1 de Agosto, Jurispru- 
dencia Criminal. 

Si el recurrente, por más que no tratase de desfigurar su 
propia letra, hizo aparecer como firmante en el recibo puesto 
en unos documentos de giro á otro sujeto, consignando la 
afirmación de que tenía poderes de él, cometió esas dos espe- 
cies de falsedad, suponiendo la intervención en el acto de 
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hacerse efectivos dichos giros, de una persona que no la tuva 
ni se sabe siquiera que exista, y faltando á la verdad en la 
narración de un hecho deUodo punto incierto. — ídem. 

Si dados ios hechos probados por la Sala sentenciadora, es 
evidente la falsedad cometida en el talón presentado al co* 
bro, toda vez que se supone ^expedido^por un sujeto no ha* 
biéndolp sido en realidad, suposición que dá intervención en 
el acto á persona que no la ha tenido, y que por lo mismp 
constituye^la falsedad del aludido documento ó talón que 
comprende el núm. 2.* del art. 314 del Código, según 
así tiene declarado el Tribunal S.; la Sala sentenciadora, al 
declarar que el hecho constituye delito de falsedad y no el de 
estafa comprendido en el art. 548 del Código, procede con 
acierto^ sin incurrir en error de derecho y sin infringir los 
arts. 3 14 y 548 del Código Penal — S. de 5 Febrero de 1884; 
G. de 17 de Agosto, Jurisprudencia Criminal. 

No pudiendo estimarse documento mercantil y sí mera* 
mente privado, el talón de que queda hecho mérito, toda vez 
que la operación de cuentas corrientes no es de carácter 
esencialmente mercantil, ni en el presente caso procede de 
negociación de este género, ni es comerciante el dueño del 
talón ni reúne condiciones por las que se pueda reconocer 
jurídicamente este carácter y comprenderlo entre los que 
enumera el art. 3 16 del Código^ y sí de documentos privados 
á que se refiere el 3 18 en dicha disposición legal, debe com- 

Erenderse y aplicársele la sanción penal- que la misma esta* 
lece respecto de los autores responsables de la falsedad, y 
por tanto, al no haberlo apreciado así la Sala, comete error 
de derecho ¿é infringe el art. 3i8 por su no aplicación.— 
ídem. 

Según el art. 3i5, el particular que cometiera en documen-^ 
to público ú oficial, ó en letras de cambio ú otra clase de 
documentos mercantiles alguna de las falsedades designadas 
en el 314, será castigado con las penas de presidio mayor y 
multa de 5oo á 5, 000 pesetas; que las señaladas en ti artí- 
culo 314 antedicho, consisten, entre otras, en suponer en un 
acto la intervención de personas que no la han tenido.— ^Sen- 
tencia de 10 de Marzo de 1884; G. de 34 de. Agosto, Juris- 
prudencia Criminal. ^ 

Si de los hechos consignados como probados er\ la senten- 
cia recurrida aparece desde luego con toda evidencia que en 
la ciudad de la Habana se falsificaron dos canar*^ una de 
ayisoy otra de orden para la entrega de 45,000 pesos, diri- 
gidas ambas á una casa de comercio de Filadelfia, ¿hombre 
y con la firma contrahecha ó fingida de una persona vecina 
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de la primera expresada ciudad, en virtud de cuyas cartas re- 
cibió los 45,000 pesos el procesado que se presentó oportu- 
namente á cobrarlos con la referida orden; estos hechos 
constituyen simplemente el delito de falsificación de docu- 
mento privado, definido y castigado en el artículo 3 14 del 
Códico Penal de Cuba y Puerto*Bico» que e*> el aplicable á )a 
causa de que procede el presente recurso; y siendo como es 
una circunstancia absolutamente esencial del mencionado 
delito de falsificación de documento privado, el perjuicio 
causado ó que se tuviere ánimo de causar á tercero^ no pue* 
de en manera alguna separarse de la falsedad cometida el 
indicado perjuicio objeto y consecuencia de la misma» for- 
mando esos dos elementos un solo delito especial de falsifi- 
cación, cuyo exclusivo conocimiento corresponde sin ningún 
género de duda al Tribunal del punto en donde semejante 
falsificación se hubiese cometido. 

En atención á lo expuesto, el Juagado y la Sala de lo Cri- 
minal de la Audiencia de la Habana, que han entendido en 
el proceso de que se deriva el actual recurso, tenían exclusiva 
competencia para conocer el delito que dio lugar á dicho 
proceso, y al hacerlo así y aplicar al caso el citado artículo 
314 del repetido Código, no han invadido extrañas jurisdic« 
clones ni cometido infracciones de Ley. — S. de 16 de Enero 
de i885; G. de 26 de Agosto, Jurisp. Criminal. 

Segiünel artículo 3i5 del Código Penal el particular que co-^ 
metiere en documento público y oficial, y en letras de cam- 
bio y otra clsse de documentos mercantiles, alguna de las 
falsedades designadas en el 314, será castigado con la pena 
de presidio mayor y multa de 5oo á 5, 000 pesetas. — S. de 7 
de Febrero de 1887; G. de 9 de Junio, Jurisprudencia Cri-^ 
mina!. 

No procediendo de verdaderas operaciones de comercio 
los talones de cuentas corrientes contra un Banco, donde 
para mayor seguridad se tienen depositadas particularmente 
cantidades, tales documentos, no reconocidos como mercan- 
tiles en e 1 Código de Comercio de 1829 vigente ala fecha 
del suceso de autos, no pueden tener jurídicamente ese ca» 
racter ni ser considerados sino como documentos privadoa 
para los efectos legales. Falsificados por el recurrente fin^ 
giendo la firma y rtübrica de su principal, dos talonea de 
cuentas corrientes contra un Banco, de 2,5oo pesetas uno y 
de 2,000 el otro, que descontó en dos distintas casas de cam- 
bio, causándoles el perjuicio consiguiente tales documentos^ 
que no aparece provengan de verdaderas operaciones de co- 
mercio, y que no reconoce como mercantiles el Código es- 
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pedal de la mafería vigente en aquella fecha; no pueden tener 
)urídicamente ese carácter, ni su falsificación cae bajo la san» 
ción penal del artículo 3i5 del Código, sino que Jo está de 
lleno en el 3 1 8, porque sólo ha podido dárseles el carácter 
de privados, en los que con perjuicio de tercero, se ha come- 
rido la falsedad designada en el núm. i.® del artículo 3 14 del 
mismo Código.— S. de 1 5 de Mayo de 1887; G. de 3 de Sep- 
tiembre, Jurisp. Criminal.— Vide Estafa. 

FalsiflcaciÓn. Según el artículo 3 iS del Código pe- 
nal el particular que cometiere en documento público ú ofi* 
cial, ó en letra de cambio ú otra clase de documentos mer- 
cantiles, alguna falsedad de las comprendidas en el artículo 
anterior, será castigado con las penas de presidio mayor y 
multa de 5oo á 5,ooo pesetas. — C. 27 de Noviembre de 1875; 
G. de 28 de Diciembre, t. XIII, p. 369, Jurisp. Criminal. 

El endoso de una letra puesto á continuación de la misnuí, 
forma parte integrante de ella, de tal modo que no puede 
hacerse efectiva sin que le acompañe; y en tal concepto la 
falsedad que en él se -cometa, está comprendida dentro de la 
prescripción del artículo referido.— ídem. 

— Por el artículo 291 del Código penal vigente se castiga 
con la pena de presidio correccional en sus grados mínimo y 
iñedio la falsificación de sellos, marcas, billetes ó contrase- 
ñas que usen las empresas ó establecimientos industriales ó 
de comercio.— C, 29 de Marzo de 1876; G. de 29 de Julio; 
t. XIV, p. 43i, Jurisp. Criminal. 

—Letras de cambio expedidas por librador imaginario con» 
tra pagador que tampoco existía y que fueron negociadas j 
cobradas por el autor de la ficción. Este hecho constituye el 
delito de estafa. — Sentencia en asunto penal de i3 de Julio 
de ipoi; G. 3i de Mayo de 1902, p. 76. 

PcPPOCaPrilCS* Que la sentencia que condena á un» 
compañía de ferrocarriles á abonar unas obras hechas con su 
aquiescencia que ceden en su beneficio y aumentar su rique- 
za, por más que no las contratase directamente con el que 
las ejecutó, no infringe el principio de que la persona ó en* 
tidad jurídica que no ha celebrado con otra ningún contrato 
ni convenio alguno referente á ejecución de obra no debe ser 
obligada al pago de las mismas cuando no la han enriqueci- 
do.— S. de 29 de Marzo de 1870; p. 66, t. 22, Jurispruden- 
cia Civil. 

Que el artículo 3.* de la Ley de 12 de Noviembre de 1869^ 
que dicta reglas para el procedimiento ejecutorio contra las 
compañías de ferrocarriles, como el artículo 1448 de la Ley 
de Enjuiciamiento civil, prohiben en absoluto sin excepción 
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alguna, despachar eiecuciones ni trabar embargos en líneas 
iérreas, sus estaciones y dependencias ni en material fijo y 
móvil destinado al movimiento de la vía, ampliando esta 
prohibición el articulo 5.^ de la citada Ley de 1869 aun á 
aquellos bienes que, sin formar parte del camino,* ponen las 
Compañías cuando son necesarios al movimiento en explota- 
ción; que atendidos tan terminantes preceptos no cabe duda 
que el espíritu que las informa es el de impedir la paraliza- 
ción del movimiento en las vías férreas; por consiguiente la 
prohibición de ser embargadas alcanza á la mitad y conjunto 
de la vía sin limitarla al trozo ó sección ab|erta al servicio 
público con exclusión del que se está construyendo, porque 
además de no hallarse tal distinción en la Ley, el establecer- 
la sería ir contra su espíritu y objeto; sin que con tal Ínter» 
pretación queden ilusorios los derechos de los acreedores, 
puesto que la misma Ley establece los medios adecuados para 
que hagan efectivos sus créditos hasta el punto de poder ob- 
tener la declaración de quiebra de la Compañía. — Sentencia 
de 1 5 de Abril de 1896; p. 697, tomo 79, Jurisp. Civil. 

— Que si en la demanda se pidió que se condenase á una 
Compañía de ferrocarril á la indemnización de daños y per* 
juicios, y sobre este versó la discusión del pleito, y la sen- 
tencia recurrida condena bajo este concepto al pago del seis 
por ciento de la cantidad á que ascendían los perjuicios, como 
parte de los mismos, ínterin no se entregue al acreedor, hay 
perfecta congruencia entre lo pedido, discutido y fallado, 7 
por consiguiente no puede admitirse el recurso por el mo- 
tivo que á esto se refiere, conforme á lo dispuesto en el nú- 
mero 8.® del artículo 1729 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
— R. C. de 17 de Noviembre de 1884; G. de 20 de Junio 
de i885. 

— Que son de aplicación evidente Ibs artículos 221 y 210 del 
Código de Comercio y i37y 148 del Reglamento para la 
ejecución de la Ley de policía de los ferrocarriles, cuando 
se trata de perjuicios positivos y no eventuales é inciertos 
causados por las faltas de una Empresa eñ determinados 
trasportes, según la apreciación que ha hecho de las pruebas 
la Sala sentenciadora.— R. C. 5 de Enero de i885; G. de 10 
de Agosto. 

Que no se infringe el artículo i25 del Reglamento, para la 
ejecución de la Ley de policía de ferrocarriles, cuando en la 
sentencia no se desconoce ni se ha puesto en duda que la 
expedición de las mercancías á que este pleito se refiere se 
verificó con retraso.— R. C. 28 efe Marzo de i885; G. 26 de 
Octubre. 
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— Que Ja sentencia que condena á la empresa de ferrocarril 
porteadora al pago de daños y perjuicios ocasionados por un 
descarrilao^iento por haber expedido una mercancía cuatro 
horas después de las 48 de facturadas, infringe la Ley del 
contrato cuando en él se establece que podría disponer de 
14 horas más sobre los plazos legales, el artículo i3i del 
Reglamento de 8 de Septiembre de 1878 y la regla 7.* de la 
Real orden de 10 de Enero de 1 863, ya que en el día de 
aumento convenido se refiere á plazos reglamentarios sin ha- 
cer distinción entre éstos ni restringirlos por consiguiente al 
de transporte. — C. de 11 de Abril de 1885; G. de i3 de Di» 
ciembre. 

— Que la certificación librada por un ingeniero Jefe déla 
Dirección del ferrocarril, relativa á la cantidad de obra de 
terraplenes y desmontes que según el proyecto primitivo del 
ferrocarril había de verificarse en trozo tomado á destajo por 
los recurrentes, no es un documento que demuestre eviden- 
temente que la Sala ha incurrido en error, según se expone 
en el segundo motivo del recurso, porque dicho proyecto^ 
como todo presupuesto, no puede aceptarse como una prue- 
ba concluyente de la cantidad de obras que se haya ejecutado 
después y que la reconvención del demandado, fundada en 
el mayor coste de ciertos terraplenes y desmontes, éralo úni- 
co que dejaron por hacer los destajistas y mereciera el con- 
cepto de documento auténtico, no tiene en el caso actual y 
para los efectos del recurso valor alguno sino en conjunta 
con la certificación referida.— R. C. de 16 de Junio de 1886; 
G. de 26 de Agosto. 

— Que al estimar la sentencia que los demandantes cumplie» 
ron el contrato por su parte obteniendo la concesión del fe- 
rrocarril por medio de Real Orden que sólo pudo otorgarla 
en el concepto de servicio particular, aunque con uso pública 

J^ con declaración de utilidad pública, de conformidad con 
os artículos 64 de la Ley de Ferrocarriles, yS de su Regla- 
mento y 10 de la expropiación forzosa; y que la Sociedad 
por no haber satisfecho la obligación correlativa de comple- 
tar el 3 j)or 100 de la fianza, ha de indemnizar daños y per- 
juicios, infringe la Ley del contrato, porque no siendo la 
concesión obtenida igual en su esencia ni en su forma á la 
prometida á la Sociedad demandada, extiende la obligación 
de ésta á cosa y caso diversos de lo estipulado. — R. C. de 6 
de Julio de 1886; G. de 8 de Septiembre. 

— Que la sentencia recurrida infringe la Ley del contrato y 
los artículos Sg y io5 de la Hipotecaria, incurriendo además 
en error de hecho, ya porque del documento privado, base 
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de la demanda, resulta evidentemente que quien contrató la 
ejecución de determinadas obras del ferrocarril no fuéua 
particular sino la empresa concesionaria de dicho ferrocarril 
representada por aquel' como su Director Gerente y por el 
Ingeniero Jefe de la construcción, ya también porque la 
otra Compañía de los ferrocarriles quedó subrogada en el 
propio lugar y caso de la citada Empresa por virtud de ce- 
sión ó transferencia que obtuvo de la concesión y de las 
obras ejecutadas en la línea transferida; ya por último por* 
que reconocido por la misma Compañía en el hecho 8/ de 
«u escrito de contestación á la demanda, el carácter refaccio- 
nario del crédito que se reclama, su anotación preventiva que 
no ha sido impugnada oportunamente por ninguna de Jas 
partes demandadas, debe surtir y surte todos los efectos de la 
hipoteca, ó sean los de sujetar directa é inmediatamente los 
bienes sobre que se impone el cumplimiento de las obiiga«> 
€Íones, para cuya seguridad se constituye, cualquiera que 
sea su. poseedor.— R. G. de 3o de Diciembre de i886; G. de 
.i8 de Mayo de 1887. 

—Que si bien el artículo 137 del Reglamento de 8 de Sep- 
tiembre de 1878^ para la ejecución de la Ley de ferrocarriles, 
establece que el retraso en la entrega de la mercancía dá de* 
recho á la indemnización de daños y perjuicios, en estos únU 
camente pueden ser comprendidos los que sean consecuen- 
cia inmediata y necesaria del cumplimiento del contrato de 
trasporte, como lo tiene resuelto el Tribunal Supremo en 29 
<le Abril de 1876. 

Que en modo alguno es obligatorio para la compañía de- 
mandada el contrato celebrado entre terceras personas, por* 
xjue la primera no tuvo intervención ni conocimiento de lo 
convenido, ni por consecuencia, pudo obligarse, toda vez que 
los contratos son Ley para los que los realizan y no extien- 
den sus consecuencias á los que son ágenos á los mismos. 

Que no ha sido infringida la Ley 8.^, tit. 22, partida 3/ 
porque al defender la Compañía no ha procedido con teme* 
ridad y la absolución alcanzada hace improcedente la impo- 
sición de costas.— R.. C. de 22 de Enero de 1887; G. de 29 de 
Mayo. 

— Que demandados en este pleito dos sujetos personalmente 
y en la representación que tiene cada uno de ellos en la So- 
ciedad del ferrocarril para que abonen á los demandantes 
3x2, 5oo reales en 164 acciones del ferrocarril, completando 
con metálico el menor precio que tuvieran al precio de coti- 
zación el día de su entrega, la sentencia recurrida los conde» 
•na, en la representación que tiene en la Sociedad del ferroca- 
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rril, á que entreguen las 104 acciones y la cantidad necesaria, 
que no exceda de 5o,ooo francos que obran en su poder i 
virtud de requerimiento judicial, y los absuelve de los demás 
extremos de la demanda, es congruente én esta, porque re« 
suelve todos los puntos litigio^^os y relativos á ellos. ^—R. C. de 
5 dé Marzo de 1887; G. de 26 de Julio. 

— Que tratándole de un pleito contra una Compañía de fe- 
rrocarriles representada por su Director, es de todo punto im» 
pertinente, con arreglo al artículo 5jg de la Ley de Enjuicia* 
miento Civil, la diligencia de posiciones propuesta para ab» 
solverlas un consejero de la Compañía, porque ésta no tiene 
el carácter de litigante en el pleito — R. C. de 10 de Diciem* 
bre de 1887; G. de 5 de Abril de 1888. 

Que la responsabilidad de las empresas de ferrocarriles 
respecto á las entregas, comienza desde el momento en que 
se han hecho cargo de ellas en el local destinado á recibir* 
las.— R. C. de 17 de 0:tubre de 1888. G. de 8 de Enero 
<le 1889. 

—Que no puede en manera alguna ser considerada como 
xlehnitiva la sentencia denegatoria de la admisión de un in* 
cidente promovido por el acreedor de una Sociedad de ferro- 
carriles, sobre nulidad de las actuaciones producidas con re« 
lación á la declaración de aquélla en estado de suspensión de 
<pagos }r convocatoria de los acreedores para adherirse á la 
proposición de convenio presentada por la misma, alegando 
el actor la falta de formalidad del Procurador y del Gerente 
<le la Sociedad, la inexactitud del Balance y defectos en ki 
forma de practicarse las adhesiones al convenio, porque de* 
hiendo ajustarse según lo terminantemente dispuesto en el 
artículo 1,320 de la Ley arriba citada, el procedimiento que 
ha de seguirse en la materia referente á quiebras de las Com-' 
pañtas de ferrocarriles, á los procedimientos especiales orde* 
nados por la Ley de 12 de Noviembre de 1869, es obvio que 
las pretensiones formuladas por el recurrente y sobre que 
versaba el incidente por el mismo provocado, fueron aduci* 
das t>rematuramente antes de que llegara el período y trámite 
del juicio oportuno para ello, según claramente se desprende 
de lo que establecen los artículos 11 y 12 de la repetida Ley 
de 12 de Noviembre de 1869. 

Que en el caso mencionado tiene el actor expedito su de» 
recho para hacer cuantas reclamaciones estime conveniente 
oponiéndose al convenio de la Sociedad, en el trámite y mo- 
mento en que proceda y corra el período correspondiente 
para ello, pudieirdo en su caso interponer el recurso de ca« 
«ación que la citada Ley establece ya entonces contra el auto» 



Digitized by VjOOQIC 



160 RBPBRTOBIO DB LA JURISPRUDBNCIA MBRCANTIL 



en que el convenio fuese aprobado.^ — R. Ó. de lo de Diciem* 
brede 1888; G. de 3i. 

—Que la obligación que las Compañías de ferrocarriles tie- 
nen de facturar los bultos que al efecto se las presenten, está 
subordinada ala condición deque el remitente, al celebrar el 
contrato de transporte, se sujetó á las prescripciones rej^la- 
mentarias ó aquellas legítimamente establecidas por la £m* 
presa porteadora. 

Que no habiéndose conformado con ellas el cargador aun 
cuando hubiera llevado la mercancía á la estación, no pudie*^ 
ron comenzar para la empresa las obligaciones y responsa- 
bilidades que establecen los artículos 1 12, 1 14, 145 y 180 del 
Reglamento de 1878. 

Que la obligación de aumentar el daño, supone necesaria- 
mente que aquel á quien se reclama lo haya causado por 
dolo ó culpa; y declarando la Sala sentenciadora que no 
hubo ni uno ni otro por la parte demandada con aquel obje* 
to, no infringe la Ley 3.\ tit. i5, partida 7.% ni el artículo 
14 de la Ley de 23 de Noviembre de 1877 para la conserva* 
ción y policía de las vías férreas, si aquella tuese una Com* 
pañía de ferrocarriles. — R. C. de 14 de Diciembre de 1888; 
G. de 27 de Marzo de 1889. 

Que según la regla 20 de la Real Orden de i / de Febrero 
de 1887, dada por el MiníMerio de Fomento, autorizado por 
una Ley para regularizar el servicio de ferrocarriles, las re* 
clamaciones judiciales á que dé lugar el contrato de traspor- 
tes, se podrán sustanciar á elección del remitente ó del con- 
signatario, contra la Compañía que recibió la mercancía, ó la 
que debió entregarla ante la autoridad competente en uno ú 
otro caso. — C. 18 de Marzo de 1889; G. de 3 de Abril. 

Que la sentencia condenatoria al pago del valor de una 
mercancía é indemnización de perjuicios según demanda del 
endosatario del consignatario, por retraso en el transporte 
contratado con una Compaaía de ferrocarriles, no infringe el 
artículo 52 del Código de Comercio vigente, porque no está 
comprendido en ninguno de sus casos el mencionado con- 
trato de porte. 

Que en el propio caso tampoco se infringen los artículos 
57 y 35o del mismo Código, si la sentencia interpreta el con- 
trato como previene el primero de dichos artículos y se han 
cumplido en la carta de porte las condiciones que determina 
el segundo. 

Que los artículos 353 y 36o del Código citado no prohi- 
ben el traspaso ó endoso que el consignatario, como dueño 
de la mercancía, puede hacer de la carta de porte. 
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• Que reconocida en correspondencia epistolar por la empre- 
sa porteadora la personalidad del endosatario de la carta de 
porte, como representante legítimo de la acción y derecho 
del consignatario, no puede ir contra sus propios actos^ 
conforme con lo que se practica por compañías y exigt lá 
índole especial del contrato de transporte por ferrocarriles 
para que baya facilidades que no entorpezcan lá circulación 
de las mercancfar. 

Que no habiendo sido materia del pleito la inteligen{:Ja é 
toterpretación de las cláusulas del contrato, y sí única y ex- 
clusivamente el valor y eficada legal del endoso y transmi- 
sióti que el consignatario hubiera hecho al demandante, no 
cabe estimar infringida la doctrina relativa á la interpretación 
de los contratos. 

Que el artículo 347 del vigente Código de Comercio y el 
178 del Reglamento para la ejecución de la Le^ de 22 de 
Noviembre de 187^ sobre policía de los ferrocarriles no im- 

f>onen al consignatario la- obligación de poner el endoso de 
a carta de porte en xronocimiento de la Compañía porteado- 
ra, que en todo caso no tiene otro derecho que el de identi^ 
ficar la persona del consignatario y la del endosado. 

Que para los efectos délos derechos y obligaciones que 
nacen del contrato de porte, el día de la llegada de la mer- 
cancía ha de entenderse aouel en que el consignatario ó su 
legítimo representante puede recibirUi 
• Que la tardanza ó retraso fuera del plazo reglamentario en 
la llegada de los efectos trasportados al consignatario ó á su 
legítimo representante dá derecho dé dejar aquellos por cuen* 
ta del porteador, comunicándoselo á éste por escrito y antes 
de la llegada de los mismos al punto de su destino, y en este 
caso el porteador vendrá obligado á satisfacer la justa esti- 
mación de aquéllos como si realmente se hubiesen perdido 
ó extraviado. 

Que el ejercicio de este derecho excluye toda reclamación 
de daños y perjuicios, y no estimándolo así la Sala senten- 
ciadora iniringe el artículo 371 del Código de Comercio vi- 
gente.— R. C. de 28 de Septiembre de 1889; G. de 12 de No- 
viembre. 

Que no procediendo de la comisión de un delito sino de 
la infracción de preceptos reglamentarios, la responsabilidad 
civil de una Compañía de ferrocarriles, por los daños causa- 
dos á un particular y que éste reclama en el domicilio de 
aquélla, el Juez de este punto es competente para conocer de 
dicha demanda, y estimándolo así la Sala sentenciadora no 
comete el quebrantamiento de forma á que se refiere la caur 

11 



Digitized by VjOOQIC 



162 BBPfiBTOBIO DB LA JURIftPBÜDBUClA MBBCANTIl» 

, _^ 

•a 6/ del artícalo i,6i3 de la Ley de Eojolciafliltiito CWll. 
— tR. C. de 10 deO:iabre de 1889; G. d^ 25. 

Que tomada anotación preventiva de la dema«da lAter* 
puesta por un acreedor expedicionario contra el Director de 
la egipresa de un ferrocarril, y estimada la excepcién dU«to« 
fia de falta de personalidad del demandado» dejando cooapk* 
lamente intacto el dereclio reclamado por el actor, lo mianio 
que la mencionada anotación, puede el último reproducir 
con evidente legalidad su demanda y la ratificación d^ la 
«nbucióa preventiva contra el propio demandado, sin otra, 
variación en el carácter de éste que la de concesionario de la 
linea retaccionada y liquidador de la empresa disuelu, y sus- 
tanciado el juicio en estos términos y resuelto por sentencia 
firme condenatoria del demandado, quedaría así ejecutiva-» 
mente declarado el crédito refaccionario y subsistente la 
anotación preventiva que garantizaba el cumplimiento de la 
•expresada sentencia condenatoria. ^R. C. de 6 de Diciembre 
de 1889; G. del 21 de Enero 1890. 

— Que el hecho de trasportar en trenes mixtos las mercan- 
cías facturadas en pequeña velocidad, si bien puede conside-* 
rarse como bonificación del contrato, en nada modifica laa 
obligaciones y responsabilidades que á las empresas de ca* 
minos de hierro impone el capitulo octavo del Reglamente 
de 8 de Julio de 1859 y especialmente su artículo i39, según 
el cual no tiene el carácter de caso fortuito el incendio si 
<iichas empresas no prueban que no fué ocasionado por la 
imprudencia ó descuido de sus empleados, ni por la insufi-*» 
ciencia ó mala coadición de los medios de transporte. 

Que declarando la Sala sentenciadora por el conjunto de 
pruebas practicadas, que una compañía ferrocarrilera reci* 
bió en una de sus estaciones sin protesta ni reserva una par- 
tida de balas de algodón y que el incendio de estas ocurrido 
en el trayecto de la línea por las chispas que desprendía la 
máquina fué consecuencia de la imprevisión y descuido oon 
que se organizó el tren colocando ios vagones descubiertoa 
<\at contenísn las pacas á seguida del furgón de cabeza sin 
tomar las precauciones que exigía esta colocación y la grsua 
combustibilidad de la mercancía, y por último, que el dea- 
cuido de los empleados de dicho tren, llegó al. extremo de no 
üjar su atención en los clamores de los viajeros alarmados^ 
haciendo preciso que la Guardia Civil disparase sus armas 
para lograrlo y conseguir que se detuviera la marcha, es in<^ 
dudable que la mencionada empresa está en el deber de ía- 
demaizar; y estimándolo así la Sala sentenciadora, no infrin- 
ge los artículos 234 del Código de Comercio antiguo, 5o dol 
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moderuo, ea concordancia con Us dlsposicjoaes del derecha 
común.— R. C. de la de Febrero de 1890? G, de 7 de Julio. 

— Qoesi la acción ejercitada contra una Compañía de ferro* 
carriles para la devolución de cantidades no se derivs del 
contrato de transporte sino del pago hecho por error^ por 
«o haber dado la Compañía, conocimiento á los remhentet, al 
tenido i la vista la tarifa más beneñciosa, no son apJicablea 
á esta acción las excepciones de prescripción basidas en ios 
artículos i5o del reglamento de policía de los ferrocarríies^ 
de 8 de Julio de 1839, i^^ ^^1 <^^ ^ ^^ Septiembre de i8;B^ 
^07 del Código de Comercio de 18^9, y 95 1 del de i883.^i- 
R. C. de II de Julio de 18^0; G* de 27 de Octubre. 

Que la rectificación posible y aun con veniente de los pri- 
mitivos planes de una línea férrea, prevista en el contrato de 
compra* venta de ésta, no implica su falsedad y sustancialidad 
•en el error, engaño y daño á que se refieren las Leyes 28^ 
tlt. II, 57 v 62, tit. 5.», pardda 5.* y 3.', tit, i5, panida 7/ — 
R. C. de 25 de Noviembre de 1892; G. 8 de Knero de 1893, 

— Que es indudable que la enagenación de una línea férrea, 
cuya concesión y explotación eran el objeto eiclusivo de una 
Compañía anónima, lleva consigo la disolución de ésta, y la 
anulación é ineficacia de las cédulas, láminas é títulos de los 
accionistas, aunque la responsabilidad de éstos^ como partí- 
cipes de una Sociedad anónima, no se baya extinj^uido y 
subsista por lo que toca á las deudas y obligaciones coatrai- 
das, hasta donde alcance el capital sociaL 

Que por lo expuesto, los acreedores de una Compañía de la 
citada clase en la indicada situación pueden exigir de ella el 
pago, sin que sea obstáculo para hacerlo el estado de liqui- 
dación de aquélla, como demuestran los articules 281, 3oo, 
^37 y otros del antiguo Código de Comercio; que por lo 
mismo, no infringe la sentencia absolutoria de la demanda 
interpuesta para el pago de cantidad por uno de dichos aeree* 
dores déla Compañía cedente contra la cesionaria.^R. C, 6 
*de Febrero de 1893; G. de 26 de Marzo, 

— Que según el contexto de una escritura otorgada por un 
particular por sí y en representación de los que componían 
'la empresa constructora de un ferrocarril y los concesiona* 
tíos de éste, es evidente que la obligación contraída por la 
•expresada empresa constructora da dar á los concesionarios 
el 20 por 100 de las acciones que tenía que recibir á su tiem- 
po á cuenta délas obras de construcción, no fué una obli- 
gación desligada de la existencia y porvenir de la Sociedad 
anónima, formada con el objeto de hacer y explotar el ferro- 
-carril, sino que consistía pura y exclusivamente en darlas ea 
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la Sociedad la participación representada por las acciones, 
<^uedando consigiiientemente sujetos á las eventualidades de^ 
Ja misma, y á la suerte que en ella pudiera caber á los demás 
isocios. 

Que no infringe Ley ni doctrina, porque la empresa cons- 
tructora sólo se obligó á transferir á los concesionarios el 
20 por 100 de las acciones que habían de serle entregadas^ 
en pago de las obras de construcción cuando á su vez las 
-recibieron^ para lo que habían de cumplirse ciertas condi- 
ciones, porque ningún hecho se declara probado que permi- 
ta atribuir á culpa ó negligencia de la empresa el no haberlas 
recibido^ porque antes de llegar este caso, quedó disuelta }&. 
sociedad y anuladas las acciones sin que nada se haya inten- 
tado contra la validez del acuerdo de la Compañía que auto- 
rizó la venta, porque antes de llcfgar este caso, quedó disuelta? 
la Sociedad y anuladas las acciones, sin que nada sq baya 
ititentado contra la validez del acuerdo de la Compañía que 
autorizó la venta y porque á las vicisitudes de la Sociedad, ño- 
imputables á la empresa constructora, se debió el que ni esta 
recibiera las acciones que hubieran debido entregárseles ni 
que pudiera por lo tanto transferirlas á los concesionarios. — 
S. de 16 de Noviembre de 1893; G, de 17 y 21 dé Diciem- 
1)re. 

— No comete la infracción de los artículos 14 de la Ley de 
policía de lerrocarriles de 23 Noviembre 1877, 1902 y 1903^ 
del Código Civil por la sentencia absolutoria de una deman- 
da de indemnización de perjuicios por siniestro en un ferro- 
carril, cuando aquélla, atendiendo á las pruebas practicadas 
en el pleito, declara puramente fortuito el hecho de que se 
trata y que en él no medió culpa ni negligencia alguna por 
parte de la Compañía demandada, como sería indispensable 
para que ésta hubiera incurrido en responsabilidad con arre-^ 
l^lo á las mencionadas disposiciones. Que en el propio caso y 
siendo el siniestrado empleado de la Compañía, no serian apli- 
cables los artículos 1709, 17 10, 171 1, 1712 y 1713 del Código 
Civil y 281, 292 y 298 del Código de Comercio, porque los^ 
contratos celebrados por las compañías de lerrocarriles y sus- 
empleados no tienen el concepto de mandato, sino de arrenda*- 
miento de servicios. — Sentencia de 10 de Marzo de 1897. Ga- 
ceta de Madrid de 5 de Abril m. a. 

— La obligación impuesta á las compañías y empresas de fe- 
rrocarriles por el artículo 934 del Código de Comercio, ó sea 
el II de la Ley de 12 de Noviembre de 1869, de consignar en 
las cajas de depósitos ó en los Bancos autorizados al electo,. 
los sobrantes, cubiertos que sean los gastos de administración,. 
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explotación y construcción, tiene que entenderse limitado 4 
los sobrantes que sean propios de dichas compañías ó emn 
presas, no los que pertenecieron á terceros, pues de otra 
suerte se liarían extensivos los efectos de la suspensión de pa- 
gos ó quiebras á personas á quienes no puede atribuirse el 
menor carácter de acreedores, por ser realmente dueños de 
tparte de aquellos sobrantes, y esto sería contradictorio de los 
principios y reglas especiales que informan toda la materia 
^e suspensión de pagos y quiebras. — C, núm. i6: 1 1 de Ju- 
lio de 1894: G. 1 1 de Noviembre m. a.: t. j6 p. 62. 

Al disponer, el artículo 1.448 de dicha Ley procesal, en ar- 
monía con lo ya establecido en los artículos 3.^ y 5.** de la 
ircy de 12 de Noviembre de 1869, que no se haga embargo; 
en las vías férreas abiertas al servicio público, ni en sus esta> 
clones, almacenes, talleres, terrenos, obras y edificios que, 
sean neces,arios para su uso, ni en el material tijo y móvil 
^estina^o al movimiento 4e la línea, atiende exclusivamentcf 
•al interés, general y no al particular de las compañías que los 
explotan, np excluyendo, y antes bien permitiendo que pue- 
dan sujetarse á embargo los demás bienes que aquéllas po-^ 
sean, si no forman parte del camido ó no son necesarios a} 
movimiento y explotación del mismo. — C. núm. 142: 3o de 
Marzo de 1898: G. 28 de Mayo m. a.; C. L., t. i, y R-, t. 83, 
f>ágina j3^. 

No cabe admitir que lo prescrito en el artículo 3.^ déla 
Ley de 19 de Septiembre de 1896 se halle subordinado al otor* 
^amiento de la prórroga, porque no se hace directa ni indi* 
rectamente indicación alguna relativa á la misma, ni á la con- 
dición que para obtenerla impone á las compañías el artículo 
1.^, siendo indudable que, según la frase textual consignada 
-en el 3.^ sin exceder el plazo de concesión señalado á sus lí- 
neas, no se establece diferencia entre el fijado en la conce* 
"sión de cada línea y el que pueda fijarse si se otorga la pró- 
rroga, pudiendo las empresas y sus acreedores, en uno y otro 
caso, celebrar convenios dentro del período que abarque el 
plazo de la concesión; j>orque además el concierto especial 
de que habla dicho articulo 3/ y el procedimiento marcado 
para conseguir la aprobación, pueden tener lugar, así obte- 
•aida como no obtenida la prórroga; lo cual demuestra que la 
-eficacia de aquel precepto legal no depende de que se cumpla 
lo ordepado en el artículo i.* y, finalmente, porque si eri| 
^usto que por las Compañías se remunerase ó compensase 
fl beneficio que reportarían por la prórroga del usufructo délas 
líneas, conforme dispone el artículo i.^, esta razón no milita 
«en el caso 3.^ en el que no existe cambio de servicios y can- 
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cesiones entre ei Estado y las empresas, y sólo se trata de re- 
blar ccjuitatira mente, en bien de todos, deudores y acreedo* 
res, el e|ercicio de sus derechos privados y puramente driles.. 

Atendidos los términos en que est4 redactado el articulo 
3."*, es evidente que el procedimiento por él establecido no 
puede aplicarse sino á los convenios especiales que las cafn-^ 
pañías celebren con sus obligacionistas y que tengan por ob- 
feto exclusivo, la sustitución por otros de los títulos actual- 
mente emitidos ó la introducción de modificaciones ó aplaia- 
mientos en los cuadros de amortización; de manera que, á do 
ser para estos objetos, taxativamente expresados, no pueden* 
las empresas de ferrocarriles ampararse en las disposiciones 
del citado artículo, prescindiendo de los trámites y tormalt- 
dades del procedimiento que rige en los demás casos, y que- 
es garantía de los derechos de otros acreedores privilegiados, 
y comunes.— C, núm. 3i; ¿8 Enero de i89§; G. ii de Mar- 
co m. a.:C. L., t. 4y R., t. 86, p. i35. 

— Según exprésala sentencia del Tribunal Supremo de 2^ 
Enero de 1899, el procedimiento que autoriza el artículo ter- 
cero de la Ley de 19 de Septiembre de 1896 es sólo aplicable- 
«á los convenios especiales que las compañías celebren con 
sus obligacionistas y tengan por objeto exclusivo la sustitu- 
ción por otros de los títulos actualmente emitidos, ó laintro-^ 
duccion de modificaciones ó aplazamientos en los cuadros de- 
amortización», y «á no ser por estos objetos taxativamente- 
ezpresados no pueden las empresas de ferrocarriles ampa- 
rarse en las disposiciones deleitado anículo, prescindiendo- 
de los trámites y formalidades del procedimiento que rige en 
los demás casos, y que es la garantía de los derechos de otros- 
acreedores privilegiados -^ comunes»; y por consiguiente, di«- 
chos convenios y procedimientos no pueden alcanzar á más 
que á las relaciones de las compañías con sus acreedores obli- 
gacionistas, y que al cangear los títulos de éstos no cabe al-- 
terarlos esencialmente, sino sólo introducir modificaciones ó 
aplazamientos en los cuadros de amortización, conforme lo- 
explica la letra del referido artículo y su sentido general al 
autorizar tales convenios, teniendo en cuenta en primer tér*- 
mino «el plazo de concesión señalado á sus líneas.» 

Excede manifiestamente de estos límites el convenio que 
deja sin interés cierto la mitad de las obligaciones, convierte 
én accionistas á los acreedores por vales y aumenta el capital 
social, por lo que, á tenor de lo expuesto en la referida sen- 
tencia, sería improcedente tramitar su aprobación con arreglo- 
ai artículo 3/ de la Ley. 

Es inaplicable el artículo 936 del Código de Comercio,. 
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cÉHkfido la nulidad de aquel procedimiento, acordada por la 
8alá ftemeociadorá, no emana de defectos en la convocación 
6 en las adhesiones de los acreedores, sino de la falta de loa 
feqUisttoa de la L^y de 19 de Septiembre para que se pueda 
entrar en el procedimiento especial que la misma establece. 
— »C. nútti. loa; 19 de Octubre de 1900; G. 8 de Noviembre 
m. s.: C. L., t. 8, y R. t. 90, p. 475. 

Fábricas y Colonias industriales. Según re- 
petidamente tiene declarado el Tribunal de lo contencioso 
administiativo, la Ley de 3 de Junio de 1868 se propuso com- 
pletar en una sola las Leyes de 1845, i855 y 1866 sobre coló* 
nias agfícolas, protegiendo el desarrollo de la agricultura; y 
por eso, si bien en el artículo 17 concede las exenciones y ven* 
fajas de la misma á los aue hagan edificaciones en el campo 
con destinó á la agricultura ó á otra industria, añade que 
gozarán la exención las tierras afectas á dichas industrias; y 
que las casas estarán habitadas, y que si el propietario lle- 
vase de su cuenta el cultivo de las tierras conservará las ven- 
tajas concedidas por la Ley; de todo lo cual se deduce lógi- 
csmente que las otras industrias á que la Ley ae refiere son 
las auiiliares de la agricultura. Las fábricas de hilados no 
pueden per ningún concepto estimarse como establecimiento 
dedicado á una industria auxiliar de la agricultura, ni por 
consiguiente están comprendidas en las prescripciones de la 
Ley de 3 de Junio de 1068, y si pot providencia de un Go* 
bernador se otorgase á una fábrica de esa clase los beneficios 
de dicha Ley, las autoridades de Hacienda usan con acierto 
y con perfecta competencia de la autorización otorgada eii 
el articulo 1.^ de la Ley de 18 de Junio de i885 declarando 
la caducidad de la conóesión.^^Sentencia de 20 de Juirio de 
1895; Gaceta de 16 de Octubre; p. 233 

La misma doctrina sienta en otro ca^o exactamente igual. 
«^Sentencia de i3 de Julio de 1895; Gacetas de 22 y 23 de 
Octubre; |x 296. 

Cuando es aplicable el artículo 371 del Código mercantil 
y cuando los preceptos de los artículos 137 y 149 de la Ley 
de policía de ferrocarriles ó la determinación de la responsa» 
bilidad de las empresas por retraso y extravío y casación de 
un fallo por inaplicación del primero de los artículos, ño 
obstante y tratarse del extravío de mercancías que tenían un 
valor promo y apreciaUe, circunstancia que impide extender 
la indemnización á más del importe de dicho valor^ confor* 
me al artículo 1,107 ^^1 Código Civil, se indica en la Sen- 
tencia de 24 de Mayo de 1902; Gaceta át Madrid del 9 de 
Agoáto, m. a. pág. 68. 
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Sobre sustitución de la tracción animal por niQtor eléctri'} 
co. — V. sentencia del Tribunal de lo contencioso dej^i de 
Marzo de 1 90 1. 

. Sobre vía férrea atravesada por un camino vecinal - — Vide 
Sentencia del propio Tribunal de 19 de Abril de 1901. 

Sobre gastos de inspecpión y vigilancia de unja línef . — V. 
Sentencia del propio T. de 7 de Mayo de Í901. 
. Sobre autorización al Gobierno para conceder una red de 
ferrocaí riles.— V. Sentencia del propio T. de 5 de Noviembre 
de 1 90 1. 

Sobre competencia para conocer de los daños iiiferidos al 
construir las obras de ferrocarril. — V. R. D. de 5 de Diciem- 
bre de 1901, y . 

Sobre competencia para conocer de la falta de policía presn 
crita en el artículo 8.° de |a Ley. — V. R. D. de. 28 de Agosto 
de 1902, . 

. f^ianZft* P^gai;és suscritos por mujer casada con auto- 
rización de su marido, — V. ^Sentencia de .21 de Noviembre 
de 1892. — G. de 27 de Diciembre, m. a. 

— Por consistir la ñan^sa en la obligación de cumplir |o$ 
compromisos contraidos por un tercero para el caso de no 
hacerlo, éste, cabe que el fiador se obligue solidariamente con 
el deudor principal, sin perder por ello el conirato.su natura? 
leza propia. t 

I^.Conforme al articulo 5o del Código de Comercio 7 á la Ju* 
risprudencia establecida, el derecho supletorio, de aqueles 
la Legislación común, contenida actualmente en el Código 
Civil que no concede á las mujeres el privilegio de eximirse 
del cumplimiento de las obligaciones de fíanza.— ^Sentencia 
de 29 de Diciembre de 1898; G. de 17 de Enero de 1899. 

— Constituida la ñanza de un agente de CQntribjuciones 
nombrado por el Banco de España con anterioridad á la Real 
Orden de 3 de Enero de 1886, entendi.éndose establecida, en 
garantía del buen cumplimiento de sus deberes^ entre los 
cuales se hallaba el de .responder de la buena tramitación de 
los expedientes de apremio hasta que el importe de éstos fue> 
se datado defínitivamente al Banco en sus cuentas, los tér-^ 
minos y naturaleza de este contrato no permiten duda algu? 
na en cuanto á la trascendencia de la fianza otorgada, por 
el agente para responder de su gestión, en el semino de que 
DO pueda prolongarse la traba establecida sobre sus bienes 
más allá del tiempo durante el que pudiera la Hacienda 
exigir responsabilidad al Banco por razón, del resultado de 
dicha gestión, . . ♦ 

Habiéndose establecido reglas en la expresada Rea) Qj:dei| 
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pAra quepor negligencia de la administración no quedara el 
Banco sujeto indefinida é indeterminadamepte, al riesgo de 
que en cualquier momento pudiera aquélla repasar U: cuentn 
á su tiempo prosentada, es evidente que lo mismo debe al-* 
cancar este beneficio á su agente, por la relación íntima que 
fziste entre la resppnsabilidad de éste y la de aquél, y porque 
ilégado este caso, carece de objeto la subsistencia de la fianza 
prestada por los agentes. 

Si hubiese de esperar, apesar de todo, á que la administra* 
ción dictase resolución sobre las cuentas, para cuyo reparo 
carecía de acción, sería inútil, respecto á los agentes, lo pres* 
crito en la expresada Real Ordeq; por lo que, cuando el Baní 
-co ha datado su cuenta con el carácter de prescrita, hay quQ 
entender, recordando el contrato por razón del tiempo en 
que se celebró con el contenido de la Real Orden, que queda 
aquél cumplido y exento de responsabilidad el agente. — C, 
núm. 1 1 8, 27 de Junio de 1899; G. d¿ 3 de Septiembire, mis« 
mo a.; C. L., t. 5, y R., i. 87, p. 61 1. 

— Los valores ó el metálico depositados en fianza, son cosa 
corporal v positiva, y su dominio, como el de los demás bie- 
nes muebles é inmuebles, pueden transmitirse por cualquier 
fñ dtí los medios de adquirir que las Leyes reconocen, corres-» 
pondiendo al dueño todas las acciones que nacen del mismo 
dominio. — C. núm. 39; i.° de Febrero de 1900; G. de 23 de 
Julio, m. a.; C. L., t. 7, y R., t. 89, p. 182. 
. Es un principio de derecho, sancionado expresamente por 
el artículo 1287 del Código Civil, que la fianza no se presu-r 
me, sifio que ha de ser expresa y no puede extenderse á más 
de lo contenido en ella; cuyo precepto es aplicable al afian- 
2;amiento mercantil, por virtud de lo dispuesto en el artículo 
5o del Código de Comercio. 

Siendo gratuito el contrato de fianza, ha de interpretarse» 
cuando se ofrezca duda, por la menor tratismisión de dere^ 
chos, cpnforme á lo prevenido en el artículo 1289 del Código 
Civil, relacionado con el 441 del de Comercio. — C, número 
1 36; 16 de Noviembre de 1900; G. de 24 de Enero de 1901; 
C. L t. 8^ y R^, t. 90, p. 656. 

Fianzas constituidas por los agentes del 
Banco encargados de la recaudación de 

contribuciones- y. Resolución déla Dirección General 
de los Registros de 4 de Enero de 190^. G. de 7 de Febrero. 
Firma* La esencia de la obligación contraída por escrio 
to es la firma de la persona obligada ó de otro á su nombre^ 
y por lo tanto desestimando como ineficaz un documento 
privado de deber, por carecer de tan esencial requisito, no se 
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Infrkige U Ley i.*, th. t.^ libro lodela NoirMltiá Reco|lita- 
clon, ni los 378, 604 y 606 de la de Enjuiciamiento CMVj 
i;ai5, 1.248 y 1.258 del Código Civil.— Sentencia de i3de 
Octubre de 1896. Gaceta del 24 de Noviembre. 

FletamentO- Según ios anícoloa 6^2 y jgi del Có- 
digo de Comercio y su doctrina inconcusa, el contrato de fie*- 
taménto, en cuanto se refiere á mercancías, implica por ptrte 
del fletante la obligación de ponerlas en tierra y á disposición 
del consignatario; lo cual, por analogiá y cuando se trata de 
pasajeros, corresponde al momento en qae admitido el bu<foe 
á Ubre platica pueden éstos desembarcar y con ellos dar fin 
realmente á su visje. — R. D. S. 22 de Noviembre de 1877;: 
Gaceta de 28 de Anril de 1878. 

Que por el contrato de fletamento, el fletante se obliga á 
entregar el cargamento en puerto designado por el fletador^ 
aiendo directamente responsable si así no lo verifica sin caoaa 
legítima: sin que este principio que nace de lá naturaleza áeY 
contrato, se desvirtué por el artículo 683 del Código de Co*" 
mercio de 1829, que al prohibir al capitán de un barco etítfar 
voluntariamente en puerto distinto del de su destino y decla- 
rarle responsable de los gastos y perjuicios que con ello oca« 
aione para con el naviero y cargadores, no excluye la respoñ'*^ 
aabilidad directa del primero para con los segundos, sin per* 
fuicio de que aquel pueda exigirlos después del Capitán que- 
dio lugar á ellos por su voluntad é impericia. 

Que los excesos que puedan cometer el espitan y tripula- 
ción de una nave, de cuya responsabilidad excluye al naviefo 
el artículo 624 del mencionado Código de Comercio, son Ids. 
delitos ó faltas en que incurren durante la navegación,, y de 
ningún modo las infracciones del contrato de fletamemo^ 
— R. C. 17 de Abril de 1889. G. de 22 de Julio. 

Fuerza mayor. Paita de tiempo equivale áfueraa ma- 
yor. Sentencia de 7 de Noviembre de 1896. Sólo puede apre- 
ciarse la fuerza mayor en los contratos mercantiles cuando ei 
faecbo determinante de ella esté continuamente relacionadó- 
con la obligación que impida su cumplimiento.— Senieúdi^ 
dejide Junio de 1902. Gaceta del 10 de Agosto m. a. 

Fusión* Fusionada una sociedad en otra, no responde 
ésta de las obligaciones de la primera que no hubiese tonad<Sá 
su cargo, ni está en el deber de probar su cumplimiento. Ead^ 
mandólo así la Sala sentenciadora no infringe el ariícolo 2^7 
del Código de Comercio, ni las Leyes 1/ y 2.*, tit. i4/p8rti* 
da 2.* y la doctrina establecida en sentencia de ^2 de Junio 
de 1861. — Sentencia de 21 de Junio de 1889. Gaceta del aa 
de Agosto m. a. t. 65^ Jurisprudencia Civil, p. 893. 
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Gerente* Que es oblig«ción del demándame acreditar 
U represe Dtación coa que comparece en juicio. 

Que verificándolo como gerente de una sociedad, pasado el 
plazo marcado para la duración de ésta* oo cabe estimar su 
personalidad aun cuando en la escritura «ocial ae exprefiare 
que la liquidación, disolucjóa ó prórroga sería i juicio de los 
socios, ai la resolución de éstos no ee ejecuta con Ja publlcl^ 
dad prescriía en los artículos 284^ 386 y 33i del Código de 
Comercio de 1829, 

Que tampoco puede el actor ostentar dicha formalidad, par 
oponerse á ello el artículo 337 del Código, si el crédito que 
demanda ba nacido de actos posteriores á la terminación de 
la sociedad.— R. C. en á. de U. 11 de Majo de 1889; G. de 9 
de Junto. 

Giro* Que los artículos del Código de Comercio vigen* 
tes, relativos á giros hechos con la fórmula de valor en cuen- 
ta, sólo son atinentes cuando no concurren pactos lícitos que 
modttiquen las obligaciones 7 derechos peculiares de esta cla- 
ae de contratos. 

Que estimando que un ^iro se bizo en realidad por cuenta 
de un tercero con la obligación además de hacer provisión 
de fondos antes de su venclmie*nto, la sentencia que condena 
á aquel á resarcir las consecuencias de su omisión aplica rec- 
tamente la Ley 1/, tit. i,**, libro 10 de la Novísima Recopi* 
lación y los artículos 80 y 85 del Código de Comercio vi- 
gente, " 

Que en el propio caso no es de estimar la infracción de la 
doctrina de que nadie puede ir contra sus propios actos sin 
aer perjudicado por los ajenos, porque apreciada aquella obli'^ 
gaclón del tercero y recurrente, y si en este concepto aceptó 
el giro el librado j gestionó para que se le hiciera provisión 
de fondos antes ya del vencimiento^ no cabe suponer acto ni 
perjuicio proveniente de tercero. 

Que tampoco es de apreciar la infracción de los artículos 
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447 y párrafo 8.* del 444 del Código citado, porque se refieren 
á giros heciaos á nombre de otro, -caso distinto del referido. 
— R. C. en á de U. 16 de Diciembre de 1890. G. de 27 de 
Eoero de 1891. 

Gobernador del Banco Hipotecario. Reso- 

lución de la Dirección General de los Registros de 14 de Oc- 
tubre de 189 1. Gaceta de 9 dé Enero de 1902, que aparece ea 
el artículo cancelación de esté Repertorio. 

Graduación de créditos. Las Leyes que deter- 
minan la preferencia entre sí de los créditos personales según 
que éstos consten de escrituras públicas, documentos priva- 
dos extendidos en papel sellado ó en papel simple, tanto tie* 
nen aplicación en la graduación de créditos, en lo^ juicio» 
universaijes como en los declarativos de tercería. Estimán- 
dolo asi la Sala sentenciadora, no infringe la Ley 5.*, título 
24, libro 10 de la Novísima Recopilación. — Sentencia de 27 
de Enero de 1890. Gaceta de 6 de Abril m. a. 

Gremios de mar. Los artículos S,* y 6.* del Real 
Decreto de lo de Julio de 1864 previenen que cuando tenga' 
lugar la supresión de un gremio de mar, la autoridad de Ma- 
rina debe convocar á junta general á que ha de concurrir 
la mitad más uno de individuos agremiados, y caso de no 
reunirse este número debe celebrarse nueva junta que proce- 
derá al líombramiento de liquidadores cualquiera que sea el 
número de los concurrentes. — Resolución hipotecarla d^ 2r 
de Agosto de 1895. Gaceta de 12 de Octubre m. a. 



->H- 
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HipOteCA- Contiene de un modo cUro y categórico 
los elementos indispensables para comprobar la perfecta ca- 
pacidad j personalidad de los contratan tes « Ja escritura de 
constitución de hipoteca sobre un inmueble inscrito á nom* 
bre de una sociedad mercantil en liquidación, si en aquel 
documento se insertan las escrituras de constitución y diso- 
lusión de la misma, de las cuales resulta ser aquellos los 
únicos socios y uno de ellos el encargado de la liquidación 
con todas las facultades inherentes al cargo, según las dispo- 
siciones del Código de Comercio, y las de enajenar ó gravar 
con hipoteca ú otra carga cualesquiera fincas ó derechos ins- 
critos á nombre de la sociedad. En tal caso no procede invo* 
car el ariículo 228 del Código de Comercio que es de carác- 
ter supletorio, pues fija las facultades de los liquidadores 
para el caso en que no los haya establecido la sociedad , sino 
el 227 que hace á la entidad comercial soberana en la mate- 
ria y aun el 229 que respeta asimismo la iniciativa y volun- 
tad social. 

No debe subordinarse la suerte de un documento á un de- 
fecto de redacción que no solo no afecta á la validez del mis- 
mo, sino que ni induce á error en punto alguno de impor- 
tancia ó que se refiera á su inscripción en el Registro de la 
propiedad. 

En el caso referido, el artículo 20 déla Ley Hipotecaria 
que exige que previamente se halle inscrito el derecho del 
otorgante, queda cumplido desde el momento en que la finca 
en cuestión se halla inscrita á favor de la razón social de la 
que es liquidador y socio el otorgante y á mayor abunda* 
miento suscriben la escritura todos los socios,— Resolución 
Hipotecaria de Ultramar de 14 de Julio de 1S97; Gaceta de 
16 m. m. ya. 



Digitized by VjOOQIC 






I 



Impuestos ó contribuciones de Ultramítr. 

Por mas que ios peritos nombrados durante el período de 
prueba de un pleito estén conformes en que el verdadero 
precio de unos buques valorados para la imposición del trt* 
buto anual del 2 y V^ pf>r 100 c^aa sobre el capital de Ja pro- 
piedad rústica y urbana de la industria, del comercio y de 
las profesiones de las arteü, eatabUció durante dos años el 
Gobernador General de la Ula de Cuba, por Decreto de 10 
de Julio de tS^4, era el que les había asignado el interesado 
en la relación jurada que presentó en el expediente guberna- 
tivo, existiendo, sin embargo, jusii tic sdo que en los libros de 
comercio de aquel^ correspondientes al mismo año, estaban 
comprendidos dichos buques con un valor superior al que 
después declaró ante la administración, debe darse preteren- 
cia ai resultado que ofrecen los libros de comercio preexis- 
tentes á la relación jurada, porque no es de creer que un 
comerciante fije en sus libros mercantiles, por los que lleva 
la contabilidad y forma los balances, de su caudal, y que con 
arreglo á lo prevenido en el artículo 53 del Código de Co- 
mercio liacen fé en juicio^ un precio á los valores consigna- 
dos en ellos superior á los que real v verdaderamente tengan. 
No existe fundamento legal, atendidos los términos en que 
se halla concebido el derecho que estableció la contribución 
<lurante dos sños sobre el capital de la propiedad rústica 7 
urbana, la industria, el comercio» las profesiones y artes, 
para estimar comprendidos los títulos de la Deuda pública 
en la exacción extraordinaria de que se trata, por cuanto ésia 
sólo podía alcanzar á los valores de qoe se hizo mención al 
establecerla, siempre que radicasen dentro del territorio de 
la Isla de Cuba,— R. D. S- de 28 Agosto de iS83; G. de iS 
de Enero de 1S84, 
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Incompetencia de JupiscUcoión. 5¡ según ios 

fsiatuioft por que se rige una sociedad^ las cuestiones que se 
susciten entre loa socios deben s^r resueltas por amigables 
componedores nombrados como disponen los estatutos,- la 
seqtencia que dá lugar i la escepcidn de incom pe tenéis de la 
jurisdicción ordinaria no infringe la Ley del contrato, antes 
se ajusta á la voluntad de las partes,^Sentencia de i6 de Ju* 
aio de 1 885: Oac^ta de Madrid de 4 de Enero de 18^6. 

%tí otra sentencia se indica que procede la eicepción dila- 
toria de incompetencia de iurisdicción contra la demanda es- 
tablecida ante la jurisdicción ordinaria, por tener que resol* 
verse la cuestión por amigables componedores, y en uno de 
los cQnaiderandos se dice que propuesta la incompetencia del 
Juez en esta cuestión primordial por su naturaleza, ^ería con- 
tradictoria la semencia que declarándola falta de ¡urisdicción 
entrase á resolver las demás cuestiones. — S. de t8 de Mayo 
de 1894. G. de 16 de Agosto. 

Indenmización de daños y perjuicios. Que 

no se infringen las Leyes 1/ y 3/, tit. i3, paiuda 7/, porque 
la sentencia terminantemente dsclara que se han irrogado 
perjuicios al recurrido, de los ^ue es responsable la Compañía 
recurrente, y porque al considerar como tales la multa im- 
puesta por la Dirección de Aduanas y los gastos del expe- 
diente administrativo, por pequeños que sean, condenando á 
la empresa al pago de aquélla y de éstos, se funda en el he* 
cho cardinal de que la causa generadora de les perjuicios, 
fué el que no se acompañó con la mercancía, como está orde^ 
nado, la guia y el vendió según resulta de todas las pruebas 
practicadas, contra cuya estimación no se ha alegado error 
de derecho ni de hecho en la forma que exige el núm* y,'' del 
articulo 1692 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 

Que tampoco infringen el fallo las Leyes S/, tit. 23, pañi' 
da 3.* y 2.', título 19, libro 11 de la Novísima Recopilación, 
puesto que la Sala sentenciadora aprecia en uso de sus facul- 
tades, que Is Compañía procedió con temeridad al oponerse á 
la demanda en su totalidad y no conformarse con ninguna 
parte de ella.— R. C. 14 de Octubre de i883j G* de 3o de 
Enero de 1886. 

Industrias de mftr* Por la abolición de los priTile 
^ios otorgados á corporaciones particulares con menoscabo 
<le los matriculados de Marina y del público aquellos dere- 
chos se exti^iguieron, volviendo los matriculados al goce ejs* 
<lus4vo de la navegación y de todas las industrias de -Tiar. 
R. D. Sentencia 25 de Julio de 1882: G. de 23 de Septiem* 
bre. 
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Inscripción. El artículo 27 del Código íie cottkÁ:ío 
mantiene con relación á las mujeres de los conierciantes, los 
principios de la Ley Hipotecaria por lo que tocia á los efectós^ 
de la inscripción en el Registro de la propiedad de los bienes 
inmuebles ó derechos reales sobre los mismos, cuaíido la 
inscripción es atiterior al nacimiento de los créditos contu- 
rrentes, modificándolos cuando es posterior á ellos', porque 
entonces recobra su imperio la regía general éá áithó artícu- 
lo consignada, según la que las escrituras dótales y las Tete* 
rentes á bienes parafernales de la mujer del comerciante no 
inscritas en el Registro mercantil, pierden todo derecho de 
prelación sobre los demás créditos sin distincióii dé clases ó 
categorías. — Sentencia de i3 de Junio de 1898; Gaceta dt 3 
Agosto m; a. ^ 

Insolvcncift- No existe en España la prisión por 
deudas. 

La prisión por deudas que nace de contrato decretada en 
el extranjero contra un subdito español, no puede conside- 
rarse impuesta con causa legal^ bajo el punto de vista de 
nuestra legislación. — Sentencia de 28 de Marzo de 1860; 
tomo 5.** p. 344, Jurisprudencia Civil. 

Intereses- Que el deudor de una cantidad debe abonar 
intereses por ella desde el día en que se constituyó en mora; 
p. 242, t. 22, Jurisprudencia Civil. —S; 2 de Junio de 1870. 

Cuando solo se manda abonar el capital que reclama el 
demandante y los intereses pactados, es claro que tto se or* 
dena el pago de réditos ni se infringe el principio de justicia 
y de jurisprudencia practicada; no devénganse réditos de ré- 
ditos sino cuando en virtud de liquidación, de acuerdo y 
por pacto ya acatados, se unen y entran á formar cuerpo 
principal; o. 52i tomo 24 Jurisp. Civil. — Sentencia de 28 Oc- 
tubre de 1 87 1. ^ ' 

Que las acciones de un Banco no pueden devengar intere* 
ses, por constituir un legado específico y estar en ello confor» 
me el legatario, sucediendo lo propio cotí los 70,000 reales 
de otro legado, puesto que recibidos en depósito no pudo el 
cuentadante disponer de esa suma ni utilizarse de su pro» 
ducto. R. C. 26 de Junio de 1886. G. de 3o de Agosto. 

El artículo 261 del Código de comercio vigenteg limita los 
efectos de la morosidad en el cumplimiento desús obligacio- 
nes mercantiles, cuando no 4e pactan intereses á la época en 
que el acreedor interpela judicialmente al deudor ó le intima 
la protesta de daños y perjuicios ante Juez, Escribano ú otro 
oficial público autorizado para recibirla. — Sentencia de aS 
Abril 1896. Gaceta de 11 Mayo m. a. 
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Juez competente- Es doctrina sentada por el Supre- 
mo Tribunal de Justicia en repetidas decisiones, entre ellas- 
la de 25 de Enero de 1884, 16 Junio i885 y 18 Mayo 1892, la 
procedencia de la excepción dilatoria de incompeteacia de 
jurisdicción contra la demanda entablada ame la junsdicdón 
ordinaria respecto á cuestiones que por virtud de los Estatu- 
tos sociales han de resolverse por amigables com ponedores « 
Sentencia dictada por la Sala 3.* de esta Audiencia, Relataría 
(V.de D. Emilio Selva fecha 10 de Junio 1895 en el pleito que 
D. Joaquín Homedes siguió contra el Banco deTortoi^a.) 

— Tratándose de acción personal en reclamación de pago 
de cantidad como resultado ó saldo de cuentas procedentes 
de comisiones ó encargos desempeñados por el demandante 
en virtud de órdenes del demandado, debe cumplirse la obli^ 
gaciÓD contraída en el mismo lugar donde se prestaron I0& 
servicios^ con arreglo á lo dispuesto en la regla t.* del anicu^ 
lo 62 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Comp, 6 de Abril 
de iSgd.'^Gaceta 4 de Mayo. 

« — Es Juez competente para conocer de una demanda sobre^ 
indemnización de perjuicios por incumplimiento de un con- 
trato de transporte, el del lugar donde, según los términos 
del contrato, debió entregarse la cosa objeto del mismo. C. 2: 
de Julio de 1889, p. 3i: t. 66 Jurisprudencia CiviK 

(Comisión mercantil.) Con arreglo á lo que determina la 
regla i.^ del artículo 62 de la ley de Enjuiciamiento Civil, es^^ 
competente en primer término en los juicios enque se ejer- 
citen acciones personales, el Juez del lugar en que deba cum- 
plirse la obligación, y á falta de éste, á elección del deman* 
dante, el del domicilio del demandado ó el del lugar del 
contrato. Ejercitándose por el demandante una acción perso^ 

11 
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nal derivada del contrato de comisión mercantil que le en- 
comendó el demandado para compra de efectos públicos, 
€s evidente que deben cumplirse las obligaciones reciprocas 
en el lugar donde el primero efectuó la compra, como corre- 
dor que era en aquella plaza, donde ejerció su profesión y 
debió responder de sus actos ante su comitente, por ser ade* 
más, el lugar donde el comisionista prestó sus servicios y 
donde debía cobrar los saldos que resultasen de la operación. 
— Sentencia 4 de Noviembre tSg2. Gaceta 17 de Diciembre 
m. a. 

— En el caso de reclamarse el reintegro de los gastos ocasio* 
nados con motivo de una comisión mercantil, á la cual, por 
su analogía con el mandato, son aplicables los principios que 
rigen acerca del mismo, y habiéndose declarado con repeti* 
ción por el Tribunal Supremo, que los servicios personales 
deben ser retribuidos en el lugar en que se prestan, es evi- 
dente U competencia del Juzgado en que se llevó á efecto di- 
cha comisión para conocer de la reclamación en el citado 
caso, sin que obste á ello el hecho de que en otras ocasionta 
para cobrar lo adeudado por igual concepto el comisionista 
hubiese librado letras de cambio.-^Comp. 3 de Noviembre 
1893. Gaceta 28 idemr 

(Compraventa.) Conforme á la regla i.*del artículo 6t 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en los juicios en que se 
ejerciten acciones personales, es en primer término competen* 
te- fuera de los casos de sumisión expresa ó tácita, el Juez del 
lugar ó distrito en que debe cumplirse la obligación y según 
jurisprudencia constante del Supremo Tribunal, cuando no 
se ha determinado dicho lugar, se entiende que lo es en la 
compraventa de géneros de comercio, aquel en que se entre« 
^a I9 mercancía. 

Resultando de la, factura presentada por el vendedor y de« 
mandante que los géneros cuyo importe reclama, los vendia 
<on la condición de que habían de abonársele en su domici* 
lio, y aun prescindiendo de esto, habiendo aquel puesto loa 
géneros para el comprador en la estación del ferrocarril de 
dicha población, en la misma debe satisfacerse elimf»orte re* 
clamado. 

El haber librado el vendedor una ktra que quedó en pocler 
del comprador, no es bastante para deducir qiie el pago.de lo» 
géneros debía hacerse en el clomiciiio del segundo, paes ae 
comprende perfectamente que se valió aquel de dicha opera<- 
ción para facilitar el pago y recibió la cantidad en su propia 
domicilio.— Comp. 8 de Octubre de 1889. Gaceta 21 de No» 
viemfcfre m. a. 
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— ^En el apaitado i.^ del a 
miento Civil, se dispone qui 
acciones personales, es jut? 
deba cumplirse la obligaciói 
citada en reclamación del * 
conforme con la disposición 
el Tribunal Supremo que < 
obligación es aquel en qu 
Semencia 2 5 de Enero de 189 

—Los efectos rendidos d 
en que se compran, no habit 
cunstancia de haber girado u> 
del crédito, no altera la na> 
medio natural en el comerc 
tos. — Comp. de 27 Octubre 
m. a. 

—Es juez competente par 
da por acción personal para 
comercio, el del lugar dondi 
, "Vendedor cumplió su obligí^ 
sición del comprador. — C« 
1890. G. 5 de Diciembre. Ve 
Enero de 1 89 1 . Gaceta 3 1 i 
16 Julio 189 1, G. 5 Septien 
tiembre, 6 Abril 1892; G. 
Septiembre, 16 Marzo 189H; 
1 5 Agosto y 4 Noviembre iX 

Conforme al número 1.^ « 
juiciamiento Civil, es Juez 
juicios en que se ejerciten a 
que deba cumplirse la oblig; 
los contratos de compravent; . 
nal Supremo, aquel en que ^ 
pió á cumplirse mediante h 
preceptos generales citados r 
halle en suspensión de pag 
carácter de juicio universal 
80 y quiebra para avocar el .: 
maciones pendientes contr 
Comp. de 7 Octubre de 189^. 

— (Letra de cambio). El o '■ 
fecciona con la aceptación d^ 
tante en la obligación de pag 
miento de la obligación el 
domicilio del pagador, que e 



ulo 62 de la Ley de Enjuicia- 
<i los juicios en que se ejercitan 

mpetente el del lugar en que 
Siendo personal la acción ejer* 
KO de géneros de comercio y 
<al antes citada, tiene resueUo 
(ügar del cumplimiento de la 
i s ({eneros se han recibido.-^ 

Gaceta 22 de Marzo del m. a. 

1 pagarse en el mismo punta 
lo pacto en .contrario* La cír<- 

letra el vendedor para el cobro 
.'leza del contrato, por ser un 

ira hacer efectivos los crédi- 

1890^ Gaceta de 5 Diciembre 

i conocimiento de una deman» 
pago del precio de géneros de 
ué hecha la venta y donde al 
n poniendo aquéllos á dispo*' 
>/tencia de 7 Noviembra de 
e además las Sentencias de ra 
(., 9 Marzo 1891, G. 22 idem; 
.-; 20 Agosto 1891. G. 5 Sep* 

• ídem., 23 Agosto 1892: G, 26 
r. 19 Abril, 12 Mayo 189?; G* 

)3; ffaceta 28 Ídem. 

anícülo 62 de la Ley de En* 

npetente para conocer de los 

íes personales, el del lugar en 

.ón, entendiéndose como tal en 

. ^cgún tiene declarado el Tribu» 
ontrajo la obligación y priacl* 

• trega de la cosa vendida. A los 
obsta el que el demandado se 
oorque este estado no tiene el 

. e otorga la Ley al de concur- 
: »nocimiento de todas las recia* 
•1 quebrado y concursado,^ 
. Gaceta de 24 Noviembre m. a. 
itraio de letra de cambio se per- 

«a letra que constituye al acep* 
ifla, siendo el lugar del cumpli- 
indicado por el librador como 

el mismo en que éste debe pa* 
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g«r.^SentencJa de 21 Agosto 1890 G. 5 de Septiembre, m. a. 

— Es Juez competente para conocer de la demanda ejecutiva 
entablada por el importe de una letra de. cambio, el del domí*^ 
cilio del librado donde, aceptada y pagada por éste, reprodu- 
ce la obligación de ser satisfecha. — Competencia de 4 de Di- 
ciembre de 1890. Gaceta de 26 idem. 

— (Sociedad). Entablada una demanda para el cumplimien- 
to de una obligación emanada de un contrato de Sociedad, 
es competente para conocer de ella, el del lugar en que se 
celebró dicho contrato y se cumplieron los fines sociales que 
los contrayentes se propusieron realizar. — Sentencia 7 de Óc^ 
tubre de 1893. Gaceta 24 de Noviembre. 

— Tratándose de pago del precio de géneros de comercio, 
es Juez competente el del lugar en que fueron vendidos y 
donde el vendedor tiene su establecimiento, por más que ea 
virtud de encargo del comprador se le dirigiesen al puebla 
de su vecindad, pues es evidente que el contrato empezó & 
cumplirse en el primero, y esto supuesto, deben de estimarse 
como simultáneos los actos de entrega de la cosa vendida y 
el pago de su precio, y ha de verificarse éste en el lugar de la< 
venta^ sin que obste á ello el que el vendedor girase una letra* 
al comprador que éste no satisfizo, pues esto, si revela el^ 
deseo y propósito de cobrar lo que el segundo le debía, no 
significa sumisión expresa ni tácita al Juzgado del lugar del 
comprador.— Comp. núm. 10: ii de Enero de 1894: G. 6- 
de Febrero m. a., t. 75, p. 65. 

Según tiene declarado con repetición el Tribunal Supremo^, 
en consonancia con la regla i.* del articulo 62 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, es Juez competente para conocer de 
los inicios en reclamación del precio de géneros vendidos ai 
liado, el del lugar en que radica el establecimiento acreedor, 
«alvo pacto en contrario.— Comp. núm. 141: 12 de Mayo 
de 1894: G. 4 de Octubre m. a.: t. 75, p. 644. 

^hnei contrato de compraventa de géneros de comercio al 
fiado, allí donde se recibe la mercancía objeto del contrato, 
es el lugar donde ha de verificarse el pago, salvo pacto en 
contrario, según la constante Jurisprudencia establecida por 
el Tribunal Supremo.— Comp., núm. 143: 14 de Mayo- 
de 1894: G. 4 de Agosto m. a.: t. 75, p. 649. 

Tratándose del pago de géneros de comercio, es Jue». 
competente para conocer de la correspondiente demanda, ei 
del lugar donde fueron aquéllos vendidos y entregados, y 
donde el vendedor se comprometió á satisfacer su importe. — 
Comp-, núm, 168: 1 1 de Junio de 1894: G. 4 de Agosto m.- 
a. t. 75, p. 763, 
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Según tiene declarado con repetición el Tribunal Supremo, 
el pago del precio de ios efectos comprados, ha de hacerse ea 
el punto en que se compran cuando no existe pacto en con» 
trario.— Comp., núm. i3: lo de Julio de 1894: G. 7 de Agos* 
to m. a.: t. 76, p. 47. 

La misma doctrina en Sentencias de 10 de Septiembre y 
•1^ de Diciembre de 1894 (números 26 j 129: i. 76). 

Tratándose del pago de una mercancía, es Juez competen- 
te el del lugar donde fué aquélla entregada y se abonó parte 
^el precio, demostrándose con esto el convenio de cumplir 
el contrato en dicho punto, por lo que no puede tenerse en 
cuenta la circunstancia de ser otro el lagar del contrato y et 
del domicilio del demandado, — Comp., núm. 19; 12 de Julio 
1894; G» ^c 7 ^® Agosto, m. a.: t. 76, p. 70. 

Según reiteradamente tiene declarado el Tribunal Supre» 
mo, la obligación de satisfacer el precio de la venta de géne- 
ros de comercio, debe cumplirse donde se compraron y en- 
tregaron, cuando otra cosa no se haya pactado. — Comp. nú* 
mero 3o; 19 de Enero de 1895*, G. de 17 de Abril, m. a.: 

U 77, p. .102. 

Excepto el caso de sumisión, es Juez competente en primer 
término para conocer *de las acciones personales, el del lugar 
en que deba cumplirse la obligación, que en los contratos de 
compraventa, es, á falta de pacto especial para el pago del 
precio, el mismo de la entresa de la cosa vendida. 

El giro de letras contra el deudor en su domicilio, no alte- 
ra ni nova la obligación primitiva de éste, según tiene decla- 
rado con repetición el Tribunal Supremo, porque por este 
medio de cambio no realiza el valor de la letra en el punto 
en que se negocia, no obstante que su pago definitivo tenga 
lugar en la caja del aceptante.— Competencia, número 171» 
4 de Junio de 1895; Gaceta 22 mismo mes y año; tomo jjy 
p.736- 

Según jurisprudencia constante del Tribunal Supremo, en 
los contratos de compraventa en que no se determine lugar 
para el pago del precio, se sobrentiende que debe hacerse en 
el de la entrega de la cosa vendida. 

Con arreglo al articulo 62 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil y á la Jurisprudencia del Tribunal Supremo, es Juez 
competente para conocer de la demanda sobre pago del pre- 
ció de la venta de géneros de comercio, el del lugar en que 
«éstase realice.— Comp., núm, 72; 5 de Noviembre 1895, G. 
<ie 14 m. m. jr a.: t. 78, p. 3o2. 

Según la reiterada Jurisprudencia del Tribunal Supremo^ 
«n la compraventa de géneros mercantiles, el pago del precia 
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debe hacerse donde aquéllos se entregaron, á no haberse es- 
tipulado otra cosa. 

Tratándose del pago del precio en el contrato de compra 
de géneros de comercióles competente el Juez del lugar 
donde aquellos se entregaron, cuando otra cosa no conste 
pactada, según reiterada Jurtspnidencia del Tribunal Supre< 
mo. — Comp<, núm. 47; 12 de Agosto de 1897; G. 5 de Sep- 
tiembre m. a.: t. 82, p. 272. 

La obligación de pagar el precio déla cosa comprada, 
tenga ó no el contrato el carácter de mercantil, deberá cum> 
plirse, salvo pacto en contrario, en el tiempo y lugar en que 
se baga la entrega de ella, según precepiúan el artículo i 5oo, 
del Código Civil y el 87 del de Comercio. 

Que el importe de las mercancías debe satisfacerse en el 
lugar en que se compraron, sin que obste el hincho, de que se 
hubiesen girado letras para su cobranza al lugar del domici- 
lio del comprador, porque esta circunstancia, puramente con- 
dicional y dirigida á facilitar la ejecución del contrato, no 
afecta á su naturaleza ni á su cumplimiento escrito^ según 
tiene respectivamente declarado el Tribunal Supremo. -Comp. 
núm. 169, 27 de Noviembre de 1897: G. de 5 de Diciembre 
m. a.: t. 82, p. 816. 

La misma doctriiia en sentencia de 20 de Diciembre del 
propio año (núm. 2o5, t. 82). 

Aún cuando, por regla general, es competente para conocer 
de los jutcios del concursa ó de Quiebra promovidos por los 
acreedores, cualquiera de los jueces que estuvieran conocien- 
do de las ejecuciones, está subordinada esta regla á lo dia- 
puesto para el caso de que entre dichos jueces se suscite cues* 
tión de competencia; porque entonces, conforme al párrafo 
9.^ del artículo 63 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, debe ser 
preferido el Juez del domicilio del deudor, si éste ó ta mayor 
parte de sus acreedores mantuvieran su competencia; sin que 
para mantenerla sea preciso que á su vez el deudor ó la ma* 
yoria de sus acreedores bayan promovido previamente su 
quiebra en dicho Juzgado, por ser evidente que tas citadas 
reglas de derecho tienen por objeto exclusivo dirimir Iss con- 
tiendas jurisdiccionales relativas al conocimiento del juicio, 
hayase ó no promovido éste ante uno ó varios de los juzga- 
dos contendientes. — Comp., núm. 83; 26 de Febrero de 1897; 
Gaceta de 14 de Marzo m. a.: t. 81, p. 37S. 

«—Reclamándose, además del sueldo de capitán de un buque^ 
cantidades suplidas por éste para conservar la nave y mame* 
ner su dotación, es obligación del naviero abonarlas en el 
lugar donde se invirtieron, ó en uno de los. puntos donde se 
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prestaron, como consecuencia lógica de la relación jurídica 
existente entre el naviero ▼ el capitán.-^Comp., núm. 59; p de 
Septiembre de 1897: G. de 27 de Octubre m. a.: t. 82, p. 3ai. 

«^Fuera délos casos de sumisión, tiene preferente competen*^ 
cía para conocer de los juicios en que se ejercitan acciones 
personales, según la regla i.* del artículo 62 de la Ley pro** 
cesal, el Juez del lugar donde por convenio de ias partes, 6 
en su defecto, por ministerio de la Ley, debe cumplirse la 
obligación. 

Si bien es doctrina reiteradamente establecida, que no bas« 
ta, para aue pueda tener aplicación aquel precepto, la simple 
enunciación por el actor de la existencia de la obligación y de 
sus accidentes, sino que es necesario que consten por algún 
documento ó indicio racional, ó por algún principio de prue* 
ba para que el demandante no prive arbitrariamente al áe* 
mandado de su fuero propio, cumplidos estos requisitos^ tiene 
aplicación la mencionada regla de competencia y tratándose 
del pago del precio de una venta, corresponde el conocimien» 
to de la demanda al Juez del lugar donde fué entregada la 
mercancía, pues en el mismo debe ser aquél satisfecho, á te« 
ñor de lo dispuesto en el artículo i.Soo del Código CivtL 
— Comp», núm. 6; 7 de Octubre de 1898; G. de 23 del m. m. 
y a C. L., t. 3 y R. t. 86, p. 19. 

(Comisión mercantil). — Ejercitándose la acción derivada 
de un contrato de comisión mercantil, es evidente, dados lo» 
términos de los artículos 277 y 278 del Código de Comercio^ 
én relación con el 1728 y 1729 del Código Civil, que el man-^ 
dante debe abonar al mandatario ó comisionista en el lugai^ 
donde se requieran sus servicios, salvo pacto en contrario, 
el importe de los anticipos y gastos que hubiere hecho para 
el cumplimiento de su comisión.— Comp., núm. 47; 16 de 
Febrero de 1900; G. de 25 de Abril m. a.; C. L., t. 7, y R.^ 
U 89, p. 229. 

(Gompravent8).-^Las compras y ventas verificadas en un 
establecimiento mercantil, se presumen siempre hechas al 
contado, salvo la prueba en contrario, según lo dispuesto en 
el artículo 87 del Código de Comercio; y á falta de contrato 
expreso, está obligado el comprador á pagar el precio de la 
casa vendida en el tiempo y lugar en que le fuese entregada,, 
conforme á lo establecido por el artículo i,5oodel Código 
Civil. 

Según la regla i.* del artículo 62 de la Ley procesal, es Jues 
competente para conocer de la demanda sobre pago del pre« 
cío de compraventa de mercancías, el del lugar del estsbleci^ 
miento del deudor donde se celebró el contrato, y fueroa 
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aquéllas remesadas á disposición del comprador, sin que obste 
la circunstancia de haber el primero girado letras para el pa» 
go, porque e$tos giros como actos posteriores al de la venta, 
no pueden alterar su naturaleza y efectos jurídicos y consti-» 
tuyen sólo un. accidente encaminado á facilitar el cumpli» 
miento del contrato.— Oomp. dé i5 de Febrero de 1898, G<t- 
ceta de 22 del m. m. y a. 

—Tratándose del pago del precio de géneros de comercio 
expedidos desde el domicilio del vendedor por cuenta y ries- 
go del comprador, debe cumplirse aquella obligación en di- 
cho domicilio, á tenor de lo dispuesto en el artículo 1 5oo del 
Código Civil, sin que á esto afecten los giros que después se 
hagan para el pago, se efectúe en el domicilio del comprador 
ó en otro cualquiera, como así lo tiene declarado reiterada- 
mente el Tribunal Supremo. — Comp. de i5 de Marzo de 1898. 
Craceta de 26 del m. m. y a. 

En el caso de reclamarse al demandado una cantidad saldo 
de cuentas, procedente de efectos que le fueron remitidos 
para sí y por encargo para otros, los cuales le entregaban can- 
tidades que el actor hacía efectivas por medio de giros, no 
constando más que por la afírmación del demandante, negada 
por el demandado^ que hubiese lugar designado para el pago 
del importe de aquéllos efectos, ni que el segundo se hubiese 
sometido expresa ni tácitamente al Juzgado del demandante, 
es evidente que por ser personal la acción ejercitada, compete 
al Juzgado del domicilio del demandado el conocimiento de 
aquélla, con arreglo al último párrafo del artículo 1 171 del 
Código Civil.— Comp. de 3 de Marzo de 1899, G. 11. m. 
m.ya. 

— Cuando no se ha designado el lugar en que debe cum- 
plirse la obligación en el contrato de compraventa, debe el 
comprador pagar el precio en el lugar en que se hubiese he- 
cho la entrega de la cantidad, conforme al artículo i,5oo del 
Código Civil y Jurisprudencia del Tribunal Supremo, el cual 
ha declarado también repetidamente que la cosa objeto de la 
venta se entiende entregada en el lugar del establecimiento en 
que se ha expedido, luego que es facturada y remitida á dispo* 
alción del comprador y por su cuenta y riesgo. — Comp. de 7 
de Octubre de 1899. G. 14, m. m. y a. 

— Las cosas vendidas se reputan entregadas al comprador 
cuando quedan á su disposición ó de su cuenta se expiden al 
punto que haya determinado, y en el lugar de la entrega de 
la cosa debe pagarte el precio, salvo pacto en contrario, de 
conformidad con el artículo i,5oo del Código Civil. 

El giro contra el deudor, hecho por el acreedor, del im«» 
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porte de su crédito, es simplemente un medio de reelízar éste, 
que ni de hecho ni de derecho altera su efectividad en el lu- 
gar en que el giro se expide. 

El recargo que el actor 'comprenda en la demanda^ por no 
haber satisfecho el demandado oportunamente el precio de la 
£08a vendida, es un accesorio que sigue, para los efectos de la 
competencia, la condición de lo principal.— Comp«, núm* 46: 
14 de Febrero de 190Ó; G. 25 de Abril m. a. C. L-, t. 7 y R.» 
t. 8^, p. 226. 

E^ los contratos de compraventa es obligación del com-- 
prador, conforme á lo dispuesto en el artículo i,5oú del Có« 
digo' Civil, pagar el precio de la cosa vendida en el tiempo j 
lugar en que se haga entrega de elia, si no se hubieren lijado 
otros por los contratantes. 

La circunstancia accidental de haberse girado letras por 
pequeñas cantidades para el pa^o parcial del precio, no altera 
ias condiciones del contrato, ni tiene otro alcance en dertfcho 
que el de un medio adecuado para hacer efectiva la deuda, 
«egún repetidamente tiene declarado el Tribunal Supremo, 
— Comp., núm. 97; 18 de Abril de 1900; G. de aS de Mayo 
m, a. C. L., t. 7 y R., t. 89, p. 514. 

Según reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo, eti 
la compraventa de géneros de comercio, el lugar del cumplí- 
miento de la obligación es aquel en que be entrega el género, 
entendiéndose la entrega hecha en el domicilio del deudor y 
-de cuenta y riesgo del comprador, cuando no se ha estipuU-* 
do lo contrario; sin que altere esto el que la venia se haga 
por medio de viajante, ni determine nada en contrario que 
•el vendedor gire una letra para el cobro del precio,— Comp.. 
núm. 107; 28 de Abril de 1900; G. 4 de Junio m. a.: C. L,, 
t. ^, y R., t. 8y, p. 55i. 

Según la constante jurisprudencia del Tribunal Supremo, 
tratándose de compra de géneros realizada al fíado en un 
establecimiento mercantil, se entiende la entrega hecha en 
el mismo punto, sin que la circunstancia de ser expedidos á 
otro los objetos comprados, ni la costumbre del vendedor 
<le girar el importe del precio contra el comprador, todo 

Eara su mayor comodidad, sean accidentes que influyan en 
I Índole y forma de la obligación contraída. 
En su consecuencia, de conformidad con el artículo [,5oo 
del Código Civil, es indudable que el conocimiento de la 
•demanda sobre pago del precio, corresponde al Juzgado del 
primero de dichos puntos. — Comp., núm. 47; 20 Septiem* 
bre de 1091; G. 9 de Octubre m. a.; C. L., t. lOj y R,, l 9a, 
pág. 1 58. 
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Según la regla i/ del artículo 63 de la Ley de Enjuicia* 
miento Civil, es Juez competente para conocer de la acción 

3 ue el vendedor ejercite contra el comprador para el pago 
el precio, cuando en el contrato no se hubiese fijado el lu- 
gar del pago, el del partido en que se hubiera hecho entrega 
de la cosa vendida, porque allí es donde el comprador debe 
satisfacer el precio, á tenor del artfciilo i,5oo del Código- 
CítíI, aplicable á los ,contratos mercantiles, por virtud de la 
dispuesto en el artículo a/ del Código de Comercio.—^ 
Comp., Dúm. 107; II de Noviembre de 1901; G. de 29 de 
Diciembre, m. a.; C. L., t. 10^ y R., t. 92, p. 425. 

Demostrándose por facturas y cartas que el pago del precio 
de varias ventas de géneros de comercio debe hacerse en un 
determinado punto, al Juez de éste corresponde, segiün el 
articulo iSoodel Código Civil, el conocimiento de las de- 
mandas que acerca del particular se promuevan. 

Tratándose del precio de una de dichas ventas, aun en el 
caso de que ésta no fuese debida á petición del comprador, 
y sí á remesa expontánea del vendedor de la cosa, no cabe 
dudar que aceptada por el comprador, sin más observaciói» 
que la de su calidad, hay que estimar, para Ips efectos de la 
competencia, que lo fué con las propias condiciones que los- 
demás contratos celebrados entre las mismas partes. — O. nú-^ 
mero i53; 24 de Diciembre de 1901; G. 29 de Enero 1902; 
C. L., t. 10, y R., t. 92, p. 669. 

(Compraventa Mercantil). Es jurisprudencia constante la 
de que en las ventas hechas en un establecimiento mercantil 
ó industrial, debe satisfacerse su precio, salvo pacto en con-- 
uario, donde el establecimiento esté situado, sin que obste 
el que para comodidad del comprador le remita el vendedor 
los géneros á su domicilio. — Comp. núm. i36; 11 de Julia 
de 1699; G. de 10 de Agosto, m. a.; C.L ., t. 5^ y R., t. 87,. 
pág. 693. 

Dirigida la demanda contra una Compañía de ferrocarriles, 
para obtener por acción -personal el pago de determinada 
cantidad como indemnización de daños y perjuicios que se 
suponen causados al demandante por negarse la Compañía 
á transportar sin especiales condiciones cierta mercancía cu^^^ 
ya venta tenía aquél contratada, es evidente que no derivan* 
cose la obligación reclamada de ningún contrato eipreso, 
sino de un mero supuesto, que puede ser objeto de prueba 
durante el pleito para los efectos de un conflicto jurisdiccio- 
nal, solo puede regir la competencia del Juez del domicilio 
del demandado, cualquiera que sea en definitiva el resultada 
del juicio, toda vez que ápriori no es posible determinar la 
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«listehcia de contrato alguno del que se derive el lugar de su 
cumplimiento, y del cual^ según tiene declarado la Sala de lo 
civil del Tribunal Supremo» es preciso que conste algún 
principio de prueba que lo acredite.— C. núm. ii5; i6de 
Junio de 1898; G. de 3 de Julio m. a.; C. L., t. 2,y R.,t. 84^ 
pég. 522. 

Ejercitándose la acción personal para reclamar la indem- 
nización de perjuicios, debe atenderse para resolver la com- 
Eetencia, á lo dispuesto en la regla 1/ del artículo 62 de la 
.ey de Enjuiciamiento Civil, según lo cual, es Juez compe* 
tente, en el juicio en que se ejercitan acciones personales, el 
del lugar en que deba cumplirse la obligación y á falta de 
éste, á elección del demandante, el del domicilio del deman- 
dado ó el del lugar del contrato, si hallándose en él, aunque 
accidentalmente, pudiera hacerse el emplazamiento. 

Concertada la venta de una mercancía puesta sobre vagón 
en una determinada Estación de línea férrea, en ésta ha de 
cumplirse la obligación, por deber en ella realizarse la en- 
trega, sin que modifique tai circunstancia el pacto ó reserva 
de poder dejar la cosa vendida de cuenta del vendedor, en el 
caso de no reunir las condiciones verbalmente convenidas; 
por lo que fundada la demanda sobre indemnización de per- 
fuicios en el incumplimiento de tales condiciones, es obvio ^ 
que esta obligación, consecuencia déla principal, debeexi-* 
girse donde aquélla podía ser reclamada, ó sea en la referida 
Estación. 

Aun de estimarse la acción personal ejercitada para exigir 
la indemnización de perjuicios como independiente del con- 
trato de compraventa, y basada solamente en lo pactado por 
los contratantes para el caso de faltar el vendedor á las con- 
diciones convenidas, si no constase que aquéllos fijaron el 
lugar en que los perjuicios hubieran de ser abonados, sería 
competente el Juez del domicilio del demandado, conforme 
al citado artículo 62. — Comp. núm. 5; 2 de Julio de 1901; 
G. 3 de Agosto m. a.; C. L., t. 10, y R., t. 92, p. 25. 

(Juicio de quiebra). Según la regla 9 * del artículo 63 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, es preterido para sustanciar 
el juicio de quiebra, el Juez del domicilio del deudor, si éste 
lo reclama y se hallan pendientes eiecuciones en dicho lugar. 
— Comp., núm. 26; 22 Abril de 1899; G. 5 de Mayo m. a.; 
C. L., t. 5., y R., t. 87, p. 129. 

(Letra de cambio). El Juez del lugar designado por el li- 
brador de unas letras de cambio, es, mediante la aceptación 
de éstas, el competente para conocer de la demanda ejecutiva 
deducida por el mismo librador para el pago del importe de 
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dichos giros. — Comp. núm. ii6; 14 de Diciembre de^SgS; 
G. del 24 m. m. y a.; C. L., t. 3, y R., t. 85, p. 53o. 

Ejercitándose en la demanda una acción personal, la com* 
petencia que acerca de su conocimiento se promueva, debe 
resolverse, á falta de sumisión, por lo dispuesto en el artícu* 
lo 62 de la Ley procesal. 

Dirigida la acción contra el librador para que reintegre el 
importe de unas letras, por virtud de la directa responsabi- 
lidad que el Código Mercantil le impone, es indudable ^ue 
compete el conocimiento de la demanda al Juez del domici- 
lio del demandado. 

Para los efectos legales de la derpanda, no puede conside- 
rarse perdido dicho domicilio, ni menos trasladado á otro lu- 
gar, por la sola razón de haberlo asi pretendido el deman- 
dado, sin acreditar después de esto que al serlo est¿ en con-»^^ 
diciones para que se le repute como vecino de dicho segundo 
lugar. 

Aun cuando al mismo tiempo que la acción personal diri- 
gida contra el librador y por insolvencia de éste, se efercite 
contra terceras personas la de rescisión de contratos celebra- 
dos con aquel en fraude del demandante, subsistiría la razón 
de la competencia del Juez del demandado, á tenor del parra- 
,fo 2.^, regla i.* del artículo 62 de la Ley de Enjuiciamiento 
Givil.— Competencia de 16 de Noviembre de 1900; Gaceta 
de 26 m. m. ya. 

— (Mandato). Según tiene repetidamente declarado el Tri- 
bunal Supremo interpretando el artículo 1728 del Código 
Civil que concuerda con el 278 del Código de Comercio» 
ios gastos ocasionados y derechos devengados en el cumpli- 
miento de un mandato ó de una comisión mercantil, deben 
pagarse en el lugar en que se ejecuta el encargo, sin que el 
empleo de la letra de cambio para el cobro, modifique la 
naturaleza de la relación jurídica creada por aquel contrato. 
—Competencia de 27 de Junio de 1898; G. 3 de Agosto mis- 
mo año. 

— La persona á quien se autoriza el percibo de intereses 
de un depósito y se faculta para retirarlo si lo cree conve- 
niente, no es administrador de bienes ajenos, sino manda- 
tario especial, y aunque en la demanda que contra el mismo 
dirija el mandante para la entrega de los valores del depósito, 
se interese la rendición de cuentas, no es aplicable al caso la 
regla 2.* del articulo 63 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
que se refiere exclusivamente á las demandas sobre rendición 
y aprobación de cuentas que deban dar los administradores 
de bienes ajenos, sino la i «* del artículo 62 que en general 
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regula U competencia para conocer de los juicios en que se 
ejercitan acciones personales. 

A tenor de esta última regla, la competencia se determina 
en primer término por el lugar en que deba cumplirse la 
obligación, y las obligaciones deben cumplirse en general^ 
según el artículo 1171 del Código Civil, cuando no se hubie- 
se pactado el lugar del pago, en el punto donde existía la 
cosa al tiempo de constituirse ia obligación, en el domicilio 
del deudor.— Sentencia de 17 de Octubre de 1899; G. 2 de 
Koviembre m. a. 

(Transporte). Las obligaciones derivadas del contrato de 
transporte, se cumplen, tanto las que afectan al porteador co- 
mo las del remitente, en el lugar donde- ha de hacerse la en- 
trega delacosa porteada.— Competencia 24 de Junio de 1898; 
G. 5 de Julio del m. a. 

— Si bien de conformidad con le prescrito en la regla 20 
de ia Beal Orden de i.* de Febrero de 1887, ^1 remitente ó 
consignatario pueden dirigir las reclamaciones judiciales á 

Íue den lugar los contratos de transportes, bien contra la 
¡ompañía que recibió la mercancía, bien contra la que debió 
-entregarla, ha de ser en el primer caso ante la autoridad ju- 
dicial competente del lugar en que el contrato se hubiese 
celebrado 7 en el segundo, ante la del en que hubiesen debido 
cumplirse. 

En defecto del Juez del lugar del contrato, es el del domi- 
cilio de la Compañía demandada el que debe conocer de la 
reclamación para el pago del importe de una mercancía no 
llegada en tiempo á su destino, conforme á lo dispuesto en la 
última parte del párrafo i.* de la regla i.* del artículo 62 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil.— Competencia 17 Diciembre 
de 1898; G. 26 m. m. y a. 

— Con arreglo á lo que se desprende del artículo 373 del 
Código de Comercio, a lo más terminantemente establecida 
en Reales Ordenes de i.'^ de Febrero y 14 de Mayo de 1887, 
sobre policía de los ferrocarriles y á la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo, cuando no se expresa siquiera qué el 
pago del transporte se hiciese en el lugar de expedición, se 
presume que se efectuó al entregar los géneros, siendo por 
tanto, este lugar de entrega el del cumplimiento de la 
obligación de devolver lo percibido de más, á qué concede 
preferencia, ante todo, el núm. 1.'' del artículo 62 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil.r-'Competencia 14 Junio de 1899; 
G. 28 del m. m. y a. 

Juez Municipal competente. La despedida de 
los criados, menestrales, artesanos y demás traba jadoreis asa- 
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lanados, da derecho á desposeerles desie luego del edificio 
que ocuparen por razón de su cargo, contorme alo dispuesto 
en el artículo lySSj del Código Civil, correspondiendo en tal 
<:aso el conocimiento del juicio, al Juez Municipal respectivo, 
^on arreglo al número 3.^ del artículo 1,565 ^^ ^^ ^^7 proco* 
sal. ^—Sentencia de&de Julio de 1898. G. de 28 de Agosto 
m. a. 

.Juicio de arbitros* El procedimiento establecido 
^n los ariiculos 2,175 7 76 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
para el nombramiento de arbitros en negocios mercantiles^ 
tiene por objeto inmediato y directo la constitución del Tri- 
bunal de los arbitros mediante la intervención judicial, cuan* 
<io cualquiera de las partes interesadas opusieren resistencia 
á nombrar voluntariamente los compromisarios cuya desig^ 
nación le correspondiese hacer, lo cual evidencia que entre 
-ese acto concreto de jurisdicción voluntaria, al que la ley atri- 
buye carácter coercitivo sobre la voluntad del opositor y U 
regla contenida en el artículo 1,817 antes citado, que presa- 
pone lo contrario, existe absoluta incompatibilidad. 

Los trámites establecidos para el nombramiento de árbi* 
tros, son aplicables al de amigables componedores, con arre« 
glo á lo dispuesto en el artículo 2,177 ^^ ^^ misma Ley, 
cuando se hubiere estipulado someter 4 su decisión cualquier 
asunto mercantil; de suerte que si consta la existencia áA 
pacto por docutnento público sin haberse impugnado, sino 
antes bien admitido, así la autenticidad del documento como 
la validez y eficacia de la obligación contraída y si el compro» 
miso se refiere á un asunto mercantil, como lo és, á no dudar- 
lo, el convenio que para liquidar sus negocios celebra una 
casa de comercio con sus acreedores, pueden los interesados 
requerir la intervención judicial para que se lleve á efecto el 
nombramiento aun contra la voluntad del que á ello se opu- 
siere.— Sentencia de 25 de Abril de 1896. G. de 19 de Mayo 
m. a. 

Juicio ejecutivo, a tenor del artículo 1,465 de la 
Ley de Enjuiciamiento Givil^ en los juicios ejecutivos sobre 
pago de letras de cambio, no son admisibles otras excepciones 
que las expresadas en los cinco números primeros del ártica^ 
lo 1,464 entre los que no se comprende la falta de personali- 
dad.— Sentencia de 23 de Septiembre de 1895. G. de 10 de 
Octubre m. a. 

—El -artículo 3.* de la Ley de* 12 de Noviembre de 186^ 
que dicta reglas para el procedimiento ejecutivo contra las 
^oinpañfas de terrocarrilesy como el artículo 1,448 de la Ley 
<ie Enjuiciamiento Civil, prohibe en absoluto, sin excepción 
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ninguna, despachar efecuciones ni trabar embargos en las 
vías férreas, sus estancias y dependencias^ ni en su material 
fijo y móvil destinado al movimiento de la vía, ampliando 
esta prohibición el artículo 5.^ de la citada Ley de 1869 aun 
4 aquellos bienes que, sin formar parte del camino, poseen las 
compañías cuando son necesarios al movimiento y explo«» 
ttción. 

Atendidos tan terminantes preceptos, no cabe dudar que el 

-espiritu'que los informa es el de impedir la paralización del 

movimiento en las vías férreas y por consiguiente la prohibí* 

ción de ser embargadas alcanza á la unidad y conjunto de la. 

vía» sin limitarla al trozo y sección abierta al público, con ex« 

«clusión del que se está construyendo, porque además de no 

hallarse tal distinción en la Ley, el establecerla sería ir con- 

'ira su espíritu y objeto, sin que con tal interpretación queded 

ilusorios los derechos de los acreedores, puesto que la misma 

Ley establece los medios adecuados para que hagan efectivos 

atia créditos hasta el punto de poder obtener la declaración 

de quiebra de la Compaiíía. — Sentencia dei5 de Abril dt 

1896. G. de 7 de Mayo m. a, « 

Juicio de quiebra, ni el artículo 885 del Código 
de Comercio ni los artículos i,3o8, i,3o9 y i,3io de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil de las Islas Filipinas niegan á loa 
acreedores el derecho de oponerse á la declaración de quiebra, 
noda vez que el primero bajo el supuesto de haberlo ejercita» 
-do el deudor, sólo establece la responsabilidad que contraen 
los acreedores que hubiesen obtenido dicha declaración con 
malicia, falsedad ó injusticia manifiesta y los restantes deter- 
minan la tramitación aue debe darse á la oposición formula- 
da por el mismo deudor sin ocuparse bajo este respecto de 
-los acreedores legítimos, á quienes la propia Ley procesal,, en 
su artículo 1,1 52 otorga esta facultad en los concursos; por 
lo que no existiendo razón alguna que abone ó justifique la 
diferencia entre ainbos juicios universales y previniéndose en 
-el 1, 3o I, que en todo lo que no esté prescrito y ordenado en 
•el Código de Comercio y en el título sobre el orden de pro- 
ceder en las quiebras se aplique lo esublecido para los con-* 
'isursos en el título anterior, cuyas disposiciones se consideran 
como supletorias, es>isto que á los acreedores en el juicio de 
quiebra les corresponde igusl derecho siempre que lo utili- 
cen dentro de los. términos establecidos en el 1,11 3.— Sen- 
tencia de 8 de Noviembre de 1895. G. de 2 de Diciembre 
in. año. 

— Los artículos i,i3r, 1,309, 1,142 y 1,143 déla Ley de 
^Enjuiciamiento Civil son aplicables á las quiebras en virtud 
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de las disposiciones del 1,319 en todo lo que no esté prevista 
en el Código de Comercio y en el título especial de la expre«^ 
sada Ley referente á las mismas. 

El artículo 872 del Código de Comercio establece que Ist 
proposición de convenio correspondiente á la suspensión de 
>agos ha de sujetarse en su deliberación, votación y demás que 
e concierna á las prescripciones del título de las quiebras^ 
de las que son inseparables y complementarias las correlati- 
vas de la Ley procesal. « 
^ No reuniéndose número suficiente de acreedores para cons« 
tituir junta y mayoría en el día de su prfmera convocatoria,^ 
queda terminado el expediente y en libertad todos los intere- 
sados para hacer uso de sus respectivos derechos, y estiman* 
dolo así la Sala sentenciadora se ajusta á los artículos 8^3 de) 
Oódigo de Comercio y 1142 y 114.3 de la Ley de Enfuicia* 
miento Civil. — Sentencia 28 Diciembre 1895. G. 20 Enera 
1896. 

—El artículo 908 del Código de Comercio prevé y resuel-^ 
ve el casó de que en la masa de una quiebra existan bienes 
que por ser del dominio de terceras personas no forman par-^ 
te del caudal del quebrado, ni por tanto del activo con que 
ha de pagarse á sus acreedores; y al disponer como solución 
justa y adecuada que, una vez reconocido el derecho de los 
dueños, se pongan á su disposición los bienes que les perte^ 
nezcan, es á todas luces manifiesto que no establece la Ley 
en favor de los mismos otra ni más preferencia que la de re- 
cuperar sus bienes sin necesidad de someter á los demás trá- 
mites de la quiebra, siguiéndose de ello, como consecuencia^ 
lógica y necesaria, que no están comprendidos dentro de este 

{^recepto legal, sino antes bien sometidos, como deben estar- 
o por su propia índole, á las reglas establecidas por el mismo* 
Código para reconocimiento, graduación y pago de créditos^ 
las reparaciones exigibles al quebrado por la desaparición de 
aquellos bienes que hubieren recibido con obligación de res- 
tituirlos á su dueño, cual tampoco lo están las demás respon-* 
sabilidades pecuniarias que el mismo quebrado hubiere con- 
traído por sus actos en favor de los propietarios. 

Lo dispuesto en el citado artículo 908 como regla general 
para los bienes de ajena pertenencia existentes en la masa de 
una quiebra, es aplicable, conforme á su texto y á lo especial- 
mente determinado por el artículo 909, caso 3.*, á los bienes 
que el quebrado tuviese en depósito; cuyo precepto aplicado» 
rectamente, y según su tenor literal, excluye el caso de que 
lo depositado hubiese desaparecido, porque además de ser la 
existencia de la cosa restituible condición necesaria para que 
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la restitución á su dueño pueda efectuarse, el texto legal vi- 
gente, á diferencia del que, para caso análogo estaba conté-» 
nido en el artículo 1 1 14 del antiguo Código de Comercio» 
terminantemente requiere la tenencia de los bienes por parte 
del quebrado, al tiempo de ocurrir la quiebra, que es el suce- 
so á que sin ningún género de duda se refiere y puede refe- 
rirse el verbo tuviesBy por ser la quiebra de un comerciante el 
hecho que sirve de base y fundamento á las previsiones del 
legislador. 

Tratándose de un acreedor por saldo de cuenta corriente^ 
que funda su título y causa de pedir en el resultado de la li- 
quidación de la misma cuenta, la relación existente entre aquel 
y el deudor, no puede equipararse al contrato de depósito» 
del cual es requisito indispensable que el depositario tenga 
siempre la obligación de conservar la cosa depositada, segúa 
la reciba, para devolverla cuando ae le pida, á punto de que si 
esta obligación cesa con el consentimiento del depositante, 
desaparecen los derechos y obligaciones distintos, según la 
dispuesto en el art. 309 del Código de Comercio; y estimán- 
dolo ASÍ la Sala sentenciadora, no infringe dicho artículo, ni 
los 90S, 912 y 913 del propio Código, y 1924, núm. 3/ del 
Código Civil. — C, núm. 164; 28 Noviembre 1896; G. 7 de 
Enero 1897, tomo 80, pág. 662. 

El secundo párrafo del art. 876 del Código de Comercia 
no requiere más condiciones para la declaración de (Quiebra á 
instancia de acreedores, que éstos justifiquen sus títulos de 
créditos y que el comerciante haya sobreseído de una manera 
general en el pago corriente de sus obligaciones, aparte el 
caso de suspensión de pagos á que también se refiere dicho- 
artículo, sin que exija que aquéllos sean ejecutivos. 

El hecho de haber realizado el deudor, después de la sus-^ 
pensión, algunos pagos al contado con fondos diferentes j 
acreedores distintos de los que figuran en su balance mercan-^ 
til, no contradice ni desvirtúa la afirmación de haber aquél 
sobreseído generalmente en el pago corriente de sus obliga- 
ciones.— C, núm. 245; 9 Junio 1897; G. 7 Julio, m. a., tomo- 
Si, pág. 1092. 

La cuestión de si un deudor ha s'obreseído en el pago co- 
rriente y general de sus obligaciones, para poderle conside- 
rar comprendido en estado de quiebra, es una cuestión de mera 
hecho que sólo al Tribunal sentenciador incumbe apreciar 
por el resultado de las pruebas, sin que respecto de su esti 
mación quepa otro recurso que el establecido en el núm. 7. 
del art. 1692, á cuyas condiciones tiene que ceñirse el Tri- 
bunal de casación, sin que pueda, según ellas, apreciar aisla» 

13 



Oi- 



Digitized by VjOOQIC 



/ 

194 REPERTORIO DE LA .TURISPRUDENCIA MBBCÁKTIL 

damente elementos más ó menos importantes de aquéllas^ 
cuando hayan sido tenidos en cuenta otros varios. 

Formando su juicio por el resultado de un grupo de ele* 
meatos. probatorios y no exclusivamente por el de ciertos 
4ocumentos públicos que no constituyen toda la prueba 
practicada ni' revelan por modo evidente el hecho afirmado 
por una de las partes, no infringe la Sala sentendadora los 
'artículos bgj de la Ley de Enjuiciamiento y 1218 del Código 
<:ivil. 

Aun consistiendo tales documentos en actas notariales de 
protesto y testimonios de autos ejecutivos y ordinarios se- 
guidos contra un deudor, sería aplicable la precedente doc- 
trina á la sentencia denegatoria de la retroacción de la quie- 
bra del mismo, porque no siempre las responsabilidades- 
derivadas de aquella clase de actuaciones, demuestran la íq« 
solvencia del deudor y el sobreseimiento general de sus obli- 
gaciones. 

Dictado un auto de declaración de quiebra con cualidad de 
por abora y sin perjuicio de tercero, releva esta circunstancia 
á los acreedores, de la necesidad de hacer ninguna protesta ó 
reclamación absoluta contra el mismo para poder pedir ea 
momento oportuno que á ellos no les pare perjuicio; y enten- 
diéndolo así fa Sala sentenciadora, no infringe los artículos 
337, 382, 408 y 279 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Consistiendo uno de los fundamentos capitales de ^ sen- 
tencia denegatoria de nulidad de una escritura hipotecaria, 
mediante la retroacción de la quiebra del obligado, en el es- 
tado de solvencia y normalidad de éste á la fecha del otorga- 
miento, «carecen de eficacia y trascendencia para impugnar 
aquel fallo los artículos 1024 del Código Civil, i3i8 7 
1.3 1 9 de la L^y de Enjuiciamiento y 27 de la Ley Hipoteca- 
ría. — C, núm. 259; i3 Junio 1897; G. 11 Julio, m. a., tomo 
8i,pág. 1.174. 

El incidente de oposición al convenio celebrado entre el 
quebrado y sus acreedores, debe recibirse á prueba por el 
término improrrogable de treinta días, dentro de los cuales, 
según dispone el articulo 1394 de la Ley de Enjuiciamiento 
<Iivil, alegarán y probarán con citación contraria lo que les 
convenga, tanto las partes litig$intes como cualquiera otro 
acreedor que posteriormente se presentase á coadyuvar la 
oposición.— C, núm. 27; 8 Julio 1897; G. 26, m. m. y a., 
tomo 82, pág. 161. 

* Siendo lo dispuesto en el art. 872 del Código de Comercio, 
<de carácter sustantivo, es inaplicable al caso de su referencia 
la prescripción del 3o6 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 
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El plazo Ajado en el primero de dichos preceptos esimpro*^ 
rrogaole, como asi lo evidencia ei art. &j6 del mismo Códi- 
go, al disponer que no procede la declaración de quiebra 
cuando no se presente la proposición de convenio dentro del 
término mencionado.— C. y núm. i65; 26 Noviembre 1897; 
C 33 Diciembre, m. a., tomo 82, pág. 804. 

Dirigida una demanda incidental en el juicio de quiebra de 
una Compañía de ferrocarriles á que se entregasen al actor 
las cantidades que le corresponden por indemnización de te- 
rrenos de su propiedad, intereses y costas, es visto que aquél 
no ejercitó, ni podía ejercitarse en dicho juicio una acción 
real para obtener la reivindicación de los mencionados terre- 
nos, sino la emanada de un crédito más ó menos privilegiado 
por su origen; por lo que resolviendo tal reclamación por 
motivos de orden procesal, comprendidos en ei Código de 
Comercio, que son garantía esencial de los derechos contro- 
vertidos en el juicio de quiebra, nó infringe la Sentencia que 
así lo hace, los artículos 14 de la Constitución del Estado 
y 3.^ del Decreto de 12 de Agosto de 1869, disposiciones de 
absoluta inaplicación al caso referido, puesto que no se trata 
en él del derecho á la expropiación, ni de la forma legal de 
realizarla. 

Dada la naturaleza de la expresada reclamación, no cabe 
estimar que el derecho á ser indemnizado constituya al de- 
mandante en acreedor de dominio en los bienes del construc- 
tor general de una línea, si los que fueron objeto de la expro- 
piación no existen en la masa de la quiebra como requiere el 
artículo iii3 del Código de Comercio de 1829, ni su dere- 
cho á la indemnización sea comprendido en ninguno de los 
casos del artículo 1 1 14 que determinan y especihcan taxati- 
vamente los acreedores de dominio. 

Negando aquella cualidad al actor, no infringe la Sentencia 
ios mencionados artículos, ni el 11 15 y 1 124 del mismo 
Código. 

El acreedor, por privilegiado que sea, no está exento del 
deber que impone la Ley de presentarse en la quiebra del 
deudor al juez que de ella conoce, á los efectos prevenidos en 
ios artículos iioi, 1102, 1104 y ^^'i del Código citado, 
y no habiéndolo verificado en ei tiempo y ocasión á que estas 
disposiciones legales se refieren, incurren en la nota de acree- 
dor moroso. 

Si por tal causa, siéndole imputable, se hubiese perjudica- 
do su derecho de prelación, no podría alegar útilmente la re- 
:gla 27, título 34 de la Partida 7.*, suponiendo que por virtud 
de la sentencia, que sólo le niega el derecho á percibir el im* 
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porte de su crédito de la masa común de bienes sin sujetarse 
á los trámites del juicio universal de quiebra, hayan podida 
enriquecerse torticeramente los demás acreedores interesados- 
en ella. — S. 24 de Febrero de 1898; G. 17 Marzo m. a. 

— Según el articulo 876 del Código de Comercio, para que^ 
pueda decretarse la declaración de (juiebra á instancia de 
acreedores^ es necesario ó que la solicitud se funde en titulo 
por el cual se haya despachado mandamiento de ejecución 6- 
apremio, y que del embargo no resulten bienes suficientes- 
para el pago ó que los actores justifiquen sus títulos de eré* 
ditOy y además que el deudor ha sobreseído de una manera^ 
general en el pago corriente de sus obligaciones. 

No se dá el primero de los casos citados, cuando si bien ser 
entabló una demanda ejecutiva y obtuvo mandamiento de 
ejecución contra los bienes del deudor, á la fecha en que éste 
formalizó su oposición á la quiebra ya había declarado el* 
Tribunal competente no haber lugar á dictar sentencia de re-- 
mate en dicho juicio por estimar la excepción de prescripción 
alegada por el ejecutado. 

— No debe entenderse justificado un título de crédito si re-^ 
sulta á primera vista transcurrido el término legal para la ex- 
tinción de la acción. — S. 21 Diciembre 1898; G. 28 de Enero- 
de 1899. 

Según los artículos 876, párrafo 2.*, del Código de Comer- 
cio y 1 325 de la Ley de Enjuiciamiento civil, procedeja de- 
claración de quiebra, á instancia del acreedor que no hubiere^ 
obtenido mandamiento de embargo cuando aquél, además de 
probar que el comerciante ha sobreseído de una manera ge* 
neral en el pago corriente de sus obligaciones, justifique sii^ 
titulo de crédito y su personalidad con documento fehaciente 
del mismo. — S. 21 Noviembre de 1900; G. 28 Enero 1901. 

Juicios universales- Procede acumular á ellos 
los singulares, aunque sean de carácter verbal promovido 
contra el concursado para el cobro de créditos personales. — 
S. 16 Diciembre 1896; G. 29 ídem, pág. 385. 

Junta de acreedores* La falta de exactitud que^ 
pueda haber en las relaciones de activo y pasivo que se pre«> 
aenten al solicitar la quita y espera, y que la proposición so->> 
metida á los acreedores alcance en sus efectos á los ^ue en los 
documentos de crédito aparezcan injustamente obligados, no- 
constituye defectos en las formas empleadas para la condona^» 
ción, celebración y deliberación de la Junta. — S. 10 Julia 
de 1895, pág. 80, tomo 78, Jurisp. civil. 

No es aplicable á las suspensiones de pagos: i.^, porque en^ 
éstas no se admiten quitas, y 2.*, porque el Tribunal Supre-- 
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mo de Justicia ha declarado en otras Sentencias que los de- 
fectos de forma son sustanciales. 

Jurisdicción voluntaria- La preexistencia de 
tin pacto por el cual se haya sometido algún asunto mercan- 
til A la decisión de amigables componedores, constituye, en 
el caso previsto por el art. 2177 de la Ley de Enjuiciamiento 
civil, una condición necesaria para que en acto de jurisdi^- 
-ción voluntaria puedan nombrarse los componedores que han 
de resolver el asunto á que el pacto se reñera, aunque alguno 
de los interesados se negase tácita ó expresamente á nombrar- 
lo por su parte; y no es posible reputar como cierto, el pacto 
-cuando lo desconociere alguno de los supuestos contratan- 
tes, ni resolverse esta diferencia dentro del expediente de ju- 
risdicción voluntaria, porque además de oponerse á ello la 
naturaleza jurídica de este acto, se opone la Ley, qué circuns* 
cribe y limita su objeto, según va dicho, al nombramiento de 
ios componedores, para la decisión del asunto determinado 
en el compromiso; infiriéndose de ello y de la doctrina esta- 
'^blecida por el Tribunal Supremo, á tenor del citado artículo» 
<|ue la oposición hecha al nombramiento por algún interesa- 
•<io no produce los efectos suspensivos determinados en el. ar- 
tículo 1 8 17 de la mencionada Ley de Enjuiciamiento, cuan- 
do lejos de impugnar el opositor, admite la certeza del com- 
promiso, su validez y su eficacia obligatoria; pero en casa 
-contrario, ó sea el de poner la obligación en tela de juicio» 
ha de aplicarse dicho precepto legal, suspendiendo el expe- 
•diente y remitiendo la resolución de la controversia al juicio 
•contencioso adecuado. 

Dado el influjo que la oposición de parte interesada tiene 
sobre el curso del expediente, según que se funde ó no en 
causas que afecten á la realidad del compromiso, no cabe ad- 
mitir que se rechace sin examen, siendo, por el contrario» 
preciso estimarla ó desestimarla, á lo que no se opone la re- 
^a4* del artículo 2111.— C. número io5, 18 de Marzo de 
^899; G. de 16 de Mayo, m. a.; C. L., t. 4 y R., t. 86, pági- 
na 469. 

Jurisdicción voluntaria mercantil- Se^ún 

precepto claro y terminante del art. 21 16 de la Ley de En)ui» 
-ciamiento civil, contra las resoluciones dictadas en segunda 
instancia en los autos de jurisdicción voluntaria mercantil» 
no habrá recurso alguno, quedando á salvo el derecho de los 
interesados para que lo ejerciten en el juicio que correspon- 
da, se^ún la cuantía. — G.núm. i52, ai Diciembre 1901; G. de 
3i de Marzo y 4 de Abril 1902; C. L., 1. 10 y R., t. 9a, pági- 
na 666. 
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Legislación mercantil. Los artículos del códi» 

go de Comercio no tienen aplicación en un pleito ordinario» 
sujeto á la Legislación común. — S. de 1 1 Enero de 1872, pá^^ 
gina 48, t. 25, Jurisprudencia civil. 

Letra de cambio. Según el art. 3 1 S del Código pe- 
nal, comete delito de falsedad, el particular que en documenta* 
público ú oficial, ó en letras de cambio ú otra clase de docu- 
mentos mercantiles, faltase á la verdad de alguno de los mo^ 
dos referidos en el artículo anterior, entre los que está el de- 
faltar á la verdad en la narración de los hechos.— C. 7 de Fe- 
brero de 1876; G. 3 1 de Mayo, t, XIV, pág, 180; C. 23 de 
Marzo de 1876; G. 26 de Julio, t. XIV, pág. 389. 

Con arreglo al art. 3i5 del Código penal, el particular que 
cometiere en documento público ú oficial, en letras de cam-^ 
bio ú otra clase de documentos algunas de las falsedades de-^ 
signadas en el artículo anterior, debe ser castigado con la 
pena de presidio mayor y multa de 5oo á 1000 pesetas. — 
G. 2 de Julio de 1877; G. 6 de Septiembre, t. XVII, pág. y^ 
Jurisprudencia criminal. 

La letra de cambio, aunque documento privado, es de una 
especie singularísima, puesto que la Ley, desde el momento 
que existe, que es desde que se han empleado para redactarla 
las formas extrínsecas que el Código de Comercio determina». 
la reviste de una importancia y trascendencia privilegiada, 
equiparándolas á los documentos públicos y garantizando la 
exactitud y verdad de su contenido con una sanción penal 
casi tan grave como la que aseguran la de estos últimos. — 
C. de 19 de Noviembre de i885; G. de 6 de Marzo de 1886^ 
Jurisprudencia criminal. 

Que siendo la letra presentada por la sociedad demandante^ 
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no el título en virtud del cual se pida, aino la demostración 
de haber satisfecho su Importe y estar girada por el deman* 
dado, no obsta para que dicha indemnización proceda el que 
á la letra faltara el timbre que en ella debió njarse, pues la 
nulidad de los documentos de giro que no van legalizado» 
con el sello correspondiente, establecida en el art. 53 de la 
Real Orden de 3 de Marzo de 1873, no importa la del paga 
hecho en virtud de dicho documento, como claramente sé 
colige de los artículos 82 y 83 de la citada Real Orden. — 
R. C. 26 de Abril de 1886; G. de 9 de Agosto. 

Que la Sentencia absolutoria de una demanda dirigida con» 
tra el primer endosante de una letra de cambio protestada 
por falta de pago, en reclamación del importe de ésta, cuenta 
de resaca, protesto é intereses, no infringe el art. 362 de la 
Ley de Enjuiciamiento civil, cuando no se funda en que la 
firma de aquél, y cuya autenticidad niega el mismo, sea falsa,, 
sino que entre ella y entre otras indubitadas existen tantas di« 
ferencias, que impiden considerarla como legítima, aunque 
no pueda asegurarse en absoluto que no haya sido escrita por 
una misma mano, indicando que no se ha demostrado siquie-^ 
ra que el importe de la letra se entregase por el actor, último 
endosante, al demandado; que en caso de duda, procede la 
absolución de este último, y estableciendo por resumen que 
el demandante no ha privado la acción por él ejercitada. — 
R. C. de 3 de Mayo de 1888; G. de 24 de Julio. 1 

El contrato de letra de cambio se perfecciona con la acep- 
tación de la letra que constituye al aceptante en la obligación 
de pagarla, siendo el lugar del cumplimiento de la obligación 
el indicado por el librador como domicilio del pagador, que 
es el mismo en que éste debe pagar. — S. de 2 1 de Agosto 
de 1900. 

La aceptación ó el pago de una letra de cambio por perso- 
na indicada en defecto del librado, constituye á aquella en la 
misma situación que tendría éste si hubiese aceptado ó satis-» 
fecho el ffiro^ lo cual es muy distinto de la de un simple man- 
datario civi); que pedido en la demanda que el demandado 
pague el importe de la cuenta de resaca por las obligaciones 
nacidas de su intervención en la letra en que estaba indicado 
por el tomador de ella y condenado el demandado en el ex« 
presado concepto, la sentencia es congruente con la deman- 
da. — S. de 1 3 de Junio de 1894, p. jyy, t. 75, Jurisp. civil. * 

— Lá aceptación ó el pago de una letra de cambio por per* 
sona indicada en defecto del librado, constituye á aquella en 
la misma situación que tendría éste si hubiera aceptado ó sa- 
tisfecho el giro, la cual es muy distinta de la de un simple 
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mandatario civil;. y al reconocerlo así la Sala sentenciadora, 
se ajusta á los artículos 5<)j, 5i3, 5i6 y 559 ^^^ Código de 
Comercio, y no infringe los 1732 y 1725 del Código Civil, 
ni los dé la sección lo.* del tít, 10, del libro 2.*^ del Código 
de Comercio. 

En el propio caso no han podido ser infringidos, por ser 
inaplicabies, los artículos 473, 481, 483, 5o2, 504 y 509, re- 
ferentes á la fórmula de aceptación que debe emplear el li- 
brado^ al derecho de protesto que tiene el tenedor en caso de 
negarse la aceptación, y á los requisitos del protesto, si este 
se hizo por falta de pago del librado y aceptante, como dichos 
artículos disponen, y la acción que en el pleito se ejercita 
nace déla intervención del demandado, en defecto del libra- 
do, qiiese formalizó de conformidad con el art. 507, — C, nú- 
mero 171, 1 3 Junio i894;G. 9 Noviembre, m. a., t.75^ p. yjj. 

Tratándose del ejercicio de una acción nacida de una obli- 
gación hipotecaria, carecen de aplicación los artículos 535 
y 537 del antiguo Código de Comercio.— C. núm. 43, 5 de 
Octubre 1894; ^* '^ Diciembre, m. a., t. 76, pág. 140. 
. Según jurisprudencia sentada por el Tribunal Supremo, 
para que una Ley extranjera sea aplicable en España, es pre- 
ciso que en el caso colicreto de que se trate se haya practica- 
do prueba sobre ella y pueda ser estimada como un hecho. 

Sentado esto, si bien el art. 475 del Código de Comercio 
establece que las letras giradas en territorio ^español sobre 
países extranjeros, se presentarán con arreglo á la legislación 
vigente en la plaza donde hubieren de ser pagadas, dicho pre- 
cepto se halla subordinado necesariamente á la prueba que se 
haga sobre la vigencia y certeza de dicha legislación, en de- . 
fecto de la que es la del territorio nacional la que procede 
aplicar. 

Con arreglo á lo dispuesto en el art. 469 del Código de Co- 
mercio, queda perjudicada la letra de cambio, cuando no se 
presenta dentro del plazo fijado, sin que para deducir la res- 
ponsabilidad del perjuicio influva el que se haga el protesto 
fuera de tiempo, ya que esto sena otra forma ó manera de per* 
judicarse la letra, si presentada en tiempo no hubiese sido 
aceptada ó pagada. 

Por lo mismo, la sentencia que impone la responsabilidad 
por la falta del oportuno protesto, infringe el art. 469 del ci- 
tado Código, que distingue perfectamente los dos casos en 
que las letras pueden ser perjudicadas. 

El art. 483 del propio Código declara que el poseedor de 
la letra no perderá su derecho al reintegro, si por fuerza ma- 
yor no hubiera sido posible presentarla; lo que corrobora 
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más concretamente ei art. 485, haciendo responsables á los 
que remitieren letras de una plaza á otra fuera del tiempo ne- 
cesario.— C, núm. 137, 7 Noviembre 1896; G. 9 Diciembre 
mismo año, t. 80, pág. 5o8. 

Los artículos 498, 499 y 5 00 del Código de Comercio se 
refieren exclusivamente á los medios legales de asegurar el 

{>ago de las letras extraviadas, exigiendo el depósito de su va^ 
or, y afianzando en su caso y reclamando otro ejemplar de 
la letra perdida, y nada dispone para suplir su falta cuando 
hayan de presentarse en un pleito por quien no las tenga ei^ 
su poder, lo cual está regulado por la Ley de Enjuiciamiento 
civil. 

No son aplicables los artículos 5o y 95o del Código civil, 
por los que, respectivamente, se establece la prescripción de 
tres años para las acciones que nazcan de la letra de cambio, 
y se mantiene el vigor del Código de Comercio para los con- 
tratos mercantiles, cuando la acción que se ejercita no tiene 
a(|uel origen, sino que es la civil general de daños y perjui- 
cios causados por el incumplimiento de obligaciones proce- 
dentes del giro de letras y exigidas en tiempo oportuno;y es- 
timándolo así la Sala sentenciadora, no infringe el art, i loi 
4el Código Civil.— C., núm. 127, 22 Marzo 1897; G. 27 Abril 
m. a., tomo 81, página 56o. 

No existe la infracción del 577 del Código de Comercio 
de 1829, cuando no aparece hecho alguno por virtud del cual 
resulte atenuado el crédito del portador de una carta orden 
de crédito. 

A tenor de lo dispuesto en el art. 576 del mismo Código» 
los perjuicios causados por el protesto de letras libradas á 
cuenta de un crédito abierto al librador de aquéllas, son im- 
putables á la parce que la anuló intempestivamente y con 
dolo.— C, núm. 154, 8 Abril 1897; G. 4 Mayo, m. a., t. 81, 
página 673. 

Las letras deben pagarse el día de su vencimiento, según 
dispone el art. 488 del Código de Comercio, v la declaración 
consiguiente del 490 de que cuando se hace el pago anticipa- 
do al quje no es legítimo tenedor perdura aquella responsabi- 
lidad, no la extiende más allá del día expresado, porque esto 
sería contrario á las obligaciones del contrato de cambio, san* 
donadas en el citado art. 488, y no hay razón alguna para 
agravar las del pagador. 

El art. 493 del mismo Código se refiere al caso de retroac- 
ción de quiebra. 

Tratándose de letras de cambio y de su endoso, no 
«on aplicables otras disposiciones que las especiales del 
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Código de Comercio^ según precepto expreso de su articulo 
443. 

La falsedad cometida en endosos anteriores de una letra de 
cambio, no vicia para ios efectos de dicha Ley las transmisio- 
nes posteriores. 

Según ei art. 5 16 del Código de Comercio, la acción deri» 
Tada del contrato de cambio no puede utilizarse simultánea- 
mente contra los varios responsables de una letra, sino contra 
uno de ellos, salvo el caso de insolvencia del primer deman-* 
dado.-— C, núm. 256^ i5 Junio 1897; G. 10 Julio, m. a.,, 
tomo 81, p. 1.149. 

Transtíriéndose la propiedad de las letras de cambio por e> 
endoso, según el art. 46 1 del Código de Comercio, se infrin- 
ge el art. 485, exigiendo al endosante la responsabilidad det 
perjuicio de una letra por causas posteriores á dicho acto y 
que no le son imputables. 

En el propio caso habría perdido el poseedor de la letra el 
derecho á reclamar el reintegro de su valor de dicho endo- 
sante, con atreglo al artículo 488 del Código citado.— C, nú» 
mero 182, 4 de Diciembre de 1897; G. 28, m. m. y a., t. 82, 
p. 858. 

Letra de cambio- El código de Comercio, en la 
sección que destina a los endosos de las letras de cambio, sec- 
ción que es aplicable á los endosos de las libranzas y pagarés- 
á la orden, por virtud de lo dispuesto en su art. 533, despuéa 
de enunciar en el 462 los requisitos que deben contener, y de 
prescribir en el 463 que la omisión de la fecha los convierte 
en una simple comisión de cobranza, establece en el 465 que 
las firmadas en blanco y aquellos en que no se expresa el va» 
lor, transf'erirán la propiedad de la letra; de todo lo cualjte 
deduce que para la validez del endoso en blanco, conforme al 
tenor literal de este último artículo, y á los usos y práctica» 
del comercio, basta la firma del poseedor legítimo del electo, 
y que el adquirente ó el tenedor del documento, al extender 
delante de ella la fórmula de transmisión para cederlo á un 
tercero ó para presentarlo al cobro el día de su vencimiento,, 
puede omitir la expresión del valor, pero no la fecha, lo cual 
no se opone á que el endosante en blanco la consigne y haga 
uso de las demás precauciones que su interés le aconseje en 
previsión de riesgos futuros, como indicada en el párrafo 2.^ 
del art. 467.— C, núm. 57, 4 Febrero 1898; G. 28, m. m. ya.? 
C. L.,t. I y R., t. 83. p. 266. 

Tratándose del reembolso de letras de cambio, expedidas 
con las condiciones legales, sin salvedad alguna, y á las que 
no se ha opuesto tacha, al usar el tenedor contra el librador 
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de lot derechos que l e ip e cio á toda clase de letras establecen 
la sección 3.% tít. lo, libro 2.% y el art. 5i6 del Código de 
Comercio, y al declarar la Sala sentenciadora la eficacia de 
tales derechos, no se infringen los artículos 443, 446 y 465 
del mismo Código.— C, núm. 1 1, 10 Abril de 1899; G. de 10 
de Agosto, m. a.; C. L., t. 5, v R., t. 87, p. 54. 

El art, 480 del Código dé Comercio, según lo evidencian 
por si sólo el hecho de formar parte de las disposiciones que 
regulan los derechos y deberes del portador de una letra de 
cambio en punto á su presentación y aceptación, presupone 
la intervención en el curso del contrato de cambio, no tan so* 
lamente del librador y librado, sino también la de un tercero 
propietario de la letra ó endosatario del mismo; y partiendo 
dicho precepto legal del concepto á todas luces cierto de que 
la relación de derecho entre librador como mandante, y el li- 
brado como mandatario suyo, es distinta é independiente de 
la que por virtud del contrato se crea entre el primero y el 
tomador de la letra, prevé el caso de que el librado tenga ó 
no fondos del librador y sea acreedor ó deudor suyo, acepte 
el compromiso de pagar la letra á su vencimiento, para de« 
clarar, como declara, que la aceptación constituye al aceptan- 
te en la obligación de pagar la letra á su vencimiento, sin que 
para eximirse de cumplirla pueda oponer la excepción deque 
el librador no le hubiese hecho provisión de fondos; lo cual 
en modo alguno implica la relación del deber eñ que está el 
librador de suministrar al librado. los fondos necesarios p:íra 
cubrir el importe de la letra, ni, por consiguiente, que el se- 
gundo se constituya sin serlo en deudor del primero por el 
mero hecho de aceptar el compromiso de pagarla por cuenta 
de su comitente; pues las relaciones entre ambos, salvo lo que 
expresamente hubieren estipulado, han de regirse por lo ex- 
puesto en los artículos 456 á 458 del mencionado Código de 
Comercio; y siendo esto así, es claro que si bien el aceptante 
no puede oponer al portador de la letra, la excepción de ca- 
recer de fondos del librador, puede con plena eficacia opo* 
n^rla á este último, cuando fundándose en el mero acto de la 
aceptación, le exigiese indebidamente el pago. 

No existe posibilidad de atribuir al acto de la aceptación de 
una letra de cambio, el valor de una obligación puramente 
civil, exigible conforme al derecho común.— C, núm. 142, 
12 Julio 1899; G. 14 Septiembre, m. a.;C. L.,t. 5, y R., t. 87^ 
página 717. 

— Si bien el portador de letras protestadas, una vez que en- 
table acción de reembolso, con arreglo al art. 5 16 del Código 
de Comercio, contra uno de los responsables al pago no pue- 
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de, según la misma disposición, dirigirse contra los demás, 
es con la salvedad del caso de insolvencia del demandado; y 
el art. 5i8 determina congruentemente que desde el momen- 
to en que dicha insolvencia se demuestra, haciendo exención 
en los bienes del deudor ejecutado, ó por haberse declarado 
éste en quiebra, con^cuyos actos se patentiza jA detrimento 
de la efectividad de la acción, queda ésta expedita contra to* 
dos los demás para lograr el completo pago, y podrá ejercí* 
tarla simultáneamente contra los que estuvieren quebrados, 
siendo muy oportuna esta aclaración que contiene el art. 5 1 8 
para evitar que, amparándose los coobÜRados al' reembolso 
de la letra en el precepto general del art. 5i6 pretendieran ce- 
ñir al portador á las peripecias y dilaciones del procedimien- 
to que primero incoara, aunque ya estuviese demostrado por 
la exención de bienes ó por la declaración de quiebra que jel 
ejecutado carecía de completa SiOlvencia. 

El tiempo para la prescripción extintiva délas acciones, se 
cuenta desde el día en que estas pueden ejercitarse, y por 
consiguiente, para la prescripción de la acción del portador 
de una letra de cambio contra Iqs coobligados al pago, corre 
desde que quedó expedito contra ellos, .según queda dicho, 
por la insolvencia del primer demandado, demostrada en la 
excusión de bienes ó por declaración de su quiebra. 

La obligación solidaria que los artículos 5i6 y siguientes 
del Código de Comercio establecen y regulan en favor del 
portador de la letra, es en los términos precisos de los mis- 
mos, que excluyen los preceptos generales del Código ci- 
vil. 

La solidaridad entre el librador, el deudor y los endosan» 
tes, no pasa de la obligación contraída por la aceptación, y 
es del todo extraña á las posteriores que haya podido con« 
traer cualquiera de aquellos.— C, núm. 124, 7 Noviembre 
de 1900; G. II Diciembre, m. a.; C. L., t. 8, y R., t. 90, pá- 
gina 597. 

Las letras de cambio, sin necesidad de reconocimiento ju- 
dicial, tienen aparejada ejecución respecto al aceptante que 
no hubiera puesto tacha de falsedad á su aceptación al tíem- 

So de ser protestadas por falta de pago. — C, núm. 142, 21 de 
íoviembre de 1900; G. 28 Enero 1901; C. L., t. 8, y R., to- 
mo 90, pág. 684. 

Los contratos mercantile.s, á cuya clase pertenece la letra 
de cambio, en lo que se refiere á la capacidad de los otor- 
gantes, como á todos sus demás requisitos en cuanto no esti 
expresamente establecido por el Código de Comercio ó por 
leyes especiales, se rigen por las reglas generales del derecho 
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común, según disposición terminante de los arts. 2.* y 5o 
de aquel cuerpo legal. 

Por lo tanto, declarándose nula la aceptación de una letra 
de cambio por incapacidad, en razón de la menor edad del 
aceptante, se aplican rectamente los arts. i3ooyi263 del 
Código Oivil y 2/ del Código de Comercio, y no infringen 
los 443, 3 16 y 4.^ de este último, puesto que no contradicien- 
do dichos arts. 443 y 5 16 las disposiciones de los 2.* y 5o, 
ni expresando tampoco nada respecto de la edad de los con<^ 
tratantes en la letra de cambio, la cuestión de la validez de 
las obligaciones de éstos por razón de la edad, debe decidirse 
por las leyes civiles. * 

^ La acción de nulidad de la aceptación puede dirigirse 
utilmente contra quien ostenta el concepto de tenedor de la 
letra de cambio. 

Establecida justamente dicha nulidad; carece de eficacia 
la invocación de los arts. !>i6, 517, 52i jr 526 del Código de 
Comercio, con el. sentido de que siendo improcedente dicha 
declaración de nulidad por las razones que c|uedan desesti* 
madas, existen las obligaciones que los citados artículos 
sancionan como consecuencia de una aceptación válida. — 
C, núm. 128, 8 Mayo 1901; Gs. 12 y i3 Junio m. a.; C. L.,, 
t. 9, y R., t. 91 pág, 757. 

— Letras de cambio expedidas por librador imaginario 
contra pagador que tampoco existe y que fueron negociadas 
y cobradas por el autor de la ficción. El Tribunal Supremo 
ha resuelto que los hechos citados solamente producen la 
responsabilidad propia del delito de estafa, no el de falsifica- 
ción.— Sentencia de i3de Julio de 1901. Gaceta de 3 1 de 
Mayo 1902 pág. ';&. 

Libr&dor* — Que la obligación que tiene el librador de 
una letra de cambio presentada en tiempo y forma, de reem-* 
bolsar su importe con los gastos de protesto y recambio al 
portador de la misma, debe cumplirse cuando no se ha esti- 
pulado otra cosa, en el lugar en que se entregó su valor. — G. 9 
de Marzo de 1886; G. de 19. 

Que autorizado el recurrido para hacer giros, que era uno 
de los negocios á que el Banco podía dedicarse, y expedidas 
las letras con el doble membrete del mismo, la sentencia re» 
currida no infringe al considerarlas válidas el art. 435 del 
Código de Comercio de 1829, ni tampoco el 448 del mismo, 

3ue impone á todo librador ia obligación de hacer provisión 
e fondos en poder de la persona á cuyo cargo hubiere gira- 
do, no solo porque esta provisión se entendería hecha entre 
la Sucursal de Manila y el Banco, sino porque además el 
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librador, como declara la sentencia, lo hizo especialmente eo 
letras sobre Londres.— R. C, 3 de Julio de i886;*G. de 7 de 
Septiembre. 

Que el librador de un pagaré no puede negar personalidad 
para cobrar su importe á la persona en cuyo favor lo expi* 
<íió, aun cuando ésta lo hubiera endosado á un tercero, si 
resulta que volvió á adquirirlo por pago hecho al endosata* 
rio.— R. C, en a. de U. de 28 de Mayo de 1888; G. de 3 de 
Septiembre. 

Libros d6 Comercio. La omisión por parte de un 
-comerciante de llevar ios libros Mayor y de Inventario, no 
constituye delito, ni está por consiguiente sujetó á ninguna 
de las disposiciones del Código Penal, y si á la responsabili- 
dad especial prevenida en el art. 45 del Código de Comercio 
que castiga al comerciante que omita en su contabilidad al- 
gunos de ios libros que el 32 manda llevar, con una multa 
que no bajará de 6,ooo reales, ni excederá de 6o*ooo. — C. de 
10 de Febrero 1879; G. ^e 12 Abril. Sentencia en asunto 
criminal. 

Esta responsabilidad no puede exigirse con las formas de 
procedimiento criminal, aplicables solamente á los hechos 
que el Código penal comprende^ sino en expediente instruí» 
do en virtud de U jurisdicción gubernativa y disciplinaria 
<iue ejercían los Tribunales de Comercio, y donde no los ha- 
bía, sus jueces del fuero común, á quienes hoy corresponde 
exclusivamente desde que se llevó á cabo la unificación de 
fueros. — Id., id., id., id. 

Por tanto no hay necesidad de entrar en el examen de las 
disposiciones deleitado art. 45 del Código de Comercio, ni 
de ios demás que se citan, así como tampoco de la instruc- 
ción de 1."* de Octubre de i85i para llevar á efecto el Real 
Decrtt) de 3o de Agosto del mismo año, ni de prejuzgar la 
responsabilidad á que el recurrente se haga acreedor bajo éí 
punto de vista de estas disposiciones, para conocer como in- 
dudable que se infringe el art. i.* del Código Penal y se está 
en el caso de casación previsto en el núm. 1/ del art, 798 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal si se considera delito tal 
hecho.— ídem. 

No resultando justificado que un interesado sea comer* 
ciante, según lo define el Código de Comercio en sus artícu- 
los i." y 359, no se le puede exigir que lleve les tres libros 
á que dicho Código se refiere. 

Si bien la R. O. de 26 de Mayo de 1875, reputa comer- 
ciantes para los efectos de la Ley de papel sellado, á los sub- 
ditos nacionales y extranjeros que ejercen en las capitales de 
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provincia ó en las poblaciones mayores de S.^oo siinas, algu- 
na de las industrias comprendidas en la tarifa i/ y 2/ por 
que se rige el impuesto industrial, no por esto considera obli* 
gados á llevar otro libro diario para la contabilidad de su 
comercio. 

Dada esta prescripción y apareciendo el interesado matri- 
culado en la tarifa 1/ núm. 1 1 de la clase 3.% como vendedor 
de papel blanco al por mayor, lo que se deduce es que está 
en el deber de llevar el libro diario, pero no otros. — R. D.S. 
a3 de Septiembre de 1879; G, 12 Noviembre, 

Que la sentencia denegatoria de un incidertte sobre revo- 
cación de providencia acordando la exhibición de libros y 
documentos de una Sociedad demandada y dictada en dili- 
gencias preliminares sustanciadas como incidentes, no es de 
la clase referida, pues en vez de hacer imposible la continua- 
dó'n ó pro (noción del pleito, más bien lo prepara y facilita. 
— R. C. 17 de Abril de 1899; G. de la de Junio. 

Que no es de estimar la infracción del art. 53 del antiguo 
'Código de Comercio, si la Sala sentenciadora lo toma en 
cuenta para estimar la demanda, por hallarla conforme con 
el resultado de los libros en debida forma llevados por el 
actor, y á los cuales no ha opuesto prueba alguna el deman- 
dado. — R. C. 17 de Febrero de 1891; G. de 3i de Marzo. 

Que si bien se impone á la razón como regla para graduar 
el valor de los asientos de los libros de cuentas, la de que el 
litigante que quiera aprovecharse de su contenido, lia de 
aceptarlo en toda su integridad, así en lo que le favorezca co- 
mo en lo que se perjudique, entiéndese esto cuando sea la 
única prueba de su derecho, mas no cuando por distintos 
medios pueda probarlo. 

Que habiéndose demandado un saldo de cuentas determi- 
nado por su cuantía y cierto por su origen, sin que los de- 
mandados siquiera utilizaran Iks acciones que los demandan- 
tes les ofrecían de presentar á su vez cuentas justificadas, ni 
opusieron á la demandada más excepción que la de pago, no 
hay términos hábiles para suponer que la deuda fuera Ilíqui- 
da al tiempo de reclamarse. ^R. C. 20 de Febrero de 1893; 
G. de 20 de Agosto. 

Si bien los artícnlos 45 y z^6 del Código de Comercio esta- 
blecen como regla general que ni de oficio por Juez ó Tribu- 
nal, ni auteridad alguna pueda hacerse pesquisa para inquirir 
si los comerciantes llevan sus libros con arreglo á las dispo- 
siciones del Código, ni hacer investigación ni examen gene- 
ral de la contabil^ad en las oficinas ó escritorios de los mis- 
inos, ni puede tampoco decretarse á instancia departe la co- 
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municáción, entrega ó reconocimiento general de ios libros, 
es excepción de esta regla el 47 del mismo cuerpo legal que 
se cita como infringido y ha sido aplicado acertadamente^ 
pues que dicho artículo establece que podrá decretarse á ins- 
tancia de parte ó de oficio la exhibición de los libros y do- 
cumentos de los comerciantes, cuando la persona á quienes 
pertenezcan tenga interés ó responsabilidad en el asunto en 
que proceda la ex|hibición, precepto legal que concuerda con 
el artículo 6o5 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en armo- 
nía con el 5i y 52 del antiguo Código de Comercio que co- 
\^ . rrespondcn al citado 47 del Código vigente.— Sentencia de 3o 

Marzo de 1894. G. de i3 de Septiembre. 

Por eso es improcedente la prueba en que se pretende sin 
|v la menor limitación^ t\ ezkmen délos libros de Contabili- 

^; ' dad y correspondencia contra lo expresamente determinado 

en el artículo 47 y sus concordantes del Código de Comer- 
f¿ cío vigente, al cual se refería hoy el 6o5 de la Ley de Eniui- 

? ciamiento Civil.— Sentencia de 28 Abril 1894. G. 9 deOc- 

'V tubre. 

^; \ * No se infringe el articulo 48 del Código de Comercio- 

I; cuando la Sala ha tenido en cuenta el resultado de los libros 

C juntamente con el de otros documentos.— Semencia 18 Ene— 

I ro 1896, p. 91, t. 79 Jurisp. civil y 3o AbriLi896, p. 817 t,. 

^^ "^ 79 id. id. 

^^ Los libros de Contabilidad en contra de parte que no es co- 

I merciante no merecen la calificación de documento auténtico^ 

^ y en caso alguno pueden estimarse actos de este valor las dé- 

^v claraciones testificales.— Sentencia 22 Enero 1894, p. i38, ti^ 

í: 75 Jurisp. Civil. 

— Según el art. 47 del Código de Comercio vigente en la* 

'. Isla de Cuba, fuera de los casos prefijados en el anterior, so- 

f: I lo puede decretarse la exhibición de libros y documentos de^ 

los comerciantes á instancia de parte ó de oficio, cuando la 

; . persona á quien pertenezcan tenga interés ó responsabilidad 

en el asunto en que procede la exhibición. 

Si bien el art. 602 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 
Cuba establece que no se obligará á los que no litiguen ala ex*^ 
hibición de documentos privados de su propiedad exclusiva, 
salvo el derecho que asista al' que los necesitare, del que po- 
drá usar en el juicio correspondiente; dicho artículo no des- 
liga de la obligación ineludible de justificar el derecho con 
que se pida la exhibición, y no se infringe al no decretar di- 
cha exhibición cuando no asiste en el pleito la justificación 
indicada.— C. de U, núm. 24; 26 Septiembre 1893; G. 3 Di- 
ciembre, m. a., t, 74, pág. 125. 
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Declartfdo probado por el Tribunal sentenciador que una 
Sociedad quebrada dejó de llevar sus libros al corriente y en 
la forma debida desde cieno tiempo, siquiera esta omisión ó 
falta no hubiese causado perjuicio á tercero, para destruir la 
presunción de culpabilidad que por disposición de la Ley, es* 
te hecho por sí sólo entraña^ á la propia razón social corres- 
pondía con arreglo al art. 1006, núm. i.° del Código de Co- 
mercio de 1829 justificar y proponer la excepción de que de- 
jó de llevar sus libros de Contabilidad por falta de operacic* 
aesy y al declararlo así la Sentencia, por no haber justificado 
ni alegado siquiera dicha excepción en el trámite correspon-* 
diente, es obvio que no infringe el mencionado art. — C., nú- 
mero 184; 19 Mayo 1893; G. 5 de Octubre m. a., t. 73, pá- 
gina 767. 

No infringe el articulo 48 del Código de Comercio la Sen* 
tencia que sin desconocer el valor y eficacia probatoria de 
los asientos de unos libros de comercio, estima su concepto 
jurídico en sentido distinto del que les atribuye el recurren- 
te. — Sentencia de 1 1 de Febrero 1899. G. i3 de Marzo. 

— El artículo 48 del Código Mercantil es inaplicable cuan- 
do no se trata de la eficacia de la prueba en asuntos mercan- 
tiles. Los libros de un industrial, cualquiera que sean los de* 
fectos y omisiones que contengan, pueden servir en aquel 
supuesto como elemento de convicción para conocer las uii' 
lidades que el interesado obtenga en&u industria.— Semencia 
5 de Junio de 1900. G. 19 de Agosto m. a. 

— Aun en el supuesto de que ios libros de los comerciantes 
hagan fe, no solo para demostración de las partidas abona- 
bles, sino de los menores detalles de entrega, no por ello 
deja de quedar á salvo como expresa el n.^ 3 del artículo 4S 
del Código de Comercio» la prueba de los asientos exhibidos 
por otros medios admisibles en juicio.— Semencia 18 Junio, 
de 1901. G. de 26 y 28 Agosto m. a. 

Libros de Sociedades Mercantiles. — Examen de los mis- 
mos por los socios. — Expediente de jurisdicción voluntaria. 
— Casos en los cuales la oposición en acto de jurisdicción vo- 
luntaria en negocios de comercio no convierte en contencioso 
el expediente; Examen por los socios de los libros de conta- 
bilidad.— 'V. Sentencia 10 de Abril de 1901. G. 26 de Junio. 

Libros de comercio. — Si bien los artículos 45 y 46 del Có- 
digo de Comercio establecen como regla general, que, ni de 
oficio, por Juez ó Tribunal ni autoridad alguna, pueden ha- 
cerse pesquisas para inquirir si los comerciantes llevan sus 
libros con arreglo á las disposiciones del Código, ni hacer 
investigación ó éxáman general de la contabilidad en las ofí- 

14 
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ciñas ó escritorios de los mismoá, y tampoco puede decretar- 
se á instancia de parte la comunicación, entrega ó reconocí* 
miento gpneral de ios libros, es excepción de esta regla el 47 
del mismo cuerpo legal, segpán el que podrá decretarse á ins* 
t«incia de parte ó de oficio dicha exhibición, cuando la perso- 
na á quien pertenezcan los libros ó documentos tenga interés 
é responsabilidad en el asunto en que procede la exhibici^o: 
precepto legal que concuerda con el artículo 6o5 de Ja Ley 
de Enjuiciamiento Civil, en armonía con el 51 y 52 del anti* 
guo Código de Comercio, que corresponden al citado 47 del 
Código vigente. 

La diligencia de exhibición de libros puede practicarse, 
t«nto para preparación del juicio ó medio de prueba, en él, 
como en la ejecución de sentencia. — O. núm. 91; 3o Marzo 
1894; G. 1 3 de Septiembre m. a.; t. 75, p. 444. 

tí»í artículo 48 del Código de Comercio no tiene otra cosa 
que establecer reglas de criterio para graduar la prueba de 
los respectivos libros de los comerciantes cuando litigan unos 
con otros, y no es de estimar su infracción cuando la Sala 
sentenciadora ha tenido en cuenta el resultado de aquellos á 
favor del comerciante que ios presenta, juntamente con el de 
otros documentos y libros, para apreciar por el conjunto de 
toda la prueba la verdad de los hechos sobre que se basa la 
demanda de dicho comerciante.-^C, núm. 18; 18 de Enero 
de 1896; G. 12 Febrero m. a.: t. 79, p. 91. 

Libros de Contabilidad- En contra de parte que 
tío es comerciante, no merecen la calificación dedocuoKntos 
auténticos. — Sentencia 22 de Enero de 1894. 

Que si bien los artículos 45 y 46 del Código de Comercio 
establecen como regia general que, ni de oficio por Juez ó 
Tribunal ni autoridad alguna puedan hacerse pesquisas para 
inquirir si los comerciantes llevan sus libros con arreglo á 
las disposiciones del Código, ni hacer investigación ó-exá^men 
general de la contabilidad en las oficinas ó es>critorios de los 
«lismos y tampoco puede decretarse á instancia de pane la 
comunicación, entrega ó reconocimiento general de los libros, 
es excepción de esta regla el 47 del mismo cuerpo legal, se- 
gún el que podrá decretarse á instancia de parce ó de oficio 
4tcha exhibición cuando la persona á que pertenezcan los 
libros ó documentos tenga interés ó responsabilidad en el 
asunto en que proceda la exhibición, precepto legal que con- 
cuerda con el artículo 6o5 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
«n armonía con el 5i y 52 del antiguo Código de Comercio, 
^ue corresponden al citado 47 del €6digo vigente. 
' Que la diligencia de exhibición de libros puede practicaje 
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timo para preparación del juicio, ó medio de prueba en él, 
como en la ejecución de Sentencia de 3o dt Marzo de iSg^^ 
p. 444, tomo 75 Jurisp. Civil. 

(V. Libros de Comercio,) 

Libros Mercantiles* El artículo 48 del código de 
Comercio no hace otra cosa que establecer regías de criterio 
para grad-uar la fuerza de los respectivos libros de los comer*' 
ciantes cuando litigan unos con otros, lo cual no obsta para 
que el Tribunal sentenciador baya podido tener en cuenta el 
resultado de los libros Hilados por una délas panes ¡unta- 
mente con el de otros documentos y libros para estimar por 
el conjunto de toda la prueba la verdad de ios iiu^lios sobre 
que se basa la demanda de tercería , sin que á e^ta estimación 
afecte eo io más mínimo el hecho de que una de las panes 
haya podido contratar á veces en nombre propio ni conti* 
guientemente \9 disposición del artículo 284 del referido 
Código,— Sentencia de 18 de hinero de J896. G, de 13 y i5 
de Febrero, p. 88. 

(V. Lih-os de Comercio.) 

liquidación • Habiéndose mandado por ejecutoria 
que se procediese á la enajenación de los terrenos, edí- 
"ficios, máquinas y enseres que perteneciesen á la sociedad^ 
el auto que determina proceder al justiprecio judicial déla 
fábrica y maquinaria se limita á mandar la práctica de dílt" 
gencias indispensables para el cumplimiento de lo juzgado 
sin extenderse á declaración alguna de derc^cho contrario á la 
ejecutoria, en cuyo caso no procede recurso algtino, segán la 
prescripción del núm. 5.® artículo 9(9 de I3 Ley de Enjuicia- 
miento Civil antigua. — Sentencia de 19 de Junio de 1S72 
p. 7, t. 26 Jurisp. Civil. 

Que reducidas las cuestiones del pleito á que el Banco de 
España devuelva al recurrente los libros y papeles que nece- 
sita para formar la conveniente liquidación en el alcance que 
dicho establecimiento presenta contra él y á que le resarza 
-délos perjuicios que se le originaron en la causa que se le 
siguió por ese alcance, el auto contra el que se recurre, de- 
negatorio de la suspensión de la vía de apremio en el expe- 
diente gubernativo que por el propio motivo se instruye, 
solo citado incidentalmente en el pleito principal de que se 
trata, no pone término á este pleito^ ni hace imposible su 
continuación, y no teniendo por tanto el concepto de Sen- 
tencia definitiva, no procede que contra tai auto se admita 
-este recurso, según dispone eí artículo 17^9^ num* 3.^ en 
relación con los artículos 1689 y 1690 de la l^ey de Enjui* 
«iamiento Civil.— R. C. de 18 Abril de 18S6; G. 3o Mayo. 
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Que interesándose por el demandado en pleito sobre liqui- 
dación de cuentas y pago de cantidad la liquidación de uoa 
compañía de que el mismo formó parte con el actor y otro, 
la división del haber social y el pago del saldo líquido, debe 
el primero, para conseguir tales fines, ejercitar la acción co- 
rreapondiente contra los dos que fueron sus consocios.— 
R. C. de 17 de Mayo de 1889; G. de i5 de Agosto. 

La obligación de liquidar una sociedad puede tener carác- 
ter hereditario. — Sentencia de 17 de Febrero de 1894. 

Lugar del cumplimiento de la obliga-^ 

CiÓn* La obligación de satisfacer el precio de la venta de 
géneros de comercio debe cumplirse donde se entregaron,. 
según es propio de la naturaleza de este contratoj una inva- 
riable iurisprudencia lo tiene establecido. — Comp. num. 218: 
II Junio 1889; G. 26 Junio m. a.: t. 65, p. 846. 

— Según repetida jurisprudencia del Tribunal Supremo, 
sancionada por precepto legal, se entiende como lugar en 
que ha de cumplirse el contrato de compraventa de géneros 
de comercio, cuando otra cosa no aparezca pactada, aquél , 
en que se dá por entregada la mercancía al comprador po- 
niéndole el vendedor en el punto convenido en el contrato, 
y desde el cual ha de ser conducido á su destino. — C. núme» 
ro 176; I."* Diciembre 1897; G. 22 m. m, y t,; t. 82 p, 839. 



Digiti 



izedby Google 



REPERTORIO DE LA JURISPRUDENCIA MERCANTIL 2lS 



M 



Mancebos de comercio* No tienen aplic&dón 
tos articule» 197, 198 y 199 del Código de Comercio que se 
refieren únicamente al caso en que no procede contrato al 
recibir los mancebos ó dependientes de comercio cuando ha 
precedido un contrato expreso con cláusulas claras y termi> 
nantes. — Sentencia de 26 de Abril de 187 1, p. 62, t. 24, Ju* 
fisprudencia Civil. 

Mandato en asunto de Bolsa. Es curiosísima 

la Sentencia del Tribunal Supremo de Justicia de 29 Mayo 
•de 1894, pues contiene una doctrina muy especial sobre el 
mandato y sobre la manera de eludir un agente de Bolsa y 
•corredor el cumplimiento de sus obligaciones. 

Mandato* No solo no se contraría la doctrina del Tri* 
bunal Supremo, sobre que el contrato de mandato es gratuito 
por su naturaleza, sino aue se alega Contraproducentem^ 
cuando el mandato no se ha opuesto al abono de la retribu- 
ción ai mandatario por sus servicios y antes al contraria, 
sostiene que estaban satisfechos del modo que el mismo in> 
dica.— Sentencia de 23 de Septiembre de 187 1; p. 384» t. 24 
Jurisprudencia Civil. 

Que tampoco infringe la Ley séptima tit. 18, Partida 5.* 
ni la doctrina que establece que el contrato de mandato na 
puede ser oneroso para el mandatario, y este está obligado al 
íinalizar el mandato á rendir cuentas al mandante, á la vez 
que este queda obligado por todo aquello que se hizo con 
arreglo á las bases del contrato, si la' Sala sentenciadora, 
apreciando las pruebas en uso ds sus facultades, ha declara- 
do que no existieron sociedad ni negociaciones de ninguna 
especie entre demandante y demandado, sin que contra esta 
apreciación se haya expuesto infracción alguna. — R. C. 5 
<le Febrero de i883; G. de 14 de Agosto. 

Que la Sala sentenciadora, apreciando la correspondencia 
que medió entre las partes, así como los actos ejecutados por 
«1 recurrente, declaro en uso de sus facultades que medió un 



Digitized by VjOOQIC 



214 BQPBBTORIO DB LAIT JtJBISI^RCDBOIA BfBRCAimL 

mandato directo conferido á la 'expresada casa por este á fin 
de que continuase prestando fondos al capitán de la barca 
para la reparación de sus averías, sin que contra su aprecia- 
ción se haya demostrado por el recurrente que al hacerlo 
asi haya incurrido en error de hecho ó de derecho á que 
se refiere en núm. 7.® del artículo 1692 de la Ley de En- 
juiciamiento Civil. 

Que declarada la existencia del mandato, ^s consecuencia 
necesaria la obligación en que está el demandante de satisfa-^ 
cer al mandatario todos los gastos que este ha justificado ha-^ 
ber hecho, cuya cuenta no se impugnó en tiempo oportuno 
pror el recurrente y por ello la Sentencia que condena al pago 
de la cantidad que resulta como saldo de dicha cuenta^ n<y 
infringe los artículos 62 1, 644 y 686 del Código de Comer- 
cid, ni el artículo 8.* de la Ley de 14 de Marzo de i856.^ 
R. C. 26 de Junio de 1886; G. de 18 de Agosto. 

Ni la circunstancia de que el poder otorgado por el nlan-^ 
dame en favordel mandatario, siendo ambos comerciantes fno^ 
ae hubiese registrado, fii la de que el primero no ñgarase 
conio tal comerciante cuando se otorgó, implican la nulidad 
de lo» actos realizados por uno y otro y de los contratos que 
celebraron con terceras personas. — Sentencia de 18 de Enero^ 
de 1896, p. 91 tomo 79 Jurisprudencia Civil. 

Conformes demandante y demandado en que este foé man- 
datario de aquél para el negocio de préstamos, pero na eo 
cuanto á sí el mandato había de ser ó no retribuido, y esti* 
mando la Sala sentenciadora que fué condición del mandato 
que el segundo de aquellos abonaría al primero el trabajo 
que prestara, si bien debía esperarse para señalar la cantidad^ 
Á conocer las utilidades que el negocio reportara, es eviden-^ 
te, dada esta condición, que solo habiendo utilidades en el 
Aeígocio de préstamos y con relación á ellas es como puede 
fijiarse la remuneración que al mandatario corresponda, y no 
habiéndolo hecho así la Sala sentenciadora^ que aunque afir- 
ma haber habido ganancias en el negocio, señala arbitraria-^ 
mente la retribución del mandatarío, infringe la ley del coo-^ 
trato, la i.", tit. 1 1, Partida 5.* y la i.', tit. i.% libro 10 de 
la Novísima Recopilación.— ^C, num. 24; 3i Enero 1890; 
G. 7 de Julio m. a.: t. 67^ p. 106. 

La Sentencia absolutoria de una demanda sobre pago de 
aneldos al administrador de una Compañía mercantil anóni* 
ma fundándose el fallo en no haberse convenido la retribo-> 
ción que había de darse al demandante por el desempeño de 
su cargo, ni si habría de ser éste gratuito, ni justificado ac^u^ 
la naturaleza é importancia de los servicios prestados, ni re- 
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conocido en la escritura de constitución y estatutos de la So- 
ciedad el derecho reclamado por el mismo, no infringe los 
artículos Sy, i56, 277, 283, 288, apartado último; 3oi, cau- 
sa I.* y 3o2, párrafo 2.^ del Código de Comercio vigente en 
la Isla de Cuba, ni el i7irdel Código Civil. 

En el propio caso tampoco sería de estimar la infracción 
de los artículos 5o, 5i y 277 del mencionado Código de Co- 
mercio, 1214, 1243, 125o y !25i del Código Civil, y 340, 
núm. 3.% y 63 1 de la Ley procesal vigente en aquella isls, 
porque segiün resulta de los antecedentes expuestos en el an- 
terior considerando, no habría presunción ninguna de dere- 
cho en que pudiera fundar el recurrente su reclamación. — 
C. num. 47; 28 de Enero de 1898; G. 23 de Febrero m. a.; 
C. L., t. I, y R., t. 83, p. 211. 

El tercero á que se refiere el art. 29 del Código de Coníer- 
cío, no es cualquiera persona que no haya intervenido en el 
contrato celebrado por un mandatario cuyo poder no se ha- 
lle registrado, sino el que contrata con este en relación con 
el mismo y con su mandante, cual lo patentiza la última par- 
te de dicho artículo. — C. núm. 147; 18 de Diciembre 1901; 
G. 3i de Marzo de 1902; C. L., t. 10 y R. t. 92, p. 642. 

Poder otorgado para administrar, dirigir y gobernar un 
establecimiento mercantil, y «en su virtud» para aceptar, 
girar, cobrar y protestar letras. ¿Autoriza al mandatario para 
recibir personalmente cantidades á préstamo y librar el im* 
porte de las mismas contra el mandante? El T. S. resuelve 
negativamente esta duda; declara que en tal caso no está el 
mandante obligado á pagar la letra expedida por el manda- 
tario y desestima recurso de casación en que el prestamista 
citaba como infringidos los artículos 281 á 286, 4^^ 3. 444, 
447 y 448 del Código de Comercio y 121 8 y 1727 del Civil. 
— Sentencia de 5 de Noviembre de 1901; G. de 27 de Febre- 
ro de 1902, pág. 73. 

Si bien los artículos 279 y 291 del Código de Comercio 
autorizan al comitente á revocar el poder dado al comisio- 
nista, poniéndolo en su noticia, pero quedando aquél siem- 
pre obligado á las resultas de las gestiones practicadas antes 
de hecha saber la revocación, para que ésta suna efectos lega- 
les, ha de cumplirse con Jo preceptuado en los artículos 21 
número 6, 29 y 290 del citado Código. Sentencia de la Sala 
I.» del Tribunal Supremo de i3 de Febrero de 1895; G. de 
1 5, 20 y 22 de Junio, pág. 187. 

Marcas de fábrica. Si de ios hechos admitidos 
como probados en la Sentencia recurrida aparece que la 
marca que ha mucho tiempo venía usando un industrial en 
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las cubiertas de Hbritos de papel para fumar de su fábrica, 
con la autorización que para su uso eiclusivo y para poder 
hacer efectiva la responsabilidad de los usurpadores de ellas 
se exige por Real Decreto de 20 de Noviembre de i85o, se 
ha empleado por el procesado recurrente y su correo en los 
productos de un establecimiento industrial y de la misma 
clase sin autorización y con el propósito de utilizar así y 
aprovecharse del crédito que corrían en el comercio, los de 
)a marca legítima, declarándose también probado que las di- 
ferencias que había entre las marcas estampadas en las cu- 
biertas de dichos Hbritos de una y otra procedencia, son 
insigniñcantes y las que naturalmente resultan en toda marca 
é dibujo con ei que se ha intentado imitar su original de 
suerte que no serian conocidas por el público consumidor, 
pudiendo tan solo distinguirlas ios peritos impresores y gra- 
badores, si las examinan con detención; dado los preceden- 
tes hechos probados, es indudable que se ha cometido el 
delito previsto y penado en el citado artículo 291, y no en el 
comprendido en el 292 del expresado Código, porque la dis- 
posición consignada en este último se refiere á un hecho de 
diferente índole, puesto que aquellas demuestran claramente 
la existencia de la imitación ó ficción hecha de intento y á 
sabiendas, de la marca legítima, concedida y declinada para 
el uso exclusivo de un establecimiento industrial con perjui- 
cio conocido de los intereses del dueño del mismo, que es 
precisamente en lo que consiste la falsificación de dicha 
marca; y por lo tanto la Sala sentenciadora al calificar y 
penar como delito de falsificación de marca correspondiente 
á un establecimiento industrial el hecho de autos, no incurre 
en los errores de derecho señalados en los casos i.<^ y 3.^ del 
artículo 798 de la Lev de Enjuiciamiento Criminal, ni 
infringe los artículos 1.®, 2.', 291 y 202 de dicho Código. — 
C. 29 de Marzo de 1876; G. de 29 cíe Julio; t. XIV, p. 431, 
Jurisprudencia Criminal. 

Al fundarse un recurso en la infracción del Real decreto 
de 20 de Noviembre de i85o, que exige acredite el denun- 
ciador el derecho que tenga del uso de una marca, se impug- 
nan evidentemente los hechos aceptados por la Sala senten- 
ciadora, entre los cuales está la propiedad de dicba marca; 
lo cual no puede servir de fundamento al recurso^ porque 
los hechos tienen que aceptarse por las partes, tales como se 
declaren probados en la Sentencia recurrida.— C, 2 de Junio 
de 1876; G. de 17 de Agosto, t. XV, p. 10 Jurisprudencia 
Criminal. 

No puede menos de entenderse cometida la falsificación 
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cuando se imita una marca de manera que á la simple vista 
pueda confundirse con la legitima, por más que tenga dife- 
rencias más ó menos perceptibles.— ídem. 

El Real decreto de 20 de Noviembre de i85o, en su 
articulo I.* dispone que para que los fabricantes puedan 
hacer efectiva la responsabilidad de los usurpadores de las 
marcas y distintivos de sus fábricas, solicitarán previamente 
de los Gobernadores de sus respectivas provincias se les ex* 
pida certificado de las marcas. — C, 14 de Octubre de 1876; 
G. de 24 de Noviembre, t. XV, p, 333. 

Si es un hecho probado que una sociedad industrial ob- 
tuvo el referido certificado por las marcas que venía usando 
en la elaboración de librillos de papel de tumar, pero tam- 
bién que esta sociedad terminó en i.^ de Mayo de 1873; y 
que formada otra nueva sociedad, de que ^ no formó parte 
el acusado, como en la anterior, no aparece que esta nueva 
sociedad obtuviese certificado para el uso de las marcas de 
que antes había usado, ni declaración alguna que acredite 
extensivo á ella el certificado que para la anterior se le había 
concedido careciendo de título la sociedad establecida última- 
mente, el mismo derecho que hasta ahora ostenta tiene el 
acusado como socio que fué de la sociedad que obtuvo el cer- 
tificado, por lo cual la acción criminal por ello es improce- 
dente, ni puede apoyarse en el referido Real Decreto. — ídem. 

En el artículo 291 del Código penal, se castiga la falsifica- 
ción de sellos, marcas, billetes y contraseñas que usen las 
empresas ó establecimientos industriales ó de comercio con 
las penas de presidio correccional en sus grados mínimo y 
medio.— C, i3 de Febrero de 1878; G. de 24 de Abril; 
t. XVII 1, p. 145 Jurisprudencia Criminal. 

Si resulta probado en la Sentencia, que en poder del proce- 
sado se encontraron cajas de fósforos llenas de cerillas y unas 
cuantas docenas de tiras de fundas para hacer otras con el 
nombre de «Dionisio Sasa, Tarazonade Aragón núm. 4}», que 
es el distintivo ó marca del establecimiento industrial de dicho 
sujeto^ las que reconocidas por peritos, manifestaron ser 
falsas, no pudiendo dicho procesado dar explicación satisfac- 
toria de su adquisición; es responsable de la falsificación en 
concepto de autor, y al calificarle en tal concepto la Sala sen- 
tenciadora, no infringe el artículo 291 del Código penal, ni 
incurre en el error de derecho comprendido en el caso 3.^ del 
artículo 798 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.— ídem. 

Con arreglo á lo dispuesto en el artículo 291 del Código 
penal, los reos de delito de falsificación de sellos, marcas, 
billetes ó contraseñas que usen las empresas ó establecimien- 
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tos industriales ó de comercio, deben ser castigados con la 
peoa de presidio correccional en sus grados oiínimo y medio* 
— C. i8 de Enero de 1879; G. de i3 de Manso, u XX., 
p. 46, Jurisprudencia CriminaL 

Si un sujeto había adquirido legabnente el derecho exclu- 
sivo para usar la marca de su fábrica en las cajas de fósforos, 
y requeridos de ua modo oficial los recurrentes para que se 
abstuvieran en las de igual clase fabricadas por ellos^ la que 
yenidtn usando por ser esta si no idéntica, tan parecida á la 
privilegiada, que á juicio de. las peritos á la simple vista po<- 
dk confundirse fácilmente con ella, y á pesar del requerí* 
miento, siguieron usándola dichos procesados, ese hecho 
constituye indudablem^ote el delito de defranidacián^de pro- 
piedad industrial previsto y penado en el artículo 552 del 
referido Código y de ninguna manera el delito á que se refíe-^ 
re el precitado artículo 291 del mismo, puesto que no consta 
que los procesados hayan alterado^ variado ni mudado nad& 
en la marca que usaban antes en sus cajas de cerillas para 
imitar á la del privilegio, cbmo era preciso para que emtiera 
realmente la faísiñcación de esta^ según lo demuestra el sig-* 
nifícado gramatical y jurídico de esta palabra, sino que se han 
limitado á continuar en el uso de la suya, tal como era^ 
defraudando así evidentemente al privilegiado en su ante- 
dicha propiedad industrial, y en su virtud la Sala al calificar 
de delito este hecho y de autores de él áJos procesados, no 
comete los errores de derecho á que se refieren los casos^ 
i.° y 4/ del artículo 798 de la Ley de Enjuiciamiento Crimfi- 
nal, pero sí se incurre en otro de los comprendidos en el 
mismo artículo al penar como delito de faísiñcación de 
marcas, dicho hecho, que realmente constituye el de defrati^- 
dación de propiedad indus^riaJ, el cual tiene menor pena que 
aquel,. infringiendo los precitados artículos agí y 552 del 
Código penal. — ídem. 

Por el artículo 291 del Código penal, es delito la fabrica- 
ción de sellos, marcas, billetes y contraseña*^ que usen las 
empresas ó establecimientos industriales ó de comercio. — 
C. 10 Mayo de 1879; G. 8 de Agosto: t. 20, p. 489, Jurispru- 
dencia Criminal. 
^ Si en la Sentencia se consigna como probado que una so- 
ciedad tenía privilegio para la fabricación de librillos de pa- 
pel para fumar con la marca «La Pantera» y los recurrentes 
lo hacían con otra igual que según el reconocimiento de Ios- 
peritos euaba perfectamente imitada, de tal modo que se con- 
fundía con la legítima, este hecho cae indudablemente ba^ 
la sanción de dicho artículo 291, porque teniendo la Sode» 
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dad privilegio exclusivd paira el uso de su marca, cualquiera 
que la imitase, la falsificaba y usurpaba un derecho que se le 
había otorgado. — Id. id. id. id. 

Si no resulta igual identidad respecto la marca «La Estre- 
lla*», no puede calificarse como delito de falsificación de marca 
el uso de la misma.— Id. id. 

Siendo autores, según el artículo i3 del Código, todos los 
qut toman parte directa en la ejecución de un delito y estan- 
do probado que el recurrente y sus hijos se ocupaban en la 
fabricación de librillos de papel, algunos de ellos con la mar» 
c« «La Pantera;» que ha resultado falsificada, todos son res- 
ponsables criminalmente en el concepto de autores del deli- 
to de falsificación de la marca de dicbo papel. — Id. id. id. id. 

— Libre cada cual de señalar ios productos de su industria 
con el distintivo que mejor le parezca, siempre que no con» 
tenga signos de autoridad, ni sea ofensiva á la decencia pú- 
blica, el certificado administrativo á que se refiere el R. D. de 
20 de Noviembre de i85o, es un documento oficial que da 
Autenticidad y sirve de comprobante á la marca adoptada 
para el efecto de su uso exciusivo/y no tiene él carácter de 
concesión sino de autorización administrativa. 

Asimilada en todo lo demás á la propiedad mueble la de 
Ifis marcas, las cuestiones que se susciten acerca de su domi- 
nio y posesión son de la competencia de los Tribunales or- 
dinarios, sin que á )a administración incumba otra cosa en 
caso de litigio que disponer se exhiba el dibujo de la marca 
y copia testimoniada de la nota que expresa el artículo 2.^ del 
gnencionado R. D. 

Si bien la R. O. de 11 de Abril de i858 dispone que se dé 
cuenta al Ministro de Fomento de todas las sucesiones ó 
transmisiones de que sean objeto las marcas, señalando para 
ello el término de tres meses contados áesáe la fecha en que 
9« haya adquirido el derecho, á fin de que pueda tomarse ra- 
zón en el centro correspondiente, esta prescripción como to- 
das las que rigen en la materia se dirige á dar garantías de 
seguridad á la propiedad de que se trata y no atribuye 01ra 
competencia á la administración que la de certificar en su 
caso cual es el distintivo adoptado y la persona que aparece 
como dueña del mismo. 

Así en el caso de que se omita la formalidad expresada de 
dar cuenta al Ministro de las transmisiones que se verifiquen, 
como en el de que cumplida, surjan cuestiones sobre propie- 
dad de las marcas, la administi »ción no debe reconocer otro 
derecho para la expedición del nuevo certificado qije el que 
se haya acreditado ó se acredite en legal forma ó* declaren 
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en el juicio correspondiente los Tribunales ordinarios. 

Si en virtud de lo expuesto ha podido el Ministerio de Fo- 
mento no estimar las sucesivas reclamaciones dé dos particu- 
lares pidiendo un nuevo certificado de la misma marca, no ha 
debido sin embargo, declararlas caducadas ínterin ventilan 
las partes el derecho que á ellas pretenden tener ante los re- 
feridos Tribunales, como asunto de interés privado. — Real 
Decreto S. 22 de Noviembre de 1880; G. 19 de Enero 1881. 

Siendo los hechos probados que al procesado se refieren 
en la Sentencia recurrida, inductivos sin duda de falsificación 
de marcas y contraseñas de cubiertas de papales de fumar 
propias de una casa, toda vez que se le ocuparon las planchas 
preparadas para dicha falsificación, esto y los efectos en su 
domicilio hallados, determinan la participación directa que 
la Sala sentenciadora le atribuye y quie con acierto califica j 
pena con arreglo al artículo 291 del Código Penal. — Senten- 
cia 24 de Diciembre de i883; G. de 3o de Marzo de 1884 
Jurisprudencia Criminal. 

La falsificación de sellos, marcas, billetes y contraseñas á 
que se refiere t\ artículo 291 del Código penal, no ^s la mera 
copia de esos signos de legitimidad, sino de la imitación si- 
mulada, ó fingimiento engañoso de ellos, que eh términos 
hábiles puede inducir á error.— S. de 16 de Ju0io de i885; 
G. de 22 de Diciembre Jurisprudencia Criminal. 

Que las marcas de fábrica y de comercio constituyen una 
propiedad industrial tan legítima y respetable como las de- 
más que el derecho reconoce y que ni la Ley consiente el 
uso de dichas marcas con indicaciones capaces de engañar al 
comprador, sobre la naturaleza del producto, ni el imitarlas 
de tal suerte que pueda aquel incurrir en equivocación ó 
error confundiéndolas con las verdaderas. 

Que en el caso de ^utos, el recurrente fabricante de taba- 
cos, estaba en posesión legal del uso de la marca nombrada 
«Flor de Daniel Wesbter», cuando la sociedad demandada so- 
licitó y obtuvo el certificado de otra marca titulada única- 
mente a Daniel Wesbter» que le esencial de dicha primera 
marca, su nota más saliente y característica, lo que constitu- 
ye realmente su distintivo peculiar que aplicado á otra marca, 
puede inducirá error al consumidor, es la expresión del nom- 
bre y apellido del jurisconsulto americano que en ella figura 
careciendo de importancia las variaciones que se notan en ios 
años, sellos y viñetas de una y otra marca y que en tal virtud, 
la Sentencia reclamada, interpretó erróneamente la letra y 
el espíritu del Real Decreto de 20 de Noviembre de i85o, 
que se hizo extensivo á Cuba, con las modificaciones conte- 
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nidas en el Reglamento aprobado por Real Orden de 3i de 
Marzo de 1882, que era el vigente á la sazón é infringe el ar- 
ticulo 7.° del mismo, con arreglo al cual no pueden los fabri» 
cantes adoptar para los productos de sus fábricas los distin- 
tivos de que otros hayan obtenido con anterioridad certificado 
de existencia. 

Que ni resulta debidamente acreditado que se tomase ra* 
zón, en el oportuno Registro de la marca nombrada «Daniel 
Wesbter» ni fué publicada en la Gaceta, como era indispen- 
sable, la petición, formulada por la sociedad demandada; que 
esa falta de publicación constituye un vicio inductivo, de 
nulidad de la patente ó diploma concedido para el uso de di^ 
cha marca, toda vez que fué esta otorgada sin conocimiento 
y audiencia, en su caso, de los que pudieran oponerse á su 
concesión, y que en ese concepto, la Sentencia recurrida, que 
da valor á la expresada marca, mucho más en oposición con 
otra legítima y anteriormente inscrita ó registrada infringe 
también la regla i.* del artículo 1 1 del referido Reglamento 
d^3i de Marzo del propio año 1882 que concuerda con Jo 
establecido en el artículo 12 del citado Real Decreto de 20 
de Noviembre de i85o,— R. C. en A. de U, de 5 de Mayo de 
1887; G. de 2. 

Que el Real Decreto de 20 de Noviembre de i85o, y la 
jurisprudencia con el concordante, garantiza y proteje directa 
y eficazmente las marcas y distintivos de comercio que,, 
cuando se han pbtenido con los requisitos y formalidades 
determinados en aquél, constituyen una verdadera y positiva 
propiedad industrial, con todos los atributos y condiciones 
de las demás propiedades, prohibiendo la usurpación de 
marcas y distintivos y equiparando á esta la imitación d^ 
signos que con propósitos más ó menos intencionados^ 
nunca lícitos, den ó puedan dar lugar á confusión entre los 
productos de legitima procedencia y los aue no lo sean^ in- 
duciendo á error al que compra y atacando los derechos del 
fabricante de buena fé, dueño de la marca. — R. C. 12 de 
Junio de 1893; G. de 28 de Octubre. 

El Real Decreto de 20 de Noviembre de i85o que regula 
la materia de marcas de fábrica no contiene disposición algu- 
na que obligue al Ministerio de Fomento, al expedir los cer- 
tificados de concesión dentro de un plazo determinado ni 
que coarte en lo más mínimo la libre facultad de aquel de- 
partamento ministerial para otorgar ó negar la concesión en 
vista de la oposición que haya podido formularse; pues la 
regla 3/ del artículo 12 constituye una disposición de carác- 
ter meramente transitorio aplicable á los expedientes que se 
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incoaron desde aquélla fecha hasta igual día del año siguiente 
y la ineñcacia por lo tanto cesa desde que hubo transcurrido 
el periodo del tiempo á que dicho precepto hacía referencia j 
en tal sentido la Real Orden impugnada (por la que se deniega 
una marca de fábrica) debe estimarse dictada en oso de la¿ 
facultades discrecionales de la Administración y como dene- 
gatoria de una concesión excluida de la vía contenciosa con 
arreglo al número uno del artículo 4.* de la Ley y al número 
dos de igual artículo del Reglamento y por último, el dere- 
cho de propiedad que el demandante pueda tener al uso de la 
marca pretendida, es de índole puramente civil y reclamabk, 
por tanto únicamente ante loa tribunales ordinarios con su- 
jeción á lo dispuesto en el número dos del artículo 4.** de la 
Ley. — Auto del Tribunal délo contencioso administrativo de 
«4 de Abril de 1893. G. de 2 de Octubre; id. 

Según se ha declarado en Reales órdenes de 23 Julio de 
1888 y ló de Noviembre de 1889, los fabricantes pueden usar 
sus nombres y apellidos como marcas de sus productos in- 
dustriales aunque aquellos sean iguales á los de otro fabri- 
cante, siempre que en los demás detalles de las marcas así 
otorgadas exista completa diferencia de las concedidas con 
anterioridad y aunque haya semejanza en los nombres difie- 
ran en la forma y adornos y en la habilitación y diseños y 
por ello no puede alegarse con fundamento bastante que 
entre ambas marcas existe identidad completa ni parecido 
suficiente á producir confusión ó error, únicos motivos por 
ios que con arreglo al Real Decreto de 21 Agosto de 1884 se 
hubiera podido denegar la solicitud sobre que versa el expe- 
diente. — Sentencias de ló-y 24 Octubre de 1893; G. de 17. 
Febrero de 1894. 

Según los artículos i.% 46 y 48 de la Ley de i3 Septiem- 
bre de 1888, es incompetente el Tribunal contencioso admi- 
nistrativo para conocer de demanda entablada por un in- 
dustrial contra una Real Orden que le denegó el uso de 
una determinada marca de fábrica, y por esta Real orden 
no se ha vulnerado ningún derecho de carácter adminis- 
trativo establecido anteriormente á favor de la sociedad de- 
mandante, ni el de solicitar una marca de fábrica lleva con- 
sigo el derecho á obtenerla, siendo de la exclusiva competen* 
cia de la administración activa el apreciar las causas que se 
opongan á su concesión como encargada de velar por los in- 
tereses públicos amparando los de los particulares.— Sen- 
tencia de I.* de Marzo de 1894; G- ^^ 20 de Septiembre. 

La misma doctrina se sienta en la de 19 de Marzo de 1894; 
G. de 20 de Septiembre. 
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La misma doctrina se sieata en la de 19 de Mayo de 18^4; 
G. de 8 de Octubre. 

Si bien es cierto que el nombre, título^ marca de fábrica ó 
<le coEoercio que se ha obtenido por los procedimientos de la 
Lef^ son símbolo del crédito y constituyen una propiedad al 
amparo del derecho coostituído que no consiente la usurpa* 
ción, ya sea esu ciara y manifiesta, ya sea encubierta, bus^ 
cando su imitación y semejanza con aditamentos intenciona* 
les que tiendan á inducir á error al comprador, no lo es 
menos que cuando el título ó lema concedido se toma por 
una tercera persona como anuncio de venta de una mercan- 
cía que, entre otras también anunciadas, se expenden en un 
establecimiento, bien puede usarse en cuanto no se empleen 
medios ó formas de publicación que determinen el ánimo y 
la iiuención de inducir á error. 
. Al estimarlo así la Sala sentenciadora, no infringe los artí« 
culos 333, 334 y 349 del Código Civil. — C., número 118; 22 
de Abril de 1895; G. d^e 12 de Agosto mismo año; t. y^;^^ 
p.486. 

Mftfe&S .a.ff riCOlss* Se autoriza á los ganaderos y 
agricultores para usar marcas industriales que sirvan para 
distinguir sus productos. — Real Orden de 1:6 de Ei>cro 18^97, 
p. 16, Alcubilla Apéndice de 1897. 

Marcas de fábrica extranjeras en productos españoles^-^ 
R. O. de 20 de Mayo de 1898, p. 234. Los sellos y marcas de 
lábrica. Su condición especial. — V. Sentencia 14 Abril 1894. 

M&rCftS de comercio» Sean cualesquiera las razo- 
nes en que se tunde la Administración para negar la inscrip» 
•ción de una marca comercial, no letona* derecho alguno del 
<:omerciante, puesto que dicha resoludónno impide que este 
eltja otra para distinguir los objetos de su comercio y solici* 
ie su inscripción. 

Resolución de 7 de Junio de 1893; G. de 27 de Octubre. 

Ma.rchaiIIO eOmePCÍa,!- EII marchamo comercial 
-consiste en un sello incógnito de efectos legales para la cir- 
culación, y para utilizarlo son condiciones precisas ser co- 
merciante ó vendedor al por mayor de esta localidad y figu^ 
rarxomo socio en la Asociación del Merchamo Comercial de 
Barcelona. ' 

Los géneros que se manden á resellar deben Ir acompaña- 
dos de unas hojas impresas que proporciona la misma aso- 
ciación y en las que el interesado detalla el número de piezas, 
la clase de los géneros, el nombre ó razón social del produc* 
tor de los mismos, población en que se halle la fábrica esta- 
4}lecida y número de marchamos que han de imponerse. 
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E^tas hojas se extienden por duplicado y deben ir autori- 
zadas con la firma del asociado y la del fabricante de las 
mercancías que en ellas se detallen. 

Al propio tiempo, es también indispensable que los pro- 
ductores que autoricen á sus clientes para la sustitución de su 
marchamo por el comercial, presenten y justifiquen ante la 
administración de esta aduana, por una sola vez su marca de 
fábrica debidamente autorizada; así como darán también á 
conocer á dicha administración la firma que ha de suscribir 
las expresadas hojas. 

Las operaciones de marchamos se efectuarán por riguroso 
turno de entrada de las mercancías, á fin de evitar preferen-^ 
cias entre los asociados. 

M6rCAllCÍ&* Si bien en el sentido léxico es y se consi- 
dera mercancía y como tal se define todo género vendible, en 
el concepto económico y mercantil y aun en el legal solo se 
considera como tales los productos de las artes é industrias 
de todas clases que se ponen en circulación con objeto de 
tratar en ellos y obtener un lucro.— Real Orden del Ministe» 
rio de Haciehda de 22 de Enero de 1902; G. i5 de Febrero 
del m. a. 

Mofa» Que no puede estimarse constituido el deudor en 
mora hasta el día en que judicialmente se le interpela para el 

Cago de una cantidad líquida como reiterada y recientemente 
a declarado este Tribunal Supremo, ya porque las le3res 
anteriores á la citada de 14 de Mayo de i856, prohibitorias 
de toda usura, no reconocen por punto general que el dinero 
devengue interés, ni preceptúan el que debe abonarse por la 
demora, ni establecen desde cuando comienza esta, ya porque 
las leyes 12 y i3 tit. 11 lib. 10 de la Novísima Recopilación 
relativas á la deuda de artesanos y menestrales y á los salarios 
de los criados y que son excepciones de aquella regla, no con* 
ceden el rédito^e6y3 por 100 respectivamente, sino des- 
de la fecha de la interpelación judicial, ya finalmente porque 
tal principio rige según el artículo 261 del Código de Co» 
mercio hasta en materia de obligaciones mercantiles, á pesar 
de que se regulan por la buena fe y se inspiran en la idea del 
lucro.— R. C. en A. de U. 24 de Noviembre de i885; G. de 
14 de Marzo de 1886. * 

Morosidad* Que son inaplicables, y por lo tanto no 
ha podido infringirse la doctrina legal emanada del art. 58o 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil y del mi del Código de 
Comercio que disponen que los acreedores que no hubiesen 

f presentado los documentos justificativos de sus créditos en 
os plazos prescritos, sufrirán como única pena de su moro- 
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sldad, el perjuicio de practicar á sus expensas Jas diligencias 
de recanocimieoto de las mismas y la pérdida de cualquiera 
prelaclón que pudiera corresponderles, y las legres t8^ 19, 
20 y 21 título ag partida 3," si no se trata de la quiebra de un 
comerciante, ni de adquirir el dominio por prescripción 6 
por cualquier otro concepto que deba ser objeto de un juicio 
declarativo.— R. C. en a de u. de 16 de Abril de 1884; G, 5 
de Septiembre, 

£1 articulo 361 del Código de Comercia vigente limita los 
efectos de la morosidad ea el cumplimiento de las obligacio- 
nes mercantiles, cuando no se pactan intereses á la época en 
que el acreedor interpela judicialmente al deudor ó le intima 
la proteata de daños y perjuicios ante Juez^ Escribano ú otro 
oñcial público autorizado para recibirle. — Sentencia 2 5 de 
Abril de 1896^ p. 776, t. 79 Jurisp, Civil- 
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N&ufragiO* Salvadla de un naufragio una cantidad que, 
según manifestó el capitán del buque, pertenecía al dueño del 
mismo, bien le fuese entregada por él como ^arga ó mer- 
cancía para su colocación en puiito determinado, bien, como 
fondo para atender á las necesidades del viaje, debió sacarse 
de la expresada cantidad salvada, conforme á la instrucción 
de cónsules aprobada por R. O. de 19 de Julio de i856 lo 
necesario para atender á la subsistencia y regreso á España 
de la tripulación. 

Adoptada esta medida, su aprobación no prejuzga ni difí» 
culta el derecho que el dueño del buaue pueda tener á recla- 
mar el reintegro de quien corresponda, después que por la 
autoridad competente se declare de quien debaí^ ser definiti- 
vamente los mencionados gastos. — R. D. S. 20 de Diciembre 
de i865; G. 19 de Enero de 1866. 

Que el artículo 652 del Código de Comercio se refiere 
especialmente á la relación de circunstancias del naufragio, 
que deben hacer bajo juramento el capitán y tripulantes de la 
nave, disponiendo en el párrafo final que en todos los casos 
se admita á los interesados la prueba en contra de lo que apa* 
rezca en la indicada relación. 

Que no lo infringe la Sentencia condenatoria al pago de un 
seguro marítimo, ni se funda en las explicaciones dadas por 
«1 patrón y marineros del barco acerca de loque manifestaron 
ante un cónsul español, en lo declarado por los trabajadores 
que cargaron las mercancías en el buque, y en lo que resulta 
de otras justificaciones practicadas en el pleito. — R. C. 2 de 
Enero de 189 1; G. de 3i. 

Nombre industrial. Que el título de un estableci- 
miento industrial es el símbolo de su crédito y constituye una 
Íropiedad tan legítima y respetable como las demás que la 
,ey reconoce. 

Que carece de derecho quien no es dueño de un estableci- 
miento industrial para emplear el nombre de este en tarjetas. 
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etiquetas y papeletas de pago, porque el uso de ese nombre» 
que es la indicación de procedencia, lo que realmente cons* 
tituye el emblema ó distintivo del establecimiento, puede in- 
ducir á error al consumidor, haciéndose confundir una tien- 
da con otra. — R. C. de 27 de Febrero de 1890. 

Véase la obra de Pérez Dindürra Nombres y títulos induS" 
4riales, Madrid J894. 

Nombre comercial é industrial- Sentencias 

del Tribunal Supremo de Justicia de 14'de Abril de 1884; 
5 de Mayo 1887; 14 de Diciembre de 1887; 27 Febrero 1890; 
<i2 de Junio de 1893; I2 de Abril de 1895 y Real Orden de 4 
de Diciembre de 1888 en asunto de Ultramar. Vida Institu- 
ciones de Derecho Mf rcantil y la Sentencia de 4 de Marzo 
de 1886. Vide la Sentencia de 27 de Febrero de 1890. La 
otra de 14 de Diciembre de 1887. Véase también la Sentencia 
^e la Sala 3.* del Tribunal Supremo de Justicia de 16 de 
Febrero de 1893 y la de la Sala 2.* de la Audiencia de Madrid 
de 19 de Enero de 1894, contirmando 1* ^^^ Juzgado del 
Hospicio de Madrid en 8 de Abril de 1893. Vide Sentencias 
de 16 de Febrero de 1893; 27 de Febrero de 1890 y 12 dé 
Diciembre del mismo año en asunto criminal; y Pbdro Esta^ 
síiH Derecho Industrial de España. 

Nulidad de actuaciones. Dictada la Sentencia 
ejecutoria condenando al pago de cantidad á una sociedad 
mercantil, si las únicas diligencias ordenadas en los autos 
sobre cumplimiento de aquellas han sido dirigidas á reque- 
rir á los hijos y herederos de uno de los socios para que ma* 
nífiesten si están dispuestos á cumplir la ejecutoria, con este 
requerimiento de simple exploración no se coarta en modo 
alguno la libertad de acción de aquéllos ni se prejuzgan sus 
derechos, puesto que nada se resuelve, y no resolviéndose 
cosa alguna, antes bien declarándose que el fallo no implica 
que posteriormente no se planteen y resuelvan las cuestiones 
de fondo sobre responsabilidad de los mismos, es evidente 
que la Sentencia denegatoria de la nulidad de dichas actua- 
ciones no infringe las leyes 19 y 20 tit. 22, partida 3.* y los 
artículos 35, 36, Sj y 38 del Código Civil, y 249, 256 y 279 
•de la Ley de Enjuiciamiento Civil C, num. 128, 25 de Abril 
dé 1891; G. 16 de Junio m. a.: t. 69, p. 555. 
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Obligación. No ¡nfriíai^e los artículos 1091, iiqo^ 
iioi, II25, 1254, 1233, 1238^ 1261 y 1278 del Código Crril, 
f 5o y 5i del áe Comercio, la Semencia que no desconoce 
a fuerza, eficacia y trascendencia de un comrato, sino que 
aprecia las de bechos posteriores modificativos de la causa y 
ofofeto de aquei.^C, número loi; 5 Noviembre de 1901; 
G. de 27 Febrero de 1902; C. L., t. 10, y R. t. 92, p. 385. 

Obligaciones hipotecarlas. Qoe si k Seme^i- 

da se ajunca á la doctrina que como infringida se cita según 
una de tas comticiones de la escritura fundamenta), la falta 
de cumplimiento de cualquiera de las condiciones est}pu)#« 
das kacía procedente la incautación en representadón de los^ 
acreedores, como tenedores de obligaciones, de todos los 
bienes, derechos y acciones que garantizaban la emisión, y 
como según apreciadén del Tribunal sentenciador dejó de 
eumplirse ia condidón de la citada escritura, había llegado 
el caso previsto y era, por tanto, procedente la incauta d<hi.«^ 
S. ée 4 de Enero de 1694; G. de a y 3 de Febrero. 

Obligación personal* ai tenor de lo prescrito en 
d articulo 1237 del Código Cávil, los efectos de las oMiga- 
dones meramente personales no pueden trasceiKler en nin> 
gún ciBso mis que á los otorgantes y á sus herederos. Habiendo 
mediado las condidones todas de consentimiento^ obfeto j 
cavsa, necesarios para k venta ó traspaso de un estableci- 
miento público, es, con arreglo al mencionado artículo, 
^procedente la declaración de nulidad de dicho contrato, 
por el solo hecho de que anteriormente el vendedor se hu- 
biese obligado por escritura en favor de tercera persona de 
quien recibió determinada cantidad en concepto de préstamo 
á no verificar el traspaso basta el reintegro de la misma. 

No afectando esta obligación á la integridad del derecha 
real de dominio, es evidente que quien adquirió el referido 
establecimiento por justo título, puede hacer valer su derecho,, 
sin perjuicio de que el prestamista ejercite el suyo para con 
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el prestatario por razón del íncumplimieQto de la obligación 
personal que éste contrajo, cuyo riesgo es inherente i la 
citada clase de obligaciones, cuya naturaleza no es lícito 
alterar. 

La inscripción de la escritura de préstamo en el Registro 
Mercantil, absolutamente en nada modifica los términos del 
problema jurídico» ya por que este documento no es de los lla- 
mados á ser registrados segün el Código de Comercio, ya 
|)or que la obligación en aquella escritura consignada nQ 
varía de naturaleza por la inscripción. 

No estimándolo así la Sala sentenciadora, infringe la Ley 
<le contrato y los artículos 609, párrafo 2/ 1098, 1099, iiqi, 
1257, 1450, 1457, 1462, 1473, i863y 1869 del Código Civil, 
j 17, 18, 21, 24, 26, 27, 28, 29 y 3o del Código de Comer- 
cío.-w-C, número 87; i5 Octubre de 1897; G. 18 Noviembre 
m. a.; t. 82. p. 454. 

Obligaeiones mercantiles— sí bien ei art. 261 

4el Código dé Comercio establece que la morosidad en al 
cumplimiento délas obligaciones mercantiles no comienza 
sino desde que el acreedor interpela judicialmente al deudor, 
esta disposición no puede tener lugar en el caso de que se re- 
clame el pago de una obrs contratada por precio alzado pa- 
gadero á plazo fíjo y la cantidad que ae pide es en eauivalen«* 
cia de unas acciones que devengaron intereses.~*-oentencia 
19 Noviembre. 1870, p. io6 tomo 23 Jurisprudencia Civil. 

Que los contratos de comercio se han de ejecutar de bue- 
na^ fé, según los términos en que fueron hachos y redactados, 
sin tergiversar con interpretaciones arbitrarias el sentido pro* 
pió y genuino de las palabras dichas ó escritas.-— R. C* lo de 
Marzo de 1880, G. de 16 de Marzo. 

Obligaciones de Sociedades.— Las oUiRacio- 

ner de ferrocarriles emitidas con anterioridad al Real Decre- 
to de 12 Septiembre 1861 y otras con posterioridad i di* 
<;ha fecha, pueden ser canjeadas por nuevos títulos de la mis- 
ma clase sin más timbre que el de 10 céntimos de peseta por 
título; con arreglo al art. i63 de la ley de este impuesto^ ae 
resolvió que dicho articulo es aplicable é las obligaciones y 
lernas valores y que el canje ó sustitución de las accionea» 
obligaciones y demás valores, se hará fijando en los nuevos 
títulos el timbre de 10 céntimos etc.— Real Orden de 7 Junio 
4902. G, 2 Julio. 

Obligración S0CÍal*^^La existencia de una Sociedad 
no presupone la certeza de las responsabilidades de los so- 
cios, responsabilidades que exigen pruebas, y estimándolo 
«sí la sentencia absolutoria de la demanda interpuesta por 
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un socio contra otro sobre cumplimiento de una supuesta 
obligación social, no infrins^e la Ley del Contrato, ni las i.*' 
y 2/, titulo 10, partida 5.*, y la 4.* del Digesto pro socio 
C. núm/i i; 7 Julio 1890; G. 22 Octubre m. a., t. 68, p. 49» 

Operaciones de Bolsa-— Que u operación de 

Bolsa que no se practicó con las formalidades que para las 
llamadas al contado exige el decreto orgánico de 8 de Febre-^ 
brero de 1854, porque además de no resultar su publicación 
en la forma que ordena el artículo 3i ni con la claridad iti- 
dispensable, tampoco se consumó ni se reclamó su cumpli- 
miento dentro del plazo de 24 horas que se señalan én los^ 
artículos 18 y 19: y por lo tanto, desde que el interesado de- 
jó de ejercitar este derecho^ aceptando en cambio la liqui- 
dación practicada por el agente, cuatro días después, y con- 
formándose con él débito á su favor que en ella le reconocía,, 
perdió la negociación el carácter de operación de Bolsa al 
contado que hubiera podido tener y se convirtió en una deu- 
da particular, igual en condiciones y naturaleza á la que con* 
tra el mismo agente venía reclamando el recurrente, sin op- 
ción una ni otra deuda á disfrutar en primer término déla 
garantía especial sobre la fianza, según lo dispuesto en los 
artículos 68 y 70 del citado decreto orgánico y en el 3.* det 
de 12 de Marzo de i8f5.— R. C. 7 de Febrero de iSÍS: G. 
de 1 5 de Agosto. 

Que no desconoce la existencia del contrato de mandato 
ni la cap9cidad de los contrayentes la Sentencia que declara 
la nulidad del primero, por estimar que las operaciones de 
Bolsa incluidas en la cuenta corriente abierta por un Banco á 
su mandante eran vinculadas y solo se saldaban por diferen- 
cias, fundándose por esto el fallo en el vicio sustancial de las 
operaciones concertadas, como opuestas á las leyes y á las 
buenas costumbres. 

Que al hacer esta declaración, tío infringe dicha Sentencia 
la Ley i.* título i.^de la Novísima Recopilación, los artícu- 
los 234 y 241 del antiguo Código de Comercio, ni el decreto, 
ley de 10 de Julio de 1874, puesto que los actos bursátiles, c^o* 
mo son aquellos de que se trata, tienen únicamente fuerza ci- 
vil de obligar si reúnen los requisitos y formalidades exigi- 
das por la ley especial que rige en la materia, lo cual se ha 
aplicado por el Tribunal Supremo á las operaciones realiza- 
das tanto en esta Corte como fuera de ella, sin que la falta de 
tales solemnidades pueda convalidarse por ía circunstancia 
de que las negociaciones consten en una cuenta corriente, 
que es resultado y demostración de las mismas^ ni por el 
disentimiento más ó menos explícito que acerca del saldo de 
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la cuenta haya prestado el interesado, y que no basta para 
revestir de eficacia á lo que es inmoral y nulo en su esencia. 

Que las leyes i/, p.*, 38 y 14 del tit. 5.**, partida 5/ y los 
artículos 359, 363 y 365 del antiguo Código de Comercio, 
se refieren á la compraventa de derecho común 6 á la mer- 
cantil y no tienen aplicación á las negociaciones sobre valo- 
res ó efectos públicos, los cuales constituyen una operación 
de Bolsa definida en^a Ley especial, sujeta indudablemente 
á las formalidades en la misma señaladas. 

Que la referida Sentencia no infringe los arts. 53 y 262 
núm. 6.^ del Antiguo Código de Comercio, si lejos de ne^ar 
valor á los libros del Banco citado y á los asientos extraíaos 
de ellos establece precisamente que unos y otros demuestran 
que las operaciones entre dicha Sociedad y su mandante se 
saldaban por diferencias, y eran, por tanto, una especulación 
de juego y azar. 

Que en el mencionado caso, condenándose al Banco, 
mandatario á restituir á su mandante la garantía de la cuenta 
corriente por este consignada, sin declarar que así había de 
verificarse cuando quedase extinguida la obligación garanti- 
da, no se infringe la Ley 21, tit. i3, partida 5/, porque la 
obligación principal qne debe solventarse antes de recojer la 
prenda que la garantiza ha de ser válida y de ningún modo 
ilícita. — R. C. 10 Mayo de 1888; G. de 18 de Agosto. _ 

Que no infringe la Sala Sentenciadora los arts. 549, 57S 
660 y 661 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y 32, 40, 42, 
48 y 53 del Código de Comercio, cuando al estimar que unos 
valores fueron entregados al demandado, no en venta, como 
afirma el actor, sino en pago de lo que éste adeudaba al primero 
por consecuencia de operaciones de Bolsa practicadas por cuen- 
ta del segundo, ajusta á aquella su decisión al resultado de las 
pruebas, sin que se haya demostrado que incurra en error, 
como previene el núm. j.*' del art. 1692 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil.— R. C. 16 de Enero de 1889; G. de 4 de 
Mayo. 

OpOSieiÓn á la quiebra— Que ni el art. 885 del 
Código de Comercio, ni los arts. i3o8, i3o9y i3io de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil de las islas Filipinas niegan á los 
acreedores, como con error se declara en la Sentencia recu- 
rrida, el derecho de oponerse á la declaración de quiebra, to- 
da vez que el primero, bajo el supuesto de haberlo ejercitado 
el deudor, solo establece la responsabilidad que contraen los 
acreedores que hubieran obtenido dicha declaración con ma- 
licia, falsedad ó injusticia manifiesta, y los restantes determi- 
nan la tramitación que debe darse á la oposición formulada 
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por el mismo deador, sin ocuparse bajo este respecto de los 
acreedores legítimos, á quienes la propia Ley procesal en su 
art. 1 1 52 otorga 6sa faculud en los concursos. — Sentencia 8 
Noviembre 1895. G. de M. de 2 y 3 Diciembre m. a. 
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Pacto Condicional- --Cuando en un pacto se esti- 
pula que todo lo en él convenido quedará nulo y sin valor si- 
no se verifica cierta condición, no realizando ésta no puede 
exigirse la eficacia de lo demás pactado y la Sentencia que no 
lo estima así infringe la ley del contrato. Ley i/ tit. i.®, libro 
10 de la Novísima Recopilación, que prescribe el puntual 
cumplimiento de las obligaciones; de la manera que han sido 
contraidas y la 12 tit. 1 1 partida 5.* que trata de los efectos 
de los promiscuos condicionales y establece textualmente que 
si no se cumple la condición entonces no vale la promisión. 
—Sentencia de 27 Enero 1871; p. 339 t. 23 Jurisprudencia 
Civil. 

Pagaré* Los pagarés á la orden que tienen carácter 
mercantil, producen las mismas obligaciones y efectos que 
las letras de cambio, menos en cuanto á la aceptación y guar- 
dándose la restricción que previene el artículo 567 del Códi- 
Ro de Comercio. Art. 558 del propio Código y Sentencias del 
Tribunal Supremo de Justicia de 5 de Agosto de 1857, 29 de 
Enero y 28 de Junio de 1859, 28 de Marzo de 1860, 14 de 
Octubre de 1861 y 4 de Noviembre de 1862. 

Que un pagaré por valor recibido, á la orden de una socie- 
dad de comercio protestado por falta de pago y reconocido 
judicial y extrajúdicialmente, es un documento mercantil por 
su redacción y por las cualidades personales de los otorgan- 
tes, y en este concepto acredita una obligación válida, no obs- 
tante la excepción de dinero no entregado que el derecho 
mercantil no admite, y cuando además existe contra la misma 
la prueba suministrada por el aaor. 

Que la condena de pagar impuesu al firmante del mencio- 
nado pagaré responde á la naturaleza mercantil de dicho do- 
cumento, y por ello el fallo que la contiene no infringe la 
Ley 3.*, tit. 3.*, del Código non numerata pecunia ^ referente 
al derecho común no aplicable al caso expresado.— R. C. 21 
de Abril de 1888; G. de 28 de Mayo. 
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Que es un principio general consignado en el artículo 532 
del Código de Comercio, que las libranzas, vales ó pagarés 
á la orden entre comerciantes y que procedan de operaciones 
mercantiles, producen las mismas obligaciones y efectos que 
las letras de cambio, á no ser en la aceptación, que es preven- 
tiva de estas. 

Que con el carácter también de principio general establece 
el articulo 5i5 que el portador de una letra de cambio pre- 
sentada y protestada en tiempo y forma, tendrá derecho á 
exigir del aceptante, del librador ó de cualquiera de los endo- 
santes el reembolso con los gastos de protesto y recambio;, 
pero intentada la acción contra alguno de ellos, no podrá di- 
rigirla contra los demás sino en caso de insolvencia del de- 
mandado. 

Que el artículo 5iS dispone, que si hecha excusión en los 
bienes del deudor ejecutado para el pago ó reembolso de una 
letra, solo hubiere podido percibir el portador una parte de 
su crédito, podrá dirigirse contra los demás por el resto de su 
alcance hasta su complejo reembolso, en la forma establecida 
en el anículo 5i6, verificándose lo mismo en el caso de de*- 
clararse en quiebra el ejecutado, y si todos los responsables 
de la letra se encontrasen en igual caso, tendrá el reclamante,, 
derecho á percibir de cada masa el dividendo correspondiente 
á su crédito hasta que sea extinguido en su tótalidaa. 

Que el artículo 524 se refiere clara y explícitamente á la re» 
misión ó gasto que el acreedor haga al deudor contra quien 
hubiese repetido el pago ó reembolso del título. — R. C. 26 de 
Febrero de 1892; G. de i5 de Abril. 

Para tener valor jurídico de documento mercantil un vale 
ó pagaré, no 'basta que éste contenga las condiciones que ex- 
presa el artículo 571 del Código de Comercio; es preciso ade- 
más que proceda de operaciones mercantiles, según exige tí 
558, y si el pagaré en cuestión no contiene indicación alguna 

Íue demuestre que se llenó aquella esencial exigencia de la 
.ey, aunque expresara para un asunto de comercio, esta ma- 
nifestación aislada no demuestra que el préstamo procediera, 
como quiere la Ley, de operación mercantil, ni puede teaeír 
valor legal desde el momento en que no se prueba la verdad 
del hecho contenido en dicha manifestación, esto es, que el 
prestatario dedicó la cantidad á asuntos de comercio, por cu- 
yo motivo la cuestión debe resolverse por derecho común y 
no por el Código de Comercio, que indebidamente aplicó la 
Sala sentenciadora. — Sentencia de 10 de Abril de 1894; G. de 
21 de Septiembre. 

Perjudicado un pagaré por falta de protesto, no puede pro- 
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ducir acción contra los endosantes del mismo.— C, número 
128; 4 de Mayo de 1895; G. de 16 de Agosto m. a.: t. 'j']\ pá- 
gina 543. 

Es ineficaz el endoso de un pagaré cuando carece de las 
formalidades legales y no consta la aceptación de la persona 
á cuyo favor se hizo.— C, núm. 242; 7 de Junio de 1897: 7 de 
Julio m. a.: t. 81, p. 1079. 

Pagaré á la orden- Que ios vales y pagarés á la or* 
den á que el artículo 532 del Código de Comercio otorga la 
misma eficacia y efectos que á las letras de c^imbio, no son 
aquellos cuyo importe se vá á dedicar á operaciones mercan- 
tiles, sino los que proceden de operaciones de esta clase.— Sen- 
tencia de 24 de Noviembre de 1894; p. 416, tomo 76, Juris- 
prudencia Óivil. 

Pagarés mercantiles. Para tener el valor jurídi- 
co de documento mercantil un vale ó pagaré, no basta que 
éste contenga las condiciones que expresa el Código de Co- 
mercio; es preciso además, que proceda de operaciones mer- 
cantiles. La manifestación aislada, contenida en un pagaré 
que el prestatario ha recibido el importe de su valor para un 
asunto de comercio no demuestra que el préstamo procede^ 
como quiere la Ley, de operación mercantil, ni puede tener 
valor legal cuando no se prueba la verdad del becbo conteni- 
do en dicha manifestación.— Sentencia de la Sala i.* del Tri- 
bunal Supremo de 10 de Abril de 1894. G. de 21 de Septiem- 
bre de 1804. 

^ Los vales y pagarés á la orden á que el artículo 532 del Có- 
digo de Comercio otorga la misma eficacia y efectos que á las 
letras de cambio, no son aquellos cuyo porte se vá á dedicar 
á x>peraciones mercantiles, sino los que proceden de opera- 
ciones de esta clase. — Sentencia del Tribunal Supremo de 24 
de Noviembre de 1894. Gacetas á^ 20 y 27 de Febrero de 
1895, p. 64. 

La expedición de pagarés á la orden y sus endosos deben 
reputarse actos mercantiles, con arreglo al artículo 2.® del 
Código de Comercio, por ser de los expresamente definidos 
en este cuerpo legal, y por lo tanto, hay la presunción de que 
proceden de operaciones de comercio, salvo prueba en con- 
trario. 

Faltando esta prueba, la Sentencia que condena al endo- 
sante de un pagaré á la orden, protestado por falta de pago, 
aplica rectamente el artículo 532 del Código de Comercio, y 
por consecuencia de él, los 5 16, 526 y 53o, y no infringe el 
primero y el 3i i, porque el mencionado artículo 532 equipa- 
ra dicho documento á las letras de cambio para el efecto de 
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la responsabilidad de los endosantes, aun cuando no. se haya 
demostrado especialmente que el importe de aquel se desti- 
nase á operaciones de comercio, ni que sean comerciantes el 
librador y el primer tenedor. 

Es inaplicable al caso referido el artículo i52g del Código 
Civil^ relativo á la cesión ó venta de créditos que carezcan de 
la naturaleza v forma mercantites que quedan expuestas.— 
R. H., núm. 38: 24 de Enero de 1898: G. de la de Febrero 
m. a.: C. L., t. S. y R., t. 8J, p. 160. 

V. Letra de cambio y Sentencia congruente. 

Pagaré mercantil. G1 carácter mercantil de los pa- 
garés a ia orden no se determina por la mera cualidad de ser 
comerciantes las personas que en ellos se interesan como li- 
brador, endosante ó tenedor, sino por la circunstancia esen- 
cial de proceder de operaciones mercantiles, según prescribe 
terminantemente el artículo 558 del Código de 1829 y según 
la doctrina sentada por el Supremo Tribunal en Sentencia de 
29 de Enero de 1859 y 20 de Junio del mismo año, la prime- 
ra de las que se fundamentó especial y expresamente en la 
consideración de que el pagaré de que se trata no contenia 
indicación algyna por la que se comprendiera que procedía 
de operación mercantil, y porque nada resultaba del mis- 
mo acerca de tal procedencia.— C., núm. 91: 25 de Noviem» 
bre de 1898: G. de 17 de Diciembre m. a.: C. L., t. 3, y R., 
t. 85, p. 403. 

PaffO. Cuando uno paga por cuenta y de orden expresa 
ó tácita de otro, una deuda legítima de éste, el deudor que* 
da obligado legalmente al reintegro. --Sentencia de 16 de Ene- 
ro de 1871, p. 320, t. 23; Jurisprudencia Civil. 

PaffO de honorarios* Que la palabra honorarios 
contenida en dicno documento, no sería motivo para estimar- 
lo poco explícito, porque si dicba palabra es más propia 
cuando se trata de pagar trabajo de ciertas profesiones, no 
por esto deja de significar la retribución ó recompensa de 
ciertos servicios; y siendo un dependiente de comercio el qjue 
los prestó, aparecería clara y manifiesta en el documento la 
causa productora de la obligación. 

Que no existe razón legal para el incumplimiento de una 
obligación de pago por defecto de expresión del documento 
que la contiene, cuando el deudor no ha dudado en cartas 
posteriores, de la legalidad de lo convenido. 

Que naciendo tal obligación en la fecha del mencionado 
documento otorgado en 1 884, quedó el deudor atendido «1 
pago con arreglo al artículo 267 del Código Mercantil de 
1829 sin que pueda eludir el cumplimiento por haber creado 
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una nueTft casa de comercio anunciada por medio de circular 
que no tiene efecto retroactivo.— R. C. 7 de Enero de 1889; 
G. de ? de Mayo. 

Pago indebido* Vide talones y Banco de España de 
este Repertorio y del anterior. 

Que resultando de la factura presentada por el vendedor j 
demandante (jue los géneros'cuyo importe reclama, los vendía 
con la condición de que habían de abonársele en su domicilio^ 
7 aun prescindiendo de esto, habiendo aquel puesto los géne> 
ros para el comprador en la estación del ferrocarril de dicha 
población, en la misma debe satisfacerse el importe decía* 
rado. 

Que el haber librado el vendedor una letra que quedó en 
poder del comprador» no es bastante para deducir que el pago 
de los géneros debía hacerse en el domicilio del segundo^ 
pues se comprende perfectamente que se valió aquel de dicha 
operación para facilitar el pago y recibir la cantidad en su 
propio domicilio.— R. C. de 8 de Octubre de 1889; G. de 21. 
. Que siendo personal la acción ejercitada en reclamación 
del pago de géneros de comercio y conforme con la disposi- 
ción legal antes citada, tiene resuelto el Tribunal Suprema 
que el lu^ar del cumplimiento es aquel en que los géneros se 
han recibido.— C. 28 de Enero de 1890; G. de 22 de Marzo. 

Que el Juez competente para conocer de una demanda para 
el pago del precio es el del mencionado lugar en que debe 
cumplirse la obligación sin que la circunstancia de haber gi- 
rado letra el vendedor para el cobro de aquel crédito, altere 
la naturaleza del contrato, por ser un medro natural en el 
concurso para hacer efectivos los créditos.— C. 27 de Octubre 
de 1890; G. de 5 de Diciembre. 

Para que el pago de lo debido extinga las obligaciones^ 
debe hacerse á las personas en cuyo favor estuvieren consti- 
tuidas, ó á cualquiera otra autorizada para recibirlo, según lo 
previene al artículo 1162 del Código Civil, reproduciendo 
en este punto antiguos preceptos legales; siguiéndose de ello 
que la entrega de lo adeudado hecha á un tercero, siquiera 
ae ha^a por mero error y de buena fe, no libra al deudor de 
au obligación de pagar, ni perjudica al acreedor en su derecho 
á cobrar; y si por la imposibilidad de recuperar lo indebida- 
mente pagado resultasen perjuicios irreparables, recaen estos 
sobre el deudor engañado, como único responsable de sus 
propios actos, á no mediar sobre este punto pacto en contra* 
rio ó culpabilidad de parte del acreedor que origine respon- 
aatnlidades al mismo imputables. 

Consistiendo la obligación contraída por el Banco de Es* 
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paña con ?us acreedores por cuenta corriente, según su mis- 
mo reglamento lo reconoce en el articulo 226, en satisfacer 
con cargo á los fondos que tendían en dicha cuenta los talones 
al portador y mandatos de transferencia que expidan legítima- 
mente, ó sea autorizados con su ñrmd^ es maniñesto^ue el 
pago hecho sobre cualquiera de esos documentos autorizados 
con firma falsificada, no libra al Banco de su deuda para con 
el verdadero acreedor, porque el pago se hizo á quien no es- 
taba autorizado para recibirlo. 

El artículo 228 del reglamento, aun reputándole como pac- 
to adjunto al contrato, no modifica la obligación principal, 
ni, por tanto, sustrae el pago de los talones al poftador, de la 
regla de derecho antes mencionada; porque dicho precepto 
reglamentario se limita á regular el servicio de los empleados 
encargados de hacer los pagos, estableciendo los trámites que 
deben observar para comprobar y reconocer la legitimidad 
del documento expedido, cerciorarse de la existencia de fon- 
dos en la cuenta, y hacer ó no en su consecuencia el pago, 
lo cual no implica que el acreedor contraiga^ mediante esa 
cláusula la obligación de estar y pasar por los errores que los 
empleados cometan al calificar y reconocer como auténticas 
y legítimas las firmas falsas, como tampoco que el Banco 
quede obligado á tener por legítimo y no indebido el pago 
que hicieren ios mismos empleados bajo el toncepto erróneo 
de que el acreedor tuviere fondos bastantes para cubrir sus 
librajniei^tos. 

La irresponsabilidad del Banco por los perjuicios que pue- 
den resultar de la pérdida ó sustracción de los talones al por- 
tador, establecida en el artículo 236 del mismo reglamento, 
no se refiere al caso de pérdida ó sustracción de esos docu- 
mentos en blanco, sino al de ocurrir después de haberse ex- 
pedido legítimamente con la firma del acreedor, según lo evi- 
dencia su texto y su objeto, porque en este último caso es 
cuando el Banco paga válidamente, aunque el pago se haga á 
un tenedor ilegítimo del crédito, á menos qué el librador avi- 
se con anticipación la pérdida ó la sustracción del talón para 
que se retenga la cantidad librada hasta que por quien corres- 
ponda se declare cual sea la. persona que deba percibirla. — 
C núm. 82; 28 Febrero 1896; G. i.* Abril m. a.; t. 79, p. 394. 

P&Sftport6* Concepto jurídico del pasaporte. 

En el concepto iviridico pasaporte están comprendidos los 
pases, guías volantes y demás que tengan por objeto autori- 
zar el tránsito libre de cualquier cosa mueble ó semoviente.^ — 
Sentencia dictada en asunto criminal en 3i Diciembre 1894; 
G. de 3 Abril 1895. 
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_ 1 . 

Patente de invención. Que el extremo esencial 
para la decisióa del pleito a que se contrae el presente recur- 
so^ consiste en determinar si con anterioridad á una determi- 
nada fecha se fabricaba ya ó no por los recurrentes el revól- 
ver del sistema objeto de la patente otorgada á los mismos, 
puesto que no era de propia invención y nueva; y como pun- 
to de beclio debe estarse á la apreciación de la Sala sentencia- 
dora mientras no se alega y pruebe que se ha realizado^ con 
error de hecho ó de c^recho en los términos que explica y 
requiere el num. 7.* del artículo 1692. 

Que en tal concepto, y habiendo estimado aquella, en vis- 
ta ae las pruebas practicadas, que con anterioridad á la fecha 
tíjada era conocido el revólver sistema Meruni, y se fabrica-^ 
ba por los demandantes y es evidente que la Sentencia no in- 
fringe los artículos 3.* y párrafo i.* del 43 de la Ley de 3o de 
Julio de 1878, porque para ello se establece como fundamen- 
to un hecho contrario al resultado de estos, según apreciación 
de la Sala sentenciadora, esto es, que la fabricación del cita- 
do revólver no estaba establecida en España antes de la con- 
•cesión de la patente. 

Que tampoco lo ha sido el artículo 16 de la referida Ley en 
su segunda parte, porque aunque es cierto que la primera so- 
licitud de los recurrentes para obtenerla, fué de fecha 22 de 
Julio de 1 88 1, no lo es menos que por defectos en la forma, 
debió quedar sin curso, puesto que se renovó en i5 de No- 
viembre del mismo año, y en el expediente instruido á virtud 
de esta segunda petición, recayó la concesión de la patente. — 
R. C. T.** de Diciembre de 1886; G. de 5 de Mayo de 1887. 
Patente sobre máquina ó artefactos. Véanse Sentencias 8 de 
Mayo de 1895 y|2i de Abril del mismo año. Alcubilla, Apén- 
dice de 1896 página 161 y siguientes. 

Que los dictámenes de los peritos y las certificaciones de 
la Sociedad Barcelonesa de Amigos del País no tienen el ca- 
rácter de documentos auténticos para el efecto de la casación; 
tratándose de detñostrar el error de hecho de la Sentencia 
dictada en pleito sobre patente de invención. — R. C. 16 de 
Marzo de 1893; G. de 29 de Abril. 

Nulidad por no aparecer claro el contenido de la nota que 
hay al final d¿ la Memoria. — Sentencia de 18 de Febrero de 
i886. 

No procede declarar la caducidad del privilegio cuando se 
ha planteado la industria sobre la cual recaía, aunque en los 
medios de practicarla se haya omitido algún aparato, instru- 
mento ó detalle descrito en la memoria del inventor. — Sen- 
tencia 19 de Mayo de 1894; G. de 8 de Octubre. Véase ade- 
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más la Real Orden 12 de Enero de 1 897, p. 18', Alcubilla, 
Apéndice 1897. 

Patentes de invención á residentes en Ultramar. Real Or- 
den de 12 de Enero 1897, p. 18. Alcabilla^ Apéndice 1897. 

PcrSOn&lidAd* Tratándose de un juicio ejecutivo no 
acumulabie por sus circunstancias al universal de quiebra, 
y habiendo intervenido en él, tanto ei deudor como la repre- 
sentación de su quiebra, utilizando las excepciones que cre- 
yeron procedentes, no ha existido el defecto ó falta de perso- 
nalidad del demandado. — C. num. 124; 7 Noviembre 1.890; 
G. 8 de Diciembre m. a.: t. 68, p. 423. 

P9der. Vlde mandato. 

PÓliZA d^ Seg'UrOS- Las condiciones que contiene 
una póliza de seguro» son otros tantos pactos que deteripinan 
los derechos y obligaciones de las respectivas partes contra* 
tantea y por lo tanto. Ley que se ha de guardar y cumplir en 
las cuestiones que surjan entre el asegurador y el asegurado, 
y al no estimarlo así la Sala sentenciadora infringe la Lev del 
contrato; las 2.', tít. 5.*, libro 2/ y 5.', tít. i.*, libro 5/ del 
Digesto.— Sentencia de 22 de Diciembre de 1894 P* ^29, t. 76 
Jurisprudencia Civil. 

Porteador* Estando reducida la cuestión del pleito á 
determinar si el demandante como contratista del servicio de 
transporte de tabaco y efectos estancados en la Península, es- 
taba obligado por la pérdida de un fardo devuelto por la ad- 
ministración de una provincia á satisfacer el precio que en su 
día tuvieron los sellos estampados en el papel contenido en 
el mismo, ó únicamente el valor '.material de las resmas y 
pliegos sueltos que aquel bulto contenía, la Instrucción 
de 10 de Noviembre de 1861, la Circular de la Dirección ge* 
neral de rentas de u de Diciembre de i865 y la Circular del 
mismo centro de i5 de Diciembre de 187 1, demuestran que la 
renta del timbre del Estado no pudo sufrir menoscabo alguno 
por la pérdida del bulto referido, por estar averiguado en el 
expediente que aquel solo contenía papel y sellos 4el año an* 
terior, procedentes del canje que únicamente pudo verificarse 
hasta el 3i de Enero del en que se verificó el extravío, inuti- 
lizados por las notas y sellos de las administraciones econó- 
micas, y que se devolvían á la Fábrica Nacional cerca de 
cuatro meses después de haber caducado y cuando habían 
transcurrido tres meses desde que terminó el plazo para el 
canje. 

El art. 209 del Código de Comercio no impone al poru- 
dor la obligación de satisfacer el valor que tuvieron los efec- 
tos perdidos con el punto de partida y algunos meses antes 
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de hacerse cargo de ellos siao él que debieran tener en el pun* 
to donde debía hacerse la entrega á la época en que corres- 
pondía ejecutarse. — R. D. S. 17 Marzo de 1886; G. 25 Abril. 

Que con arreglo al art. 217 del Código de Comercio, la 
responsabilidad del porteador comienza desde el momento en 
que recibe las mercancías por sí 6 por medio de persona des- 
tinada al efecto, en el lugar que se le indica para cardarlas. — 
R. C. 17 de Octubre de 1888. G. de 8 de Enero de 1889. 

Que loi arts. 209, 2i5y2i6 del antiguo Código de Co- 
mercio, al determinar las obligaciones del porteador y lo que 
ha de pagar al propietario en ios casos de pérdida ó avería de 
la mercancía, no excluyen la indemnización de los demás 
perjuicios causados. 

Que la Sentencia aue condena al pago del importe de las mer- 
cancías no entregadas por el porteador y al de los daños y 
perjuicios causados, habiéndose apreciado en el pleito con la 
debida separación ambos conceptos é intervenido en su valo* 
ración el perito del porteador, no infringe la doctrina legal de 
que ninguno debe cumplir dos veces una misma obligación, 
ni dá lugar al enriquecimiento torticero. 

Que en sus cuatro sentencias de casación de 17 de Marzo 
de 1 88 1 tuvo en cuenta el Tribunal Supremo que según los 
razonamientos de la Sala sentenciadora, la cantidad por per- 
juicio reclamada era excesiva, que de la prueba no resultaba 
la cantidad líquida de su importe y que el 6 por 100 del capi- 
tal de las mercancías era el único abonable, cuyas circunstan- 
cias no concurren cuando la Sala sentenciadora declara en 
virtud de las pruebas que el perjuicio ocasionado en el trans- 
porte de una mercancía, consiste en la cantidad á cuyo pago 
condena al porteador,— -R, C. 19 Noviembre de 1888; G. 11 
Marzo 1889. 

Que según el art. 363 del nuevo Código de Comercio, el 
porteador está obligado á entregar los efectos cargados sin 
detrimento ni menoscabo alguno, y no haciéndolo, á pagar 
el valor de los no entregados, pudiendo el consignatario re- 
husar hacerse cargo de Tos que llegaran, justificando que no 
puede utilizarlos con independencia de los que faltan. 

Que al condenar la Sala sentenciadora á pagar sin distin- 
ción el valor de todos los géneros facturados en una expedi- 
ción, y además el 5o por 100 en el concepto de indemnización 
de perjuicios, siendo un heeho probado que componiéndose 
la expedición de varios fardos, uno llegó intacto y solo fue- 
ron sustraídos algunos géneros de los demás, sin que se jus- 
tifique la imposibilidad de usar los unos sin los otros, se in- 
fringe evidentemente el mencionado art. y sus concordantes 

16 
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375 y 371, sobre aplicar indebidamente el 368, R. C.'de 19 de 
Marzo de 1889; G. de 9 de Junio. 

Que el porteador con arreglo á las disposiciones del Có- 
digo de Comercio, debe entregar los efectos que hubiese reci- 
bido dentro del plazo convenido y de no haber convenio, den- 
tro del reglamentario, quedando responsable de los perjuicios 
que pueda ocasionar la dilación en la entrega. 

Que reconociendo la compañía 4)orteadora haber habido 
retraso en la entrega de los géneros facturados, de donde na- 
ce la obligación de indemnizar los perjuicios, y tasados estos 
de común acuerdo por los peritos de las partes, la sentencia 
que, teniendo en cuenta las demás pruebas practicadas, se 
conforma con aquella tasactón, procediendo en esta aprecia- 
ción en virtud de sus atribuciones y sin que contra ella se 
alegue error de hecho, no infringe la doctrina de que la in- 
demnización de daños y perjuicios á que están obligadas las 
empresas por el retardo en lá entrega de las mercancías, solo 
comprende las que son consecuencia inmediata innecesaria 
del incumplimiento del contrato de transporte, ni la de que si 
no resulta que la empresa conociera el destino que pudiera 
darse á la mercancía y las utilidades que pudiera producir^ no 
sería equitativo condenarla al abono de los perjuicjos con- 
sistentes en una ganancia eventual é incierta que pudiera ob- 
tener el consignatario. 

Que es inaplicable el art. 371 del Código de Comercio, 
cuando no se trata de efectos que hayan de venderse en el 
punto en que deban entregarse, sino de muestras que por si 
mismas no tienen valor sino como medio de concertar ventasl 

Que no habiendo error en la fijación de los perjuicios, la 
Sentencia que condena al pago de estos no infringe los artícu- 
los 368 y 370 del Código de Comercio que imponen al por- 
teador la obligación de indemnizarlos cuando no entrega los 
efectos porteados en el plazo debido. — R. C. 27 de Marzo de 
1890; G. de 3o de Julio. 

FreciO de las mercancías. Es doctrina del tri- 
bunal Supremo que el precio de las mercancías debe pagarse, 
no mediando pacto en contrario, en el mismo establecimiento 
en que fueron compradas. — Sentencia 12 Diciembre 1894, p. 
468, tomo 76 Jurisp. Civil y Sentencia 11 Enero 1894, p. 65, 
t. 75 Jurisprudencia Civil. 

Vide Competencia Compra-venta etc. En géneros vendidos 
al fiado, es competente el del lugar en que radica el estable- 
cimiento acreedor, salvo pacto en contrario. — Sentencia 12 de 
Mayo 1894 y 14 Mayo 1894. 

Preferencia de créditos. En Sentencias de 18 de 
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c ^ ■ 

Junio de 1879, 11 Junio 18927 i3 Junio 1893,86 declara que 
la Ley II tít. 14 partida 5.* no tiene aplicación al caso en 
que se disputen la preferencia un crédito escriturario y otro 
qqirográfico.— Sentencia 23 Noviembre 1895, p. 409, tomo 
78, Jurisp. Civil. 

No infringe la Ley 5.', título 24, libro 10 de la Novísima 
Recopilación i.% título i.% partida 5. 'y los arts. 1268 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil y 1281, 1740, 192^ y 1925 del 
Código Civil, la Sentencia que estima el mejor derecho de un 
prestamista que lo es por escritura pública, sobre el del acree- 
-dor por razón de una letra de cambio de techa posterior, aún 
cuando para la entrega de la cantidad prestada hubiese el 
prestamista abierto al prestatario una cuenta corriente por el 
importe de aquella, si los términos de la escritura no permi- 
ten dudar que la intención de los contrayentes fué constituir 
un préstamo, y el extracto de cuenta, guarda conformidad con 
los libros del prestatario, y ha sido reconocido como exacto y 
legítimo por el segundo acreedor.— Sentencia 4 Enero 1894, 
p. 39. tomo 75 Jurisp. Civil. 

Prenda* La palabra hipoteca,^tendida su etimología y 
también su, acepción vulgar, lo mismo puede referirle á la 
prenda, que á la hipoteca propiamente dicha. 

Es regla inconcusa de interpretación que las palabras que 
tengan diversas acepciones han de entenderse en el sentido 
más conforme á la naturaleza y objeto del acto ó contrato en 
que se emplean. 

Estableciéndose en favor de una sociedad comanditaria, 
en la escritura de constitución de ésta, el derecho de prenda 
sobre el capital aportado por los socios para responder á las 
obligaciones que con ella contrajeron al hacer uso del crédito 
que por la misma escritura se les otorga, llegado el caso de 
aplicarse el pacto, resulta en favor de la compañía un derecho 
real, que por ser de este carácter tiene preferencia sobre el 
^personal ostentado por un tercero. 

Estimándolo asila Sala sentenciadora, no infringe las le- 
yes 3i, tít. i3, partida 5.', tít, 24 libro 10 de la Novísima Re- 
copilación, y los arts. 1268 de la de Enjuiciamiento Civil, y 
174 y 913 del nuevo Código de Comercio.— C, núm. 55; i3 
Octubre' 1 891; G. 29 idem id.; t. 70, p. 206. 

Presas marítimas- si bien no existe una prescrip- 
ción que mande incluir en el Registro que llevan los buques 
la certificación del afianzamiento para responder del buen 
uso del cargamento que conduzca, es indudable que así co* 
4no á las casas expedicionarias incumbe la obligación de re- 
4registrarlas y de afianzar con dicho objeto, así también la& 



Digiti 



izedby Google 



244 BBPBRTOBIO DE LA JURISPRUDENCIA. MERCANTIL 



Aduanas deben proveerlas de los documentos que acrediten 
aquel' cumplimiento; y si por falta de este último requisito 
tiene lugar el apresamiento del buque, es innegable el dere- 
clio de la casa expedicionaria á ser indemnizada de los per- 
juicios consiguientes á aquel hecho, — R. D. S. 25 de Octu- 
bre de 1867; G. 3o de Diciembre. 

Reduciéndose la cuestión del pleito á determinar los con- 
ceptos de la indemnización que tiene derecho á recibir la ra* 
zón social demandante en armonía con las disposiciones del 
R. O. de 25 de Octubre de 1867, es indudable que aún cuan- 
do la captura del buque haya sido en definitiva mala presa, 
habiéndose reputado sin embargo legal por carecer de certifi- 
cado de la Aduana, que acreditase haber afianzado el buen 
uso de la pipería, para tales casos prescribe el art. 1 1 del Tra^ 
tado de 28 de Junio de i835, que la indemnización á que los 
dueños tendrán derecho, seré tan sólo una cantidad propor- 
cionada, por razón de estadías que se abonará del fondo de- 
presas. 

' Habiendo establecido en definitiva el.R. D. S. citado, que 
el Tesoro Español era resLponsable de la indemnización á que 
pudieran tener derecho por el apresamiento del buque los 
dueños del mismo, con arreglo al tratado de 28 de Junio de 
i835, dicha indemnización debe, por tanto, regularse según 
lo dispuesto en el art. 11 y sin que sea aplicable el 7.® del 
anejo B. que se refiere al caso de detención ilegal. 

Aplicando rectamente la R. O. impugnada este misma 
criterio y concediendo á la razón demandante el abono de es- 
tadías^ según la tarifa que en el citado convenio se contiene^ 
sin que esa liquidación haya sido impugnada en la demaiida» 
origen del pleito, y siendo la partida que en esa misma orden 
ministerial se asigna á los demandantes por el concepto de 
sueldos de la tripulación durante la permanencia del buque 
en el puerto donde tuvo lugar el apresamiento, la misma que 
ellos consignaron en las cuentas presentadas en el expediente 
gubernativo, y no habiendo sido objeto del pleito, ni de impug- 
nación expresa la conclusión de la misma R. O. que se refiere 
á los intereses que en su día hayan de ser de abono, debe 
confirmarse la expresada resolución R. D. S. de 1 1 de Julio 
de 1887: G. de 3o de Septiembre. Véase además: Créditos pro- 
cedentes presas inglesas, página 363 del Diccionario Gene- 
ral de Jurisprudencia contencioso-administrativa de D. José 
Gómez Acebo y Cortina y D. Ricardo Dias Merris. 

PreSCripCCiÓn de acciones. Prescriben a) año^ 
según el art. g52 del Código Mercantil vigente, las acciones 
sobre entrega de cargamento en los transportes, terrestres 6 
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marítimos, ó sobre indemnización por sus retrasos y daños 
sufridos en los objetos transportados^ contando el plazo de 
la prescripción desde el día de la entrega del cargamento en 
el lugar de su destino, ó del en que debía verificarse según 
las condiciones de su transporte, y semejante prescripción 
solo puede estimarse interrumpida por algunos délos medios 
taxativamente señalados en el art. 944, entre los cuales se 
menciona la demanda ú otro cualquier género de interpela- 
ción judicial hecha al deudor. — C, núm. 25; 20 Enero 1898: 
•G. 8 Febrero m. a.: C. L., t. i, y R., t. 83, p. 100. 

Según el art. 950 del Código de Comercio, las acciones 
procedentes de las letras de cambio se extinguen á los tres 
años de su vencimiento, y si bien este plazo se interrumpe 
por la interpelación judicial, ó por el reconocimiento de las 
obligaciones, al tenor del 944, dispone también este último 
artículo del mismo Código, que cuando fuere desatendida la 
•demanda, se tenga la prescripción como no interrumpida y 
que vuelva á contarse desde el día en que se haga el recono- 
cimiento de la obligación, cuando sea este el caso. — C. nú- 
mero 1 35; 8 Julio 1899: G. 2 Septiembre m. a., C. L., t. 5, 
7 R., t. 87, p. 687. 

Prescripción en las ventas mercantiles. 

Derecho mercantil de Carreras y González. Revista, 5.* edi- 
<:ión, p. 167 v siguientes. Martí de Eixalá y Duran y Bas, 8.* 
edición p. 184, art. 1930 Código Civil. Estasén, Derecho 
Mercantil^ tomo 2.*, página 253, arts. 58o-58i, Código de Co- 
mercio antiguo y 359 y 38i idem^ 325 á 345 vigente Código 
de Comercio; art. 943 vigente Código de Comercio; 942 á 
•954 arts. 234 y siguientes; 58 1 antiguo Código de Comercio 
y 2, 5o y 943 del vigente, y sentencias Tribunal Supremo de 
27 Octubre 1862,18 Junio 1867,12 Julio 1876, 9 Noviembre 
«875 y otras. Sentencia 27 Diciembre 1888, art. 234 Código 
de Comercio antiguo. Considerando penúltimo. Sentencia 
Tribunal Supremo de 26 Mayo 1866^ artículo 342 del vi- 
dente Código de Comercio, Ley 5.* tít. 8.®, libro 11 de la 
Novísima Recopilación y recurso casación 7 Enero 1873 y 
xvlartí de Eixalá y Duran y Bas, Derecho Mercantil, 8.^ edi- 
<:ión p. 564. — Cuestión de competencia de 25 Enero i883» 
Sancho Llamas, comentario á las leyes de Toro, tomo 2.* pe- 
anas 377. — Ley 10 Título XI, libro X de la Novísima reco- 
pilación. Elementos Derecho Civil de Gómez de la Serna» 
tomo 2.*, página 223 y*224. — Recurso casación de 7 de Mar- 
20 de 1872.— Art. 1938 Código Civil, art. 1939, 1966 y 1967 
•del inismo Código. 

Prescripción mercantil. El aval tiene por obje- 
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to afianzar en todo ó en parte el pago de una letra de cambio, 
y aunque constituya una obligación distinta ó independiente 
de la contraída por el aceptante y endosante, es un contrato 
mercantil y accesorio del de la letra, cuyo abono garantiza. 

Regulándose los contratos mercantiles por las disposicio- 
nes especiales del Código deCo mercio, ordenando en térmi- 
nos generales y sin distinción alguna el artículo 557 del ^^^ 
tiguo, que todas las acciones procedentes de letras de cambió- 
se extinguen á los cuatro años de su vencimiento, y habién- 
dose ejercitado por un avalista subrogado por el pago de la 
cantidad afianzada, en el derecho del tenedor de la letra la 
acción correspondiente después de transcurrido aquel plazo», 
es indudable que se ajusta á dicho artículo la Sentencia que 
estima la excepción de prescripción. La propia Sentencia no 
ha podido infringir el artículo 476 del mismo Código que se 
limita á definir el aval, elusatge omnés causee que nunca ten- 
dría carácter de supletorio déla Legislación Mercantil y 1& 
doctrina establecida en las Sentencias del Tribunal Supremo 
de 14 de Noviembre de 1882 dictadas respecto de casos que 
no tienen analogía ni siquiera relación con el referido.—Señ- 
tencia de 8 de Julio de 1892; G. de 21 de Octubre m. a. 

— Infringe la Ley del contrato la Sentencia absolutoria de 
una demanda sobre pago de un seguro de incendios, en el 
concepto de haber prescrito con arreglo á una cláusula de la 
póliza, la acción correspondiente, si la compañía no realizó 
la tasación del siniestro en los términos que prefija la póliza 
misma, pues, sin este requisito previo no hay términos hábi- 
les para precisar desde cuando debe empezar á contarse el pía» 
zo para interponer dicha acción. ^-Sentencia de 3 de Octubre 
de 1892; G. de 29 de idem. 

Préstamo* E1 que recibe una cantidad á condición de 
devolverla cuando se la reclame el prestamista, queda obliga-^ 
do al cumplimiento de lo pactado. — Sentencia de 24 de Fe- 
brero de 1872; p. 233, t. 25 Jurisp. Civil. 

Que en el contrato celebrado tomó el prestatario del pres- 
tamista la cantidad de 2000 pesetas por término de tres me- 
ses y dio en garantía i5o acciones de un Banco, con la con- 
dición de que al vencimiento quedarían las acciones á favor 
de la sociedad, si no devolvía el dinero. 

Que no devuelto el dinero por el demandante al tiempo que 
se fijó en el contrato^ y vendidas las acciones por la sociedad 
sin ponerlo previamente en conocimiento de su dueño, la 
Sentencia recurrida infringe la Ley 41, título 1 3 de la parti- 
da 5.*— R. C. 4 de Junio de 1887; G. de 12 de Septiembre. 

Préstamo mercantil* No puede darse á un prés-> 
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tamo el carácter de mercantil, cuando falta en él la segunda 
de las condiciones que requiere el articulo 387 del Código de 
Comercio de 1829.— C, núm. 91: 25 de Noviembre de 1898; 
G. de 17 de Diciembre m. a.: C. L., t. 3 y R,, t. 85, p. 4o3. 

Con arreglo al artículo 387 del Código de Comercio anti- 
guo, es preciso para que el préstamo se reputa y tenga por 
mercantil, que además de ser comerciantes los interesados, ó 
por lo menos el deudor, se contraiga en el concepto y con 
expresión de que lo prestado se destine á actos de comercio 
y no para necesidades ajenas á este; cuyos requisitos son tan 
indispensables, como que, en caso contrario, según disposi- 
ción expresa del mismo artículo, se deberá reputar común 
el préstamo y regirse por las leyes ordinarias. 
. La Ley 17, tit. i.^ Partida 5.*, prevé el caso de que los 
tactores puestos al frente de un establecfmiento obligan á sus 
principales al pago de préstamos contraídos sin mandato de 
estos, pero requiere para ello, como causa determinante de 
esa obligación, que lo prestado se convierta en provecho del 
dueño, sin cuyo requisito, es inconcuso, con arreglo ala mis- 
ma ley, que no el propietario del establecimiento, sino el fac- 
tor que tomó el préstamo, es el obligado á devolverlo. 

Estimándolo así la Sala sentenciadora, no infringe las le- 
yes I.* y 7.*, tit. I.*, Partida 5 *— C, núm. 164; 18 de Abril 
de 1896; G. de 7 de Mayo m. a.: t. 79, p. 726. 

Préstamos con garantía de efectos pú- 

t>lÍCOS* Según la Ley orgánica provisional de la Bolsa de 
Madrid de 8 de Febrero de 1834 en su articulo 39, los prés* 
tamos con garantía de efectos públicos se harán con inter- 
vención de los agentes. 

Por el artículo 37 de la misma Ley se previene que vencido 
el plazo del préstamo, el acreedor está autorizado,¡salvo pacto 
én contrario, sin necesidad de requerirá su deudor para pro- 
ceder á la enagenación de las garantías, á cuyo ñn las presen- 
tará con la póliza á la Junta Sindical, la que hallando su nu» 
meración igual á la contenida en la póliza, las enajenará en el 
mismo día. 

Con arreglo á estas disposiciones es indispensable la asis- 
tencia ó intervención de los agentes en los préstamos que el 
Banco de España haga con garantía de efectos públicos, pues- 
to que para proceder á la venta sin intervención judicial en 
8U caso, es necesario la presentación de póliza, que no puede 
ei^istir si no ha mediado agente en el préstamo. 

El artículo 10 de los Estatutos del Banco de España, lejos 
de contradecir las prescripciones de la Ley de Bolsa, las rei- 
tera y confirma; puesto que por el expresado articula se pre- 
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viene que para la venta de los efectos qa« se den en garantía 
de préstamo, proceda sin necesidad de providencia judicial, 
con intervención de agente de cambio ó corredor de número, 
ó por otro medio ofícial, que se hayan establecido para la de 
los valores de que se trata* 

Ni el artículo 9 de la Ley de Bolsa, ni el 65 del Código de 
Comercio pueden invalidar la orden ministerial por la que se 
estimó indispensable en las operaciones de préstamo que el 
Banco de España realiza sobre efectos públicos, la interven-* 
ción de los agentes de cambio y Bolsa; puesto que se trata de 
la consumación de actos de préstamos con garantía de efec* 
tos públicos y estos actos han de realizarse con intervención 
de los Notarios de comercio de la Banca que son los agentes 
de Bolsa y corredores, y mediante escritura ó póliza exten» 
dida por dichos funcionarios; revistiendo todas estas opera* 
clones de la autenticidad y solemnidad que exige la Ley. — 
Sentencia de T. S. de 11 de Diciembre de 1874. 

Privilegios de invención. Es equivocado el su- 
puesto aue se establece como base de la resolución contenida 
en una R. O., de ser potestativo en el Gobierno declarar anu- 
lado y sin valor alguno cualquier privilegio de invención 
concedido por la Corona cuando lo estime comprendido en 
el párrafo 5.®, art. 21 del Decreto de 27 de Marzo de 1826. 

Basta para conocer lo erróneo desemejante doctrina, tener 
preséntela disposición del artículo 4.*, R. D. de 23 úe Di- 
ciembre de 1829, época en que el poder Real era casi ilimita- 
do, y sin embargo, consignó en dicho artículo que los moti- 
vos de caducidad expresados en el artículo 21 de la referida 
Ley de Concesiones de propiedad de industria, eran casos de 
litigio y se habían de decidir, no gubernativamente por la 
Administración, sino por Juei{ competente^ que entonces lo 
era el especial de la jurisdicción contenciosa de los Juzgados 
privativos de Hacienda y con pruebas legales; en cuyo juicio 
reconoce también había de ser parte el poseedor del privile- 
gio con el carácter de demandado. 

Esta regla de justicia respondía á la necesidad de todos los 
tiempos y de todo país civilizado, de que reconocido un de- 
recho, y especialmente con el-nombre de propiedad más 6 
menos perfecto por el supremo imperante, tiene éste que res- 
petarse como sagrado y no privar de él al poseedor sin oirle 
y declararle vencido en juicio contradictorio. 

Con mayor razón, inagurada la nueva época de Gobierqo 
constitucional con su división de los poderes públicos, se 
hubo de conocer que aquel principio de recta justicia debía 
obtener su completo desarrollo, y en R. O. en 1 1 de Enero 
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de 1849 ya se previno para un caso de caducidad de los enu** 
©erados en el artículo 21 del Decreto Ley de 27 de Marzo 
de 1826, aue se formase el oportuno expediente gubernativo 
en el que la primera diligencia sería la citación del privile- 
giado y presentándose á nacer oposición, cesarían las actua- 
ciones gubernativas, pasándose al Juzgado de primera ins- 
tancia de su domicilio ante el cual se debería ventilar la cues- 
tión; y no solo se dictó aquella disposición para el caso con- 
creto á que se refería, sino que á la vez se estableció por regla 
general que todas las cuestiones oue'^se originasen entre par- 
ticulares sobre privilegios de industria habían de estimarse 
por su esencia contenciosa y de propiedad y por tanto de la 
•competencia de los Tribunales ordinarios. 

NI tan explícita resolución, ni otra anterior de 22 de No- 
viembre de 1848, que declaró también la competencia de ios 
Jueces de primera instancia, se creyeron suficientes para di- 
sipar toda clase de dudas sobre la materia, puesto que había 
aun quien atribuvera á los Intendentes, como Jueces de Ha- 
cienda, el conocimiento y resolución de tales cuestiones; y^ 
por R. O. de 16 de Julio del precitado año 18^4 se hicieron 
entre otras declaraciones importantes: en primer lugar, la de 
<]ue variado el sistema administrativo y deslindado el judi- 
•cial que existía al promulgarse la Ley de 27 de Marzo de 
1826 sobre privilegio de industria, se hallaba permanente 
sólo la parte puramente legislativa y orgánica de ella por ha- 
berse con la nueva legislación alterado el conocimiento y 
tramitación de estos asuntos; en segundo lugar, que la parte 
contenciosa en que intervenían Intendentes, Consejo y Mi- 
nisterio de Hacienda, había cesado, y la Administración, era 
la que estaba concentrada en el Ministerio de Hacienda hoy 
•de Fomento; y por último, que en atención á que las cuestio- 
nes de reivindicación de la propiedad de privilegios de ii^dus- 
tria, ó. para solicitar la anulación de los concedidos, fundada 
en la práctica anterior á su concesión son, dice, esencialmente 
litigiosas y sujetas al fallo judicial, previo el seguimiento de 
un juicio en el cual han de abrirse los pliegos cerrados que 
se custodian en el Conservatorio de artes, donde se contienen 
el secreto de la invención y procedimientos privilegiados, y 
ser los Juzgados y Tribunales ordinarios, los únicos compe- 
tentes para conocer y resolver estas y toda clase de cuestiones 
de propiedad entre particulares, y por tanto civiles, se man- 
daba asi publicar para general conocimiento y demás efectos 
que indica en bien de los interesados. — S. T. S. 26 de Diciem- 
bre de 1872. 
Al reconocer la Sala sentenciadora que la máquina tal, es 
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distinta de la de cual, y perfeccionada para fines más útiles 
en su aplicación á la industria para que ambas fueron cons- 
truidas, descansa su precio en el resultado de la prueba peri- 
cial y en la de experiencias que así lo acreditaban y aún esta 
apreciación es discrecional en el Tribunal a quo y contra ella 
no cabe fundar recurso de casación, máxime no citando la 
Ley ó Sentencia del Supremo que tenga porreóla de sana crí- 
tica la que se suponga infringida, el recurso interpuesto es 
inadmisible. — Auto de la Sala de lo Civil del Supremo de 12: 
de Febrero de 1896, p.^70; tomo 79 Jurisp. Civil. 

Vide Propiedad Industrial, 

Propiedad industrial, sí se declara probado c)ue 
el recurrente fabricaba cajas de madera para fósforos, teaien» 
do para ello privilegio exclusivo de introdupción por -cinco 
años una sociedad, defraudando así la propiedad industrial 
que á ésta había sido otorgada; este hecho está definido co- 
mo punible en el art, 552 del Código penal, y le correspon- 
ded pena señalada en el 55o, por lo que al calificarlo así la 
Sala sentenciadora y de autor al recurrente, no infringe di- 
chps artículos, ni los i.®, i3, 18, 28, 47, 4S, 62 y 63 de dicho 
Código.— C. de 28 de Noviembre de 1878: G. de 28 de Ene- 
rode i879;t.,XlX; p. 348 Jurisprudeucia criminal. 

Tampoco se infringe el art. i3 del Real Decreto de 27 de 
Marzo de 1826, en el que se dispone, la publicación en la Ga» 
ceta de los privilegios otorgados, si además de que en ningu- 
no de los hechos consignaaos en la sentencia resulta dicha 
omisión, aunque ésta existiese, nunca podría afectar el dere- 
cho de propiedad industrial concedido por el referido privi- 
legio, no siendo tampoco exacto la escusa que el recurrente 
dá, de ignorar la concesión, pues además de constar probado 
que se lo advirtió el constructor de la máquina exponiéndole 
la responsabilidad que contraería, resulta que la Sociedad al 
poner en práctica el privilegio otorgado, dio una circular 
dándose á conocer. — ídem. 

Tampoco se infringen los arts. i.* y 2.* del Real Decreto 
aclaratorio de 23 de Diciembre de 1829, en los que se de» 
clara que el privilegio solo recae sobre el procedimiento que 
se emplee para la construcción de un objeto, dejando en li- 
bertad á los demás para fabricar el mismo objeto por un mé- 
todo distinto, si se declara probado en vista de las declara- 
ciones prestadas por dos peritos que reconocieron las máqui- 
nas de la sociedad y la del recurrente, que el procedimiento 
de los dos para la construcción de las cajas, era el mismo, 
aunque en ciertos accidentes no esenciales variaban, pero 
que una y otra eran de las llamadas de guillotina. — ídem. 
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Tampoco puede decirse infringido dicho art. 2.^ en rela- 
ción con el Real Decreto de 3i de Julio de 1868, en el que 
se previene que á la Real cédula de concesión deberá acom- 
pañar como parte integrante de ella, la Memoria, planos y 
explicativa, si se declara probado que á la presentación de la 
demanda criminal por la Sociedad defraudada, se acompaña- 
ron dichos documentos. — ídem. 

Que por el art. 291 del Código penal, es delito la falsifica- 
ción de sellos, marcas y contraseñas que usen las empresas 6 
establecimientos industriales ó de comercio, — S. del T. S. 10 
de Mayo 1879. 

Fundándose el recurso en que los hechos consignados en 
el auto de sobreseimiento recurrido constituyen delito, por 
cuanto el procesado, representante de la sociedad denomina- 
da Material para ferrocarriles y construcciones fué requeri- 
do por el recurrente para que no se construyeran en sus ta- 
lleres, coches de sistema Bancells, de cuyo privilegio de in- 
vención era legítimo poseedor el recurrente, y que habiendo 
continuado aquél en los trabajos de la referida construcción 
había incurrido en la sanción penal establecida en los artícu- 
los 49 y 5o de ley de propiedad industrial de 3o de Julio de 
1878; y apareciendo de los indicados hechos relacionados en 
el mencionado auto, á los- cuales no se ha atenido el recu- 
rrente tan estrictamente como correspondía, que el Consejo 
de Administración de la expresada sociedad, representada 
por el procesado con anterioridad á la adquisición por el re- 
currente del referido privilegio, se obligó formal y cumpli- 
damente en acuerdo aprobado por uno de los individuos de 
dicho Consejo, á la construcción para otro sujeto de 100 co- 
ches del expresado sistema, á cuya construcción se refería el 
requerimiento del querellante; es claro que no pudiendo pres- 
eludirse en manera alguna en el caso presente de la obliga- 
ción contraída para el mismo individuo del Consejo Admi- 
nistrativo de que se deja hecho mérito, para la construcción 
de 100 coches del expresado sistema, por cuenta de la repe- 
tida sociedad, el cumplimiento de dicha obligacipn, que no 
es otro el acto que motivó el requerimiento mencionado, si 
bien podrá dar lugar á las acciones civiles que nazcan del 
contrato celebrado entre éste y el querellante, de ninguna 
suerte á acción ni procedimiento alguno criminal contra >a 
sociedad constructora, ni menos contra su representante; y 
por tanto, no constituyendo como ciertamente no constitu- 
yen materia penal los hechos denunciados, la Sala sentencia- 
dora al dictar auto de sobreseimiento, no comete los errores 
de derecho señalados en los números 2.* y 5.* del art. 849 de 



Digitized by VjOOQIC 



252 REPERTORIO DE LA JURISPRUDENCIA MERCANTIL 

la Ley de Enjuiciamiento Crimina!, ni infringe los artículos 
I .• del Código penal y 49 de la Ley de Propiedad industrial 
3o de Julio de 1878.— Sentencia de i5 de Abril de 1884: Ga- 
ceta de 28 de Septiembre, Jurisp. Criminal. 

Si la Audiencia se funda para absolver al procesado en que 
no solo no resulta probado que tuviese conocimiento del privi- 
legio concedido, á una sociedad para la fabricación de ia di- 
namita, sino que los datos del juicio permiten creer racional- 
mente que ignoraba su existencia, y la defensa del querellan- 
te para sostener su recurso contradice semejante apreciación 
de hechos como opuesto á la índole de esta clase de recur- 
sos y al precepto expreso de la Ley que los regula, es inadmi- 
sible.— S. de 23 de Octubre de 1884: G. de i3 de Febrero de 
i885, JurisD. Criminal. 

La separación de tiempos que pretende hacer el recurrente 
para el éxito de su recurso distinguiendo la época anterior 
á la celebración del acto conciliatorio y la posterior, es com- 
pletamente discrecional y arbitraria, ya por<)ue la denuncia 
criminal se presentó con referencia á los mismos hechos que 
fueron bbjjeto del juicio intentado, ya porque en la Sentencia 
no se establece semejante distinción, ni se consignan hechos 
de supuesta usurpación posteriores á aquel juicio, ya por ser 
absoluta la afirmación del Tribunal sentenciador, relativa al 
hecho de la ignorancia en que estaba el procesado acerca de 
la existencia "del privilegio. — ídem. 

Que el fallo recurrido no infringe, antes por el contrario» 
aplica rectamente la doctrina consignada por este Tribunal 
Supremo, en las sentencias citadas, porque si el título de un 
establecimiento industrial es símbolo de su crédito y consti- 
tuye u na propiedad tan legítima y respetable como las de- 
más que la Ley reconoce, es obvio que la recurrente no tiene 
ilerecho para usar en el transparente del escaparate de su tien- 
da, el título propio del establecimiento de la recurrida, fun- 
dado con anterioridad, y que igualmente carece de derecho 
para emplear dicho nombre en las tarjetas, etiquetas y pape- 
letas de pago, porque el uso de ese nombre que es la indica- 
ción de procedencia, lo que realmente constituye el emblema 
ó distintivo peculiar de dicho establecimiento más atitiguo, 
puede inducir á error al consumidor, haciéndole confundir 
una tienda con otra. — S. del T. S. de J. de 2? de Febrero de 
1890. 

Que según el artículo 552 del Código penal vigente incu- 
rrirán en las penas señaladas en el art. 55o los que cometie- 
reri alguna defraudación de la propiedad industrial, el que 
artificiosamente procura y logra expender manufacturas de un 



Digiti 



izedby Google 



PP!«J|i4""-"--.L I ' 



RKPBRTORIO DB LA JUH18PRUDBNCIA MERCANTIL 253 



mi&mo género contenidas en envases similares á los usados 
por una fábrica acreditada, porque induce á error sobre su 
procedencia, bondad ^elaboración y establece un medio ile- 
gitimo de concurrencia engañando á los adquirentes del pro-^ 
ducto y perjudicando necesariamente los intereses del pro- 
ductor. — S. del T. S. de J. de 12 de Diciembre de 1890. 

El Real Decreto de 20 de Noviembre de i85o y la jurispru- 
dencia con el concordante, garantiza y proteje directa y efi- 
cazmente la» marcas y distintivos de comercio que, cuanda 
se han obteiiido con lo€ requisitos y formalidades determina- 
das en aquel^ constituyen una verdadera y positiva propiedad 
industrial, con todos los atributos y condiciones de las demás 
propiedades, prohibiendo la usurpación de marcas y distinti- 
vos, y equiparando á esta la limitación de signos que con 
propósitos más ó menos intencionados, nunca lícitos, dan ó 
pueden dar lugar á confusión entre los productos de legítima 
procedencia y los que no lo sean, induciendo á error al que 
compra y atacando los derechos del fabricante de buena fé^ 
dueiío de la. marca. — C, niüm. 21 5: 12 de Junio de 1893; Ga^^ 
ceta de 28 de Octubre m. a.: t. 73, p. 874. 

Incuáiplidos los requisitos que exige ti anículo i5 de la 
Ley de propiedad industrial de 10 de Julio de 1878 y tratán- 
dose de patentes y productos distimos, no es de estimar la in*^ 
fracción de dicha Ley por la Sentencia absolutoria de una de- 
manda sobre nulidad de |^a segunda de aquélla^, otorgada con 
posterioridad á la primera,— oentencia de 17 de Diciembre 
de 1896; G. de 22 de Enero de 1897. 

Aún de no aceptarse, según el texto v verdadero sentido de, 
los artículos 3.^ 5.* y 43 de la Ley de 3o de Julio de 1878, la 
doctrina de que las patentes de invención pueden obtenerse 
y prevalecer contra tercero con solo acreditar que en el mo- 
mento de solicitadas no se halla establecido en los dominios 
españoles el ramo de industria ó procedimiento á que aqué- 
llas se refieran, — si por haber sido establecidos ó practicados 
en época anterior, que no sea al menos relativamente remo- 
ta, consta que ni la industria ni el procedimiento son en rea- 
lidad nuevos,^infringe el citado artículo 3.® la semencia que,, 
discutiéndose la respeaiva validez de dos patentes de inven- 
ción para la elaboración de un mismo producto industrial, 
deniega la de la más antigua, si el principio de ésta caducó 
antes de espirar el término legal de la conce8Íón,'y estima ade- 
más probado la Sala sentenciadora que desde que se acreditó 
en el expediente la formalidad de haberse puesto en práctica, 
no se realizó la de la industria á que se refería. 

Tampoco infringen el propio fallo, con respecto á la según- 
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da patente, los artículos i5, número 2.®, párrafos i.®/j 2.**, y 
el número 4.® del articulo 43 de dicha Ley, en relación con 
el artículo 1 1 , cuando la memoria presentada para la obten- 
ción de aquélla, contiene todo lo necesario para la compren- 
sión y ejecución del objeto de aquélla, aún cuando el intere- 
sado no describa las máquinas que haya de utilizar, si esto no 
es absolutamente preciso, por no proponerse aquél el empleo 
de ninguna especial, sino la sustitución de las operaciones 
manuales por el procedimiento mecánico. — C.,iiúm. j5; 26 
de Marzo de 1900; G. de 6 de Agosta m. a.: C. L., t. 7, y 
R., t. 89, p. 4oB, 

La demanda que no se dirige á reivindicar para una testa- 
mentaría los documentos, libros ó papeles que poseyera á su 
fallecimiento el causante deaqu'lla, comprensivos de fór- 
mulas farmacéuticas de determinados específicos, sino que 
tiende á obtener para k misma testamentaría la propiedad de 
tales fórmulas y el exclusivo derecho á utilizarlas para la ela- 
boración y venta de dichos productos medicinales, implica 
una cuestión sobre propiedad industrial, que ha de regirse 
por las leyes especiales que la regulan. 

Tanto de la ley de Sanidad de 28 de Noviembre de í855, y 
con relación á ella ias Ordenanzas de farmacia, aprobadas por 
Real Decreto de 18 de Abril de 1860, como la Ley de 3o de 
Julio de 1878, que establece y garantiza la propiedad indus* 
trial, se deduce necesariamente que ésta no puede recaer sobre 
la elaboración de productos medicinales. 

No es el Código Civil, sino la Ley espacial, la que declara 
y determina las condiciones de la propiedad industrial para 
que quien la obtiene pueda impedir que un tercero la utilice, 
en igualdad de circunstancias, mientras dura el privile- 
gio. 

Entendiéndolo así la Sala sentenciadora, no infringe los 
artículos 333, 335, 348, 447, 455, 457 y 609 del Código Civil, 
y el 9.', caso 4/ de la Ley de 3o de Julio de 1878 sobre pa 



tentes de invención.— C, núm. 97; 16 de Octubre de 1900; 
. de 4 de Noviembre m. a.: C. L., t. 8 y R., t. 90, p. 454. 
Si bien el artículo 3.** de la Ley de 3o de Julio de 1878 dis* 



pone que pueden ser objeto de patente las máquinas, apara- 
tos, instrumentos, procedimientos ú operaciones mecánicas 
ó químicas que en todo ó en parte sean de propia invención 
y nuevos, éste precepto debe concillarse con los demás de la 
Ley, y señaladamente con el del artículo 43, que en su párra- 
fo I.*" declara nula la patente, cuando se justiñque que respec* 
to de su objeto, no son ciertas ya las circunstancias de propia 
invención y novedad, ya la de no hallarse establecido y prac- 
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ticado del mismo modo y forma en sus condiciones esenciales 
dentro de los dominios españoles. 

Las diferencias leves con relación, sea á lo principal ó á lo 
accesorio del aparato, no pueden constituir la condición esen- 
cial de que habla ]a Ley.— C, núm. loi; 19 de Octubre de 
1900; G. 8 de Noviembre m. a.: C. L., t, 8 y R., t. 90, p. 468. 

Proposición de convenio en expediente 
de suspensión de pagos, siendo lo dispuesto en 

el articulo 872 del Código de Comercio, de carácter sustanti- 
vo é inaplicable, por tanto, la prescripción del artículo 3o6 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil al caso en cuestión, el pla- 
zo fijado en aquél es improrrogable, como asi lo evidencia el 
876 del mismo Código al disponer que procede la declaración 
•de quiebra cuando no se presenta la declaración de convenio 
dentro de aquél término. — Sentencia de 26 de Noviembre de 
1897, P* ^049 tomo 82 Jurisprudencia Civil. 

Protesto de las letras de cambio- Los gas- 

tos de protesto y resaca en las letras de cambio solo proce- 
<len, según el Código de Comercio, después de cumplido el . 
plazo de su vencimiento sin haberlas aceptado ó hecho el 
pago. 

Habiéndose verificado los gastos que se reclaman en un 
pleito cuando no había llegado el plazo de las letras emitidas 
f>or el Ministerio de Hacienda, contra una Administración 
económica de provincia, dada la prórroga que el Gobierno 
por altas razones de conveniencia pública tuvo á bien esta- 
blecer en una disposición de carácter general, declarada Ley 
por las Cortes, y no pudiendo revocarse esta disposición en 
vía contenciosa y siendo además de irresistible ejecución si 
el no pago de las letras por el Estado estuvo ajustado á la ley, 
^us accesorios, ó sean los gastos de protesto y resaca, no son 
por igual razón exigibles del mismo.— R. D. S. 28 de No- 
viembre de 1879: G. de i5 de Febrero de 1880. 

Para la conservación de acciones que competen al porta- 
dor contra las personas responsables á las resultas de las le- 
tras de cambio, es de absoluta necesidad la formalización del 
protesto, sin que ningún acto ni documento pueda suplir la 
omisión ó falta de dicha diligencia. — R. D. S. 20 de Junio 
de i88i: G. de 22 de Septiembre. 

Que según dispone el art. 5 12 del Código de Comercio, 
^cuando fuese feriado el día en que corresponda sacar el pro- 
testo de una letra, se verificará éste en el siguiente.;» — R. C. 
12 de Marzo de i885: G. de 16 de Octubre. 

Prueba* Que si la Sala s.entenciadora ha apreciado en 
conjunto todas las pruebas articuladas por las partes^ sin que 
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contra su apreciación se cite por el recurrente error de dere- 
cho ó de hecho que nazca de documento ó de acto auténtico,, 
al fundarse un motivo de casación en la declaración de un 
testigo, es mianiñesta la inoportunidad de la cita como in- 
fringidos de los arts. 33, 40, 43 y 48 del Código de Comercio 
y art. 327 de la antigua Ley de Enjuiciamiento Civil que e» 
el 659 déla vigente R. C* 2 de Octubre de 1882: G. de 26. 

Que la liquidación á que la Sentencia recurrida se refiere se 
hará exclusivamente con los datos producidos por el recurren- 
te como extracto de sus libros de contabilidad, y por consi- 
guiente no ha podido infringirse el art. 53 del Código de Co- 
mercio que prescribe que los asientos de los libros de Comer- 
cio probarán contra los comerciantes á quienes pertenezcan, 
pues que esto es lo que hace la referida sentencia, valorando 
dichos asientos con arreglo á su criterio, que es el mismo de 
los peritos nombrados para mejor proveer, lo cual solo po- 
dría impugnarse en casación por error de hecho. 

Que siendo el objeto de este litigio la liquidación de la So* 
ciedad existente entre demandante y demandado, por más que 
desde luego se pidiese como resultado de ella una cantidad, 
ésta no se liquidó hasta la ejecutoria y no ha habido entre 
tanto mora en el condenado ¿satisfacerla, y que la Sentencia 
recurrida al imponer al demandado los intereses de aque- 
lla cantidad desde la interpelación judicial, infringe la Ley 
de 14 de Marzo de 1886 y la doctrina del Tribunal Supremo 
de que solo se deben intereses legales por el deudor legítima- 
mente constituido en mora, la cual no existe mientras la deu* 
da no se liquida.~R. C. de 5 de Junio de i885: G. de 14 de 
Noviembre. 

Que no infringe la Ley 118. tít. 14, partida 3.* la Sentencia 
que no desconoce la fuerza probatoria de las actas de protesto 
de una letra de cambio, si no contiene declaración alguna fun- 
dada en esos documentos. — R. C. 14 de Noviembre de 1890: 
G. de 3 de Enero de 1891. 

Que no es de estimar la infracción de las Leyes 114 y 119 
tít- 18, partida3.* ydelosarts. 6o3y6o4deÍa Ley de En juicia- 
miento Civil de Ultramar, y 443, 444, 445 y 456 del Código 
de Comercio vigente, si además de los libros de comercio y 
otros documentos, cuyo valor legal supone el recurrente que 
ha desconocido la Sala sentenciadora, existen otros que, uni- 
dos á los demás elementos de prueba, han servido al Tribu- 
nal para fijar el sentido y alcance de aquéllos, y en su virtud 
estimar demostrado que en un contrato de giro concurrieron 
pactos especiales que obligan ai tercero por cuya cuenta se 
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giró una letra á responder al librado dpi importe de esta. — 
R. C. en i de u. de i6 Diciembre de 1890: G. 37 de Enero 
4e 1891. 

Que no basta para demostrar que ba babido error en la 
apreciación de las pruebas, la api|reate contradi,cción que se 
supone existe entre la factu,ra pres.e];tta4A con la demanda y el 
libro Diario de Coinercio que en su establecimiento llevaba 
la demaodada, en q^e solo se bacía constar que la cedente de 
unos muebles conservaba su posesión, porque ésta no se re- 
fiere ni podía referirse 4 la posesión material que por virtud 
de la cesión transmitía al coojiprador, sino á la que nace y $e 
deriva c^l 4om>ni0t que fué lo que en realidad sp reservó, se* 
gún se afirma en la sentencia^ y en tal concepto no se ha in- 
ffÍQgÍck>lpy ni docuina legal.— S. 16 de Fcbírero de 1894: 
Q. de 3o de M^r'o. 

Estimada la prueba con sujección á las prescripciones del 
Qódigo de CoBiercio, ninguna aplicación tienen las de dere- 
cho común ni las demás basadas en la inexistencia del con^ 
trato y en su falta d^ prueba.— Sentencia 1/ Marzo 1897, pá- 
gina 417, tomo 81, Jurisprudencia Civil. 

Lo^.m^dlps probatorioii de librosi d^ comercio, documen* 
tos privados legalmente reconocidos, confesión en juicio y 
extracto de cuentas no pueden ponerse en frente de una escri- 
tura pública otorgada con todas las solemnidades y condicio- 
nes de la Ley. — Sentencia 1 1 Noviembre 1895, p. 356, t. 78, 
Jurisprudencia Civil. 

El aft. 3 1 del Código de Comercio solo se ocupa expresa- 
mente de la prueba testifical para restringir sus naturales 
efectos en el caso de utilizarse para acreditar la existencia de 
los contratos merc%ntileSt cuya, cuantía exceda de i.5oo pe- 
setas; pero no establece criterio alguno especial para apreciar 
en juicio el valor probatorio de las declaraciones de testigos^ 
y antes bien se refire sobre este punto al derecho común, to- 
da vez que por sus disposiciones, declara ha de regirse la 
prueba de los contratos mercantiles, sea cual fuera su forma^ 
su clase y cuantía; y siendo esto á»í, resulta evidente que, ya 
se utilice este medio de prueba solo, ya en concurrencia coa 
cualquier otro, deberá apreciarse su valor, conforme á Ja es* 
tablecido en el art. 659 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y 
por haber hecho esto, la Sala sentenciadora no ha incurrido 
en error de derecho por exceso de atribuciones.— C», núme- 
ro 103» 12 Noviembre 1892: G. 17 de Diciembre m. a.: t. 72 
P. 375. 

Notiene tugarla infracción de los art. 34 y 36 del Código de 
Comercio, cuando el Tribunal sentenciador, no solo tiene en 

17 
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cuéntalos libros auxiliares, que según el primero de dichos 
preceptos, pueden llevar los comerciantes sin las condiciones 
establecidas en el segundo, sino el Mayor y el Diario, y aquellos * 
en cuanto su resultado está conforme con el de estos.- C, 
aúm. 259; i5 Junio 1897: G. n Julio^ m. a.: t« 81, p. 1174. 

Prueba en materia mercantil. No es de estimar la infrac- 
ción del art. 5i del Código de Comercio, cuando la Sala sen- 
tenciadora funda su fallo en la apreciación de varios elemen- 
tos de prueba. ^ 

Apreciada la prueba i:on sujeción á las prescripciones del 
Código de Comercio, iiinguna aplicación tienen las de dere- 
cho común.— C, número 95; i.* Marzo 1897: G. 28 m. m. 
y a.: t. 81, p. 4i3. 

Los arts. 1218 y i225 del Código de Civil y 604 de la Ley 
de Enjuiciamiento, suponen el reconocimiento íntegro del 
documento en cuestión. 

Los arts. 48 del Código de Comercio y 1228 del Civil,' 
se refieren única y respectivamente á la eficacia probatoria de 
los libros entre comerciantes, y á la de los asientos y pape- 
les privados contra el que los ha escrito. — C, núm. 129; i3 
Noviembre 1900: G. 23 Enero 1901? C. L. t.8. y R. t. 90, pá- 
gina 624. 
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Quiebra- Los comerciantes no deben solicitar quita y 
«spcra de sus acreedores, sino que han de declararse en quie- 
4)ra 6 su&pensíón de pago». — V, sentencia de lo Diciembre 
1897, p- 885, tomo 82, Jurisprudencia Civil. 

Competencia en materia de quiebras. Aun cuando por re- 
^la general, es competente para conocer de los juicios de con- 
-^urso ó de quiebra promovidos porlos acreedores, cuales- 
quiera de los jueces que estuvieren conociendo de las ejecu- 
ciones, está subordinada^ esta regla á lo dispuesto para el ca- 
^o de que entre dichos jueces ?e suscite cuestión de compe- 
tencia, porque entonces conforme al párrafo 9/ del art. 63 de 
la Ley de Enjuiciamiento civil, debe ser preferido el Juez del 
^lomicilio del deudor, si éste ó la mayor parte de sus acreedo- 
res mantuvieran su competencia, sin que para mantenerla sea 
preciso que á su vez el deudor ó la mayorJa de los acreedo- 
res hayan promovido previamente su quiebra en dicho Juz- 
gado, por ser evidente que las citadas reglas de derecho tie- 
nen por objeto exclusivo dirimir las contiendas jurisdicciona- 
les relativas al conocimiento del juicio, hayase ó no promo- 
'vido éste ante uno ó varios de los Juzgados contendientes. — 
Sentencia de 26 de Febrero de 189;, p. 375, t. 81 Jurispru- 
dencio GiviL 

Según el párrafo 2,*" del art, 87Ó del Código de Comer- 
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cío, procederá ]a declaración de quiebra á instancia de acree- 
dores que justiñquen su título de. crédito, cuando el comer- 
ciante haya sobreseído de una manera general en el pago co^^ 
rriente de sus obligaciones. 

Que según tiene declarado el Tribunal Supremo, la dispo- 
sición del art. io63 del antiguo Código de Comercio, es de 
carácter meramente procesal y como á tal no ha sido deroga- 
da por ningún otro artículo del Código vigente. — Sentencia^ 
28 Octubre 1896, p. 412, t. 80, Jurisprudencia Ciyil. 

Que no ha sido inlringido el art. 53 del Código de Comer*^ 
ció, porque al declarar la sentejocia recurrida verdadero y le- 
gítimo el saldo de la cuerna corriente que llevaba el que- 
brado con el recurrente y al C9fftdenar á éste á su pago, no se^ 
funda exclusivamente en los libros de comercio de dicho 
quebrado, sino en el resultado general de las alegaciones y 
pruebas de las partes. — R. C. 28 de Octubre de i885: G. de 7 
de Febrero de 1886. 

Que la sentencia denegatoria de la pensión alimenticia pre- 
tendida por un quebiado, no infringe el principio qui vult 
quod anteceda non debet nolle id quod consegnitur^ ni la 
doctrina de que nadie puede ir válidamente contra sus pro- 
pios actos, cuando el comisario y los síndicos de la quiebra^ 
SI bien por razones especiales opinaren que debía éi5t« ser dei- 
lineada de insolvencia fortuita, no reconocieron que el que- 
brado cumpHese coa loque ordenan los artículos loi/y 
10 1 8 del antiguo Código de Comercio. 

Que en el propio caso no infringiría la Sentencia kts artí- 
culos 1024 de dicho Código y i366 de la Ley de Enfolcia-^ 
miento Civil, no sólo porque aquélla con la mencionada de» 
claración nada resuelve acerca de la retroacción de la quiebra,, 
sino, porque la declaración hecha por el Juz^do sobre este 
}>unto, causa estado y tiene el carácter de deíínitiva conain-^ 
tiéndola los síndicos. 

Que el hecho de que el interesado no se manifestase en 
quiebra ni presentase los documentos correspondientes á los 
tres días de haber sobreseído en el pago de sus obligaciones,, 
no llevaría consigo, según establece el artículo 1006 deF Có- 
digo citado, la imposibilidad de declarar en vinud de otras- 
pruebas que la insolvencia del quebrado es fortuita; pero im^ 
pide ^ue se le asignen alimentos cpn arreglo á lo prescrito en^ 
el articulo 1098; y estimándolo así la Sala sentenciadora no 
Infringe los indicados artículos ni la Ley ig, tít. 22, Partid* 
3.*. R. C. 14 de Junio de 1888; G. de 18 de Octubre m. a. 

Los síndicos como representantes de la quiebra ó de la 
persona del quebrado, tienen derecho de pedir á las personas- 
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¿«entidades jurídicat con que -aquel haya podido estar en rela- 
ciones de intereses, los antecedentes que estimen necesarios. 
^Sentencia de 20 de Diciembre de i883 á 1888. 

Si conforme á los fundamentos de la Sentencia, fué decía* 
tada una sociedad en quiebra graduándose y calificándose de 
cuarta clase, en virtud de haberse ioíormacfo |>or el Juez co- 
misario y síndicos, que babia sido producida por falus de 
bneoa adminlstrAción, «zceso de gastos ilícitos, pagos infua- 
ttñcados y sospechosos, empresas oscuras, y sobre todo por 
la desaparición de uika partida de géneros, notándose desor- 
den y confusión en los libros, falta de exactitud y claridad en 
los asientos, entradas y salidas de caja, y que además no ha- 
*bía libros en una sucursal de la misma; y es hecho probado 
también que al constituirse la sociedad colectiva, por conve- 
nio verbal entre los que la componían, uno de los socios se 
•ocmpó solo en despachar géneros en un punto, otro en otro, 
y el tercero quedó encargado de llevar la correspondencia, 
libros y asientos de los dos establecimientos; es claro que el 
socio encargado del simple despacho de géneros en un punto 
determinado, como limiuda su representación en la sociedad 
á un objeto dado, no puede ser responsable, criminalmenie 
floás que de los hechos punibles que cometiera peisonalmen- 
te, sin que por solo ser socio partícipe de la responsabilidad 
^e la mala administración en general y defectos de conta- 
i>ilidad que no desempeñaba, si bien lo sea civilmente y para 
los efeaos de satisfacer todas las obligaciones contraídas por 
la sociedad, porque siendo esta colectiva, viene obligado á 
hacerlo según las prescripciones legales que rigen sobre la 
4aaateria.-*-C., 5 de Abril de 1877; G. de i3 de Agosto: t, XVI, 
p. 382 Jurisprudencia criminal. 

En su consecuencia, apareciendo de los hechos declarados 
«como probados por la Sala sentenciadora, motivos especiales 
que constituyen á dicho socio como culpable de haber inter- 
venido en los hechos punibles que se tuvieron presentes para 
<leclarar la quiebra como fraudulenta; y sí por el contrario 
que ejerció funciones limitadas, en cuyo desempeño no apa- 
rece contra él cargo alguno determinado; se comete error por 
'la Sala sentenciadora al calificar responsable como autor del 
delito de quiebra fraudulenta infringiendo los artículos i.^ y 
«3 del Código penal. — ídem. 

Según los artículos io35 y io36 del Código de Comercio, 
«1 quebrado queda de derecho reparado é inhibido de la Ad- 
ministración de todos sus bienes desde que se constituyó en 
^«atado de quiebra, siendo nulo todo acto de dominio y admi- 
oistración que haga sobre cualquier especie y porción de sua 
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bienes.^C, 14 de Junio de 1878; G. de 23 de Agosto: tomo* 
XVIII, p. 565 Jurisprudencia criminal. 

Si resulta que el procesado se presentó en concurso entran- 
do desde aquella fecha en la administración de la sindicatura 
una casa de su pertenencia, no pudo válidamente y sin res* 
ponsabilidad otorgar la escritura de venta de la miamsí cuan- 
do no había obtenido su rehabilitación; y si el mismo la ha-» 
bía incluido en la relación de su activo, no podía ignorar que 
estaba sujeta á las obligaciones y vicisitudes del concurso, 
razón por la que incurrió en la penalidad de los artículos d- 
tados. — ídem. 

Que el fallo recurrido no infringe los artículos 32 y 1006 
del Código de Comercio, porque )a Sentencia dictada por esta 
Sala en 3o de Noviembre de i883 se funda precisamente en^ 
que el precepto del párrafo segundo del articulo 1006 lleva 
consigo como consecuencia forzosa, la de que el comerciaitte 
que está comprendido en él, queda sometido por virtud de tal* 
declaración á todas las disposiciones de dicho Código; sienda 
imposible, por lo tanto, estimar en el caso de que se trata, 
aplicables unas é inaplicables otras, según pretende el recu* 
rrente. 

Que tampoco incurre en las infracciones del artículo 39 del 
Código y la Real Orden de 14 de Junio de 1868, puesto que 
ni el libro diario, que no abarcaba todo el período de la ges- 
tión mercantil del recurrente, contenía los asientos que el ar-^ 
tículo 39 del Código previene, ni la Real Orden de 14 de Ju* 
uio de 1868, dictada con un objeto puramente fiscal, aúa en 
la hipótesis de que pudiera servir de fundamento al recurso 
de casación, tiene el alcance y eficacia que se le atribuye.»- 
R. C. i.^ de Febrero de 1886; G. de 20 de Abril. 

Que la Sentencia recurrida, al declarar que la escritura de 
que se trata se otorgó en fraude de acreedores no infringe las 
Leyes i.% título 14, Partida 3.* y artículo 1041 del Códiga 
de Comercio, porque no se funda, como supone el recurren* 
te, en que éste no ha acreditado que ignorase el estado de 
quiebra en <}ue se hallaba su sobrino, y que el referido con- 
trato no tuviese aquel objeto, sino en el resultado de todas las 
pruebas suministradas en el pleito que la Sala sentenciadora 
aprecia en los diversos considerandos; sin que lo consignado 
en el último, que no es esencial para la subsistencia del fallo, 
tenga otro alcance que el de haaer constar la ineficacia ó defi- 
ciencia de las pruebas del hoy recurrente en comparación 
con las demás. 

Que sin desconocer la autoridad de la cosa juzgada no pue-^ 
<ie suscitarse de nuevo, según ahora se hace, la cuestión rek* 
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tiva á la falu de personalidad del síndico de la quiebra, exce^^- 
ciónquese propuso como dilatoria por el demandado, hoy 
recurrente, y que se desestimó por Sentencia firme.— R. C. 1 2 
de Mayo de 1886; G. 10 de Agosto m. a. 

Que la sentencia no infringe el art. 1C98 en relación con 
el 1.017 y 1.018 del Código de Comercio» toda vez que se- 
gún establece la Sala sentenciadora es un hecho probado por 
confesión del recurrente que había cesado en el pago corrien- 
te de sus obligaciones cuando promovió el concurso de acree- 
dores en lugar del procedimiento de quiebra, desde cuya 
fecha y no desde la declaración de ésta corre el plazo de tres 
días que señalan los arts. 1.017 y 1.018, sin que en contra de 
lo expuesto pueda alegarse con éxito lo declarado en la sen- 
tencia, que $obre no constar que sea firme, se limita á hacer 
la calificación de quiebra. 

Que por haber disposición especial respecto de este punto 
en el Código de Comercio, son inaplicables al presente pso 
los arta» i3i4 y 1 3 1*9 de la ley de Enjuiciamiento Civil, no 
infringiendo tampoco la sentencia el art. 1098 de dicho Códi- 
go, porque la cuestión del recurso no versa sobre la cuota 
asignada por alimentos al quebrado, sino acerca de si tiene 
derecho á ellos con arredilo á las prescripciones legales. — 
R. C. 14 de Mayo de 1886: G^ de 10 de Agosto. 

Que la sentencia no infringe el art, 11 83 del Código de 
Comercio, porque esa disposición se refiere al total pasivo 
reconocido íuera de los casos en que el convenio precedía al 
reconocimiento de crédito, lo cual no puede tener ya lugar 
después de la reforma de 3o de Julio de 1878 y de las pres- 
cripciones de la Ley de Enjuiciamiento civil, que exigen pre- ' 
viamente dicho reconocimiento y la calificación de la quiebjra; 
que aún cuando las pruebas de cohesión y exageración frau- 
dulenta de créditos hubieran sido apreciadas con más ó me- 
nos acierto por la Sala sentenciadora, no hay datos bastantes 
para afirmar que en esa apreciación existe una equivocación 
evidente, tal cual la requiere el número 7.^ artículo 1692 de 
la expresada Ley de de Enjuiciamiento Civil. 

Que el fallo no infringe el artículo 11 52 del Código de Co- 
mercio, porque dicha Sala sentenciadora aprecia que se pre- 
sentaron los oportunos poderes y«e procedió en la celebra- 
ción de la junta con arreglo á las disposiciones legales, sin 
que tampoco sea lícito afirmarla equivocación evidente á.que 
se hace referencia en el anterior razonamiento. — R. C. 3o de 
Noviembre de 1886; G. de 4 de Mayo de 1887. 

Que la pretensión de los síndicos de v^na quiebra condena- 
dos al pago del importe de las obras contratadas por la em- 
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p^esa quebrada, d6 que el demandante acreedor de aquélla» 
favorecida por la Sentencia, sea considerado <:ofíao cMlquieta 
otro acreedor legítimo y reconocido de ia Empresa, debiendo 
por lo mismo acudir á la cjuiebta para qub en ella sea su cré- 
dito reconocido sin discusión y graduado á los efecto legales, 
presupone la acumulación al juicio universal de quiebra de 
las diligencias sobre ejucución de la mencionada Sentencia. 

Que aún prescindiendo de otras rabones, es imp^rocedente 
la acumulación en tal estado de cosas, porque á ellas seopo^- 
nen no sólo él precepto general establecido en los artículos 
i63 y i65, y no modificado en los ioo3, 1187 y 1107 de la 
Ley de Enjuiciamiento Cfvil» de que ha de pedirse antea de 
la dtación para Sentencia definitiva, sino los actos realiasadoa 
por los síndicos personándose eñ el pleito y gestionando sü 
prosecución con separación del juicio universal de quiebra. 

Que son inaplicables al caso las disposiciones de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil y del Código de Conrercio y la pirÍB<- 
prudenda relativas á las causas en que há dt fundarse el pro- 
cedimiento de quiebra y al carácter de juicio universal que 
tiene á la consideradón legal que merecen los créditos acerca 
de ios que ha recaído Sentencia firme de remate en los juicios 
ejecutivos acumulados ó que deben acumularse á la quiebra. 

Que no se enriquece ó aumehta su patrimonio con daño é 
injuria dé los demás acreedores de la quiebra, él que pide <|ue 
se lleve á etecto la Sentencia que mandó pagarle y quedó fir- 
mé por consentiiiiiento de los síodicos. 

Que á la sindicatura que es la condenada en el fallo de cuya 
ejecución se trata, toca exclusivamente, según el artículo 1073 
del antiguo Código de Comercio, defender todos los dere«- 
•chos de la quiebra, ejercitar las acciones y proponer las ex- 
cepciones que á la misma corresponden, y en tal cohcepto, 
es indudable que los síndicos representan así el quebrado 
como los acreedores. 

Que según los artículos 55 y 919 de la Ley de Enjuicia^ 
miento Civil, corresponde ejecutar ia sentencia firme al Jote 
que hubiere conodido del asunto en primera instancia, sin que 
tales artículos contengan ninguna otra disposición ni puedan 
invocarse con fundamento al objeto de sostener qué cuínpiir 
y ejecutar la sentencia de pago obtenida por el acreedor de un 
quebrado, es tener en cuenta la insolvencia parcial del deudor 
y someterse á los efectos naturales del estado de quiebra, cua- 
les son graduar la cantidad á cuyo pago condena dicha sen- 
tencia como crédito reconocido sin discusión en concurren- 
cia con los demás existentes contra el quebrado, por no sus- 
citarse con esto cuestiones de competencia en asuntos }udi-^ 
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Cíales terminados por sentencia firme, sino acordar lo único 
posible dado el estado de quiebra. 

Y que la providencia que manda que desde luego se ctim- 
pía en un todo una sentencia yirme, denegando al propio 
tiempo la remisián de un testimonio y la suspensión del 
cumplimiento de la ejecutoria, interesadas por el |ue2 de 
utia quiebra, deja integra aquella sentencia sin alterarla ni 
infringir las leyes y doctrinas que impiden hacerlo.— R. C. 
17 de Junio de 1887. G. de 14 de Septiembre. 

Que el juicio de quiebra interrumpe, como todos, la pres* 
cripción de las acciones que comprende.^^R. C. en á de ti. 5 
de Julio de 1887: G. de 21 de Septiembre. 

Calificación de la quiebra. Vide artículo. 

Calificación de quiebra de este libro. 

Que segán ia regla primera del art. 1.693 de la Ley de En* 
juicíamiento Civil, solo es motivo de casación por quebran- 
tamiento de forma, la falta de citación del aue debe compare* 
cer en juicio y no son verdadero juicio las ailigencias promo- 
vidas por los síndicos de una quiebra para la exhibición de los 
libros de un Banco al efecto de conocer las operaciones de 
crédito que en el mismo tuviera pendientes el quebrado; ni 
piara tal objeto podía ni debía citarse al Banco que no había 
sido parte ni aún pretendido serlo en dicha diligencia.-— R. 
C. de 3 de Abril de 1888: G. de i5 de Mayo. 

Que no infringe las leyes 5.*, lib. 26 y 12, tít. 22, partida 
3.* el principio de que nadie puede ser condenado sin ser 
oído y vencidp en juicio, y la jurisprudencia concordante cotí 
til mismo, el auto denegatorio de la admisión de un inciden- 
te sobVe nulidad de actuaciones intentado por una sociedad 
mercantil para obtener la de las practicadas, al efecto de com- 
probar en un libro, á instancia de la sindicatura de una quie- 
bra, los asientos relativos á operaciones de aquélla con el 
<)uebrado, si noticiosa dicha sociedad del objeto de la com- 
pulsa acordada por las comunicaciones que á solicitud de la 
sindicatura se la hubieran dirigido» no hubiere reclamado en 
forma, siéndole imputable esta falta. 

Que los síndicos como representantes de la quiebra y de la 
tpersona del quebrado, tienen para desempeñar su importante 
cometido el derecho de pedir á las personas ó entidades iurí- 
dicBs con quien aquel haya podido estar en relaciones de in^ 
tereses, los antecedentes necesarios. 

Que estimándolo asi la Sala sentenciadora, con respecto é 
una sociedad Banco de Préstamos y Descuentos, no infringe 
«1 art. 5 1 del antiguo Código de Comercio, y tampoco el 6o3 
7 el 604 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que no son apli*- 
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cables cuando se trata de la exhibición de libros de comer- 
ciantes, relativamente á los cuales tiene el Código de Comer- 
cio la citada disposición legal.— R. C. 20 de Diciembre de 
1.889: G. de 27 de Abril de 1889. 

Que si un prestatario garantizó su obligación con la enur^- 
ga de valores al prestamista, autorizándole para enagenarlos, 
á cuyo ñn se entenderían transferidos al mismo, si solicitán- 
dolo éste no mejorase aquél en un cierto plazo la garantía, y 
sin requerirle para este último efecto verificó el prestamista 
la mencionada enagenación dentro del término de retroacción 
de la quiebra del primero, la sentencia que dispone la entre- 
ga á la sindicatura del importe de aquella venta, no infringe 
os arts, i.o55 y 1..C96 del antiguo Código de Comercio, por- 
que el prestatario no transfirió al prestaáiista el dominio de 
la prenda, sino pura y simplemente la facultad de enagenar- 
la mediante la anunciada condición del requerimiento previo» 
no cumplida por el segundo. ^ 

Que tratándose de un contrato mercantil celebrado en Ca- 
taluña, no son aplicables las leyes i.*, 3.*, 1 1 y 12 del Diges- 
to De compensationibus, porque el Código de comercio, tan- 
to el anticuo como el moderno, es ley general para toda la 
Monarquía y esas Leyes Romanas, aunque rijan como suple* 
torias en Cataluña, no constituyen el derecho común á,(;u- 
yas reglas generales están sujetos los coptratos ordinarios de 
comercio. 

Que dada la existencia de una quiebra, no puede el acree- 
dor prendario realizar para sí la garantía y compensar unas 
deudas con otras por su propia autoridad y con abstracción 
completa de los demás acreedores del quebrado, que pueden 
tener un derecho igual ó preferente. 

Que entraña una obligación y no una facultad el art, 1118 
del Código de Comercio, ^n cuya virtud, los acreedores con 
prenda, entrarán en la clase de hipotecarios en el lugar que 
les corresponda según la fecha de su contrato, devolviendo á 
la masa las prendas que tuvieran en su poder. — R. C. 27 de 
Diciembre de 1888: G. 29 de Abril de 1889. 

Que el auto denegatorio del estado de suspensión de pagos 
á reserva de hacerse el interesado su presentación en quiebra» 
según establece el Código de Comercio, carece de carácter 
definitivo para los efectos de la casación, al tenor de lo dis- 
puesto en el art. 1690 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.— 
R. C. 3o de Enero de 1889; G. de 3 de Junio. 

Que la sentencia que desestima la impugnación del noo* 
bramiento de síndicos elegidos en junta . general de acreedo- 
res de una quiebra, no pone término ni impide la continua- 
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clón del pleito para la que ningún obstáculo, antes bien, fa- 
cilidad, ofrece el nombramiento de síndicos por la ley exi*- 
gldo como una formalidad propia de este juicio. — R. C. 22 
de Marzo de 1889; G. de i.* de Mayo. 

Que declarada una sociedad en estado de quiebra, el auto 
denegatorio de la solicitud deducida por la comisión liqui- 
dadora de la misma, para (^ue, suspendiéndose el procedi* 
miento de quiebra y toda diligencia propia del mismo, se 
sigan las actuaciones, entendiéndole que dicha comisión se 
presentaba al Juzgado en nombre de dicha sociedad, en estado 
de suspensión de pagos, no tiene el concepto de sentencia de- 
finitiva en el sentido que define el art. 1690 de la ley de En- 
juiciamiento Civil, puesto que no impide la continuación del 
juicio ó pleito y deja intacto su derecho á la mencionada co- 
misión.— R. C. 7 de Octubre de 1890; G. de 12 de No- 
viembre. 

Que tratándose de un juicio ejecutivo contra bienes espe- 
cialmente hipotecados, no puede admitirse como fundado 
motivo de casación la falta de emplazamiento ó citación de 
remate de la representación de la quiebra del ejecutado. 

Que tampoco es de apreciar dicho motivo si en cierto es- 
tado del juicio compareció volutariamente v fué tenido por 
parte el depositario de la quiebra que alegó las excepciones 
que estimó convenientes y fué citado y emplazado para la 
segunda instancia, y en ella se mostraron parte también é hi- 
cieron uso de su derecho los síndicos, á la sazón ya nombra- 
dos, quedando por tanto subsanada la falta de emplaza* 
miento. 

Que tratándose de un juicio ejecutivo no acumulable por sus 
-circunstancias al universal de quiebra, y habiendo interveni- 
do en él, tanto el deudor como la representación de su quie- 
bra, utilizando las excepciones que creyeron procedentes, no 
ha existido el defecto ó falta de personalidad del demandado. 
— R. C. 7 de Noviembre de 1890. G. de 18 de Diciembre. 

Que conforme á lo dispuesto en el art. 1.118 del Código 
de Comercio, los acreedores con prenda entraron en la clase 
de hipotecarios en el lugar que les correspondía, según la 
fecha de su contrato, devolviendo á la masa las prendas que 
tuvieron en su poder; y con arreglo al art. 1 129 del mismo 
Código, el repartimiento de todos los fondos disponibles de 
la quiebra, entre los que se cuenta, por consiguiente, el valor 
en venta de dichas prendas, debe hacerse por el orden de 
clases y prelación que resulte de los estados de graduación. — 
R. C. en a. de U. 18 de Noviembre 18^0; G. 10 Diciembre. 

Que sf^ quebrado celebró é inscribió en los treinta días 
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'f>recedentes á sa qaiebra el contrato clie cooipra-venta de tm 
-ininueble, teaiendo vendedor y comprador capacidad para 
ello, y determinaron la cosa y tijaroa el precio de la misasa 
tomando en cuenta los gravámenfes á que respondía y taoi- 
bién el derecho de retraer que algunos días después ttenunció 
el vendedor, percibiendo el compNdor el precio convenido 
por esta renuncia, todas estas circunstancias acreditan qoe 
concurrieron los requisitos legales; y por consecuencia, 4^*^ 
no fué gratuito el contrato, ni está comprendido en el núme- 
ro i.^ del art. 88o del nuevo Código de Comercio. 

Que si bien el número i.^ del arr. 88i del mismo Código 
determina que pueden anularse á instancia de los Jiciteedorea 
las enagenaciones y contratos á que se refieren dquel anfcolo 
y el 882, ello se entiende mediante la prueba de baber el 
quebrado procedido con ánimo de defraudarles en sus dere- 
chos. — R. C. 24 de Noviembre de 1890; G. de 16 del>lcieiii* 
bre. 

Que atendido ]o que se dispone en el art. 1688 de la Ley <le 
Enjuiciamiento Oivti vigente en Cuba y Ptferto-^Rico, el anto 
por el que se ordena el embarj^o de bienes de una quiebra 
para pago de los alimentos señalados á los hijos del quebra- 
do, no tiene el carácter de definitivo, porque solo resuelve 
una cuestión incidental, sin impedir en manera alguna el cor- 
so ulterior del ju:cio principal en que cabe, en su caso, to^- 
davía que sean atendidos los derechos del recurrente en la 
parte que puedan y deban serlo, y no es por tanto dicho auto 
susceptible de casación. — R. C. en a. de (J. 4 de Octubre de 
i8g2; G. de 3 de Diciembre. 

Procede la acumulación al juicio de quiebra del juidodel 
concurso promovido por el deudor en distinto Juzgado, aun 
cuando la declaración del concurso sea anterior á la de la 
quiebra si ésta se ha producido por el cumplimiento del con- 
venio celebrado con los acreedores cuando el deudor solicitó 
de ellos ^uita y espera.— S. 18 Agosto de 1893. 

Caducidad de instancia en la quiebra. ' 

V. artículo Caducidad de la instancia. 

No se accede á que se proceda criminalmente contra un 
quebrado no habiéndose ordenado tal procedimiento en el 
auto de edificación de la quiebra.— Auto de i.* de Febrero <te 
1894; G. d% 8 de Marzo. 

Alcubilla. Anuario 1894. 

Clasificada la quiebra de un comerciante, de fraudulenta^ 
con arreglo á las circunstancias 3.* del art. 890 del Código 
de Comercio, sin que durante la sustanciación de la causa ni 
en el acto del juicio oral se hayan desvinuado los hechos 
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que sirvieron de fundamento á dich* declaración, nor comete 
error jnridico la Sala sentenciadora que califica los hechos 
atribuidos al quebrado como coustitutivofr del delato previsto 
y castigado en ei art. 529 del Código penal, inoponiendo con- 
siguientemente la sanción en dicho artículo establecida. — 
R. C. 8 de Marzo de 1894; G. 14 Octubre. 

Los acreedores pueden oponerse á la declaración de quie^ 
bra del deudor, pero si U oposición se funda en vicios de na* 
lidad atribuidos á las ejecuciones que motivaron la quiebra 
y el opositor no fué parte en ellas en solicitud de que la de- 
claración de quiebra se anule, no puede prosperar por falta 
de acción en quien 1^ deduce.— Sentencia del Tribunal Su^ 
premode Justicia de S de Noviembre de 1895; G. de 2 y 3 
Diciembre. 

Los arts. i.i3i, 1.309, 1.142 y 1.143 déla ley de, Enjui^ 
ciamiento Civil, referentes á los concursos de acreedores, 
aon aplicables á las quiebras, y como ¿ su vez Las disposicio*^ 
nes referentes á éstas sobre deliberación, votación v diemás^^ 
rigen para las suspensiones de pagos, por virtud del art. 8;[2* 
del Código de Comercio, cuando no se reúne número sufi- 
ciente de acreedores para constituir junta y mayoría, cada 
uno de ellos queda en libertad de usar de su derecho y no 
procede nueva convocatoria|para otra reunión.— Sentencia de 
18 Diciembre de 1895; G. de 20 y 22 de Enero de 1896: 
pág. 52. 

El uicidente de- oposición al convenio celebrado entre el 
quebrado y los acreedores, debe recibirse á prueba por el tér- 
mino improrrogable de treinta días, dentro de loa cuales, se- 
gún dispone el art. 1.394 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
alegarán y probarán con citación contraria lo que les conven-^ 
ga, tanto las partes litigantes como cualquier otro acreedor 
que posteriormente se presentase á coadyuvar la oposición .^ 
— Sentencia 8 Julio 1897, p. 170, t. 82, Colección Sentencian 
Jurisprudencia Civil. 

El comerciante pasadas las 48 horas de una obligación ven- 
cida, ha de declararse en estado de quiebra, y siendo la taita 
de pago de la obligación vencida el hecho determinante de 
cada una de las dos expresadas situaciones en que pueda en- 
contrarse el deudor, es manifiesto que ni del texto cíe ese pre- 
cepto legal ni de la sentencia dictada por el Tribunal Supre- 
ma en 27 de Febrero 1889 cabe inferir que el protesto de la 
obligación sea preciso para reputarla no satisfecha.— Senten» 
cia 18 Febrero 1897, p. 325, tomo 81. 

Bienes que son del dominio de terceras personas y no for» 
man parte del caudal del quebrado. 
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Vide Acreedores de dominio, 

Vide Oposición á la quiebra. i 

Los arts. i.iBi, i.3o9, 1*142 y 1.143 déla Ley deEnjui*. 
ciamiento Civil, son aplicables á lasqaiebras en virtud de la 
disposición del art. 1,319 en todo lo que no esté previsto y^ 
ordenado en el Código ae Comercio y en el título especial 
de la expresada Ley referente á las mismas.— Sentencia 28 
Diciembre 1895, p. 63i, t. 78 Jurisp. Civil. 

—A tenor del art. i.38odela Ley de Enjuiciamiento Ci- 
vil, el término para impugnar el reconocimiento de créditos 
en las quiebras, es de 3o dias improrrogables, siendo ñrmes 
después de él las resoluciones de la junta de acreedores, ó 
del Juez en su caso, según el art. i.38j, en relación con el 
1.262, cuyos artículos son disposiciones verdaderamente sus- 
tantivas, porque determinan la tuerza y valor de las re- 
soluciones judiciales á que se refieren. — C, número 27,. 
28 de Septiembre de 1893: G. de 3 de Diciembre m* a. t. 74, 
j>. 1 36. 

Los actos dejados sin efecto se consideran como si no se 
hubieran realizado, y en sü virtud, no procede la nulida4 de 
un juicio ejecutivo fundada en estar declarado en quiebra el 
deudor, si cuando se despachó la ejecución contra éste ya se 
había dejado sin efecto el auto de declaración de quiebra por 
desistimiento del acreedor y la conformidad de los síndicos, 
y tenido por terminado dicho juicio y sus incidencias. — C. 
de u. núm. 93, 2 Diciembre 1893: G. i3 de Enero 1894; t. 74, 
p. 420. 

El art. 874 del Código de Comercio, se refiere al estado de 
quiebra en que se considera el comerciante que sobresee en 
el pago de sus obligaciones, y es inaplicable tratándose de la 
suspensión de pagos y aprobación de la proposición de con- 
venio, pedida y obtenida por el deudor con sujeción á lo dis- 
puesto en los artículos contenidos en la Sección primera, tí« 
tulo 1.*, libro 4.* del Código de Comercio. 

Carece de aplicación el art. 881, núm. 5.* del propio Códi- 
go, cuando no se trata de un expediente de quiebra, si no de 
un incidente producido en autos de suspensión de pagos. — 
C, núm. 190, 28 Junio 1894: G. de 9 Noviembre m. a. t. 75 
p. 873. 

La Sentencia que, en el caso de no cumplir el deudor lo 
convenido con sus acreedores, no habiendo éstos renunciado 
al derecho de recurrir á la vía judicial para obtener la repara- 
ción del perjuicio sufrido en sus intereses^ declara al prime- 
ro en estado de quiebra, se ajusta á lo prescrito en los artícu- 
los 872, 876, párrafo 2.® y 906 del Código de Comercio. — 
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C, núm. 39; I.* Octubre 1894: G. i3 de Noviembre m. «.: 

t. 76 p. 1-21. 

En el art. i.ibS del Código de Comercio de 1829, relacio- 
fiado con el 1.319, se consigna de una manera expresa el de- 
recho de los acreedores, más claramente consignado en el 
nuevo Código de Comercio, para solicitar la continuación de 
la quiebra cuando el deudor falta á lo convenido, lo que no 
es realmente sino la consecuencia legal de la naturaleza de las 
obligaciones mutuamente contraidas y de la situación en que 
queda el quebrado mientras no cumple sus compromisos. — 
C., número 174; 6 Junio 1895.* G. 11 Septiembre m. a.: t. yy^ 

P- 749- 

Según el párrafo 2.^ del art. 876 del Código de Comercio, 
procederá la declaración de quiebra á instancia de acreedo- 
res, que justifiquen su tímlo de crédito cuando el comercian- 
te haya sobreseído de una manera general en el pago corrien- 
te de sus obligaciones. 

Según tiene declarado el Tribunal Supremo, la disposición 
del art. i.o63 del antiguo Código de Comercio, es de carác- 
ter meramente procesal, y como tal, no ha sido derogada por 
ningún otro artículo del Código vigente.— C, núm. 1 13, 28 
Octubre 1896: G. 4 Diciembre m. a.: t. 80, p. 412. 

Para tener derecho á recuperar en la forma establecida por 
el art. 938 del Código de Comercio los caudales remitidos á 
ün comerciante que después de recibirlos se constituyera en 
estado de quiebra, es preciso, á tenor de lo dispuesto en el 
caso 6.^ del 909, que además de verificarse la remisión de cau- 
dales fuera de cuenta corriente para entregarlos á determina- 
da persona, ó para invertirlos en satisfacer obligaciones del 
remitente, cumplideras en el domicilio del quebrado, los 
conserve este último en su'poder sin haber dispuesto de ellos 
al tiempo de la quiebra.— C. núm. 61, 12 Febrero 1897: Ga« 
ceta i3 Marzo m. a.: t. 81, p. 264. 

El art. 2.^ de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en relación 
con el 878 del Código de Comercio^ limita la incapacidad del 
quebrado para personarse en juicio á los actos de administra- 
ción y dominio. 

Tal carácter de acto de administración, que compete 
ejercitar á la sindicatura, es la demanda interpuesta por 
el quebrado sobre indemnización de daños y perjuicios 
por el embargo y declaración de quiebra. 

Es indispensable haber obtenido la revocación de la decla- 
ración de quiebra para ejercitar, con arreglo al art. 885 del Có- 
digo de Comercio, la acción sobre indemnización de daños y 
(>erjuicios contra los que hubieren solicitado aquella declara- 
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cióncoa malicia, falsedacl 6 injusticia Qianiti.e^ta* — C..i, nú- 
mero 62; 3 Octubre 1901. G. 7 Febrero 1902; C. L., t, 10, y 
R», t. 92, p. 211. 

— No es de estimar la infracción de los artículos 875, 
876 y 883 del Código de Comercio, por la seote^cia de- 
negatoria de la declaración de quiebra de una sociedad 
cuando el acreedor aue la pretenae no demues^a serlo de 
aquélla, sino personaio^nte uno de los socios. — C.^núm. 14; 
14 Enero 1899: G. 14 Febrero m. a.: C. L., t. 4, y R., t. 86 
p. 65. 

El precepto contenido en el núm. 3/ dfi\ art. 890 del Có- 
digo de Comercio, según el cual se reputa fraudulenta la 
quiebra del comerciante que no llevara Hbros, es aplicable al 
caso de que dejase de llevar cualquiera de los qqe con el pre** 
dicado de necesarios se expresan en el art. 33, porque ^i^ndo 
cada uno de esos libros parte integrante de un solo todo ó de 
un sistema de contabilidad preestablecido, ya que con arre- 
glo á los arts« 37, 38 y 39, en el Diario deben sentarse como 
primera partida el resultado del de inventarios y balances, y 
al Mayor deben trasladarse los asientos del Diario en la for-. 
ma que se determina, y es evidente el nexo que existe entre 
estos libros y el Copiador de Cartas y telegrainaa» la falta det 
uno solo afectaría i todo el sistema, que dejaría de ser por 
consecuencia desemejante omisión, lo que la Ley quiere y 
tiene establecido en interés público y del comercio en gene-!* 
ral, sin que esta doctrina se halle en oposición con el núme- 
ro i.^ del art« 889, porque conforme á este precepto, la cali- 
ficación más atenuada de quiebra culpable solo alcanza al 
que, llevando todos los libros que la Ley exige, no se atem* 
pera en cuanto á su forma v redacción, á los requisitos in- 
trínsecos y extrínsecos que el propio Código tiene establecí- 
dos. 

Si una sociedad declarada en quiebra dispuso por qiodo 
abusivo en Iqs útimos días de su existencia, y por consiguien* 
te, sin asentimiento ni consentimiento de sus dueños, de 
valores públicos entregados á la misma ai solo efecto de una 
operación de canje, pignorándolos para satisfacer con su im- 
porte cuentas recientemente abiertas, que estaban en oposi- 
ción con el resultado desús libros, y «supuso en estas opera-^ 
clones de compra anuladas el mismo día sin conocimiento de 
los interesados en cuyo nombre obraba, todos estos hechos 
se ajustan claramente á los moldes de las circunstancias 9 y 
i3 del art. 890.— rC, núm. 110/24 Abril 1901: Gs. i3 718 
Mayo m. a.: C. L., t. 9, y R., t. 91, p. 588. 

Si bien es cierto que la simulación y el íraudd no se presu* 
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men, esta regla general es de todo punto inaplicable á las 
presunciones de iraude establecidas por la Ley. 
^ Debe reputarse fraudulenta la quiebra de los comerciantes, 
si en eJla concurre alguna de las circunstancias determina- 
das en los párrafos 3.* y 4.* del art. 890, y en el 891 del 
Código de Comercio. 

Al comerciante quebrado incumbe la prueba de llevar los 
libros de contabilidad y el de correspondencia comercial re- 
queridos por el mismo Código para el ejercicio de la profe- 
sión mercantil, y la de la causa justa que alegue para excu- 
sarse de presentarlos. 

Sin haber otra ni más causa que la justificada falta de li- 
bros comerciales, debe calificarse la quiebra como fraudulen- 
ta y no como foriuita.— C, púm, i2i;4 Mayo 1901: G. 8 Ju- 
nio m. 8.: C. L., t. 9, y R., t. 91, p. 672. 

No se infringe por la declaración de quiebra el art. 876 del 
Código de Comercio, cuando en el caso concurren las cir- 
cunstancias requeridas en el párrafo 2.* de aquel precepto. 

En el propio supuesto, tampoco es de estimar la infracción 
de los arts. i323 y i325 de la Ley procesal, por solicitar 
aquella declaración el cesionario de un crédito mercantil cu- 
ya transferencia fué notificada al deudor. — C, núm. 160; 28 
Diciembre 1901:6. 4 Abril 1902: C. L. t. 10 y R., t. 97, 
p. 712. 

Quiebras de las Compañías de ferro-ca- 
rriles* Consejos de incautación. Corresponde á los Tribu- 
nales ordinarios determinar cual sea en cada caso la legis- 
lación aplicable en los juicios de quiebra de la compañía de 
ferrocarriles.— Real Decreto de 16 de Junio de 1895: G. de 
17 del mismo mes. 

Se discutía en e^ta competencia si para el nombramiento 
de los vocales que habían de constituir el consejo de incauta- 
ción y administración del ferrocarril de Madrid á Arganda, 
cual compañía había sido declarada en estado de quiebra, de- 
be aplicarse el art. 37 de la Ley general de Ferrocarriles, se- 
gún sostenía la administración, ó bien los preceptos del Códi- 
go de Comercio, y de \% Ley especial de 1 2 de Noviembre de 
1869, según afirmaba la autoridad judicial. 

Cuando el derecho de una persona para solicitar la decla- 
ración de quiebra de una compañía de ferrocarriles, nace ex- 
clusivamente de la cualidad de acreedor legítimo de las mis- 
mas, que no le ha sido negada y contradicha la sentencia que 
accede á su petición, se ajusta a derecho, aunque el Juzgado 
le hubiera rechazado anteriormente una solicitud concreta en 
los autos de suspensión de pagos dé la compañía completa* 

18 
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mente distinta de la utilizada después. — Sentencia lo Diciem* 
bre 1892. 

Quiebra especial del comprador de bienes nacionales, que 
no paga los plazos correspondientes al precio estipulado. — 
Resolución de 9 Noviembre 1888, p, 268, t, 84, Boletín de 
la Revista. 

Quiebra de testamentaría- No se debe dene- 

gar la declaración de quiebra de una testamentaría cuando 
ésta suspende el pago corriente de obligaciones vencidas, si 
se ba continuado por la representación déla herencia el tráfi- 
co del causance que estaba dedicado al comercio. — Sentencia 
3 Junio 1891. 

Quiebra fraudulenta- Declarada por Tribunal 
competente, fraudulenta ó de cuarta clase la quiebra de la ca- 
sa de comercio que la recurrerite tenía establecida en Bilbao, 
por no llevar libros ni h¿cho balances anuales, dado cuenta 
oportuna al Juez de la cesación de pago por haber ocultado 
cuentas personales de deudores, ni haberlas llevado de sus gas- 
tos domésti eos, faltando en todo ello á explícitas y terminan- 
tes disposiciones del Código de Comercio, lá responsabilidad 
criminal que ese mismo Código atribuye á esos hechos, solo 
puede recaer en dicha recurrente, que era la dueña de la casa, 
la que llevaba el nombre y representación de la misma, la 
que estaba á la vista de la tienda y de las operaciones que se 
ejecutaban y la que tenía la obligación legal de a justar sus 
actos á las prescripciones del Código y cumplir todas sus 
obligaciones comerciales, pues aunque tenía dado poder á su 
hijo para comprar y vender, éste no se extendía á llevar los 
libros, ni respecto á él aparece la menor indicación de que 
su gestión hubiera dado margen á la situación á que la casa 
había venido. — S, 3i de Mayo de* 1886: G. de 18 de Agosto, 
Jurisprudencia Criminal. 

No es de estimar la supuesta infracción del art. 58 1 del Có- 
digo penal y consiguiente error de derecho, porque produ- 
ciendo la imprudencia temeraria la ejecución de un hecho 
que^ si mediara malicia, constituiría delito, es indispensable 
para que pueda tener aplicación ese artículo, la existencia de 
un hecho ejecutado sin malicia, y en el caso actual la impru- 
dencia se intenta deducir de un acto negativo, á que no se le 
puede dar ese carácter en consonancia con el texto expreso 
del artículo que se supone infringido.— ídem. 

Quita y espera* Que de conformidad con lo preve- 
nido en el número 3.* del art. 1721 de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil, no procede la admisión del recurs^sen el fondo 
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contra el auto declaratorio de no alcanzar los efectos de un 
convenio de quita y espera á uno de los acreedores, porque 
este auto no tiene para los efectos de la casación el carácter 
de definitivo en ninguno de los conceptos que expresa el ar- 
tículo 1090 de dicha Ley, en su párrafo i.*, pues no termÍDa 
el pleito principal, ni hace imposible su continuación. — 
R. C. 22 de Septiembre de 1892: G. de 3 de Diciembre. 

No deben solicitar quita y espera los comerciantes, antes 
bien deben decíararse en quiebra. — V. Sentencia 3i Octubre 
1895, p. 885, t. 82 Jurisprudencia Civil. 

Caducidad de la instancia en la quiebra. Con arreglo 
al artículo 411 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, no pue- 
de considerarse abandonada la instancia, cuando por ha- 
berse llegado en el juicio de quiebra aun convenio entre 
deudor y acreedores, aprobado judicialmente, no hay términos 
hábiles para instar su curso mientras exista pendiente decum- 
|)limiento dicho convenio.— Sentencia 6 Junio 1895. 
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Razón social.— Por cl art. 346 del Código Pena', se 
castiga con el arresto mayor en sus grados minimo y medio 
al que usare públicamente de un nombre supuesto.— »C. 3 de 
Octubre de 1879; G. de ^^ ^^ Diciembre; t. XXI p. i3o 
Jurisprudencia criminal. 

No cae bajo la sanción de dicho articulo el sujeto que na 
osó de otro nombre que del suyo propio añadiendo la pala- 
bra Compañía en sus firmas y pegocios mercantiles, pues- 
tal palabra no vallaba su cualidad personal, dándole á co- 
nocer por distinto nombre que el suyo, por más que esa 
cualidad que se atribuía pudiera contribuir al prestigio de 
la casa de comercio que representaba. — ídem. 

Tampoco se infringe, por no aplicarlo, el art. 548 del Có- 
digo Penal, si en la querella presentada no se ha alegado 
hecho alguno concreto que determine que dicho sujeto al 
agregar á su firma la palabra f Compañía;» tuviese el ánlino 
doloso de defraudar, ni de que hubiese por ese medio de- 
fraudado á otro. — ídem. 

Recurso de casación- — Como tiene declarado el 
Tribunal Supremo, la infracción del Real Decreto de 20 de 
Junio de i852, por el cual se rigen las causas por delitos de 
contrabando y defraudación, no nuede dar lugar á un recurso 
de casación de los que la Sala i.* conoce, una vez que solo 
entiende de los referentes al derecho civil, única materia de 
su competencia, y el citado Real Decreto es de índole y na- 
turaleza penal, á cuyo orden pertenecen los recursos de casa^ 
cíón y responsabilidad que el ministerio fiscal puede inter- 
poner, con arreglo ai art. 86 del referido Real Decreto. — Sen- 
tencia 23 Junio 1890. G. 16 Octubre m. a. 

Según tiene declarado el Tribunal Supremo en varias de*^ 
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cisiones j en sentencia de 23 de Junio 1890» Ja infracción del 
4leal Decreto de 20 de Junio de iS52, como Jcypenal, no 
puede dar materia para recursos de casación civil, únicos 
sometidos á la competencia de la Sala primera, V los de res- 
ponsabilidad que autoriza el art. 86 del cirada R. D. perte- 
necen así mismo al orden penal.— Semencia 7 Octubre 1890; 
-G. 7 Septiembre m. a. 

No comete el quebrantamiento de forma á que sé refiere 
el caso 2.* del art. 1693 de la ley de Enjuiciamiento civit»^ 
el auto en que se tiene por parte al acreedor que comparece 
en la segunda instancia de un incidente promovido por el 
deudor en suspensión de pagos, sobre que se declare inte- 
rrumpido el término fijado en el art 872 del Código de Co" 
tnercio, si el recurrente no hubiera utilizado el recurso or- 
diñarlo de súplica contra la resolución protestada, cual 
debiera por la naturaleza de ésta faaberie hecho para inter- 
poner en su caso el extraordinario de casación, y porque la 
ley no se opone á la admisión, c^mo parte, de dicho aeree- 
<lor. — C. núm. 59; i3 Octubre 1892; G, 7 Diciembre m. a.; 
t. 72, p. 21 1. 

El auto denegatorio de la suspensión del procedimiento 
de quiebra y ordenamiento de convocatoria á junta de aeree* 
dores para proponer bases de convenio^ no tiene el concepto 
de sentencia definitiva en el sentido que define el art, 1690 
de la ley de Enjuiciamiento civil, puesto que no impide It 
continuación del juicio ó pleito, y deja intacto el derecho de 
solicitar convenio, reproduciendo ta misma pretensión opor- 
tunamente.— C. núm. 61; 6 Octubre 1890; G. 29 id.id.;t. 
^8, p. 216. 

Declarada una sociedad en estado de quiebra, el auto de- 
negatorio de ia solicitud deducida por la comiatón liquida- 
dora de la misma para que, suspendiéndose el procedimitrnto 
de quiebra y toda diligencia propia del mismo, se sigan las 
actuaciones, entendiéndose que dicha comisión se presenta* 
"ba al Juzgado en nombre de dicha sociedad en estado de 
suspensión de pagos, no tiene el concepto de sentencia defi- 
nitiva en el sentido que define el art. 1690 de ta ley de £njui< 
ciamiento Civil, puesto que no impide la continuación del 
juicio ó pleito y deja intacto su derecho á la mencionada co- 
misión — C. líúm. 69; 7 Octubre 1S90; G, 12 Noviembre m* 
-a.: t. 68, p. 242. 

Tratándose de un recurso contra resolución dictada en la 
oposición formulada al convenio recaído en la junta de 
«creedores, habida con motivo de )a suspensión de pagos 
promovida por el deudor, no tiene aquella el coacepto de sen* 
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teocia deñnitiva, para los efectos de la casación, á tenor de lo 
previsto en el art. 1690 de la ley de Enjuiciamiento Civil. — 
C. núm. 4; 4 Enero 1892; G. 4 Febrero m. a.; t. 71 p. 10. 

La senteílcia dictada eii un incidente promovido en juicio 
universal de quiebra sobre validez ó nulidad de la subasta 
de un inmueble, no tiene el concepto de definitiva para los 
efectos de la casación, porque no pone término al juicio ni 
impide su continuación, lo cual hace inadmisible el recurso 
que contra la misma se dirige, á tenor de lo dispuesto en el 
núm 3. "* del art. 1729 de la^ ley de Enjuiciamiento Civil. — 
C. núm. 45; 17 Febrero 1893; G. 22 Marzo m. a.; t. 73, 
p. 236. 

El fallo del incidente que desestima la petición de nulidad 
de un auto de declaración de quiebra^ no tiene el carácter de 
sentencia definitiva, puesto que no pone término al juicio ni 
hace imposible la continuación del mismo y por tanto no es 
susceptible de recurso de casación. — Auto de la Sala primera 
del Tribunal Supremo de 14 de Marzo de 1895; G. de 27 de 
Julio, p. 41* 

Reconocimiento dé las naves. Con arreglo 

al art. 184 del Código de Comercio, el reconocimiento de la. 
nave solo debe tener lagar en el puerto de carga y antes de 
emprenderse el viaje. — S. del T. S. 10 de Mayo de 1872. 

Reembolso de letra de cambio. En defecto de 

pago de una letra de cambio, tiene derecho el portador á exi-^ 
gir su reembolso, con los gastos de protesto del librador y 
los endosantes. — Art. 534 del antiguo Código de Comercio y^ 
Sentencia del Tribunal Supremo de Justicia de 22 Ma- 
yo i855. 

V. Letra de cambio. 

Refaccionario- Si la noveU 27, cap. 3.-, como las- 
diaposiciones del derecho romano y las Leyes 26 y 28 título 
i3 partida 3.' conceden preferencia sobre otros más antiguos 
á los créditos que hayan servido para comprar, fabricar ó re- 
parar nave^ ó edificar casa ó comprar tierra ú otras cosas se- 
mejantes: que infrinje estos preceptos, el artículo 914 del Có- 
digo de Comercio, relacionado con el 91 3 y la doctrina legal 
de que los créditos refaccionarios tienen derecho de hipote- 
ca tácita y el de prelación sobre la tinca refaccionada la sen- 
tencia que limita estas disposiciones á los casos de rehacer ó 
conservar les edificios urbanos ó las naves y niega el carácter 
de refaccionario al vendedor de una tubería que utilizó el 
comprador uñiéndola á un inmueble de su propiedad. — Sen- 
tencia II Octubre 1894; p. 196, t. 76 Jurisprudencia Civil. 

Re^StrO Mercantil- La inscripción de una escri- 
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tura en el Registro mercantil, en nada modíñca los términos 
del problema jurídico, especialmente si este documento no 
es de los llamados á ser registrados según el Código de Co- 
mercio y la obligación en. dicha escritura consignada, no 
varía la naturaleza por la inscripción.— Sentencia de i5 Oc- 
tubre 1897; p. 454 tomo 82 J. C. 

No puede interpretarse el art. 26 del Código de Comercio, 
aisladamente, sino como parte integrante que es del tít. 2.^ 
de dicho cuerpo legal, donde por regularse el Registro mer- 
cantil, están contenidos los preceptos que le sirven de comple- 
mento y determinan su alcance; y siendo esto así, aparece 
evidente que los efectos atribuidos por dicho artículo 26 á la 
inscripción en el Registro, se refieren exclusivamente á aque- 
llos documentos que, conforme á los arts 21 y 22, son suscep- 
tibles de inscripción, pero no á cualquier otro documento, 
aunque de hecho resulte inscrito. C. núm. 71; 18 Febrero 
1899; G. 14 Marzo m. a. C. L., t. 4 y R. t. 86, p, 3 18. 

RepreSBDtlintBS* De Compañías ó sociedades in- 
dustriales. 

Ejercen una industria distinta de la casa que representan. — 
R. O. de 8 Diciembre de 1894; G. 3o. 

R6SAC&. Pedido en la demanda que el demandado pa- 
gue ai demandante el importe de la cuenta de resaca por las 
obligaciones nacidas de su intervención en la letra de cam- 
bio en que estaba indicado por el tomador de ella y conde- 
nado .el demandado en el expresado concepto, es evidente 
que la sentencia es congruente, no solo en cuanto resuelve 
con claridad Ja demanda, sino en cuanto lo hace por la mis- 
ma razón que sirve de fundamento á aquélla, y por lo tanto 
no infringe el art. 359 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. — 
Sentencia i3 Junio 1894; G. 9 Octubre m. a. 

Retroacción de la quiebra. Atendiéndose á la 
recta y combinada inteligencia de todas las disposiciones del 
Código de Comercio relativas á la declaración de quiebra y 
á la jurisprudencia del Tribunal Supremo referente á la 
misma, es indispensable entender y referir las palabras 
declaración de quiebra, que se leen en el art. io38 de dicho 
Código, como equivalentes y extensivas á la retroacción 
de la misma, sin lo cual estarían en abierta contradicción y 
serían inconciliables las disposiciones generales y fundamen- 
tales de que queda hecha mención, con las especiales á que 
se refiere dicho art. io38 y siguientes. — S. de 3 Marzo de 
1S74; G. de i3 Abril. 

Además véanse los arts 879, 882 Código Comercio, i366 y 
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siguientes, Ley Enjuiciamiento ciyil y 1291, 1895 del Código 
Civil. 

Que no infringe los arts. 8$o y 88t del Código de Co- 
mercio vigente^ la Sentencia que estima nula é ineficaz como 
otorgada en fraude de acreedores una escritura de reconoci- 
miento de deuda y constitución de hipoteca, si tuvo lugar en 
la fecha á que fué retrotraída la quiebra del otorgante^ y con- 
virtió éste en hipoteca convencional una obligación que no 
lo era, ni constaba ante testigos y Notario autorizante la en- 
trega de la cosa; extremos comprendidos en el núm. 4.* del 
art. 880 y que se oponen á la validez del contrato.— R. C. 2 
de Diciembre de 1890; G. de 19 de Enero de !89i. 

Responsabilidad del Naviero. Que el Navie- 
ro es responsable de las deudas y obligaciones que contrae el 
capitán de su nave para repararla^ habilitarla v provisionar- 
)a en los términos que explica el art. 621 del Código de Co- 
mercio.— R. C. 28 de Junio de 1886: G. de 3 de Septiembre. 

Rol' Acreditado que las irregularidades v enmiendas de 
un Rol no se han hecho para defraudar á la Hacienda públi- 
ca, y por consiguiente que tal delito no es conexo al de de- 
fraudación, ninguna jurisdicción tiene el Juzgfado de Hacien- 
ciencia para entender del asunto, pues solo queda como úiii- 
co objeto del procedimiento, la falsedad del Rol, y cualquie- 
ra que sea la responsabilidad que por tal concepto pudiera 
afectar al patrón del barco, en cuyo Rol se han cometido las 
inexactitudes, debe serle exigida por su Juez que es el de Ma- 
rina.— S. de 25 de Enero de 1867: G. de 28. 



Digitized by VjOOQIC 



nieriVTomo de tx JintispfttnjEirciii KKacAJtTit 3ÍS1 



Seguro- Que no se infringe el art. 854 del Código de 
Comercio^ porque si bien de acuerdo con e! mismo se pactó 
^i seguro de 70.000 peseras sobre las cuatro quintas pifies 
del valor del bucjue, ó sea sobre ago 000 pesetas, carece de 
acción la compunia aseguradora para sumar ios seguros que 
se refieren á contratos celebrados después por el asegurado 
con otras personas ó entidades jurídicas en Jos cuales no in- 
cervino aquélla, ni puede por consiguiente tundar derecho 
alguno. 

Que la pérdida del buque incendiado y ecbado á pique á 
cañonazos apareció desde luego realmente total para Jos efec- 
tos del abandono, por más que fuera admisible Ja posibilidad 
de sacarle á flote en un tiempo más ó menos largo ó con ma- 
yores ó menores deterioros, á cuyas contingencias no debía 
ser sometido el asegurado para obligarle á dilatar de una ma- 
nera indefinida el ejercicio de aquel derecho. 

Que no infringe el art. 17 de la póliza^ porque allí se trata 
del tiempo en que ha de aer ejecutiva para los efectos del ar- 
tículo 883 del Código de Comercio, y no desde cuando han 
de computarse los intereses que se devengan desde que se ha- 
ce una oposición que resulta infundada. 

Que por el contrario, se Infringe la Ley 16, tít, 22, p. 3.*, 
porque no se resolvió la cuestión discutida en el juicio sobre 
la validez y subsistencia del seguro, que era realmente de la 
competencia de los arbitros, sejíún la condición 2a del con- 
trato, y según el fallo de 2 de Julio de 1880, no contrariado 
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en cuanto á la instancia por el de 14 de Septiembre de i83i^ 
ni por la escritura de compromiso en que se refieren todos 
las antecedentes del asunto. — R. C. 10 de Junio de i885: Ga^ 
ceta de 16 de Diciembre. 

Que en la condición 25 de la póliza, los actuales litigantes 
renunciaron clara y terminantemente á su fuero propio al 
consignar tal renuncia para el caso de que lo tuvieran, y se 
sometieron á los Tribunales ordinarios del lugar donde estu- 
viese establecida la Dirección de la Compañía, que es Barce- 
lona, y por consiguiente al Juez de primera instancia de 
esta ciudad, al que tocare conocer del pleito por repartiinien- 
to, conforme al art. 5g de la citada Ley. — C. 23 de Noviem- 
bre de i885: G. 4 Diciembre de 1886. 

Que la Sentencia no infringe la Ley del contrato, porque 
los contratantes en fuerza de su libre voluntad y perfecto de- 
recho, adicionaron las pólizas con la cláusula expresa y ter- 
minante de que no se respondería del seguro si el daño cóns» 
tituía avería simple, no proveniente de incendio, naufragio, 
varamento, choque, abordaje, cuyo carácter corresponde á la 
de que se trata, según las clasificaciones de los artículos 935 
y 936 del Código de Comercio, sjn*que el recurrente haya 
combatido el fallo bajo ese punto de vista esencial para jus- 
tificar sus pretensiones. 

Que excluido el seguro con arreglo al contrato, á nada con* 
duce y no hay para que tomar en cuenta las infracciones ale- 
gadas respecto de errores cometidos por la Sala sentenciado- 
ra en la apreciación de pruebas sobre la sanidad del grano an- 
tes del embarque y sobre el conoci(nieno de los hechos y par- 
ticipación en las diligencias que tuvieran las compañías ase- 
guradoras. — R. G. 14 dé Enero de 1886: G. de 10 de Abril. 

Que la sentencia reclamada no infringe la Ley del contra- 
to, porque la Sala sentenciadora invocando ante todo esa mis- 
ma Ley y apreciando en uso de^us exclusivas facultades el 
resultado de las pruebas acerca de los derecho^ y de las obli- 
gaciones respectivas de las partes, ha declarado: primero, la 
existencia del contrato de seguro <:onsignado en las dos póli- 
zas presentadas por el demandante; segundo, que éste ha cum- 
plido las obligaciones esenciales de su compromiso; y terce- 
ro, que la compañía demandada no ha aprobado la excepción 
de falsedad en la. relación de los efectos asegurados, ni por 
consiguiente la nulidad de las pólizas, objeto culminante de 
su oposición á la demanda; estimando la Sala en su virtud 
haber lugar á ella en la forma alternativa en que viene pro* 
puesta y condenando á la compañía aseguradora al pago de la 
cantidad importe de las pólizas; en caso de no conformarse con 
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dicho importe, á que se sometd este extremo á la decisión de 
arbitros ó arbitradores.— R. C. en a. de u. 24 de Marzo de 
1886. G. deSi de Julio. 

Que si bien es cierto se advierten algunas diferencias entre 
las prescripciones de Ja póliza de la sociedad de seguros «El 
Mundo», y li 8 de las otras dos compañías demandadas, esto 
no obstante, la sentencia recurrida, al absolver también á la pri- 
mera sociedad, no infringe la ley del contrato celebrado entre 
ella y los aseguradores, como suponen estos, porque según 
el art. 23 de aquel contrato, el asegurado pierde todo dere- 
cho á indemnización cuando con arreglo al art. 10 no dá par- 
te de cualquiera variación que aumente el riesgo del sinies-r 
tro y sega n admítela sentencia, los recurrentes dejarorv de 
avisará la compañía aseguradora el aumento de riesgo que re- 
sultaba por el mal estado de las calderas y por trabajar la fá- 
brica á una presión mayor que la concedida, motivo por el 
cual fueron multados por la autoridad, con poca anterioridad 
al siniestro.— R. C. 21 de Abril de 1886: G. de 8 de Agosto. 

Que es doctrina establecida por el Tribunal Supremo, que 
en los contratos de seguros la póliza suscrita por los interesa- 
dos constituye la Ley especial por la que deben decidirse las 
cuestiones que se íu^citen entre el asegurador y el asegurado. 

Que con arreglo á lo estipulado terminantemente en las 
cláusulas de h póliza de que en este caso se trata, ess^induda- 
ble que el asegurado solamente puede exigir el pago de la 
cantidad en que los dos peritos conformes han valorado todas 
las pérdidas experimentadas en el siniestro, con tanto más mo- 
tivo, cuanto que ni la tasación pericial ha sido impugnada, 
ni la sentencia se funda en que el actor haya demostrado que 
el importe de los daños ascienda á la suma que reclama. — 
R. C. 3 de Diciembre de 1886: G. de 28. 

Que según tiene declarado repetidamente el Tribunal Su- 
preipo, la póliza es la Ley especial del contrato de seguro, 
que obliga por igual al asegurador y al asegurjado, y por la 
cual deben decidirse las cuestiones que entre ellos se susciten. 

Que en el caso de autos, con arreglo á los artíciilos de la 
póliza suscrita por las partes, los daños causados por el in- 
cendio ó deben ser objeto de un convenio amistoso^ ó eva- 
luarse por peritos nombrados por las mismas; no teniendo el 
asegurado derecho á más reembolso, cualquiera que sea la 
cantidad asegurada, que al de la pérdida efectiva y probada y 
pudiendo la compañía aseguradora reparar ó reedificar el edi- 
tício incendiado. 

Que en tal virtud, al no aceptar la sentencia recurrida para 
fijar el importe de los daños causados por el incendio, el re- 
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suhado de la tasación pericial á que las panes se sometieron 

?' que no se ha demostrado que contenga vicio alguno de nu* 
idad; y al condenar á dicha compañfa á la reedificación de 
la casa incendiada, convirtiendo en una obligación de hacer 
lo que con sujeción al contrato es una facultad que aquella 
tiene y á la que puede renunciar, es indudable que infringe 
Ja Ley del contrato. — R. C. 20 de Diciembre de 1886. G. de 
1 5 de Mayo de 1887. 

Que infringe el art. 359 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
la sentencia que declara, en primer término, que subsiste la 
obligación de la compañía de seguros demandada, de abonar 
al demandante el importe de un siniestro, extremo cardinal de 
la Remanda, y sin embargo absuelve de ella á la citada com- 
pañía remitiendo á las partes á un pleito nuevo para discutir 
y resolver la misma cuestión, absolución que por consiguien* 
te no pone término al juicio. — R. C. 7 de Febrero de 1890: 
G. de 8 de Mayo. 

Que con arreglo al párrafo tercero del art. 400 del Código 
de Comercio, en los casos de cesión de parte del seguro ó rea- 
seguro, 1 )s cesionarios que reciban la pane proporcional de 
la prima, quedarán obligados respecto al primer asegurador, 
á concurrir en igual proporción á la indemnización, asumien- 
do la responsabilidad de los arreglos, transacciones y pactos 
en que convinieron el asegurado y el principal ó primer ase* 
gurador. 

Que tratándose del pago de una póliza reasegurada, es coa 
arreglo á dicho artículo, juez competente para conocer de 
ia demanda establecida con aquel objeto, el del lugar en 
que la compañía primeramente aseguradora se comprometió 
á verificar el pago.— R. C. 23 de Marzo de i8oa: G. de 6 de 
Abril. 

Que infringe la ley del contrato, la sentencia absolutoria de 
una demanda sobre pago de un seguro de incendios, en el 
concepto de l^aber prescrito, con arreglo á una cláusula de la 
póliza, la acción correspondiente, si la compañía no realizó ^a 
tasación del siniestro en los términos que prefija la, póliza 
misma, pues sin este requisito previo, no hay términos hábi- 
les para precisar desde cuándo debe empezar á contarse el pía- 
zo para interponer dicha acción.— R. C. 3 Octubre de 189a: 
G. de 29. 

SequrO en general* No infringe el an. 406 del 
Código de Comercio la sentencia que, reconociendo que la 
póliza es la ley especial del contrato de seguros, por la cual 
deben decidirse las cuestiones que se susciten entre las par- 
tes, prescinde del aprecio pericial de los daños, estimándolo 



Digitized by VjOOQIC 



RSPVKrDlIIO SB LA aURlSFRUDE^íGlA ülEiUJANTiL 283 



nulo é inedcaz para una de aquellas, por motivos que no im- 
pugna el recurrenre con Ja citada Lev 6 doctrina lega] que su* 
ponga infringidas por Ja Sentencia — Sentencia 27 Mayo 1896, 
p, 1078, t. 79j Jurisprudencia Civil, 

— Las condiciones que contiene una póliza de seguros^ son 
Otros tantos pactos que determinan ios derechos y obligacio*^ 
nes de Us despectivas partes contratantes, y son^ por lanto^ 
ley que se ba de guardar y cumplir en ias cuestiones que sur- 
jan entre el asegurador y el asegurado; V ai no estimarlo así 
la Sala sentenciadora, infringe la lev del cot^irato; las 2.', ti- 
tulo 5,**, libro 2,^ y 5,*, título i."*, libro 5,' del Digesto.— 
C, número 14?^ 32 Diciembre 1894; G. 9 Marzo 1895, K. 76^ 
p. 528. 

Tratándose de un seguro de incendios^ la valoración perl* 
ciai prevenida en Ja póliza del contrato no es un simple me- 
dio de prueba, sino que tiene un carácter especial como de 
arbitraje convenido por las partes para la determinación de 
todos ios daños causados por el incendio; y en tal concepto, 
cuando la tasación se hace de acuerdo por loi dos peritos 
nombrado!^, si no adolece de vicio que la invalide, es obliga- 
toria para los contratantes. 

EL indicado carácter especial de la tasación pericial en ra- 
le% casos, está conñrmado por tas disposiciones de )a sección 
2/, tít. 8*". libro 2.' del Código de Comercio, estableciendo 
que el avalúo de los daños se hará por periios en la forma 
pactada en la póliza; que estos decidirán sobre las causas del 
incendio, sobre el valor real de los objetos asegurados el día 
del siniestro, antes de que ocurriese, y sobre el valor de los 
mismos después de él, y que la decisión pericial será título 
ejecutivo contra el asegurador. 

La jurisprudencia establecida por el Tribunal Supremo en 
sentencia 2 Julio 1889 se rehere concretamente al caso de un 
seguro anulado por la compañía aseguradora, que se negó al 
pago de toda indemnización y en ei cual babii imposibilidad 
absoluta de presentar prueba documental por haberse que- 
mado los libros y papeles.— C. n, 2o5, 19 Mayo 1896» G, 7 
Julio m. a. 

No infringe el art* 40Ó del Código de, Comercio, la senten- 
cia que reconociendo que la póliza es la Ley especial del con- 
trato de seguros por la cual deben decidirse las cuestiones que 
se susciten éntrelas partes, prescinde del aprecio pericial de 
los daños, estimándolo nulo é ineñcaz para una de aquellas 
por motivos que no impugna el recurrente con la cita de la 
Ley y doctrina legal que suponga infringidas por la senten- 
cia,— C. núm. 219, 37 Mayo i8g6: G. 22 Septiembre m. a. 
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La forAia para la valoración de los daños causados, á la cual 
se refiere el art. 406 del Código Mercanul, es preceptiva para 
las partes que contratan con arreglo á las condiciones déla pó- 
liza, según las que no tiene en ella la autoridad judicial más 
intervención que la referente a nombramiento de perito 3.*, 
cuando los nombrados por el asegurador y el asegurado no 
se ponen de acuerdo acerca de su designación, sin perjuicio 
del posterior derecho de los interesados para reclamar en 
juicio contra la valoración délos peritos. Por lo mismo, in- 
fringe los arts. 406, 407, 409 7410 del Código de Comercio, 
la sentencia que atribuye al Jaez la facultad de apreciar y re- 
solver lo que estime procedente sobre una evaluación peri- 
cial de aquella clase. — C. núm. 176; 5 Diciembre 1896; G. 8 
Enero 1897. 

— Cuando en el contrato de seguros se expresa terminante- 
mente el modo,' tiempo y forma del pago de las primas, ha- 
ciendo depender de tales condiciones la subsistencia ó nuli- 
dad del contrato, no pueden menos de estimarse como requi- 
sitos esenciales del mismo, cuya modificación ha de consig- 
narse necesariamente en la póliza, conforme á lo dispuesto 
en el art. 384 del Código de Comercio. 

Habiéndose estipulado en un contrato de seguros que el 
pago de las primas ha de hacerse en el domicilio de la com- 
pañía aseguradora ó de la persona encargftda de recibir su 
importe, pero siempre en cambio de recibos firmados por de- 
terminados representantes de aquélla, sin cuyos requisitos 
ningún pago será reconocido por la misma, es visto que no 
mediando tal recibo, no cabe estimar que el pago se haga por 
una letra girada á punto distinto de los señalaaos en el con-^ 
trato y no aceptada por la compañía, ni que ésta sea tenedora 
en la acepción legal de dicha letra, con la obligación de pre- 
sentarla al pago para su aceptación. 

Tampoco es dable suponer que en el pi^pio caso haya me» 
diado entre el asegurado y la compañía, el contrato de cam- 
bio á que se refiere el título i.^ libro 2.® del Código Mercan- 
til, por el hecho de haber entregado el primero una letra no 
aceptada por la segunda. Estimándolo así lá Sala sentencia- 
dora, no infringe los arts. 1170 del Código Civil y 445, 469 
y 472 del Código de Comercio. — C. núm. 2o5; 8 Mayo 1897. 
G. I.* Junio m. a. 

)í|^Versando la materia del pleito sobre la validez ó nulidad de 
los contratos de seguros, no es aplicable el art. 400 del Có- 
digo de Comercio, que sólo tiene por objeto regula^ el modo 
de contribuir á la indemnización de los aseguradores, cuando 
fuesen varios ó cuando el único ceda á otros una parte del 
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seguro.— C. núm. Sg, lo Noviembre 1899; G. 23 Mayo 1900; 
C L., t. 6 y R., t. 88, p. 268. 

No infringe k)s arts. 1284, i285^ 1791 y 1792 del Código 
Civil, la sentencia que decidiendo un pleito sobre indemniza- 
•ción de daños y perjuicios en virtud de un contrato de segu- 
ros, se limita á ordenar el cumplimiento extricto del Regla* 
mentó de la sociedad aseguradora, y anulando la tasación 
* practicada, manda practicar otra con sujeción á las reglas y 
í>ases ñjadas en los Estatutos sociales. — C, núm. 45; 9 Fe- 
"brero 1900; G. 2S Julio m. a.; C. ,L., t. 7 y R., t. 89, p. 217. 

Si bien es cierto que en el caso de imponer la póliza del 
contrato, al asegurado, el deber de justiticar con documentos 
Ja existencia y valor de los efectos objeto del seguro en el 
momento del siniestro, no puede imponerse tal obligación 
cuando haya absoluta iníposibilidad de utilizar aquella prue* 
ba, no seda este último supuesto cuando la Sala sentenciado- 
ra estima que fué posible valerse de otros medios supletorios 
de justificación, ni por entenderlo así, infringe aquélla los 
arts 405 del Código de Comercio y 121 5, 1242, 1248, i255 y 
1256 del Código Civil. 

£1 art. 406 del Código de Comercio no dispone que la 
-evaluación de los daños causados por incendio se fije con 
arreglo á la ley de Enjuiciamiento Civil, sino en defecto de 
lo establecido en la póliza. — Cnúm. 93*, 12 Octubre 1900; 
<j. 3i m. m. y a.; C. L. t. 8 y R., t. 90, p. 432. 

Establecida en un contrato de sec^uros !a caducidad de la 
acción á favor del asegurado, mediante el transcurso de un 
determinado plazo, contado desde el día del siniestro, ó de 
las últimas diligencias judiciales promovidas por aquel» 
siempre que la dilación provenga del mismo, no infringe la 
ley del contrato el fallo que aplica la referida cláusula de 
-éste, llegado el casó en ella previsto. — C. nóm. 82; 16 Octu- 
bre 1901; Gs. i5 y 17 Febrero 1902; C. L., t. 10 y R., t. 92, 
p. 299. 

SegrurO de inCCndiOS' Tratándose de un seguro 
de incendios, la valoración pericial prevenida en la póliza del 
x:ontrato, no es un simple medio de prueba, sino que tiene 
4in carácter especial, como de arbitraje convenido por las 
partes para la determinación de todos los daños causados 
por el incendio; y en tal concepto, cuando la tasación se ha* 
ce de acuerdo por los dos peritos nombrados, si no adolece 
de vicio que la invalide, es obligatorio para los contratantes: 
que el indicado carácter especial déla tasación pericial, en 
tales casos está confirmado por las disposiciones de la sección 
:2.* título 8, libro 2,* del Código de Comercio, estableciendo 
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que el avalúo de los daños se hará por peritos ea la forma 
pactada en la póliza, que estos decidirán sobre las causas del 
incendio, sobre el valor real de los objetos asegurados el día 
del siniestro, antes de que ocurriese, j sobre el valor de los 
mismos después de él y que la decisión pericial será titulo 
ejecutivo contra el asegurador. 

Que la jurisprudencia esublecida por el Tribunal Supre* 
mo en sentencia de 2 de Julio de 1889, se reñere concreta- 
mente al caso de un seguro anulado por la compañía asegu- 
radora que se negó al pago de toda indemnización y en el 
cual había imposibilidad absoluta de presentar prueba docu- 
mental, por haberse quemado los libros y papeles.— ^Sentencia 
19 Mayo 1896 p. 968 t. 79 J. C. 

Seguro Marítimo. Que según el art. 922 del Có- 
digo de Comercio, no se admite el abandono por causa de in- 
habilitación para navegar, siempre que el daño ocasionado en 
la nave permita que se la pueda rehabilitar para su viaje; que 
la eventualidad de no hacerse al buque los reparos que ne- 
cesitase ppr la falta de íondos que no pudieron obtenerse, no 
está comprendida en dicho art. 922, por cuanto la inhabilita* 
ción absoluta se reñere á la que proviene precisamente de la 
gravedad del mismo daño', que si bien por el art. 644 del 
Código de Comercio, el capitán, bailándose sin fondos per- 
tenecientes á la nave ó á sus propietarios para costear las rc^ 
paraciones, habilitación y aprovisionamiento que se necesi- 
tasen en caso de arribada, en defecto de otros medios, está 
autorizado para procurarse dichos fondos á la gruesa sobre 
el casco, quilla y aparejos, no puede según el art. 822 del 
mismo Código, tomar más cantidad que las tres cuartas par- 
tes de su valoi; por lo cual, el capitán que toma unasumasu* 
perior á la en que fué tasado el buque, obra en contravención 
de este último artículo; que tampoco tiene lugar el abandono 
por la deteriorización de las cosas aseguradas, disminuyendo 
su valor en las tres cuartas partes á lo menos de su totalidad, 
cuya causa señala, entre otras, el artículo 901 del Código de 
Comercio cuando esta circunstancia no está comprendida 
entre las condiciones de la póliza del seguro, ni se verifica 
dicha disminución atendido el valor del buque cuándo fué 
asegurado y el en que se tasó después de las averías. 

Que según el art. 916 del Código de Comercio, el abando* 
no de las cosas aseguradas solo puede hacerse por el mismo 
propietario, por el comisionado que hizo el seguro ó por 
otra persona especialmente autorizada por el propietario; 
que según el art. 593 del mismo Código, no debe efectuarse 
la venta que de la nave solicite el capitán no estando in* 
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utíüxada para la navegación, ni en menos de las tres cuartas 
partes del valor del jusuprecio, coníra lo dispuesto en elart. 34? 
de Ja Ley de Enjuiciamiento Mercantil, ni después de hecho 
el abandono, puesto que de adaihlrse éste ó declarándose vá- 
lido se transfería á la compañía aseguradora el dominio de 
Jas cosas abandonadas, cnniornie al irt* 91? del Código de 
Comercio. — Sentencia 28 Junio de 1870; p, 354, tomo ^^ 
Jurisprudencia Civil, 

—El arr 65 2 del Código de Comercio, se refiere especialmen* 
te á la relación de las cncuastancjas del naufragio^ que deben 
hacer bajo juramento el capitán y tripulantes de la nave, 
disponiendo en el párrafo nnal, que en todos Jos casos se 
admita á ios interesados la prueba en contra de lo que apa- 
rezca en Ja indicada relación. 

No lo infringe la sentencia condenatoria al pago de un se- 
guro marítimo, si se funda en las explicaciones dadas por el 
patrón y marineros del barco, acerca de lo que manifestaron 
ante un Cónsul español, en lo declarado por los trabajado* 
res que cargaron las mercancías en el buque, y en lo que re- 
sulta de otras ju&tificsciones practicadas en el pleito. — C. nú- 
mero 6: 9 Enero 1891; G. 3i id. id.; t. 69, p. 29. 

Las sentencias deben ser claras, precisas y congruentes con 
las demandas y con tas demás pretensiones deducidas opor- 
tunamente en el pleito, haciendo las declaraciones que ¿stas 
exigen, condenando ó absolviendo al demandado y decidien- 
do iodos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del de- 
bate. — C. núm. 2i;24 EnerodeiSSg; G. i.° Junio m. a,, i, 
65, p. 94. 

La sentencia dictada en un pleito no puede afectar á los 
que en él no fueron parte,— C, núm. 36; jo Febrero 1890, 
G. 16 Julio m. a.f t. 67, p. 167. 

Los pleitos no acumulados deben fallarle por sus propios 
méritos y con entera independencia. — C*, núm. 32; 3o Ene- 
ro 1891; G, 21 Febrero m. a.; t. 69, p. 171. 

—«-Para poder exigir en algunos de ios casos que eipresa el 
are. 789 del Código de Comercio, la cantidad estipulada en 
la póliza del seguro^ es indispensable, según el mismo ar* 
tículoy que el asegurado deje formal y absolutamente abando- 
nada por cuenta del asegurador la cosa asegurada. 

Si bien el art* 796 del mismo Código ordena que en el 
abandono del buque, el cual ha de ser naturalmente el que 
se haga en favor del asegurador del mismo, se entenderá 
comprendido el ñete de las mercaderías que se salven, aun 
cuando se hubieren pagado anticipadamente, considerándose 
pertenencia de loa aseguradores, este precepto es ¡napltca*^ 

13 



Digitized by VjOOQIC 



290 BBPBBTORIO DB LA JÜRI8PKUDBNCTA MBBCANTIL 

ble al caso en que los fletes no se abonaron j)or adelantado» 
ni se reconocieron ó dejaron como propios ¿fe la compañía 
aseguradora, sino que eran á cobrar y se percibieron en todo 
ó en parte por los asegurados. — C, núm. 38, 3i £nero 1900; 
G. 23 Julio m. a.; C. L,, t. 7 y R., t. 89, p. 172. 

Seg^UrOS mutuos- Aceptado por los imponentes de 
una Sociedad de seguros mutuos las condiciones de la escritu- 
ra de fundación, el reglamento ó estatutos y sus reformas, di- 
chos imponentes forman la Sociedad y sus caudales ó impo- 
siciones son el único haber que les pertenece; sin que puedan 
pasar á la categoría de acreedores hasta que liquidados sus 
haberes obtengan un título especial, por virtud del cual que- 
den separados de la asociación y con derecho perfecto á ser 
reintegrados en unión de los demás acreedores que lo sean por 
cualquier otro título particular. Que mientras los imponentes 
pertenecen y forman la sociedad continuando sus cuentas co- 
rrientes con la misma, tienen derecho á las utilidades así como 
sus mismos haberes están obligados á sufrir los quebrantos 
que ofrezca el movimiento de los fondos y que ínterin no ten- 
gan dichos imponentes el carácter legal de acreedores, su de- 
recho se limita á que después de liquidada la asociación se les 
distribuya el sobrante si lo hubiere.— Sentencia de 2 de Oc- 
tubre 1871; p. 416, tomo 24 Jurisprudencia Civil. 

Habiendo litigado bajo una sola representación todos los 
demandados, sobre disolución y liquidación de una compañía, 
alegando los hechos y fundamentos de derecho de que deriva- 
ron las excepciones propuestas, á todos alcanza la parte dis- 
positiva de la sentencia que los condena á la presentación de 
las cuentas y sus comprobantes en todo el tiempo de la vida 
social de la compañía, por más que en las diligencias de eje* 
cución del fallo, aquel ó aquellos en cuyo poder estén ó de- 
ban estar los repetidos documentos, serán los apremiados pa- 
ra la presentación de los mismos. — C, núm. 86: 5 Noviembre 
1 89 i: Gaceta 16 Diciembre m* a., t. 70, p. 344. 

La sentencia condenatoria resuelve implícitamente todas 
las cuestiones del pleito.'—C., núm. 1 18; 8 Abril i883; G. 27 
Septiembre m. a., t. 73, p. 5i8. 

—Infringe el art. 359 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
la sentencia que declara en primer término, que subsiste la 
obligación de la compañía de seguros demandada de abonar 
al demandante el importe de un siniestro, extremo cardinal 
de la demanda, y sin embargo, absuelve de ella á la citada 
compañía, remitiendo á las partes á un pleito nuevo para 
resolver la misma cuestión. — Sentencia de 7 de Febrero de 
1^890; G. 8 Mayo m. a. 
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Sentencia ilícita. No es lícito consUtair una socle* 
átLÓj cuando su objeto revela tendencia de alterar el precio 
de las cosas coartando la libertad de la contratación y del 
trabajoy regulando sus condiciones, bajo cuyas bases no esU» 
cito establecer vínculo alguno eficaz de derecho. 

Se trataba de una sociedad que se proponía ejercitar com* 
petencias ruinosas. — S. de i5 Enero de 1894; G% de 7 de Fe- 
^brero. 

Servicios* Según jurisprudencia constante del Tri» 
bunal Supremo, el abono ó pago de servicios debe verificarse 
en el lugar donde se han prestado, siendo competente el Juez 
del mismo para conocer de la demanda que para ello se de* 
duzca.— S. 1 5 Diciembre 1893, p. 5i i, t. 74. J. C. 

SimjillaciÓn de contrato* No puede considerarse 
que exista simulación de contrato para los efectos del caso 
a.** del art. 55 1 del Código nuevo, igual al mismo caso del 
-456 del antiguo, por la circunstancia única de no haber sido 
satisfechas unas letras por la persona contra quien se diri* 

fían; porque si bien puede producir acciones civiles^ no dá 
ugar por sí solo al ejercicio de las criminales. — C, 27 de 
Junio de 1871; G. de i3 de Agosto, t. 3, p. 71. 

Síndicos* Pobreza. Que ha debido demostrarse pare 
que pudiera prosperar el incidente, que son pobres en con- 
cepto legal, todos y cada uno de los acreedores en cuyo inte- 
res y representación obra la Sindicatura. — S. de 23 Noviem* 
bre 1893, p. 411, t. 74, J. C. 

Sociedad* Que siendo una de las facultades del di- 
rector de una compañía, según los Estatutos de la misma, le 
-adquisición de materiales, recaudación de fondos y produc- 
, tos de las ventas, necesariamente se han de emplear los kne« 
-dios más adecuados, entre ellos, el giro ó cambio de letras» 
que en muchas ocasiones será el único que favorezca los 
intereses de la sociedad, y por lo mismo al usar dicho direc* 
tor de esta facultad que requiere la buena gestión, no puede 
decirse que obre sin estar autorizado para ello. Que el per* 
juipio que irrogue con el uso del giro, no debe ser imputable 
á los terceros tomadores que ignoran el estado de la compt* 
nía, sino á ésta que le revistió como jefe único del establecí* 
miento, con el lleno de facultades ()ue se requieren para po* 
der cumplir su cometido; que teniendo dichas facultades el 
Director, no necesita de poder especial para girar ni menos 
-expresarlo en la antefirma, al usar el sello adoptado ó admi- 
tido por la compañía, deduciéndose que no se han infringido 
los Estatutos de la misma, ni la Ley de 28 de Enero de 
4848. 
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Que los art. 279 y 289 del Código de Comercia, de los. 
cuales el primero establece cuál es el capital responsable de 
las sociedades anónimas, y el segundo ordena que todas las 
reformas ó ampliaciones que ^e hagan de ésta, necesitan 
iguales formalidades que para su constitución primitiva, no 
90a aplicables cuando no han sido estas las cuestiones deba*^ 
tidas en el f^eito. — S. de 5 Diciembre 1874, p. 35, t. Si*. 
Jurisprudencia civil. 

' Que si atendidos los términos de la demanda no puede 
dudarse que la acción deducida es la reivindicatoría, son in«^ 
aplleabies al caso las leyes i.% 3.' y 3-* tít. 10 de la partida 
5.* que definen el contrato de la sociedad ó compañía y es- 
tablecen la forma en que deben celebrarse. — R. C. 19 de Oc- 
tubre de 1882; G. de 7 de Noviembre. 

Que si la demanda no ha sido objeto de impugnación en< 
cuanto fija la cantidad principal y los réditos anuales, sino en. 
el concepto de que debe preceder una liquidación fundada 
en la supuesta sociedad existente entre demandante y deman-- 
dado, la sentencia que ordena el pago de dicho principal é- 
intereses, no infringe el principio de equidad, regla de in-^ 
terpretación jurídica que dice, que todo documento y todo 
contrato, debe entenderse derechamente á tenor de su senti- 
do raciona], no omitiendo cláusulas ni palabras, ni dando ¿ 
éstas otra significación ni sentido, que el que les era propio 
en el uso común del lenguaje, ni el principio legal de que 
nadie puede ser compehdo á dar ó hacer más que aquella 
por que resulte obligado. — R. C. 5 de Febrero de i883; G. 
de 14 Agosto. 

Que para ser aplicable la ley 1 1 tít. 4/ de la partida 7.* es. 
necesario que resulte acreditado que la dueña ó partícipe ea 
el dominio de una fábrica hubiere privado de su disfrute á la 
sociedad arrendataria, lo cual, según expresión terminante 
del Tribunal sentenciador, no consta lo ejecutara por sí ni 
por interpuesta persona, careciendo por tanto los demandan- 
tes de derecho para pedir el resarcimiento de daños y perjui-^ 
cios en el expresado concepto. 

Que si resulta de las actuaciones judiciaíes que la sociedad 
arrendataria de dicha fábrica solicitó y obtuvo que por edic- 
tos insertos en periódicos oficiales se pusiera en conoci- 
miento de la dueña de la misma, la citación en el arriendo 
para de allí á seis meses, á cuyo medio de publicidad se hu- 
bo de recurrir por ignorarse el domicilio de dicha interesada, 
reuniendo esta diligencia las condiciones legales para el obje- 
to á que se dirigía, sin que obste á ello la consideración ale^ 
gada por la dueña, de no haberse dado por notificada, pae" 
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^i esta razón fuese valedera, quedaría á la voluntad de una 
de las partes la eñcacia de las notificaciones hechas en esta 
forma para los casos en que son procedentes, lo que no pae^ 
de admitirse en manera alguna, la sentencia que absuelve á 
la sociedad de la demanda en lo relativo á la continuación del 
pago del arriendo, por no haberse notificado en forma la ce* 
sación con la antelación convenida, no infringe la ley del 
•contrato, la i.* tít. i.^ lib. i o de la Novísima Recopilación^ 
el art, i.* de la de 9 de Abril de 1842 v la 4.* tít. 8.» partida 
-5.*— R. C. 19 de Abril de i883; G. i.*de Septiembre. 

Que teniendo por objeto el beneficio de exensión el hacer 

constar si tiene ó no bienes suficientes el obligado principal-» 

mente para responder de la obligación que contrajo, es nece- 

'sario aquel trámite cuando constaba en autos que la sociedad 

<)bligada era insolvente. 

Que si dicha sociedad no estaba constituida legal mente, se* 

gún se declaró en sentencia firme y coti^arreglo á los artícu^ 

los 28 Y 285 del Código de Comercio, así como son eficaces 

^as obligaciones contraidas en favor de terceros interesados 

que con ella hayan contratado, no pueden comparecer niejer* 

citar los derechos que como á tal sociedad le competan; y por 

lo tanto no debía estimarse la acción ejercitada en este pleito 

por un socio colectivo de aquellos, fundada en los artículos 7 

-disposiciones del Código de Comercio, solo aplicables en su 

-caso para las sociedades legalmente y con arreglo á sus pre« 

ceptos constituidas. 

Que en tal concepto la sentencia que estima la demanda, in* 
eringe los arts. 267, 28 y 285 del Código de Comercio. — 
lí. C. en a. de u. 23 de Noviembre de i883: G. 24 de Eneró 
de 1884. 

Que siendo el de sociedad un contrato consensual, y que 
■por consiguiente puede ser justificado por los medios de prue» 
4>a que el derecho reconoce y establece para un objeto deter* 
^minado entre dos ó más socios; y habiendo estimado la Sala 
sentenciadora que por la índole y forma del contrato de ajus- 
'te de las obras, celebrado entre el recurrente y los demandan* 
^es, era evidente que éstos se constituyeron en sociedad para 
ia ejecución de dichas obras, sin que contra esta apreciación 
se haya alegado error de derecho ó de hecho que pueda in- 
validarla, no pueden alegarse como infringidas las leyes 114 
y 1 19, tít. 18, partida 3.*, haciendo supuesto de la cuestión y 
sostenimiento que no había existido tal sociedad; que aun da* 
do por supuesto que resultase con completa claridad que uno 
-de los socios adeudaba la cantidad que el recurrente deman- 
<la como compensación, uno de los requisitos para que esta 
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pueda oponerse, es que las deudas sean entre las mismas per* 
8oaas,y no concurriendo esta circunstancia, puesto que 4a so-^ 
ciedad demandante acreedora del demandado en el concepto 
que litiga, es una personalidad jurídica diferente He la perso- 
na natural de uno de los individuos que componen aquélla; al 
no estimar la Sala sentenciadora procedente la compensación,. 
lio infringe las leyes 1 14, tít, 18, partida 3/ y 20 y 21, tít. 14, 
partida i5. — R. C. 14 de Abril de 1844: G. 4 de Septiembre. 
Que habiendo apreciado la Sala sentenciadora que una so- 
ciedad mercantil se ha ajustado á las instrucciones de su co- 
. mitente en los casos en que los tenía, y en los que nó, al uso 

Seneral de la plaza, no puede haber lugar á la responsabilidad 
e perjuicios que el art. i3o del Código de Comercio impo*- 
áe al comisionista, cuando falta á lo prescrito en el 1 27, y por 
tanto tampoco jse han infringido los mencionados artículos; 
que si el recurrente supo oportunamente el deterioro que ha- 
bía tenido el tabaco, que los almacenes reunían buenas con- 
diciones para la conservación de este artículo, sujeto á sufrir 
«iteraciones dados estos hechos, no se han infringido los arts. 
146, 148 y 1 5o del Código de Comercio, al no imponer á U 
sociedad comisionista la responsabilidad de unos perjuicios^ 

Sueno ha irrogado. Que la infracción de los arts. i25 y 127- 
ei Código de Comercio, descansa en el supuesto de que la 
sociedad se había conformado con anticipar fondos á su co- 
mitente, siendo así que la sentencia declara expresamente 
que no está probada dicha conformidad.— R. C. en a.deu. 1 1 
de Mayo de i885: G. de 3o de Octubre. 

Que son inaplicables y no han podido infringirse la Ley i .V 
tit. I.*, libro 10 de la Novísima Recopilación, toda vesque el 
documento en el cual se funda la sentencia, y que ésta decía* 
ra válido y eficaz para el efecto de disolver una sociedad y li* 
quidar sus cuentas, no contiene pacto ni condición de ningu- 
na clase. — R. C. en a. de u. 23 de Junio de i885. 

Que según el art. 66 de la misma Ley, el domicilio de las. 
compañías civiles y mercantiles, será el pueblo que como xah 
esté señalado en la escritura de sociedad ó en los estatutos. 
por que se rijan, y <|ue tanto en la escritura social como en 
loa Estatutos porque se rige la sociedad de que se trata, se se- 
ñaló expresamente el domicilio de dicha sociedad anónima.— 
C. de 8 de Enero de 1886: G. del día 20. 

— Que si bien en la Junta general ordinaria celebrada en el' 
domicilio de la sociedad, se acordó que se trasladase el do- 
micilio social á otro punto y que se hiciera para ello lo que 
prevengan las Leyes y Reglamentos, no se ha alegado ni cons-^ 
la que se iiubiera llenado este requisito^ ni que haya sido ins^ 
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crita en el Registro de Comercio de la otra provincia, la escri- 
tura de sociedad con la moditícación indicsTda; leíos de ello, 
resulta por certificación librada con referencia al Registro de 
la anterior población, que en él se inscribió la escritura de 
constitución de la sociedad y que no existe anotación referen* 
te á haber trasladado su domicilio, ni particular alguno del 
que se deduzca que hubiera dejado de tenerlo en aquella capi- 
ul, y no pudiendo producir su efecto entre los socios, ni á fa* 
vor de la sociedad, esa modificación del contrato social, por 
faltarle la formalidad de la inscripción en el Registro corres- 
pondiente, según lo prevenido en el artículo 292 del Código 
de Comercio, es preciso reconocer para los efectos de esta 
competencia que la sociedad de que se trata, tiene hoy su do* 
micilio legal en el lugar donde primero se fijó. 

Que por las razones expuestas, procede decidir esta compe- 
tencia á favor del Juzgado del domicilio legal de la sociedad 
demandada, sin que obste el que lo tengan en Madrid los que 
han promovido la inhibitoria como demandados, porque han 
comparecido y gestionado en el concepto de socio fundador 
y director gerente de ia sociedad anónima de que se trata, y 
por consiguiente en representación de la misma. — R. C. de 
8 de Enero de 1886: G. del 20. 

— Que la sociedad recurrente, como aceptante de trcs letras 
protestadas^ para cuyo pago además estaba provista de fondos 
por ser deudora del importe de> una letra, viene obligada á su 
pago, no solo al portador de ella y al que el endosante se haya 
subrogado por reembolso en los derechos de tal portador, cu- 

Í o carácter de endosante no puede negarle ala sociedad que li- 
ró dichas letras á su propia orden y las endosó á un tercero, 
sino al mismo librador, y que la sentencia recurrida que así 
lo declara, no infringe el art. 448 del Código de Comercio, 
que impone al librador la obligación de proveer de fondos al 
pagador de la letra, y aplica rectamente los arts. 433 y 534 que 
también se suponen infringidos y que establecen respectiva- 
mente la facultad del cobrador de girar á su propia orden y 
el derecho del portador de una letra protestada en forma de 
exigir su reembolso y el de los gastos del librador, endosante 
y aceptante.— R. C. 8 de Abril 1886: G. 4 de Agosto. 

—Que son desestimables los dos primeros motivos dirigi- 
dos contra apreciaciones de la Sala sentenciadora, porque en 
el caso de que á la mavoría de accionistas no le corresponda 
el carácter de sociedad mercantil^ no por eso podría deducir* 
se que era dueña ó possedora de un derecho real, que es lo 
que á la parte recurrente importaba demostrar. 

Que son inaplicables y no han podido infringirse los artí- 
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culos 25, 27, 44, 'JT^ 79 jr 82 de la Ley Hipotecaria, porque 
la mayoría de obligacionistas adquirió solamente la adminis- 
tración de los bienes y derechos de la sociedad, fuera de que la 
anotación preventiva anterior, garantiza los efectos á que es- 
tá destinada en frente de una inscripción posterior, aun en la 
hipótesis de haber sido ésta procedente. 

Que la sentencia no infringe el art. 533 de fa Ley de En- 
juiciamiento Civil, porque aun* cuando el representante de la 
mayoría de obligacionistas tenga aptitud para comparecer en 
juicio ¿nombre de aquéllos, carece de ella respecto de los de 
igual clase que no tomaron parte en el convenio y^ que con- 
servaron su derecho individual é independiente.— *R. C. de 4 
de Febrero de 1887: G. de 12 de Junio. 

—Reconocida por el interesado la eficacia de la escritura de 
constitución de una sociedad mercantil, de la cual formaba 
aquél parte, no puede el mismo eximirse de las responsabili- 
dades que en tal concepto le afectan por consecuencia del 
contrato celebrado. 

*— Que si bien es cierto que los menores de edad tienen hi- 
poteca tácita en todos los bienes de sus curadores, incluso los 
muebles mientras permanecen en poder del guardador, no es 
menos exacto que desapoderándose éste de los suyos al cons- 
tituir una sociedad y aportarlos por capital de la misma con 
«quiescencia del menor, hijo suyo, quedaron desde entonces 
sujetos á las obligaciones sociales. — R. C. en a. de u., i3 de 
Diciembre de 1889: G. de 12 de Abril de 1888. 

Que si bien con arreglo al art. 284 del C )digo de Comer- 
cio, todo contrato de sociedad mercantil debe reducirse á es- 
ta doctrina pública otorgada con las solemnidades de dere- 
cho, y por más que la falta de este requisito produzca la nu- 
lidad del contrato y su ineficacia en juicio, para intentar ac- 
ción alguna, según la disposición general del art. 236 del 
mismo Código, Tas personas que conjuntamente y bajo una 
razón social ó sin ella, pero sin estar constituida con aquella 
solemnidad, hayan contratado con terceros, pueden ejercitar 
como particulares las acciones que nacen de estos contratos. 

Que la excepción que establece el art. 285 del Código de 
Comercio no es contra las acciones nacidas de tales contra- 
tos, sino contra las fundadas en el contrato social no reduci- 
do á escritura, y que se dirijan á reclamar derechos sociales 
respecto de tercero ó de los socios entre sí.— R. C. 1 2 de Mar- 
zo de 1888: G. de 16 de Mayo. 

Que no son aplicables los arts. 284 y 285 del antiguo Có- 
digo de Comercio y la Ley 14, tít. 12, libro 10 de la Novísi- 
ma Recopilación^ si el contrato en cuestión no es de sociedad 
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mercantil, ni de venta de bienes raíces, sino de partEcipacíón 
en las utilidades líquidas de )» explotación de una mina. — 
R. Cp 12 de Octubre de i88g: G. de i j de Diciembre, 

Qoe si individuos de una iamtlia, además de unirse psra 
vivir jumos, bajo cufo aspecto crearon relaciones puramen- 
te familiares, también se unieron en intereses con un objeta 
de lucro, haciéndolo genéricamente y sin pactar eipresamen- 
te Ja comunicación de sus privativos bienes, constituyen estas 
condiciones la esencia del contrato de compañía universal de 
ganancias, con arreglo á las leyes i/ y 7/, til. 10, partida 5,*. 

Que su validez no está subordinada al cumplimiento de Jos 
requisitos exigidos por el antiguo Código de Comercio para 
la constitución de Jas sociedades mercantiles, por no ser de 
esta especie la constitución. 

Que tampoco depende de que las partes describan por en- 
tero sus aportaciones ó dejen de hacerlo, ni de que éstos sean 
ó no iguales, ni de que la actitud de los socios sea semejante 
ó diversa^ ni á ñn de que se fijen ó no bases de liquidación 
para ¡o futuro en circunstancias todas ellas que son acciden- 
taleSf dado que el contrato se perfecciona por el mutuo con- 
sentimiento que recaiga sobre el propósito de unirse con un 
objeto lucrativo* — R. C» 14 de Noviembre de rfigo; G* 3 de 
Enero de 1891. 

Que la sentencia que no resuelve la terminación de una 
sociedad por las causas del art, 329 del Código de Comercio, 
sino que parte de ¡«u terminación y liquidación como de un 
hecho probado y reconocido por todos antes del pleito, no 
infringe dicho artículo ni el 338 y 349 del mismo Código. — 
R. C» 27 de Enero de 1891: G. de 18 de Febrero, 

Que dictada sentencia ejecutoría condenando al pago de can* 
lidad á una sociedad mercantil, si las únicas diligencias orde- 
nadas en los autos sobre cumplimiento de aquélla han sido 
dirigidas árequirir á los hijos y herederos de uno de los so- 
cios, para que manifiesten si están dispuestos á cumplirla 
ejecutoria; con este requerimiento de simple explotación no 
se coarta en modo alguno la libertad de acción de aquétloF, 
ni se prejuzgan sus derechos, puesto que nada se reRueíve, y 
no resolviéndose cosa alguna, antes bien, declarándose que el 
fallo no implica que posteriormente no se planteen y resuel- 
van las cuestiones de fondos sobre responsabilidad de los 
mismos, es evidente que la sentencia denegatoria de la nuli- 
dad de dichas actuaciones no infringe las leyes 19 y 20, tít. 22, 
Partida 3/ y los arts. 35, 36, 3; y 38 del Código Civil y 249, 
ii56 y 279 de la Ley de Eniulciamíenio Civil. — R. C. 25 de 
Abril de 1891: G- de 16 de Junio, 
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Que al tenor de lo dispuesto en el art. 264 del Código de 
Comercio de 1829, el contrato de compañía es aquel por el 
cual dos ó más personas se unen poniendo en común sus bie» 
nes é industria*» ó alguna de estas cosas, con el objeto de obte* 
ner algún lucro; puede celebrarse bajo cualquiera de las tres 
formas que se describen en el art. 265 , y cuando se hace en. 
forma colectiva, ha de girar bajo el nombre de todos ó de al- 
guno de los socios, sin que en su razón ó ñrma comercia) 
pueda incluirse el nombre de personas que no pertenezcan 
de oresente á la sociedad, según lo previene el art.^266. 

Que si una sociedad anunció en circulares á sus corres- 
ponsales, que continuaba bajo la misma razón social, con lo 
cual y de común acuerdo se establecía otra casa en distinta 
población, siendo la razón social la proclamación de la exis- 
tencia de la sociedad ó compañía de que es símbolo, y no pu- 
diendo existir ninguna, compuesta de un solo individuo, ni 
siendo legalmente dable incluir en la firma social el nombre 
de persona que no pertenezca á ella, es consecuencia necesa^ 
fia que al noticiar los firmantes de las circulares, el estableci- 
miento, de común acuerdo, de la nueva casa, bajo la expresa- 
da razón social, ante la Ley y ante las persoi>as á quienes se 
dirigieran, formaban parte de dicha razón y compañía, que 
solo á ellos y no á otras personas podía referirse, viniendo á 
ser la casa anunciada un nuevo establecimiento de aquella* 

Que no se destruye esta consecuencia porque los firmantes 
de las circulares suscribieran anteriormente ¿ éstos un docu- 
mento privado, manifestando que dichas casas eran distintas,. 
8Í aquel no se hizo público hasta que la mencionada razón 
social fué demandada para el pago de cantidades, cuando de 
él debiera haberse dado noticia con la circular referida, y 
quedando por lo mismo reducido á la condición de un pacto 
especial y reservado, terminantemente prohibido por el artí- 
culo 827 del Código de Comercio de 1829. 

Que contratando un socio á nombre de la sociedad, estan-^ 
do su nombre incluido en la razón social, ésta no puede me- 
nos de soportar las resultas de sus actos, según dispone el ar» 
ticulo 268 del antiguo Código de Comercio. 

Que la falta de escritura y de su registro dada la existenci» 
de la sociedad, deducida de los actos ejecutados por los socios 
incluidos en la razón social, no se opone áque se hagan efec- 
tivas las obligaciones contraídas para los que han negociada 
con a(^uellas,al tenor de lo preceptuado en el art. 28 del Có- 
digo citado y de la Jurisprudencia del Tribunal Supremo. 

Que en el caso expuesto, el hecho de expresarse en el pre-^ 
ámbulo de una escritura de convenio otorgada por la socie- 
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dad, que ua determinado indívídao era el úaico interesado en 
la nueva casa, no introduciría novación alguna en las obliga» , 
clones contraídas ni en su alcance, si la obligada en dicho 
instrumento era la misma razón social, para contratar con 
ella dieron sus poderes los acreedores ausentes y en las cláu- 
sulas de aquel se habla siempre á nombre de la expresada ra> 
2Ón social, que no podía estar constituida poroin solo indiví- 
<duo.^R. C. i3 Junio de 1891: G. de 14 de Agosto. 

Que no infringe la Ley de 19 de Octubre de 1869 la sen- 
tencia que no es contradictoria de los acuerdos de las juntas 
generales de una sociedad mercantil. — R. C. 2 de Diciembre 
de 1 89 i: G. de 14 de Enero de 1892. 

Que estimándolo así la Sala sentenciadora, con aplicación al 
caso de un contrato privado, en cuya virtud una de las partes 
se obligó á aportar una finca de su propiedad para la constitu- 
ción de una sociedad mercantil comanditaria, no infringe las 
leyes 23 del Digesto, Deregulis juri, tít. 17, libro 5o; i.*, 
tít. II, Partida 5/, la del contrato; los arts. 397 7404 de la 
Hipotecaria; la 27 tít. 2.^; Partida 3.% las de la Instituta. pá- 
rrafo cuarto De interditio^ tít. i5, libro 4."", i.* De Adquireri' 
da ve! omitenda posesione tít. 2.^, libro 41; la última del Có- 
digo De rebus altcuis non alicuande^ tít. 5 1, libro 4.% v el ar- 
tículo 57 del Código de Comercio, si resultando inscritos en- 
tre otros documentos el expediente posesorio de dicha finca á 
favor del mencionado consocio y sus hermanos como here- 
deros de su madre, y la escritura de venta de éstos á aquél de 
todos sus derechos en la indicada herencia, declara el fallo 
bastantes los expresados títulos á los efectos de que se calen- 
den oportunamente en la escritura social y pueda la misma 
inscribirse en el Registro de la propiedad y manda proceder 
«1 otorgamiento de aquella y al cumplimiento del referido 
contrato. 

Que resultando que aquel ha cumplido las obligaciones 
que se impuso y está conforme con el otorgamiento de la es- 
critura, tampoco infringe la sentencia el art. 5j del Código 
de Comercio» la Ley del contrato y las del Digesto 2.*, p. 3.% 
libro 44, tít. 7.* v 3i, párrafo 20, libro 21, tít. i.**. 

Que son inaplicables y no han podido infringirse los artí* 
calos 125 y 145 del Código de Comercio, si la cuestión liti- 
giosa versa exclusivamente sobre cumplimiento de contrata 
privado, válido y eficaz según el derecho común, por el cual 
se convino en constituir una compañía mercantil y porque 
no se trata de las circunstancias que debe reunir la escritura 
social cuando se otorgue, y que el interés de las partes cui* 
dará de determinar en su día.— R. C. 16 Diciembre 1892: 
<j. 3 1 Enero 1893. 
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— Que el gestionar un negocio determinado y percibir sos 
utilidades, no implica como consecuencia necesaria que los 
que lo exploten est¿n obligados á constituirse en sociedad 
mercantil regular colectiva, y la sentencia que se conforma 
con esta doctrina no puede significar que autoriza á los inte» 
resados para considerarse desligados de los vínculos y rela- 
ciones* de otra clase por ellos contraidos, desde que plantea- 
ron su industria, si rirtualmente los refiere á las reglas gene* 
rales del derecho, conforme á las cuales podrán en su caso 
hacer valer la eficacia y alcance de los convenios celebrados 
y actos realizados por ellos. — R. C. de 3 de Enero de iSgS: 
G. de lo Marzo. 

—Que si bien el contrato de sociedad por su propia natu- 
raleza requiere la correspondiente liquidación que ha de ha- 
cerse en su día para determinar los derechos y responsabili* 
dades de los asociados, esto ha de practicarse por el socio 
que haya tenido la administración y gerencia, que es quien na- 
turalmente puede dar cuenta de su gestión y resultado délas 
operaciones practicadas. — Sentencia de 3 de Octubre de 1894^ 
t. 76, Jurisprudencia Civil, p, 126. 

Estimando la Sentencia, disuelta una Sociedad y mandando 
proceder á la liquidación general de la misma^ dichos térmi- 
nos no dejan la menor duda de que la liquidación ha de com- 
prender todas las operaciones sociales, practicándose por los 
socios; y no señalándose trámites ni regla alguna contraria á 
lo convenido por los mismos ó á lo dispuesto por la Ley, no 
pueden estimarse infringidos los artículos del Código de Co- 
mercio. Que no se halla prohibido á los socios de una Com* 
pañía, apoderar en forma á otras personas para que las repre- 
senten en la liquidación de la misma. Que disuelta una 
Sociedad, la entrega ó pago de cualquiera suma por alguno 
de los exsocios áotro, nada prejuzga, toda vez que dicho acto 
se halla subordinado ó depende de la liquidación general que 
debe realizarse. — Sentencia de 3 de Julio de 1893; p. 9, t. 74, 
Jurisprudencia Civil. 

— Que en el contrato de Sociedad cada uno de los socios 
es deudor á ésta de lo que prometió aportar y en el caso de 
no satisfacerse su importe en el tiempo y forma establecidos 
en el contrato, es ezigible dicha obligación.-— Sentencia de 20 
de Octubre de 1893. / 

La disolución de toda sociedad común ó no mercantil, dá por 
resultado necesario la extinción de la persona jurídica y la 
cesación de todas las facultades que correspondían á los so- 
cios, en virtud del contrato de Sociedad, convirtiéndose los 
socios sobrevivientes y los herederos del difunto respecto de 
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loi bienes que coostituian el pairimonio social, en verdaderos 
copropietarios ó condueños de dichos bienes y constituyendo 
una verdadera propiedad protndivisa ó comunidad. — R. de la 
Dirección General de los Registros de 3o de Agosto de 1892; 
G. 27 de Septiembre m. a. 

— No es de estimar la infracción de la Ley de 19 de Octu- 
bre de 1869, cuando las cuestiones discutidas en el pleito no 
tienen relación con la existencia ó inexistencia legal de una 
Sociedad, y el carácter que puede atribuirse á ésta es inde- 
pendiente de la eficacia de las obligaciones contraídas entra 
sf por los interesados. — C, núm. i56; 29 Mayo de 1894; 
G. 2 Noviembre m. a.: i. 75, p. 7o5. 

Si bien el contrato de sociedad, por su propia naturaleza, 
requiere la correspondiente liquidación que ha de hacerse en 
su día para determinar los dererechos y responsabilidades de 
los asociados, esto ha de practicarse por el socio que haya 
tenido la administración ó gerencia^ que es quien natural- 
mente puede dar cuenta de su gestión y resultado de las ope- 
raciones practicadas.— C, niím. 40; 3 Octubre de 1894; 
G. i3 Diciembre m. a.: t. 76, p. 120. 

Los contratos de venta, cesión ó traspaso de los derechos 
de las Compañías mercantiles dedicadas á obras públicas, 6 
su fusión con otras de la misma índole, no pueden confun* 
dirse con la disolución de las mismas, ni originan necesaria- 
mente una liquidación en el sentido que la define y regula el 
Código de Comercio,' la cual podrá ó no sobrevenir á conse- 
cuencia de dichos contratos, por virtud de circunstancias á 
pactos especiales. 

Conformándose con estadoctrina la Sala sentenciadora, no 
infringe los artículos 299 del Código de Comercio de 1829, 
y 121 y 1 55 del vigente.— C, núm 69; 29 Octubre de 1895; 
G. 17 Noviembre m. a.: t. 78, p. 578. 

Los artículos 1689, 1691 y 1708 del Código Civil, se refie* 
ren á sociedades que han llegado á tener existencia legal, y 
no son, por tanto, aplicables cuando esto no ha ocurrido.— 
C, núm. 94; 9 de Marzo de 1896; G. 8 de Abril m. a.: t. 79, 
p. 452. 

No infringe las leyes i.', loy i3, tít. 10, y 5.* tít. 6.% Par- 
tida 5.*, referente al contrato de Sociedad, á la extinción de 
ésta y á la naturaleza de los contratos innominados, la sen» 
tencia absolutoria de la demanda entablada para reclamar en 
favor de uno de los otorgantes, participaciones que se supo- 
nen derivadas de un contrato de aquella clase, cuando resulte 
de las pruebas suministradas, sin que se demuestre error de 
hecho ó de derecho en la apreciación de las mismas, que e\ 
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demandante no cumplió las obligaciones determinantes del 
derecho reclamado. — C, núm, 70; 16 de Febrero de 1897; 
<j. 1 5 de Marzo m. a., t. 81, p. 3 16. 

Es obligación de la sociedad de abonar al socio que los 
hubiese satisfecho de su peculio particular, los gastos por 
razón de contratos que el mismo hubiera realizado por y 
para la Sociedad, v no estimándolo asi la Sala sentenciadora^ 
infringe la Ley i.' tít. 11, Partida 5.'. 

Previniéndose en la escritura de sociedad, que los contra- 
tos y adquisiciones realizados por los socios, han de ser con- 
sultados y aprobados por los demás, llevándose un libro pa- 
ra inscribir bajo la tirma de aquellos todos los contratos que 
«e hagan por cuenta de la sociedad, se inñere que las adqui- 
siciones hechas sin estos requisitos no corren por cuenta de 
ia sociedad y quedan fuera de la masa social para los efectos 
<ie la repartición de la propiedad, y no entendiéndolo así la 
Sala sentenciadora, infringe la Ley 2 % tít. 33, partida 7/. 

Es doctrina admitida antes de la publicación del Código 
Civil, y es hoy precepto legal del mismo, que el socio que 
toma alguna suma de la caja social para su beneficio particu- 
lar, debe abonar intereses desde el día en que la tomó, de- 
vengándose aquéllos, no por razón de mora, sino por su ori<^ 
^en, y sin que esta obligación dependa de la circunstancia de 
que por el momento sea desconocido el importe de dicha su- 
ma, cuyo extremo deberá esclarecerse al hacerse la liquida- 
ción. 

No conformándose la sentencia recurrida con la preceden*- 
te doctrina, infringe el art. 1682 Hel Código Civil; las leyes 
3.', 7.', í3 y 17, tít. 10, Partida 5 ', vía regla 17, tít. 34, Par- 
tida 7. '• C, núm. 9, 3 Julio 1897: G. 11 Agosto m. a,:t. 82 
p. 53. 

^ No infringe el art. 234 del Código de Comercio, la sénten^ 
•cia que, sin negar ó desconocer la facultad de la madre viu- 
da para ejercitar con sus propios derechos los de sus hijos 
'menores de edad, declara por el resultado de las pruebas que 
por culpa de aquélla no se efectuó la liquidación de una so- 
ciedad mercantil, de que formó parte su difunto marido, y la 
reserva su derecho para instar dicha operación. 

En el propio caso, bien hayan obrado los gerentes de la 
sociedad, como factores, bien como interventores de la ges- 
tión social, hasta que la compañía se liquide, no es llegado 
el momento oportuno de apreciar su conducta, y de resolver 
si por sus actos y los del socio sobreviviente se causaron á \9í 
viuda y herederos del socio difunto, daños y perjuicios que 
deban ser reparados: y entendiéndolo asi, la Sala sentencia* 
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dora, no infringe la ley 24, tít. 12, partida. 5 ' y les art{cu->> 
los 249 del Código de Comercio y 1712 del Código Civil. 

Los factores y el consocio mencionados no incurrirían en 
las sanciones establecidas por los arts. i35 y 288 del Código 
Mercantil, por constituir una nueva sociedad en escritura 
<le fecha anterior á la terminación de la primera, si pactaran 
que hasta después del día señalado para la disolución de ésta 
no comenzase á funcionar aquélla. 

No se atempera la Sala sentenciadora á lo dispuesto en el 
^rt. 235 del Código citado, declarando que el socio supervi^ 
viente pudo apoderarse de la maquinaria de la sociedad an- 
tes de la liquidación del haber social; pero basta que se 
practique esta operación no cabe reclamar los daños y per- 
juicios derivados de tal hecho, porque antes no pudo saberse 
si los hubo; ó si por exceder el activo del pasivo, ninguno se 
<:ausó á los herederos del socio premuerto. 

La asignación señalada por la escrittira social á un socio 
>en concepto de salario ó retribución por sus trabajos perso- 
nales, no es trasmisible á sus herederos. — C, núm. 189; 
i o Diciembre 1897; G. 29 m. m. y a., t. 82, p. 889. 

No infringe las leyes i.* tít. i.^ libro 10 de la Novísima Re- 
<:opilaciÓD; 19, tít. 5.% partida 3.* y 7/ lít. 14, partida 5.*, la 
sentencia que no prescinde de lo prevenido en los estatutos 
•de una sociedad anónima y reconoce que el director de ésta 
carece de facultades para contraer préstamos sin estar auto- 
rizado por la misma. --C. núm 2; 4 Enero 1898; G. 28 m. 
m. y a.; C. L., t. i, y R., t. 83, p. 6. 

£1 art. 1695 del Código Civil, solo atribuye á los socios el 
carácter de administradores de la sociedad para gestionar en 
beneficio de la masa social, por lo que es visto que la ac- 
ción derivada de dicho artículo solo puede referirse á los 
casos en el mismo enumerados. — C, núm. 76; 17 Noviem^ 
bre 1898; G. 7 de Diciembre m. a.; C. L., i. 3, y R,, t. 85 
p. 333. 

El art. 1708 del Código Civil, sin determinar el procedi- 
miento qne se haya de seguir, declara el derecho de los ao» 
cios y fíja como reglas de la sociedad las que rijan para las 
herencias. ^C, núm. 53; 4 Noviembre 1899; ^* ^9 Mayo 
«900; C. S., t. 6 y R., t. 88, p. 235. 

Cuando la aportación social se hace en términos vagos y 
generales, sin determinar valores y fincas, dejando esto para 
otra ulterior escritura, es evidente que, sean cualesquiera los 
respectivos derechos y obligaciones de los socios, nunca pue- 
den afectar al que contrató con quien en el Registro aparece 
como dueño; y entendiéndolo así la Sala sentenciadora no 
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infringe ¡adoctrina establecida, eutre otras sentencias de ca- 
sación, en las de 8 de Enero de 1881» 12 de Julio de i883, 
23 de Febrero de 188477 ^^ Marzo de 1888, con referencia 
á los arts. 1277 174 del Código de Comercio.— C, núm. 81; 
26 Marzo 1901; G. 22 Abril m. a.; C. L., t. 9 7 R., t. 91, 
p. 434. 

La doctrina consignada en los arts 118 7 119 del Código 
de Comercio, según la cua), los contratos celebrados por las 
compañías mercantiles, no son válidos ó eficaces cuando la 
constitución, pactos 7 condiciones de las compañías no se 
consignen en escritura pública 7 cuando ésta no se inscriba 
en el Registro mercantil, no es de aplicación al caso en que 
el contrato ha sido voluntariamente ejecutado, 7 en que la 
cuestión litigiosa verse sobre si la parte demandada, al cum- 
plir las obligaciones que se impuso, se atamperó á lo conve- 
nido, porque una cosa es que no tenga eficacia el contrato en 
principio, 7 otra que los derechos 7 obligaciones que nacen 
o se derivan de su cumplimiento, total ó parcial, no puedan 
^er en caso de duda ó cuestión, regulados por los tribunales 
conforme á los términos, de la convención misma 7 á las 
máxsimas supletorias del derecho (>ositivo; derechos 7 obli- 
gaciones que de otra suerte quedarían lesionados é incum- 
plidos contra todo principio de justicia. 

Lo dispuesto en el art. 24 del mismo Código se refiere á 
las cláusulas 7 condiciones estipuladas en las escrituras de 
sociedad, que por no haberse hecho públicas por medio de 
la inscripción de las mismas en el Registro no deben perju- 
dicar á los que con la sociedad negocien; pero no se renere á 
los contratos que ésta ó sus gestores celebren con terceras 
personas, los cuales podrán ser válidos y eficaces, no obstan- 
te la falta de inscripción.— C, núm. ii5; 29 Abril 1901; G* 
20 Ma70 m. a ; C. L., t. 9, 7 R., t. 91, p. 638. 

Sociedad accidental* Lo que caracteriza la so- 
ciedad accidental ó de cuentas en participación 7 la distingue 
de las compañías mercantiles propiamente tales, es que. por 
aquélla no se crea una persona jurídica con razón social de- 
terminada, sino que cada interesado ó el gestor de negocios, 
según los casos, contrata 7 se obliga en su nombre compro* 
metiendo su propio crédito personal dentro de las condicio- 
nes estipuladas 7 sin perjuicio de las partes ciue se establez- 
can para la distribución de ganancias ó pérdidas, 7 estimán- 
dolo así la Sala sentenciadora no infringe los arts. 354 ^^ ^^7 
del Código de Comercio de 1829. 

El art. 353 del nuevo Código no previene solemnidad al» 
guna para la formación de la mencionada sociedad. 
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El art. 358 del Código citado se limiu á ordenar, por el 
que hubiese dirigido la negociación, una vez terminada, que 
rinda á los interesados la cuanta con sus comprobantes, lo 
que se opone á que Us partidas de abono al mismo, se liqui* 
áñti en la forma establecida en los arts. 392 7 siguientes de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

No son aplicables á la sociedad de cuentas en participa- 
ción las disposiciones délos arts. 336 al 347 del Código deCo- 
merdo de 1829, referentes al modo de liquidarse las verda- 
deras compañías mercantiles.— C, núm. 134; 8 Abril 1897; 
G. 4 Mayo m. a., t. 81, p. 673. 

Sociedades anónimas* Disponiendo el Regla- 
mento de una Compañía, de una manera clara y terminante^ 
que el Director no podrá celebrar contrato alguno con la mis- 
ma, es nulo, y por lo tanto no produce efecto alguno legal, 
el acuerdo de la Junta general de accionistas, por el cual se 
reconoce un préstamo hecho á la compañía por el director, en 
forma gratuita con la adición posterior del pacto de interés y 
prórroga de tiempo, poraue todos estos actos constituyen 
otros tantos contratos pronibidos por el citado Reglamento* 
' — R. D. S. 20 Agosto de 1864; G. 8 de Octubre. 

La gestión de ios negocios de una sociedad anónima esta- 
blecida y autorizada para empresas de utilidad pública, no es 
del solo interés de los socios, sino también de los colectivos 
del público, que contrata ó está en relaciones con ella, en la 
conhanza de que el Gobierno le vigila para que en sus opera- 
ciones se ajuste á sus Estatutos y Reglamentos aprobados 
para garantía de su acertado comportamiento ]r de la legali- 
dad de sus actos; y la vigilancia de la Administración sería 
ioeñcaz si no residiera ep ella la facultad de adoptar las medi- 
das convenientes para impedir los daños que puedan na- 
cer del abuso de las sociedades, de las Juntas directivas y 
de sus administradores, sin perjuicio de lo que á los Tribuna* 
les competa. 

La separación del Presidente y de la Junta directiva de 
una de dichas sociedades, acordada por el Gobierno en vir- 
tud de dichas facultades, no tiene el carácter de declaratoria 
de una responsabilidad civil concreta, y menos el de la pena, 
sino pura y simplemente el de una medida preventiva para 
poner á cubierto los intereses de la sociedad y los colectivos 
del público que pudieran estar ligados con ella y mientras 
que los Tribunales decidieran lo procedente. — R. D. S. 5 de 
Febrero de i865; G. 26 de Junio. 

Es extraño á la Administración, por ser notoriamente judi- 
cial, como reducido á fijar la inteligencia de un contrato de 

íO 
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sociedad anónima, que no admite la condición de.administra* 
tivo por ser entre particnlares, el determinar si unos acuerdos 
que forman nuevos estatutos de la referida sociedad pueden 
tomarse por mayoría ó por unanimidad de los socios en 
junta general. 

La aprobación de los Estatutos de las sociedades anónimas, 
corresponde positivamente á la Administración aaiva, como 
de apreciación del Gobierno, que autoriza las sociedades de 
la indicada clase.— R. D. S. i5 de Julio de i863; G. 25 de 
Septiembre. 

Una compañía anónima, tenie ndo por único objeto la fa- 
bricación, compra y venta de toda clase de hilados y tejidos, 
no iia podido extender á otras sus operaciones mercantiles, 
con arreglo á los limites fijados en la escritura de su consti- 
tución, á la autorización superior obtenida, y á la Ley de a& 
de Enero de 1848 y Reglamento de 17 de Febrero del mismo 
año. 

El acuerdo de una junta general de accionistas, cualquiera 
que sea su número y la representación de acciones que reuna« 
no puede prevalecer cuando es contrario á la escritura de 
constitución de la sociedad, á la autorización concedida yá 
las disposiciones vigentes.— R. D. S. 28 Diciembre de 1866: 
G. 17 de Febrero de 1867. 

La aprpbación que el Gobierno dá á los estatutos de una 
sociedad en uso de sus facultades y en virtud de la suprema 
inspección que sobre ellas ejerce, no le Hga de tal modo que 
no pueda justificarla cuando los deberes de esta inspección y 
los intereses de los socios así lo exigen; porque de otro mo- 
do abdicaría aquellas facultades y se despojaría de esta tutela 
que no le es lícito abandonar. 

La R. O. por la cual se retira á una sociedad de crédito la 
facultad de recibir imposiciones á metálico con interés con- 
vencional, descansa en el cupnplimiento de los deberes de vi- 
gilante y tutor que tiene el Gobierno; y por lo mismo no ha 
necesitado ni ha debido someter á contención la modificación 
de los estatutos de dicha sociedad en el extremo á que la men- 
cionada disposición se contrae.— D. 3« 25 Julio de 1868: Ga- 
ceta 26 de Diciembre. 

Por el art. 10 de la Ley de 19 de Octubre de 1869 sobre li- 
bre creación de Bancos territoriales y sociedades de crédito, 
se declara que quedarán exentas de la inspección y vigilancia 
del Gobierno, las sociedades que se constituyan desde la pu- 
blicación detesta Ley. 

Por el art. i3 de la misma, se ordena que los Bancos y so- 
ciedades de existencia anterior, autorizada por él Gobierno, 
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continuarán rigiéndose por sus estatutos, sin perjuicio de po« 
der optar á los beneficios de la nueva Ley, siempre que según 
Hslla se reconstituyan, acordándolo sus asociados en junta ge- 
«aeral por mayoría de los que representen las dos tercera^ 
partes del capital social. 

Constituida una sociedad anónima por autorización del 
<jobierno, y sometida á su inmediata inspección y vigilancia 
antes de la promulgación de la Ley de 19 de Octubre de 1869» 
y no resultando acreditado que se hubiese constituido de nue- 
vo en la forma que dicha Ley previene, no puede invocar es» 
■ta en su favor. — S. del T. S. 3i de Diciembre de 1870. 

Interpuesta demanda contenciosa por algunos accionistas 
de unas compañías de ferrocarriles, pidiendo la revocación dé 
^na R. O. impugnando la reunión de la junta general como 
improcedente para resolver un punto que estaba ya resuelto, 
y como contrario á lo ya decidido á consulta del Consejo de 
Cacado, solicitando que se declare que éste no se opone á que 
el Gobierno apruebe el acuerdo relativo á la reforma del ar« 
'tículo del reglamento de la compañía, referente á la prórro'^ 
^a de su continuación, antes bien, reconociéndole esta facul* 
^ad, porque no existiendo acerca de este punto diferencia dé 
opiniones, es innecesaria la declaración de los Tribunaler, 
hiendo estos los términos de la cuestión legal promovida en 
la demanda con ocasión de la citada R. O., no puede modifi* 
carse en el curso del pleito, por más que la minoría se haya 
convertido en mayoría, pues cualquiera que sea el efecto que 
iese cambio pueda producir en el orden administrativo, nd 
altera las condiciones de los que litigan, ni el estado y natura- 
leza del juicio, que no puede menos de fallarse con arreglo 
á la demanda y á la contestación, si bien el Gobierno en uso 
de sus facultades discrecionales puede adoptar las medidas 
<)ue estime oportunas para proporcionar auna compañía la 
-manera de legitimar su situación, la R. O. por la que se en- 
cargaba al Gobernador superior civil de la Isla de Cuba, pro- 
vocase por medio del presidente de la compañía una junta 
-general de accionistas pafa tratar de la reforma del reglamen» 
^o y prórroga del contrato social en los términos prescritos 
pof aquel, ó sea á pluralidad absoluta d« votos, reproduce la 
misnia situación nacida de anteriores acuerdos y resuelve un 
punto que no es de las atribuciones deiaadministración, como 
reducido á fijarla inteligencia de un contrato entre particulares. 

Lo ezpuesto.no es un obstáculo para que la compañía ges- 
<tione en uso de su derecho en la vía gubernativa, á fin de ob- 
tener la prórroga del plazo social y lo demás que á sus ínte-^ 
reses convenga.— S. del C. S. 3 de Marzo de 1873. 
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Si bien es cierto que constituida una obligación á favor de 
dos ó más personas reunidas en sociedad, cualquiera de ellas 
tiene personalidad para reclamar su cumplimiento en prove- 
cho común, cuando la firma y administración de la sociedad 
no está encomendada á una de ellas, esa personalidad no He- 

Sa basta el punto de poder ceder ó transmitir á un tercero los 
trechos de la sociedad, á no ser que concurra ó intervenga 
consentimiento de los demás consocios. — S« del T. S. 27 
de Noviembre de 1873. 

Según el texto del art. 1/ déla Ley de 28 de Enero de 
1848, ninguna compañía, cuyo capital en todo ó parte se di- 
vidiese en acciones, podrá constituirse sin autorización Real 
6 de las Cortes. 

Ya se llame anónima ó comanditaria á una sociedad, por el 
hecho,,que justiñcansus escrituras de constitución y prórrogas,. 
de tener su capital dividido en acciones; está obligada al cum- 
plimiento de los requisitos y formalidades que para que pue- 
dan establecerse y iuncionar compañías de esa clase estable- 
ce la Ley, cuyo criterio se halla corroborado por las órdenes, 
de 7 de Marzo de (870 y 4 de Junio de 1871 que mencionan 
expresamente á las sociedades constituidas por acciones. — 
R. D; S. 10 de Febrero de i883: G. 2 de Septiembre. 

Que no infringe la Ley i.*, tít. 1.®, libro 10 de la Noví-^ 
sima recopilación, la senten/zia que no interpreta un.contra* 
;o con arreglo á las cláusulas del mismo. 

Que no infringe el art. iSo del nuevo Código de Comer- 
cio la sentencia absolutoria de la demanda contra los admi- 
nistradores de una compañía anónima, si el actor no ha inten- 
tado justificar que obrasen aquellos con culpa ó negligencia 
que pudiera utilizar responsabilidades por perjuicios tampo- 
co justificados. — R. C. 7 de Diciembre de 1892: G. de 28 de 
JEnero de 1893. 

Que en las sociedades anónimas los individuos de la Junt» 
directiva han de ser considerados . como mandatarios de la 
compañía, y en este concepto y mientras obran dentro de las 
condiciones del mandato, no están sujetos á responsabilidad 
alguna, teniéndola solo si por actos contrarios á la Ley, ó al 
pacto social irrogase» perjuicios. — Sentencia 20 Octubre 1893,. 
p. 234, t. 74 Jurisprudencia Civil. 

Al exigirse por los estatutos de una sociedad anónima» pa- 
ra considerarla legalmente constituida, la concurrencia, por 
lo menos, de la mitad más una de las acciones emitidas; este- 
precepto no puede referirse en modo alguno á las acciones: 
que, aun que emitidas, hubiesen vueho á la cartera de la so- 
ciedad; y entendiéndolo asi, tomando en cuenta para el com-^ 
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puto solamente Jos acciones que estén en circulación/ esta in* 
Kerpretación es racional y necesaria, y no se desvia del seoti* 
do de dicho artículo. 

No se infringen los estatutos sociales, en cuanto requieran 
para asistir á las juntas generales^ el depósito previo de un 
determinado número de acciones por la concurrencia, sin 
cumplir este requisito, de un socio, en el solo concepto de li- 
quidador y para dar cuenta de sus actos, sin que su voto de- 
cida punto alguno. 

No cabe estimar infringido el precepto reglamentario que 
exige en la convocatoria a las juntas generales, la expresión 
del objeto del llamamiento, si los acuerdos tomados en aque* 
^las, caben sustancialmente dentro de los términos de la con« 
vocatoria. — C, número 189; ib Diciembre 1890: G. 26 Ene* 
ñero 1891, t. 68, p. 729. 

Sociedad colectiva* Que si una sociedad colecti- 
va no quedó disuelta por la separación de algunos socios, 
«pues en la respectiva escritura se hace constar este hecho y la 
continuación de aquella con los demás socios fundadores 
con la misma razón social, condiciones y objeto con que fué 
constituida, son válidos y legítimos los poderes otorgados 
por los gerentes antes y después de aquella novedad, como 
emanados de la compañía que consehrvaba su capacidad jurí- 
dica, y no existe la falta de personalidad del procurador legí- 
timamente apoderado por aquellos; ni estimándolo así se co* 
mete el quebrantamiento de forma que menciona el número 
^ del art. 1693 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. — R, C. 26 
de Mayo de 1890: G. de 8 de Octubre del mismo año. 

Que si en la escritura de constitución de una sociedad mer* 
cantil regular colectiva se estableció que cada socio pudiera 
indistintamente, no solo administrar, sino otorgar poder á fa- 
vor de la persona que estime conveniente; es válido el otor- 
gado por uno de aquellos á un procurador para representar 
en juicio á dicha sociedad; y estimándolo así la Sala senten- 
ciadora no comete el quebrantamiento de forma, previsto en 
el número 2.® del art. 1693 de la Ley de Enjuiciamiento Ci- 
vil. — R. C. 3i de Mayo de 1890: G. de 14 de Octubre. 

Con arreglo al artículo 237 del Código de Comercio, loa 
bienes particulares de los socios colectivos que no se inclu- 
yeron en el haber de la sociedad, al formarse ésta, pueden ser 
ejecutados para el pago de las obligaciones contraidas por 
ella, después de haber hecho excusión del haber social. 

Conforme al mencionado precepto, cumplido aquel trámite, 
^1 hallarse inscrita una finca á nombre de un socio colectivo 
como de la propiedad particular del mismo, no es obstáculo 
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para que sobre aquélla se anote un embargo acordado en 
amos eiecutivos instados contra la sociedad de la cual forma^ 
aquél parte.— R, ü., núm. 70; 23 Mayo 1898; G. 3i m. m. y 
a,; C. L., t. 2, y R. t. 84,,p. 344. 

Consignándose en documento privado, suscrito por los. 
individuos de una sociedad regular colectiva, que un tercera 
aporió á la misma un determinado capital, y que el expresado 
documento serviría de resguardo mientras se procedía al otor*^ 
gamiento de la «escritura de ampliación de la sociedad, de^ 
acuerdo con las bases que convinieran, es evidente que, no 
habiendo llegado este caso, carecen de oportunidad y aplica- 
ción los artículos 5o, 5i y 52, núm. i.^ del Código de Co- 
mercio, para suponerlos infringidos por la sentencia que,, 
estimando la demanda de los herederos de dicho tercero,, 
condena á los socios mencionados, solidaria y mancomunada- 
mente, al pago del capital por aquél aportado y al de sus in- 
tereses legales, porque la única eficacia que podía recono- 
cerse al referido documerito privado, según la voluntad de las. 
partes, sería en el sentido de compelerse á establecer las ba- 
ses de la nueva sociedad en la forma prescrita por la Ley.— 
C, núm. 56; 11 Febrero de 1899; G. i3 Marzo m. a.; C- L.,. 
t. 4, y R., t. 86, p.420. ^ 

Sociedad comanditaria. Que habiendo quedado 
los 25.000 pesos «que una persona había recibido de otra,, 
según contrato, en la comandita que el primero tenia en 
cierta sociedad, sujetos á las pérdidas y ganancias que aquélla 
experimentase, es evidente que el capital que el recurrente 
reclamó por su demanda, no puede ser entregado mientras la 
sociedad no haya liquidado la comandita, cuyo hecho, segúiv 
la sentencia, no se ha verificado, y por tanto la sucesión del 
comanditario no podía ser condenada al pago de la cantidad 
fija de 25.000 duros, no sabiéndose, como no se sabe, si ha 
habido pérdidas ó ganancias, ni cuales sean, hecho esencial^ 
para determinar qué es lo que pertenece al recurrente. — 
R. C. en a. de u.: 6 de Marzo de 1886; G. 7 de Junio. 

Que constituida una sociedad, los bienes á ella aportados^ 
por un socio pasan al dominio de aquélla sin más limitación 
que el derecho de tanteo, al tenor de lo dispuesto en los artí- 
culos 264 y 265, número 2.^ del Código de Comercio, que- 
dando sujetos exclusivamente á las responsabilidades socia- 
les, sin que los acreedores particulares de un socio puedan 
extraerlos de la masa social, según lo prevenido en los artícu- 
los 296 y 298; por cuya razón la sentencia que dejó subsis- 
tentes^ el embargo de bienes de la procedencia y destino 
mencionados, practicado á instancia del acreedor particular 
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de un socio, y desestima la declaración del dominio preten- 
dido por la sociedad tercerista, infringe los citados antculos 
y la doctrina que con ellos se relaciona. — R. C. 7 de Marzo 
de 1888; G. de i3 de Mayo. 

Que la sentencia que rechaza la eficacia de un convenio 
eojtrelos gerentes de una sociedad en comandita y uno de los 
socios, en cuanto modifica esencialmente la obligación por 
éste contraída como socio fundador en la escritura social, 
respecto de su aportación, aplica rectamente los arts. 287 
y 288 del Código de Comercio de 1829, porque los pactos 
solemnes que constituyen la Compañía de comercio, y entre 
ellos los referentes á la cuantía y efectividad de las aportacio- 
nes, no pueden alterarse por convenios particulares que no 
alcancen el asentimiento expreso de todos los interesados y 
que no obtengan la misma publicidad con que la Ley asegura 
á los que comercian con las entidades colectivas mercantiles. 

Que por la expresada razón y porque todo lo relativo á lá 
cuantía y forma de las aportaciones es según el art. 286 del 
citado Código, propio de la constitución social y no de la 
administración, la sentencia no infringe dicho art. 286 en el 
3o, que saciona que la administración pueda circunscribirse 
á algunos socios, y que los que hayan renunciado á ella nó 
pueden contradecir ni entorpecer la acción de los gerentes. — 
R. C. en a. U. 20 de Junio de 189 1; G. 16 Junio. 

Que estableciéndose en favor de una sociedad comandita- 
ria, en la escritura de constitución de ésta, el derecho de 
prenda sobre el capital aportado por los socios para respon- 
der á las obligaciones que con ella contrajeran al hacer uso 
del crédito que por la misma escritura se les otorga, lle- 
gado el caso de aplicarse el pacto, resulta en favor de la 
compañía un derecho real que por ser de este carácter tiene 
preferencia sobre el personal ostentado por un tercero. 

Que estimándolo así la Sala sentenciadora, no infringe las 
leyes 3i tít. i3 partida 5.* tít. 24, libro 10 de la Novísima 
Recopilación y los arts. 1268 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, y 174 y 91 3 del nuevo Código de Comercio. 

Que no habiendo tenido lugar enagenación alguna de la 
participación en una sociedad comanditaria, sino tan solo 
una simple adjudicación de la comandita á persona que én 
ella tenía derecho, no está sujeto el acto á la formalidad de la 
escritura: y estimándolo así la Sala sentenciadora, no infrin- 
ge los artículos 17, 21 y 26 del Código de Comercio vigente. 
— R. C. í3 de Octubre de 1891. G. de 29. 

No es de estimar la infracción del art. 148 del Código de 
Comercio, cliando la responsabilidad hecha efectiva en el 
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joicio ejecutivo seguido contra una sociedad comanditaría, 
deriva de la obligación especial hipotecaria contraída por loa 
ejecutados, como únicos interesados en dicha s ociedad, com* 
prometiéndose adeniás personalmente de una manera li- 
mitada. 

En el propio caso, hipotecada por los mismos socios upa 
casa de su propiedad á las resultas de su obligación, aun 
siendo de la entidad demandada la expresada sociedad, esta- 
ría bien trabado el embargo en primer término contra la re- 
ferida casa, al tenor de lo dispuesto ^n el párrafo i.*del ar- 
tículo 1447 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, si la garantía 
fué establecida por varios, del crédito reconocido á la socie- 
dad, y entendiéndolo así la Sala sentenciadora,, no infringe 
el art. 1442 de la citada ley.-^-C. núm. 114; 11 Marzo 1S98; 
G. 8. Abril m. a.: C. L., t. i y R. t. 83, p. 600. 

Sociedad de cuentas en participación.— 

Infringe los ans. 239 y 240 del Código de Comercio, la sen- 
tencia que, desconociendo la sociedad de cuentas en partici- 
pación, documentalmente demostrada en el pleito y existente 
entre el demandante y el demandado, condena á éste á de- 
volver al primero, sin sujeción á la liquidación social, la 
cantidad que del mismo recibió como importe de su aporta- 
ción á la sociedad.— C. núm. 3ó; 8 Julio 1897; G. 17 Agosto 
m. a.; t. 82. p. i85. 

Sociedades inglesas en España.— Las socie- 
dades inglesas que no ejercen habitualmente el comercio en 
España, pueden ejercer todos sus derechos como personas 
jurídicas independientes de sus socios, sometiéndose solem- 
nemente al acto que realizan en ella con sus resultas é inci-^ 
dencias, á los Tribunales españoles, al derecho común espa- 
ñol y á las leyes del Código de Comercio.— Declaración en- 
tre España é Inglaterra, aprobada por Real Decreto de 29 
Enero de i883. 

Sociedad mercantil- Soló obligan á una sociedad 
mercantil colectiva o comanditaria, las operaciones hechas á 
su nombre y bajo la firma que tengan adoptada, puesta por 
persona autorizada para la gestión de sus negocios.— Doctri- 
na sentada por el antiguo Tribunal de Comercio de Barcelo- 
na, confirmada por la audiencia de este territorio en méritos 
del pleito seguido contra la Caja Mutua y la sociedad Anto- 
nio Tustí y C.* en liquidación, apoyada en los artículos 267, 
270 y 273 del Código de Comercio y en las sentencias del 
Tribunal Supremo de Justicia de 2 5 Febrero y 4 Diciembre 
de i863. 

— Constituida en Francia por españoles una sociedad mer- 
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cantil, y declarada en quiebra por los tribunales de aquel 
pais, la sentencia que declara la incompetencia de los Tribu- 
nales españoles para conocer de la demanda interpuesta por 
los Síndicos sobre nulidad de lo actuado ante aquellos por li 
sociedad, posteriormente á. dicha declaración, no infrige el 
art. 2.® del Tratado con Francia de 7 de Enero de 1862, ni el 
R. D. de 17 de Noviembre de i852, porser necesario, aten- 
dida la naturaleza del asunto, obtener previamente la autori- 
zación del Tribunal Supremo. 

La doctrina de que al extranjero le acompañan su estado 
y capacidad, y deben aplicársele las leyes de su país, carece 
de pertinencia al caso referido, núes la mencionada preten- 
sión en él, formulada por los Síndicos, implica el reconoci- 
miento y ejecución en iilspaña de ia mencionada declaración 
de quiebra, la cual exi^e para su cumplimiento en nuestro 
país la concesión del exequátur de la Sala primera del Tribu- 
nal Supremo. C, núm. 134; 29 Mayo 1894; G. i.*^ Noviem- 
bre m. a.; t. j5, p. 693. 

Tratándose del pago de cantidad, demandado por un tercero 
al gerente de una sociedad, la sentencia que dá valor á la es- 
critura, no registrada, de constitución social, para estimar la 
existencia de la sociedad y la cualidad de socio gerente del 
demandado, pero no la cláusula de la misma que reserva ex- 
clusivamente para éste la firma, lejos de infringir el art. 24 
del Código Civil, se ajusta á su prescripción de que las es- 
crituras de Sociedad no registradas, no perjudiquen á terce- 
ra persona, pero que éstas pueden utilizarlas en lo favo- 
rable. 

Los arts. 127 y 128 del Código de Comercio disponen que 
sea públicamente conocido por medio del Registro, el 
pacto social que regule quién es el socio autorizado para 
usar la firma colectiva de cuya publicidad es consecuencia; 
<)]Lie solo de las obligaciones por él contraídas es responsable 
la sociedad, y que las que otorgan los socios que no tienen 
tal autorización, aun cuando empleen la firma social, única- 
mente obligan á sus autores, y para el caso de no baber cum> 
plido los socios gestores el deber de presentar la escritura 
social al Registro y dar principio la compañía á sus opera^ 
clones sin este requisito, rige el art. 120, ^egún el que los 
encargados de la gestión social son solidariamente responsa* 
bles con las personas extrañas á la compañía con quienes 
hubiese ésta contratado.— C, núm. i5i; 20 Noviembre 1896; 
•G. 16 Diciembre m. a.; t. 80, p. 594. 

Ni el art. 17 ni el 119 del Código de Comercio liberan de 
responsabilidad á los comerciantes ó sociedades que no 



Digitized by VjOOQIC 



814 RlBPBRTORIO DB LA JVBISPBUDBNCIÁ MBPGANTIL 

cumplan con las obligaciones á que dichos artículos se refie* 
reo.— ^C, núiii..i69; 2 Diciembre 1896; G. 29 Diciembre m. 
a.; t. 80, p. 705. . , 

Sociedad minera. Según tiene declarado el Tribu- 
nal Supremo en sentencia de 22 de Marzo de 1877, '^ perso- 
nalidad jurídica que se crea al constituirse una sociedad mi- 
nera anónima, es perfectamente distinta de la de cada fino de 
los socios, los cuales tienen la representación y título de un 
derecho en las acciones que se les adjudiquen, con perfecta 
independencia unas de otras, de manera que la propiedad de 
la mina solo á aquélla pertenece y en su favor puede inscri- 
birse, mientras que los socios tienen la de sus acciones re- 
presentativas de la parte que les corresponde en las ganan- 
cias, pérdidas y gastos y sobre las que únicamente pueden 
contratar con el carácter de bienes muebles no inscribibles en 
el Registro, al tenor de lo dispuesto en el art. 4.^ y núm. 4 
del 108 de la Ley Hipotecaria, sesún el concejpto legal de es- 
ta clase de sociedades y el especial de la propiedad minera 
que por razón de su indivisibilidad, sólo creando las socieda- 
des por acciones pueden partirse, así las responsabilidades 
como las ganancias. — Sentencia de 16 Noviembre 1893: Ga* 
c€ta 10 y i3 Enero 1894, ^« 74» P/ ^75. 

Si se estiman las acciones de una sociedad minera como 
bienes muebles, atendida su esencial índole y el objeto de la 
movilización de la propiedad á que tienden, es evidente que 
no son inscribibles, según el art. 4.^ déla Ley Hipotecaria^ y 
si se consideran como meros títulos de las participaciones en 
que se dividió la mina, tampoco lo son, de conformidad con 
lo dispuesto en el art. 3/, por cuya razón, á la inscripción de 
tales acciones no puede atribuírsela eficacia y efectos que 
produce el Registro de la Propiedad. 

Aplicando esta doctrina la Sala sentenciadora, no infringe 
el art. 34 de la Ley Hipotecaria.— C, número i56; 29 Mayo 
1894: G. 2 Noviembre m. a.: t. 75, p. 705. 

Sociedades mineras. Desde que se constituye le- 
gaimente una sociedad para la explotación deminerales, pier- 
de el carácter de empresa particular y toma el de sociedad 
mercantil, quedando sujeta como todas las de su clase, á los 
gravámenes establecidos por las leyes. 

Las sociedades mineras, no son fabriles, se coíistituyen por 
acciones y son aprobadas por los gobernadores en su calidad de 
Delegados del Gobierno.— S. del T. S. 12 de Julio de 1870. 

Que limitado el punto litigioso y que es objeto del recurso 
á la entrega bajo inventario de los bienes, libros y papeles de 
una sociedad minera concursada á los síndicos nombrados, J 
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correspondiendo exclusivamente á los mismos, con arreglo a 
la Ley y á la jurisprudencia establecida la representación del 
coiicurso, es indudable que bajo este aspecto, ninguno de los 
acreedores tiene personalidad para impugnar fa referida en« 
trega.-^R. C. 23 de Octubre de 1884: G. 19 de Febrero de 
i885. 

, Que es personal la acción ejercitada que se dirige contra 
una sociedad anónima minera, puesto que son demandados 
el fundador de la misma y cuantos socios ó personas tengan 
interés en sostener la validez de la constitución, estatutos y 
actos posteriores de dicba sociedad, cuya nulidad reclaman 
los demandantes.— C. 8 Enero de 188Ó; G. de 20. 

Que tampoco se infringen las Leves 8, tít. 19, Partida 6,': 
^.^ tít. 25, Partida 3.' y i.*, tít. i.**, libro 10 de k Novísima 
Recopilación, al declarar que no puede entenderse traslada» 
do el domicilio social á otra población hasta que se celebre 
la junta general, si hecha su convocatoria por quienes tenían 
derecho para ello, la traslación acordada ror el director al 
día siguiente de aquella y publicada en la Gaceta un día an^ 
tes de que el Boletín Oficial hiciese publica dicha convocato- 
ria, no puede menos de estimarse como una infracción det 
pacto que la convocatoria constituía y por virtud del cual 
quedó subordinada á la previa celebración de la junta general 
la facultad del director para trasladar el domicilio social, ya 
que toda otra inteligencia vendría á dejar Jos derechos de los 
socios á merced de la dirección. 

Que en el caso de haberse pactado en la escritura social la 
prohibición para los socios de acudir á cualquier tribunal 6 
autoridad en asuntos relativos á la gestión económica admi^ 
nistrativa, bajo pena de pérdida del interés ó participación 
que en la sociedad tuvieran, debiendo hacerlo sucesivamente 
ai director v á la junta general, no infringe las Lejes 28, tí- 
tulo II V 34, título II, partida 5.% 1/ título 11 1 labro 
1.® del Fuero Real, i.* título 10, libro 10 de la Noví- 
sima Recopilación, y el principio pacta sunt servanda, la 
sentencia que en el litigio referido no estima perdido el dere- 
cho de los demandantes por el mero hecho de haber nromo- 
vido aquél, porque es notorio que la conducta del Director 
gerente trasladando el domicilio social después de hecha la 
convocatoria, dejando ésta sin efecto y hasta renunciando su 
cargo, vino á colocarlos en la necesidad de acudir á los Tri- 
bunales para que amparasen sus derechos, imposibilitándolos 
de ejercitarlos en la forma prevista en la escritura y actas de 
constitución.— R. C. 19 de Diciembre de 1891: G. de 19 de 
Enero 1892. ^ 
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Que al declarar á una parte, poseedora de cierto número de 
acciones de una sociedad minera, no se infringe las leyes 114 7 
119 titulo 18 de la Partida 3.*, ni los artículos 602 y 604 de 
la de Enjuiciamiento Civil^ si el co*litigante la reconoció aquel 
carácter que le niega en el pleito, antes de ^ste, al atender su 
reclamación para que convocase á junta general, para lo que 
solo tenían derecho losque poseyesen aquel número de acciones, 
al- discutir con él previamente el alcance que debía darse á la 
convocatoria y al reconocer que había satisfecho un dividendo 
pasivo. 

Que no infringe la Ley i.*, título 1." libro 10 de la Novísi- 
ma Recopilación, la de 19 de Octubre de 1869, la del con- 
trato, ni el artículo 91 del Reglamento del Notariado de 
1874, la sentencia que declara que la junta general de asocia- 
dos para la explotación de una mina puede deliberar libre- 
mente acerca de la reforma de sus Estatutos y aprobación de 
su Reglamento, si sobre haberse convenido por los interesa- 
dos todos que las condictones establecidas en la escritura 
social y en las actas de constitución de la sociedad inserta en 
la Gaceta se tendrían como Estatutos, mientras la junta gene- 
ral no redactase ó aprobase un reglamento sobre el régimen 
Y gobierno de la sociedad, lo cual implica la facultad de la 
funtb para calificar, alterar ó sustituir aquellas condiciones, es 
lo cierto que, conforme á las mencionadas Leyes, siendo 
ios que componen la sociedad, los partícipes todos del negó* 
cío que le sirve de objeto, pueden por el concurso de sus 
facultades y derechos, hacer en la materia cuanto les inte- 
rese y permitan las Leyes del Reino sin que sea obstáculo 
para ello el haberse consignado dicha facultad en una senci- 
lia acta notarial, toda vez que lo tendrían sin esa consighación 
que sirve para patentizar su existencia por un medio que le 
hace exigible, conforme á la Ley i,', título i.**, libro 10 de la 
Novísima Recopilación. — R. C, 19 de Diciembre de 1891; 
G. de 19 de Enero de 1892. 

Sociedad de Seg^UrOS* Que aún en el supuesto 
de que al oponer una compañía de seguros, demanda para 
el pago de un siniestro, entre otras excepciones, la de incom- 
petencia de los Tribunales, no hubiere planteado virtual- 
mente la cuestión relativa á la validez ó eñcacia de lo conve- 
nido en la póliza del seguro en punto á someter al juicio de 
arbitros las diferencias de las partes, no se infringe la doctri- 
na de que fundándose las acciones en la nulidad de un acto 
ú obligación, ha de ser esta precisamente declarada, cuando 
la Sala sentenciadora no hace declaración alguna de nulidad, 
limitándose á consignar, como razón secundaria, que el verda- 
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dero juicio de arbitros no puede tener lugar en el ca^o del 
pleito, y que los Tribunales no quedaron esduidos de una 
manera absoluta de aquel convenio. 

Que pretendiéndose en la demanda, el pago de un siniestro 
por un nuevo dueño de la finca asegurada, se entienden reco- 
nocidas la personalidad j la acción del mismo en cuanto á la 
compañía^ cuando por su representante hizo ésta constaren la 
póliza del seguro, sin salvedad ó protesta alguna, que la finca 
Había pasado á ser propiedad de la demandante. 

Que en el mencionado caso la Sala sentenciadora conde^ 
nando á la Compañia aseguradora al pago del siniestro, no 
infringe la Ley del contrato y el artículo 487 de la de Enfui* 
clamiento Civil, ni causa^ por obrar sin competencia, la nu- 
lidad de lo actuado, y tampoco incurre en error de hecho 
demostrado por la póliza, ya porque el recurrente se sometió 
tácitamente á la jurisdicción de los Tribunales, fon arreglo á 
lo dispuesto en el articulo 58 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, desde el instante en que se personó en los autos y no 
ae limitó, absteniéndose de toda otra gestión y pretensión, á 
proponer en forma la decllnatortaj ya porque la semencia no 
niega que en la póiza se estipuló que las diferencias suscita- 
das entre las partes se decidiesen por arbitros, ya porque es 
incuestionable según la misma póliza, que en esas cuestio- 
nes, pueden intervenir también los Tribunales, ya en fin, 
porque si no se procedió al nombramiento de arbitradores, 
fué por la resistencia de la compañía aseguradora. — R, C. 17 
de Diciembre de 1887; G. de 18 de Enero de 1888. 

Que habiéndose negado el poseedor de cieno niSimero de 
acciones de una compañía de seguros, é entregar á ésta el 
importe de aquellos en el plazo de un mes desde que le fuere 
notificado por la dirección de la sociedad el descubierto de 
las mismas, la sentencia absolutoria de la demanda sobre 
pago de dividendos pasivos de dichas acciones, acreditadas 
por certificaciones expedidas por el secreiario de la sociedad 
demandante y venidas al pleito con los requisitos del art. 
597 de la Ley de Enjuiciamiento civil, infringe 00 dándoles 
fuerza probatoria, dicho artículo, el 578 y 596 de la propia 
Ley y la del contrato.— R. C. 10 de Abril de i888; G. de 
i^ de Julio. 

Que la sentencia que no dá lugar á uns tercería de mejor 
derecho con relación á la cantidad entregadd al tercerista por 
el deudor y que á este abonó una compañía aseguradoraen 
concepto de indemnización del daño ocasionado por el in- 
cendio del establecimiento industrial, con el cual el mismo 
deudor garantizó el pago de un crédito á un acreedor ante- 
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rior, no Infringe el principio jurídico qui príor est temporB 
melior est jure^ ni las leyes del Digesto, 19 tii. i.*, libro 19, 
De rebus créditis: 64 y 68 tít 3.*. libro 46, De solitionibus y 
177, til. 17, libro 5o De regulis juris, ni la i5, tíi, 14, par- 
tida 5.% si el Tribunal sentenciador se ajusta en su fallo al ori- 
gen y naturaleza de los créditbs que representan el tercerista y 
el demandado y á lo que prescribe la ley 3i tít. i3 partida 5/ 
relacionado con la 5/ tit. 24, libro 10 de la Novísima Reco* 
pilación y el art. 1268 de la ley de Enjuiciamiento Civil, por 
constar la deuxia del segundo de aquellos, en escritura públi* 
ca con garantía del establecimiento industrial del obligado, 
anterior en fecha al pagaré á la orden á favor tiel primero. 

Que por lo expuesto se demuestra que el crédito del terce» 
rista no reúne la preferencia que asiste al de un colitigante, 
ni puede obtenerla fundada en haber recibido del deudor la 
cantidad abonada á éste por la compañía aseguradora, por- 
que dicha cantidad respondía á obligaciones contraídas qué 
no podía alterar el deudor, eligiendo acreedor, y cuya suma, 
ai éste ni aquel pudieron transmitir con buena fé, si era no- 
toria la ejecución anteriormente despachada á instancia del 
primer acreedor.— R. C. 2 de Juliode 1891; G. 19 Agosto. 

Socio* Interdicto de un socio de compañía mercantil. 

Las sentencias de interdicto, solo deciden cuestiones de he* 
cho y siempre sin perjuicio de 3.* jr reservando á las partes 
su derecho para utilizarlo en el juicio correspondiente, por 
cuya razón la dictada con el solo fundamento de estar en po* 
sesión del carácter de socio de una sociedad mercantil, no 
puede menos de quedar anulada de derecho, desde el momen- 
to en que discutida la existencia de dicho socio en un juifio 
plenario, se declara su inexistencia con el carácter que se le 
atribuye en aquel procedimiento sumario, en cuyo concepto 
no infringe el art. i658 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
la sentencia recurrida al declarar la nulidad de la de ínter* 
dicto, defiriendo á la petición formal que en este sentido hizo 
en su oportunidad el demandado, como corolario de la ab- 
solución que había pretendido en primer término del T. S. 
de J. de fecha 3 Enero 1893; G. de 10 Marzo. 

Constituida una sociedad por acciones con un objeto de- 
terminado, los pactos y condiciones que acordaron los socios^ 
son la ley del contrato, que establece la relación jurídica de 
mutuos derechos y obligaciones entre los asociados, y estan- 
do reducida la demanda á hacer efectiva una obligación de pa* 
gar el importe de unas acciones por que se suscribió y la ex- 
cepción alegada por el demandado consiste substancialmente 
en afirmar que la junta directiva había infringido lo acordado 
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y convenido en el contrato social, toda vez que se había 
variado el objeto social, tahando a^i á una condición 
que exige para variar el objeto social que se tome el acuer- 
do por unanimidad, y cuando no se guardan por loscon- 
:socio8 las condiciones que se estipularon y las bases sobre 
-que fué establecida la compañía, procede con arreglo á lo 
que dispone la ley 14 tít. 10 partida 5.*, se pueda separar un 
compañero de los otros antes de tiempo, y habiendo solici- 
tado una de las partes por vía de reconvención se le declara- 
ra legalmente separada de toda participación en la sociedad 
y rescindido el contrato social en cuanto á ¿1 y á las diez ac- 
ciones que suscribió, condenando al actor en la personalidad 
con que Ihigaba y á devolverle las pesetas que le abonó, y 

Considerando que en el contrato de sociedad cada uno de 
los socios es deudor á esta de Lo que prometió aportar y en 
<este concepto habiéndose suscrito por variasr acciones para 
formar el capital social que había de destinarse á la consiruc- 
•ción y explotación de una obra y no habiendo satisfecho el 
importe de aquellos en el tiempo y forma que $e expresan en 
el contrato, la obligación cuyo cumplimiento se pide en la 
demanda, es exigibie. 

Considerando que por el carácter de Compañía anónimat 
que por haberse formado con acciones el tondo común, tiene 
la que se constituyó en los individuos de la junta directiva, 
han de considerarse como mandatarios de la compañía; y 
•en este concepto y mientras obren dentro de las condiciones 
del mandato, no están sujetos á responsabilidad alguna te- 
niéndola sólOy si por actos contrarios á la ley ó al pacto so' 
cial irrogasen perjuicios, por lo cual, si L, S, se creyó lesio- 
nado en su derecho por infracción de los pactos convenidos^ 
pudo pedir la indemnización de los perjuicios que creyere 
se le habían inferido, pero nunca eludir el cumplimiento de 
la obligación que habla contraído de pagar en el tiempo y 
forma que se expresa en la condición 6/^ el valor de las ac- 
clones que había tomado. — S* del T. S. de 20 Octubre de 
1893; G. 12 Diciembre. 

Embargo preventivo de bienes pertenecientes á uno de los 
socios colectivos para responder de obligaciones propias de 
ia sociedad. — R. de 23 Mayo 1898, p. 3i2. Alcubilla Anuario 
de 1898. 

El art. 354 del Código de Comercio de 1829 establece que 
«1 socio accidental debe aportar la parte de capital que se ba< 
ya pactado.— S. g Octubre de 1890; G. ii Noviembre m. a. 

No hay disposición legal alguna que prohiba á los socios, 
solo por serlo de una sociedad determinada, pactar luego en- 
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tre sí con relación á derechos y obligaciones que tienen una 
espera de acción y realización distinta de aquella. — C, nú- 
mero 44, i6 Febrero 1901: G. 22 Marzo m. a.: C. L., t. 9, y 
R., t. 91, p. 232. 

— El carácter de socio colectivo, con prohibición de hacer en 
nombre propio ninguna operación de las que forma el objeto 
social, no impide que aquél lo pueda hacer bajo su responsa- 
bilidad para con los sócios.^-C., núm. io5, 23 Junio 1899: 
G. I.* Septiembre m. a.: C. L., t. 5 y R.> t. 87, p. 539. 

— Son válidos los actos y contratos que otorgue á nombre de 
una sociedad el socio gerente y representante legítimo de la 
misma, autorizado para usar la ñrma social sin prohibición 
alguna, y tiene por consiguiente, capacidad legal para acep- 
tar la mencionada cesión, conforme á lo dispuesto «n los ar- 
tículos 118 y 121 del Código de Comercio, sin perjuicio de 
la responsabilidad que en su caso pudiera exigírsele por los 
otros SÓCÍ05, según prescribe el art. i33 del mismo Código. 
— R. Hj, número 149, 18 Julio 1899: G. 5 Agosto m. a.: 
C. L., t. 5, y R., t. 87, p., 765. 

No infringe el art. 1692 del Código Civil, la sentencia ab- 
solutoria de una demanda formulada por quien, según aqué- 
lla, pide para sí solo ejercitando, no la acción pro socio^ sino 
la personal procedente de un contrato no reconocido por la 
Sala sentenciadora. — C, núm. 55; 14 Octubre 1895: G. 4 de 
Noviembre m. a.: t. 78, p. 23o. 

No infringe las Leyes 6/ y i3, tít. 10, Partida 5/, la sen- 
tencia que reconoce á los socios las participaciones que les 
corresponden según el documento que las regula. — C, nú- 
mero 86; 29 Febrero 1896: G. i.** Abril m. a.: t. 79, p. 407. 

Socio accidental. Que el art. 354 del Código de 
Comercio de 1829 establece que el socio accidental debe apor* 
tar la parte de capital que se halla pactado. — R. C, 9 de Oc- 
tubre de 1890: G. de 12 de Noviembre. 

Socios. Que el art. 3i5 del Código de Comercio en 
relación con el 344 establece de un modo terminante y ab- 
soluto que las reclamaciones que hagan los socios contra la 
decisión practicada por los liquidadores, se decidan por jue* 
ees arbitros. — R. C. en á de U. de 4 Marzo de 1884; G. de 
5 Agosto, 

Que un socio industrial de una compañía mercantil, aun 
cuando sea acreedor de socio capitalista, no puede tener, aten* 
dida aquella su cualidad, la personalidad jurídica de terce- 
rista cuando se procede ejecutoriamente contra una parte 
de los bienes que constituyen el capital de la sociedad, para 
pago de un crédito que es resultado de una operación social. 
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— R. C, en a. de U. i3 de Diciembre de 1887; G. de 12 de 
Abril de 1888. 

Subordinación de embargo- Es rudimentario 

c|ue no teniendo un Juzgado autoridad sobre otro de igual 
jerarquía y funciones, debe respetar las atribuciones ó acuer- 
dos del otro y que no puede extraer bienes que se hallen su- 
jetos á la autoridad de otro Juzgado, sino que en todo caso 
de embargo, es solo efectivo para después de terminado ó 
extinguido el anterior, impuesto por otro Juzgado.— Véanse 
Sentencia Tribunal Supremo de Justicia de 4 Marzo i863 y 
10 Enero 1872, en que se sienta que embargada una cosa por 
dos Juzgados, toca disponer de ella al primer embargante. 
—Véanse además las Sentencias 22 Enero 1^91 y 24 Noviem- 
bre 1892. 

Sucursales. V. Sentencia 16 Abril 1889 y nota p! 93. 
Derecho Mercantil, Carreras Gon:;ale:( y Goniale:[, Revilla y 
^ñTA&'kis.'— Instituciones de Derecho Mercantil y tomo 2.*^, pá 
gina 3i. 

Suspensión de pa^OS. La declaración de suspen- 
sión de pagos importa la suspensión de los procedimientos 
ejecutivos y de apremio.— Arts. 870 á 873, 934 y 938 del Có- 
digo de Comercio, 1 3 20 de la ley de Enjuiciamiento Civil; 
Ley.de 12 Noviembre 1869. Dos sentencias del Tribunal Su- 
premo de 4 de Febrero de 1887.— Sentencias del Tribunal Su- 
premo 25 Agosto 1887; 4 Octubre 1889, y 4 Enero 1891. - 

Solo en el caso de que la proposición fuere desechada, ó 
no se reuniere número de votantes y mientras no^ se resuelva 
en el convenio, no puede reclamarse la declaración de quie- 
bra.— S. 25 Agosto 1887, p. 268, tomo 62 Jurisp. Civil y las 
dos de 4 de Febrero 1887 y la de ferrocarriles. — Véase antes 
la de 25 A^josto 1887. — Véase Estasén: Tratado de las sus* 
pensiones de pagos y de las quiebras. — Madrid 1899. — Un 
tomo. 

La Hacienda pública, cualesquiera que sean su privilegios^ 
no puede seguir sus procedimientos especiales y preventivos 
contra las compañías de ferrocarriles en estado de suspen- 
sión de pagos. — Dos sentencias 4 Febrero 1887, p. 218, tomo 
61 Jurisprudencia Civil y p. 221 del mismo tomo. 

No puede ser considerada como definitiva la sentencia de- 
negatoria de la admisión de un incidente promovido por el 
acreedor de una sociedad de ferrocarriles, sobre nulidad de 
las actuaciones practicadas con relación á la declaración 
de aquélla en estado de suspensión de pagos y convocatoria 
de los acreedores para adherirse á la proposición de convenio 
presentada por la misma, alegando el actor la falta de forma- 
si 
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lidad del Procurador y del Gerente de la sociedad, la inexac- 
titud del balance y defectos en la forma de practicárselas 
adhesiones al convenio, porque debiendo ajustarse, según lo 
terminantemente dispuesto en el art. i320 de la Ley de En- 
juiciamiento Civil, el procedimiento que ha de seguirse en 
la materia referente á quiebras de las compañías de ferroca- 
rriles á los procedimientos especiales ordenados por la Ley 
de 12 de Noviembre de 1869, es obvio que las pretensio- 
nes formuladas por el recurrente y «obre que versaba el inci- 
dente por el mismo provocado, fueron aducidas prematura- 
mente antes de que llegara el período y trámite del juicio 
oportuno para ello, según claramente se desprende de lo que 
establecen los artículos 11 y 12 de la repetida Ley de 12 No- 
viembre de 1869. — S. de 10 Diciembre de 1888; G. de 3i de 
diches mes y año. 

La suspensión de pagos crea un estado de derecho que im- 
pide á los acreedores hacer uso de su derecho y priva al 
deudor alterar el carácter de la obligación.— S. de 14 de Mar- 
zo de 1896; Jurisprudencia Civil; tomo 79, p. 486. 

El estado de suspensión de pagos no tiene el carácter de 
juicio universal que otorga la ley al de concurso y quie- 
bra para avocar el conocimiento de todas las reclamaciones 
pendientes entre el quebrado y concursado. — C. de 7 Oc- 
tubre 1893; G. 24 Noviembre m. a. 

No es absoluto el derecho del comerciante para conseguir 
el estado de suspensión de pagos con arreglo á las prescrip- 
ciones de los arts. 870 y 871 del Código de Comercio, sino 
que han de concurrir determinadas condiciones cuya falta 
puede servir de fundamento para que el acreedor perjudica- 
do se oponga al reconocimiento de dicho estado. Que el ar- 
tículo 873 del Código de Comercio, como la jurisprudencia 
que se invoca (Sentencias de 25 Agosto 1887, 4 Octubre i989 
y 1 1 Enero 1891) no contienen precepto ni sientan doctrina 
contradictoria á la de la Sentencia, sino que una y otra se 
refieren á las cbnsecuencias y efectos legales del referido es- 
tado de suspensión, mientras subsiste asi como á su natural 
terminación, pero no el caso en que se impugna su validez. — 
Sentencia i.* Octubre de 1895; p. 174, t. 78, Jurisprudencia 
Civil. 

El art. 872 del Código de Comercio establece que la pro- 
posición de convenio correspondiente á la suspensión de 
pagos, ha de sujetarse en su deliberación, votación y demás 
que le concierna, á las {prescripciones del título de las quie- 
bras, de los que soii inseparables y complementarias las 
correlativas de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Que no reu- 



Digitized by VjOOQIC 



REPEBTORtO DE LA JliaiSFfiCDEKGIA H^FlOA!4TlL 32S 



niéndose número suficiente de acreedores para constituir 
Junta y mayoría en el día de su primera convocatoria, queda 
terminado el expediente y en libertad los interesados para 
hacer uso de sus respectivos derechos*--Sentencia de 28 Di- 
ciembre de 1895; página 63 1, t. 78, Jurisprudencia CiviL 

Que el comerciante que no se presenta en estado de sus* 
pensión de pagos dentro de las 4S horas siguientes al vencj-^ 
miento de una obligación que haya dejado de satisfacer, estft 
obligado á presentarse en quiebra, á tenor de lo dispuesto en 
el artículo 871 del Código de Comercio; y siendo, según lo 
dicho, la falta de pago de la obligación vencida el hecho de- 
terminante de cada una de las dos expresadas situaciones en 
que pueda encontrarse el deudor, es maniñesto que si del 
texto de este precepto legal ni de la Sentencia dictada por el 
Tribunal Supremo en 27 Febrero de i88q, cabe inferir que 
el protesto de la obligación sea preciso para reputarla 00 sa- 
tisfecha; que la validez de la declaración judicial detestado 
de suspensión de pagos puede impugnarse por los acreedores 
á qutenes perjudique, según repetidas decisiones del Tribu- 
nal Supremo, sin que á ello se oponga el artículo %j3 del 
mencionado Código ni la Jurisprudencia en su tenor estable- 
cida, puestoque así el uno como la otra se retierenálos efec- 
tos legales en el estado de suspensión de pagos mientras sub- 
siste y, no al caso en que se impugne su validez. — Sentencia 
18 Febrero 1897, p. 325 t. 81 Jurisprudencia CiviL 

Que el gestor á quien por la comisión de acreedores liqui- 
dadores del caudal del deudor en suspensión de pagos se 
confieran amplias facultades para gestionar, administrar, co* 
brar, vender y las demás necesarias'para llevar á término el 
convenio; tiene personalidad en la mencionada representa- 
ción para solicitar el desahucio de una finca de dicho caudal. 
— Sentencia 11 Diciembre 1S96, p. 7941. 80 J, C. 

Según el art. 873 del Código de Comercio, hasta que que- 
de terminado el expediente de suspensión de pagos por ha- 
berse desechado la proposición de convenio, ó ya por no ha- 
berse reunido número suficiente de votantes para su aproba* 
don, no pueden los interesados hacer uso de sus respeciivos 
derechos: Que declarada la suspensión de pagos se crea un 
nuevo estado de derecho en las relaciones jurídicas del deu- 
dor con su acreedor, no pudiendo estos ejercitar sus accio- 
nes ni el deudor alterar el carácter de la obligación, si no alega 
«1 caso que determina el art* 873; que los arts, 1091, rii3, 
-1278 y 1280 del Código civil, contienen preceptos de aplica- 
ción general al cumplimiento de los contratos y no tienen 
•aplicación cuando solo se trata de determinar si ha llegado 
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él caso, con arreglo al citado art. 873, para que los acreedores^ 
Cfecuten sus acciones.— S. 14 Marzo 1896, p. 486, t. 79 Juris- 
prudencia Civil. 

No puede entenderse condonación ó rescición de una deu-^ 
da la facultad que el acreedor dá al deudor, vista la insolven- 
cia del momento, de saldar su crédito cuando le sea posible, 
cuya circunstancia se deja á su buena fé. — S. de i5 Junio de- 
1866 p. 139, t. 14 Jurisp. C. . 

Que según lo dispuesto en el art. 873 del nuevo Código- 
de Comercio, en el expediente de suspensión de pagos de un 
comerciante, solo en el caso de que la proposición de conve- 
nio fuese desechada ó que no se reuniese número bastante^ 
de votantes para su aprobación, quedaría terminado dicho 
expediente y los interesados en libertad para hacer uso de^ 
sus respectivos derechos, cuyo precepto se corrobora con la 
última parte del artículo 876 del mismo Código. 

Y que mientras no se resuelva respecto de dicho copvenio,. 
no puede reclamarse la declaración de quiebra, puesto que^ 
el expediente de suspensión de pagos crea un estado preli- 
minar y mientras no se decida no puede solicitarse aquélla.. 
— S. de 25 de Agosto de 1887; G. de 9 de Septiembre. 

Que el fallo denegatorio de la acumulación de unos autos 
ejecutivos sentenciados.de remate, á otros sobre cumplimien- 
to de lo convenido por el ejecutado con sus acreedores en 
diligencias sobre suspensión de pagos del primero, no infrin- 
ge la ley 3* tít. i5 partida 5.* que es de carácter adjetivo y 
se limita á expresar los efectos que por regla general produ- 
ce el désam paramiento ó cesión de bienes y está modificad» 
por la de Enjuiciamiento\2iv¡l, á cuyas prescripciones hay 
que atenerse para resolver la cuestión mencionada. 

Que circunscrita ésta á los términos expresados y no ha- 
biendo sido citado en forma legal el ejecutante en el expe- 
diente de convenio, son inaplicables los artículos 870, 873 y 
876 del Código de Comercio vigente y la doctrina de que el 
expediente de suspensión de pagos de un comerciante crea 
un estado preliminar, y mientras el convenio no sea desecha- 
do, ó no se reúna número bastante de votos para su apro* 
bación, no tienen los acreedores libertad para ejercitar sus 
respectivos derechos del modo aludido en dichos artículos 
873 y 876, toda vez que esta doctrina y aquellos preceptos le- 
gales se refieren al caso en que pueda pedirse y acordarse la 
suspensión de pagos de un comerciante, á la libertad en que 
los interesados quedan para hacer uso de su derecho cuanda 
se deseche la proposición de convenio ó no se reúna numera 
suficiente de votantes para su aprobación, á las circuntancias- 
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que deben concurrir para que la quiebra se declare á instan- 
cia de los acreedores y ¿ la improcedencia de esta declaración 
mientras no se haya resuelto acerca de la proposición de con- 
venio presentada por el deudor, casos todos semejantes del 
referido. 

Que si bien conforme al art. 904 del Código de Comercio 
«1 convenio es obligatorio para todos los acreedores de época 
anterior á la declaración de quiebra que hubiesen sido cita* 
dos en forma legal, ó cuando habiéndoseles notificado la 
aprobación del convenio no hubiesen reclamado contra él en 
los términos prevenidos en la Ley de Enjuiciamiento civil, ca- 
rece de aplicación aquel precepto en cuanto alacreedor^á quien, 
4 pesar de ser conocido su domicilio no se citó personaímen* 
te para la junta, dejando también el deudor de solicitar den- 
tro del plazo señalado en el art. 1 145 de la Ley de Enjuicia^ 
miento Civil, que se le hiciese saber el acuerdo favorable de 
-aquélla, y no pudiendo el interesado ejercitar el derecho que 
le reconocen los artículos siguientes; por lo cual es induda- 
ble que no le perjudicaría la notificacióii del auto de aproba-^ 
<:ión que.se le hubiere hecho estemporáneamente y cuando 
ya se hubieran promovido las diligencias preparatorias del 
'juicio ejecutivo, ni tendría eficacia con relación al misma el 
convenio celebrado, según disponen los arts. 1 152 y it5^,-» 
R. C. 27 Septiembre 1889.— G. 17 Octubre. 

— Que aprobado el convenio entre el comerciante consti* 
tuído en suspensión de pagos y sus acreedores, es aquel obli^ 
gatorio, tanto para el primero como para lossegundos^ cuyos 
^r^éditos daten de épocas anteriores á dicha declaración, aún 
cuando no estén comprendidos en el balance ni hayan sido 
parte en el procedimiento, si habiéndoseles notificado la 
aprobación del convenio no hubieren reclamado contra éste 
«n los términos prevenidos en la Ley, según así eipresamente 
se preceptúa en el artículo 904 en relación con el 87 2 del 
Código de Comercio. 

Que siendo el convenio desde luego obligatorio, con arre» 
glo al artículo 904, para los acreedores adheridos al mismo, 
^s conveniente y justo que sean extensivos á estos los dere- 
chos que en aquel se otorgan á los demás acreedores, pues no 
<:abe suponer que el legislador haya querido privarles de 
«líos, haciéndoles tan solo partícipes de las obligaciones ea 
«1 convenio estipuladas. 

Que no estimándolo así la Sala sentenciadora infringe el 
mencionado artículo 904, en relación con el 870 y 872 del 
Código de Comercio.— R. C. 5 de Diciembre de 1891; G. de 
7 Enero de 1892. 
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Que el nombramiento de una comisión de acreedores he- 
cho por los de un comerciante en suspensión de pagos, para. 
la incautación y venta de los bienes de éste, al efecto de per- 
cibir y repartir su importe, todo con arreglo al convenio ce- 
lebrado con el deudor y aprobado por el Juez, les impone^ 
como mandatarios, el deber de salir á la defensa de los bienes. 
del deudor que sean materia del convenio y garantía del 
cumplimiento de lo convenido; y estimándolo asi la Sala 
sentenciadora, no infringe el artículo 533, número 2.** de la 
Lev de Enjuiciamiento Civil. ^ 

Que no infringe el artículo 904 del Código de Comercio^ 
la sentencia que no declara ni manda que á un acreedor, que 
lo era antes del convenio celebrado por los demás con el 
deudor en suspensión de pagos, obligue lo pactado y apro- 
bado en el mismo, sino que declara que el derecho de aquet 
es de igual condición y- naturaleza que el de los acreedores^ 
convenidos, y en tal concepto no tiene la prelación y prefe- 
rencia aue sobre éstos reclama, aunque si tenga el derecho de 
hacer efectiva su deuda en la misma proporcionalidad que- 
los expresados acreedores convenidos. 

Que la sentencia que niega la consideración de acreedor 
refaccionario á quien no lo es, con relación al inmueble de 
cuyo valor se trata en el pleito, no infringe la Ley 5.* Qui" 
poiior in pignore, libro 6.* del Código de Justiniano, la Ley 
5.*, título 4.", libro 20 del Digesto, la 26 y la 28, título i3,. 
Partida 5.^ y los artículos 913 y 914 del Código de Comer- 
cio.— R. C. 8 Abril de 1892; G. de 24 de Julio. 

No puede prorrogarse el plazo para presentar la proposi-^ 
ción de convenio.— Vide Proposición de convenio en expe* 
diente de suspensión de pagos. 

Que no comete el quebrantamiento de forma á que se- 
refiere el caso 2.'' del artículo 1693 de la Ley de Enjuicia^- 
miento Civil, el auto en que se tiene por parte al acreedor 
que comparece en la segunda instancia de un incidente pro-^ 
movido por el deudor en suspensión de pagos, sobre que se 
declare interrumpido el término fijado en el art. 872 del Có- 
digo de Comercio, si el recurrente no hubiera utilizado el 
recurso ordinario de súplica contra la resolución protestada,. 
cual debiera por la naturaleza de ésta haberse hecho para in- 
terponer en su caso el extraordinario de casación y por la ley 
no se opone á la admisión como ,parte de dicho acreedor. — 
R. C. 1 3 de Octubre de 1892: G. de 7 de Diciembre. 

Los pleitos contra el suspenso no son acumulables. Vide 
acumulación á un expediente suspensión de pagos. 

Conforme al artículo 870 del Código de Comercio puede^ 
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el comerciante constituirse en estado de suspensión de pagos 
si poseyendo bienes suficientes para cubrir todas sus deudas, 
prevé la imposibilidad de efectuarlo á la fecha de sus respec- 
tivos vencimientos, ó si carece de recursos para satisfacerlas 
en su integridad y puede también hacerlo, según el artícu- 
lo 871 del mismo Código, si formula su petición presentán- 
dose en dicho estado, dentro de las 48 horas siguientes al 
vencimiento de una obligación que no haya satisfecho. Para 
interpretar rectamente el sentido y alcance de estas últimas 
palabras, hay necesariamente que deducir, según tiene decla- 
rado el Tribunal Supremo en su sentencia de 27 de Febrero 
de 1887, que para el efecto de poder el comerciante presen- 
tarse en estado de suspensión de pagos^ en el caso á que se 
«refiere el art. 871, no obsta el transcurso de las 48 horas si- 
guientes al vencimiento de una obligación que no haya sido 
reclamada, porque solo cuando se pide si7 cumplimiento y no 
se obtiene, puede en rigor decirse oue ha dejado de satisfa- 
cerla. — Sentencia de la Sala i.* del Tribunal Supremo de 1 1 
de Febrero de 1895; G. de 3 de Mayo. g 

Son aplicabies los preceptos de la quita y espera, y no ha- 
biendo sido citados al efecto en forma alguna ni notificado el 
auto de aprobación en tiempo y forma debida, el convenio no 
obliga á los acreedores residentes en Ultramar. — Sentencia 
28 de Marzo de 1895, p. 323, Revista jurídica de Cataluña; 
4.* tomo. 

Dentro las 48 horas de una obligación vencida que haya 
dejado de satisfacer, ha de declararse en quiebra todo comer- 
ciante. — Sentencia 18 Febrero de 1897. Vidc Quiebra. 

Puede el deudor apartarse del estado de suspensión^ porque 
es voluntario. — Sentencia Sala i.* Tribunal Supremo de 
I.* Abril de 1895; G. 5 Agosto. 

Los preceptos de la Ley de Enjuiciamiento Civil que regu- 
lan la quita y espera, son aplicables á las suspensiones de 
pagos, etc., etc. — V. Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 
I.*, 28 Marzo de 1895. 

No infringe los artículos 870 y 871 del Código de Comer- 
cio y la doctrina sentada por el Tribunal Supremo con ella 
concordante, la Sentencia que declara sin efecto el convenio 
aprobado en junta de acreedores y desestima la suspensión 
de pagos que solicitó ei deudor, no obstante tener, no solo 
obligaciones vencidas y no satisfechas, sino además alguna 
reclamada judicialmente; porque según tiei^e declarado el 
Tribunal Supremo, interpretando los referidos artículos, sólo 
puede el comerciante presentarse en suspensión de pagos 
dentro de las 48 horas siguientes al vencimiento de una obli- 
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gación que no haya satisfecho, pasado cuyo plazo lo que 
procede es la presentación en quiebra. Al apreciar la Sala 
sentenciadora como un hecho indubitado no combatido en 
forma por la parte adversa que el que pretende la suspensión 
de pagos, empezó por faltar á la obligación primordial que 
como necesaria exige el artículo i i3o de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil, de presentar relaciones circunstanciadas y exac- 
tas de acreedores y de bienes que han de servir de base para 
la convocatoria, reunión y resolución de la junta, que dichas 
relaciones fueron alteradas, primero parcialmente y á última 
hora en su totalidad; que para la junta no se citó á los acree- 
dores en debida forma y que no todos los que á ella concu- 
rrieron acreditaron debidamente su personalidad; y declarar 
en consecuencia, ineficaz y sin vajor lo acordado en la junt% 
citada, no infringe el artículo 903 del Código de Comer- 
cio. . ' 

No infringen dicha sentencia los artículos 870, 872, 873 y 
901 del Código de Comercio y la Jurisprudencia del Tribu- 
nal Supremo, porque lo declarado por éste en armonía con 
los citados artículos, se refiere á la obten' da en las condiciones 
y con las formalidades de derc^cho; pero nó á la que resulta 
nula, por la situación en que pueda encontrarse el que la soli- 
cite, y adolece de defectos tan sustanciales como los que 
quedan indicados. — C. núm. 164, 6 Junio de 1894; G. 5 
Noviembre m, a., t. 75, p. 746. 

— Las letras ala vista, como las demás, una vez protes- 
tadas, constituyen, á no dudar, la obligación vencida á que se 
refiere el articulo 871 del Código de Comercio; por cuya 
razón, pasadas las 48 horas siguientes al protesto por falta 
de pago de una letra, queda el librado en la imposibilidad de 
poder constituirse legalmente en estado de suspensión de 
pagos, segtün repetidamente lo ha declarado el Tribunal Su- 
premo. 

Estimándolo así la Sala sentenciadora, al dejar en tal caso 
sin efecto la declaración de suspensión de pagos del librado» 
nulo el convenio particular que con sus acreedores hubiese ce- 
lebrado y al mismo en quiebra, no infringe los artículos 872, 
873, 90 (, 902 y 903 del mencionado Código, todos los cuales 
se reheren á la suspensión de pagos legalmente obtenida, y 
de ningún modo á la que se logra fuera de las precisas condi- 
ciones de derecho. 

Según tiene declarado el Tribunal Supremo, caben en las 
suspensiones de pagos incidentes de nulidad con el carácter 
pnrevio y peculiar de los de su clase, y atemperándose á esta 
doctrina la Sala sentenciadora, no infringe los artículos 873 
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del Código de Comercio y 741 y 745 de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil. 

Tampoco en el propio caso sería de estimar la ín fracción 
de las Leyes i3 y 19, título 22, Partida 5.* y de la jurispru* 
dencia establecida por el Tribunal Supremo, en la maieria, si 
al remitir la Audiencia en pieza separada la tramitación del 
incidente de nulidad promovido por un acreedor á raíz de la 
declaración de suspensión de pagos del deudor, no pudo te- 
ner otro origen ni más alcance que el de considerarlo plan- 
teado antes de razón, por no haber entonces terminado los 
avances y gestiones del deudor para con sus acreedores, por 
lo que terminados con la celebración del convenio, surgiría 
de nuevo la necesidad de resolver la cuestión de nulidad que 
el acreedor hubiera ya planteado, sin que ¿ ello pueda opo- 
nerse la excepción de cosa juzgada, con tanto mis motivo, 
cuanto que el auto en que se mandase lormar la mencionada 
pieza separada no sería por su naturaleza susceptible de re« 
curso. 

En el repetido caso no infringe la dicho semencia la Ley 114, 
Título 18, Partida 3-*, el ariícuío ir39 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil en au regla 4.* y los artículos 899 y 903 del 
Código de Comercio, pues aun no siendo procedente la 
caliñcación de convenio particular aplicada por la sentencia 
al celebrado por el deudor con alguno de sus acreedores, 
fuera de la junta de éstos debidamente convocada, ajustán- 
dose al precepto del citado artículo 899, siempre resulta au 
nulidad, por ser consecuencia de una suspensión de pagos 
radicalmente afectada de ese vicio. 

El art. 873 del Código de Comercio y la Jurisprudencia 
con él concordante, no se refiere al caso citado, al cual» por 
el contrario, son aplicables el oárrafo 2,' del art. 871 y la 
Jurisprudencia que á su tenor tiene establecida el Tribunal 
Supremo, — Si 28 Junio 1894; G, 9 Noviembre m. a. 

— El catado de derecho establecido con la suspensión de 
pagos, no puede alterarse á petición de los acreedores al eítc* 
to de pasar al de quiebra, sino por la causa que determina 
el último párrafo del art. 876 del Código de Comercio, que 
es la no presentación de la proposición de convenio dentro 
del plazo fijado en el art. 872 del mismo- — C, núm. 24; i3 
Julio 1894, G, II Noviembre m, a.; t» 76, p, 85 

Conforme al art. 870 del Código de Comercio, puede el 
comerciante constituirse en estado de suspensión de pagos, 
si poseyendo bienes suficientes para cubrir todas sus deudas^ 
previ la imposibilidad de efectuarlo á la fecha de sus respec- 
tivos vencimientos^ ó si carece de recursos para satisfacerlas 
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en su Integridad; y puede también hacerlo, según el art. 871 
del mismo Código, si formula su petición presentándose en 
dicho estado dentro de las 48 horas siguientes al veocimien— 
to de una obligación que no haya satisfecho. 

Para interpretar rectamente el sentido y alcance de estas 
últimas palabras hay necesariamente que deducir, según tie- 
ne declarado el Tribunal Supremo en su Sentencia de 27 de 
Febrero de 1889^ que para el efecto de poder el comerciante 
presentarse en estado de suspensión de pagos, en el caso á 
que se refiere el art. 871, no obsta el transcurso de las 
cuarenta y ocho horas siguientes al vencimiento de una obli- 
gación que no haya sido reclamada, porque solo cuando se 
pide un cumplimiento y no se obtiene, puede en rigor decir- 
se que hli dejado de satisfacerla. 

Supuesta la distinción hecha entre el vencimiento de una 
obligacióti y la reclamación formal para los efectos del art. 
871 y la necesidad de que concurran ambos requisitos para 
que empiece á transcurrir el plazo de las 48 horas concedidas 
al comerciante para que, dentro de ellas, y no después, pue> 
da presentarse en estado de suspensión de pagos, la Senten- 
cia que manda quedar subsistente tal estado respecto de una 
socie4ad que se constituya en él antes de que se Incoara el 
fuicio ejecutivo instado por un acreedor, y no constando que 
éste hubiese reclamado sü crédito con antelación^ no infringe 
el citado artículo, el 61 y el 63 del mismo Código de Co- 
mercio, ni el 4.* y iioo del Código Civil. — C. núm. 44; n 
Febrero 1895; G. 3 Mayo m. a.;t. yj p. i55. 

—Que respecto al procedimiento en la suspensión de pa* 
gos, están vigentes los artículos comprendidos en la sección 
primera, tít. 12,^ libro 2.^ de la ley de Enjuiciamiento, sin que 
á esto se opongan los comprendidos en la sección 1/ tít. i.^ 
libro 4/ del Código de Comercio, que consignan el derecho 
de poderse constituir en estado de suspensión de pagos, tiem- 

f>o en que se ha de hacer, término en que ha de presentarse 
a proposición de convenio, condiciones para que sea apro- 
bada y casos en que ha de ser declarada; porque los artículos 
del Código Mercantil, en esta parte, no hacen otra cosa que 
determinar el derecho y condiciones para ejercitarlo, mien- 
tras que los de la Ley procesal establecen la ritualidad para 
hacerlo efectivo: 

Que infringe los arts. 145 ^ 146 de la Ley procesal la 
sentencia que declara obligatorio para un acreedor extranjero 
lo acordado en el convenio de los demás de un comqf ciante 
en suspensión de pagos, si éste no pidió que se notificase al 
primero la aprobación de dicho, convenio dentro de los tres 
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días siguientes á ]a celebración de la junta, ni se consignó 
en la diligencia, bajo pena de nulidad, U conminación de 
serle obligatorio el convenio y no poder reclamar contra él 
si en el acto ó por comparecencia en el término que se le se- 
ñaló no protestaba contra lo convenido: 

Que en'el propio caso, teniendo dicho acreedor su resi- 
dencia en el extranjero y no habiendo concurrido á la iunta^ 
infringe la expresada Sentencia el art. 1148 de U ley citada, y 
no es aplicable el Q04 del Código de Comercio,— Sentencia 
de 28 Marzo de 1895; G. 3 Agosto del m- a., t- 77, p. 389. 

No es por iniciativa y acción de los acreedores, sino por 
propia voluntad del deudor, como puede éste colocarse en 
«atado de suspensión de pagos, de conforniidad con lo dis- 
puesto en los arts. 870 y 871 del Código de Comercio, y si 
por haber desaparecido las causas que obligan al deudor á 
acojerse á la relativa ventaja de semejante situación, desiste 
de ella antes de transcurrir el plazo que le dá la Ley para 
presentar su proposición de convenio á los acredores y fijar- 
se jurídicamente con ellos, no es ya tal estado el que puede 
servir de base fundamento á éstos para el ejercicio de su de- 
recho. 

Habiendo desistido un comerciante, del estado de suspen- 
sión de pagos que fué judicialmente declarado, y teniéndole 
por desistido el Juzado, no pueden sus acredores solicitar la 
declaración de quiebta del mismo, fundándose en el párrafo 
a/ del art. 876 del Código de Comercio, pues los arts. 870 y 
872, que reconocen la facultad meramente potestativa del 
deudor para presentarse en estado de suspensión de pagos^ 
no le obligm á permanecer forzosamente en él, cuando baya 
desaparecido la causa que lo motivara^ antes de comprometer* 
se con sus acreedores, ni puede, por consiguiente, subsistir la 
obligación de presentar propósito de convenio á éstos des- 
pués de salir, en uso de su perfecto derecho, de tal situación. 

Aunque el estado de suspensión de pagos signifique el so- 
bres-eimiento del comerciante en el cumplimiento corriente 
<le sus obligaciones, es claro que cuando ha desistido de él 
para continuar posteriormente satisfaciendo aquéllas, no pue- 
de fundarse la declaración de quiebra en un supuesto sobre- 
seimiento pasado, si al pretender la declaración resulta por 
el contrario, acreditado el estado de solvencia del comerciante, 
— Cnúm 94; I.* Abril 1895; G. 5 Agosto m, a. t. 77, p. 403, 

No es absoluto el derecho del comerciante para conseguir 
el estado de suspensión de pagos, con arreglo á los arts* 870 
y 87 1 del Código de Comercio, sino que han de concurrir 
determinadas condiciones^ cuya falta puede servir de íunda- 
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mentó para que el acreedor perjudicado se oponga al recono* 
cimiento de dicho estado. 

El art. 873 del mismo Código, y la jurisprudencia estable- 
cida por sentencias de 25 de Agosto de 1867, 4 de Octubre 
de 1 889 V 4 de Enero de 1891^ no contienen precepto ni 
sientan doctrina contradictoria de lo expuesto, sino que se 
refieren á las consecuencias y efectos legales del referido 
estado de suspensión, mientras subsisten, así como á su na- 
tural terminación, pero no al caso de impugnarse su validez. 
C. núm. 41, I.** Octubre 1895; G. 25 m.m. y a.; t. 78, p. 171. 

Según el art. 873 del Código de Comercio, hasta que que- 
de terminado el expediente de suspensión de pagos, por ha* 
berse desechado la proposición de convenio, ó ya por no 
haberse reunido número suficiente de votantes para su apro- 
bación, no pueden los interesados hacer uso de sus respecti- 
vos derechos. 

Declarada la suspensión de pagos, se crea un nuevo estado 
de derecho en las relaciones jurídicas del -deudor con sa 
acreedor, no püdiendo éstos ejercitar sus acciones, ni el deu- 
dor alterar el carácter de la obligación, sino llegado el caso 
que determina el art. 873. 

^Losarts, 1091, iii3, 1278 y 1280 del Códif^o Civil, con- 
tienen preceptos de aplicación general al cumplimiento de los 
contratos, y no tienen aplicación cuando solo se trata de de* 
terminar si ha llegado el caso, con arreglo al citado art. 873» 
para que los acreedores ejerciten sus accionas C. — núm. 1Ó4, 
14 Marzo 1896: G. 9 de Abril m. á.: t. 79, p. 486. 

La Ley de 12 de Noviembre de 1869 sobre suspensión de 
pagos de las compañías de ferrocarriles, no permite, dentro 
de su procedimiento especial, más oposición al convenio 
aprobado, que la fundada en ías causas taxativamente enume» 
radas en el art. 1 157 del Código de Comercio de 1829. 

La causa de oposición fundada en la inexactitud fraudulenta 
del balance para facilitar la admisión de proposiciones del 
deudor, que el Código de Comercio vigente autoriza en el nú- 
mero 5 del art. 903, no es délas comprendidas en dicho artí- 
culo 1157.— C. número 137; 7 Noviembre 1896: G. 9 de Di* 
ciembre m. a.: t. 79 p. 525. 

El comerciante que no se presenta en estado de suspen- 
sión de pagos, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes 
al vencimiento de una obligación que haya dejado de satis* 
facer, está obligado á presentarse en quiebra, á tenor de lo 
dispuesto en el art. 871 del Código de Comercio, y siendo 
según lo dicho la falta de pago de las obligaciones vencidas, el 
hecho determinante de cada una de las dos expresadas sitúa- 
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ciooee en que pueda eocooirarsc el deudor, és maniliesto que 
ni del teito de ese precepto legal ni de la sentencia dictada 

Íior el Tribunal Supremo en 27 de Febrero de 1S89, cabe in- 
erir que el protesto de la obligación sea preciso para repu- 
tarla no satisfecha* 

La valíde:tde la declaracióu ¡udicial del estado de suspen- 
sión de pagos, puede iíiipugnarse por los acreedores á quienes 
perjudique, según repetidas decisiones del Tribunal Supre- 
mo, sin que á ello se oponga ni el art. 8/3 del mencionado 
Código^ ni la jurisprudencia á su tenor establecida, puesto 
que asi el uno como la otra se refieren á los efectos legales 
del estado de suspensión de pagos, mientras subsista y no al 
caso en que se impugne su validez, — C. núm, 74; 18 Febrero 
1S97: G. i5 Marzo m, a.; t, 81, p, 325. 

Según los preceptos concordados del tit, i °, libro 4.* del 
Código de Comercio, las suspensiones de pagos, solo eifgen 
para su declaración !a manifestación del comerciante intere- 
sado; sin embargo de lo cual tienen el alcance de dejar en sus- 
penso la plenitud de los derechos de sus acreedores, hasta 
que se terminen los expedientes á que dan lugar. 

En la necesidad de poner coto á este privilegio, que tan fá- 
cilmente pjodria convertirse en manantial inagotable de abu- 
sos, ha cuidado el legislador de marcar límites estrechos á es- 
ta clase de eipedientes^ como lo demuestra el rigor de los 
plazos que establece el art. 871 del Código citado, para que 
el deudor opte entre la suspensión y la quiebra; el 872, para 
que presente la proposición de convenio, y por último, la de- 
claración terminante que hace el 873, dejando en libertad á 
todos los interesados para usar de sus respectivos derechos, 
no solo en el caso de que la proposición de convenio fuera 
desechada, sino también en el de que no se reúna número 
bastar>t^* de votantes para su aprobación. 

Inspirada en igual tendencia la Ley de Enjuiciamiento ci- 
vil, completa las previsiones indicadas, estableciendo á su vez 
en los arts. 1 1 3 f y 1 1 32, por modo imperativo, que al proveer 
el Juez ala solicitud de suspensión, mande convocar inmedia- 
mente la junta de acreedores, señalando término bastante pa- 
ra que tenga efcctOi pero fijando el límite máximo de treinta 
días, plazo que únicamente le autoriza para ampliar en el caso 
en que el deudor socilite la citación de acreedores que residan 
fuera de la Península, precisando que entonces podrá ampliar- 
lo tan solo por el tiempo necesario para que pueda concu- 
rrir á la junta. 

Estos preceptos de las leyes sustantiva y adjetiva^ mencio» 
nadas, están demostrando que la designación de día para la 



Digitized by VjOOQIC 



334 RBPERTORIO DÉ LA JURISPRUDENCIA' MERCANTIL 

reunión de la Junta de acreedores, no puede reputarse como 
trámite aleramente procesa], sino como eminentemente sus- 
tancialy toda vez que se encamina, ante todo y sobre todo, á 
impedir que la malicia y aún la incuria puedan prolongar por 
más tiempo del extrictamente preciso una situación excepcio- 
nal, solo tolerable en lo que tenga de necesaria, lo cual obli- 
ga á darles una interpretación extricta, con tanto más moti« 
vo, cuanto que toda otra vendría á fnistrar tan indudables 
propósitos y á menoscabar los derechos de los acreedores» de* 
jando á merced de los deudores y á discreción de los jueces^ 
la duración de tan privilegiados expedientes á título de con- 
vocatorias y suspensiones sucesivas. 

Se ajusta á la expresada doctrina la Sentencia que á ins- 
tancia de un acreedor, declara terminado el expediente de 
suspensión de pagos, por haberse aplazado hasta un ano des- 
pués de la fecha de ésta, á solicitud y con provecho del deu- 
dor, la convocatoria á la junta de acreedores. 

El silencio del mencionado acreedor ante las primeras con- 
vocatorias, dejadas sin efecto á instancia del deudor, no pue- 
de traducirse por asentimiento á todas las demás que al se- 
gundo se le ocurriera pedir y al Juez acordar. — d. número 
igS; 3 Mayo 1897: G. 18 m. m, y a.: t. 81 p. 875. 

No infringe el art. 872 del Código de Comercio, el auto 
limitado á disponer que, estándose i lo acordado en provi- 
dencia anterior firme, se unan á las actuaciones de su razón, 
la relación de acreedores y copia de la proposición de conve- 
nio presentadas por un comerciante en suspensión de pagos, 
y queden estos documentos en la mesa del Juzgado para pro- 
veer lo que corresponda, porque en tal caso los acreedores 
del suspenso tendrían expeditos los derechos que con arreglo 
al citado precepto legal y á otros les asisten y puedeír hacer 
valer en la forma procedente. — C. núm. 10; 11 Enero 1898: 
G. 29 m. m. y a.: C. L., t. i, y R. t. 83, p, 39. 

El art. 934 del Código de Comercio, que dispone que la 
declaración de la suspensión de pagos hecha por el Juez ó 
Tribunal, producirá el efecto de suspender los procedimien- 
tos ejecutivos y de apremio, y los arts. 1 1 35 y 1 1 36 de la Ley 
de Enjuiciamiento civil, que sancionan et mismo principio 
general de la suspensión de tales procedimientos en aquel ca- 
so, se refieren evidentemente á las actuaciones que constitu- 
yen el juicio ejecutivo, ya en su primera parte, llamada pro- 
piamente procedimiento ejecutivo^ ya en su segunda, que 
se denomina procedimiento de apremio; pero no á los 
que se siguen para el cumplimiento de una sentencia 
recaída en juicio ordinario, que tienen su denominación pro- 
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pia en la Ley y que no «on susceptibles de acumulación á los 
autos sobre suspensión de pagos. — C, número 142; 3o Mar- 
zo 1898: G. 28 Mayo m. a.: C. L., t. 1, y R., t, 83, p. 

734- 

El estado de suspensión de pagos no se opone al ejercicio 
de las acciones que asistan á los acreedores del comerciante 
suspenso, ya contra éste, ya e;itre sí respecto á la prefe- 
cencia de sus respectivos créditos, cuyas reclamaciones pue- 
den y deben sustanciarse y decidirse sin perjuicio de suspen- 
der la ejecución de las «sentencias condenatorias, que es lo 
incompatible con el estado de suspensión de pagos, según re- 
petidas decisiones del Tribunal Supremo. 

Estimándolo así la Sala sentenciadora, no infringe el artícu- 
lo 873 del Código civil, ni la doctrina establecida en senten- 
cia de casación de 14 de Marzo de 1896. — C, núm. 71; iS 
Febrero 1899: G. r4 Marzo m. a.: G. L. t, 47 R. t. S6 p. 3iS. 

A los efectos del art. 873 del Gódigo de Comercio, el he- 
cho de que el procurador á quien se entregó no hubiera de- 
vuelto el exhorto librado para la citación de varios acreedor 
res, no significa que dejaran éstos de ser citados oportuna- 
mente; por lo que, en el referido caso, no habiendo concu- 
rrido suficiente número de aquéllos á la junta convocada por 
consecuencia de la declaración del deudor en suspensión de 
pagos, aplica debidamente dicho artículo la sentencia que es- 
tima terminado el expediente y en libertad ios interesados 
para hacer uso de sus derechos. 

El mismo fallo aplicaría también rectamente el art. 903^ 
numero I." del Código mencionado, si la oposición al con- 
genio se hubiese fundado en defectos de las formas presenta- 
das para la convocación, celebración y deliberación déla jun* 
ta, cuya nulidad pedida en tiempo hubiera estimado el Tri- 
bunal sentenciador, por causas que realmente afectaren á di- 
<:has formas. — Sentencia de 28 de Marzo de 1899 í G. de i3 
Abril, m. a. 

En los expedientes de suspensión de pagos, es necesario 
•cumplir las disposiciones comprendidas en la Sección t,% tí* 
tulo 12, libro 2.* de la Ley de Enjuiciamiento civil. 

El hecho de existir considerable diferencia entre el impor- 
te del activo y pasivo del primer balance del deudor y el lel- 
<io en la junta de acreedores, el de que deudas incluidas en el 
primero, aparezcan en el último convertidas en créditos por 
cuenta corriente; el de que no conste que los acreedores fue- 
sen citados y el de que á algunos se les niegue indebidamen- 
te aquel derecho, constituyen defectos en las formas prescri- 
tas para la convocación, celebración y discusión de la junta» 
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y son, con arreglo á la Ley, causa justifícada de oposición al 
convenio. 

La sentencia que fundándose en los hechos referidos y ade- 
más en que no se presentaron, como era de necesidad iibso- 
luta, las relaciones nominales exactas y detalladas de todos los 
acreedores y de todos sus bienes, estima la impugnación de un 
convenio de aquellos, no infringe los arts. 870, 871, 872, 873, 
901 y 903, números 1/ y 2.* del Código de Comercio; 1218 
del Código civil y 5o5 y 1 137, regla 8/ de la Ley de Enjui- 
ciamiento civil de Puerto Rico. — Sentencia 28 Marzo 1899: 
G. 1 3 Abril m. a. 

— Es doctrina establecida en los arts. 93o, 933 y 934 del 
Código de Comercio, que la suspensión de pagos de las com- 
pañías de ferrocarriles, puede decretarse á instancia de la mis- 
ma compañía ó de uno ó más acreedores legítimos; que en 
este último caso deben presentar aquéllos el balance de su ac« 
tivo y pasivo dentro del término de 1 5 días que el juez les 
señale, pudiendo hacerse de oficio y á su costa si resistiesen al 
mandato; y uno de los efectos de la suspensión es el de que» 
dar obligadas las compañías á presentar una proposición de 
convenio para el pago de sus acreedores, de todo lo cual se 
deduce que cuando la declaración se hace á solicitud de éstos, 
no es lícito á la entidad deudora acogerse á la quiebra me- 
diante la renuncia del procedimiento de suspensión, contra- 
riando el derecho que la Ley reconoce á los acreedores para 
iniciarlo ó continuarlo hasta la aprobación ó desaprobación 
del convenio. 

Por lo expuesto, denegándose la solicitud de declaración 
de quiebra deducida por una compañía de ferrocarriles cons- 
tituida en estado de suspensión de pagos á instancia de sus 
acreedores, no se infringe el art. 873 del Código de Comer- 
cio, porque lo dispuesto en dicho texto de que los interesa- 
dos quedan en libertad de hacer uso de sus derechos, si la 
proposición de convenio fuese desechada ó no reuniera nú- 
mero suficiente de votantes para su aprobación, no necesita- 
ba el legislador repetirlo, por ser precepto de buen sentido en 
la Sección del Código reservada á la suspensión de pagos y 
quiebra de las compañías y empresas de ferrocarriles. 

Tratándose de una suspensión provocada por acreedores^ 
únicamente en aquellos casos puede el deudor recobrar su li- 
bertad de acción, ligada hasta entonces por aquel procedi- 
miento. 

Si bien con arreglo al art. 938 del mismo Código, la quie- 
bra de las compañías ó empresas mencionadas puede decre» 
tarse cuando ellas lo soliciten, este precepto no es aplicable 
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armonizándolo con los que le preceden, si se hubiese iniciado 
y estuviese pendiente de procedimiento de suspensión de pa« 
gos. — Sentencia de 24 Junio 1899: G. de 2 de Septiembre m. a. 

— Suspendido por providencia judicial el curso del proce- 
dimiento de suspensión de pagos á virtud de incidente de 
previo y especial pronunciamiento, promovido por un acree- 
dor para que se declare la nulidad del auto por el que se hubo 
al deudor en aquella situación, no puede realmente sostener- 
se» sin manifiesta infracción de los arts. 408, ^42, 74/L y 74!)^ 
número 1/ déla Ley de Enjuiciamiento civil que hubiese 
terminado el expediente de suspensión de pagos por haber 
transcurrido los plazos legales para convocar y celebrar la 
junta de acreedores, porque semejante dilación se imponía 
por el precepto terminante del art. 744, no era imputable al 
deudor que obtuvo á su favor la declaración de aquel esta- 
do de derecho y no cabe tampoco desconocer el que á los 
acreedores asiste para combatir por el procedimiento adecua- 
do la validez'y eficacia del auto en que tal declaración se hi- 
20.— Sentencia de i.^ de Octubre de 1900: G. «de Madrid del 
17 del mismo mes y año. 

— Con arreglo al art. 87 1 del Código de Comercio^ no 
puede el comerciante que carezca de medios para cubrir co* 
rrientemente sus obligaciones, presentarse en estado de sus- 
pensión de pagos si no es dentro de las 48 horas siguientes 
al vencimiento de una obligación que no hubiere satisfecho,, 
debiendo, pasado ese término, presentarse en estado de quie- 
bra, por lo cual tiene declarado el Tribunal Supremo, que 
aun habiéndote decretado judicialmente el estado de sus- 
pensión de pagos, debe dejarse sin efecto cuando^ con arre- 
glo á dicho precepto legal, sea obligada la presentación en 
quiebra. 

El art. 873 del mismo Código se refiere, según su antigua 
jredacción, al caso de que el estado de suspensión de pagos,, 
debidamente declarado, termine por falta de convenio entre 
el deudor y sus acreedores, quedando entonces unos y otros 
en libertad para ejercitar sus respectivos derechos. 

Lo dispuesto en los arts. 875, 876 y 877 respecto ala de- 
claración de quiebra por separado del expediente de sus- 
pensión de pagos, no es obstáculo para que se reconozca y 
sancione la obligación de presentarse en quiebra, impuesta al 
comerciante en el citado art. 871. 

Por su relación inmediata con el asunto principal, no pue- 
de menos de reputarse incidental del expediente de suspen- 
sión de pagos, la declaración de quiebra, cuando es la proce- 
cedencia de ésta el motivo legal para oponerse á la subsisten* 

22 
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cia del estado de suspensión de pagos judicialmente decla- 
rado. . 

Como, por otra parte, es indudable que sustanciándose la 
demanda incidental con audiencia del deudor, lejos de impe- 
dirle, se le ftcilita el ejercicio de su derecho para oponerse á 
la declaración de quiebra, es evidente que declarándose ésta 
mediante la demanda incidental, no se infringen los citados 
artículos del Código de Comercio, ni los i326, i327, i328, 
1 329 y 1 33o de la Ley de Enjuiciamiento Civil, por referirle 
todos al caso en que la quiebra haya de declararse sin haber- 
lo sido previamente el comerciante en estado de suspensión- 
de pagos. — C, núm. lo; 4 Julio 1901. G. 6 Septiembre m. a., 
C. L., t. 10, y R., t, 92 p. 39. 

Él precepto terminante del art. 873 del Código de Comer- 
cio es aplicable lo mismo al caso en que los acreedores dese« 
chan la proposición de convenio formulada por el deudor^ 
que cuando los Tribunales dejan sin efecto el convenio he-, 
cho por los acreedores con el declarado en estado de suspen- 
sión de pagos, y el de que los interesados quedan en libertad 
para hacer uso de sus respectivos derechos, sin que^ esto su- 
puesto, puedan entenderse restringido? tales derechos por las 
actitudes que hubiesen podido tomar los acreedores durante 
la tramitación de aquel estado, ni derivarse de ellas conse- 
cuencia alguna para la integridad de sus títulos de crédito» 
á los ()ue hay que reconocer consiguientemente la fuerza y. 
eficacia aue les corresponda, mientras no se justifique y de- 
clare su legiiimidad.— C. núm. 94; 29 Octubre 1901; G. 24 
Febrero 1902; C. L., t.'io y R., i. 92, p. 359. 

Suspensión de pagos de un ferroearril- 

Que con arreglo al art. 10 de ja Ley de 12 de Noviembre de 
1869, toda compañía de ferrocarriles que no pueda cubrir 
sus obligaciones, tiene la facultad de presentarse al Juez 
competente, en estado de suspensión de pagos, con el balan- 
ce que determina el mismo artículo, y una vez acordada la 
suspensión deberá presentar la compañía á más tardar den- 
tro el término de cuatro meses una proposición de convenio 
para el pago de acreedores, aprobada previamente en junta 
ordinaria por los accionistas, en Conformidad al art. 11 de la 
misma Ley. 

Que declarada en estado de suspensión de pagos la compa- 
ñía del ferrocarril y presentada la oportuna proposición de 
convenio, fué aprobada en Junta general, presidida por el 
delegado del Gobierno, que tuvo lugar á virtud de segunda 
convocatoria, cuyo convenio se aprobó igualmente por sen- 
tencia firme del Juez de primera instancia, y es obligatorio 
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para todos los interesados en el ferrocarril, según el art. 12 
de la Ley de que queda hecho mérito. 

Que celebrada la junta general extraordinaria á que se re* 
iiere la cláusula novena del convenio, acordóla compa"* 
"nía por unanimidad acogerse á la Ley de 19 de^ctubre^ de 
1869, y modificar los estatutos sociales, acerca de cuyaa re* 
soluciones resolvió la administración activa del Estado, no 
poner obstáculo á su cumplimiento, reconociendo que, para 
ía celebración de la junta^ se habían cumplido las formalida- 
des estatutorias y que asistieron á ella los poseedores de las 
nuevas acciones, habiendo tomado parte en los acuerdos el 
número necesario con arreglo á los estatutos, y resolviendo, 
rpór último, que cesara en la compañía la representación deí 
delegado del Gobierno. 

Que reconstituida la administración de la compañía de 
que se trata, y modificados sus estatutos dentro de las facul* 
tades que para ello concedía la cláusula 9.** del convenio^ 
una vez que deliberar es resolver alguna cosa con premedita» 
ción, la nueva sociedad se acogió á la legislación moderna y 
tomó sus acuerdos con arreglo á ella y á sus Estatutos mo« 
dificados, razón por lo que la Sentencia recurrida, que lo re^ 
conoce así, no infringe las leyes i.*, 2/ y 5/ tít. 33, partida 
•€.•, el art. 57 dfel Código de Comercio, la Ley 5/ tít. 33, par* 
tida 7.» art. i3 de la Ley de 11 de Octubre de 1869, art. 11 
de la Ley de 12 de Noviembre de 1869, ni tampoco la Ley 
del contrato. — R. Cu de Enero de 1889; G. 21 Mayo. 

Véase la Sentencia 10 Diciembre 1888, p. 777 y 1042 toma 
64 Jurisprudencia Civil. 

Que resultando bien hecho el cómputo de los cuatro me-^ 
ses transcurridos antes de que una compañía ferrocarrilera 
declarada en suspensión de pagos presente su proposición de 
convenio, falta la base para afirmar, en el supuesto contrario, 
la infracción de los arts. 1 1 y i3 de la Lev de 12 de Noviem* 
bre de 1869, 934 y 938, párrafo i.**, del Código de Comercia 
y 3o3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Que este úlñmo artículo y la jurisprudencia del Tribunal 
'Supremo referente á términos judiciales, no son aplicables 
^1 caso en que un Juez ó Tribunal determina concretamente 
el día en que se abre de nuevo un término legal, puesto que 
semejante determinación -constituye el fondo de una resola* 
ción que es forzoso cumplir si se ha consentido ó no ha sido 
Tevocada. 

Que la providencia mandando que fuese publicada la pro« 
posición de convenio por medio de edictos, para que los 
acreedores pudieran adherirse á la misma en el termina de 
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tres meses, no afecta en nada al derecho ejercitado por un 
acreedor para pedir la declaración de quiebra del deudor, por 
haber incurrido en el caso del núm. i.« del art. 938 del Có-^ 
digo de Comercio, puet aun cuando la ley autorizase expre- 
samente al ñiez para rechaxarde oficio una proposición de^ 
convenio hecha por comerciantes ó compañías declaradas ea 
estado de suspensión de pagos, si no aparece que fuese noti« 
ficada dicha providencia al mencionado acreador para que 
pudiera entenderse consentida por él, y no resulta consig- 
nada en la misma Ley limitación alguna para el ejercicio del 
referido derecho antes de la aprobación del convenio, no tie» 
títn aplicación al caso la ley 19, tít. 22, partida 3/, el art. 40& 
de la de Enjuiciamiento Civil y la jurisprudencia relativa á la 
autoridad de la cosa juzgada. 

Que si el derecho del citado acreedor es para solicitar la 
declaración de quiebra del deudor, nace esclusivamente de la 
cualidad de acreedor legítimo del deudor, no habiéndole sido 
negada esta cualidad, el auto por el que se estima aquella 
solicitud, no infringe la jurisprudencia en cuya virtud na 
cabe resolver sobre pretensiones de los que no son parte en el 
el negocio, cualquiera que fueran las razones que tuvo ante- 
riormente el Tribunal para no tener por parte á dicho acree- 
dor al formular éste una solicitud completamente distinu d^ 
la anunciada. 

Que la resolución judicial denegatoria de recurso de re-» 
forma de la providencia desestimando la pretensión del acree*^ 
dor sobre declaración de quiebra del deudor, por no haber 
presentado dentro del término legal la proposición del con-<^ 
venio, ni por su índole ni por su trascendencia tiene el carac» 
ter de mera providencia, sino de verdadero auto, por cuya 
razón, tramitándose la apelación interpuesta por el acreedor,. 
no han podido infringirse los arts. 376 y 38i de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.— R. C. 10 de Diciembre de 1892; G. 9. 
Enero 1893. 

La Ley de 12 Noviembre de 1869 sobre suspensión de pa- 
gos de las compañías de ferrocarriles, no permite, dentro de 
su procedimiento especial^ más oposición al convenio apro- 
bado que la fundada en las causas taxativamente enumeradas 
en el art. i iSj del Código de Comercio de 1829; que la cau^ 
sa de oposición fundada en la inexactitud fraudulenta del ba- 
lance para facilitar la admisión de proposiciones del deudor 
que el Código de Comercio autoriza en el número 5 del artí- 
culo 903, no es de los comprendidos en dicho art. 1 15^. Que 
los arts. 6, 7, 8, 10^ 11 y 12 de la Ley de 12 de Noviembre 
de 1869 son esencialmente procesales^ 
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Sentencia 7 Noviembre 1896, p< Sa5, toaio 80, Jurispru* 
dencld civil. 

Que la obligación impuesta á las compañías y empresas de 
f ¿rrocarriles, por el art. 934 del Código de Comercio, ó sea el 
1 1 de la Ley de 12 de Noviembre de 1869, de consignar en 
las cajas de depósiios ó en los Bancos autorizados «1 efecto, 
los sobrantes, cubiertos que sesn los gastos de idministra- 
cióo, explotación y construcción, tiene que entenderse Hml* 
tada á tos sobrantes que sean propios de dichas compañías 6 
empresas, no á los que pertenecieron á terceros, pues de otra 
suerte se harían extensivos los efectos de la suspensión de pa- 
gos ó quiebras, á personas á quienes no puede atribuirse el 
mero carácter de acreedores por ser realmente dueños de par- 
te de aquellos sobrantes, y esto sería contradictorio de los 
principios y reglas especiales que informan toda la materia 
de suspensión de pagos y quiebras.— Sentencia 11 Julio 1894 
p. 62, t, jñ Jurisprudencia civil. 

Sucesión mercantil- Aceptada una herencia á be» 
neíicio de inventario, los herederos ó el causante á quienes 
ejecutoriamente se condenó á liquidar cierta sociedad, no 
pueden en tal concepta ser obligados á pagar por la Liquida* 
ción, más de lo que hayan percibida como tales herederos, 
pues lo prohiben las Leves 5/ y 7/, tít, 6.^, partida 6/ — 
S. de i; de Febrero de 1894.: G- Madrid 1 ° Abril, 
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XftlOnCS* Los talones al portador. El pago hecho so-^ 
bre talones al portador y mandatos de transierencia con fir- 
ma falsificada, no libra al Banco de su deuda para con el ver* 
dadero acreedor, porque el pago se hizo á quien no estaba 
autorizado para recibirla. 

Sentencia 28 Febrero 1896, pág. 394, tomo 79 Jurispru» 
dencia civil. 

Tarifa de ferrocarriles. Las tarifas ordinarias de 
ferrocarriles y el pliego de condiciones encierran un contrato 
en que el Gobierno de una parte, en representación del pú- 
blico colectivamente, obliga á éste al pago de los precios se<^ 
Balados, y á sujetarse á las reglas fijadas para el transporte; 
y á la empresa por otra, Ja compromete á llevar el ser- 
vicio con las condiciones establecidas, por cuya razón, cuan-- 
do no se trata pura y simplemente de la reducción de precios,, 
no es posible admitir la idea de que una de las partes contra- 
tantes, á pretexto de renunciar sus derechos rebajando las ta- 
rifas y sin contar con la otra, que es él Gobierno en la re- 
{>resentación colectiva del público, altere las condiciones é- 
mponga otras nuevas, tal vez onerosas y que hagan perjudi- 
cial la rebaja. 

Estos inconvenientes desaparecen, y no es necesaria la in- 
tervención Omnímoda del Gobierno en guarda de los dere- 
chos de la colectividad, cuando el público puede individual- 
mente aceptar las rebajas y las condiciones que en cambio se 
establecen, si así conviene á sus intereses, quedando vivo el 
derecho de los que no las acepten para la aplicación de las- 
tarifas ordinarias y de las condiciones generales, y así la Ley 
general de ferrocarrilef , y el Reglamento de 8 de Julio de- 
1859 autorizaron la celebración de contratos particulares y 
muy especialmente el último con la ampliación que se ad- . 
vierte en su art. 126. 

Una empresa de ferrocarriles usa legítimamente de la auto-^ 
rización que el art. 126 del Reglamento de 1859 le concede^ 
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estableciendo tarifas especiales y nuevas condiciones, dejan- 
do vivo para los que no los aceptaron, el derecho de pedir la 
aplicación de las ordinarias, lo cual sustancialmente equiva- 
le á un contrato particular en cada caso de aceptación expon- 
tánea, simplificando asi las operaciones, y evitándose los in- 
convenientes y la dilación que ofrece el dar cuenta de cada 
uno de los contratos. — R. D. S. 4 Mayo y 28 Julio de 1868: 
G. de 6 Julio y 26 Diciembre. 

En uso del derecho concedido por el art. 1 25 del Regla- 
mento de 8 de Julio de 1859, dos empresas de ferrocarriles 
que tienen enlazadas constantemente sus dos líneas para los 
transportes de viajeros y mercancías de un extremo á otro 
de ellas, pueden formar tarifa combinada, disminuyendo los 
precios de la ordinaria para todos los qué pretendan utilizar 
ese beneficio en la conducción de materiales desde un extre- 
mo á. otro de ambas líneas, y no habiendo recorrido los car- 
bones de una sociedad explotadora de unas minas, todo el 
trayecto, su reclamación pidiendo que se la considere en los 
beneficios de dicha tarifa combinada, carece de base esencia). 

La referida tarifa diferencial, no siendo un privilegio esta* 
blecido en favor de los carbones ingleses y de los que hacen 
ese tráfico, sino que se extiende á todos los que lleven igual 
mercancía conduciéndola por toda, la línea combinada, no 
puede alcanzar á los que hagan su transporte desde otro pun- 
to diferente, excepción que se ajusta á todas las reglas que di- 
chas disposiciones legales han fijado sobre la materia. — Sen- 
tencia T. S. 9 Mayo de 187 1. 

Expedida á instancia del director de la línea de Lan- 
greo á Gijón, la R. O. de 14 de £)nero de 1859, aproban- 
do las tarifas con carácter provisional, en las cuales figura en 
' primera clase la fundición amoldada, hierro, plomo, cobre y 
otros metales labrados ó en bruto, y en la segunda, hierro en 
barras y palastro en galápagos, como la empresa hubiese apli- 
cado á la primera tarifa el hierro en barras, fundándose en 
que en dicha Clase figuraban tanto los hierros labrados como 
los en bruto, á instancia de unos comerciantes y para que des- 
apareciera la duda, se dictó la R. O. de 22 de Febrero de 
1878 estimando se entendiera que el hierro en barras se ha- 
llaba comprendido entre las mercancías de la clase segunda, 
con cuya declaración quedó definitivamente establecida la re- 
gla á que había de sujetarse la empresa del ferrocarril al apli- 
car sus tarifas para el transporte de las indicadas mercancías. 

Si bien la referida empresa por no hallar, á su juicio, bien 
definido en la R. O. que acaba de mencionarse lo que debería 
entenderse por en barras, acudió al Ministerio de Fomento 
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Sretendíendo se aclarase debidamente aquel punto, la nueya 
L. O. que al efecto recayó en 12 de Junio del mismo año^ 
desvaneció las dudas suscitadas por la empresa, toda vez que 
expresó con toda claridad que todo hierro elaborado, aunque 
fuera en forma de barras, como las viguetas, ejes y llantas» 
debían facturarse aplicando la tarifa de primera clase> y la de 
ses anda al hierro en barras sin for^la definitiva. 

No obstante esta última declaración, habiéndose creído la 
empresa de ferrocarriles, autorizada todavía para seguir exi- 
giendo sobre todos los hierros que los comerciantes de quie* 
nes se trata presentaban al transporte» la indicada tarifa» dio 
motivo i que éstos pidieran que se mantuviera la diferencia 
entre el hierro labrado y el que no lo era, petición que fué 
resuelta por la R. O. impugnada de 10 de Agosto de 1878 en 
el sentido de que se conceptuasen comprendidas en la clase 
segunda todas las barras de hierro, siempre que se presenta- 
ran como hubieran salido de loa laminadores ó cilindros, que* 
dando así confirmado en términos claros y concretos, lo re^ 
suelto anteriormente sobre el particular. 

Esu resolución fué procedente, pues que no hizo más que 
definir lo que es hierro en barrios como primera materia pa« 
ra fijar la diferencia con los hierros elaborados, establecien* 
do asi la oportuna clasificación y pago de derechos de unoa 
y otros etectos, manteniendo las prescripciones consignadas 
en las Reales órdenes de 33 de Febrero y 13 de Junio de 
1878 aue ambas partes consintieron. 

£1 tundamento principal de la demanda de la empresa' con<* 
cesionaria del terrocarril de Langreo á Gijón, consistente en 
que sus relaciones con el Gobierno y con el público deben 
apreciarse y resolverse por la R. O. de concesión de 19 de 
Abril de 1847, ^^ ^^ atepdible, porque esta concesión ha ve* * 
nido sufriendo modificaciones con consentimiento de la mis-* 
ma empresa por las Leyes de 30 de Febrero de i85o, 3 de 
Junio y 6 de Julio de i855, que la comprendieron en la legis- 
lación general á cambio de haber recibido del Gobierno la sub- 
vención de 4.100.000 reales. — R. D. I. ^ Diciembre de 1884: 
G. de 39 de Marzo i885. 

T6rceFÍft* No puede fundarse una tercería en el ar- 
tículo 396 del Código de Comercio, si la sociedad tercerista 
no pudo tener existencia legal ni ampararse en el artículo ci-^ 
tado para demandar derechos contra un tercero antes de estar 
inscrita en el Registro general de la provincia la escritura 
social.-— Sentencia en asunto de Ultramar de 8 Mayo i885; 
G. 9 Noviembre. 

Si la acción del tercerista es personal contra otro acreedor 



Digitized by VjOOQIC 



^Tt 



RBl'BBTOma DB LA Jll VISF KDIl EI?Cl A MBRCAlftrL 3 i5 



también personal, tiene preferencia pira el cobro el acreedof 
más antiguo*— R. C. de Ultramar en a8 Marzo 1887; G. 17 
de Ag05to> 

TérntinOS hábiles* Debe computarse la duración 
del término coei arreglo al caieniario gregoriano que es et 
vjgents en el orden civil y mercantil. — Sentencia de 21 de 
Enero de 187a, p. 9Ó, tomo 25 Jurisprudencia CiviL. 

Timbre Ó sello del Estado- La falta de tim- 
bre prodtice en muchos casos la ouUdad del documento que 
carece de éL— Sentencia 3 Majo 1897, P^ ^^' tomo 8i Juria* 
prudencia civil. 

Títulos de la deud&- Se consideran comorendi- 
dos en las disposiciones del Real Decreto de 3i de Octubre 
1893 los títulos de la deuda amortizable al uno por 100, con 
3 por 100 de renta y las láminas de anualidades que circulen 
en la Península é islas adyacentes, y el valor nominal de las 
anualidades se entiende representado por la suma del valor 
de los cupones que contengan incluyendo el que se presente 
al cobro,— R. O. de 3o Abril 1894; G. 3 Mayo, 

— Li naturaleza de efectos al portador que tienen los títu- 
los déla deuda pública y las condiciones especiales que ban de 
concurrir en la negociación para que no sean reivindicables, 
son conceptos distintos compatibles, y se hallan perfecta- 
mente marcados y diferenciados en nuestras leyes, pues si 
por ser los títulos de la Deuda pública, documentos al porta- 
¿orj pueden transmitirse por la mera tradición y U simple 
posesión del título, implica la propiedad, esto absolutamente 
en nada obsta á que, para prevenir la eventualidad de una 
reivindicación y para mayor garantía y aseguramiento del 
crédito público, se haga constar su adquisición de la manera 
especial prevenida en las leyes de 3o de Marzo de t8ó[ y 29 
de Agosto de 1873, y en el art. 545, núm. 3.'' del Código de 
Comercio, sin perjuicio de los efectos generales y comunes á 
esta claac de documentos al portador» y del nesgo consi- 
guiente que corre quien no se ajuste en su negociación á las 
condiciones de garantía que el agente de Bolsa, ó en su de- 
fecto el Corredor de Comercio ó Notario, prestan con su in- 
tervención- 
Estimándolo así la Sala sentenciadora, no infringe el ar- 
tículo 566 del Código de Comercio. 

Las prescripciones de los ans. 548, 56o y 561 del Código 
de Comercio^ en nada absolutamente modlñcan ni podrían 
modificar, según el texto del 566, las condiciones con que 
han de ser negociados los efectos al portador expedidos por 
el Estado para no estar sujetos á reivindicación, y solo nu^ 
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bieran podido invocarse pertioentemente para discutir la 
cuestión, si después de liecbaen forma la denuncia del extra» 
vio ó robo, se hubieran negociado los títulos con interven- 
ción de agente; perp no habiendo ocurrido este hechores in- 
dudable que la invocación de dichos artículos es de imperti- 
nencia notoria. 

Según tiene declarado el Tribunal Supremd en sentencia 
de 32 de Novien^bre de 1881, conforme á lo prevenido en el 
art. 32 déla Ley de 8 de Febrero de 1854, 9on operaciones 
de Bolsa los préstamos con garantía de etectos públicos que 
se bagan con intervención de los Agentes de cambio, y 
loa efectos al portador no son reivindicables siempre que 
con las formalidades legales sean negociados en Bolsa, donr 
de la hubiere, y donde no, interviniendo en^la operación un 
Notario público ó un Corredpr de Comercio. 

La intervención del Agente de Bolsa, como la de Corredor 
de Comercio, y la del Notario en la negociación de los efec- 
tos públicos de la Deuda, no puede hacerse de cualquier mo» 
do, sino en la forma prevenida, ya en la Ley de Bolsa, ya en el 
Código de Comercio, ya en la Ley del Notariado, según el 
^racter del funcionario que intervenga, pues dicha forma 
constituye á su vez la garantía de la intervención, y es la base 
de todas las responsabilidades como de todos los efectos que 
deban producirse. 

No basta, por lo tanto, para poder estimar realizada una 
negociación sobre valores del Estado, con intervención de 
algunos de dichos funcionarios, la circunstancia de que hñyst 
mediado un Agente ó Corredor con carácter particular, sin 
autorizar nada ni extender documento alguno, aun cuando 
se supiera que era tal Corredor, pues no es así como podría 
(Contraer las responsabilidades inherentes á su cargo. 

Estimándolo así la Sala sentenciadora, no infringe los ar» 
tículos 106, 107, ic8, 320, 321, 324 y 545 del Código de 
Comercio.— C. núm. 167; 3o de Mayo 1895, G. 10 Septiem- 
bre m. a.; t. yj, |). 710. 

Contra la adauisición de títulos al portador de la Deuda 
pública española efectuada en Bolsa, no sedaba acción reivin- 
dicatoría, ni en caso alguno la de nulidad establecida por el 
*art, 570 del Código de Comercio. 

Sustraídos á su legítimo dueño títulos de aquella clase y 
vendidos por un tercero en la Bolsa de Bruselas, no puede 
ser desposeído el adquirente de buena ié, según las leyes 
belgas, conformes sustancialmente en este punto con las es- 
pañolas, sin que el primitivo propietario se reembolse el pre^ 
cío de su adquisición. 
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Además de que el art. 545 del Código de Comercio, en re- 
lación con el 67 del mismo, establece como regla general la 
validez y plena eficacia de las ventas de efectos al portador 
hechas en Bolsa, sin contener la limitación de no estar di* 
chos valores retenidos é impedida su negociación al tiempo 
de verificarse su venta, es lo cierto que el art. 5 60, donde en 
realidad se establece una excepción á la misma regla para el 
caso deque los valores negociados fueran robados, hurtados 
ó extraviados, y se hubiera previamente prohibido negociar- 
los, es de todo punto inaplicable cuando se trata de venia de 
títulos al portador de la Deuda pública, efectuada con ante- 
rioridad á la Ley de 2 de Septiembre de 1896, que sea cual 
fuere el alcance que debe dársele, no regía ai tiempo de la 
venta, y por cuanto vigentes entonces las leyes especiales óe 
1861 y 1873, no estaba sujeta aquella á los procedimientos 
de que forma parte dicho art. 56o, por virtud de lo dispuesto 
en el 566, según categóricamente se declaró en sentencia de 
casación de 23 de Junio de 1892 y virtualmente en la de 3o 
de Mayo del 95, sin que tal doctrina esté contradicha por la 
sentencia de 7 de Julio del 96, dictada en congruencia coa el 
recurso que estaba llamada á resolver, para reconocer la efi- 
cacia de una venta de valores públicos al portador, hecha de 
buena íé en Bolsa con las formalidades legales. — C, núm< gB; 
26 Octubre 1901; G. 12 Febrero 1902: C. L., t. 10 y R, t. 92, 
p.35i. 

Título industrial. Que versando la demanda sobre 
interdicto de retener la posesión del título de una compa- 
ñía industrial, es indudable que corresponde el conocimien- 
to de aquélla al Juzgado del lugar donde con aquel ifialo son 
conocidos los establecimientos de dicha compañía, porqae en 
él está el objeto del interdicto.— Sentencia de 16 de Febrero 
de 1893: G. del día 28. 

Títulos al portador (Extravio). No procede en 
caso alguno expedir duplicado de títulos de la deuda de 4 por 
100 que hayan sufrido extravío, aun cuando la expedición se 
haya acordado por resolución de los Tribunales ordinarios, 
que carecen de competencia para dictarla y cuyas determina- 
ciones sobre el particular no tienen carácter ni fuerza de co- 
sa juzgada, si no intervino en el procedimiento el abogado del 
Estado, único representante de esa entidad. Sentencia de 16 
de Mayo de 1895, pronunciada con vista de los arts* 12, 52, 547 
ylos566del Código de Comercio, Reales ordenes de 2 de Abril 
de 1867 y 4 de Marzo de 1893 y Orden de 2 Febrero de 1874, 
Gaceta de Madrid de 11 Octubre 1895, página i85* En ella 
se consigna lo siguiente; cConsiderando que está fuera de 
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discusión que este título al portador es de la serie D. de deu 
da pública* interior al 4 por 100, cuya anulación y consiguien- 
te expedición de duplicado se pretende por la demandante» 
que es menos evidente que esta clase de títulos se rigen por 
la Ley especial de su creación y por los Decretos que en esta 
materia ha dado el poder ejecutor para la mejor inteligencia 
y aplicación de la Ley misma; Considerando que tratándose 
de un título al portador emitido por el Estado, que se rije por 
una legislación especial, no son aplicables al caso de autos 
según precepto terminante delart. 566 del Código de Comer- 
cio, las disposiciones que le preceden contenidas en la sec* 
cióa 2.*, tít. XII, libro II de dicho Código; Considerando que 
el título de que se trata se halla de lleno dentro de los que enu- 
mera el art. 566 del Códijgo de Comercio, y que por lo tanto 
á la legislación especial porque se rigen éstos hay que ate- 
nerse en un todo para determinar si procede ó no la expe- 
dición de duplicados; y considerando, que en ninguna de las 
disposiciones que constituyen la legislación especial porque 
se rijan los títulos al portador de la deuda pública, se autori* 
ZB. la expedición de duplicados, ¿ fin de evitar la existencia de 
dobles signos de crédito que cederían en perjuicio del Es- 
tado, porque significaría la obligación por parte de éste de 
abonar dobles intereses de los debidos.^ — Sentencia de 16 de 
Mavo 1895: G. de II de Octubre de 1895. 

Ton6lftd.ft< Arqueadores y suplentes para la medición 
del tonalaje de ios buques. — Sentencia ao de Febrero de 1901: 
(¡faceta de 26 Mayo 1902. — Vide además reforma de los artí- 
culos 7.*^ y i3 del Reglamento de 25 Septiembre de 1900 por 
R. O. de 12 Julio 1902: G. 16 id. 

Trasbordo de mercancías. La carga que con- 
duzcan del extranjero y haciendo el comercio de importación 
los buques de las compañías de vapores cuando haya de tras- 
bordarse, puede ser colocada en gabarras, siempre que el bu* 
que receptor no se lialle en el puerto. Real orden 3 1 Diciem* 
bre de 1896: G. de 10 de Enero de 1897. 

Transporte por ferrocarril. Facturadas las 

aves vivas que se consignaron al recurrente en la estación 
con sujeción á la tarifa especial número 2, es esta tarifa la 
Ley del contrato á que deben sujetarse las partes. Que lo que 
constituye principalmente la especialidad de dicha tarifa, es 
que las expediciones tasadas con arreglo á ella deben salir 
por el primer tren de viajeros que contenga coches de las tres 
clases, siempre que sean presentadas con una hora de anti- 
cipación á la fijada parala salida del mismo tren, debiendo 
hallarse ¿ disposición del consignatario una hora después 
de la llegada de los géneros al punto de su destino. 
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Que si bien por U misma t«rifa, Jt Compañía se reserva el 
derecho de exceder en ocho horas ios plazos de eipedición y 
de transponef esta reserva se refiere, como U uii^ma cláusula 
la expresa, á las plazos reglamentarios, esto es, á los plazos 
generales, no á tos pactados expresamente en la tarifa y que 
son excepcíonafes ó especiales. 

Que consignadas las aves en la estación de partida á las 
seis de la mañana deí 2t de Diciembre, debieron salir, con 
arreglo á lo pactado^ en el tren que partía á las siete y media, 
que contenía coches de las tres clases y que llegó al punto de 
destino el 22 á las seis horas y ctiarenta minutos de la ma- 
ñana. 

Que por no haber utilizado la Compañía este tren y por 
haber remitido las aves en el que salió á las once r treinta,, 
con evidente infracción de lo convenido, aquéllas llegaron % 
poder del consignatario con un retraso de veinte y cuatro 
horas, origen de los perjuicios que se le han seguido, que 
deben fer de cuenta de la empresa poitadora, y en su cense* 
cuencia, el fallo recurrido, al absolver á la compañía, infrin- 
ge la Ley del contrato.— R. C. 14 Enero de 1887 G. de 3 de 
Mayo. 

Que el recibo de los objetos transportados y el pago del 
transporte sin protesta ni reserva extingue toda acción contra 
la empresa conductora, á tenor del artículo ibo del Regla- 
mento de policía de ferrocarriles de 8 de Julio de tSSg, de 
conformidad con el artículo 207 del Código de Comercio de 
1829» y ai absolver la Sala, de la demanda por esta razón 
principal no infringe los artículos 20, caso 4*^ y 32 de la Ley 
de Ferrocarriles de 3 de Junio de i855 que expresan que los 
transportes deben cobrarse con arreglo a las tarifas aproba< 
das ni la Ley 37, título 14, Partida 5/ que ordena que la de- 
volución de la cosa pagaaa indebidamente debe hacerse con 
los frutos que hayan producido, ni la regla 17, título 34^ 
Partida 7.* que prohibe el enriquecimiento torticero. — R- C. 
3j de Diciembre de 1887; G, de 25 Abril de 1888* 

Que tratándose de una acción personal dirigida al cumpli- 
miento de una obligación de transporte de una determinada 
estación medíante el canje de la mercancía por la carta de 
porte, e^f indudable que tal obligación es legalmente eiigible 
ante el Juzgado á que dicha estación corresponde. — R, C- 21 
de Junio de t888; G. de jo de Septiembre. 

Que según dispone el articulo 35 1 del citado Código, es 
preciso atenerse en los transportes verificados por las líneas 
férreas» á los precios, plazos y condiciones que rigen en la 
explotación de las mismas. 
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Que según la 7/ de las condiciones de aplicación de las 
tarifas generales aprobadas por Real orden de i3 de Oc- 
tubre de 1887, la Compañía del Norte se baila facultada 
para enagenar por cuenta de quien deba ser con la interven- 
ción de los funcionarios de la Inspección del Gobierno y en 
pública licitación, cualquiera mercancía susceptible de déte» 
rióro que no se haya retirado en tienñpo oportuno, levantando 
la correspondiente acta y conservando el producto de la ven-^ 
ta deducidos los portes y todos los gastos, á disposición del 
consignatario ó de quien acredite tener derecho á él. — R. C. 
24 de Febrero de 189 1; G. de 7 de Abril. 

Que desde la publicación del Código de Comercio del año 
1875 los derechos y obligaciones que nacen de los contratos 
de transporte, por los ferrocarriles, se rigen, en primer térmi- 
no, por sus disposiciones, siendo supletorios los preceptos 
contenidos en la Ley de policía de aquellos en 23 de Noviem- 
bre de 1877 y y su reglamento de 8 de Septiembre de 1878* 

Que el extravío de unos efectos es solo un retraso indefí« 
nido, por lo cual la indemnización de daños y perjuicios no 
podrá exceder del precio corriente que los efecto^ transporta- 
dos tendrían en el día y eñ lugar en que debían entregarse. 

Que tratándose de una caja de ferretería que ti^ne un valor 
intrínseco y relativo, la indemnización no puede exceder del 
precio dado á la caja por el consignatario, y siendo éste el fi- 
jado por la Sala sentenciadora, no se infringen los artículos 
368, 370, párrafo 2.* y 371 del Código de Comercio, ni la 
doctrina establecida en la Sentencia de 27 de Marzo de 1890, 
por que se trataba de muestras que por sí mismas no tenían 
valor, sino como medio de concertar ventas.«-R. C. 2 de 
Marzo de 1892; G. de 17 de Abril. 

TrftnsportC- El abandono de la mercancía en el caso 
á que se renere el art. 371 del Código de Comercio, implica 
una verdadera venta forzosa, por virtud de la cual el portea- 
dor queda dueño de la cosa abandonada y obligado á pagar 
su justo precio al consignatario.— C, núm. 128; 10 Diciem- 
bre 1894: G. 2 Marzo 1895; t. ']'jy p. 464. 

El art. 350 del Código de Comercio, ^no exige como requi* 
sito necesario en el contrato de transporte, la entrega de la 
carta de porte al cargador, sino que faculta á éste y al portea- 
dor para que mutuamente puedan exigírsela. — C., número 
c3o;6 Mayo 1895: G. 16 Agosto m. a.: t. 'j']y p. 556. 

El art. 371 del Código de Comercio prescribe, que cuando 
por culpa del porteador llegaren con retraso los géneros de 
cuyo tansporte estuviese encargado, y el consignatario de 
los mismos los dejara de cuenta, comunicándoselo por escri- 
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lo antes de la llegada al punto de sa destino, satis figa dicho 
porteador el toial importe de los efectos, como si se hubie- 
ren perdido ó extraviado, — C. número i35;4Abril 1896: 
G. 4 Mayo m. a.: t, 79, p, 633. 

La accióti Fundada en el contrato de transporte^ en virtud 
del cual y de loa arts, 36 1 y 363 del Código de Cornercio, y 
de ¡os 1 r4, i38 y [3^ del Reglamento de Ferrocarriles, asiste 
derecbo al cargador para reclamar da la compañía porteado- 
ra el valor de las mercancías en et punto que debieran ser en- 
tregadas, no puede confundirse con la que contra el princt- 
pal ó subsidiariamente responsable puede nacer de un delito 
ó de una imprudencia punible, porque mientras la primera 
solo surte efecto entre las personas ligadas por el contrato 7 
con entera independencia de otra responsabilidad, salvo que 
el demandado pruebe fuerza mayor, y si esta consistió en caso 
de incendio, que ni fué ocasionado por imprudencia ó des- 
cuido de sus empleados, ni por insuñciencia ó mala condi- 
ción de suB medios de transpone; la segunda^ ó sea lo que 
nace del delito, se da á todo perjudicado aunque no haya 
celebrado contrato atguno, y se funda únicamente en la prue- 
ba que el actor ó quien le represente iiaga de la delincuencia 
ó culpa punible, y en su caso, de la responsabilidad subsidia- 
lia que el Código Penal ordena. 

^ Al absolver la Sala sentenciadora de la demanda en que se 
ejercita dicha acción^ por estimar que en cuanto á ella hay 
cosa jurgada, porque en causa instruida con motivo del in- 
cendio de los almacenes de la compañía, fu¿ declarada la res- 
ponsabilidad subsidiaria de ésta, comprendiendo la tasación 
de las mercancías reclamadas en el pleito, que sin ser parte 
en la causa promovió el cargador, infringe por indebida apli> 
caclón el art. 1252 del Código civil, y por omisión los 57, 
36i y 363 del mismo Código, y 114 y 139 del Reglamento de 
ferrocarriles. — C, número mí; 11 Abril 1896: G. 2 Mayo 
m, a.: t. 79, p. 653. 

Los ans. 356, 363, 368 y 370 del Código de Comercio, y 

i 14 y ii5 del Reglamento para la ejecución de la Ley de Po- 
licía de Ferrocarriles de 8 de Septiembre de 1878, solo pue- 
de tener aplicación cuando la compañía porteadora deja de en* 
tregar al consignatario los efectos cargados en el estado en 
que se hallaban al recibirlos, sea una persona determinada á 
cuya orden se expidiera el talón ó carta de porte, ó sea el 
portador del documento, según la forma en que se hubiera 
extendido, ambas autorizadas por la ley, ó cuando la entrega 
se hiciese con retardo, daño ó avería, siendo entonces res- 
ponsables las empresas de transporte de la pérdida de io& 
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efectos y de los daños, salvo que provinieran de accidente for- 
tuito, fuerza mayor ó naturaleza y vicio propio de las cosas, 
aún en los casos de sustracciones ó deterioros verificados por 
sus empleados ó extraños que concurran á sus oficinas y de 
los daños y perjuicios dimanantes de la demora ó retardo en 
el cumplimiento de las obligac^iones de entregar. 

Según el art. 353 del Código citado, el canje del título con 
el objeto porteado extingue las accioúes y obligaciones que 
se derivan del contrato de transporte terrestre. C, núm. 192; 
7 Mayo 1896: G. 3i m. m. y a.: t. 79, p. 898. 

La sentencia absolutoria de una demanda sobre abono del 
valor en venta de mercancías rehusadas por el cargador, en el 
supuesto de no haber sido transportadas en el plazo conveni* 
do, no infringe los artículos 353, 368, 370 y 371 del Código 
de Comercio, si se demuestra que aquéllas llegaron antes de 
la hora convenida. 

En el propio caso no infrige la sentencia los arts. 36 y 43 
del Código citado, si la Sala sentenciadora funda la apreciación 
de la prueba en toda la practicada por ambas partes, y tuvo 
en cuenta el conjunto de asientos de los libros de la compa- 
ñía porteadors, entre ellos algunos auxiliares que no requie- 
ren formalidades legales.^ C, núm, 91; 19 Octubre 1896: 
G. 28 Noviembre m. a.: t. 80, p. 344. 

La referencia que hace el núm, 2/ del art. 952 del Códi» 
go de Comercio, á las acciones sobre entrega del cargamen* 
to en los transportes terrestres ó marítimos, ó sobre indem- 
nización por sus retrasos y daño sufrido en los efectos trans- 
ponados, no autoriza la distinción entre las acciones que ten- 
gan por objeto reclamar las mercancías porteadas y las que 
se dirijan á obtener la indemnización por daños ó por retra- 
so, ó el importe de los efectos abandonados, pues todas ellas 
revisten igual carácter, derivan del mismo contrato y se ha- 
llan comprendidas en el concepto general en que son expre- 
sadas. — Cm núm. 34; 21 Enero 1897: G. i5 Febrero m. a.r 
t. 81, p. 134. 

La prescripción de que trata el art. 952 del Código de Co-^ 
mercio, parte de la entrega de efectos ó del cargamento en el 
lugar de su destino ó señalado en el contrato. 

Según el art. 3/5 del mismo Código, dichos efectos están 
sujetos á la responsabilidad del precio del transporte y de los 
gastos y derechos causados durante su conducción y nasta el 
momento de la entrega y cuyo importe tiene derecho á co- 
brar el porteador. — Sentencia 6 Mayo de 1899. 

— La detención administrativa que impida la entrega y oca- 
sione la avería de ios géneros comprendidos en un contrato 
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de transporte, constituye un acto de fuerza . mayor para el 
porteador, y no apreciándolo así para eximir aí naiamo deres- 
ponsribilidadf se infringen ios artículos 36 1 del Código de 
Comercio y jio5 del Código civil, — Sentencia de 2 de Junio 
de 1899, , 

— impuesta al porteador por el art, 36 1 del Código de Co- 
mercio li obligación de probar el caso fortuito ó de fuerza ma- 
yor que ocasione daños y menoscabos eti los géneros durante 
su transporte, y estimando el Tribunal sentenciador no haber 
probado aquél que el perjuicio sufrido se deba á ningún acci- 
dente de los expresados, condenando al mismo al abono de 
BU importe no infringe los arrs. ó6i y 362 del mencionada 
Código, cualquiera que sea la fuerza y eticada que pretenda 
atribuirse á tas disposiciones especiales que regían antes de 
su publicación. 

No todo incendio es debido á caso fortuito, y no probando 
la compañía ferroviaria que io fuese el producido en un va* 
gón de mercancías y tampoco que no fuese ocasionado por 
imprudencia ó descuido de sus empleados, ó por insufícien- 
cia ó niala condición de los medios de transporte, prueba que 
]a incumbe según el artículo i59 del Reglamento da policía 
de ferrocarriles de 8 de Septiembre de 1878, no cabe desvir- 
tuarla apreciación délas pruebas hecha por ia Sala Senten^ 
ciadora en el sentido de la responsabilidad de la compaííía, 
sin alegar y demostrar en la forma que la Ley determina eí 
error de hecho ó de derecho que se suponga cometido por el 
Tribunal.— Sentencia de 7 de Octubre de 1899: G, de Ma- 
drid de 27 de los mismos mes y ano, 

Trflnvíli* Las leyes que regulan el carácter público 
de las calles están limitadas por las que autorizan las conce- 
, sioilcs á empresas determinadas para establecer en ellas ser- 
vicios especiales de locomoción sobre ralis de su propiedad. 

— La explotación exclusiva de estos servicios que implican 
tales concesiones, si bien no obsta á que pueda atravesar ei 
público el terreno ocupado por los ralis cuando las necesida- 
des de su uso lo requieren, ei, sí^ impedimento legal para 
que otra empresa cualquiera tenga derecho á valerse ordina- 
riamente de tales vías para su comodidad y beneficio. 

Conformándose con esta doctrina la Sala sentenciadora, 
no infringe la Ley 2.», párrafo 2.% título 8.% libro 4? del 
Digesto y el artículo ij 2 del Reglamento parala ejecución 
de la Ley de ferrocarriles de 23 de Noviembre de 1877 en 
relación con el artículo 77 de esta. — Sentencia de 9 Febrero- 
de 1898. 

Tribunales extranjeros- La competencia atrl- 
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buida por los artículos 32 y 33 del Decreto de extranjería de 
17 Noviembre de i852 á los Tributiales extranjeros, en los 
casos de su referencia, no excluye la. de otros, dados los tér- 
minos genéricos del artfculo 33; interpretación que no des- 
< virtúa el artículo 42 de la Ley de extranjería en ultramar de 
4 de Julio de 1870 y es á la vez una consecuencia lógica de 
la negativa de cumplimiento en España de una Sentencia 
extranjera, el que se administre la justicia que se pida á los 
Tribunales españoles á quienes de otra suerte no puede bacer 
efectivos sus de/ecbos. 

La declaración de quiebra hecha por un Tribunal extran- 
jero, no produce efecto en España, mientras no se autorice 
au cumplimiento, por lo que, en tal caso, faltando este requi- 
sito no se infringe el artículo 884 del Código de Comercio, 
imponiendo d pago de intereses legales de la deuda contraí- 
da por el comerciante cuya quiebra fué declarada por un 
Tribunal de aquella clase.— Sentencia de i5 de Noviembre 
de 1898; G. de 7 de Diciembre del m. a. 
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Usos mercantiles. Según lo preceptuado en el ar- 
tículo 2.'^ del Código de Comercio, los actos mercantiles se 
regirán por las disposiciones contenidas en él j en su defecto 
por los usos del Comercio. 

En el caso de la Sentencia por el informe de cuatro co- 
merciantes, se probó cual era el uso general de la plaza, — 
Sentencia 39 Octubre de 1896, p, 418, tomo 8ú Jurispruden- 
cia Civil. 

Usurpación de patente. No incurre en este de- 
lito el inventor de una máquina igual tn su esencia mecáni- 
ca á otra, sobre la que se haya obtenido patente, pero dife> 
rente de forma, de dimensiones y de medios para transmi- 
tir el movimiento. La cuestión acerca de la novedad de las 
máquinas ó inventos y por consiguiente, de la validez ó nu» 
lidad de la patente obtenida, tiene un carácter meramente 
civil, propio del conocimiento de los Tribunales de este or- 
den.— Sentencia Sala 2,* del T, S* de 8 Marzo r8g5; G, 6 y 
S Agosto p. 76. 
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Valores públicos*— Constituye el delito de estafi^ 
previsto en el Cháo 5.* del art. 548 de Código Penal, la pig- 
noración de valores por quien los recibe con obligación de 
tenerlos en Caja á disposición de su dueño. — R. C. 3 de Fe*^ 
brero de iSgS; G. de 17 de Septiembre. 

Que existe él delito de falsedad en documentos públicos 
sancionado en los números 2."* y 4 * del art. 3 10 del Código 
Penaéde Cuba, cuando en las facturas de los cupones délos 
títulos de valores del Estado se hace figurar como portado- 
res á los que no reúnen tal carácter, alterando, i|,demás, en 
aquéllos su valor efectivo, cuyos artificios generan el delito 
que se ha expresado. 

Que existe el delito de estafa á que se refiere el núm. i.^ 
del art. 558 y 3.* del 588 del Código de Cuba, cuando supo- 
niendo curso legal á valores que no lo tienen y atribuyendo^ 
falsamente la personalidad de portadores á personas que no 
lo 'son, resulta defraudado el Estado.— R. C. en a. de U» 17- 
de Enero de 1893; G. de 29 de Agosto y 3 de Septiembre. 

La circunstancia de hallárseles bienes consistentes en va- 
loi*es públicos, depositados en el Banco de España, no altera^ 
su situación para el efecto de poseerlos cuando los resguar- 
dos del depósito se hallen en poder de los demándanos. — 
Sentencia 24 Enero 1896, p. 116, t. 79 Jurisp. C. 

— La circunstancia accidental de hallarse los bienes mue- 
bles consistentes en valores públicos depositados en el Ban- 
co de España, no altera su situación para el efecto de poseer- 
los cuando los resguardos del depósito se hallan en poder de 
los demandados.— Sentencia 24 Enero 1896; G. 7 Febrero. 

Varada de buques* — siendo un hecho probado y 
no contradicho en el curso de los procedimientos en que un* 
buque vara ó era desconocido y no figuraba en los planos- 
hidrográficos que servían de guía al capitán en su derrotero,. 
la varada del buque debe calincarse de casual y por lo mismo»' 
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SUS consecuencias no pueden imputarse á dicho cApitáa.— 
R. D, S, 17 Diciembre de iS86; G. 26 Enero de 1887. 

Demostrado por los antecedentes de un expediente, que 
la varada de un vapor nada tuvo de casual ni fué producida 
por una causa inevitable, puesto que el peligro estaba previsto 
y pudo el capitán evitarlo, los procedimienios del Juzgado 
no pueden invocarse como un perjuicio en su favor^ porque 
según la Ley 10 tít. 7," libro 6»° de la Novísima Recopilación 
el conocimiento del Juzgado Militar de Marina, se limita á 
la parte facultativa y criminal del suceso y no le es dado en- 
tender en las responsabilidades civiles qu€ del mismo hecho 
se derivan, — R, D. S. 2 Febrero 18S7; G, 26 de Marzo. 

Venta- — Que no son aplicables los arts, 327 y 3a8 del 
mismo Código de Comercio, cuando no se trata de si debe 
considerarse consumada, ó si es rescindíble una venta hecha 
sin tener á la vista la mercancía, que es la materia de dichas 
disposiciones, sino de si hubo tal venta,— -R, C. en a. de U- 
15 Noviembre i8qo; G- io Diciembre 

Venta en fraude de acreedores. Que ios ar- 
tículos 34 y 36 de la Ley hipotecaria no amparan al tercer 
adquiriente de bienes raices vendidos en fraude de acreedo- 
res contra la acción rescisoria de la enagenación cuando el 
tercero sea cómplice en el fraude, porque adoleciendo enton- 
ees la segunda venta del mismo vicio que la primera, es res- 
cindíble á tenor de !o dispuesto en el artículo 37 v su corre- 
lativo el 41 de la mencionada ley y tratándose de saber si, 
mediante la consecutiva celebración de los contratos de ven- 
ia, hubo ó no propósito de defraudar á los acreedores del 
primer vendedor, son de tener en cuenta las fechas de los con- 
tratos el estado de los negocios del dueño y el de las recia* 
macionea judiciales pendientes contra el mismo, las circuns- 
tancias de las personas que figuran como compradores y sus 
relaciones con los interesados en mantener las ventas y la 
trascendencia de ellos sobre la cosa vendida y sobre el desti- 
no del precio.— Sentencia de 10 Julio 1896, 

Venta de embarcaciones- ai preceptuar ei ar- 
tículo 8.° lít, 9.*^ de las Ordenanzas de Marina de 1802 que 
las escrituras de propiedad de las embarcaciones, ya se refie- 
ran á su construcción, á sti venta, cesión ó traslación, se hayan 
de otorgar por los Escribanos de Marina de las respectivas 
provincias, circunscribe eate precepto, á los casos en que en 
el contrato que dé ocasión á la escritura intervengan personas 
pertenecientes á la ¡urisdiccion de Marina, imponiendo á lo» 
contrayentes cuando no estuvieran comprendidos en esta 
íurísdiccíón^ únicamente el deber de presentar en la Escriba- 
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nía de Marina, copia auténtica de la escritura otorgada ante 
cualquier Notario, lo cual, prueba que ni aun en el tiempo 
en que regían en toda su integridad la legislación especial y 
el tuero de Marina, era facultad exclusiva de sus Escribanos, 
para todos los casos, la de otorgar las escrituras de contrato 
referentes á embarcaciones. — R. D. S. 20 de Mayo de i885í: 
G. 1 3 Septiembre. 

Venta al contado* Que la demora en satisfacer el 
precio en las ventas al contado constituye al deudor en la 
obligación de satisfacer el rédito legal, según previene el ar» 
tícuio 375 del antiguo Código de Comercio.— R. C*. 17 de- 
Febrero de 1 891: G. de 3 1 de Marzo. 

Venta mercantil. Que conforme á lo prescrito en. 
el art. 36o del anterior Código de Comercio, no se reputan^ 
mercantiles las ventas que hagan los labradores de los trutos. 
de sus cosechas; y en tal concepto, no siendo como no es, 
mercantil el contrato celebrado, no han podido infringirse 
los artículos del expresado Código de Comercio que se citan.. 
— R. C. de 2 de Junio de 1887: G. 10 de Septiembre. 
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Zona marítima- No son iplicables ios arts. 1.*, 3^ 
7-*' de la Ley de 7 de Mayo de 1880, cuando la cuesiión liii- 
giosa Qo se dirige á determiaar si en las Zonas marítimo-ie- 
rresires ó en el mar litoral ó costas marítimas cabe dominio 
particular, sino únicamente á resolver á quién corresponde en 
virtud de un contrato determinados terrenos ganados al mar. 
^—Sentencia 20 de Marzo de 1897: G. de 6 Abril m. a. 
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